índice alfabético 

por los su ■» lúas M n»p usa«^«^s«l«.TO t MB m 



A 

Acevedo, T)m, Honorio, contra Don Adolfo Grüinbein, por cobro 

de pesos ; sobre pruebas * 

AcotU, Dun Benigno, con el Banco Hipotecario Nacional, por co- 

bro de pesos ; sobre demanda ejecutiva ■ • * 91 

Acuna, Don Pastor, con Don Her.nindio Mm, desalojo j 

sobre competencia 

Agüero, Don PerefrSw, por tercería de dominio en U ejecución 

de Don Amad™ Oviedo, contra Don José Espeche 

Aguirre, Don Pedro Sutano, so concurso: contienda do compe- 
tencia entre éijue* de comercio del Rosario de Santa Fé y el 

de San Nicolás de los Arroyos. * ■ • V * Q 

Ahumada, Do.. Laureano, con el Bailo «le la Nación Argentina, 

por cobre ejecutivo de pesos * 

Alba. Don Vich.riano. y oíros, con él Banco de la Nación, porco- 

hro ejecutivo de pesos; sobre nulidad 

Albarracin, el doctor .«nació, con Don Domingo «.Sobral, por in. 

demudación ¡ sobre competencia • - " 

Alberli, Don Joan, conlra W. Sa.nson y C\ por cumplimiento de 
contrato ; sobre prueba de testigos 86 
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Alemán, Don Horacio, con Don Francisco S. Mentí, ñor rendición 
de cuentas; sobre suspensión del alefato sobre el mérito ÚV la 
prueba 83 

Almuilia, Alfredo, Curnelio E. Martínez y IVdro lanlomí, por de- 
fraudación da dineros Bacales ; sobre sobreseimiento - 320 

Amespil, Don hlblo, contra Don Angel Ferrari ¡ sobro cumpli- 
miento ile con Ira lo H9 

Angulo y íiarcia, él doctor Miguel, contra el 1-YrnicafííI Central 
Suele; sobre daños y perjuicios 

Arredondo, Don Marcos, ron el Danco tic Locación, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobra denegación de apelación. 189 

Arlas, Don Kduardo, contra la compañía « La finral por cobro 
¡le un seguro, sobre coalas. ■ 356 



l( 



Banci- Agrícola Comercial, contra el Hunco Hipotecario de la pro- 
Tíñete do Dueños Aires, por cubro ejecutivo de costas; sobre 
apelación denegada * 9* 

Üanco do Locacior, n utra Don Marcos Arredondo, por cobro 
ejecutivo de pesos; -obre denegación de apelación 

liaueu de la Nación, coulra Don JVdro A. Uta i liad o, por cobro 
ejeCutiVu de pesos ; sobre eomp< ieficia 58 

Banco de la Nación, contra Vic loria no Alba y oíros , por cobro 
eji f lili vi* d pe-us : sobre nulidad 60 

Banco de la Nación coulra Don Arlstides Sacrislí y oíros, por co- 
bro ejecutivo de pesos; -obre pato* judiciales 8"J 

Banco de la Nación Argentina, cunlra Don Laureano Ahumada, 
pur cobro ejecutivo de pesoa 

llranco Francés del Dio de la Plata, coulra D. Teodora Kutidig, 
por cobro ejecutivo tío pesos ; sobre competencia 10 1 

¡lauco Hipotecará .Nacional, contra Don Benigno Aconta; sobre 
demanda ejeculiva * 
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flaneo Hipolerario Nacional. ™<d™ Don Manuel Antonio y Don 
Nat.nleon Peña, l>or nulidad de tocación ile un inmueble hipo- 

lecailo ; sobre falla de personería ■ u 

llamo Hipotecario Nacional, conlra l David U. IVfia, porro- 

|, r0 fjticulivo de pesos; sobre competencia 376 

Banco Hipotecario Nacional, conlre la provincia de Corrientes, 

por ilaños \ perjuicios' sobre equipolencia ¿37 

Banco Hipotecario de la provincia de inicuos Aires, con el Itanco 

Aaricola CüWBfciíd, por tfbtü ejecutivo de cosías ; sobre ape- 

laciiiii demanda ■ * 

Daneo Riputecario de la provincia de Buenos Aires, con Don Dal- 

miro Mapan ; sobre nulidad de venta **< 1 íl 

Haiu-o Naci.mnl, en liquidación, contra Don IMicarpo Castro, por 

cobro de jfefds; sobre recusnrími • ^ 

ÉáocO Nacional. «I tímida, ion, contra Don Manuel l erré y Km, 

limito L Ibitnayim. por nulidad de cancelación de deuda; 

sobre embargo preventivo - " 

Dañen Nacional, en iiu,u¡danou, contra Don Esteban Cliainc, por 

nulidad de caucelarion de una deuda ; sobre embalo preveu- 



11,,,,,». ,-! dio-l.-i'-bni JuM.t ■ la menn I aimv •Ir la lio/, 

contra Don Felipe do la Hoz, por cobro de pesos y alimentos j 

I Ti 

sobre competencia * • * ■ 

Bfetgefl y Üinl, contra Williams y C% por cumplimiento de mi 

contrato de nolauirnLo. y daños y perjuicios; sobre pruebas.. . 44 
Bemigola, Don Serafín, con el doctor Don Julio rWoüge, por 

devolución del precio de un bote ; sobre competencia. . i" 

IVlzmnv. -Don Juan IVdrn, ron l .luán de la Cruz tiatka, por 

cobro ejecutivo de pesos ■ • " * ' ** 

Diauclii, Antonio, y Girilo Muí ¡¡lo, por eslata ; Gübre apelación . . 353 
Iti.cculiei, Antonio, criminal, contra: por circulación de billetes 

íaUos de curso legal: sobre encarcelación bajo fianza W 

rios.iii. Dan Carlws cimtra el Gobierno Nacional, por cumpliniieu- 

lo de un contrato de proveeduría y daíms y perjuicios; sobre 
pruebas 
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Rruny, Dun Julián, contra Don Luis Ctiigliouc, por cobro tic pe- 
sos ; sobre arraigo . 389 

llueiios Aires, (a provincia de, con Don Enrique SulaneL; sobre 

\ "^^iIlIJÍTlI^L'-IIÍp . m * m * ■ P i i ■ * « • . m v *- * v fc * * • * » * «* « * m * * ■ * • i ■ * . * I Í í" 

Dueños Aires, la provincia de, con Don Guillermo HoherU, sobre 
escrituración ile un terreno Ü3t> 

líuenus Aires, la provincia de, con Uon Carlos liirek, sobre cobro 
de pesos ; j>*ir daños v perjuicios -100 

Bula de su S;ni»d¡it| t i Vn\m León XIIE por la creación (Je las 
nuevas diuresis de La ['lata, Santa Ké y Tucuinán, y nueva 
circunscripción de los ocho diócesis de la República ; sobre 
pase 

Hurgos, Doña Juana, contra Don Federico Lacróte, propietario de 
la empresa del Tramway Elurnl, por expropiación; sobre in- 
compeleircm, fulla de personería y defecto en la demanda,. . , . SH50 



Cacerola, Don francisco, con Don Salvador Caco pardo, por Úm- 
siou de roiulorninio ; sobre excepciones dilatorias : :iñ8 

Cacupurdo, Dun Salvador, muirá t I'raricisro Cacrinla, i *i> j- di- 
visión de condominio ; sobre excrpeioni's dilatorias :jf>8 

Canorl. Enrique, por circulación de billetes falsos del Hanro de 
la .Nación . íllü 

C»purro, Don Vmires D., con Don LuisGardev, por cobro de pe* 
sos ; subre delecto le^al en la demanda . . . M8 

Carballu, Domingo, los herederos de, contra Don Hoque Huzzilo y 
Don Antonio Donadío, pur reivindicación ; sobre pruebas "2HÜ 

Casoveya, Don Kmilio. escribano de marina, denunciando el esla- 
Idceimicnlo de una sucursal de tu ejciibanía del escribano de 
uní riña, Don T. Lope/ ('aban illas . 20t 

Castro, Don l'oliearpo. con el Maneo Nacional, en liquidación, por 
cobro -le pesos: sobre recusación. ÍÍO 
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Catoni, Don Francisco, contra Don R. W. Romer, por cobro de 
pesos ; sobre pruebas * ■ 391 

Chaine, Don Esteban, con el llaneo Nacional, en liquidación, por 
nulidad de cancelación de una deuda ; sobre embargo preven- 
tivo 398 

Chapeland, Doti Antyme, ron Üuii Jorge Mague, por cobro de pe- 
sos ; sobre competencia 38-1 

Codomi, Pedro, Conidio K. Martínez y Alfredo Almeida, por de- 
fraudación ile dineros Jisca les ; >ubre sobreseimiento i>20 

Compañía * Depósitos y Muelle de l.<s Ca'aliuas » t contra el Co- 
bierno de la Nación; sobre giro de cargas é indemnización de 
danos y perj ocios ■ ™ 

Compañía de seguros * La Porleña », eon Lopg y Santos, por co- 
bro de seguros 199 

Consejo de Higiene, contra Don Cesar Cenzana, =»obre recurso á 
la Suprema Corle de autn<¿ de los tribunales locales 275 

Contienda de compiHenda entre el juez de comercio de la Capital 
y el de la protíncia de Santa Vé i sobre el concurso I'erret y 
Crasser 394 

Contienda de competencia entre el juez de comercio del Rosario 
de Santa Ké y el de San N ¡cu lis de los Arroyos, en el concurso 
de Don Pedro Solano Aguirre » • — - • ■ Iflfi 

Corrientes, U provincia de, con el Uaiico Hipotecario Nacional, 

por daños y perjuicios ; sobra competencia 437 

Crank, Don Federico, contra Krietz y Navarro, por rescisión de 

contrato ; sobre cu topeten cía y costas, 38(1 

Crovetlo y C% C. 0., con Don Nicolás Minanovíclu por cobro de 
lanchaje ; sobre tal t de personería. 309 



I» 



Davalo*. Don losé Benjamín, con Don Amonio ügueroaga, por 
devolución de una linca y reconvención por escrituración ; 
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sobre depósito ó afianzamiento de] prcc ¡o entregado y compe- 
tencia 53 

Descnnrs. ijon Andrés, centra Don Itubertu Mac Uer, agente del 
vapor infles Juslin ; sobre pago de averías i\H 

Donadío, Anluiio, y Iknpie lluzzilo, con Jos herederos de Dun Do- 
mingo Garbullo, por reivindicación ; sobre pruebas 2ÜU 

ímrand, Enrique, José Soldati y Emilio Lambinel, por (alsudad y 
estafa ; sobre prisión preventiva . . . ¡ji>2 



E 

Ecbeguren, Angel, crimina], contra, por infracción á la ley sobre 
lotería nacional ; sobre- destrucción de billetes dé lotería ex- 
tra na, ■ » « ■ i ........ . i sr> 

Echeverría, Pedro, v Francisco A. Murrios, sobre extradición. . , 307 
Escobar, Ikm Paulino, contra Don Juan A. Guevara, por cubro de 

pes-.s ; sobre defecto en la demanda i)8ti 

Espe<he, llim José, con Don Amadeo Oviedo, pur ejecución; ter- 
cería de dominio deducida por Don Peregrino Agüero , . . 3*20 



P 

Ferrari, Don Angel, con Don Pablo Atncspil, sobre curnpl [miento 
do contrato , , i 10 

Torré, Don Manuel, y Don lluiilo L. Raniayon. con el Banco ,Na- 
rional, en ltimidariun. pm nulidad lie cancelación de deuda: 
sobre embargo preventivo. ••':•.*«.«.•».••.. 47 

Ferrocarril Central Argentino, can II ivas y (>, pur entrega de 
carga turnio y daños y perjuicios ; nubre prescripción 100 

Ferrocarril Central Argentino, ron el doctor don Dclisario Sara- 
via, por la Dirección de Ferrocarriles, por cubro ejerulivo de 
una inulta ; sobre i »bro de Erounrarius y talla tle personería. . . 2Cü 
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Ferrocarril Cenlral Argentino, con Don Roberto Thompson, por 
cobro Je pesos ; sobre suspensión ile la tramitación y cestas. . . ilüO 

Ferrocarril Central Norte, con el doctor Miguel Angel Angulo y 
Garda, sobre daños y perjuicios 410 

Ferrocarril de liuenos Aires y llosa rio, ron Don Juaqiiin Garayar, 
sobre daños y perjuicios áOS 

Ferrocarril de) Oeste de la provincia de Rueños Aires contra Do- 
ña Angela Mac liad o Veulury y olios, subre expropiación. . , . . . 28 

Ferroi arril Gran Oeste Argentino, con el doctor don Rctisario 
Saravia, por la Dirección de Ferrocarriles, por cubro de una 
muí ti; sobre personería S'.W 

Fonroupe, el doctor iluti Julio, contra Don SeraJin neniigula, por 
devolución dH precio de un bolc ; sobre competencia. 10 

Freiré, doctor don Marcelino, contra Don Eduardo Fusso, por 
cobro de daños y perjuicios ; sobre competencia . iH:í 

Frielz y Navarro, con llon Federico Crauk, por rescisión de con- 
trato ; .sobre competencia y cosías 380 



(lache, Ricardo, contra, por defraudación; sobre prisión preventiva. 40 
Garayar, Don Joaquín, contra el Ferrocarril de flucnos Aires y 

Rosario : sobre daños y perjuicios. 21 Mi 

Gardcy, Don Luis, contra Don Andrés l>. Gapurrn. por rubro de 

pesos ; sobre defecto legal en la demanda- 8S 

Gálica, llon Juan de la Cni*, cotilla [Ion l'eibo ItuUuuce, por 

cobro ejecutivo de pesos 112 

Geuioli Sanlini, contra, por circulación de billetes de curso legal 

falsos; obre excarcelación bajo lianza 3íl¡ 

Gen/ana, Don César, culi el Consejo de Higiene, sobre recurso á 

la Suprema Gorle de autos de los irihouides locales. . , 215 

Gcorges, Domingo, contra, sobre coiujso ¿"Jfl 

Gliiglioue. Don Luis, con Don Julián Ilriiny. por cobro de pesos; 

sobre arraigo 
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Gíraldez, Don (guació, contra Don David Kingslíind, por rescisión 

de contrato j daños y perjuicios ; sobro rebeldía . , . . 15 

Gobierno de la Nación con la compañía t Depósitos y Huelle de 

las Cal aliña* », sobre giro de cargas e indemnización de daños 

y perjuicios ............ - *m 

Gobierno nacional con Don Cario* líussio, por cumplimiento de 

un contrato de proveeduría y danos y perjuicios ; sobro pruebas. 3-15 
Grümbcm, Don Adollo, contra Don Honorio Acevedo, por cobro 

de pesos; sobre pruebas. . . . *™ 

Guevara, Don Juan A-, con Duii Paulino Escobar, por cobro de 

¡tesos ; sobre defecto en la demanda 386 

Gutiérrez, Uon Julio, contra Don Manuel Hurla I Torroba, por cobro 

de daños y perjuicios ; sobre competencia . 1 ; >6 



Hcmer, AngiMo, y otros, criminal contra, por infracción á la ley 
de enrolamiento y movilización «lo la guardia nacional 137 

Hirck, Don Hurlo-, contra la provincia de Buenos Mreí, sobre 
cobro de pesos; por daño-; y perjuicios 4Üti 

llolTmanti, Don Goliirdo, contra Don Gandido Novillo, sobre inter- 
dicto de despojo .■* 4v 

Mortal Torroba, Don Manuel, con Don Julio Gutiérrez, por robro 
ile daños v perjuicios : sobre competencia. . luG 

Hoz-, Du» l'elipe de la, con el doctor Hon Justo Marios, luli r déla 
menor l'anuy de la Hoz, por cobro de pesos y alimentos; sobre 
competencia 



I 



Ibañr/ v Sar^olli. contra, por infracción ñ las Ordenanzas de 
Aduana ; sobre dobles derechos , • ■ 



DE JUSTICIA ÜUCIOHA1- 



-477 



Pftgtrtl 

kasale, Uun Rafael, cónica Don Jusé Wells, sulire escriluracbn . I» 
Humos, Francisco A., y (Vira Lebeverria, sobre eilradieion. ... 301 



K 



Kmgsland, Dun David, con Don Icario GiraUbz, por rescisión «e 
coi ittalo y daüus y perjuicios j sobre rebeldía Í9 

Kiimlig, Dou Tl«.. ron Ree hermanos, por cobro ejecutivo de 
pesos ; sobre compelen ría ■ 

Knm% Den Teodoro, con Uanre l-miró del Itio de la l l Wa, por 
cobro ejeeulivo de pesos : sobre competencia 



fc. 

Lacme, Ballesta v Olmedo, con Recabo, Oléese y Casenave, 
pur cobro de pe$os; sobre competencia - • * 9 

LHcroze, Don Kederico, propietario de la empresa del Trannvay 
Rural, con Doña Juana BurgiíS» por expropiación ; s-.bre incom- 
pelencia, falla de personería y defecto en la demanda 360 

Lambinet, Emilio, Enrique Duraud y José SiddatU por falsedad j 
estafa : sobre prisión prevenliva - 3 " 

* La Rural compañía d* seguros, ron Don Eduardo Arlas, por 
cobro de un seguro ; sobre cosías - - ■ a5G 

LaUillade, Don Pudro A., con el Banco de la Nación, por cobro 
ejeeulivo de pesos j sobre competencia ■ • * 58 

Lons y Sanios, conlra la compañía de siluros « La Porte ña i, 



m ■ 



ror cobro de seguros 
López Cabanillas. Don T., escribano de marina, en la denuncia 
tle Dun Km ¡lio Casaba * • • « 201 
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Machado V'enlury , Doña Angela, y otros, con el r'iTrorarril tlul 
Ovale d.- ta provincia tlu llui-ims Aires ; sobre expropiación ... 

Mítc Dougall hermanos, con liuti Huberto MackÜI } por faísiRca- 
cinn de paleóle i!" iiiVLMicioii : sobre defecto en la demanda, . . ¿TU 

Alackill. Don Uolierlo, eonlra Don Tomás ílurrav y C\ por faJs¡£l- 
eai'iüu ile patente Je invención ; sobre eaucion 

Mackill, Pon Koberlo, contra Mar Uougull berma nos, por falsifi- 
cación de (ihU-iiu* il« invención ; sobre drfecl» en la demanda, 270 

ííacYver, Don Roberto, apon le del vapor inglés m Justin * t con 
Mrni Ajjilrós Desnoirs ; sobre pago de averías. 118 

Mazarí, liini hahuiio, emilra *\ llanco Hipotecario de la provincia 



di. 1 Iiiii'inis Aire- : sobre nulidad de venta 171 

Ma»ne. Iluii .Jorge, eonlra Don Anlyrno Ui.ipeland, por cubro de 

pesos ; sobre erno pelen cia '¿Hi 

Maldunadn. Luí* A., criiuiind contra, pur lesiones. ............ 114- 



Martin* /, Ornelin K, , l'odro lanlouii y Allredn Almeida, por de- 
líaudacion de dineros lisíales ; sobre sobreseimiento , 320 

Medioa, Imr» Demetrio, en la ejecución de Don Domingo Lorenzo, 
contra D"iu l.iifi-iiA.i M. de M.udaua, por cobro de pesos ; pobre 
U'reeria iie dominio : ¡lieidriile sobre |inti']ja de testigos lilíS 

Meuii, Don Francisco S., contra D. Horacio Aloman, por remli- 
ci tu i'ii'-nlas ; sobre suspensión del ábralo *obre e! mérito 



de la prueba 83 

Mezznlri, Elíseo, criminal cónica, sobre circulación de billetes de 

corso lejiaí falsos , , 4¿'.> 

Mibauovii b. Don Nicolás contra C. II. Crovetlo yí>, por cobro de 

laurbaje * sobre falla de personería , :íf>lt 

StonSOgÜr, toarlos, criminal contra, por de lian dación ; >obre re- 
curso á la Suprema i lorie de autos de los tribunal l> locales . . . 'AÜ 

Muí r. i y y l>. Tornas, ron Don lodo- rio Jlarkill, por Calnilirariun 

de paléale de invención ; sobre caución . . . , . 2lVT 

Hurí) lo, Cirilo, y Antonio 15¡aneli¡, por estafa; sobre apelación. . . ;í~i3 
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9 

Novillo, Ikin Cantl¡clo t con Dun Gotardu HolYtnann. snhrr interdicto 

di! despojo , , t , , , lf fii i*» i*n i •>•!»■ ••>•■ kt.yi»»,' 4*1 

Nuiicz, Don Ilcnnindio, contra Don Pastor Acuña. por desalojo; 
sulire competencia • • • . 3*7 

O 

Ojeda, lU'rnieriL'jüiWo, Itr-rnabela y Klenlerta, contra Don José J. 

Rolen i Don fceofl Spalding, por reivindicación ; sobre pruebas. 
Oviedo, Don Amadeo, contra Don .losé Kspecbe, p«r ejccmion; 

tercería de dominio deducida p"r Don Peregrino Agüero Ü-J'J 

Ojáenart, Don Ramón, recurso ele hnbeas corpui deducido por el 

ductor Don Marcelino Torito ■ . ü3 

r 

Passo, Don Eduardo, ron el doctor Don Marcelino Freiré, por 
cobro de daños y perjuicios; sobre competencia . 183 

Peña, Dun Manuel Antonio, y Don Napoleón, con el 15a oro Hipote- 
cario Nacional, por nulidad de luí lición de un inmueble hipote- 
cado ; sobre lidia de personería. .................... 3U3 

Peña, Don David H., con ol llanco Hipotecario Nacional, por cobro 
ejecutivo de pesos • sobro competencia. 31 ti 

Q 



tjuereucio, Don Carlos Haría, con Dona Pascuala Toledo, sobre 
reivindicación de un campo, 00 
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Quiros, Epifanía, y otros, contra; por infracción ¡i la ley de enro- 
lamiento 131 

11 

Itamayuu, Don Bonito L., y Don Manuel Ferré, con el llanca 
Nacional, en liquidación, por nulidad de chancelación de. deuda; 
sobro embargo preventivo 47 

Recagno, ülcese y C.-ismave, contra Lscroze, Itallrster y Olmedo, 
por cnbro di! ilesos; sobre competencia 

Rut 1 Hermanos, conlra Tft. Kandijr, por cobro ejecutivo de posos; 
¡¿obre competencia 101 

liius, Desiderio, y Saba Morol, contra; por i n tracción á la ley de 
movilización de la guardia nacional 131 

\\\v&$ y compañía contra él Ferrocarril Central Argentino, por 
entrega de cargamento y danos y perjuicios : sobre pres- 
cripción IfiG 

ltoberts, Don Guillermo, contra la provincia de Dueños Aires, 
sobre escrituración de un lenvno 336 

Rodríguez, l>oña Francisca P. d«, y otros, con Dona Antonia 
Viera de Pérez y otros, por cubro de pesos; sobre excepciones 
dilatorias 07 

Jl"lon, [ton .losé J., y Don Li Spablinjí, con líer tenepldo, Rer- 

uabela y Kleuterkt Ojuda, por reivindicación; sobre pruebns.. . 32G 

Romer, Don It. \V., cor» Don Francisco Catoai, por cobro de 
pe^os; sobre pruebas 391 

RuniUo, Roque, y Antonio Donadío, con los herederos de Do- 
mingo (krliallo. por reivindicación; sobre pruebas 280 

S 



Sabalé, Don Ricardo, por tercería de dominio en la ejecución de 
Don Antonio Carboni, contra la provincia de Córdoba 424 
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Sacrisli, Don Aristides, y otros, con el Hamo de la Nación, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre fjaslos judiciales 8á 

Samsp y C?, con Don Juan Albeni, por cumplimiento de con- 
iraio; sobrt- prueba ilr testigos 351 

Saravia, el doctor Don llelisario, por la Dirección de Ferrocarriles, 
centra la Empresa del lerru carril Central Argentino, por cobro 
ejecuto de una mulla; sobre cabro de bo mrarius y falta do 
personería 265 

Saravia, el ductor Don Belisario, pur la Dirección de Ferrocarri- 
les, contra el Ferrocarril (¡rao Ueste Argeolino, por cohro de 
una mulla; sobre personería ^93 

Seliiftner y C% por contrabando y robecbo ; sobre prueba de les- 

' * ............ 371 

Sobral, Don Domingo (i., con eJ doctor j ígnacio Albarracin, por 
indemnización; sobre competencia , 4£¿ 

Solanel, Don Knrique, contra la provincia de Ruanos Aires, sobre 
escrituración , , m 

SoMuli. José, Knrique Dtiraud y Emilio Lomlnnel, por falsedad y 
estafa; solí re prisión preven li va. , 322 

Spaldiug, Don León, y Don José J.Holnn, con Hermenegildo, 
Rernabela y Klnikriu Ojeda, por reivindicación; sobre prue- 
ba 3áG 



Thompson, Don Itoberto, contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por cobro de pesos; sobre suspensión tU> la tramitación y eos- 
las ■ m 

Toledo. Doña EWiiala, contra Don Curios Mari;. Quere nejo, sobre 
'ei vindicación de un campo 66 

Torino, el doctor don Marcelino, por Don Jtamon Oybenart, sobre 
recurso de imiten* corpm , 63 



a: 
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V 

Ugueroatía, Don Antonio, contra Pon José ¡fenjamin Davalo?, por 
devolución u> una finca v reconvencitm por escrituración; so- 
Lre depósito 6 aüanzaioi; ito del precio mirlado, j compü- 
lumia ■ 

V 

Viera (!'■ 1'ere/, líoíia Antonia, y i>ln». lia l*-iia i'^nn-n t*. 

de ítotlriííiifz j oíros, por colro ilc pesos; sobre excepciones 
dilatorias. * , .........................■■•-•-*-** 97 

w 

Wells, Don José, con Non Rafael lea sale, sobre escrituración iO 

Williams y C\ con üerpni y llurt. por cumplimiento de un con- 
trato de fleto mentó, danos y perjuicios: sobre pruebas 41 
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ti! \A< «\TMtl\S lOVn.MIhS EX ESTE Vnl.l \\\\\ I X Vil 



A 

Ahxttlurioti. — Tk-bt! abs'dvi'rse al proresado, si en autos no hav el**— 
menlos MifinenJe* iji¡r' sirvan .i demostrar que sea el ;mtor del 
del ifo materia del procer . Púa m ■ 

AfóMH] hipott&írid. — Véase : t'om¡n U't¡rvt. 
Acetan ptrsoitnl, — Véase : Pf< ¿mttfimt. 
Acetan ¡loai'sari't. — Véase : tufe ni uto. 

Afag&tO fA' tii?n prtttmtt». — El juez i, . liene autorización para suspen- 
der el término que la lev señala para aligar sobre el mérito 
de la prueba producida. l'ágina&J. 

Atmnceim *le Aduana. — Véase : Catntinat. 

Apelable, — E\ aiituque ordena la prisión preventiva, es apelable. I á- 
gma 4U. 

Apvtabtv. — Son inapelables los simples decreto? de trámite que no 
traen gravamen para la definitiva, l'ágína \\. 

Ajitltthle. — El auto ordenando el embargo en el juicio ejecutivo, no 
es apelable. Página 04. 

Apelable, — No lo es, el auto de solvemto. Página 18ÍI. 

Apelación. — Véase : Suprema Corte. 

Arraigo. — El extranjero domiciliado en la República no está obliga- 
do á arraigar el juicio. Página 

A -ruina}?. - Kl hecho de haberse cargado la madera sobre la cubierta 
del buque, no basta para romprobar el mal arrumaje de la 
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Cftiga, ni <iue éste haya sido la causa eficiente .Id uaulragio. 
Página IU9. 

Aterida. - rrortíle «I |*fi« <!'' aivrí ^ wnsa.lw por culpa o negligen- 
cia del capitán. Pagina 148. 

II 

Banco tltpoimm». - f&ije : jptfV&i í jN** 
Jtol<\ — Véase : Jiísfír/n fnierat. 

foto - Correstiondc eoiwder el pase i la huía que no se opone a las 
prerogalivas constitucional y á los deleites de patronato 

nacional, m % aP & im ílí > uolli>s ' eÍcrcC A I '"™™ nílCÍOnaL 
Página 284, 



Captan - La protesta de éste, hecha en otro puerto oue el .le su He- 
gmla v sin las formalidades legales, mi tiene valor. Pagina 148. 

Capitán - No puede atribuí™ á las manileslaeiones ilel capitán, lie- 
chas eu la protesta de un siniestro, una fuerza ¡.mbalont lan 
ajeqiüta, que baste por sf BOl* á establecer k iiti un 

hecho, máxime cuando el hecho puede entrañar responsabi- 
lidades para el capitán protestante. Página |W* 

Capitán. — Vém : \rrumnjr; Aterías. 

Carga. — Véase. : Arnimaje. 

' -ta de termo. - No pudteiidu apreciarse sin prendamiento, si una 
carta dirigida á íertserOj (jue ápató vincularse con el nego- 
cio en litigio, impnria un mandato ú otro acto jurídico en el 
mierfe del destinatario, 6 de quien la presente en juicio, debe 
ordenarse su reconocimiento, si.» perjui. io de apreciarse en 
la sentencia deiiuiliva su pertinencia ó impertinencia. Pa- 

Catalinas. - U concesión acordada á la sociedad < Depósitos al Borle 
y tuuelle de las Catalinas &t decreto de ¿1 de Julio de 
Í 8-5, y aprobada por ley de 12 de Octubre de 1817, está en 
vigor. Página ±14. 
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Catalinas. — Esa concesión no comprende el derecho al proraieo ile 
ja carga con l<* almacenes que el gobierno construye en lus 
lerretios ganado» al llio de lá Piala, por tas obras del puerto j 
pero lo comprende respecto de los demás depósitos de la Ca- 
pital, en la proporción ; ron (liciones establecidas en el arti- 
culo i" del citado decreto, y. por consiguiente, la compañía 
tiene acción á ser indemnizad por la Talla de giro proporcio- 
nal que se hubiese efectuado de b carga en ta medida de la 
privación de ese derecho. Página iU. 

Caución. — El querellante por falsificación de puente de invención, 
que insiste en el embargo decretado coutra el querellado, está 
Obligado, >i éste la pide, a prestar caución para responderá 
la> resellas del juicio. Página 

Camas criminales, — Ycase : Trxtigu*. 

Circulicion de WWW f$m> — fe Í*s1a la pena de cinco años ? me- 
tilo de trabajos forz ólos y mulla de ¿TÓO pesos fuertes, im- 
puesta al reo convicto y confeso de! delito de circulación de 
billetes falsos del Hancode la Nación. - Página $10-. 

Cirmiamn tU> billetes falsos. — Véase : EjrarrrUtnun. 

Comiso. — L»& loenailerbH traídas en baúles, manifestadas por el in- 
teresado, eutregamlo al empleado respectivo las facturas, an- 
tis* de ninguna verificación, y al pedir* su despacho como 
mercaderías sujetas al pago de derechos, no caen en comiso. 
Página f¡0. 

Qompettneia. — Si .turante el pleito sobre .levolurion escrituración 
de una linca, se ha entregado H precio bajo la responsabilidad 
solidaria de dos perdonas, y por insolvencia de una de estas, 
el comprador pide que la otra deposite el precio recibido o 
refuerce la garantía cotila firma solidaria de otra persona 
abonada, este incidente no importa una acción contra el ven- 
dedor, y, por consiguiente, si éste ha Tallecido, no debe ser 
remitido al juez de su testamentaría. Página 53. 
Competencia. — El domicilio indicado en el documento «le obligación, 
importa la elección de un domicilio especial para su ejecu- 
ción. Página §9. 

Üpmpetniritt. — Corresponde fr la justicia local, el cobro de una letra 
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endosada por un resíllenle en el extranjero á un vecino de ta 
Capilal, centra otro de la Capital. — Página 101. 
Competencia. — Si la petición de revocatoria ile un aulo minarla de- 
cir de incompetencia del juzgado por causa supervinicnle, el 
Interior de he previa mente pronunciarse sobré ella. I Vigi- 
lia 183. 

Competencia, — W juez del lugar donde se lia contraído la deuda hi- 
potecaria, estando duroiciliudu alli el deudor, es competente 
para couucer en la demanda que el acretdnr promueva por 
coliru del saldo de dicha deuda, aunque el deudor hubiese 
mudado de domicilio al iniciarse la demanda. Página :iT6. 

Competencia. — Véase : Jurisdicción prwogada ; Justicia federal ; 
Quiebra ; Suprema Corte. 

Confesión cali ¡muta. — La ealiliracion de la confesión ño ejerce in- 
lliiencia para la resolución de la causa, cuando el delilo está 
¡alen amenté averiguado con independencia de ella. Pagina f 14 . 

Contienda decompetencia, — Bu las contiendas de competencia, el juez 
requerido debe resolver sobre la iiilíibiloHa Declamada y co- 
municar su resolución al juez exhortante. Sí no lo hace, la 
Suprema Corle puede NhüF uliciu l ,!im 'l ue tljm l )Ia con c «* 
prescripción. Página 

Costas. — La condenación en tosías tmlra en la indemnización debida 
A damnificado, c muido m* ha negado en absoluto el derecho 
á ella. -- Página 206, 

Costas, — É que tía pedido la suspensión de la tramitación ordinaria, 
y u nuil lie* la después que no tiene inconveniente en que esta 
cüi.tinüe y desiste de la petición; es pasible de la condonación 
i n cosías ilel incidente. Página 

Costas. — La declaración de inciuiipetuin ia del juez, por corresponder, 
se»im el pncln de la póliza, la apreciación de los perjuicios 
al tribunal pericial, mi da mérito para imponer al ador el 
caigo de las cestas, Página :i56. 

Cutías. — k$m son de cargo del que ha ocurrido a juez, incompetente, 
Pagina ;is(t. 

Cotejo iU firmas. — Véase : PrMÜá* 

Ciwtion de otmpetemio, — Véase : Inhibitoria. 
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/JfiHttó y ¡arjuidm. — Para que sea procedente la di-manda por can- 
tidad di; pesos, procésenles du danos y perjuicios, eu cuyo 
juiciu se lia abierto la causa á prueba sobre la existencia y 
monto de los perjuicios, y responsabilidad del demandado, es 
uccesario que el actor demuestre no solamente su derecho á 
ser indemnizado, sino laminen la realidad y la importancia de 
los daños y píf juicio-;. Página 4(M». 

Daños y perjuicios. - Probado >ulicienleuicule id incendio de campos 
t cercos pertenecientes al actor, producido por las máquinas 
del ferrocarril, y la realidad de lo* perjuicios causados, la 
empresa se halla obligada á su indemnizad oo. Pareciendo 
equitativa la estimación de ellos, hecha por la sentencia del 
inferior, debe e«m firmarse, Pagina 410- 

Declinatoria. — Véase ; Inhibitoria* 

Decreto de trámite. — Véase : Apefabla. 

Defecto te0l — Debe rechazarse la excepción de defecto legal en el 
modo de proponer la demanda, cuando resulla que sla reú- 
ne los requisitos exigidos por la ley de procedimientos. 
Página 8H. 

Üéfecto legal. - No lo hay en la demanda, cuando ésta reúne los re- 
quisitos que exige el articulo 57 de la ley de procedimientos. 
Página ;i'tl). 

Ih'fictti tegnL— No lo constituye, ene! modo de proponer la demanda 
la falta de citación de la ley aplicable, y de la numeración en 
párrafo*- Página 

th-minuta. — Véase : Padres. 

Dobles direchos. — Debe confirmarse la pena impuesta de dobles de- 
rechos, si la sentencia que la impone no ha sido recurrida, 
aunque pudiera aplicarse á los hechos ocurridos la de comi- 
so. Página 150. 

Domtigtteí, Dr. hsé E, — Acuerdo celebrado con motivo de su fa- 
llecimiento. Página 5. 
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Ejecución. — Corresponde el procedimiento ejecutivo pan ta cobran- 
za que haga el llanco Hipotecario Nacional, fundado en la es- 
critura pública de préstamo otorgada con arreglo á su ley or- 
gáuka* Página i'J". 

Embargo. — Véase : Apelable. 

Embargo preventivo, — Procedo éste para asegurar el pago de una 

deuda que se reconoce haber eifetídu, y se alega haber sido 

cancelada sin derecho. Páginas 17 y W)H. 
Eitrotamiento, — La imposibilidad para el servicio militar por delec to 

n>ieu, furnia la excepción absoluta establecida por la ley. 

Página 137, 
Enrolamiento, — Véase Pena ; Proceso. 

Escritnmo de manan. — No es contrario á ninguna disposición de or- 
den público que el escribano de marina con registro de con- 
tratos en la i laical, y derecho de ejercer su DÍicio en todas 
sus secciones, < <tohlezca en una de estas una ofleina para re- 
cibir los datos y antecedentes de sus clientes, á fin de otor- 
gar las escrituras cu su registro. Pagina 304. 

Escrtturaewn. — El comprador que ha luí nado subre sí el cargo de 
pagar las letras que ef vendedor debia alomar al gobierno de 
la provincia, para obtener la escrituración del terreno ten- 
dido, y que ha rehusado hacer el pago de dichas Letras al ven- 
i rujíenlo, no puede obligar al vendedor a que le escriture el 
mencionado terreno. Página 19. 

Rrcarrc fanón . — La sola circulación de billetes lalso* de curso legal 
admití! la encarcelación bajo lianza. No obsta que sobre el 
procesado recaiga la sospecha de ser la persona a que se re- 
lien' otra causa seguida por igual delito, si de ésta no resulta 
contra dicha persona semiplena prueba o indicios vehemen- 
tes de culpabilidad. Página 'JU. 

Excarceiitt it/H . — Podiendo )n pena que merezca el delito, ser mayor 
de la que admite la e\ caree lacio» bajo lianza, debe ésta ser 
llegada. Página 31 ti. 
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Excepciones dilatorias. — La (alia de derecho no puede fundar excep- 
ciones dilatorias. Página 303. 

Exct'pi iones titiritarían. — Las opuesta» después del termino señalado 
por el articulo 12 de la le\ l |>im edimienlos, no son admi- 
sibles. I^i|j¡¡riu 358. 

Excepciones personales. — Véase : Solidaridad. 

Expropiación. — No habiendo mérito para irmiUlicar el precio é in- 
demnización lijados por el Infennr. debe confirmarse su sen- 
lüiM'iü. Página á8. 

Extradición. — Cuando hay tratado, el pedido de extradición debe su- 
jetarle á la turma y requisitos proscriptos por él ; y, siendo 
cumplidos, debe hacerse lugar á la extradición solicitada. 
Página 307. 

F 

Fattti de personería. — La presenlaei I poder batíanle, hecha an- 
tes de oponerse legalmente la rvcepcion de Talla dt- persone- 
ría, por no haber sido acompañado el poder á la demanda, 
hace inadmisible dicha excepción. Página 303. 

Falla de prrsoneritu — El no haberse pasado copia del poder presen- 
tado por el procurador del demandante, no justilicn la excep- 
ción de falta de personería. Página 3ti0. 

Falta de personería, — La excepción que importa la falla de derecho 
en el actor» no puede ser admitida como dilatoria por Taita de 
personería. Página 369. 

Fecha. — Véase: Imtruminto prirado. 

Ferrocarril. — Véase ; Mi ños ;/ prr juicios; Negligencia, 



II 

Habeos corpas. — - La orden de arresto del fallido, dictada por el juez 
de la quiebra, no es susceptible del recurso de habmscarpvs. 
Página 03. 

Hipoteca, — Víase : Cumf ciencia. 
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Impo*ibili<l<!it. — Véase : Enrolamiento. 

inhibitoria. — lledurida la csfíf^r ion de declinatoria de jurisdicción, 
no paute promoverse I» misma cuestión de competencia por 
inhibitoria, Página 

Instrumento privado. — Klducuineino privado que presente el tercerista 
nu tiene, con relación al ejecutante, más fecha qui- la de su 
presentación enjuicio, sin que pueda alterar esta conclusión, 
fu miada en el articulo I Ufó riel Código Civil, el hecho de haberse 
encontrado ausente *■! Mimante del documento. Página 330. 

tntmiktu, — YA perruisuriado por el .lapidario deun campo, para que 
mis vecinos liaban er« él estudios ilu nivelación, con el objeto 
de adquirir un» servidumbre de acueducto, mi importa conce- 
derles la posesión ■ I ■ - * campo: y sn retiro ó suspensión no pue- 
de dar lugar al ejercicio de acciones posesorias. Página 417. 

J 

Juici» éjemtttio. — U raaaifesiacioii del ejecutante de haber sido iuic- 
gra mente pagado ilel crédito. iriieteses|gaslos|«(tÍCÍaleSj que 
le cor responden pairar, importa que etiftra éstos se hallan com- 
prendidos los honorarios de lo> peritos tasadores. Página 8-2. 

Juicio ejmttiro. — No habiéndose opuesto excepciones, debe seguir 
adelante [a ejecución, Página ¡JKl 

Jun io .yntlira. — Véase : AptMde. 

Jéitdimmi prorog¡lda . — Se entiende prorogadu la junsdiction 
local, si el extranjero demandado ante ella por un argentino, 
¡espues de haber declinado de Ja misma, no reclamó de la 
resolución insaliva, y concurrió después de ésta ante el jue¡e 
local interponiendo recusación contra él. Página :UT 

Justifin ¡vdrrot. — No corresponde á ella la causa ei| que no puedan 
demandar \ ser demandados ante los tribunales nacionales, 
ludes é indi vidual non le los que sun parte activa y pasiva en 
la demanda. Página 0. 

fttstiriu féütrali - No corresponde á ella, rutione materia' la causa 
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por devolución de precia de un bolu, no destinado al co- 
men- io mariUmo. Página 10. 

Justicia federal, — No corresponde á ella ral tone persona' la causa por 
devolución de precio de uti bule, si su importancia no excede 
de lo que pertenece á la ju?l irin de paz. Página 10. 

Justicia fhlrnil . — Kl Vecino demandado a tile su propio juez, no 
punir invocar la jurisdicción federal por razón de residir el 
demandante en el extranjero. Pagina 101. 

Justicia féit&f&l. — No corresponde ít ella, la demanda por danos y 
perjuicios procedentes de embargo ordenado en causa se- 
guida anlf Ja justicia lural. Página ITiu, 

Justicia federal. — La acción personal dirijida por un argentino contra 
un extranjero, corresponde al fuero redera), si este no ha re- 
conocido la jurisdicción (lelos tribunales locales. Página 193. 

Justicia federal — No siendo anónima ta empre>a cuyo pror tarín ha 
sídn demandado, es i*l domicilio de ésle, y no el ennslituido 
para Ja euiproa, que debe tenerse en vi^ta a objeto de deter- 
minar la procedencia del Inoro federal, por razón de la dis- 
tinta vecindad de las parte». Página ¡Hit». 

Justicia federal. — Para justificar el fuero federal por razón de per- 
sonas, no hasta probar la distinta vecindad, es necesario 
prollar también la nacionalidad. Página 384. 

Justicia federal, — La cuestión de danos y perjuicios causados por 
incendio producido por las locomotoras do un ferrocarril, 
corresponde á Ja justicia federal ratimte materia, Página 
liü. 

L 

Lotería* — La destrucción de billetes de loterías extrañas, ordenada 
por sentencias t Midas de los tribunales locales, interpretando 
y aplicando la ley de la materia, n» e> vinlaluria de ninguna 
garantía conslilucimial. Pagina IS.'i. 

N 

Naufragio, — Véase : Át ramaje. 



492 



FALLOS ÜE LA SUPREMA COllTE 



negligencia. — La falta de guardián en los pasos á nivel de las calles 
de lu ciudad donde pasa la vía lema, constituye, por parle 
de la empresa, una negligencia que Ja responsabiliza por los 
daños ocurridos á consecuencia de dicha taha. Página 200. 
Nulidad. — No procede la nulidad fondada en nolilicacioues bechasen 
domicilio equivocado, si consta que el mandamiento de embar- 
go ha sido iiotilii ailu personalmente al ejecutado, y la citación 
de remate se ha hecha á su apoderado para el juicio. Página 60. 
Nulidad. — Si los liedlos alegados no son conducentes a modificar el 
resultado del pleito, h no recepción de la causa á prueba no 
causa nulidad. Página 1*31, 

O 

Obligación sin plazo.— Uebe lijarse un término para la prestación que 
es objeto lie la obligación, si resulta ime no se ha hecho y no 
hay plazo estipulado. Pagina 110. 

Olivares, doctor Adolfo F. — Acuerdo nombrándolo secretario Pá- 
gina (V. 

Olivarte thcinr Adolfo F. -Acuerdo celebrado con mutilo d«> su falle- 
cimiento. Página G. 



Padres. Los jiadres que e^tán llamados á representar á sus lujos 

menores en virtud de la patria potestad, no están obligados a 
acompañar comprobantes para jusliíiear su personería. 
Página 'Jl. 

Poten le de intención. — Sin acompañarla la demanda la patente res- 
pectiva, no puede dársele curso. Página 

Patente de intención, — Véase : Caución. 

pena. - La de servicio militar en el cjérnlo permanente, impuesta por 
un año á los i afra clores de la ley de enrolamiento, y por dos 
años á los infractores de la ley de movilización de La guardia 
nacional, debe ser disminuida á razón de un día de servicio 
pur cada día de prisión sufrida. Páginas IÜI y 137. 
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Perumerfa — El decreto del Poder Ejecutivo, de 7 de Noviembre de 
Í895, que prohibe encargar del cobro de las mullas á loa em- 
picados de la dirección de ferrocarriles, no se uponB ala ia- 
terpreucion que dicha dirección le ha dado, entendiendo que 
se refiere no á nombramientos de apoderados hechos ya, sino 
á nombramientos por hacerse. Pagina* áti5 y ¿93. 

Pmtmeria. — Véase ; Pmtns, 

Posesión, — Véase : Intenhcto. 

poaiciuws, — Süu cédula de citación parala absolución deposiciones, 
no contiene las formalidades requeridas por el artículo 02 de 
la ley de procedimientos, no pueden darse éstas por absuellas 
en rebeldía, y debe, procederse á nueva citación. Página 345. 

m^ripdou. — El justu título, la buena ié y la posesimi continuada 
por más de veinte años, eonliere al [m>ecdor el dominio del 
inmueble poseído, y le da el derecho de rechazar la acción 
reivindicatoría que se míenle contra él, Página lili. 

Prescripción* — La acción personal sobre cumplimiento de contrato, 
deducida después de más de veinte años, desde que se alega 
haber sido celebrado, se halla extinguida por la prescripción. 
Página 144. 

Prescripción. — U acción sobre entrega de careamenio, nacida de un 
contrato de transporte terrestre celebrado y concluido bajo 
el régimen del antiguo Código de Comercio, se prescribe por 
un año. Página loti. 

Prisión ptrmitira — La pristo» preventiva no proced- >i no existe se- 
miplena prueba .i vehementes indicios de culpabilidad con- 
tra la persona á quien afiela. Página 40. 

Prisión preventiva. — No habiendo semiplena prueba ó indicios veh 
mentes, no procede la prisión preventiva. Página áá*. 

Prisión prevtntira. — Véase : Apelable. 

Proceso. — Tratándose de hechos diversos con relación á personas di- 
let entes y que tundan causas independientes entre si, debe 
I orinarse un proceso para cada una ile ellas. Páginas 131 
y t31. 

Próroga ¿> jurisdicción. - Véase ¡ Jurisdicción prorogaüa- 
Protesta. — Véase : Capitán. 




494 FALLOS li K LA M'PUEMA COHTE 

Prueba. — La pertinencia ó nodo las medidas probatorias solicitadas, 
debe apreciarse al «Helar sentencia. Página 44. 

Prueba, — Aún después (te lu* alegatos, el jura puede mandar agre- 
gar las pruebas producidas en tiempo, y na agregadas sin cul- 
pa tlel interosado. Pagina &t. 

Prueba. — El incidente sobre prueba de una de las parles, suspende 
cí curso del término probatorio. Página 28o. 

Prtteba. — La ratiilcacion (» cotejo de firmas, es una diligeo ia díslin- 
la de Ja comprobación de autenticidad ó falsedad délas mis- 
mas. Él liaber pedídu aquella dentro del término probatorio 
noautorira á pedírosla, sí ia M sedad no fue alegada oportu- 
namente, y si la comprobación se pido después de vencido 
dírlm término. Pagina320. 

Prueba. — No fnie.lt dejar de acordarse h devolución de un expediente 
agregado ;i 1¡l pringa, que pida la Cámara de Diputados, sin 
perjuicio de turnarse copiado lo <|ue haga al derecho de quien 
lo presentó romo prueba. Página ¡ílo. 

Prueba. — Resultando rompí -o bada la negligencia «le la parte, no es 
admisildo la prueba que solicita después de vencido el térmi- 
no probatorio. Página aiH. 

Pnuba.— Véase : Nutidtíd; Testigos, 

Q 

Quiebra. — Si el cucursado tenia un estableriinioulo rural en un Ju- 
gar, y su domicilio real en otro, es el juez de este último Ju- 
gará quien corresponde entender en el juicio de quiebra. 
Página A'll. 

li 

lietteldia. — No puede darse por decaído en primera instancia el dere- 
cho tic contestar, si Üésjpues de acusada la rebeldía no <e lian 
acordado las 24 horas que prescribe el artículo 12 de la ley 
de procedimientos, aun cuando re haya concedido próroga 
del término i efectivo. Pagina 15. 

Beeonoeimiefito, — Véase: Carta dv tercer». 
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mMtfm, - El pililo pendiente ile una de las partes contra el juez, 
es justa cansa Je recusación. Pág¡nfc$$* 

g^rm - La mlerprclarion y «plirarion de la, l,jes .le prored.ui.en. 

los, hedías p»r los tribuales l cales, rio autoriza el recurso 
á ta Suprema Corle, Páginas 38 y 215. 

flwnrw. -Cuando la excepción de competencia üelajuslicia icderal, 
se 'rechaza en concedo de no poder hacer uso ya de ese pri- 
vilegio, el auto que la niegue debe tenerse por ddlmlivo, y 
es apelable para ante la Suprema Crie, fagina 193. 



Servido militar. - Véase : Pena. 

^ W , mt * - Crrespomle el provisional y no el defm.livo cuan- 
do no resulla con evidencia la ineusíeneia del ddilo. ra- 

SoMavid* /. - Kt ejecutado per una deuda sellaría no puede defen- 
derse oponiendo excepciones personales á su codeudor. 
Págfna :íí. 

Suprema Gátm - m «o P«ede resolver sol, re las «pecuen«H que 
.ntrafie la falta de cnmpliinienlo en el pino lijado para el de 
ullsl obligación sin lérmino. si el Interior no se ha pronun- 
ciado sobre ese punió, Página ll'J. 

m tem Corte. - X" corresponde á día entender en la apelación e 
utta cansa criminal por delito común, seguida ante el juerle- 
deral. por tmped.mento ddjues ^tado territorial. 1'ag.na 

mrm*mté> - No corresponde á ella, conocer en grado de apela- 
ción eo demandas de cuantía menor de desceñios pesos. 

Página iii- . . 

Suprem Corte, - No corresponde 6 ella, el rononmienlo de la de- 
manda une se promueve contra una provinca, por razón de 
cesiun de derechos hecha al actor, por un argentino vecino de 
U misma. Página 43 u 

Suprema Curie. - Véase : C<Mti*nd« de mm^tmcta. 
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T 

* 

Tasadores. — Véase : Juicio ejecutivo. 

Tercería de dominio. — No probada la posesión de largo tiempo, en 
Une se funda la tercería de dominio, debe ésta ser reclinada. 
Pagina 424. 

Termino, — Véase : Prueba, 

Testigos. ~ Debo rechazara- la prueba de testigos» si ha <ido pedida 
dos (lias antes de vencerse el término probatorio. Pagina 318. 

Testigos. - Pedida la prueba testimonial, y presentada la lista de tes- 
tigos en tiempo, debe aquella ser admitida, sin que pueda 
perjudicar :■ la parte el hecho de haberse proveido por el 
juez varios dias después. Página 35Í, 

Testigos. — En las causas criminales no es admisible la prueba de les- 
li-itís después de vencidos los primeros diez días del término 
probatorio. Página :i7t. 

Transporte terrestre. — Véase : Prwripctou. 

V 

Venta. — La hedía por el Dañe» Hipotecario, en virtud de las faculta- 
des que le acuerda su ley orgánica y el contrato de préstamo, 
reconocida* y aceptadas por el deudor hipotecario, es válida, 
y no puede ser tachada pur inte de nula. Página 171. 

Venía. _ Con arreglo á ta ley de contabilidad «Ib la provincia de liue- 
nos Aires, de ¿I Enero dé 1100, toda venta en subasta 
que se haga por cuenta de aquella, no se eonsidera consu- 
mada sin la aprobación del Poder Ejecutivo. Página 330. 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo con motiva del fallecimiento del secretario 
doctor José E. Domínguez 

Eu Buenos Aires, á 2 de Mayo üe 1808, reunidos en acuerdo 
extraordinario los señores Presidente y Ministros ele la Supre- 
ma Corle de Justicia Federal, doctores benjamín Paz, Luis V. 
Várela. Abel liazan y .luán E. Torrent, dijeron: <Jue habiendo 
fallecido el Secretariu de la Suprema Corle doctor José E. 
Domínguez y ni objeto de honrar la memoria de este distin- 
guido funcionario, que por espacio He más de catorce años ha 
desempeñado con inteligencia honradez, ilustración y cod- 
sagración austera el delicado empleo que le estaba confiado, 
debían acordar, | acordaron: l.f asislir en corporación á la 
inhumación de sus restos, debiendo igualmente concurrr 
lodos los empleados de la Secretaría; r depositaren su tum- 
ba una corona en nombre del Tribunal; & dirigirá la seño- 
ra viuda una cariarle pésame. Todo lo cual dispusieron y 
oCurdaron mandando se registrase en el libro respectivo y se 
publicase, lirmandolo páranle mi. 

RKNJAMÍH PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
AllKL UAZANt — JtAN E. TOMIMT. 

José A. Frías, 
Secretario. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



6 



■ 

FALLOS ÜE LA SCNUMA COItTE 



Acuerda tumthramh ser retan» :it tlurtnr .1 ffttntrrs 

En Buenos Vires ¡i :> de Mayo IHÜH, reumdus e:t su s;da 
do acuerdos las >cmires Presidenln \ Ministros do la Supnina 
Corto Federal doctores licnjamín H& Luis \ . Várela, Abel 
Iiii7.an, Oelavio Hun^e y Juan K, Tnrn'iU, nin el ubjnli» di» 
nombrar ^eerelarm fn reemplazo del doctor Juan K. homirt- 
guez t acordaron por unaniuudail devotos, designar al ductor 
Adolfo r, Olivares. Así lo dispusieron y mandaron nnlemindn 
se registrase un ol libro respectivo y se rnnimuease á quienes 
corresponda, firmándolo por ante mi. 

JiKMAUJK l'\Z. - I.CIS V. VAMBI.V. - 
AHKL BAZAR . — OCTAVIO lOJM'.F.— 
JUAN K. TOKHKNT, 

José A. Frías, 



.tcioví/" toíí moíwo */<•/ fu (ten mirtilo itet secreta n'n 
ilurtor \<faifn / . (Mirares 

En Buenos Aires, á 10 íe lunío de t8'JH, reunidos ni acuer- 
do extraordinario los señores Presidente y Ministros de la Su- 
prema T-orle de Justicia Federal, ductores lien jam i n Paz, Luis 
% Várela, Abel Bflzan, Octavio Btinge y Juan K. Torre ni, di- 
jeron: tjue liahíendo falleeido el secretario doctor don Adol- 
fo F. Olivares v er consideración á ja alta estimación en que 
la Suprema Curto tenía la competencia \ dionás cualidades 
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\m*tnmWs <\ur te dístitígqíiíii, ricOitíaittli n 1" .^isüren ctir- 
nnrnrinn i\ \n mliiiiuanoii dasiis resíüS^debicridd iRmilmeu- 
Ir ciinrurrir loiins |ík i-tnfilivi»l(^ la ShitcIíihíi; y -(hri- 
■jiríi l.i sríiorn viml.i nua carlii ^ [n>ami'. T:nl*i lo < ual dis- 
pusieron y acordaron, mandando *< l n^isiriisiM-n H libro res- 
pcctiv i t \ se publicase, (iriiiáiiclfilo|tnr smlt* mi. 

iif^j \ ai?í r.\Z. luis v . vahf.la. — 

ABKL MAIAS. — OCTAVIO Itt XGE.— 
K. TMHKKNT. 

Jf>\f ¡ .4. frías, 
NM-rHíirin. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA KKL ACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1897 

(Cohtímatim) 



Hecagntii ÜlcrseyCasettave, contra Lacroze, iialiestery Olmedo, 
por vohro de petos; sobre competencia 



Sumario. — No corresponde á la justicia federal ta causa en 
que 110 puf dan demandar j ser demaodados ante los tribunal; 
nacionales, todos é i mi itid un Intente los qaeson parte activa y pa- 
siva en la demanda. 



Coso. — Loa antecedentes de esta eausa se encuentran en el 
tomo LXVI, página 354. 



KAI.LOS riK LA SU l' ti KM A (UhTK 



FmIIi» de ln Su|>rriuu l'urlr 

Buenos Am-s, Mar/o t «Ir 1K!*7 

ViMos: Estando cornetamente apU< adu i¡i disposición de* 
artículo diez de la ley de jurisdicción y rompi-Unciu, pues que 
es imhidaljie qut 1 conforme ii fila, para que surta el fuero fede- 
ral, es prects" que rada ntiode luüdeniiindant'S, individualmente, 
tenga el derecho de demandar y < ada uno "le lus demandados 
pueda ser demandado ante 1>is mHuniileo iiacioimK s, lo qtie no 
sucede tu el presente aso, por razón -tela distinta vecindad que 
se invoca, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se cuntir ma, eo» eostns, la sentencia de foja ciento se- 
senta y cinco en la paite apelada. Repuestos lo* *el!os, devuél- 
vanse los autos al trituiual de ¡>u procedencia, 

»£MAWN PM, — A11EL BAZAR. — 
JUAN E, TOHKKRT. 



$1 doctor (hit Julio Fonrouye, contra don Serafín Iterntfjoia, 
por devolución dglprecio de un W*>; sobre competencia 

Sumario. — i' 1 Nu corresponde á la justicia federal ratn>- 
ne materiae la causa por devolución deprecio de nn botó' no 
destinado al comeruio marítimo. 



J>K JUSTICIA SACtOSAL * I 

2* tampoco co.CTe»p©nd« ñUim&jjfcfiMVe* sisl « i»ip« rt 
no excede (!«■ la q"< pertenecí- sí la justicia di- pa*. 



íVijín - ])«n r*-ür Saugniu*-tn. pea - 1 doctor Fourouge, se 
pr. ^ntóul jnígii.íudieietiUt>; l¿iif en 15 de Diciembre (te 1892, 
su mandante había comprado á ii-n S-raui» l^n-igola, vecino de 
la» ishis, «-o -tToro, partido d<- Las <"oiu-1ias. un lióte forma 
i gif *,tle m-ís remos por inUnnedi.. di- d.m i'ipriano Madcrna, 
quien le manifestó que bote era atuvo v se hallaba, en perfec- 
tas comí ¡ciónos di- tuvcgaliilidad. 

Que su mandante no conocía ni «i. r&t* al señor Hernigola y 
tenía plena conlianza en .-I señor Mn-lerna, A quien entregó los 
400 pesos, á lin de que, en caso de cerrar . 1 trato, los entrega- 
ra a Bernigols . Maderna , n tez dé m® bote para que fuese 
reí onocidu, y sin proceder SÍ «ta* I BM «roconoóiMeiito, entre- 
gó á B«íníg«>la el «linón, qu- él habí,, r, eibido y llevó el bote á 
la isla * í'uncordia .. d nde habita n podvrdaut**, quien le dij" 
que no estaba dtepmtefcO á recibir el bote que se le entregaba, 
pues se bailaba en pésimas condicione* y .«ra hasta peligrosa esa 
embarcación, pues t-nía todo el tunde podrido, ttifintio con agu~ 
jeros malamente disimulados e.m >ebo. y haciendo aginia por 
todas partes, pues ya venía lleno de agua. Que Maderna mismo, 
que se hal fa puesto (te acudido con fleruigola para este negocio, 
se disculpó diciendo que él no éOOpela esa clase de embarcaciones 
y volvida llevarla y la entregó á ii.rnigola. dejando á su man- 
dante el recibo pe aoom|-aña. 

Que desde esa fecha basta el día de h.-> \ y á pesar de las mirae- 
roaas diligencias practicadas, no lia podido obtener el doctor 
Fonrmige la devolución del dinero, a pesar de haberse recibido 
Bernigola del bote, tíñese le ha manifestado eitrajudiciaímente 
que Bernigola ba depositado el bote en la su h prefectura del 
Ti-re f pero ese depósito no puede producirlos efectos de entrega 
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de la coaa vendida, pues que no le ha sido nunca notificado a 
su mandante, ni hu tenido intervención alguna en él. 

Que en consecuencia, y siendo el asunto, por la naturaleza de 
la cosa objeto del contrato, de i ompeteocia federal, venía á en- 
tablar formal demanda contra don Serafín Bernigola para que 
sea condenado en oportunidad á la devolución de la suma de 
400 pesos, con sus intereses y costas. 



La NaU, Julio 22 de 1895. 

Y vistos : En el incidente de incompetencia de jurisdicción, 
falta de personaría del demandante y defecto legal en el modo 
de proponer la demanda. 

Y considerando en cuanto a la incompetencia : 1" Que lu de- 
manda e* originada por la compra-renta de una embarcación, y 
la ley no distingue, al establecer el fuero, ni el tamaño del bu- 
que ni su objeto, y por lo tanto es inconcuso que el caso ocu- 
rrente cae imperativamente bajo d fuero federal. 

Por ésto, no lia Jugar a la declinatoria de jurisdicción pro- 
movida por el demandado. 

2° gue en cuanto á la falta de personería en el demandante, 
teniendo en cuenta que el Tecibo de foja IV cuya autenticidad 
no se niega, aparece otorgado á favor de aquél y 1 i miado á rue- 
go del demandado, declaro improcedente esa excepción de falta 
de personería, 

¿i» Finalmente, respecto de defecto legal en el modo de propo- 
ner la demanda, también es improcedente, pues en el escrito en 
que se deduce, están claramente establecidos los hechos en que 
se funda, el derecho en que se apoya, la acción que se deduce y 



DE JUSTICIA RACIONAL 

l a co»aqur SM >iaf. Abí s^di-clara, todo con costas al deman- 

d En su eonseouencia, contéstese derechamente la demanda 
dentrodel termino legal. Notifíquese con el original, .regístre- 
se Y repóngaos las fojas. 

M S. de Á urrecoeckea. 



VISTA ÜKL SEfiílK |>HOCURAUüK GENE UAL 

fiueno* Aires, IVlubre. 15 de 18Í«. 
Suprema Corte ; 

La demanda de foja 4 refiere el contrato de compra-venta 
de un bote, que quedó sin consumarse por no haberlo querido 
recibir el comprador . 

Después de aquella ¿poca han transcurrido cena de cuatro 
años, y la demanda no se refiere sino á la devolución de la suma 
de 400 pesos con sus intereses y distas. 

Estademanda, por cobro de una suma de dinero procedente de 
un contrato sin ejecución, corresponde á la jurisdicción ordi- 
naria, pues el articulo 2* de la ley de 14 de Setiembre de 1863, 
sólo impone el fuero federal según su inciso 9* « á las cuestio- 
nes que se originen entre loa propietarios 6 interesados de un 
buque, sea sobre su posesión o sobre su propiedad * . 

Si la cuestión no correspondiera al fuero federal por razón de 
la materia, anti s que se controvierta la posesión ó propiedad de 
un buque, pienso que por razón de la diversa vecindad de los in- 
teresados, debiera sujetarse ¿el la. 

El ductor Fonrouge, demandante, afirma á foja 15 vuelta que 
es vecino de la Capital federal, como lo ensena el poder por íl 
otorgado y es por otra parte de pública notoriedad; mientras 



u 
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que el demandado, prueba ron <-i testimonio A - poder «le foja 
10, que es vecino de la provincia de Buenos Aires. 

Los documentos referidos e^isf&eeu I» exigencia de j itsiiíi — 
cacion 'le.! fu.-ro, esUbleci !a en ■■] artículo 2" de la ley de pr«i- 
eedim rentos de 1 80^1, y come Iji diversa vecindad de los intere- 
sados do ha sido negada, ni impugnadas »í su respecto Las refe- 
rencias di' loa poderes presentadas, ¡i V. K. pido se sirva eonlir- 
mar el auto de foja 17. en cuanta declara la procedencia del 
fuero federal en esta cansa. 

Sabiniatw Km* 



titilo de I» Suprem» Corle 

liui'Hn- Ain?>. Mar/o ti de ii**7 

Vistos y considerando : Que. fumo lo dice el señor Procurador 
General, la demanda deducida es únicamente por cubro de pe- 
sos, siendo así cierto que el caso no esta comprendido en la dis- 
posición del iuciso nueve, articulo dos de la ley de jurisdicción 
y competencia. 

Que no lo está tampoco en el inei-o diez del misino articulo, 
ni pe? razón de las especialidades en él contenidas, ni poi razón 
'le la disposición general que se registra en su parte final, por 
no tratarse de hecho concerniente á la navegación ó comercio 
marítimo. 

Que aunque aparece que hay distinta vecindad entre los in- 
teiesudus, la cuantía del pleito es de cuatrocientos pesos y la 
competencia de los jueces de paz de la provincia de Huenns Ai- 
res, fuero reconocid i del demandado, pasa de dicha cantidad 
(artículo veintiuno de la W de justicia de paz de la citada pro- 
vincia). 
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Que en tul cas», y siendo éste de jurisdicción cunmrrente, 
supuesta la distinta veci«d;sd, el conocimiento de la causa está 
excluido de la competencia dMa justicia fcnVral,con arreglo al 
artículo primero de la W de tres de Setiembre de mil ocho- 
cientos setenta y *i<'ho. 

Por estos fundamentos : se resoca el auto apelado de foja diez 
v >ielt\ dei'larándosr <l íll< '' l ''onociuiiunto de esta cansa no co- 
rrespondí- á la justicia federal. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN I>AJE. ■ ABEL RAÍAN. 
— JIJAN E, TÜltKtNT. 



('.ti'* A XXVIII 



fian hjtiaeiotiiraídez cintra l>. tinvid kttvfslnntl, ¡mr rescisión 
ile can trato y dn ños y perjuicios ; sobre rebeldía 



Sumar m.— Nu puede darse por decaído en primera instancia 
el derecho de contestar, si después de acusada la rebeldía no se 
han acordado las 24 horas que prescribe el articulo 12 de la ley 
de procedimientos, aun cuando se haya concedido prórroga del 
término respectivo. 



|0 FALLOS DE LA SUPREMA COBTE 

Caso. — Besulta ti e las siguientes pieza* : 



CERTIFICA IIO 

Certifico en cnanto hubiere lugar por derecho que: con fecha 
diez y seis de Setiembre se mitificó al demandado, como consta 
de la cédula de foja 16; en veinte y seis del mismo se presentó Don 
Carlos M° del Castillo, en representación del demandado, pidién- 
dose le concediera una prórroga de seisdias más para contestar 
el traslado ae la demanda conferido, y en otrosí es po- 
nía : que no acompañaba el poder por cnanto se encontraba 
agregado en el juicio que ej actor había promovido contra su 
mandante en el Jnzgado de Comercio del Dr. Figueroa, á lo 
que el Juzgado mandó se acompañara previamente el poder pa- 
ra proveer. En treinta de Setiembre el señor del Castillo acom- 
pañó el poder que indicaba en su anterior escrito, á lo que el 
Juzgado proveyó, teniéndolu p.irparte, y deacuerdo al pedido 
anterior, respecto i la prórroga» le roncedíatres dias más con 
denegación de otro término. 

En 7 de Octubre el señor Amaya, representante del actor, 
presentó escrito acusándole rebeldía, por haber vencido el dia 
anterior el término que se lebabía concedido para evacuar el 
traslado de la demanda. 

En consecuencia, el términu para contestar la demanda em- 
pezó a correr el dia diez y siete del mes de Setiembre, y termi- 
nó, incluyendo los tres días de prórroga concedidos, el día seis 
del corriente mes. En fe de ello y en cumplimiento a lo man- 
dado en el precedente decreto, pongi» el presente que selto y fir- 
mo en Huenos Aires a los catoíce dias del mes de Octubre año 
de este «ello. 

Juan C Ahnamhs. 
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Federal 



Buíiioí Aires, Dctubrv ¿1 de \í£*i. 



Autos y vistos : Resultando del certificado del actuario, co- 
rriente á foja 22, que el término para contestar el traslado de la 
demanda vencía el día 26 de Setiembre próximo pasado, en ca- 
jo dia se presentó I). Carlos M* <kl Castillo, en representación 
del demandado, ordenándose por el juzgado que acompañase el 
poder por el cual pedíase le tuviese por parte. Que el 30 del 
mismo mes presentó testimonio del mandato y el juzgado, en 
virtud de lu manifestado en el primer escrito del recurrente, le 
concedió tres dias de prórroga, con denegación de otro término. 
Que vencido este placo el seis de Octubre, el representante del 
demandante le acusa rebeldía y pidió se proveyera con arreglo 
al estado del juicio. 

Y considerando : Que la demanda ha sido contestada después 
de vencida la prórroga acordada, con denegación de otro tér- 
mino, en cuyo caso no es indispensable la conminación de las 
24 horas establecidas en el artículo 12 de la ley de Procedi- 
mientos. 

Por esto, y de acuerdo con la jurisprudencia establecida por 
la Kxma. Suprema Corte, base por decaído el derecho para con- 
testar el traslado de la demanda, y autos; devolviéndose al de- 
mandado el escrito de foja 23. 
Repónganse las fojas simples. 





/' . Olaeehea y Alcor ta. 



T. LIVÜ 
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Falte de la Suprema Corle 

But-uo* Aires, Marzo *i i\v IKK, 

Vistos y considerando: Que medianil' la prórroga concedida, 
el liemandudo gozaba para contestar la demanda de todoi-1 tér- 
mino prorrogado. 

Que después de su vencimiento podía recien acusarse la co- 
rrespondiente rebeldía con tos mismos efectos, si ella fuere 
acusada después del término legal, para usar del derecho en los 
caaos en que no media prót roga de ese termino. 

tjuc el artículo doce de la ley de procedimientos dispone de 
una manera general que la rebeldía acusada se ha do despachar 
en el término de veinticuatro horas y que sólo después de pa- 
sadas listas se tendrá por decaido el derecho que hubiere dejado 
de usar ta parte á quit o se le haya acusado. 

Que las reglas establecidas por la citada ley de procedimientos 
para el que debe observarse en la instancia de apelación ante 
esta Suprema Corte, no pueden invocarse smó para su respec- 
tiva especialidad y de ninguna manera como derogatorias del 
citado artículo doce para el procedimiento en primera ins- 
tancia. 

Que no habiéndose acordado al demandado las veinticuatro 
horas prevenidas por el mencionado artículo doce, no puede ha- 
berse por decaído el derecha de i-Qnt.R>itflr la demanda. 

Por esto se revoca el auto apclndo de foja veintiséis, decla- 
rándose que debe quedar agregado el escrito de contestación 
corriente á foja veintitrés. Repncstos lossellos, devuélvanse. 

BENJAMIN ('ASÍ. — ABEL HAZAS. — 
— OCTAVIO BUPICE — JUAN E. 
TORRENT. 
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Don líafarí f rásate % roñírá don José Wéfh; 
sobre escrituración 



Sumario, — El comprador que ha tomado sobre sí el eargo 
de pagar las letras que ■-) vnidedur debía abonar al gobierno de 
tu provincia, para obtener la esi rii uraciuii del terreno Tendido, 
y que lia rehusado hacer el pago de dichas letras al vencimien- 
to, no puede obligar al vendedor ¿que le escriture el mencio- 
nado terreno. 



Caso. — Resulta del 



r*llo del Ju« federal 

La i'lawi, Aposio áw de 1895. 

Y vistos : Los seguido s por don Rafael tcasate, contra don 
Jos¿ Wells, sobre cumplimiento de un contrato. 

Y resultando: I o Que á foja 3, con fecha 20 de Noviembre de 

ai* presentó don Rafael Icasate oiponiendo: Que el día í° 
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de Octubre de 1891, habla celebrado un contrato de compra- 
venta coa don Jobí Wells, por el cual éste se comprometió á 
hacerle adquirir la propiedad de un campo situado en Las 
Flores. 

£° Que este campo es .■! mismo que Wells tiene concedido en 
ventapor el excelentísimo gobierno de la provincia, según consta 
del expediente respectivo que obra en la oficina de tierras pú- 
blicas. 

3° Que el boleto 6 instrumento privado en que consta el con- 
trato, se halla concebirlo en estos términos : • Don José Wells 
vende ádon Hnfael Icasate, un campo sobrante que compro en re- 
mate, del superior gobierno, ubicado en el partido de Las Flores, 
compuesto do Ü9Q cuadras, mas ó menos. Esta venta la efectuó 
en las condiciones siguientes: tEl señor icasate entregará, al 
firmar la escritura, 2000 pesos moneda nacional al señor Wells, 
cargando el comprador con cuatro letras firmadas por el ven* 
dedor, y A furor del gobierno de la provincia, de valor cada una 
de 2101 pesos moneda nacional, debiendo escriturar dicho cam- 
po tan pronto le sea permitida Ja transferencia por el superior 
gobierno; encaso que hubiere algún inconveniente para su escri- 
turación, qued¡i sin efVcto y sin ningún valor este boleto; á sus 
efectos firmamos dos de un tenor, y ante el testigo que suscribe 
en Buenos Aires, etc. »« 

4* Que hace cinco meses que está reconocido y acordado pur 
el superior gobierno al señor Weils, el derecho de compra al 
campo mencionado, otorgándola respectiva escritura inmedia- 
tamente que éste haya oblado en tesorería la parte de precio y 
firmado por el resto las letras, según las disposiciones de las le- 
yes de la materia; pero que Wells ha rehusado hasta hoy hacerlo, 
no obstante las instancias reiterada! que al efecto le ha hecho 
el demandante, revelando ron su proceder retardatario el pro- 
pósito de eludir el cumplimiento de lo pactado. 

5 o Que el caso está regido puT los artículos 1185 y H87 del 
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Código Civil, y en su consecuencia viene á entablar formal de- 
manda contra Wells, pidiéndose le condene a otorgar la escri- 
tura de venta, 6 !o que es equivalente á transferir ante e) supe- 
rior gobierno el derecho 'le compra al campo aludido, ó en su 
defecto pagarle ta cantidad de 10.000 pesos moneda nacional, 
en que estima loa daños é intereses, caso de rehusar otorgar la 
fioritura ó la transferencia; imponiéndose además las costas. 

ti Que conferido traslado, lo evacuó el demandado á foja 15, 
diciendo: Que efectivamente, en 1899 convino con Icasate trans- 
ferirle la propiedad del campo mencionado, mediante el pago de 
una parte del precio al contado y el resto en cuatro letras. 

7 q Qu la primera de rilas venció en Diciembre de 1894, sin 
ser pagada; y estando convenido con Icasate en que íste se ha- 
ría cargo de la obligación de pagar dichas letras, se formuló y 
firmó el boleto transcrito en la demanda. 

8° Que Wells descansó en la confianza de que Icasate paga- 
ría esas letras, para poderse obtener la escrituración del gobier- 
no; pero que no sucedió así t y el exponente fué ejecutado por el 
fisco por la primera letra vencida, teniendo que abonar no sola- 
mente el capital, sinó también la suma de 1793 pesos con 86 
centavos moneda nacional, por intereses y costas. Que es sa- 
bido que el fisco no escritura tierras vendidas medíante letras 
firmadas, una vez vencidas éstas y menos en vías de ejecución. 
Que, por consiguiente, Icasate al no pagar esa letra, dificultó 
la escrituración. 

tt* Que después de esto intimó repetidas veces á Icasate pa- 
ra que abonara las letras ulteriores, pero sin baber obtenido re- 
soltado alguno, pues siempre contestaba que nada entregaría 
mientras no se le otorgara la escritura; habiéndosele hecho tam- 
bién, con resultado negativo, la prevención de qne si no cumplía 
ron la obligación contraída de pagar las referidas letras, se ha- 
ría efectiva la cláusula de dejar sin efecto el boleto por los in- 
convenientes que ponía parala escrituración. 
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10° Que aún se propuso á Icasate alterar el contrato, otor- 
gándole una escritura de venta de las acciones y derechos sobn 
el indicado terreno, cargando él con todas las letras, como esta- 
ba convenido, á lo que contestó que aceptaba y entregaría los 
2000 pesos, pero que no cumplió. 

11° Que Wells vió al escribano Harbier para hacer la escri- 
tura y é^te fué informado en la olicina de tierras de que el go- 
bierno no escrituraba existiendo letras vencidas y no pagadas. 

12" Que entre tanto venció la segunda letra y el lisco inició 
por ella nueva ejecución; que entonces Wells, perjudicado ya 
con el resultado del primer juicio, por culpa de Icasate, era del 
caso evitar los perjuicios del segundo, haciendo efectiva la cláu- 
sula de rescisión del boleto. Que eutóuces firmó un otro boleto 
de venta á don Angel Paz, desligado ya de toda obligación con 
Icasate, y pudo de esta mani rá evitar el segundo juicio, pagan- 
do la segunda letra con fondos recibidos de Paz. 

13° Que es contatos antecedentes que Icasate se cree autoriza- 
do para interponer esta demanda, olvidando que se habían con- 
traído obligaciones bilaterales de las que no ha cumplido las 
que le correspondía. 

14° Que lia olvidado que los inconvenientes que han surgid" 
para que el gobierno escriturase, provenían de él . Apoya su de- 
fensa en los artículos 1204, 1197 y 1198 del Código Civil, y 
termina pidiendo que se deseche con costas la demanda. 

15* Que á foja 24 la causa se recibió á prueba sobre si el 
demandante cumplió por su parte las obligaciones que te impo- 
nía el Soleto de compra-venta. 

Que | roducidas las pruebas que las partes vieron convenien- 
tes, y hechos los alegatos sobre su mérito, se llamaron autos 
para definitiva, 

T oousiderunno: 1" Que de los términos del boleto de venta 
transcrito á foja 3 vuelta de la demanda, en cuya exactitud las 
partes están conformes, resulta claramente que I isate se lia- 



DE JUSTICIA RACIONAL 



<23 



ría cargo desde ese instante de las letras armadas por U'ells á 
favor del gobierno de la provincia, como precio del campo en 
cuestión. 

2" Qne Icasate pretende que súlo estaba obligad»* á levantar y 
atender eslía letras, desde qne se ie efu ndieran las venturas de 
la compra que hacía; pero no es éste el concepto de dicho docu- 
mento. 

3" Que en él se habla de ttrmpu presente, que Wells vende á 
Icasate uu campo, cargando el comprador con cuatro letras, 
etc. 

Lo único que so menciona como obligación de futuro cumpli- 
miento, es que Icasate entregará al firmar la escritura 2000 pe- 
sos moneda nacional. 

4" Que los hechos siguiuntes concurren á demostrar que la in- 
teligencia del referido documento es la que el Juzgado le asig- 
na: a) Que al firmarse el documente- {13 de Abn i de 1893) había 
ya vencido nna de esas letras, lo que sucedió en 3 de Diciembre 
de 1892 (certificado d t - foja 54), cuya circunstancia imposibili- 
taba la escrituración á Icasate, a menos de ser pagada dicha 
oblación (foja 84); por consiguiente, si Icasate cargaba oon 
las letras, su deber era abonar la ya vencida, para poder recibir 
las escrituras; h) Que Icasate entró desde luego en posesión del 
campo, aún sin habérsela dado Wells, lo que demuestra que en 
su concepto la venta con todos sus efectos regía desde que se 
tirmó el boleto (posiciones de foja 77, y cartas de fojas 67 y 68 
y 69; posiciones de foja 39, pregunta 14 - ); c\ Las reiteradas 
instancias que Wells hizo á Icasate, para que levantara las le- 
tras vencidas, á fin de hacer posible la escrituración, llegando 
hasta proponerle alterar los términos del contrato, otorgándole 
una escritora de venta de las acciones y derechos á la compra 
al gobierno, cargando Icasate con las letras, como se había con- 
venido (interrogatorio y declaraciones de fojas 91 á 96). 

5 o Que se explica que Icasate no quisiera levantar las refe- 
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ridas letras, para que se le pudiera extender la escritora, con el 
hecho de que él tenía pretensiones sobre el mismo terreno obje- 
to de la compra, Heguu se ve por el certifiVtdo de foja HO, del 
que resulta que recien en 28 de Noviembre de 1893 se desestima- 
ron por ía Suprema Corte de la provincia, dichas pretensio- 
nes. 

6" Que siendo esto así ¿cómo puede ser exacto lo quo afirma 
en Ja tercera pregunta de su interrogatorio de foja 63, según la 
que, desde mediados de 1893 hiao instancias á Wells para que 1»' 
extendiera las escrituras? 

7 o Qne está probada ta buena fé con que WelJa trató de cum- 
plir por s» parte las obligaciones del boleto de foja 3 vuelta (de- 
claraciones de fojas 9! á 9(>, y de foja 84 vuelta) ; no pudiéndose 
decir otro tanto de Icasate, que aparece como comprador do 
Wells, al propio tiempo que por cuerda separada gestionaba an- 
te los tribunales mejor derecho que éste para escriturar; aparte 
de la evidente falsedad en que ha incurrido, cuando absolviendo 
las posiciones di- foja 77 aseguró que no tenía arrendado el cam- 
po en cuestión, cuando de Jas cartas de fojas 67 á 69, recono- 
cidas por él, resulta lo contrario. 

8* Que el boleto de foja 3 vnelta tenía la cláusula resoluto- 
ria de que en caso d* que hubiere algún inconveniente para la 
escrituración, quedaba él sin efecto y ningún valor, 

9* Que ese inconveniente st- presentó desde que Icasate no 
levantaba las letras vencidas, haciéndose por este motivo impo- 
sible la escrituración por el gobierno; otro inconveniente no me- 
nos grave era el pleito que el mismo Icasate había iniciado con- 
tra el gobierno por mejor derecho al campo. 

10* Que siendo esto así, Wells estuvo autorizado para consi- 
derar como dísuelto y no existente el contrato aludido, según 
los artículos 1203 y lia/ del Código Civil, mocho mus cuando 
había prevenido á Icasate que sí no daba cumplimiento al deber 
que se impuso de tomar á su cargo las letras mencionadas, con- 
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aidernría que había llegado el caso Je hacer uso de la cláusula 
resolutoria del contrato de t ojas 91 á 

11° Qne, además, 1 cásate lia demandado la escrituración ó en 
su defecto ta indemnización de daños y perjuicios, que ha esti- 
mado en 10.000 peBOS moneda nacional. 

12 a Que siendo imposible la escrituración, porque de autos 
consta que WeJU tiene vendido el campo á don Angel Paz (foja 
79), la única condenación posible en su contra, si hubiese mé- 
rito para ello, sería la de daños y perjuicios. 

13" Que sin embargo, tai condenación, no podría ser formu- 
lada, porque icasate no ha probado ni H monto de los daños j 
perjuicios, que los estimó en 10.000 pesos, ni tampoco antece- 
dentes 6 puntos de partida que dieran base para liquidarlos. 

14" Que no podría argüirae que la fijación de daños y perjui- 
cios quedaría para otro juicio; porque habiéndose hecho en éste 
la estimación, es aquí donde ha debido ser justificado, pues de 
otra manera se haría un nuevo pleito sóbrela misma cosa. 

Por estas consideraciones, fallo: desechando la demanda al- 
ternativa sobre escrituración é indemnización de daños y per- 
juicios, imponiendo á lcasate perpetuo silencio y todo con espe- 
cial condenación en costas. Notiffquese con el original, regís- 
trese en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S, de Aurrecoechea. 



Fallo de I» Suprema Corle 

Buenos Aires, Mzno « de ItiííT, 

Vistos y considerando: Primero: Que según lo han declarado 
ambas partes en sus respectivos escritos de demanda y de con- 
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testación, don José Wells se comprometió con don Rafael I cá- 
sate, en primero de Octubre de mil ochocientos noventa y uno, 
á hacer adquirir al último la propiedad de un campo situado en 
el partido de Las Flores, en la provincia de Buenos Aires, con la 
extensión que se menciona en la demanda de foja tres. 

Segundo : Que use campo fué comprado por Wells en remate 
público al gobierno de ta provincia de Buenos Aires, firmandolr 
cuatro letras por valor de dos mil eiento un pesos moneda na- 
cional cada una, y pagaderas a diferentes plazos, el primero de 
loa cuales vencía en Diciembre de mil ochocientos noventa y 
dos. 

Tercero: Que no habiéndose otorgado todavía á Wells escri- 
tura del campo hasta trece de Abril de mil ochocientos noventa 
y tres, como resulta del certificado de foja cincuenta y cuatro, a 
pesar de haber realizado su compra en la forma indicada, y no 
creyendo, por tal circunstancia, que pudiese trasmitirse á léasete 
la propiedad de él, ambas partes convinieron en las estipulacio- 
nes que contiene el boleto inserto en la demanda de foja tres, 
y suscrito por ellas en ta fecha ya mencionada de trece de Abril 
de mil ochocientos noventa y tres. 

Cuarto: Que habiéndose obligado Icasate por las cláusulas 
de cae boleto, a entregar a Wells, al lirmar la escritura de ven- 
ta, dos mil pesos moneda nacional y á cargar con las cuatro le- 
tras suscritas por éste al gobierno, es claro que no ha podido 
negarse á hacer el pago de ellas, como ha sucedido con las dos 
primeras, cuando requerido para efectuarlo, por haberse venci- 
do y Cobrarse ejecutivamente á Wells su importe, rehusó mi- 
nearlo, diciendo que nada tenía que ver con dichas letras has- 
ta tanto le escriturasen el terreno (respuesta á la quinta posi- 
ción de foja treinta y nueve). 

Quinto: Que la negativa de Icasate á realizar ese pago, no se 
justifica, como lo pretende el recurrente, con los términos del 
boleto que dicen : * El señor Icasate entregará, al firmar la es- 
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entura, dos mil peso? moneda nacional, al señor Wells, cargan- 
do t;l comprador co» cuatro letras firmadas por el vendedor 
etc. », ali-gando que esto significa, que loados hechos, la entre- 
ga de los tfíis mil pesos y la carga de las letras, debía hacera 
al firmar la escritura; pues semejante siguí (i ración no es la que 
corresponde ¡i dichos términos. 

Sexto: Que para d -mostrarlo, basta observar, cuino lo hacr 
notar la sentencia apelada, i|Ui- pur la construcción misma de 
las palabras transcriptas del boleto, BO te subordina al acto de 
firmar la escritura, la obligación que asume Icasate de cargar 
con las letras, como sucede con la de entregar los dos mil pesos 
moneda nacional en ese acto. 

Séptimo : Que no es posible, además, dar á la estipulación de 
que se trata, el alcance que le atribuye Icasate, por cnanto el 
pago de las letras era, según el boleto, el de parte del precio por 
el que se vendía el campo, y como al firmar el boleto se hallaba, 
tiempo ha, vencida la primera délas létfJÉs suscritas á favor del 
gobierno, lo que implica que debía ser abonada, como todas las 
demtís, por aquel que en dicho boletn cargaba con ellas, siendo 
;isí evidente que Icasate, que asumía esta carga, era quien debía 
pagarla, como todas las otras que fuesen venciéndose, sin espe- 
rar para ello á que se le firmase la escritura de venta, hecho que 
debía tener lugar, cuando á Wells le fuese permitida lu trans- 
ferencia por el superior gobierno, según se previene en el mismo 
boleto, y cuando ese permiso no podía obtenerse sin el prévio 
pago déla letra, 6 letras vencidas que se le adeudasen, como re- 
sulta de la declaración de foja ochenta y tres vuelta, prestada 
por el escribano don Víctor io Barbería y lo convenoe la natura- 
leza de) caso. 

Octavo: Que tratándose de un contrato bilateral, como es el 
celebrado en el boleto de venta, el cual imponía 4 Icasate la 
obligación de pagar las letras firmadas al gobierno, pago que, á 
pesar de habérsele requerido oportunamente respecto de las dos 
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primeras, no lo verificó, ni puede tampoco ofrecer realizarlo 
útilmente, porque no esisfce ya el crédito que representaban, 
claro es que no ha podido, mediante tal antecedente, demandar 
á la parte de Wells el cumplí m i en te He la obligación de escri- 
turar t i campo, que á su vez contrajo, porque ha carecido de 
derecho para hacerlo, conforme á lo dispuesto en el artículo mil 
doscientos uno del Código Civil. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento sesenta y siete, se confirma ésta, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse, debiendo previamente testarse 
el párrafo señalado ¡il márgcn del escrito de foja ciento noven- 
ta cinco, previniéndose al procurador y letrado del recurrente 
que deben guardar estilo. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL KAZAN. 
- OCTAVIO BUNGE- — JUAN 
E, TOHRENV. 



Et Ferrocarril del Oeste de la provincia de f lítenos Aires, con- 
tra Doña Ángela Machado Ventury ij otros ; i$ré expro- 
piación. 

Sumario, — No habiendo mérito para modificar el precio é 
indemnización fijada por el inferior, debe confirmarse su sen- 
tencia. 
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Fallo del Jun Federal 

Bueno* Aires, Diciembre i* de 1896. 

Y vistos ; Las presentes actuaciones sobre expropiación, se- 
guidas por el Ferrocarril del Oeste, contra Doña Angela B. de 
Machado Vtutury y otros. 

Resulta: 1° Que a foja 4, Don Nicandro Dorr, representante 
del Ferrocarril, expone : Que be halla autorizada la Empresa de 
su representación, por la ley del Congreso número 3170, para 
construir una línea férrea que arrancando de los kilómetros 7 + 
629.50 y 9-f 445,50 de su vía principal termine en las inmedia- 
ciones del Riachuelo, para Lo cual ha adquirido particularmente 
ta casi totalidad délos terrenos que le son necesarios, pero que no 
ha podido hacerlo, ni aun A elevado precio, con un terreno que 
pertenece A las señoras Vfo uta Cabrera de Silva, Angela B. de 
Hachado Ventury, María J >sefa B. de Zambrano, Rosa B. da 
Riglos, Francisca B. de Fran.o y Arsenia H. de Romero; cuya 
parte afectada por la traza es de 15.552 metros 45 centímetros 
cuadrados, por lo que entabla demanda de expropiación contra 
dichas personas, depositando en el Banco de la Nación Argen- 
tina, á la ÓTden del Juzgado y á los efectos del articulo 4" de la 
ley de la materia, la cantidad de 14.441 pesos 96 centavos mo- 
neda nacional, en que estima el valor del terreno y la indemni- 
zación de los perjuicios, útíu de que en oportunidad se transfiera 
¿ la Empresa la propiedad de la tierra, cuya expropiación 
inicia. 

2° Que corridu traslado, Don Juan T . Avalos, en representa- 
ción de los herederos de Doña Trinidad Murnoy de Silva, con- 
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testa: que el bien es innegable el derecho déla Empresa para 
iniciar el juicio de expropiación, según Boa datos, la fracción di' 
terreno ocupada por la na es mayor que la que expresa la de- 
manda, así como el precio que se le asigna, el que, á su juicio, 
es de 5 pesos moneda nacional el metro cuadrado, comprendida 
la indemnización por los perjuicios, por lo que solicita $■< le> 
eite á un comparendo, para el nombramiento de peritos. 

3" Que nombrados los pe ritos, estas se expiden ; el de la Km - 
presa á foja 37 y el de la contraparte á faja 45, apreciando el 
primera el valor del terreno ocupado, en la cantidad de 4005 
pesos moneda nocional ron 73 centavos y el secundo en 53.3U5 
pesos coa 10 centavos de la misma moneda, estando ambas con- 
formes en cuanto á la área ;í expropiarse. 

V considerando ; I o Que duda la notable diferencia que existe 
entre la estimación hecha por ta Empresa al consignar el proejo 
y la de su perila señor Silveyra, e' juzgado debe proa a ti ciarse 
tomando sólo en consideración el justiprecio hecho par la Kiu- 
presa y el del perito de la contraparte señer Fierro, por cuanto 
la consignación del precio, si bien verificada ú tos efectos déla 
«Capación inmediata, debe ser considerada como la avaluación 
que la Empresa hace del terreno, basada en antecedentes y 
elementos de criterio particulares, con que hade contar, dada 
la diversidad de adquisiciones en forma privada ó judicial que 
debe haber necesitado hacer para construir su viu; hallándose 
* orrohoradu esta consideración por la circunstancia de qm> |a 
ky de expropiación no se pone en el raso, por ser poco probable, 
de que la avaluación judicial sea inferior rt la estimación parti- 
cular que hac ei expropiante. 

2" Que tomando como base de cálculo para la avaluación del 
terreno ocupado por la vía, el valor asignado al metro cuadrado, 
por el señor Fierro, teniendo presente el promeiio del precio 
pagado por los terrenos en la parroquia de Flores, que arroja el 
Anuario Estadístico de la Capital, la estimación hecha por la 
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Empresa, verificando ta consignación para la ocupación por 
ambos conceptos de valor de] terreno é indemnización de daños 
y perjuicios, está por debajo de ia cantidad que resulta por solo 
el primer concepto. 

3" Que si bien el perito señor Fierro no toma en considera- 
don los perjuicios sufridos por el fraccionamiento del terreno, 
por conceptuarlos insignificantes al lado de los provenientes de 
las dificultades que se experimentará para ia edificación, á con- 
secuencia del terrapleuamiento que la elevación del nivel hecha 
por la Empresa para colocar su via hará necesario, con todo, en 
el caso sub-ju iiftíft, aquellos perjuicios son los que dclun ava- 
luarse y no estos, por cuanto los primeros son reales y uonsc- 
ruen «a inmediata de la expropiación, y los segundos, evidente- 
mente hipotético* y solamente apreciabas en un futuro lejano, 
sj su considera la apartada situación del terreno de las grandes 
líneas de ediíieacíon de la ciudad, sus condiciones de fácil ane- 
gación, la considerable extensión de terrenos altos y adecuados 
para levantar edificios, que hay más próximos ála parte edifica- 
da; naturaleza de perjuicios ésta que la ley de la materia no 
toma cu cuenta, cuando trata de la indemnización. 

Por estas consideraciones, y avaluando equitativamente en 
10,000 pesos los perjuicios provenientes del fraccionamiento, 
definitivamente juzgandu, fallo: fijando en 23.375 pesos con 10 
centavos moneda nacional, la cantidad que el expropiante de- 
berá pagar en el término de diez días, por umbob conceptos de 
valor del terreno é indemnización de perjuicios, siendo ¿su car- 
go las costas, de acuerdo con el artículo 18 de la ley respectiva. 

Hágase saber original y, repuestos los sellos, ai chívese el ex- 
pediente si no fuere apelada esta sentencia. Así lo resuelvo en 
Buenos Aires. Capital de la Hepública fecha ttt supra. 



P. Qlaechea y A teoría. 
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talle de la lupnMt Vwim 

Bueno* Aires, Manto ti de 

Vistos : No habiendo mérito en autos para modificar el pre- 
cio y la indemnización fijada en la sentencia apelada, se con- 
firma ésta, declarándose que la cantidad asignada por tales con- 
ceptos comprende loa intereses. Repuestos los sellas, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOHBEST. 



CAUSA *XX1 



Don Juan de la Cruz Gatica contra Don Juan Pedro Belzunce ; 
por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — El ejecutado por una deuda solidaria no puede 
defenderse oponiendo excepciones personales á su codeudor. 
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Caso — La explica eJ 



fr «II* del Ju** f>d«r»i 

San Luis» Octubre 2 4i- 189o. 

Y vistos : las excepciones opuestas por el ejecutado, que 
son : falta ríe personería del apoderado del ejecutante, quitas y 
esperas, 

Y considerando, con respecto á la falta de personería: 

1" Que ésta se funda en que por el poder otorgado al señor 
TrUtan S. ¡tachosa (f , 9) t que sirvió para ínieiar la ejecución, 
no se le autorizaba pura demandar al ejecutado señor Belzmace; 
becho cierto, pues que el poder es especial y limitado á otro 
objeto. 

2* Que despm s de observada la personería del señor Barbo- 
sa, se hizo parte en el juicio un nuevo mandatario del ejecu- 
tante, el señor Ambrosía Rodríguez, con el poder que corre á 
foja 37, en cu jo mérito se le turo por parte, dictándose la pro- 
videncia de foja 40, que no fué objetada por el ejecutado, 

3" Que según Jo tiene resuelto la Suprema Corte en diversos 
casos (serie 2\ tomo 19 página 184, y tomo 17, página 319 de 
sus fallos), :í1 resolver sobre excepciones de falta de personería, 
deben tenerse en cuenta los poderes presentados aun después 
de señalado el defecto; por lo que en el caso ocurrente, debe 
tenerse en consideración el poder del señor Rodríguez. 

4 rt Que dicho poder lia sido extendido en forma legal y con- 
tiene facultad bastante para seguir la presente ejecución, como 
se desprende de su simple lectura; por todo loque, debe tenerse 
por subsanada la deficiencia que motiva la primera excepción. 

En cuanto tí las otras excepciones, que se fundan en las qui- 

V* liv:i 3 
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tas y esperas concedidas ante la justicia provincial, al señor Fe- 
lipe Klein, codeudor del ejecutado señor Belzunce, *osteiiiéii- 
dose que el beneficio de ella es extensivo si éste, debe conside- 
rarse; 

1» Que los documentos de fojas í y 2. que sirven de base á la 
ejecución, son pagarés comerciales, por contener los requisitos 
determinados en el artículo 740 del Código de Comercio ; y por 
consiguiente deben reputarse como letras de cambio y regirse 
por lo que dispone el Código de Comercio sobre eslag, en cuanto 
sea aplicable (art. 740 y 741. Código de Comercio). 

2» Que ambas excepciones están especificadas en el artículo 
070 di; 1 Código citado, podiendo, por lo tanto, oponerse legíti- 
mamente, faltando sólo examinar si si han justilicado en Turma. 

3* Que por el Código de Comercio, toda negó, iacion sobre le- 
tras de cambio, ó cualquier género de papel endosable, es decla- 
rada acto de comercio (art. 8%im\4") y loa q»« venlican, aun- 
que sea accidentalmente, un acto de comercio, sin ser comer- 
i iantes quedan sujetos, en cuanto á las controversias que ocu- 
rran sobre ese acto, á las leyes y jurisdíecion de comercio (art. 
6"), P..r lo tanto, aun en el supuesto de que lo* que suscriben 
los pagarés de fojas 1 y 2 no fuesen comeroiantes, estarían su- 
bordinados a lo dispuesto por el Código de Comercio, para i» 
solución del presente juicio. 

4" Que haciendo aplicación del Código prenombrado al caso 
sub-judice. tenemos que el escepcionante es un codeudor solida- 
rio, ya porque ta solidaridad está expresamente estipulada, ya 
porque así lo snnciona el articulo 736. 

5* Que, en consecuencia, la quita ó remisión concedida al co- 
deudor Klein, en concurso ante la justicia provincial, do se ex- 
tiende ó no aprovecha al ejecutado Behunce, atento lo estatuido 
en el Código citado, artículos 677, segunda parte, y 1478. 

0- Que igual cosa debe decirse de la espera, de conformidad 
al artículo 1601 del Código de Comercio, que dispone que la mo- 
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ratona (e* H*ra) es personal al deudor y no aprovecha á los co- 
deudores 6 Hadares, salvo estipulación en contrario; estipula- 
ción que no ha existido en el caso actual. 

La circunstancia de que la tapera haya sido acordada en con- 
curso citil, íiu obsta á la aplicación del artículo citado ; porque, 
como ve lia demostrado, la obligación ó pagarés de que se trata 
es comercial, j debe aplicarse el Código de Comercio para lijar 
los efectos de la prórroga del plazo estipulado, como cualesquie- 
ra otros que surjan del citado papel de comercio. 

Lorfirho basta, ajuicio de este juzgado, para evidenciar la 
improcedencia de las excepciones de quitas y esperas deducidas 
y justificar su rechazo. 

Por tanto, se resuelve : no hacer lugar á las excepciones for- 
muladas por el ejecutado, mandando llevar adelante la ejecu- 
ción, con costas. Hágase saber, reponiéndose los sellos que fal- 
taren. 

Valentín Luco, 



WmUm d> l« Suprema Corle 

Unenos Aires, Mano 9 de 1897. 

VistoB y considerando : Que aun en el supuesto de tratarse de 
una obligación civil, no cabe duda que la solidaridad estipulada 
cu les documentos de fojas una y dos, da derecho al acreedor 
pura demandar el integro pago de la deuda á cualesquiera délos 
deudores (artículos seiscientos noventa y nueve y setecientos 
cinco del Código Civil). 

Que el ejecutado no puede defenderse oponiendo excepciones 
personales á su codeudor (artículo seteoientos quince del citado 
Código), 
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Por estu y por sus fundamentos ; se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja setenta y sute. Repuestos los sellos, 
devuélvanse . 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUPtCE. — JL'Afi E. TO- 
IIKENT. * 



El limim SaciumU < J " liquidación, fontra 1¡. l'oiiaiqto l ustro, 
por cobro decesos; sobre reí usacion 

Sumario. — El pleito pendiente de uua de las partes contra 
el Juez, es justa causa de recusación. 



Caso. — VA representante del Banco recusó al juez por ser 
deudor moroso del establecimiento y tener pleito pendiente 

ron él. 

rail» 4*1 «loe* l?*4«r«l 

La Plata, Febrero 9 de ltf97. 

Autos y vistos: Considerando <iue la recusación deducida 
se funda eu que el infrascrito es deudor moroso del Banco eje- 
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cútante; y tratándose de un establecimiento que sólu es una en- 
tidad moral ó persona de existencia ideal, y que no puede apli- 
carse por lo tanto la disposición invocada como sí se tratase 
de nna persona ñ personas dt> existencia risible, que difiere para 
el caso ocurrente de aquellos contra los que no pueden existir 
legalmente odio ni rencor, ni otra causa equivalente, resuelvo 
no hacer lugar, con costas, á la recusación deducida y corran 
los autos según su estado. 

Repónganse las fojas en bu oportunidad. 

M. S. de iurrecoechea. 



Fallo Jr I» Huprent €«rlc 

Vistos y considerando: Que según resulta de autos, no sólo 
existe entre el juez y el recusante relaciones di- aercedoi y deu- 
dor, sinóqueliay juicio pendiente, promovido por el Banco con* 
tra el juez, cobrando las sumas adeudadas. 

Que, en consecuencia, median no sólo las simples relaciones 
de acreedor y deudor entre el recusante y recusado, sinú otra 
causal más, A sea, la de pleito pendiente, resultando asi bien 
fondada la recusación interpuesta. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja treinta y una vuel- 
ta, admitiéndose, por tanto, la recusación deducida en el es- 
crito de foja treinta y una. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS . — 
OCTAVIO BUHGE. — 4UAW E. TO- 
IIHEST. 
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« ALNA XKX11I 



Criminal contra Carlos Monsegur , por tlrf emulación; sobre recur- 
so d ta Suprema Cúrfp ilr autos de ios tribunales focales 



Sumario. — La interpretación y aplicación délas leyes de 
procedí mi tí n tos hechas por los tribu nales locales, no autoriza 
el recurso á la Suprema Corto. 



Caso, — Lo explica ei fallo do la Suprema Corte y !a 



VISTA [)£L SESOK PIlOCunADÜK GENERAL 

Itiimua .-tire.-, Noviembre -10 d*' \SiHi. 

Suprema Corte i 

YA ¡tuto de foja 117 confirmó el de I* instancia de foja 112 
vuelta. 

Tratando éste de restablecerlos procedimientos correspon- 
dientes al estado de la causa, se lia apoyado en las disposicio- 
nes relativas del Código «le Procedimientos y en la jurispruden- 
cia de los Tribunales de la Capital, que han fijado su al- 
cance. 
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N'o se ha disentido ni resuelto sobro panto alguno regido 
por la Constitución nacional, ni puede seriamente afumarse 
que ha faltado amplitud á la defensa, ruando so ha catd« 
i*n la prodigalidad, tusándose de ella. 

No i standü autorizado el recurso traído ante V. E. ni por el 
artículo Ude la ley di* competencia de 1863, ni por e! arrí- 
22 del Código de Procedimientos en lo criniin¡il, ya que no se 
trata ui de sentencia definitiva, ni de punto regido por ln 
Constitución ó leyes especiales de! Congreso, se ha de servir 
V. E. declarar improcedente el recurso interpuesto á foja i 9 
y mandar devolver los autos acompañados, al Tribunal deque 
proceden . 

Snbtmanu Kier. 



Bueno- Aires M»«o ü de 1897. 

Autos y vistos : Considerando : Que la resolución de foja cien- 
to veinte, confirmatoria de la foja ciento doce, declarando que 
el auto de prueba ha sido debidamente notificado con la notifi- 
cación hecha al defensor del procesado, se limita á interpre- 
tar el Código de Procedimientos penales. 

Que la interpretación de las leyes de procedimiento dictadas 
por el Congreso Naoianal en su carácter de legislatura local, 
no autoriza el recurso á que se reíiere el inciso segundo del ar- 
ticulo veintidós del citado Código, como lo tiene resuelto esta 
Suprema Corte en diversos fallos estableciendo jurisprudencia 
ul respecto. 

Que, por otra parte, co se ha puesto en cuestión ante los 
tribunales locales la cláusula de la Constitución que ahora se 



40 



FALLOS DE LA SCPHEMA COMTfc 



invoca, de modo que no lia podido recaer resolución sobre 
ella. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por «] señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso. Agré- 
guense estas actuaciones ai espediente remitido romo informe y 
devuélvanse al tribunal de su origen. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BONCE. — JUAN E. 
TOftRENT. 



< AtJfc.t XXXMV 



Criminal contra don líicartlo Catite y ,Wmv, por defraudación; 

soúrr prisión preventiva 



Sumario. - 1* El auto que ordena la prisión preventiva, es 
apelable. 

2 Ü La prisión preventiva no procede si no eiiste semiplena 
prueba ó vehementes indicios de culpabilidad contra la persona 
A quien afecta. 



í\iso. — Loi'xplica el 
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fr ull« del 4 me* Pederá! 

lluros Aires, Febrero 14 ilf- 18SÍ7. 

Autos y vistos : Resultando de las constancias de este soma- 
rio mérito bastante para sospechar que el autor del delito que 
lo ha motivado, es el detenido Ricardo Gaché, y habiéndose lle- 
nado los extremos á que se refiere el articulo 366 del Código de 
Procedimientos Penales. Por esto : se ordena !a prisión pre- 
ventiva de Ricardo Gacho, sin sobrenombre ni apodo, argenti- 
no, de veintiocho años de edad, soltero: segundo jefe de la 
oficina de cuentas corrientes del Banco de la Nación Argen- 
tina, domiciliado ra la cali** de Santiago del Estero número 
Í055, el que deberá permanecer detenido en el Departamento 
de. Policía en calidad de comunicado y á la órden deeste juzgado 
ha>ta nuera disposición. 

A los efectos del artícu lo 4tl deleitado código, trábese embargo 
en sus bienes por la suma de diez mil pesos moneda nacional de 
curso legal, á cuyo efecto se übraríl mandamiento de embargn 
entregándose para ser diligenciado al olicial de justicia del juz- 
gado y líbrese olicio al Jefe de Policía. 

Proveyendo respecto ú los demás detenidos y » que se refieren 
los autos de foja 80 á foja 93 vuelta, se ordena su libertad en 
el dia, á cuyo efecto se librará oficio al Jefe de Policía. 

A los efectos consiguientes, notifiquen esta resolución al Ge- 
rente del Banco de la Nación Argentina. 



P. (Hnccfm y A teoría. 
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VISTA DEL SEÑOll PHÜCUKADOIL GENtIUL 

Buenos Aires, Febrero 22 lHí>7, 

Suprema Corte : 

El auto de foja 108 ti eclara haber mérito lega) parala pri- 
sión preventiva del proi-es-idn llieardo Gaché > el embargo «le 
bienes bastantes á ta responsabilidad de los resultados de la 

oaQsa. 

Esa resolución procede, con sujrcion á las disposiciones de Ioü 
¡(Ttículos 36<j y 41 1 del Código de Procedimientos en lo crimi- 
nal. Consta ya la existencia de un delito por desfalco al Ban- 
co de la Nación Argentina; se ha tomado ya la declaración in- 
dagatoria, y las de muchos emphadosdel Banco; rdel cúmulo 
de hechos, tan profusamente acumulados, resultan indicios su* 
fi cien tes, á juicio del juez de la <-ausa, para la adopción de la 
prisión decretada. 

Si \ ello se agrega que id artículo 411 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal prescribí* el embargo de bienes sufi- 
cientes del procesado, junto con la orden de prisión preventiva, 
no puede desconocerse que los dos actos decretados, encuentran 
fundamento legal en las constancias del sumario y Jas prescrip- 
ciones del procedimiento legal. 

No pienso que ese auto fuera de gravamen irreparable y con- 
tra 61 procediera, en consecuencia, el recurso de apelación; pe- 
ro si así no fuera, sus paipios fundamentos autorizarían la con- 
iirmadon que solicito de V. E. 



Sabiniano fíter. 
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Bueno» /Vires, Marzo 11 de 1897. 

V istos y considerando: Que según lo tiene resuelto esta Supre- 
ma Corte, el auto que ordena la prisión preventiva es apelable. 

Que las cmistanciaa de untos son bastantes A demostrar la co- 
misión del delito que. motiva este procesu, siendo verosímil, co- 
mo lo eipresan las varias declaraciones prestadas por los tim- 
beados del Banco en la Glicina de cuentas corrientes, que el 
autor ¿autores del hecho, esté entre los citados empleados». 

Que así, el procedimiento observado por el juei es conforme 
con lo dispuesto en el artículo trescientos sesenta y cuatro, inci- 
so primero, del Código de Procedimientos en lo criminal, á los 
efectos de ta detención. 

Que no puede decirse otro Unto en relación al auto apelado, 
pues que para indi vid na litar la persona del autor del delito j 
motivar la prisión preventiva, es necesario i\w exista contra 
persona determinada semiplena prueba ó vehementes indicios 
de culpabilidad, como lo previene el artículo segundo del cita- 
do Código de Procedimientos, que debe concordarse con el in- 
ciso tercero del articulo trescientos sesenta y seis del mismo. 

Que en el estado de la causa, no hay elementos suficientes 
que sirvan á establecer que deba sospecharse más bien de Ga- 
ché, que de varios ut roa empleados de ta misma oficina. 

Por estos fundamentos, y oido el señor Procurador General: 
ae revoca el auto apelado de foja ciento ocho, sin perjuicio de lo 
que corresponda proveer en mérito de las ulteriores investiga- 
ciones del sumario; y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ- — ABEL KAZAN. — 
JQAN E, TORREHT. 



Ai 
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«AUN* XXXV 



Herrén tj Hurí, contra Wiliiam *j C\ por cumplimiento de un 
contrato de fletamtmtn, do ños tj per juicios; sobre pruebas 



Sumario. — I La pertinencia ó no de Jas medidas probu- 
t'Tias solicitadas, debe apreciarse al dictar sentencia, 

2 a Son inapelables los simples decretos de trámite que no 
traen gravamen para la deüuitiva. 



OfMí. — Estando esta eau*a ¡í prueba, la parte uctora 
pidió que se libre olicio aí Presidente de Ja Bolsa dr Co- 
mercio, para que se sirva constatar «i se han suscitado ante 
la Cámara Sindical cuestiones entre [lo ti ti tea y fletadores de 
buques, para cargar animales eu pie 6 mercaderías para Ja 
exportación, sobre el punto de saber: qué debe entenderse, 
según los usos del "om^rcio marítimo, cuando se l'eta un 
buque abata, en inglés; enoiron, en francés; alrededor 6 próxi- 
mamente en nuestro idioma nacional" <-n 31 de Agosto, t en 
" caso afirmativo se sirva expresar cuántos días después del pla- 
Z'< estipulado deben esperar los cargadores ó Heladores, que el 
Üetaiite les ponga listo el buque fletado, sin eligir indemniza- 
ción alguna por perjuicios causados por la demora, según los 
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fallo* de U Cámara Sindical y los «sos del comercio marítimo. 

Y para quese digne contestar, igualmente, con arreglo á sus 
faltos si los hubiere, ó de acuerdo con los naos del comercio ma- 
rítimo: qué interpretación corresponde ¡i la cláusula que faculta 
la sustitución del vapor litado, cuino cuando se dice: t>t th$- 
hoittfjate 6 sustituto; si debe entenderse la sustitución sin causa 
de fuerza mayor ó caso fortuito, y con otro buque cualesquiera 
por eonvenirmás a los intereses del Helante, ó bien si debe 
obedecer á las causas antedichas v liarerse con otro buque de 
iguales dimensiones y condiciones de navegación, tratándose de 
un contrato |iura transportar animales en pié. 
El juez proveyó de conformidad. 
La parte contraria dedujo revocatoria diciendo : 
El pedido i n cuestión es improcedente en todas sus partes, 
pm .s se pretende con él traer al juicio una simple opinionque no 
hene valor alguno. Admitir tal diligencia de prueba importa 
admitir que la opinión del juez puede ser sustituida por la Cá- 
mara Sindical parala interpretación de las cláusulas de un con- 



Fallo del Juei r«**i-«I 

lineaos Aires. Febrero de 11**». 

Y vistos ; Por los fundamentos del escrito de la parte actor*, 
y no pudieudo el juzgado apreciar en e! estado actual de la causa 
la pertinencia ó impertinencia de la medida probatoria solicitada 
poT la parte actora. no lia lugar, con coatas, á la reposición 
solicitada ; y se concede en relación el recurso de apelación 
subsidiariamente interpuesto, elevándose los autus á la Supre- 
ma Corteen la forma de estilo. 

Juan del Campitto* 
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Después de dictada e>ta resolución, el Juez Feder.il. por de- 
cretos fecha 25 y 26 «le Febrero respetivamente, mandó agregar 
dos oficios librados, uno al ministro de Ha< ienda y otroá ta Pre- 
fectura Marítima, con motivo de diligencias de |*rtifbas pedidas 
l^oi la parte aotoru ; 

VA demandado apeló y dij-i *1 ** nulidad d.< e*os decretos pur 
haberse deprendido el juzgado di' su jurisdicción "U virtud de la 
apelación concedida. 



i Mil* «Je im Hupremn l orir 

BuenOti \m>A. MfáttO 11 «Je 

Vistos y • ousuleraudo : Que es exactoqueal dictarse una sen- 
tencia dolinitiva ser.. la oportunidad de apreciar el mérito de 
l<>> informes que si? solicitan, lo que basta á demostrar que el 
Juez DO 86 desprende de la facultad de juzgar. 

Por esto, se continua con costas el aut" apelado de foja ochen- 
ta y cuatro. 

V considerando sobre Inapelación interpuesta á foja ciento 
veinticuatro : que ella se dirijo contra simples decretos de trá- 
mite que el Juez Im podido dictar, y que no traen giavámen 
p:ira la definitiva, como lo requiere el artículo dos. ientos seis 
de la ley do procedimiontos, se declara mal concedido dicho re- 
curso. Repuestos tos sellos, devuélvanse. 

BKKJAMIK PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TOHHEKT. 
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El Hanett Nacional* en liquidación, contra don Manuel herré y 
don !U*nit<> L. ! tama yon, por nulidad ti** rhnneetanon dé 
deuda : sobre embarga preventivo. 



Sumario. — Proeje gl eiuharg- preventivo para asegurar el 
pago du una deuda que se reconoce haber existido, y se ¡Uega 
n»ber sido cbaiicelada >in derecho. 

Caso, - Resulta del fallo de la Suprema Corte y del 



i«Uo del rc4«r«i 

Corriente*. Agosto de lNHy. 

■ 

Vist .s : Fundándose la excepción d« litU-pendemia, opues- 
( a por los demandados, en la existencia del proceso criminal 
4 ite é) Banco les seguía, y habiendo terminado ese juicio con 
la sentencia definitiva dictada por la Suprema Corte, de cuja 
parte dispositira se agregará copia, ya no tiene razón deserdi- 
i liíi excepción, debiendo, por consiguiente, los demandados con- 
testar derechamente la demanda en el término de seis dias, 

V considerando en cuanto al otrosí del precedente escrito : 
( Jue el objeto de la acción cíyü instaurada contra don Manuel A. 
Ferré y Benito L, Rainayon y lo que se pide es, según ae ex- 
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presa claramente en el secundo j tercer punto del escrito de 
di-mamla, «que la sentencia definitiva declare que son nulas ó 
quedan anulada-* las cancelaciones hechas en el Hauco, de la» 
deudas que tenían los expresados señor es Manuel A. Ferré y 
Benito Ij. Kamayou y Nicolás Ferré", que fueron sustituida» el 
t(» de Noviembre de 1891, por la de Juan li. Lara; y en conse- 
euencia, que e¡ señor señor Manupl A. Ferré es deudor di 1 
Hauco Nacional « n liquidación, déla eantidad de 188.903 peso*, 
que importaban Lis deudas canceladas. más los intereses cu- 
nespondipnte>. tomismo que el >eñor líenlto Ti. Kainayon es 
garante solidario de la de Manuel A. Ferré por la sumada 
123.595 pesos mouedj nacional, con sus intereses y más U$ 
daños y perjuicios, y las rostas del juicio ». iNmio se vé, no se 
traía, en el presentí 1 ea , de responsabilidades civiles resul- 
tantes de las operaciones sustituidas, como parece insinuarlo 
en i-I otrosí el representante del líanco, con las vacilaciones 
propia^ en presencia du la sentencia absolutoria de culpa v car- 
L'fi de la Suprema forte, sínrt que i sas operaciones vuelvan ni 
mismo ó igual estado en que se hallaban antes de jas sustitucio- 
nes. Colocada asila cuestión en el verdadera terreno» elegido 
por * 1 actor, uo se alcanza la razón ó el fundamento que haga 
procedente el embargo de los bienes de los demandados, como 
medida precautoria para asegurar las resultas del juicio, porque 
suponiendo que la sentencia definitiva que cerrase el pleito les 
fuese adversa a" los demandados, ¿ qué dispondría? Simplemen- 
te que Manuel A. Ferré y Henito L. Ramayon no Labia n 
dejado de ser deudoras del Banco de las obligaciones que ex- 
tinguieron por medio de las sustituciones que se declararon 
nulas; no iría hasta hacer efectivas esas obligaciones, mandar 
pagar la deuda ú afianzarla con sus bienes, pues eso sería mate- 
ria de otro juicio, y entónces el secuestro que se solicita no tie- 
ne razón de ser, máxime cuando no consta, ni se dice, que esas 
obiigaoiüaea hubiesen estado originariamente garantidas con 
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los mismos bienes, cuyo embarco se pide, ó con otros que se 
hubiesen stistruí.tu á las garantías á consecuencia de las mis- 
mas sustituí* iones. l*or esto, n« se han.- lugar :il embargo que 
se solicita en el otrosí. 

tujambio* 



Auto tlel Juez l->«t«*r»l 

Corrifiiteü. Setiembre ÍH úv 1*h;>. 

Vi stos y considerando: 1'rinif r.imeiiie, +-I escrito «le la liar- 
te de Ferré \ Kamav< n, en el que pide pur r'ut de nyomctoit 
se declare que luí costas <l« la excepción opuesta a la de- 
manda s««n :í cargo del Han- o; que esa declarar inn tío sería |fr«br 
i'i-iJi titu ni justa en nuestro caso, desde que ella tendría que 
ser una consecuencia necesaria de la solución favorable que ^e 
habri.i «lado á la excepción opuesta; que en la época en que se 
dictó el auto en cuestión, no liubo ya necesidad de qiu el juz- 
gado si' pronunciara sobre la justicia ó improcedencia de esa ex- 
e. peí n, por haber dejado de tener razón «le ser, según se expresa 
en el auto referido, y así lo reconoce el recurrente* Que, pur con- 
siguiente, el eicepcionante, no puede atribuirse los fueros de 
vencedor en la contirmla entablada, para pedir ¿»e condene tulas 
costas á su adversario, quien, con igual derecho que él, podría 
creerse también vencedor, ya que no hay un Tallo que discierna 
á quien corresponde la victoria. 

Y considerando la revocatoria deducida por el Banco, de la 
parte; del mismo auto, denegatoria del embargo solicitado en 
el otrosí del escrito que te antecede : que por las razones ex- 
puestas en el auto de la referencia, que no han sido desvirtuadas 
por el recurrente y por los fundamentos del escrito del deman- 
dado, debe tenerse por subsistente esa resolución. 

f, ixv:i i 
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Por estos fundamentos, no ¿e hace lugar á \u reposiciones 
s .licitadas, r en virtutl de las apelaciones subsidiariamente in- 
terpuestas, que se conceden, remítanse los autos á la Suprema 
Corte, á costa de ambas partes, con el oficio de estila, sin es- 
pacial condenación en costas, por reputarse compensabas lasque 
h in debido sel recíprocamente á cargo del demandante y de- 
mandado, <-n los incidente^ resueltos por este auto. Hágase saber 
en el original y repóngase. 

Lujamtno, 



Fall» de l* MupreniR €'«rte (!) 



Rueño* Aires. Har/n 1 f di- lí^'T. 

Vistoi- y considerando ; Primero: Que ti embargo preveutiro 
solicitado por el rvp^entante del Hanco Nacional á foja qui- 
nientas dos, tiene por objeto asegurar las responsabilidades de 
don Manuel A. Ferré y Benito 1,. Kamayon. para el pago de 1» 
deuda á que se refiere la dt manda de foja primera, que aquel 
pretende pesa sobre este último á favor del Banco, su repre- 
sentado, en virtud délos antecedentes y hechos relacionados 
eu la demanda litada. 

Segundo : Que para declarar si procede o no, dicbo embar- 
go, corresponde examinar si el caso se halla ó no, comprendí- 

1 InU'prada con el ronjuef (Wiar Manuel Obarrio Km l.i luiitna fecha 
m dictaron igual?» revolucione» eu dos ra usas miloRaí del Banco Nació- 
üaI, < oiUm <lon Kují'-itirt Miiíuelle una, y l.i otra contra don Bolillo L 

Kamayon. En h primera componían el Triioin.il his señorc;. Ministro* doc- 
(ore* Batan. Bungt- y Torrrut. y eu la segunda loados prituerosy el eonjmv 
doctor Obarrio. Fti ambas, el señor Ministro doctor Bu age estuvo en disi- 
dencia, como tu la presente. 
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lio tanto **n la disposición del artículo cincuenta y cinco, inciso 
tercero, d>" la ley de enjuiciamiento de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos seseóla v tres, bajo cuyu imperio >e pid j y fa- 
1 1 «3 en primera instancia e| embargo solicitado, i orno en las dis- 
poairinne* concordantes sobre la materia fiel título trece del 
Código d<- Procedimientoa civiles, rigente en est:i Capital, que 
por la ley númem tres mi! trescientos setenta y cinc** se han tn- 
corp- radn últimamente á aquella ley, ó sea, si la deuda por la 
rual s** pille el arraigo de Ferré y tiunayon, bajo la responsa- 
bilidad del Bau* se baila ft uu a reditada cuu escritura au- 
téntica ú otra prueba fehaciente. 

fcrceru ; Que por las < onstancias del proceso criminal se- 
gttfófi á Teodoro Hraseh y otros, inclusive Ferré y Ramayon, 
por defraudación, y que e*ta Suprema Corte ha tenido á la 
vista, se baila plenamente comprobado basta por declaración 
de hm mj sinos Ferré y Kamayon, que adeudaban al Banco 
Nacional, pur capital ■■ intereses, la suma á que se retiere 
la demanda de toja primera, y que cancelaron su deuda, me- 
diante ta opera- i" ii coacertada con el ex-gerente Brascb, de 
sustituir como deudores de <u obligación, á otras personas, 
que asumieron la de pagar :iquél!a coa hipoteca de x arias pro- 
piedades. 

Cuarto : Que ea también un hecho incontestable, que en la sen- 
tencia de esta Suprema Corte, que se registra en la serie cuarta, 
tomo diez, página doscientos setenta y siete, y que absolvió de 
riripa y cargo á los procesados en el juicio de la referencia, al 
apreciar-e las operaciones de sustitución practicadas por el ei- 
gereníe Brascb, con el mérito de los hechos justificados en el 
pjoceso, se hÍ7o la siguiente declaración: c Es induble que, al 
producir esas opera iones el ex-gerente Brasch ha excedido 
la-* facultades del mandato q le había conferido el Banco Xu- 
•Monal >. 

nmntn : Que dado el mérito de esta declaración, hecha de 
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i'uufuruiíiiad con la deposición del artículo ruatrooien tos no- 
renta y cinco, iuci>u cuarto, del Código de Procedimientos en 
lo criminal, V el del reconocimiento judicial de la deuda, hecha 
por Ferré y Üuinayon. a que se relien* el tercer considerando de 
esta resolución, es indudable qu.> el embudo preventivo solici- 
tildo por el representante del Hunco á foja cincuenta, &e halla 
comprendido no sólo en lu disposición del articulo ciucuentíi y 
cinco, inciso tercero, ¿6 '« ley de enjuiciamiento, sino también 
en tos artículos cuatrocientos eunrentu y tre*, ím-iso segundo, 
y cual roe ientos cuarenta y ocho del Código de Procedimientos 
de lu Capital, para declarar su procedencia, sin que a ello obs- 
ten los términos del ftcittunt de la demanda de foja primera ti i 
la resolución que en definitiva haya de pronunciarse, se^un 
desprende del texto mismo del artículo cincuenta y cinco de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sienta y tres 
va citada. 

l\.r e-tos fundamento* : se n-voca el auto de foja citKU-nta 
y una, en cuanto no hace lugar al embargo preventivo solicita- 
do en el otrosí del escrito de foja cincuenta, el que se det iara 
procedente; admítese el desiáfcüttiento formulad n á foja ochenta 
y d*.b t relativo ú las costas, y se coulirma el auto de foja cm- 
! -uenta y una, ■ u su pnmera parte, ó si a. en cuanto no contiene 
la condenauoii reclamada á foja cincuenta y ocho, en virtud de 
lus fundamentos que al respecto se aducen en el auto de foja 
cincuenta y nueve. Devuélvanse, 

ABEL BAZA!*. — MAPÍUEL OBAHKlO. 

-octavio EtuííGMe» disidencia). 
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Vistos : Admítese el desistimiento formulario en el escrito de 
foja odien ta y «los; y por ios fundamentos del auto de foja 
cincuentó una, relativos al embargo preventivo, su confirma 
,-ste; continuándole también, en virtud de las consideraciones 
aducidas en el autu Ue fojasefttnía y mu-ve, el mismo de foja 
Cincuenta y una, en cuanto no contiene la condenación en costas 
reclamada á toja cincuenta y odio. 

OCTAVIO BU^Ct. 



CAI ha wwni 



Don Antonio Utjueroarfa, contra 'l*m Jos* 1 Benjamín Ddvalos, 
por devolución de una finca >/ rfícwwenritin por esentura' 
cion; sobre depósito ó afianzamiento tki precio entregado y 
competencia. 

Sumario. — Si durante el pleito sobre devolución 6 escritu- 
ración de una linca, se ba entregado el precio bajo la responda- 
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bilidad solidari» de dos personas, y por insolvencia de una tit- 
éalas, el comprador pide que la otra deposite el precio re- 
cibido ¿ refuerce lu garantía con la Hrma solidaria He otra perso- 
na abonada, e¡?te incidente no importa una acción contra e! 
vendedor, y por consiguiente, sí éste ha fallecido, no debe s< r 
remitido al juez de su testamentaría. 



Caso. — Rfsnlta de las siguiente* piezas : 



tallo del Juez Otlera! 

SnlU. Dieiumhri- 1 i de 1H9I. 

^ vistos: Considerando que el juicio seguido aut? vstv juzgado 
por don Antonio l'gneroaga contra don José Benjamín Dóralos 
sobre devolución de la finca « Las Pilcas» y consiguiente recon- 
vención por escrituración de ventude la misma, ai cual *e refiere 
don Pedro Cáoepa en la declinatoria opuesta A foja 67 y don Teo- 
doro M. Líndosso en la inhibitoria deducida ante el señor jue?. 
en lo etTiJ doctor don Andrés Molina, concluyo por sentencia 
dtumttva de foja 58 a foja 02 vuella, ejecutoriada por resolu- 
ción de la Suprema Corte, foja7í) vuelta, y cumplida por autos de 
foja !26 á fojaf28. y de fojaiit, confirmado por la Suprema 
Corte a foja 153 vuelta, en vida del finado Ugueroaga, 

Que en los últimos obrados consta que el incidente sobre pn - 
s< litación de lianz.i por don Pedro Cánepa ñen su ti ficto devo- 
ucion de la ntulidad depositada por don José Benjamín Pára- 
los h ii .-iimpli miento de la citada sentenciare trabó únicunenti 
entre éstos, sin Usurar c<mo parte hi sucesión de] finado Ugue- 
roaga. pues si bien tiene ella un inU-rés in es¡*ectaticiu en la can- 
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üdad referida, estalla sido des liñuda por aqu ella sentencia d 
responder al comprador de las resultas de mi juicio que ¿ubre 
r mj vinJicaciijij >Je la misma linca siguen tere-ras personas .*nte 
lus tribunales de la Provincia, 

i¿ur, en consecuencia, no pende aiitecste Juzgado ningún jui- 
cio en el que iigure como demanduiitf ó demandad a la teatauun- 
taría del record adu señor Ugueroaga, iií se trata, por Jo tanto, 
de ninguno ie los i:asoa á qu> se refieren las disposiciones del 
artículo 3284 dui Código Civil» el artículo 12 de la ley de Se- 
tiembre de 1863, ni loa falles de la Suprema Corte atados por 
los ocurre ule». 

Por estas ranunes, fallo : no luciendo lugar á la d* cli uatoria 
opuesta por dou Pedro Cánepa, con costas, niá la inhibitoria so- 
licitada por S, S. el juez en lo civil déla Provincia, y mando se 
esté á lo ordenado en decreto de 23 de Juliu último. Repóngan- 
se, notifique» original y comuniqúese á S. S. el juez exhortan- 
te, expresando que se expedirán lab copias que tuviere á Uien 
solicitar de autos. 

David Zúmbrano. 



VISTA 11EL SESOH PROCOftADOH GENERAL 

Rueños Aires. Mayo íftide 189o. 

Suprema Corte ; 

La cuestión suO-judice interesa muy principalmente i la tes- 
tamentaría del señor ligue roiga. 

Se trata «u la devolución 6 aíianzt miente de una suma de di- 
nero, precio du la finca testamentaria vendida, j de la que debe 
otorgarse escritura de venta por los representantes de ésta. 

Recibido por el albucea el precio depositado, que por otra |iar- 
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te estaba afectado ú respun^abi 1 í<tarli-^ en favor de un tercero, 
surgf Ea cuestión actual, t e n i i n u- á la devolución ¿depósito de 
la suma recibida 6 su afianzamiento á los resultados de tus ges- 
tiones pendientes. 

El albacea ha recibido esas suma** ú nuuibrc «le la testamen- 
taría; lo que comprueba el poder ile foja 8, el perito de foja 
10 y las diligencias posteriores, y la fianza otorgada á fo- 
ja 29. 

Nu puede afirmar?,* entónces que lad gestiones pendientes 
sean eitraíiasá la testamentaría de Ugueroaga desde que cons- 
ta que el dinero recibido por el añacea pertenece ú la testa- 
mentaría como preció de la titira vendida, desde que consta que 
lo recibió en su carácter de albaeea, desde que consta que por 
-u estado d<« quiebra su responsabilidad personal puede no *cr 
efectiva. No debe desconocerse entonces que el resultado final 
le los gestiones sobre depósito ó ulinnzamicnto, afectará los in- 
tétésestéstaméátanc-. Es entonces de ap I icacion el artículo 3284 
del Código Civil y su coi relativo \% inciso l 6 , de la ley sobre 
justicia nacional de 1 4 dr Setiembre de 1863. 

Opino por ello que V. E. debiera revocar el auto apeladu, 
declarando la competencia del ju.-z civil del domicilio d»l cau- 
sante, que la hu reclamado I ,or üt ' c ' ü ' íe f°J ;l 9ÍÍ1 V w r r,,c ' ,, l a 
por ello ante V, E. la nulidad expresada por defecto de repre- 
sentación de la testamentaría y de los herederos, por cuanto la 
decisión de esos ¡tuntas correspondería al juez que resulte con 
jurisdicción legal al efecto. 
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tullo de Im SuptíM" Corte 

ftiieno» Aire* M.ir/o 13 de 

Victos y considerando: Que según consta de estas autos, los 
dinero» de cuya devolución ó garantía a* ÉÉata, fueron entre- 
gados bajo la responsabilidad personal de dnn Bernardo Canta 
y garantí.» ulterior dada por don Pedro Cánepa a consecuencia 
de las actuaciones de foja veintiuna adelante, obligándose soli- 
dariamente. 

Que por haber cuido .Canta al catado de insolvencia, segunlo 
dice Campa a foja treinta y una y Lo afirma lainbiou la parte 
de Davalo, á foja treinta y do», esta pai ■ idde que Cánepa de- 
posite en el Uanco de la Nación Argentii. la suma á que se ha 
hecho referencia, ó refuerzo su garantía con la lirma solidaria 
de otra persona abonada. 

Que es esa petici<»u ia que estáen tramitación ante el Juez Fe- 
deral, siendo así cierto que no hay acción deducida contraía 
testamentaría de Vgueroaga. 

Que intertanto en exacto que para que el caso dejara de ser de 
U competencia de la justu ia federal, que ha conocido hasta 
ahora del asunto, seria necesario qoese tratara de acciones per- 
sonales de los aeradores leí difunto deducidas contra la suce- 
sión, con arreglo al iuciso cuatro del artículo tres mil doscien- 
tos oebentay cuatro del Código Civil, desde que es indudable 
í t ue no se trata de demandas referentes A los demás incisos d" 
ese artículo. 

Por estos fundamentos, oído al señor Procurador General, y 
por los concordantes del auto apelado de foja setenta y ocho, se 



confirma éste, con costas; i|$ faciéndose lugir al recurso (le nu- 
lidad, por ii ü liuber mérito para ello 
Repuestos los sellos, d» vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — ■ 
JUAN E. TOME» T. 



€ AUNA VU VIII 



El iíamn >le la Xaciuii contra Don í'edro A, LaUtilhde, por co- 




Sumano. — El domó'- i lio indicado en el documento de ■ »1j 1 i ga- 
i ion, importa la elección «le un domi <-il¡o especial para su eje- 
cución . 



Otst». — Resulta th'\ 



* a II» del Jiiei rederftl 



lluenos Aires, Agosto 

Y vistos : En lau excepciones de escora é 
jurisdicción < 



ia de 
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V considerando en cuanto á la segunda: Que según se de*- 
prendedel documento materia de la ejecución, él fué tirmado en 
esta Capital, en donde el deudor t'-uía su domicilio, t$mu lu 
comprueban la inisin» letra, el es< vito de foja 7 del ejecutado, 
y la diligencia de foja 21 vuelta ; por lo ^ne, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 1212 del Coligo Civil, el pago deber lí 
efectuarse en esta ciudad . 

2:' V.n cnanto ¡1 la de espera: que so'ire ella ni aun se ha in- 
tentado producir prueba. 

Pon-ato. r lasconsideraeitmus aducidas en el escrito do foja 21 
no ha lugar, con costas, á las excepciones opuestas, de espera é 
incompetencia de jurisdicción. 

En consecuencia, llévese adelante ¡a ejecución hasta hacerse 
afectivo, integro pago al acreedor del capital, intereses y cos- 
tas, llágase saber y repónganse 1¡is fojas 

Ohecheti íj Mtorin. 



VISTA DEL SEÑOlt PKOCUlUl>Oll GENERAL 

Hornos \ires, Noviembre lo de 1KH¡. 

Suprema Corte: 

Kl auto de foja 34 se ajusta á la¡. i .instancias citadas y á la 
dispon i cío n del Código Civil que le es aplicable. Ruego á V. E. 
se sirva confirmarle por sus fundamentos. 

Sah imano hier. 
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I -Hilo iw Nuprfitut Cortr 

Vistos y considerando* Que aun en ' I cas» en qau el deudor 
uo tuviere en esta ciudad su domicilio real, • l domicilio indi- 
cado en documento óV foja una importaría la elección de un 
domicilio e>pecial para la ejecución ¿le 1 1 obligación contraída, 
«:U)i su correspondiente electo, respect" á jurisdicción (artí calos 
ciento tino y ciento dos del índigo < ivií). 

Por esto, de acuerdo con >o -x puerto y pedido p<>r el íeñoi 
Procurador General, y por sus i undamentos se confirma, cun 
cuitas, el auto ¿priado de fnj i treinta y cuatro. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

l'AZ. — ABEL HAÍA>. 
— JLAN E. TdUftfcPÍT. 



EL fímvtt d*- lu .Vicí«/h rotttra tum I ictonuno Mita y oíro, 
pór rubro ejeúUtiiíú de pesos; suítre nulidad 

Sumar im — N i» procede la nulidad fundada ni notitícariones 
hecnaa en domicilio equivocado, si consta que el mandamiento 
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de embargo lid sido notilicado personal mente ,tl ejertitado, y 
Ib «'Unción de remata se ha Hecho á su apoderado para el jui- 
cio. 



Oís», — Cituil i de n-male. el apoderado del deudor -puso U 
exi-epeion de nulidad del procrdiruienio, diciendo: 

El domicilio en que -e han efectuado, á pedidti del actor, tas 
diligencias de notificación, uo ha sido el que correspondía como 
«legidu poreí presunto deudor, ¡i! rírroarse el documento de fo- 
ja 1 , 

Kn efecto : citóse a Alba en ¡a cas* calle Pozos OK'2, en fez de 
iiaeerlo en la señalada en el uúineru S'jü. 

Siguieron asi las dili«eneias ¡í solicitud del ejecutante, hasta 
qiif, á foja 10 vuella, se da cuenta di 1 otra gestión llevada á ca- 
lió en el domicilio Pójeos t*52. 

No paran en esto las Viiriat iones de domicilio. A foja 20 se 
denuncia como tal, en relación á Alba, la casa cali*' f'ataraarcn 
ÍÍ55 y resultó no vivir allí. P'«r man v ra qin- <-] procedimiento 
lia -ido vicioso tttt*itutiu sin culpa de la secretaría. 

Kl apoderado del Hunco, contentando el traslado conferido, 
expuso : 

Qne si bien es riert'i que en sus primeros e>crit<ü indicó (.orno 
domicilio del ejecutado, el nú me r» 1*8*2 de la caite de Posto*., y 
no el 952, fue engañado por la mata escritura de este número en 
!- kira, pues en ésta, ci cinco, parece un ocho. $n obstante 
rslo, las notificaciones, se le hicieron *>n el número 052 de esa 
calle, porque ]■<• empleada de la olicina le informaron de que 
ese era su verdadi ro dominli-» ; y fué en la nmma oficina ac- 
tuaría que se le hizo saber que las notilicaciones s«< hacían en 
ese domicilia por la razón indicada. 

Fué entonces que, apercibido del eiror en que le bahía he- 
cho incurrir la mala escritura de la letra, pidió que el manda- 
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mient>> dt embargo se diligenciase cmi Alia, en la calli Pu/us 
> ni moni 1.152. Sut;uii resulta del düigeiicíamíento de ^ste mau- 
damie uto, esta diligencia se extendió ^on el mismo ejecutado tn 
persona, quien manifestó que mi pa<¿ab;i ]>nrf|n** un ti nía dinero 
dLnouibU-. pregando que había presentado una *nliei(ud al 
Banoo de la Nación 

Resolta, pues, que ¡mizque nu bulleran teñid'* logar las noti- 
ficaciones di- las providencias tendente á obtener el reconoci- 
miento de las tirinas del rjci utado, en su verdadero domíci Mu 
(lo que no lia sido asi , ihiiu i podrñ liaeer mleréote esa eircutis- 
taiida ontrael reconocimiento «le la firma, di-sdeqne posterior- 
mente hn reconocido la deuda en un acto público, ^ual ha sido 
■ ■1 dilip^iiciamiento >le! niandamientii del embarco. 



I tilín del Juf< l'rdfral 



Bueno* Aires. Agosto 1 de lt#í|. 

\ visto-: Por los fúndame ritos ilel precedente escrif', no ha 
l«m;ir a la excepción opuesta, con co^t;is ul demandado. 



Jjau del Campillo, 



t «lio rte tm Hu|irfnm Corte 



*. Marín 14 de IW'T 



V| S t',- y coa^iderjnd"': <jue es indudable^ como se ve á toja 
dj - z y aeiíj vuelta, que el mandamiento de embargo lia sido per- 
sonalmente notificado ul ejecutad-', quien reconoció en ese acto 
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la existencia de la obligación, lo que, pnr otra parte, no ha con- 
testad» ulteriormente eo la estación oportuna del juicio. 

Que consta igualmente que ha -i*tu ntadn de remate en la 
persona fiel apoderad» constituid» para id juicio. 

Por estos fu mi ame utos: se confirma, con costas», *>\ auto apela 
«lo de foja «incuenta y cuatro, no haciéndose tugar al recurso de 
utilidad deducid» contra éste, por no exponerse ni resultar de 
antas motivo alguno que lo fundí-. Repuestos los sell»s t devuél- 
vanle. 

IIEHJAMIW 1>AZ. — A BUL BA£APi , 
— IUAS E. TORhRM. 



Wi doctor don Marcelino Torino, por don llamón Otfhenart, 
sobre recurso de hateas cvrfuts 



Sumuno. — La órden de arreato del fallido, dictada por el 
]uvz de la quiebra, no es susceptible del recurso de habeas 
corpUs. 



>. — Resulta d- las siguieote-* piezas: 
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VISU KlMUL 

Rúenos V 4 r» s. Febrero 1 di UKK. 

Señor .hwz : 

V S. uu >lebe haivr huar al pr.-setitp recurso áe babeas cor - 
pus* por las sioiuent» s raíorus : 

I 1 Virque la «nlr'inid de toja f,en que s<* interpone > k l 
t curso, no ir .e consigo el rpqnisito impuesto para ella por el 
inciso 6 a del artículo riii del t'udigr.de Procedimiento^ Penal: 

2' Que desprendiendo^ del informa que p recale. del se- 
ñor .lúe? d«- « oui -rejo doctor A mu íj.í- t gut, que la órden de 
prisión dictada por ¿t ha sido en fjecmñon de carta rogatoria 
■i -l señor Juca de Comercio de la provincia de Córdoba, en vir- 
tud del inciso 6 del artículo 1396 U \ Código del comercio, lo 
que thí»* decir que la prisión de qne se trata proceda dt- |oei 
competente, el auto di hub&tS C"ri>ux de <]u< >■■ tra. ¡, no pro- 
cede, dado el texto expuso del articulo t*:M del cit.ido Codito 
■i- Procedimientos. 

J. flú/cf. 



Bu- na* Vires. Febrero 5 de ltít»7 . 

Auto* y n -tos: Téngase p^r resolución la precedente rista 
! al y repónganse los sellos. 

/'. "/aecAeii y Alcor ta. 



1* 
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Bunio- Aire.- Kft»r-M ¿T ,1. IsíiT. 

Suprema t orle; 

El dettnido ieñor Oyhenart. Iü h:i -ido »u v.nuJ d.- orden 
dictada por ei jnei de un canearse eti • >rdoba, y está á depo- 
sición de joiga-K legua ?! informa de t' i i 7, 

Si eii-ten irr. -iiUndadt'áenfl pr^ eituueiito ó delicieomi 
en el dere-bo. ieben dedticir*? ante el juez de !a causa; pero 
W pueden ^er materia de un auro de Aafc t v eor/ms. 

1' l'J ; '-»: <>■.. . V. : . ... ,.;-v i ... : ... r - .. , . tnMrr ] , -i, 
foja i> TiieU.i. 



■ 

\t~tos: Resultando de esto* autos que el arresto del recu- 
rrente lia sido ordenado por el juei de su quiebra. 

Que con arreglo al artículo mil trescientos noventa y seis dei 
(. ¿digo de Comercio, la prond'-nria que declare e l ^tado de 
quiebra de un conu rciuotv, debe contener la ^rden de a rj esto 
dtrí fallido, eu los casos prevenid <-s en el inciso soiti* de) ar- 
ticulo * itado. 

Que. en consecuencia, el juez de la quubra es competente 
para dictar la orden de arresto. 

Que las cooperaciones aotenores son bastantes i demostrar 
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la improcedencia del recurso de habeas coquis deducido en es- 
ta causa. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, seconlirma con costa* el auto apelado de 
foja nueve ruelta. Devuélvanse. 

liE>JAWlS PAZ. — ABKL BA/.A*. 
— JUAN E. TOKHENT, 



Doña Pascuala Toledo, contra don Carlos Marín ijtterencio, 
sobre reivindicar ton de un campo 

* 

Sumario. — El justo título, la buena fe" y ta posesión con- 
tinuada por más de veinte años, confiere al poseedor el dominio 
del inmueble poseído, y le da el derecho de rechazar la acción 
.eivuidicatoria que se intente contra él. 



t'aso. — Resulta del 
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jtaranú, Selii-rnbr» de 

Visíós : Los mUá seguidos por don Nicanor tiaídersn, en re- 
presentador! de doña Pa«en»ía Toledo, contra el doctor do» 
Darlos María Querencio, sobre reivindicación de un campo si- 
tuado fu i-i distrito Mandisovi, dcparlam rto Federación fiesta 
provincia, Son lo* traídos á la vista it pulido de partes liti- 
gantes, de todo lo cual resulta: 

Que en 24 «fe Julio de 1867, don (íabricl V iiiieyras y don Lo- 
ret*> Saen/, en el carácter de apoderados gt-n-rales ¡te 1-k here- 
daros de don Miguel Gerónimo Toledo, venden á don Juan Pe- 
dvn Salvagnach los der echos j acciones gue correspondan ó pue- 
d.in eorrespo-.drr o sus poderdantes, por la herencia» la po- 
sesión 6 propiedad de un campo como de 4 leguas más ó meno> 
situado en la delegación de Federación, costa del Mocoretá y pa- 
r; ( jr y arroyo de Toledo, cuyos títulos se encuentran extra- 
viados. 

Los poderes de tíaenz y Viuiegras no sh transcrib-u en el 
cuerpo de esta escritura, pero el escribano autorizante expresa 
en ella que ante él y con este objeto, dona Pascuala Toledo otor- 
gó poder general á don Loreto Sacnz, con fVchn 9 de Abril del 
mismo año 1807, juntamente con el otorgado por los demás 
li rederos de Toledo, agregado á su protocolo, 

Don Juan Pedro Sakagnach, en 19 de Agosto de 1867, hizo 
transferencia á favor de don Oer-mimo Benitezy del doctor don 
Carlos María Querencio, a título de venta, de los derechos j ac- 
ciones al mismo campo de Toledo i que se refiere la e sen tura 
anterior; y ^n 26 de Marzo del año siguiente 1868, Salvagnach 
amplía los términos de este contrato, haciendo extensiva la 
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Vvlitu al ücci'trhu ilu iIojiiÍiiLi> qn** liubiesfJi tenido los de l'oledo 
(foja- \ útí r expedienta atimÍQÍstratÍT(t). 

Kl <Un tur Quereiicio, por sí y por su cundúmiuu Beuiti/., pro- 
dujo información sumaría ante el -Im ¡t del Uruguay para n- poner 
el título de loa Toledo qiie ge decía destruido por un incendio, 
ifujas7á v 27, espediente adniíaiatrati*©), 

fon esta información se pronto don tieróiumo Uenit-z aiit«< 
el Gobierno ríe la Provincia a wj-rar la ujo.-dcion á mensura de 
un entupo c«iitigmi d*- ttii'r.i^i. . pidirudn á la vea se ronovas- 
su título, de acuerdo con la ley de ISdéMarao de 1875. El Poder 
i;jet*ittivo,[i-.rn ( soluci"ii de 17 di- Ihcintibre de 1876, declaró qae 
la mforuucHu de testigo*, tal como se había producido era ine- 
ficaz purajíistiücar el derecho de dominio ni aun «1 deposición, 
nefando en cu u secuencia, la renovación de titulo solicitada (fes- 
Unioniodc fojas 29 á ;iG del misino). 

Hcuitez apeló al Suj.enor Tribunal de Justicia en uso del re- 
curso fpjt' |e acordaba el artículo 5 de la i-itada l*'y de di- Mar- 
zo de 1 K7T>, y .11 8 d- Agosto d? 1«8S, el Tribunal falla confir- 
mando inmolación del Po«ler Kjtniíivo, esto e*, d. clarando 
que la informa- om lío testigos de fojas... no es prueba bas- 
tante del derecha de propiedad (fojas 1 12 á 1 18, i xpedi-nte ad- 
ministrativo). 

Al año ^guíente, el doctor duu Carlos María Querenoio se 
presenta al Poder Ejecutivo iVelarando que desaprueba b» pro- 
cedimiento* seguidos por >u sucju Heniles á su nombre, y que 
ellos como las sentencias pronunciadas por el Ejecutivo y Supe 
rior Tribunal, resW'Cto del campo de Toledo, no tenían efecto 
contra él pot no haber sido legalmente representado en el jui- 
t -i v pul**, en consecuencia. >e le reconozca el derecho de pro- 
piedad del expresado campo, ofreciendo ampliar la informa' ion 
de te-tigos antes producida para reponer el título, si necesario 

fuese. 

Kl P ulir Hjicutivo resuelve, en tOde Agosto de 1H83, r^eo- 
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uoeor ni doctor Quereneio la propiedad de la mitad de] (ampo 
rtí Toledo, comprado por él en enmun eou don Juan Grego- 
rio ibuiitez. f itu'iAii'tüstí para ello, o» la misma sumaria infor- 
mación i| ue I ubia sidn antes i leo] arada i n di caz para el derecho 
de propiedad de Benita > f"*jas lili í 200, e\p.-diente adimuis- 
Irativo). 

Con tales aulenedent' s, llemtez deuiaudú á Querencio unte 
este juzgado para que to reennozea condomino en la parte del 
Campo Oliva propiedad le hahfü reeonneido el lVi-r Kjecu- 

tÍVO. 

Tramitado eJ juicio, fué resuelto por sentencia de "áU de Ju- 
lio de 1888, no haciende lugar á la demanda (foja ü6l 

Este Falto lo fundaba e! Juzgado en r¡ ne la sentencia ilel Su- 
perior Tribunal de la Provincia, conln mando la de! l'uder Kje- 
i utivo que d.elarúque la -anuaria información á que se ha lecho 
referencia no fita ni suplía el título de propiedad y que por h* 
lauto fienií»'?. noliabia probado mi dominio en ol campo, erauna 
* ■uteiii-ia final é iri evni-ahle. y el reconocimiento que posterior- 
mente hito el |\jder Kjeeuhvo á tjueremio, del tlerncho d< pro- 
piedad ác ta untad d*- ese campo, fuudado en la misma infor 
maei-.n sumaria, sin el ra prueba, no importaba una reeonsidera- 
eion del fallo anterior, poique él no pedía, se^nu la < .Vmstttiieiuu 
y leyes déla provincia, revocar o modificar los fallas del Supe- 
rior Tribunal; d- maneta qtje el n-rtmcn imientü lu-cho á favor 
le Qaeiem io sólo debía considerarse como una merced heeha á 
su favor que uo hacia reaparecer el derecho de propiedad alega- 
do por Benitiz como adquirido de los Toledo y extinguido por 
la sentencia tiual del Superior Tribunal. 

Apelado el fallo á este juzgado, la Suprema Corte loeunlirma 
por el di- U\ de Setiembre dr 1892 (foja 117), fundada en que 
la compra del campo hecha á Salvagnach, no fui para la socie- 
dad de Heuitez y Querencio, según instruye el intrumente del 
eoutratü, sino por y pata dirhos -eñores á mi nombre partieu- 
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lar e n< ondomiuio; que puliendo cada condómino •■najenar >u 
parte cotí completa independencia de 1"S otros, es evidente que 
pueda también perderla de la miMiia manera, L¿»e 'Te esti>^ 
principio* se deduce, que Beiiitezno puede alegar derechos de 
condominio al campo, inv cando loa que le da ha la rompra :I 
Salvagnaeh v la información para reponer el titulo de Toledo, 
purque esitá quedaron extinguidos por tas resoluciones del Po- 
der Ejecutivo y Superior Tribunal de la Provincia que dedara- 
ron fustal el «a utpn. <¿tip no afectando esas rejsHflcJkmes ios de- 
rei*li«i.de ^tiL-reneiu, -pie no fué representado ^n e*a gestión uí 
la riHilico. y habiendo M* nido él «un posterioridad, el recono- 
pimiento á su sido mimbre de l¡i propiedad de la mitad de) cam- 
po compnido á Salvagnaeli, ote deieidi « pertenecía ,í Querencio 

exclusivamente- 

ltoa tue>es después de pronunciad;! la sentencia de • >t«* juz- 
gada, esto es, en i4deS. i iembre de 1888, don J itau Siburu, con 
poder de doña Pascuala Toledo, ofrece ante et Juez di I" in>- 
(aneia de '.'uik urdía información Mimaría para justiíiear que 
aquella « ra hija legítima <]> don Miguel Gerónimo Toledo y qii' 
tí te había fallecido en el año 18!2o\ Producida ésta, *\ Jim? 
declara justificado * i fallecimiento de don Miguel fterumme 
Toledo en la época expresada, asf enra» que doña l'ascuala era 
hija y heredera de él (testimonio de foja 3 de estos autos). 

En seguida se abre el juicio sucesorio de don Miguel Geró- 
lUDid Toledo por el mismo juez, y se incluye en el inventario de 

ductor guereucio que fué materia del pleito Con Benitez (foja 7 
del mi -rao). 

Kn 11 de Agosto de 1892, el juez mandó poner en posesión de 
51 á doña Pascuala, y en Diciembre del mi mu o ano, don Juan 
Gregorio Benitez, qu-* 1<j poseía desde 1867, en su carácter de 
condomino y socio del doctor (Juereueio, pacta con el apoJerado 
ile la Toledo, en ta ciudad de Concordia, la entrega de la pose- 
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>iou, medíanle el pugn <!<■ 5000 pesos por las mejoras hechas 
(fojas $?uclta y 10 del mi^iiiíi •■x]K-r] it-nti-). 

Mientra* lauto, en Setiembre, ya la Suprema f *<ir tt; habí.» 
prumuiciadu su fallu coulirnuitnrioá que se ha hecho i ferencia, 
y en Noviembre -iiguii'titr, vu-Iti»s lo- autos. á pe'ii<l< > >Íe la parte 
«te guerencio en cumpliojieDtodcdkbaíí senteucittá, este Juz- 

de la alfalfa, carbmi j leña exigente en él, 

Al notificar si esta providencia á d n .luán <r. I ir ni tez, expo- 
ñeque él babí-i dejada de poseer « l rampa e n» redándolo a doña 
Pascuala Toledo, iii cumplimiento de una órdun del Juez di i" 
Instancia de ( '"mordía, diligencia de foja 179, siendo de adver- 
tir que en 2 de Diciembre, ante-i de pactar líen i te?, la entrega de 
la posesión ¡iuVña Pascuala, ya había si jo notificada de ta órden 
ile desocupaeion \ embargo, don Gregorio G. Heuihz, hijo, en 
aus- iicia del padre, don Juan Gregorio Beuitez, que rehuso con- 
currir a) Juzgado de Paz a notificarse (diligencia de foja 154, 
espediente de Item r ex contra Querencio). 

La parte de Querencia, en vUíade I., oeurridn, pidió al juei y 
éste decretó, que se lanzase por la fuerza á don Juan Gregorio 
Beuitez, ásu hijo u cualquiera ..tro a quien él hubiese entrega- 
do la posesión del campo litigado. Kl lanzamiento de Benitei, 
hijo, fué cumplido el 18 Febrero de (foja 192, expediente 
eontra Querencio). 

Con ejtos antecedentes s.e presentó don Níi auor Calderón, 
en representación de doña Pascuala Toledo, demandando al doc- 
tor ion ('arlos M. Querencio por reivindicación del campo, que 
le fué reconocido por el Poder KjecuLvo en 10 de Agosto de 1883, 
compuesto de 0172 hectáreas y 40 áreas* situado en el distrito 
Mandisovi, y linda por el Norte con el arroyo Toledo, por el 
Sud con Dionisio Carbajal, por el E*te con don Juan Luis Ca- 
minos y Manuel Garahin, y por el Oeste con A meza: u a y Frei- 
tas. 



n 
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sicíoii del juez de Concordia, jiaíftíiártóiaiQoeFeBoio^ii*! plei- 
to con d< m Juan <í recrió Beoiteí, 

Que reconocido por .d pod-r BjecutÍTo e] títul» de propiedad 
de don Gerónimo tolfeda, el campo ues.-ripto. á requisición d- 
Quereuoo, y declarada daña Pascuala Toledo, p.^r resolución del 
Juez d^ ('uncurdin. hija Legítima i heredera ie don Miguel Ge- 
róniiuo, le perte necia el ruinpoen pleno dominio, pues el t ítujo 
conque el doctor Qoeren ció pretende tenerlo, ¡i ~aWr, la compra 
hecha ]-ur él y d«n üreporin H en i tez en IXÍÍ7 a don Juan IVdro 
KaSvagnarh y [ » « » f ¿Me á dun [. ireto S ie na v don Gabriel Vmie- 
grus, titula los ipoderados de lu> herederos de don Miguel Geró- 
niiu>' Toledo. e~ !• ningún valor, por maulo ea falso que d-ju 
Loreto Saení tuviere pod<*r <!«■ doñ:i Pascuala pan íjI renta, 
como se aürma h, e! insten Diento del contrato» 

Pide, eii conclusión, se i'uiid*'»»* al doctor «¿nereuoio ■ d»-volv.-i 
el campo, con toa frutos, @atr« toa que ae han de eon^píen i r 27 
fardos d« alíalf.i y9LMipes «.ro I ir rend amiento, q i.-esff Jus- 
tado mu odi» embargar como pertenecientes Aquerencio, ¿ieudoa^í 

que doña .'ascuaJa, al tomar po>e-¡ 1 04 adquirió de Heniles 

por conTenio celenrndoeon corrient* i foja 7, y a lemas i pn- 
^ar los daños y perjuicios y costas del juicio. 

Corrido I raila , -i*' "*t,i l>-matida al doctor (¿r^rencio, lo/GOn> 
t-'hVa mi procurador Ion Pudro J. Homero. 

Kl atribuye es le nuevo jo icio á mi procedimiento hábil de 
Beiiit>¡¿ pai¡i frustrar lo* efecto* du la sentencia contirmada por 
la Suprema ''orte. 

Doña Pascuala Tohdo, dtc, no tien*' título p.ira reivindicar <-l 
campo* por^u. ni la incorporación de ¿1 al inventario, ni >o ta- 
sación, ai lapoaesion qne ordeno el llamad , ju-z de la sucesión 
de don Miguel Gerónimo Toledo, pued.-u formar un título en fa- 
vor d ! l& demandante; anexión abierta 1 n previsión de que ta Su- 
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pr-ma í'orte cuntir iiium- el fallo de este Juzgad o reconociendo á 
Querencio el dominio exclusivo eu el caían»* y ¡isí se nota la 
aberraron de que la Toledo funde su acción contra Qüetetacio 
p reciamente eu el título I- éste. 

Alega que, i'ii fl expediente administrativo seguido por Beni- 
tez como su> eso r singular de doña Puscnata Toledo, el Poder 
] jcr-uLiTii «Vclarú que lo* doeuunnto^ prest litados por íl no ju-- 
t iea bauque. el eumpu hubiese - i * I p ~ propiedad de don Miguel < ii-rú- 
ninm Tiiledii, siendo confirmada esta resolueiun pur I Sup rior 
Tnbun.i! . Que pw-tiT] uriTif*ti ti* pie*, utó Qner'-ro'in pur >í -olo 
y entonces el Poder Kjeeutivo I" reccumeio él exclusiva mente 
la i'iopt'dad d< la parte que hoy se pretende reivindicar. 

Que a esto sin ciiiú .1 juj«áo promovido por Benito? contra 
i^iLit'iit iü para que lo reenuoeiese '-undúmiiio, en e) que recayó 
sentencia de este Juzgado, declarando que el título de Qmren- 
rio no tenía su origen en al íe intento, por ■ uantoéate había si- 
(i-, declarado nulo y mu valor para ju-tilu -ir b r ropi«i' id p..r sen* 
teio; ta ¡impela ul-, debiendo coásideréraeie orno uní merced lie 
i hti en lavor de Querencia. 

Que confirmada esta resolución por la Suprema Corte, que- 
daba e-tabb-tiido que el I! miado título di- Tokio no en t il. 

Qu ■ los t¡tulu> de dirn Gerónimo Toledo fueron transferidos .1 
Quereth'io por cojii rato de foj;i ... y e-os títulos, según la eon- 
eieneíu de sus misinos herederos, eran dr simple arrendatario; 
y así se vé en los término- •!«,■' mi ruínenlo di- transferencia en 
Htta dicen que enajenan a Sal vago a )i los dereelios '|iie pudieran 
toio rpor •-arei'er de título de propi dad y de p»-e*ti n. 

Que esto resulta, además, de la adveítena i que el ese r i baño 
liace al lina! ib Ja esentura de renta deqie- esy 'untrato no pu- 
día hacerse &in automanon del general 1 «quiza, pues esa au- 
torización s- do era requerida p»r ley del año 41* para la tierra 
(uVui, mis no iesp-ei . á la d- posesión A propiedad partí- 
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puede dudarse agrega, que los derechos de Toledo, cuales- 
quiera qiir hubiesen sido, fueron trasmitidos á Querencto. En ta 
escritura de enajenación á Salvagua-'h, foja.... el u>ctíbano üíir- 
ma haber visto el p<-der «aliciente «i - doña Pascuala Toledo ati- 
u»\ \y..iv. .-• i don Lorttii Saenz para Vender : ¡i est;i renta ^tgui> » 
h tradición y la posesión quieta y pacíllea de li^ttitvz y fueren - 
cío, sucesores de SalTagaach, ¡í la vista «lelos verdaderos herede- 
ros de Toledo, que, 25 años después, movidos por la codicia de 
tercero-,. pretenden utilizar lo- trabajos ajenos. La venta con- 
cluida bajo el imperio del antiguo derecho, quedó, pue-, perfecta 
y consumada, desde que s**j:n» i*llíi iti la constancia en esentura 
publica era necesaria. 

Agrega que, por otra parte, después lie la < nmpra que su re- 
presentad" y Keiiitcz hicieron de lo* derechos de Toledo, y á 
méntode la soci -dad formada éntrelos rf<>» compradores, Beni- 
te?, administrador de ella, *'ntr*'» á po-eer < l campa, continuando 
■ n esa posesión durante 25 años, hasta que fui vencido en plei- 
to por Qiierenci"; post Hun bastante para pou-r :í éste A cubier- 
to de cualquier acción de ios Toledo, porque ella ha consolida* 
Jo «u derecho de propiedad por la prescripción. 

T-ruuna -o, teniendo qo.- dt.fi j Pascuala Toledo no recuperó 
la posesión del campo por medio de -uapod rado Siburu. pues 
tas Confabulaciones de éste con don Juan Gregorio Beuitez, para 
despojar :il ductor (.¿uereucio de la posesión eu que estaba por 
medio de su socio administrador Benitez, no han podido produ- 
e¡r ese efecto, mucho uienos cuando la pretendida entrega de la 
P>>se>ion se bacín por un simple inreniu celebrado á muchas le- 
guasdel campo, sin ¡os actos materiales quo caracterizan latra- 

dn ion. 

Abierta )n causa a prueba, el actor produce la que corre de 
foja. . . ¡i fuja.. y el demandado la de tu j u ... á foja . que el 
Juzgado ha estudiado, así como los alegatos tíñale* de foja... á 
foja... 
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Considerando en cuanto al despojo : Que aun en el -iiji nt j -t » 
*lr «¡ne clon Grejono K. Ilenitez hubiese entrado á ocupar el 
campo por doña l'a>euala Tolrdo. á cu r. tenencia del convenio 
de Diciembre de 1893, esa transmisión de la posesión durante*-! 
pleito manten Mn entre Quen-mio y Tlenilez. sobre condominio 
del mismo campo, y cuando ya la Suprema Corte había fallad n 
la causa contra tas pretensiones de eaU último, importa una in- 
novación en el estado de ta cnsa litigada. 

Qiit- seyun la ley 13, título 7* partida^', son nulas y sin nin- 
gun valor las innovaciones qo-- cialquiera de los litigantes H:i- 
gan en la posesión ó propiedad dé la oúaa litigada, pues ella debe 
conservarle en condiciones d.- poder cumplirse la s»nt«nria li - 
nal que recaiga y no quede frustrada t u sus efectos. 

Que esta dispoHÍcion es tanto mis aplicable al caso presente, 
cuanto que el comisionado par í ncíhir la posesión por doña 
pascuilla era conocedor de la sentencia de la Suprema Corte, 
por notificación de! Juez de l'az, hecha antes del convenio de 
Diciembre, y «•! mismo apoderado d.« dich.i «eiWra. ccm»c-d.ir d<- 
la posesión del doctor don Carlos M iría Querencio, era cómplice 
en el fraude contra los derecho- de é,t. . 

Que desde luego, no puede eaíiücarse. d«- despojo el acto por 
el cual el jues de la causa, en cumplimiento de una ley, resta- 
blece A estado anterior de la «-osa litigada, y Hace cumplir un 
fallo inapelable; mayormente mando por no haber transcurrido 
un año desde la entrega de la posesión, Querencio ana no la ha- 
bía perdido, ni dona Pascuala la había ganado : artículo 2-456 

del Código Civil. 

Considerando en lo principal : <Jue por la ley de esta provincia, 
de 18 de Mayo de 1875, artículo 5\ ni Superior Tribunal de la 
misan fué investido de jurisdicción para rever en segunda y 
última instancia, I ¡ts resoluciones administrativa del Poder 
Ejecutivo sobre validez ú nulidad de los títulos de propiedad y 
posesión, de loa campos de pastoreo, lo que da á las decisiones 
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<if flií'tni Triltnnil, una autoridad indiscutible sobre la.-* J"l 
d«-r I-I jfcntivii en i'usus regido?, pur Jadiada ley. 

Qi vi fu- n l is it-ohii*iimi-s "Jfl l'od**r Ejecutivo le i7de Ih- 
eiemliiv i i f 1877 y <!••! Superior Tribtmnt (i <* H *i *' Agustude I8H;1 
tjun la continua. in> !,au podido ftfeCíár los ik-rei-hos del doctor 
Qii*t» ih'io p<r :io haber sido parte rn el juicio ni haber ratifi- 
ca j.. lo obrad.» f'ii t i * ■ ii i >■>■ r •■ - p>-i >u i-oii-I Aiiiiir<> liwiit*»? ; <on 
trido, haciendo abstracción d> lo- personas,'^ nianilicstn fjíit> la 
citada Bt'tvtetifin del TnbBiifí!, d0:8 il» j \<*<>-i - IH8-J v ;i re>u- 
tn<'imi pnstnn-T -!•■! l J nd- r Kj" «livo 10 de Atro-tn d< 1883, 
son abiertamente contradi* t >r.a-. en cuanto (a primera declara 
une ! i ¡nfofiWcion producida en 1Ki¡í», no es. prueba bástanle <íe 
que <ion Miguel Gerónimo Toledo, fuete propietario ni poseedor 

It'gíll -M cám] ri r ii-vli.i]i. y la iiltnrn la e«m-ul< r;i y rmoon-e 

COJÍIJO pnu*li:i suhci' nte, áin ojo- >* hayan jt«mJ uc i<] • ► m agr*xuU 
nuevos elemento- de jn>t itu.-n n.n. 

Que en e>(a contradicción debe estarse a l¡i doctrina ucinsagra- 
<la pnr decisión J> ! Superior Tribunal. (¡ue reviste mayor auto- 
ridad que la 1<1 K jí'r titiyq en **»t:i nialeria. < r nn el urtí>-uE<> 5" 
ii- la citada ley dé 1875. 

Que siendo «--tu isí, - s manifiesto t|u»* ilufm Pascuala Toledo 
uy lia justificado el dumiítM en que. a puya su acción rciviadica- 
t.iria, porque e! fínico til tilo que adore para sostener e-r derecho, 
es la citad i infi-rmueioa v lu resolución del Poder K)rcuti\<< 
áooreeil^ fié 18H3, que como se ha visto, carecen de mérito pro- 
batorio. 

Mu*. or><M<'itelh-uilri (J» estas n solucione-, y juzgando el Tri- 
bunal por su propio orí t"riu. romo puede y debe hacerlo, la in- 
formación alii'li l.i. le bastaría agredir ;i bis consideraciones et- 
ptieshi- por el Superior Tritón al, sobre ella, en mi fallo de 1882 
que os Toledo, hasta 181)7, Techa en qtit¡ transfirieron sus dere- 
cho* ;í Salvagriach. pacían el campo á titulo de precario, contó 
arrendatarios del li-ei . pues pagaban arrendamiento; según se 
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v<- por el Certificado riel líe eptor de lientas d^ ( .'iinirdia, foja 
¡Ji), que sj bien uue> auténtie" se eumplemeiit» para probar ion 
el acta en testimonio de f-ja 94, y la liquidación de Li í'onU- 
duría de fojas ¡M á 32, expeliente admini-trahVn, di %ttfi re- 
sulla, ¡ue l¿a,4ta 18t>7 *c pagó arrendamiento, ¡mes recien Sal- 
xai!n;ich principio á pagar * ontnbucion Uire- ta, «le manera que 
tssa información, en que nucun-u loa t^tíg«s rfoswi el títu- 
lo de Toledo, de donación, se^uji tinos, y de compra segua otros, 
tampoc- prueba tina pasión hábil para ganar la propiedad por 
prescripción. 

(¿ne, p«*r otra pirle, < Jti rr »'iu tu presenta im título traslativo 
ile la propi- dad -leí campo, como lo t> 1 1 compra que de él hizo 
conjuntamente con don Juan (I. lien t te?, a <iun Juan I.Vilm Sal- 
vagnacb, e i 1) de Agosto de 1 867 : y está prohado que lo poseyó 
de?*de tsu f<-eba, iitiiittu* tlautniK ti" sólo porque la u-y asi lo 
p i sunn- á Taita de prueba -*it contrario, articulo 4(M)3, código 
citado, sin ó porque ta tuisitm parte a clora confiesa que don 
JiiáD Gregario Be ni tez estuvo en «-a fecli» en la posesión del 
i-iiuipu. y continuó en ella de-pues de la n-nipra á SaUagnaeb, 
basta el 2*2 di- Diciembre de IHÍÍ2, en que reucidu en pleito por 
Querencío, pretendió eat regarla á dona 1'aseuala Toledo: y la 
posesión de H en i tez ejercida a título de condominio con Que- 
reniiti, aprovecha á é\te, porque el ♦■■•ndómiuo que ejerce la ad- 
ministración i>>- r. pu:a mandatario &h lo* otros artículo 2701. 
t'údigu Cirih 

Qti- esta posesión del ductor Querencio mantenida por 
de 20 años, con título traslativo de la propiedad, m *\v buena 
té, porque así se presume d« derecho á falta de prueba que de- 
muestre lámala te: artículo 2302 del código citado, 

Considerando en cuanto á Ja objeción formulada por el actor 
ú este respecto, á saber, que Metido lien ¡tes; arrendatario de 
doña Pascuala, es estilla que ha continuado poseyendo por me- 
dio le aquel, j.ues ni Héülf^t ni Querellólo, sujeto, no pudie- 
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t >n pt-r si mismo», ni por el transcurso del lampo cambiarla 
■ «si 'i? su posesión >egno la lev 10, tfcal * 14. página 3' y ar- 
ti- ulo ¿353 del Código Crfit; qur r>:ae* una dimi te pre-uacon 
1* gal» yn*> A mismo articu a citado a¿ reirá, ju**. rl qu- ha prin- 
cipiado a po:>rer por otro, sr presume (|«e e^nnnua pvseyr ai 
por el misaao, mientra no s- prurfca 3 oontrario; > ei articulo 
ál5$Í!>; ur qot : eaaadti *1 qur tlcu< la co>a a nombre dt» otro. 
uiauifif-;a p--r aet* > eví-ri^re» ia m:encion Je pnrar a. poaee- 

■«r áf d.ípi'Ur: dt la «osa y coand ■ su* acto- producen ese :íVe- 
to. pierde la posesión. La espaattcása d» l campo por Rii.itti 
y Querencn* en su prr.?echo ?x- lu>iv- d-ran*r £5 aé<a&, prece- 
dida tle tiiui. ii> ■ omj ra-reata ^«r ca'aorua rn e»í - - tini- 
• ir 1 HMtfll de so t- $e$* o. ?io que en es* tifmpo doña P*-cuala 
-do que rir¿4 tn t i m,?m ¿r; anamrcti , Us rugiese arrea- 
da mi t nlo ó le» re* Samare a i-osr*i n, «i no importa w. a ra".;-- 

ación ie la rmfá h*-cha jH t Saer.7 á combrr. por la Dr&o» 
basta para que dieta s*í: prMie>e a po>e»iea del c*mp\ se- 
¿ua e. artáoul - otado. Apart*- dr que. si la «bjecioo túnese i - 
goaafoerza entra Beaifeea, Buv.a pn»ot ¿-ú centra <¿«treü* 
qu- no fué arrei, ulano de ia dí-mand^üt- 

lo xietüso rllítnio de ai j-ü? a a j-or no estar don Loreu ti 
inre»ttdode las fa uhades bastantes tordo*» Pa* i a Toieio 
para otorgar :a renta drl campv que ourgo como apoderada 
sayo, La po* ?; c ir ^uerencio es de mala fe, segea el aruc-Iv 
41*" 1 : _ « irtl L'sta conssderacioi. probana a ma.a f- 
«1 SaK a^i.aca a juje^ rpfi:.i : >ie^i, mt. *i . fae^emanites: 
t tvn-tiír it * raiíaia escritura, per- n. . faaaáo, c m a 
->■■ : *íribi ella el poder deSaeai. Umiláaéo- 

1 '-srnttai. ■ i afirmar qur ¿i había mé eitrndrdo en sa re» 
gktro y era inficiente para ex acv\ roaa. poaV kaoex^o: por I* 
táal . séle Kar un erro de hecho qoe so ladoo*- la presvae«oa 

i mala <irtí' ti:o* aOOT j ioV^i-: 0*a%i €wü>; r w et 



ningún ca<o pueí m. litar esa consideración, para destruir ta 
presunción legal de la buena fe* de Queren»*io (at título., del 
* ¿digo CirilJ. que U'\katHend * i^mprado ¿ Saeul. sin^ Saltag- 
t.ach. no hitaba en el oaso 'ie tarificar ta -urkieuja de los po- 
deres de aquél, mujurm-vite cumio r* ser ¡bino había a ñ rondo 
-n 1j tritura interior, ten rio bastante. 

^tie. nnaloif ale. no -s -nci que según el Código Konian > e>* 
tal ■ por Mijr.j. párrafo 113. nota 45, sólo >-a hitni para ,j 
rr-Tifsri o et titulo pro c«*f.lo. cuando e : Tendedor se airi- 
bur . ¿i m>rao el carácter i* dueño sin *erl\ ó la frota >c hac- 
por el propietaria .ncapai, pues estos v-a*os *e ad««ea por vu 
«le *jemrd>> y no .-xcluTeu lo* atiál gas «auna *d >ir que *e traía 
Pero haciendo »b> tracción de cato, el «'ódigo nscion.il rtgent< p 
bajo cuyo imperio aa ««nido la major parte oYl término de po- 
sesión, no nace distinción alguna. J i-'gun él. basta que ¡a cau~ 
*a ó titulo m- i, traslativo de U propiedad . aunque sea nulo ó 
snulahte, j sin consideración á la p-.r*on i de que emane, s;em- 
p-e ^u-'rrTÍ?ta la? fo"mi> erales i:*u*ut ■ 4010, Código CiTtl), 

Que de ta» coaside'jdvvies qu-* quedan expuestas, resolta como 
cegara rTtatlintira qur. iq i admitiendo hipotéticamente ♦*! ib- 
-urd deque el fai> del pod»r ejecutiTo. de 10 de A¿ >st * de 
tunes- miror *utcndaJ lee al que rl del Super.or tribu- 
nal. *« superior en gra^<, de fecha $ de Agosto At I88¿. r por lo 
tacto que a iafanpKtoa sumaria de foja, fu^i» prueba suti- 
ec;« ie í pr*r —íai i t^a Jlicue J * nitn i Toted»\ | por *u 
m serte, de ta de su bija doña Pascuala, em el campo cue^tio- 
!íadiv J saead¿ ciert . como lo e*. que el poder otorgado por 
: ña Pascuala á ion L reto Saeui. e-i Abril de iStiT, por et 
escriban»* Corone!, co ¡o amontaba para Tend-r ei camr . s;nó 
simplemente para g* stiouar ia reposición dn tituio del misado 
i \»¡>n testimoniada de foja lo que hace que don Juan Pe- 
:r.^ >a Tj^Bich n<> ad;c-.r es- i propir-**: ie e- > : i Tenia 
;;r le >: rgv:>aeniea I5*>7 -i : i i;-se tr^nitir'a Tunamente 
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aJ doctor Quereiicio, a -guillo- principios *!«• qui 1 los contratui 
hechos á nombre dentro, sin e^:;ir autorizad.* para, ó sil) tener 
represeiitaci.-n hgil. .ou uulo< (lev 10, título 3 i, paitida 7. 
y artículos 111»! y Ú*29 de) Código Civil), y de qu./ la venía dé 
cosa ajfii i es uulu ; ron todo, e¡ do tor nuer^n« k io h;i probado 
eumplidaineute excepción de prescripción, pues lia exhibido 
un título traslativo le la propiciad, y consta que poseyó d-- bui - 
na IV el inmueble disputado por más de 20 años, lo que eonsli- 
tu\- .i vi favor un título Je dominio (artículo ;í!tftí> del Código 
Civil), 

1 *■ *r esta> cuasideruc) m declaro que doña Pascuala Toledo 
no ha pro bailo su dominio en el inmueble que reivindica, v por 
el contrarío, el doctor Querertc-io hn füsfcificado que lo adquirí» 
por ía pre^ ripcion. en iwnsieouonoiu, fallo m> haciendo luga* ¡i 
la demanda, con costas. 

1/. Je T l'mio. 



t ttllü dr !■ *ii|iremw Curie 

Bueno* Aires, Marzo U de )W¡ 

Vistos y considerando : Uiit c <u-t.i pur la*: cuestiones que en 
testimonio corren de fojas tres vuelta á seis vuelta de losante 
administrativos, y 1 1 reconocen *ir. contradicción ambas portes¿ 
que la Vt-nta t-torgada por don Juan Pedro Salvagnacb A fav>u* 
d ion Gregorin Heniu-z y del doctor i 'arlos M. Querencio, se re- 
fiere il inmueble de L cuestión, la que versa sobre ta mitad de 
la osi enajenada qu> lia sido reconocida A favor del citado doc- 
tor Carlos SL Querencio. 

L»uc lü citada escritura está r. vestida de las formas ó indem- 
nidades exigidas pira ¡a validez del título y tieoe éste por ob- 
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jeto transmitir un derecho de propiedad, que se habría trans- 
mitida en efecto a ■*er e! enajenante propietario de la cosa 
enajenada. 

Que. en consecuencia, el expresado título entra en los téc- 
nicamente denominados justos, á lo» fines de la prescripción, de 
conformidad á lo dispuesto p.<r la ley diez y ocho, título veinte 
y nueve, partida tercera, y artículos cuatro mit diez y cuatro 
mil once del Código <Mvil. 

Que el actor no ha producido prueba algún» que sirva á des- 
truir la presunción juns que atribuye buena fé al poseed.. r, de 
acuerdo con los preceptos de la antigua y de la nueva legis- 




le con esos antecedentes y con la pu*eHon continuada por 
más de veinte afi >s invocada y comprobada por partí* del de- 
mandad", no puede dudarse que id jaez inferior lia aplicado co- 
rrectamente en el i'Uso las disposiciones de la citada ley diez 
y ocho, titulo veinte y nuev.-, partid ■ lereera, y del artículo 
tres mil novecierttus noventa y nueve del í'ódigo (üvil. 

Que la buena fé de Salv igna* ti no tiene influencia alguna res- 
pecto á esta cansa, ni tamp«*u la cuestión sobre si, para la 
prescripción, el enajeuante se ba de atribuir á él mismo el ca- 
rácter d dueño, puesto que, en concepto de tal es que el citado 
Salvagnach formalizó la enajenación ;i furor de tjuereticio. pues- 
to que el sucesor particular de buena fé puede prescribir, aun- 
que la posesión de su autor hubiese sido de mala fé. 

l'or estjs fundamentos y concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento cuarenta, en lo que se refiere 4 la prescripción, 
>e confirma aquélla, con costas. Hepnestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BEKJAKlS PAZ, — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. - JL'A» 
E. TORRENT. 

r. i.ivii fl 
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El Hamo de ta S>mmi contra d$n Aristides Sncrüli >j otro, 
por cobro ejecutivo tle tiesos; sobre yasto* judicial* * 



Sumario. — U manifestación M ejecutante de haber sido 
íntegramente pagado dehrédito, intereses y guatos judiciales, 
que le corresponden pag.tr, importa que entre éstos se hallan 
comprendidos toa honorarios de I"S peritos tasadores. 

Caso. — Encontrándose pendióle ante la Suprema Corte, 
un incidente relativo al p^o do honorarios del perito tasador 
de los bienes embargados, éste y el deudor manifestaron que el 
Uaneo había *ido satisfecha del capital, costos y gastos corres- 
pondientes, por cuyo motivo el jui. io no tenía motivo de con- 
tinuar . Otda la parte del Banco, se dictó el siguiente 

Fulla d> la »«P«*"» Corle 

Uueri » Aire?, lUnú l^'U' 1^'"- 

Vistos : Resultando de lo manifestado en este escrito y en el 
.lefijaaclGDtfty tres, que el ejecutante ha sido íntegramente 
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pagado por *j ejecutado, del «rédito demandado, ,;on sos intere- 
sa y gastos judiciales, qncrorresponden pagara! IJanco, según 
éste lo dice. 

tjiití esos gastos no pueden s«r sii." los ■! *- U ejecución, 'jn.- 
son de pago preferente, conforme al artículo doscientos noventa 
y oHiode i a ley de procedimientos entro los que están compran- 
didosloa honorarios de los peritos tasadores . 

Por esto, dúse por terminado el inei«l*>itt<* promovido por el 
Banco, en el escrito de foja cincuenta y siete, y devuélvanse, en 
consecuencia, los autos al juzgado de su origen, para que pro- 
ceda con arreglo á la presente resolución. Repóngase el 



BENJAMIN l'AZ. —LUIS V. VARELA . 
ABEL BAIAH.— OCTAVIO BISNGE. 
— JL'AN E. TORRE NT, 



<AINI \MI| 



Don francisco S. )ienn contra don Horacio Alemán, par rendí- 
eton de cuentas; sobre suspensión del (degato sobre el mérito 
de ta prueba . 

Sumario, — i u Kl juez no tiene autorización para suspender 
el termino qun la ley señala para alegar sobre el niento de la 
prueba producida. 
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2" Esto no obsta á que tóftttá*, aun después <U- los alegatos, 
agregar las pruebas producidas en tiempo, y no agregadas sin 
culpa del interesado. 



Caso. — Resulla del 



[ íi Plaia, Diciembre 21 de ItJí*». 

Y vistos: VA incidente promovido por el demandado en el es- 
critod- foja 319, pidiendo revocatoria del decreto de foja ¿m, y 
resultando: 

Que el demandante manifestó en el escrito de luja 301 . que se 
hallaban pendientes todavía algunas diligencias de prueba pe- 
didas oportunamente y ordenadas por el juzgado, pero que por 
«a usas ajenas á su voluntad no se habían podido practicar. 

Que una de estas diligencias era el iuforoi" solicitado al Ban- 
co Hipotecario dé la Provincia, sobre el remate del airenda- 
miunto dVln -staueia « ® Sauce», y la agregación del ttfft 
dientesnbreeumplimientoder.il euntratu, cuyo juicio lo pro- 
movieron el doctor Marcelino Aravena y don Adolfo Alemán. 

Quü no ha sido por causa que le sea imputable, que vi lianco 
Hipotecario no ha remitido el informe solicitado, por haber em- 
pleado tuda diligencia á ese Jin. 

Que antes de presentarse los alegatos, debe agregarse la 
prueba pedida y ordenada en tiempo, y cuyo retardo uo ie era 
imputable, por le cual pidió, s« suspendiera el término para ale- 
gar, hasta tanto se hiciera la agregación de esa prueba, decre- 
tándose por el juzgado de onforuiidad. 
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Y considerando: Que el demandado, fundándose en el articula 
ciento setenta y siete de la ley de procedimientos, que dispone 
que á los dos díia «le tmichI» el término de prueba el espedien- 
te quedará en !a oficina por seis días para alegar de bien proba- 
do, pidió revocatoria del citado decret". y que se mandaran po- 
ner los autos en la oficina. 

Que sustanciado el recurso, el actor ha sostenido que estaba 
en su derecho pedir la adunsiurf^ie la prueba que había sidode- 
eretada durante el término probatorio, auu cuando ;-,te estu- 
viera vencido, por cuanto esa pruebi si no ha sido producida en 
tiempo, no es por negligencia 6 causa que le sea imputable, por 
haber instado por su parte ante el Biiko Hipotecario, que 
fuese remitido en tiempo. Que este retardo depende exclusiva- 
mente de aquel establecimiento público y que de ningún modo 
le puede cau-ar perjuicio. 

Que, por otra parte, de auto* consta la calidad y extensión 
de los heehos que debía probar el demandante, debiéndose re- 
cibir la prueba en diversos partidos de la Provincia y alterna- 
tivamente, ó al misino tiempo, loque ha podido demorar untan- 
te las gestiones probatorias en esta ciudad, cuando su presen- 
cia era reclamada en aquellos partidos. 

Que sin entrar á considerar mérito alguno respecto de la 
prueba, se hace necesario tener presente, á lo menos, el número 
bastante considerable do ta prueba testimonial rendida por el 
actor, para llegar al reconocimiento indispensable de que el 
término probatorio, le ha debido ser por extremo limitado, y 
como el linde la justicia es el de ta averiguación y declaración 
de la verdad, si no fuese admisible la prueba presentada fuera 
de tiempo, tendríamos que la justicia, por el rigorismo de la 
ley de forma, s' vería privada de algún elemento, acaso indis- 
pensable, para fundar lu convicción del juez. 

Que en el caso, claramente resulta que si el Banco Hipoteca- 
Tío no ba remitido á este tribunal el informe que se le pidió, 
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dentro do l tt'-rminode prueba, esto no constituye un hecho im- 
putable al demandante, y esa prueba, presentada después de 
vencido i-I término, debe ser admitida. Así lo tiene resuelto en 
diversos ful los la Suprema florte Nacional. (Vúa¡*j sé"rie 2\ 
tomo 14, página 98). 

Y considerando, ni euautu al incidente sobre personería 
produvidu por don Adolfo Alemán en el escrito de foja..., 
que en el presente jttMjid se ba seguido en toda su tramitación 
por «Imi Francisca S. Menú contnidon Horacio Alemán, hallan - 
dose perleramente detmida Ij ittts rtmtrsttitw entre las dos 
persona*, una de his cuales ha sido representada m c ráeter de 
mandatario por don Adolfo Alemán, lo que hace indiscuti- 
ble ta personería personal y propia que éste pretende asumir 
.ib ora en este juicio. 

t¿ue no se trata en esta causa ile derechos que el tenor Ale- 
mán (Adulfo) pudiera tener y ejercitar contra don Francisco 
Mean, lique es indudable que este juicio no puede afectar, des- 
de ei puntu de vista en qix- él se ha futist ituiilo, quedando traba- 
do como eiiusi contrato entre Menú v duu Huracio Alemán, m> 
existiendo ron don Adolfo ningún motiva que induzca n>s inte 
altos acta, e&% 

IVr estas consideraciones no >e hace !u-ar al recurso de re- 
posición interpuesto, con costas ,y se concede el de apelación pa- 
ra ante la Suprema ( orto; y un cuanto á la personería solicitada 
por don Adolfo Alemán, tampoco rehace lugar por las razones 
espinetas, Repónganle los sellos. 



Mnnnnu S, de Aurrecoechea. 
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Fall» de 1» NuprrmH « arte 

Unen™ Aires Mar/o i "i ■)«■ 18Í+7. 

Vistos 3' considerando: Que según lo dispone el artículo 
l imito setenta y siete de la ley <!•• procedimientos, á los tíos 
días .lo vencido el término probatorio, el secretario debe p»- 
ner, ile o. icio, el cerliticado di' las priMias que se hubieren 
producido, agregándolas, y hacer saber á las paites, por cédu- 
la, míe el elpediente esta en la oÜ>ina p<>r seis días, [Kira que 
pue'an instruirse de aquellas y presentar, si les conviniere, 
de¡. idel misino término, un escrito sobre su mérito. 

t¿ue, por consiguiente, los alegatos de bien probado deben 
producirse sin necesidad de auto <"■ mándalo judicial alguno, de 
donde se deiliu e qu»- el juez no tien-* autoridad para suspender 
el término que para el efecto señala la ley . 

Que eat i no obsta, sin embargo, ¿ que el juez mande, aun des- 
pués 'le los alegatos . agregar las prue ba* que *;e hubieren pro- 
ducido en tiempo, y que no se hubieren agregado á los auto* 
por motivos independientes* de la voluntad del interesado. 

Por esto: se revoca el aul» apelado de foja trescientas dos, 
sin perjuicio deque el Juezde Sección proceda, llegado el caso, 
como se expresa . n el último considerando de la presente re- 
solución. Repuesto» lo, sell-.s. d'vnéivanse. 

LUIS V. VA HELA. — *AB£L BAÍAPi. 
— OCTAVIO BUSGE. — JUAN t. 
TOHHEPÍT. 
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í 'AI-KA XLIV 



Don Luis Qtitwkif, contra don Andrés i). Capurro, por cobro 
de pesos ; sobre defería legal en la 



5r 'tarto. — Debe rechazarse la excepción de defecto legal 
en el modo de proponer Ta demanda, cuando resulta que ésta 
reúne los requisitos eligidos por [n hy de procedimientos. 



Caso. — Lo explican el fallo de la Suprema forte y el 



[turnos Airi-r., .Wiemlin* 2t> 

Y vistos : Mitos untos para resolver sobre la excepción de 
defecto legal en la demanda interpuesta por don Luis Gardey . 

Y considerando : Que aquella contiene tudos los requisitos 
exigido* por el artículo 57 de la ley nacional de procedimientos, 
es decir, el nombre del demandante y el demandado; la cosa 
demandada; los hechos «n que se funda, explicados con claridad 
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en párrafos separados y numerados ; i>l derecho expuesto su- 
cintamente y la petición fü términos otaros y positivos, 

Por estos fundamentes y los que se consignan en el escrito 
de faja..., no ha lugar, con costa», á ia excepción opuesta por 
el demandado, llévense adelante los procedimientos, debiendo 
el demandado evacuar el traslado conferido, dentro del térmi- 
no de la ley. 

/'. Oíaeeheay Áicorla, 



Falto 4* la Huprem» Corte 

BuL-uoá Aires, Marzo 18 tie 1897. 

Vistos y considerando : Que, como lo establece el auto apela- 
do, en la demanda de foja st'is se encuentran reunidos los requi- 
sitos exigidos pur la ley de procedimientos, no siendo exacto, 
como lo pretendo el demandado, que mi estén claramente ex- 
puestos los hechos y el derecho en que sr funda. 

Por esto, se conlirmu con costas el auto apelado de foja diez 
y seis vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BEMAHIN PAZ. — ABEL BAMN. 
- JUAM E. TOBHENT. 
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C'AUNA 



Criminal contra Antonio itoccntici, por circulación de billetes 



falsos de curso legal; sobre excarcelación bajo fianza 

Sumario. — I o La sola circulación de billetes falsos de curso 
legal admite la excarcelación bajo fianza. 

2 P No obsta que sobre el procesado recaiga la sospecha de ser 
la persona á que se refiere otra causa seguida por igual delito, 
si de esta no resulta contra díotaa persona semiplena prueba 6 
indicios f ehementes de culpabilidad. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



VISTA FISCAL 



Bueno* Aire;;, Febrero 12 de 1897. 



Señor Juez : 



El delito imputado á Antonio Boccutícj, es el de circulación 
de billetes de banco, falsos. 

En el estado actual del proceso, en que se trata de establecer 
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su verdadera identidad personal, para saber si es el mismo que 
fué enjuiciado con anterioridad por et mismo detito, no es pro- 
cedente la excarcelación . 

ti. (i. Vteyra, 



Falla Jue* Federal 

Lo IMaU, Pcbroro 15 di? 1897. 

Autos y vistos: £1 incidente seguido contra el detenido An- 
tonio Boccatíci, sobre excarcelación bajo fianza. 

Y considerando: I o Que á pesar de las consideraciones invo- 
cad us por et señor Procurador Fiscal, no es justo ni muebo me- 
nos equitativo privará una peTsouasu libertad, cuando no existe 
sujeto delincuente. 

2 a Que aún en el caso supuesto, de que fuera esta persona de- 
tenida la circuladora del billete en cuestión, su delito, juzgado 
ú la faz de la ley federal, serta penado con el triple del valor, 
y por consiguiente eicarcelable. 

3° Que someter el estado del proceso con estos antecedentes 
a la clara evidencia de la culpabilidad , se t rocaría en deprimente 
perjuicio para el detenido. 

Por esto, no obstante lo dictaminado por el señor Fiscal, se 
acepta la fianza y el Mador propuesto, fijándose su responsabili- 
dad eu mil pesos y previo otorgamiento de la escritura, líbrense 
los oficios necesarios. 



M, S. ile Aurrecoechea. 
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VISTA I1EL SEJiOR PltüCUHADOK CEWEHAL 

flueiios Aires, H.ir¿o 8 de 1897. 

Suprema Corle : 

No si- había podido comprobar por el sumaríu acompañado, 
que el procesado D.uníngo Fusco ó Antonio Severinu, fuese 
cireulador, á sabiendas, de billetes de banco falsilicados. Fué por 
tal causa y por la imposibilidad de llevar ad danto la investi- 
gación, que el Juzgado, de ronformidad con lo pedido por el 
sefli »r Procurador Fiscal, decretó el sobreseimiento provisional 
de foja L 29. 

Han pasado algunos anos después <Je la fecha de aquel auto, 
y boy se aprebende al individuo Antonio Boccutici, suponiendo 
ser el mismo Fusco óSeverino, del antiguo proceso. 

No se b a justificado la identidad, pues la única declaración 
Je foja 36 vuelta prestada al respecto, aparece en contradicción 
con las circunstancias personales del preso, como lo reconoce el 
mismo Procurador Fiscal á foja 31. 

Pero, aun admitido que Hocen tic i fuese el mismo Fusco, como 
contra éste n<i resultaba romprobada utra circulación que la del 
billete de 20 pesos, que seguu su confesión hizo por mandato de 
su patrón é ignorando la falsedad, no podría tener mayor pena 
en el peur de los casos, que la establecida en el artículo 63 de la 
ley sobi e crímenes contra la Nación. Aun en ese caso, el delito, 
por razón déla pena, caería bajo el régimen de la excarcelación* 
con sujeción 4 lo establecido en el artículo 376 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Creo por ello injustificado el recurso interpuesto por el Pro- 
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curador Fiscal contra el auto de eicarcelacion. á foja 42 ruelta 
de este incidente; y pido a V. E. se sirva confirmar aquel, por 
sus fundamentos, 

Sabitriano AVer. 



rttllo de 1» Hupremi tJorl* 

míenos a iros. Marzo 18 «lo 1*97. 

Víalos y considerando: Que aun admitiendo que Antonio Boc- 
cutíci sea la persona de Domingo Fusco, a que se reliere el pro- 
ceso adjunto ó esta causa, los autos no contienen elementos su- 
ficientes para atribuir al mencionado Fusco, siquiera por se- 
miplena prueba 6 indicio vehemente, la circulación con cono- 
cimiento de ia falsedad del billete falso de veinte pesos que 
motiva el sumario. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General: se confirma el aut«i apelado de foja cuarenta y dos. 
Devuélvanse. 

nrNJ \M1N PAZ. — I.U1S V. VAHELA. 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUfl- 
CE. — JUAN E. TOIIHEIST. 
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« .41* * XL> I 



El Manco \(¡ ricota Comercial contra el Hunco Hipotecario de 
ta provincia de Humos Aires, por cobro ejecutivo de costas ; 
mhre apelación denegada. 



Sumario. — K\ auto ordenando el embargo en el juicio eje- 
cutivo, m> es apelable. 




,1/ señor Secretario de la Suprema Corle : 

Cumplimentando lo diapuesto en el recurso de becbo dedu- 
cido por el Banco Hipotecario de la Provincia en autos con el 
Banco Agrícola Comercial, tengo el honor de informar á esa 
Suprema Corte : 

Que el Banco Agrícola inició un juicio, en Abril de 1894, con- 




Caso. — Resulta del siguiente: 



ISPOHME 
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tfü el Banco Hipotecario de la Provincia, sobre consignación, 
y en cuyo juicio se dictó sentencia definitiva en Abril de 1895. 
declarándose que la consignación hecha tenía el efecto legal del 
pago, con costas al demandado. 

Consentida la sentencia, Los representantes del Banco Agrí- 
cola Comercial, pidieron regulación ríe sus honorarios, la que se 
hizo por el Tribunal en Muyo 14 de 1895, quedando también 
consentida esta regulación, y en Julio del mismo año se ordenó 
librar mandumiento a petición de parte, por el importe de la* 
regulaciones y la planilla de sellos. 

No habiendo sido ejecutado este mandamiento, también á 
petición de parte, se reiteró en Setiembre 24 del año anterior , 
y en este estado, el Banco Hipotecario se presentó pidiendo re- 
posición de esta última providencia, por hallarse el Banco en 
moratorias y deduciendo en subsidio el recurso de apelación. 

Sustanciado el recurso y teniéndose presente que se trataba 
<le un juicio ejecutivo, en que el ejecutado no había sido 
;tún citado de remate, el Juzgado dictó la siguiente resolu- 
ción : 

e La Plata, Noviembre 13 de 1896. Y vistos: Por las con- 
sideraciones aducidas en el precedente escrito, y sólo en cuanto 
se refiere á la forma del juicio, no se hace lugar ai recurso de 
reposición ni al de apelación interpuesto en el escrito de foja 43. 

t Y proveyéndose á lo pedido por el ejecutante á foja 47, trá- 
bese el embargo solicitado, notificándose al Tesorero para que 
retenga en su poder la cantidad demandada bajo su responsabi- 
lidad personal.» 

En este estado se recibió de esa Suprema Corte la nota pi- 
diendo el presente informe, que se ba demorado un tanto su 
remisión, porque en esta misma fecha más ó menos, se ha tra- 
mitado un incidente de recusación al Secretario, que había dedu- 
cido el ejecutante, y es por este solo motivo que no fuá enviado 
i'Ste informe al finalizar el año anterior. 
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Dejando así expuesto el incidente que motiva el recurso de 
hecho deducido, tengo el honor de saludar atentamente á V. 

MfirianoS. de Aurrecoechea , 



Fallo d> 1* Mupraua C orte 

Buenos Aires, Marzo Iti de IffcH. 

Aatos y vistos : Considerando que en el juicio ejecutivo sülo 
son apelables los ñutos que se declaren tales por la ley {artículo 
trescientos di- la ley de procedimientos). 

Que entre osos autos no está comprendido el mandamiento 
de embargo. 

Por esto y en mérito de lo informado por el juez de laeausa» 
se declara híen denegado el recurso. Repuestos los sellos, re- 
mítanse estas actuaciones al inferior para ser agregadas á sus 
antecedentes. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA, 
— AREL MAZAN. — OCTAVIO BUN- 
CE. — JUAN E. TORREN!. 



I>£ JUSTICIA NACIONAL 



97 



« AINA XI/* II 




de Pérez y otros, contra doña francís- 



Sumario. — Los padres que estiín llamados á representar á 
sus hijos mi nores en virtud de la patria potestad, no están 
obligados á acompañar comprobantes para justiliear su perso- 
nería. 

f'aan ■ Resulta del 



Fallo d*l 



La Piala, Abril 17 de 1B96. 

Y vistos : Los seguidos por doña Antonia Viera de Pérez y 
otros, contra dona Francisca P. de Rodríguez y otros, sobre 
cobro de pesos, á ün de resolver las articulaciones sobre falta 
de jurisdicción y defecto legal en el modo de proponer, promo- 
vidas (véase foja 33), 

Y consider .ndo : I" Que en cuanto i la falta de jurisdicción, 
con las declaraciones de los tres testigos hábiles y libres de 

T. LIVII 7 
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toda excepción que han declarado (véase fojas 61, 62 y 63), ha 
quedado plenamente comprobado ser los actores vecinos de la 
Capital federa). 

2° Que referente al defecto en el modo de proponer ta deman- 
da, esta excepción se funda en que los demandantes no han jus- 
tificado el fuero federal al deducir su acción. 

3° Que igualmente presentándose la señora Viera de Pérez, 
por sí y su hijo menor, ha omitido acompañar los do* umentos 
justificativos de la patria potestad . 

4* Que animismo no ha acompañado el plano de mru>ura que 
invoca como justificativo del derecho que se atribuye para co- 
brar la medianería del alambrado. 

5" Que menos ha acompañado los títulos de propiedad del 
campo en que se hizo el alambrado medianero. 

6° Que, como consecuencia de lo anterior, los hechos en que 
la demanda se funda no están explicados claramente. 

7 o Que no ha sido citada la ley de una manera concreta, pues 
sólo si dice que la demanda se apoya en el libro 3 o , título 8* del 
Código Civil, y finalmente, como última observación, asegura 
qur el domicilio fijado es fuera del radio de diez cuadras. 

8 n Que la eicepcion de defecto legal en el modo de proponer 
la demanda es solo procedente cuando no se hayan llenado los 
requisitos establecidos en el artículo 57 de Ja ley de procedi- 
mientos en lo fíJeral; cuyos requisitos aparecen todos cum- 
plidos en el escrito de fecha 5 de Octubre de 1894 (fojas 8 á 12} 
que contiene los nombres de demandantes y demandados, la 
cosa demandada, los hechos y el derecho, espigados sucintamen- 
te y la petición clara y precisa de lo que se pretende. 

9* Que de los defectos que se hacen notar por el demandado, 
A ser ciertos, darían lugar a otras excepciones ó defensas muy 
distintas de la* propuestas, como es fácil notarlo con un sim- 
ple análisis. 

10° Qne el hecho consignado bajo el segundo considerando 
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es relativo á ia uxcepcion de falta de jurisdicción, ya examina- 
da; el del tercer© implica falta de poder en la señara Viera de 
Pérez para demandar en nombre de su hijo menor; el del cuarto 
daría derecho para que se presentaran después los documentos 
omitidos (artículo 10 de la ley de procedimientos), como su- 
cede con el quinto. 

La falta de e*to* documento* no hacen la demanda menos 
clara, como si dice bajo el seito; no iiendo tampoco exacto 
se haya dejado du citar el derecho, porque se menciona todo un 
titulo del Código Civil, mucho menos cuando se individualiza 
el artículo 3 o del mencionado título. Finalmente, la circunstan- 
cia de no haberse Bjado domicilio en el radiodediez cuadras, no 
constituye defecto en la demanda, sino solo la infracción de una 
disposición dictada en mira del buen servicio y del Órdi-n inter- 
no de la secretaría, cuya deiicienria puede subsanarse de oficio 
y en cualquier momento. 

Por estas consideraciones, fallo : desechando, t on costas, laa 
excepciones propuestas, debiendo el demandado conteBtar dere- 
chamente á la demanda dentro del plaz- legal. Constituya el 
actor en el primer escrito que presente, domicilio dentro del 
radio legal. 

Xotifíquese con el, original, regístrese en el libro de aenten- 
cías, y repónganse las fojas. 

,11. S. dt Aurrccoechea. 

VISTA DtLSESOUPHfíCUftAOOH GENERAL 

BlienOS Aires, Noviembre 19 de 18üfi. 

Suprema Corte: 

La excepción de incompetencia opuesta á foja 33 se fundaba 
en que nu se habla comprobado á los efectos del fuero federal, 
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el domicilio de la señora He Pérez y de su hijo en tu Capital fe- 
deral. 

Recibida la causa á prueba, se ha rfctüioado el domicilio es- 
tablecido en el instrumento público do toja i* con las declara- 
ciones de foja 01 á foja 63; de cuyo < onstesto resulta compro- 
bado el domicilio permanente en ia Capital, de la demandante, 
y por <'lío su derecho al fuero federal en demanda contra la 
parte domiciliada « n la provincia de Bilí nos Aires. 

Pido á V. E. se sirva así declararlo, continuando en esta 
parte el auto recurrido de foja "0, 



refiere á perdonas qu«- obrando ¿ nombre de otro, deben estar 
munidas ¿jgi comprobantes destinados á justificar au personería. 

Qne tal 1 cosa no sucede en rducion á los pudres que están 
llamados a reprentar á sus hijos menores, en virtud de los de- 
rechos qne da la patria pute^tad y sin que medie discernimiento 
que sirva a acreditar su representación, a diferencia de lo que 
acontece con los tutores, ovacionados en primer tármin» por el 
citado artículo coarto. 

Por esto, de acuerdo can lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, y por sus fundamentos, su conlirma, con 
costas, el auto apelado de foja setenta. Impuestos los sellos, 
devuélvanse. 



StifmiititHi kitír. 



Fallo de I» *u pretil» «"«rlr 




|tfc>JAMiN PAZ. — ABULHAZAtt. 
— JUAN E. TORttEWT, 
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CALMA XL.VIU 



ftf>v Hermanas cont ra *hn ih. Kundvj. ftar cobro ejecutivo 
tfr jit'sos; sohre rompelrneia 



Sumario. — El vn-ino demandado ante su propio juez, no 
puede invocar la jurisdicción federal por razón de residir el de- 
mandante en el extranjero. 



Cusa. — Resalta de las 



AL IO OKI, Jl h.Z l>£ COMERCIO 



Unenos Aires, Setiembre ' de 1890< 

Vistos estos autos, resulta: Que iniciada ejecución por don 
Juan Trant. en representación délos señorea Hée bi-r manos, 
contra cintra don Tu. Kündig, por cobro de los pagarés de fo- , 
jas una ( tres y eim o, importantes la suma de setecientos ¡tesos 
oro sellado j tinte cu venta pesos con cincuenta centavos mo- 
neda nacional, impone de los gastos do protesto, se han seguí- 
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liólos procedimientos de! juicio ejecutivo marcados por ta ley. 
Que • i tíido de remate el ejecutado se presen tu á fu ja veinte y 
tres oponiendo la excepción de incoinpfltencia de jurisdicción 
acordada por el artíeulo 488 del Código de Procedimientos. 
Funda la excepción en la ley de 14 de Setiembre de 1863, la 
cual en su artículo 2° establece que cuando un ciudadano ve- 
cino de una provincia demanda a) vecino de otra, la jurisdicción 
que cor responde es la federal. Que como los demandantes seño- 
rus Bée hermanas residen en París, y él en esta ciudad, era in- 
dudable que la jurisdicción que correspondía en este juicio era 
la federal y no la local, pues que si la ley había establecido 
que correspondía á la primera los juicios entre vecinos de dis- 
tintas provincias, con más Tazón correspondía cuando el vecino 
de una nación demanda al de otra, como sucedía en el presente 
caso. Que el juzgado debió inhibirse de conocer en el juicio 
desde el primer momento, de acuerdo con el articulo 7" del Có- 
digo de Procedimientos. Cita otros casos en su apoyo, que sos- 
tiene han sido declarados favorablemente por la Suprema Corte 
en el sentido de las pretensiones que sostiene. 

Conferido traslado al demandante, lo evacuó á foja 25, y soli- 
citó fuera rechazada, con costas, la excepción por las razones si- 
guientes: Porque entre vecinos de diferentes provincias el fue- 
ro es del que ocurre á demandar en la provincia de la que no es 
vecino; que en estos iasos, tanto el extranjero como el ciudada- 
no que ocurre á provincia en que no es vecino, tiene el derecho 
á demandar ante el juez federal ó ante el local, importando ello 
una renuncia del foero federal ó prorrogar jurisdicción cuando 
se ocurre al local; que el demandado no podía alegar incompe- 
tencia, ya porque el fuero federal no es de él f sinó del extran- 
jero ó del vecino de otra provincia, y ya porque nadie podía ne- 
gar competencia de un juez natural, que es el loca) de un domi- 
cilio, inc^o 4° del artículo \% de la ley de 14 de Setiembre de 
1863; que por otra piirte, la distinta vecindad, aun tratándose 
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de las provincias argentinas, sólo se aplica á loa argentinos en- 
tre sí y jamás á un extranjero con otro, como lo ha establecido 
la Suprema Cortide la Nación en la sentencia que corre en la 
página 471, tomo 7 a , serie 2" de su 3 fallos. 

Y considerando: 1« Que Las razones en funda la ex- 
cepción opuesta por el ejecutado crecen de fundamento 
l,gal, p«es la disposición de la ley de 14 de Setiembre de 
iS^enque se apoya, no es aplicable al caso, desde que esta 
ley es de alcance territorial en la República y se refiere á las 
cuestiones que puedan ocasionarse entre vecinos 4e distintas 
provincias. 

7" C¿oe consta de autos que los demandantes no residen en 
la República sino eu la ciudad de l'arís (Francia), loque de- 
muestra la improcedencia de la excepción referida. 

l>or estas consideraciones, las del escrito de foja 25 y lo dic- 
taminado por el Agente Fiscal, fallo no haciendo Jugará la ex- 
cepción opuesta á foja 23 por el ejecatado, y de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 498 y 50T del Código de Procedimien- 
tos, llévese adelante la ejecución hasta hacer íntegro pago al 
acreedor del capital reclamado con sus intereses y costas del 
juicio. Repónganselos sellos y rej 



Ante mí : 



Carlos m González, 
Secretario- 
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ACUERDO V SENTENCIA DE LA CANADA DE APELACIONES 
EN LO COMERCIAL 

En B nonos Aires á catorce de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y seis, reunidos los señoril vocales eu l \ salada acuer- 
dos y traídos para conocer los autos seguidos por los señorea 
Rée hermanos contra don TU. Kündig, por cobro ejecutivo de 
pesos, se practicó la insaculación que ordena al artículo doscien- 
tos cincuenta y seis del Código de Procedimientos, resultando 
de ella que debían rotar Jos señores vocales en el órden si- 
guiente: doctores López Üabanilias, Estevas, tiaavedra. 

Estudiado» los autos, la cámara sometió á rotación las si- 
guientes cuestiones á resolver : 

i a ¿Es nula La sentencia apelada? 2* En caso negativo, ¿lis 
procedente La excepción opuesta? 

A la primera cuestión n\ doctor López Cabanillas, dijo: La 
nulidüd se hace consistir eu no haber el juez recibido á prueba 
la excepción, pero como no existía disconformidad entre las 
partes respecto del hecho alegado para fundarla, sino sobre el 
derecho que debe regirla, no habí i para qué abrir término pro- 
baWifi ni correspondía, por consiguiente, hacer ta recepción k 
prueba (art. 104, Cód. de Proced.). 

Et juez procedió, pues, con arreglo á derecho, prescindiendo 
de tal formalidad, no prescripta para el caso; y no existe, por 
lo tautu, omisión que pueda invalidar el procedimiento, y co- 
mo tampoco ia hay en las formas y solemnidades preseriptas 
para las sentencias, el recurso no procede y debe así declararse. 
Voti» en tal sentido. 

Por razonas análogas los doctores Esteves y Saavodra se ad- 
hirieron al voto anterior. 
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A la segunda, ti mismo señor vocal, «lijo: La excepción «Je 
incompetencia del Juez fie Comercio, para conocer de esta eje- 
cueinn interpuesta ante él, se funda por el ejecutado en que el 
actor reside en la ciudad de París, j siendo el demandado reci- 
ño de esta ciudad, I» jurisdicción & que corresponde el conoci- 
miento de la causa es la federal, con arreglo i lo establecido en 
el artículo segundo, inciso segundo, de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Para demostrar la improcedencia de tal excepción basta re- 
cordar que el citado artículo, en cuanto A la diversa vecindad 
que se invoca, so refiere a la vecindad en diversas provincias, se- 
gún de su propio texto resulta, y eu el presente caso se princi- 
pia por reconocer que sólo una de las parles, el ejecutado, es ve- 
cino de la República, demostrándose aaf con ella, la inaulicabi- 
lidad de la disposición invocada. 

Además» el fuero federal, por razón de la diversa vecindad de 
las partes, corresponde n la no veeiua del lugar en que se de- 
manda, mas no al demasiado vecino, A quien por este título só- 
lo corresponde el fuero comuu de su domicilio. Por consiguien- 
te, es únicamente al no vecino á quien compete elegir entre el 
fuero uomua del demandado ó el federal que ú él le correspon- 
de; pero si él renuncia ú éste, y prorroga jurisdicción ocurrien- 
do al fuero común del demandado, éste no puede objetar tal pro- 
rrogación, alegando la incompetencia de su propio juez. Esto 
lo tiene ya decidido una constante jurisprudencia y no hay para 
qué abundar en mayores consideraciones para vnrar, como lo 
hago, negativamente. 

Por razones semejantes los doctores liste ves y Sauvedra se 
adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo, que ürmaron los señores 
vocales doctores Ksteves, López Cubanillas, Kaavedra. — Ante 
inf : Mantel J, f rías. 
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Bttwoa Aires, Noviembre 14 de I89í>- 

Y vistos: Por los fundamentos consignados en eUouerdo 
que precede, se coulirma, can costas, la sentencia apelada de 
foja 28, y devuélvanse. Repónganse los sellos. 

Miguel Estevas. — L. López 
Cabaniltos. — Hieyo Satt- 
vcifra , 



VISTA DEL SESOR PROCURAnOH GEKÉIUL 

Buenos Aires, Diciembre ¡JO de 1896. 

Suprema Corte: 

La resolución de laEitelentÍBima Cámara en lo Civil, recu- 
rrida a foja 45. se ajusta en sus fundamentos y conclusiones ¡i 
las prescripciones sobre competencia nacional de 1863, y á la 
jurisprudenoifl uniforma establecida al respecto en los fallos de 
V. E. Se ha de servir V. E., pot ello, confirmarla por sua fun- 
damentos. 

Sabiniano Kier, 
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Falle de I» Hnprem* Corte 

Hílenos Aire*, Alnrso 20 de 1897. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sw fundamentos» relativos a la com- 
petencia, se confirma, con costas, la sentencia de foja cua- 
renta y cuatro vuelta en la parte apelada. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. - ABEL BAZAN. — 
JUAN E, TOllftENT. 



CAUSA XI-IX 



El Banco Francés del Rio de la Nata, contra don Teodoro 
Kundig, por cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia 

Sumario. — Corresponde á la justicia local, el cobro de una 
letra endosada por un residente en el extranjero a un vecino de 
la Capital, contra otro de la Capital. 
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t'aso. — Resulta de las siguientes piezas ■ 



FALLO DEL JUEZ DE COMÍ.KCIO 

lluros Airtí. Setiembre 25 de lS9t>. 

Y vistos: estos autos de lus que resulta : t 1 Que ¿foja 44, con 
fecha 23 de Mayo de 1896, se presentó don Fernando Bourd¡«u, 
por el Banco Francés del Rio de la Plata, acompañadlo el paga- 
ré de foja 1 , valur de mü cuatrocientos cuarenta y cinco pesos 
treinta y dos centavos oro sellado, pidiendo para preparar la ac- 
ción ejecutiva contra don Teodoro lúindig, que se te llamara á 
reconocerla firma del pagaré, 

% v Queá foja II, en rebeldía de don Teodoro Kündig, se le 
diú por reconocida ta firma del pagaré de foja Í t librándose a 
foja í% mandamiento de ejecución y embargo. 

3 o Que habiéndose citado de remata á don Teo loro Kündig, 
éste opuso á foja 17, la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción, fundándose en que el pagaré* que origina este juicio fué 
lirmado á favor de los señores Aubert Dutilleux y C«, de la ciu- 
dad de l'aris, por cuya razón, según ta ley de 14 de Setiembre de 
1863, artículo 2 U , este juicio corresponde á la jurisdicción fe- 
deral, j f que en este caso no podía alegarse en contra que la le- 
tra había sido endosada al Banco Francés, que tiene su domici- 
lio en iaCapital de la República, en primer lugar porque «1 he- 
cho no era cierto, pues el Banco desempeñaba las funciones de 
no intermediario, para percibir el cobro del pagaré y eu segundo 
lugar porque aunque el hecho del endoso fuese cierto, él no pue- 
de cambiar la jurisdicción de origen federal . 

4- ü Que corrido traslado al ejecutante de la excepción opuesta 
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por el ejecutado, ¡iquéi lo evacuó ditiendo : que debía re- bazarse 
con coatas, la excepción de incompetecia de jurisdicción, 
porque la ejecución be había -Diablado de acuerdo con lo pres- 
cripto por nuestras leyes de procedimientos civiles y comercia- 
les, y el Banco era de hecho y de derecho propietario del docu- 
mento de foja 1,no pudienda el ejecutado oponer excepciones 
que no se reberan al documento en sí, ó al Banco como dcman- 



5* Que t i Agente Fiscal, ¡Hoja 2!, expuso que debía 
timarse la excepción opuesta. 

Y considerando: l°Quela jurisdieion federal es una jurisdicción 
de excepción, introducida en el mecanismo judiciarío déla Hepú- 
blicacon fines políticos y sociales de la mayor transcendencia. To- 
mada de la Constitución norteamericana, consulta entre nosotros 
como en la gran República, el interna primordial de la paz y de 
las cordiales relaciones internacionales y previene en el órden 
interno los peligros de parcialidad y de celos de loa jueces de 
una provincia en favor de sus conreemos óeu contra de los veci 
nos de otra prorineia. 

2° Que d* este fundamento na¡ en aplicaciones y consecuencias 
de la mayor importancia que el tribunal analizará cuidadosa- 
mente. Kn primer lu^ar, para que la causa competa al fuero 
federal por raían de distinta vecindad de las partes, es menes- 
ter que estos sean ciudadanos argentinos (Fallos de la Supre- 
ma Corte Nacional, sérle \\ tomo7, pigina47i) y. en consecuen- 
cia, siendo extranjeros los acreedores originario:» de la obliga- 
ción de foja 1', según la misma nürmaciou del mismo deudor, 
no es aplicable el artículo^, inciso 2«, de ta ley 14 de Setiembre- 
de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los tribunales fe- 
derales. 

3* Kn segundo lugar, el endoso de las letrus de cambio, ó paga- 
rés taúrtlen, transfiere la propiedad del crédito al endosatario 
(artículo 624, Código Civil); y la jurisprudencia de la Suprema 
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Corte ha establecido, que un las cansas entre el tenedor de un ius- 
t t iiiiieato de esta especie y i'l ó los obligados, debe atenderse á 
la nacionalidad ú vecindad del actual poseedor, y no á las del 
endosante fallos, serie III, tomo ü ( página64: série IV. tomo 
3°, página 09). 

4 o Por fin, el privilegio del fuero federal loncedido á Jos ex- 
tranjeros, en las causas con ciudadanos argentinos, ó á los ri- 
cinos de ttna provincia eon vecinos de otra, pu»-de ser renuncia- 
do por las personas que lo uozan ¡ariículn 12, inciso 4\ ley HJe 
Setiembre de IHtJ3). Kn consecuencia, en suposición de fíelos 
verdaderos propietarios tiA pagaré de foja 1* fuesen los señores 
Aubert. Dutilleux y O, como lo a tirina el ejecutado, estos se- 
ñores han renunciado al fuero federal por el beclio de haber 
iniciado el presente juicio ante la jurisdicción de los tribunales 
locales (artículo 12, inciso 4". citado), no pudieudo el demanda- 
do sustraerse de ningún inodoá ella (Fallos, série II. tomo 17. 
página 157; série IV*, tome 1 , página 427). Así, pues, sea que 
debe atenderse para determinar la competencia del tribunal á 
la nacionalidad ó vecindad de los endosantes, ó á la del endosa- 
tario, sea que el ejecutado resida en un Kslado distinto ó quesea 
extranjero, este juzgado t < 3 competente para entender en la pre- 
sente causa. 

Por estas consideraciones, fallo rechazando, con costas, la 
excepción de incompetencia deducidu contra Ja ejecución, orde- 
nando se lleve ésta adelante. Regúlansf los honorarios del 
doctor Bilbao en trescientos pesos y en ciento cincuenta los del 
procurador Bourdieu. Regístrese. Repónganse los sellos. 



A. Amuchá&tetjui 
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ACUERlK) V SENTRN€lA llK LA CAMAKA DE APELACIONES EN LO 

COMERCIAL 

En Buenos Aires, á 23 de Noviembre <ie 1896, reunidos los se- 
ñores rocaies en la sala de acuerdos y traídos pura conocer los 
auto-; seguidos por el Banco Francés del Rio de la Plata contra 
don Teodoro Kúndig, par cobro le pesoa, se practicó ta insucu- 
laciou une ordena el artículo 25ti del Código de Procedimien- 
tos» resultando de e;la que debían votar los> señores vocales en 
órden siguiente : doctore* Pérez, García, Este ves. 

Estudiados 1<>s autos, la Cámara cometió á votación las cues- 
tiones siguientes : 

1* ¿ Es uula la sentencia de foja 152? 

2* ¿ Es procedente la excepción de incompetencia deducida ? 

El doctor Pérez, dijo: El ejecutado alega la nulidad de la sen- 
tencia dictada i foja 25, fundándose «n que en ésta no se ba 
abierto un término de prueba para acreditar los hechos en 
que fundaba la excepción de incompetencia deducida. 

De las actuaciones obradas reBulta, tanto de las manifesta- 
ciones del ejecutado, como de las del ejecutante, probadas los 
hechos á que las partes se refieren en sus escritos sobre la ex- 
cepción alegada. 

Consta también por el mismo documento ejecutado, pues no 
se ha alegado eu falsedad, que el Banoo Francés es el dueño del 
pagaré de foja 1 (artículo 62* del Código de Comercio), por lu 
que ha sido innecesario abrir la causa á prueba. 

Forestas consideraciones roto por la negativa en esta cues- 
tión. 

Los doctores García y Este ves, por razones análogas, se adhi- 
rieron al voto anterior. 
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A la 2* cuestión el mismo vocal dijo: El ejecutado funda prin- 
cipalmente la excepción de incompetencia en que los primitivoste- 
nedoresdul documento ejecutado, son vecinos de Paria, j el 
ejecutado veciuode esta Capital, y en q;e el «anco Francés no 
es verdadero propietario del pagare" de foja 1 , sin6 un comisio- 
nado para hu cobro. 

La excepción alegada, pur la causa invocada, es improcedente 
porque ella no se encuentra i emprendida en las enumeradas por 
la ley de 14 de Setiembre de 1863, para que sea de competencia 
de Ins tribunales de sección nacional. 

Por otra parte, en el presente juicio no se trata de los se- 
ñores Aubert, Dutilletix y C , de París, quienes, como queda 
dicho, endosaron el pagare en forma legal al ltauco Francés, el 
que está domiciliado en esta Capital, y es actual ejecutante y 
contra quien únicamente ¡se le podía oponer la excepción. 

Por esto y demá> consideraciones del fallo recurrido, voto por 
au confirmación. 

Fundados en consideraciones semejantes los doctores García y 
Ksteves, se adhirieron «I voto anterior. 

< un loque terminó este acuerdo que firmaron losseííore* vo- 
cales doctoree : Estcve^. García, Per»-z, 
Ante mi : 

Daniel J. frins. 



VISIADKL SEflOH PKOCUtUftOft GENERAL 

Buenos Aires. Diciembre 19 de 18%. 

Suprema Otrte : 

Resultando exactas las referencias de hecho y de derecho 
consignada- en el acuerdo de la Eima. Cámara de Apelaciones 
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eu lo comercial de foja 35, pido á V. K se áirva couürmar el 
auto recurrido de foja 36. 



Vistos: Jle acuerdo con 1" ripuestn y pedido jior el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, relativos á la com- 
p.-t»?ncM, - '-ontirnu. con oo-ta-, la s.-niencia do foja treinta 
y sei^ vuelta o.n l:i parte apelada. He puestos los sellos, dcvuól- 
vánse. 





Buenn» Aira*, Marzo ÍQdc 1897. 



Kt^JAMIM l»A2. — ABEL HAÍAPÍ. — 



OCTAVIO HlPiüE. — JUANE.TO- 



llftEST. 



T. LXVII 



8 



114 



FALLOS DE LA StPKEHA CORTE 



CAUSA I, 



Criminal contra luis A . Maldotmd» ; /;or lesiones 

Sumario. — La calificación de la confesión no ejerce i alineo- 
cía paTa la resolución du la causa, cuando el delito está plena- 
mente averiguado con independencia de ella. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del J"« Fc4ml 

Buenos Aire*, Noviembre 3 de 1«96. 

Y vistos: esta causa criminal seguida de oficio á Luis A. 
Üatdonado, sin sobrenombre ni apodo, argentino, de 37 anos 
de edad, casado, empleado, domiciliado Lamadrid 762, proce- 
sado por el delito de lesiones corporales, inferidas al ingeniero 
director de las obras del Riachuelo, don Julio Alisan, y de enyo 
estudio resulta: 

Que el día U de Setiembre de 1896, encontrándose el men- 
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donado Alisos, dirigiendo las obras de repartiólos de la chata 
número 12, y con motivo de unaórden dada verbalmente ú Mal- 
donado para que tuviera listo y activase un trabajo emprendido 
en la misma, fué amuñecado por su falta de actividad, y sis 
más antecedente, fué agredido por la espalda, recibiendo con 
o tu llave de hierro, que aquel teuía es la mano, dos golpes es la 
cabeza que le produjeron las lesiones informadas á foja 8 y fo- 
ja 20. Estos antecedentes nacen de la denuncia y declaracio- 
nes contestes prestadas á foja 4 y foja 5 vuelta, foja 6 vue'ta 
y foja 8 vuelta, debidamente ratiticadas ante este Juzgado. 

Llamado Maldunado á prestar declaración, lo hace á foja 3 
y la ratifica ante el suscrito, manifestando ser el autor del de- 
lito de lesiones que se le imputa, cometido el dia indicado en la 
persona del ingeniero AlUon, agregando que el hecho lo come- 
tió en un momento de indignación y de creerse ofeudido en su 
amor propio i causa de las palabras que aquel le dirigiera. 

Klevada la causa á plenano y producida la acusación fiscal, 
que pedía para el encausado la pesa señalada en el anículo 120, 
inciso 2", del Código Penal, la defensa, por su escrito de foja 
30, conceptuando arregluda á derecho esa acusación, pide que 
su defendido sea condenado al mínimun de la penalidad de ese 
artículo, teuiendo en cuenta sus antecedentes personales y cir- 
cunstancias que en la misma se mencionan. 

Que habiéndose recibido la causa ¡i prueba, de común acuerdo 
de partes, renuncióse á su trámite, llamándose autos para de- 
finitiva. 

Y considei '.ndo: Que el cuerpo del didito se halla legalmente 
comprobado por los certilicados médicos legales de foja 8 y 
foja 20, declaración del herido y herídor, y testigos sumariales. 

Que el procesado Maldonado se encuentra convicto y confeso 
86l autor del delito de lesiones inferidas á Al i son, motivo por el 
que esa confesión prestada en forma amplia y absoluta, merece 
té plena, con arreglo á lo preceptuado por los artículos 31 y y 321 



116 



FALLOS DE LA SUFHEMA CÚUTE 



del Código de lustrueeion Criminal, tanto olla si se observa 
que ella se encuentra «n perfecta concordancia con los demás 
antecedentes que Huyen de Ja causa. 

Qje los testigos Pedro Gaaeaui, -Jorge Ségm-n, José Laglio 
y Alfonso Frernond, dundo razones satisfactorias de sus decla- 
raciones y* como testigos presencial-*» dul hecho, confirman ple- 
namente la agresión deque fué objeto Alisou y lesiones que re- 
cibió de parte de MaMonado, t uyas declaraciones, con arreglo á 
la ley 32, titulo 16, partida 3*, y artículos 305 y 306 del Código 
citado, tunstituyeu prueba legal en relaciun al hecho á justifi- 
carse y que es objeto del proceso. 

tjue i-I delito cometido u> el de lesiona rorporales, por no 
resultar de la causa motivos ó antecedentes bastantes que hagan 
verosímilmente presumir circunstancias homicidas en el beri- 
dor ( desde que el acto delictuoso cometido fué instantáneo, y 
desde luego, ageno á toda deliberación prévia ; delito que por 
tal concepto y dada la naturaleza leve de las lesiones causadas, 
encuadra en el inciso $ del artículo ISO del Código Penal. 

Que la penalidad de ese delito debe serlo en la forma preve- 
nida por el artículo 52 del mismo código, esto es, debe serlo en 
su término medio, por falta ó ausencia de circunstancias «gra- 
vantes ú atenuantes, que puedan autorizar al Juzgado á hacer 
uso de las facultades discrecionales conferidas por dicho artícu- 
lo t desde que el procesado no ha comprobado las palabras inju- 
riosas é hirientes de su decoro persunal, que dice profirió Alisou 
y que fueron el motivo determinante de su acción, y por el con- 
trario, los testigos referidos lo contradicen fundamentalmente, 
y califican asi los términos de la indivisibilidad de su confesión. 

Forestas consideraciones legales, de acuerdo con la acusación 
fiscal, y en virtud de lo dispuesto por los artículos 52 y 120, 
inciso 2", del Código Penal, definitivamente juzgando fallo: 
condenando á Luis A. Maldonado como autor del delito de le- 
siones corporales inferidas á Julio Alison, á la pena de 6 meses 
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y medio de arresto, cod imposición de las costas procesales ; de- 
biendo descontarse de esta condena, conarregl* al artículo 49 
de) mismo código y por razones elementales de equidad y justi- 
cia, el tiempo de prisión preventiva sufrida. I encontrándose 
Maldonadn en libertad provisoria bajo la lianza personal de don 
Agustín F. Sousn, intímese á éste presente á su íiado dentro de 
tercero dia, bajo apercibimiento de derecho. Hágase saber al 
Jefe de Policía para la debida anotación y notifiquese original. 
Repóngase él papel. 

Aijuslm rrdwarrain . 



VISTA Mth SESOll PHOCUKADOIl GENERAL 



Buenos Aire», Nirera a»* <ta 1H&7 - 

Suprema Cnrte: 

Siendo el herid-, señor Alison, ingeniero en jefe de las obras 
del Riachuelo, la agresión del maquinista de la chata bomba 
número 12, de improviso y por la espalda, se agrava poT lascir- 
cuastanoias prevenidas en los incisos 2° y Í5 del artículo 84 del 
Código de Pn limieutos. 

Merecería por ello el procesado Maldonadn, pena mayor que 
la impuesta, pero habiendo la sentencia de foja 38 sido consen- 
tida pnr el agraviado y el Procurador Fiscal, me limito á pedn 
ú V . E . se sirva conlirmarla. 



Sabiniano Kier 
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rallo de i» Muprtmn Corte 

Bueaos Kim } Mano 23 de 18&1. 

Vistos y ronsiderando: Que el delitoqu.- motiva este proceso 
está pie ii a me rite averiguado, con independencia déla confesión 
del procesado, por el iu¿rilo de la prueba pericial y testimonial 
producida. 

Que, por consiguiente, la yalinYaoíon de la confesión, que no 
tiene otro fuudautenio que la afirmación misma del procesado, 
no puede ejercer intlnencia para la resolución de la causa. 

Que auuque ef verdad, como lo hace notar el señor Procura- 
dur General, que hay circunstancias agravantes, na loes menos, 
como lo dice el mismo funcionario, que m> habiendo sido apelada 
la sentencia siuó por parte del procesado, ella no puede ser re- 
formada un «entido desfavorable á éste. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procuradnr General y por sus f undamentos concordantes : ge 
conrirmu, con cu-tas, la sentencia apelada üe foja treinta y 
ocho. Devuélvanse. 

BKNJAHIN PAZ. — LUIS V. VAfitLA. 
— ABEL BAZAK. — OCTAVIO BUN- 
GK. — JUAN E. TOHKENT. 
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«AINA 1,1 



f)on raido Amespii contra don Awjvi Ferrari ; sobre 

miento de contrato 



Sumar ta. — I o Debe íijarse uu término pitra la pn-stnciun 
que es objeto de la obligación, si resulta que no se ha Lecho y 
no hay plazo estipulado. 

2" La Suprema Corte no punie resolver sobre las consecuen- 
cia* que entriuie la falta de cumplimiento en el plazo lijado, si 
el inferior no 86 ha proi 



Cuso. — Resulta del 



■'alio del Jtie» Federal 



Vista ; esta causa seguida por P ihlu Atneapil, contra Ángel 
Ftrrari, por cumplimiento de contrato, de que resulta: Qne 
<on fecha 14 de Setiembre de 1896, don Pablo Amespil Be 
presentó ante este Juzgado, manifestando qne en Abril 30 de 
1893 celebró un contrato con Ferrari por el que transmitía 
la propiedad de una casa situada calle Piedad número 2447, 
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obligándose aquél, en su carácter de concesionario del excelentí- 
simo gobierno nacional, para la construcción del teatro muni- 
cipal que se denominará < Colón », á hacerlo goaar durante el 
término de cuarenta años de In propiedad de un pateo y dos ter- 
tulias de dicho teatro, avaluados en 60.000 pesos y 15.000 pe- 
sos moneda nacional respectivamente, según todo resulta de la 
escritura pública y boleto que en dicho acto presenta. 

Que habiendo él cumplido con las obligaciones impuestas en 
el contrato, el señor Ferrari entró en posesión de la menciona- 
da casa desde la fecha ile la escritura pública á que alude, pero 
que Ferrari no ha cumplido con las suyas : el teatro uu ha sido 
concluido, y, por consiguiente, el palco y las tertulia» no han 
sido entregados, 

Qur según los términos de la concesión celebrada por Ferra- 
ri con el gobierno nacional, la construcción del teatro debió 
quedar terminada antes de la fecha en que ge celebró el con- 
trato con Amespil, pero en esta época corría una prórroga que 
vencía el 3* de Diciembre de 1891. El contrato del 30 de Abril, 
por otra parte, obliga \i Ferrari A entregar A palco desde el 
día déla inauguración del teatro por el término de cuaren- 
ta años. 

Que cumplido por au parte el contrato, existe por la de 
Ferrari una obligación de dar una cosa cierta y de hacer gozar 
de ella durante un tiempo determinado. Y como la época del 
cumplimiento de esta obligación rio está fijada en el contrato y 
su término implícito para el cumplimiento de la obligación ha 
vencido sin que Ferrari haya entregado las cosas á que se com- 
prometió, solicita se señale un plazo determinado para el cum- 
plimiento de dicha obligación, y se le ordene entregar el va- 
lor de la cosa y los daños é interese si no la cumpliera en el plazo 
que se le fijare. 

Que acreditado et fuero federal y corrido el respectivo tras- 
lado de la demanda ordinaria promovida, fué evacuado, soste- 
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no-ndo Ferrari ser verdad que celebré un contrato de permuta 
con Amespil en 30 de Abril de 1893, pur el que dicho señor le 
cedió y transfirió una casa de su propiedad; en cambio él, en su 
carácter de concesionaria del gobierno nacional y dueño de 1 1 
explotación del teatro Colon en construcción, por el término de 
cuarenta anos, ú contar desde el día de la inauguración, le ce- 
dió v transfirió un palco y don tertulias de dicho tnalro, cotí 
arreglo j por el tiempo de la concesión y la ubicación fija dtter- 
m i nada en el contrato agregado. 

Que lab apreciaciones y pretensión^ de Amespil se fundan 
en un error evidente y en el concepto equivocado de los efectos 
del contrato, puei; ta entrega del palco y tertulias que se pide 
como consecuencia de él, ba sido ya hecha y no puede ser ma- 
teria de obligación á cumplirse, tii de Üja.-ion de término pan 
cumplirla, desde que tal obligación ha sido satisfecha; y sería 
absurdo ordenar "I cumplimiento de obliga -'iones que han dejado 
de existir. 

Que el actor confunde el uso á que se destinan los pak'o-s 
y las tertulias de un teatro con la propiedad de las mismas 
localidades, que por el momento no puede usar de su pal», 
en el sentido de presenciar mi espectáculo teatral, pues él 
adquirió pnr medio de una permuta, la propiedad He localida- 
des de un teatro en construcción, pero lu circunstancia de no 
haberse aún concluido éste, no limita ni aplaza esa propiedad, 
que tiene ya un valor propio y comercial, á prescindir del uso 
que tendrá cuando el teatro se halle inaugurado. 

Que el palco y tertulia adquiridas por Amespil constituyen 
una propiedad perfecta, que puede conservar, como puede tam- 
bién enajenar, sin que el hecho de la inauguración del teatru 
pueda impedirle el ejercicio de ese derecho exclusivo del pro- 
pietario, que es la enajenación. 

Que iiu se trata de una promesa de permuta, i»inó de un he- 
cho que se ha cumplido : el palco y tas tertulias han pasado á 
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ser propiedad del señor Amespil, dentro de los límites de la 
concesión, y desde luego no puede exigir que se fije un plaz" 
pitra recibir lo que tiene. 

Por todo lo que concluye solicitando el rechazo de la deman- 
da, con rostas. 

Que recibida la causa a prueba, ae produjo la qiu expresa el 
eertüicadode foja... mandándose agregar los alegatos presen- 
tados j llamándose autos para definitiva. 

Y considerando : 1" Que estudiadas las constancias de autos, 
fiícil observar que las partes están conformes en (os hechos 
fundamentales en que descansa la demanda, discrepando sólo 
en cuanto al alcance, interpretación y significación de las cláu- 
sulas del contrato celebrad" y que corre agregado á foja 3, arri- 
bando, corno consecuencia, a bien diversas conclusiones jurí- 
dicas, y cuyo estudio el Juzgado pasa á hacer, eumpliendo así 
el precepto del artículo 217 de] Código de Procedimientos. 

2 o Que es principio de derecho y de buena legislación que 
ios contratos «Jeben cumplirse cok estrictez y en el sentido que 
lo hicieron, desde que las convenciones f orman una regla a la 
que !a¿j partes deben someterse corno A la ley misma (artículo 
H97, Código Civil). 

Las. diferentes olau>ul¡ia o>l contratocuyo cumplimiento se 
pide, son perfectamente claras y precisa:?; por él, Amespil trans- 
iere á Ferrari la tinca de su propiedad sita calle de Piedad 
número 1169 {he.y número 24Í7), y éste, en su carácter de Con- 
cesionario del excelentísimo ^"bierno de la nación del terreno 
liscal donde se construye el teatro municipal <|ue *e denomina- 
ra « Colón », y del que tiene la explotación por el término de 
tO años, ó - ontar desde el dia de la inauguración, cede y trans- 
üere por el mismo término y á contar en idéntico modo, un 
palco balcón y dos tertulias de platea, eoc seis i-ntradas perma- 
nentes, cujas localidades se encuentran precisarlas é individua- 
lizada! en la escritura de foja 3. 
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3* Se buce necesario ante todo conocer la clase de contrato 
celebrado, pues según sea él, asi serán 8#S efectos. 

Si Ui«n la escritura de l'oja 3 ti ¡ib la del contrato de permu- 
ta > estudiado éste resulta que no es tal , por no contener sus ele- 
mentos constitutivos. 

El contrato <le trueque ó permuta, como lo determina el ar- 
cillo 1485 del Cóaigo Civil, tiene Ingal cuando uno de los 
contratantes se obliga ¿transferir ú otro la propiedad de una 
cosa. Ahora bieu; se necesitaba desde luego, para la existencia 
del contrato, que baya transmisión de uuu y otra parte del domi- 
nio de la cosa prometida. En cambio de la propiedad que reci- 
be Ferrari, cede un paleo y dos tertulias, las cuales les corres- 
ponde en virtud del contrato que tiene celebrado con el gobier- 
no déla nación para la construcción «leí teatro municipal deno- 
minado t Colón *, y del cual tiene lu e* [dotación por el término 
de 40 anos. 

Los términos de dicho contrato evidencian que Ferrari no es 
el dueño de la propiedad ; que lo que él tiene no es sin» el dcre- 
phe para su explutaci.m, el uso J goce de ella y desde que na- 
die puede transmitir un derecho más extenso del que goce lógica- 
mente se desprende cuál es la naturaleza de la prestación que 
él hace. Lo que Ferrun cede es el uso y tfoce de la cosa du- 
rante el termino de su concesión, y por consecuencia, y no 
obstante los términos con que en la escritura se denomina en 
el contrato celebrado entre Ferrari y Anu spil, él no es el de 
permuta, desde que le falta el elemento esencial, ó sea, la trans- 
misión irrevocable del dominio de la cosa por aquel cedida, que 
t s el derecho en virtud del cual una cosa se encuentra someti- 
da a la voluntad y acción de una persona (artículo 2506, .Código 
Civil). 

Koi-1 contrato celebrado por Ferrari con el gobierno nacio- 
nal, aquél, como muy bien lo determina la escritura de foja 3, 
solo tiene la explotación por el término de 40 años, pudien- 
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do» en consecuencia, disponer libremente de l is localidades, 
son sus pulohras, lo que demuestra que Ferrari ao tiene el do- 
minio que cede, por ser un simple derecho de uso del que 
dispone. 

Basta ver 'os efectos que da el dominio para eonv^neernos, 
por otra parle, deque Ferrari no tiene la propiedad del liten 
que ha cedido a Amespil. Es inherente á la propiedad y el dere- 
cho de poseer la cosa de disponer 6 servirse de ella, de usarla 
y gozarla, según la voluntad del propietario que puede desnatu- 
ralizarla, degradarla ó destruirla, etc. (artículo 2513, Código 
citado) ; y en el caso que nos ocupa, estos atributos no pueden 
ser ejercitados, pues que, si pudiera admitirse que el propieta- 
rio de un palco y de tertulias pudiera destruirla, importaría su- 
ponerle la facultad de destruir todo el teatro, porque siendo el 
derecho de propiedad absoluto» virtual é implícitamente ten- 
dría esa facultad. Al invocar Kerrari el derecho que tiene hácia 
las localidades del teatro que construye, no puede ser en otro 
sentido que en el que su contrato le da, es denr, de disponer 
del uso de ellas, siendo desde luego ese el dereeho único que lia 
podido transmitir, 

4 a : a í'iitónces cualquiera la denominación que tas partes 
bajan dado al contrato de la referencia, resulta que nos halla- 
mus en preseneia de nn verdadero contrato innominado, pues 
que, dados sus elementos propios y constitutivos, no se halla 
comprendido en ninguno de los legislados por el Código Civil, 
como juiciosam- nti lo hace ver el codilicador argentino en su 
nota al artículo 1493 del mencionado Códiyu, y de¿de luego, no 
t niendo esta clase de contratos, leyes especíale* que rijan su 
constitución, son tas disposiciones de los contratos en general 
las que deben aplicarse, y sólo por excepción, la de loa contratos 
que tengan más analogía (Machado, Comentarios al titulo de 
los contratos del Código Civil). 

5" Si bien Ferrari sostiene haber cumplido las obligaciones 
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que sobro ai pesaban haciendo entrega del palco y tertulias, 
esto no se halla en manera alguna justificado. La propia escri- 
tura de foja 3, lejos de comprobar tal aseveración, justifica lo 
contrario, cuando dice « cede mi palco y dos tertulias de pía* 
tea de las que se construirán » , lo que claramente demuestra 
su no eüsteneia al tiempo de la obligación. 

Kr,ta ventura determina sólo t:l objeto del contrato, pero ella 
no importa en manera alguna comprobar la entrega de la cosa. 
El objeto del contrato por parte de Amespil ha sido adquirir 
las localidades er el teatro á los objetos propios de su destino, 
ó sea el tfe gozar de las representaciones, f esto está bien de- 
terminado cuando en la escritura se consigna que ellas !e per- 
tenecen pur el término de cuarenia ¡liios, á contar desde la 
enajenación. Esas palabras demuestran también que Ferrari no 
ba podido entregar la ■ ,a¿*¿ue seobligó, en r.izou de que ella 
recién podría Iterarse i efecto una vez inaugurado el teatro. La 
designación del palco y número de la* localidades no tiene otro 
propósito que precisar 1» iosa objeto del cou trato que se cede,, 
así que cualquiera que baya sido el sentido 6 la causa dt la 
demanda que instauró Auiespil A Ferrari, y áque hace referen- 
cia el certi lleudo de foja 53, ella no podría nunca tener el efecto 
de alterar la verdad de los hechos : esa designacu i de las lo- 
calidades no puede nunca significar la entTega misma de la 
cosa, mayormente que el mismo título habilitante lo establece, 
la designación dada queda sujeta ó la modilicacion que pueda 
hacerse del local destinado á la orquesta, lo que claramente 
demuestra que no lia hecho la entrega de la cosa, aparte de que 
absolviendo Ferrari ta primera posición de foja 61, confiesa ser 
cierto que los palcos no se hallan construidos y listo* por con- 
siguiente para ser ocupados, lo que viene á ser la prueba más 
acabada de la falta de cumplimiento á las cláusulas de su con- 
trato i 

Es, pues, el derecho de uso y goce el cedido, y desde luego, 
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hiendo esta la causa determinan Le, Ferrari estaba en el deber, 
para cumplirán obligación, de terminar ta edilicaeion del teatro, 
i ti a de que fuera él inaugura Jo, pues que este acto, á la vez 
que habilitaba á este establecimiento partí funcionar, fijaba el 
comienzo del plazo durante el cual Amespil debía gozar del bien 
i|ue se le cedía. 

Ks esa inauguración, ei principio del contrato que va á per- 
mitir á Aiuespil usar y gozar de i a cosa con la amplitud del do- 
minio, pue- »i ui." si Uiifii midf transmitir el derecho que se le ha- 
bía cedido, nu es ole hi-rfio sulicii'iite ¡ior sí sólo para compro- 
bar la entrega de la co¿a, porque, de acuerdo con el artículo 1 327 
del Código Civil, pueden venderse todas la* cosas que pueden 
ser objeto de tos contratos, aunque sean futuras, -iempre que 
su enajenación no sea prohibida, entendiéndose por la palabra 
* cosa », como lo establece el Codificador, todo lo que puede ser 
parte de un patrimonio: cosas corporales c dem hos, et<-. Inau- 
gurado el teatro recién podrá disponer dé la* localidades cedidas 
en el sentido de uso y goce y efectuar todos Jos actos jurídicos 
de que son ellos susceptibles y en la extensión del dominio, po- 
seerlas, gozarlas á voluntad y arrendarlas. 

6" Tratándose de una obligación de dar, como es la que sobre 
Ferrari pesa, debe cumplirla en el tiempo estipulado (artículo 
57í¡, Código citado), y demostrado como queda en ella no lo ha 
sido aún, toca ver cuál es la ¿poca que el contrato fijaba para 
la entrega de esa prestación. 

VA contrato de foja 3 entabl. ce que el palco y las tertulias le 
corresponden ú Auiespil por el término de cuarenta años, á contar 
desde la inauguración del teatro y sí bien nada dice acerca 
del día en que esa inauguración debe efect uarse, por lo que pa- 
reciera tratarse de un plazo ineii rto (artículo 568), la prueba 
rendida lia vi-tiido á demostrar que ese plazo estaba convenido. 
i:i documento de foja A, que es el testimonio de la solicitud 
presentada por Ferrari al poder ejecutivo nacional, pidiendo 
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prórroga del término para concluir el teatro, demuestra que el 
contrato de \ n de Agosto de 1889 fijaba en su artículo 5 o el 
plazo de treinta meses para sn terminación, salto caso de fuer- 
za mayor comprobada. Haciendo valer esta causal, el H de 
Julio do 1892 se pidió por el concesionario del teatro uoaprórro- 
ga para la conclusión de la obra, la que le fué acordada por 
resolución (le fecha 8 de Octubre de 1892, lijándose hasta el 
primero de Knero de 1895 para la completa terminación del 
referido edificio, siendo bien entendido, desde esa resolución, 
que si en esa fecha no diera cumplimiento ú la condición ex- 
presada, se liará efectiva contra el empresario la multa esta- 
blecida iü el contrato correspondiente y que se considerará 
inaugurado el teatro desde la fecha espo sada, á los efectos de 
empezca contar el plazo déla concesión otorgada por ley; 
todo lo que demuestra que la obligación del concesionario del 
teatro tenía un plaso cierto de duración (artículo 507, Código 
invocado), y desde luego es bajo la condición pai tada que Fe- 
rrari ha debido cnuiplir su obligación, pues que las convencio- 
nes! hechas en los contratas, son regla de los contratantes. 

Cuando se celebró el contrato de foja 3, ambas partes cono- 
cían el nuevo plazo acordado por el gobierno para la termina- 
ción del teatro, y por Jo tanto, cuandu la escritura establece 
que las localidades que entregue Ferrari le pertenecerán á Ames- 
pil p^r el término de cuarenta años, á contar desde que dicho 
teatro sea inaugurado, ha entendido significar que ese plazo 
no podía ser otro sinó el r de Enero de 1895. 

7 U El documento de foja 57 justifica que el concesionario 
del teatro obtuvo del gobierno de la nación una nueva prórroga 
para la terminación del edificio, pero este beneficio que es de 
carácter privado y afecta sólo las relaciones entre el gobierno y 
Ferrari, no puede surtir efecto, en el sentido de alterar o modi- 
ficar las relaciones jurídicas de éste con Amespil. Ferrari se 
Ha comprometido, se ha obligado en una forma precisa y d&da. 
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y desde luego debe cumplirse esa obligación tai cual fué lu in- 
tención j Noluntad de lo* contratantes, puesto que AmeBpil no 
ha sido consultado, ni prestó *u asentimiento, por lo tanto, á 
la nueva prórroga solicitaba y obtenida por Ferrari: las rela- 
ciones iie derecho entre éstit y el gobierno no pueden perjudi- 
arlo, por tratarse de hechos diversos. 

De-si e que Amespil tenía un derecho adquirido en ta conce- 
sión del ti-at ro, Ferrari, ¡>ara pror rugar los afee-feto de su con- 
trato, h i I ludí* consultar la voluntad de arjuél, por la sencilla 
razón de que los términos en las obligaciones se presumen siem- 
pre establecidos en beneliciu de ambas partes (a nículo 570). 
IiOS contratos y la* Coñáiciones en etlns establecidas tienen 
entre loa contratantes, cotuo lu dicen Gutiérrez y Fernandez, 
autoridad \ fuerza de ley estando éstos obligados á cumplir re- 
ligiosamente lo convenido. 

Cuando Amespil contrató con Ferrari, lo hizo teniendo en 
vista el contrata de éste con el gobierno, y desde que en él se 
lijaba el tiempo y modo para concluir las obras, lógicamente re- 
sulta demostrado que ese plazo no pudo de mutu propio por Fe- 
rrari ser prorroga io t pues importaba alterar derecbos adquiri- 
dos, vi ola rulo así la disposición del artículo i 196 del Código Civil, 
mayormente que, como lo dito- Mareudé, las convenciones de- 
berán aprec iarse de buena fe" y darles todos los efectos q*je ha 
sido la intención de las partes, intención que debe buscarse, 
no taato en el sentido literal, como en los principie* de equidad 
y justicia» . 

8' Sí bien en el eontrato celebrado entre Ferrari y el poder 
ejecutiva nacional, se tijaba como plazo para la terminación da 
las obras del teatro el de treíntu meses, salvo caso de fuerza 
mayor, esta última circunstancia fué modificada por decreto 
de 8 de Octubre de 1802, que obra á foja 43 vuelta, aceptado 
por aquél cuando al conceder la prórroga del plazo pedido, dice 
el Gobierno que si en el nuevo término acordado basta ell 1 de 
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Enero de 1895, qo se hubieran terminado las obras, se considera- 
rá inaugurado el teatro á los efectos de empezar á contar el plazo 
de la concesión. Pero, aun admitiendo que ese decreto no tu- 
viera el efecto de modificar el primitivo enntrato. que invoca 
ta fuerza mayor como excepción, debe comprobarla y en el pre- 
sente caso Ferrari no lo ha hecho ni ha presentado prueba 
alguna al respecto y ni siquiera la lia alegado, y por el contra- 
rio, el informe de foja 35, expedido por el director general de 
obras públicas de la nación, demuestra que ha habido culpa en 
el contratista en la no terminación de las obras cuando expresa 
que esos tralia jos se 11 eraron con tanta lentitud durante el año 
de 1S93, que podían reputarse paralizadas desde el principio 
det ano ile 1894, época en que sólo se hacían pequeñas obras de 
yesería y esa culpa na. e, teniendo presente que el artículo 5° de 
su contrato dice que Ferrari se compromete á ejecutar Jas obras 
con la regularidad y actividad requerida, y mientras tanto ab- 
solviendo la séptima posición del pliego de foja 65, con lies a que 
ellas se encuentran paralizadas. 

9" Que si bien la facultad judicial para lijar un plazo para 
el cumplimiento de una obligación, de acuerdo con el artículo 
576, es para cuando él no existe estipulado, en el presente caso, 
no obstante haber existido ese plazo, como que ia demostrado, 
el juzgado va á usar de esa atribución por espíritu y razones de 
equidad, facultado ademas, por la parte de Amespil, á quien 
sería el úni<o que tal facultad podría perjudicar por la nueva 
prórroga que se acordare á Ferrari para el cumplimienio de las 
obligaciones pactadas y cuya voluntad expresamente surge de 
lo peticionado en su escrito de demanda, 

Por estos fundamentos y consideraciones aducidas en el es- 
crito de foja 8f, y teniendo además presente la manifestación 
jurada por Ferrari, absolviendo la segunda posición del pliego 
de foja 65, detinitivameute juzgando, fallo : fijando el plazo de 
diez meses, á contar desde la feeha de estas entencia para que don 

T, 1.5 Vil a 
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Angel Ferrari cumpla la obligación que te impone el cotitratode 
foja 3, «le entregar á Amespil él palco y tertulias allí indicadas, 
de acuerdo con los términos de la demanda, sin especial condena- 
ción eu costas, por razón de la naturaleza de la cuestión deba- 
tida y porque dicha condenación no fué requerida por el actor. 

Asi lo pronuncio, mando y firmo en Buenos Aires, á los veinte 
di as del mes de Agosto del año de mil ochocientos noventa y 
id». 

Agustín t rdiwirraiti. 



l alli» de I» Suprema Corle 

Bueno* Aires, Marzo '¿3 de¡ ISSi" , 

Vistos y considerando : Que procediendo de un contrato las 
relacionen de derecha entre demándame y demandado que han 
motivado este juicio, los efectos del citado contrato se producen 
activa y parvamente entre los contratantes (artículo 1195 del 
Código Civil). 

Que Ferrari, en consecuencia, no puede desligarse de sus 
obligaciones, sin voluutad de! acreedor, pendiente, como se 
halla, el cumplimiento de esas obligaciones. 

Que es indudable que, con arreglo al contrato y al objeto dp 
la prestación por parte de Ferrari, éste no ha hecho entrega 
del palco y tertulias convenidas. 

Que no habiéndose pronunciado el inferior sobre las conse- 
cuencia^ que entrañaría para Ferrari Lii no entrega del palco y 
tertulias en el plaio fijado en la sentencia, ese ponto no puede 
ser materia de apelación para ante esta Suprema Corte, debien- 
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do, por tanto» ser materia de sentencia en primera instancia. 

Por esto y sus fun d amentos : se confirma la sentencia apela- 
da de Toja noventa y dos. lU-pu^to* los sellos, devuélvanse. 

DEPUAMtN PAZ. — ABEL HAZAS. — 
— OCTAVIO BUSGR. — JUAN E. 
TOUUEM. 



Contra Epifanía ijuiros ij oíros, por infracción ti la ley ¡te 
enrolamiento, y contra [tesiderio Itios tj Sabá MoreL por in- 
fracción n ta ley de movilización tte la Guardia Macionai. 

Sumario. — I o La pena deservicio militar en el ejército perma- 
nente, impuesta por un ano á los infractores de la ley de enrola- 
miento, y por dos años & los infractores de la ley de moviliza- 
ción de la Guardia Nacional, debe ser disminuida á razón de 
uu dia de servicio por cada día de prisión sufrida. 

a? Tratándose de hechos diversos con relaoion i personas di- 
ferentes y fine fundan causas independientes entre sí, debe for- 
marse un proceso para cada una ellas. 
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FALLOS DE LA SUPREMA €OHTE 

— Resulta del 



Fall» del Juee redera! 



Paraná, Setiembre :i Je. lH9tí- 

Y vistos: la causa seguida contra Kpifanio Qulros, Xieasio 
González, Kloy Gómez, Amonio Bubé, Gervasio Cáceres y Ciír- 
los Mazon, por no haberse enrolado en la Guardia Naeional; y 
contra Desiderio Ríos y Sabá Morel por no haberst- presentado 
á presUr servicio en el ejército permanente* com» guardias na- 
cionales movilizados en el corriente año, de que resulta : Que 
Epifanio Quiros en la indagatoria de foja 5, confiesa no haber- 
se enrolada, alegando no haberlo hecho por encontrarle ausen- 
te del país roinitras permaneció abierto el enrolamiento y por- 
que creía b otante haberse enrolado en el año de 1893; Nicusiu 
González, también confiesa su faLU y tmta de justificarse como 
el anterior, diciendo que estuvo en la República del Uruguay, 
foja Ui] Kloy Gómez, confiesa no haberse enrolado, y dice que 
nunca lo hablan citado para el electo, foja 7; Antonio Robé, 
también confiesa nu haberse enrolado, pnr estar domiciliado en 
la República Oriental desde hace veinte años y haber regresa- 
do al país recien este año; Gervasio íJacerea, que no turo cono- ' 
cimiento de la obligación de enrolarse, pues anduvo en campa- 
ña, que por esto y por tener desquiciadas las articulaciones de 
las rodillas y de loa codos no cumplió ese deber, declaración de 
foja 9; CárlosMonzon, como los anteriores, conüesa DO haberse 
enrolado y da como motivo ser enfermo, foja 10, 

Desiderio Rios, confiesa no haber asistido á la convocatoria 
de la Guardia Nacional porque estuvo enfermo y haber cum- 
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plido veinte años en 1895; y Sabá Morel, foja 14, üeclara no 
haber asistido al llamado de la Guardia Naciona de veinte ano* 
portel comisario de su distrito nada le dijo al respecto. 

El Procurador Fiscal, acusa á los seis príroorus por el delito 
de falta de enrolamiento definido y castigado con dos anos de 
servicio en el ejército permanente, por la ley de 21 de Setiem- 
bre de 1872, artículo 16, ¡ocho I o , y a los dos últimos por el 
de no haberse presentado á cumplir el decreto de moni. lacio. i 
de la Guardia Nacional de 20 años, espedido en conformidad 
con lo que dispone la ley W 3318, artículo 9\ inciso*, del títu- 
lo I o , pidiendo para ellos la misma pena que páralos anteriores, 
de dos años de servicio en el Ejéieito. 

El defensor délos procesados contesta áfoja 22. pidiendo se 
abra la causa á prueba para justificar las excepciones aleadas 
por ellos. 

De la prueba rendida resulta que Antonio Bobé hace mas de 
diez anos que está domiciliado con su padre en el Salto, Repú- 
blica del Uruguay (informe del juez de paz del Salto, foja2fi; 
declaraciones de Angel y Estovan Mariani, fojas 50 y 51), y 
además, que tiene un vicio orgánico, insuficiencia mUrttt, según 

el informe médica de foja 80. 

Que Gervasio Cáceres padece de sífilis, enfermedad que ba 
llegado á un grado muy avanzado, por descuido, de modo que hoy 
lo eb imposible la locomoción, informe de foja 67, 

Respecto de Desiderio Rios, sólo el testigo Kainou Vítor, foja 
56 afirma que t^tuvo enfermo al tiempo de marchar los guar- 
dias nacionales de 20 anos, pero sólo lo duró la enfermedad seis 
dias después de la marcha. 

Y considerando : Que está probado por sus propiasconfesiones, 
que Epifauio Qairos, Nicasio González, Eloy Gom«, Cárlos 
Monzón, Antonio Bobé y Gervasio Cácere> son ciudadanos ar- 
gentinos, mayores de 18 años y que no se enrolarou en la Guar- 
dia nacional el ano de 1895, no asistieron i la movilización del 
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corriente año decretada por el Gobierno Nacional para Ioü guar- 
dias nacionales de cua edad. 

Que Antonio Bobé ha probado batisfactor ¡amenté su descar- 
go de nu balierse enrolado, por e>tar domiciliado con sus padres 
fuera de La Ke pública d« ¿de hace más de diez años, aparte di- 
que por adolecer de vicio orgánico, no podría aplicársele la 
pena del semejo militar, que es la que cu responde al delito, 

tjuo Gervasio ^áceres iu ]. robado también su imposibidad fí- 
"■a para el servicio militar. 

Que Kpifanio Quiros, Nieasto González, Ktoy Goinez, Cirios 
Monzón, Desiderio Ríos y Salú Morel no han justificado sus 
descargos. 

Que según ia ley 3318, la falta de enrolamiento debe ser 
penada con la destinación por un año á servir en el ejército per- 
manente, artículo 35, y la falta de presentación á la convocato- 
ria de ta Guardia Nacional de 20 años para prestar servicios un 
campamento ó cuarteles, cnn la misma pena, por el término de 
dos años: artículo 14, inciso i 5 , dolamUtmt ley citada. 

Que si bien ta falta de enrolamiento que se juzga, fué come- 
tida antes de la sanción de la ley N ' 3318 y cuando aún regía 
la ley de 5 de junio de 18(55, que imponía la pena de doa años, 
correspondo aplicar la que aquella determina por ser la más be- 
nigna, según la regla de derecho consagrada por el artículo ÍH 
del Código Penal . 

l'or estas consideraciones fallo: condonando á Kpifanio Qui- 
ros, Nirasio González, Eloy Gómez y ( arlos Monzón á prestar 
servieio militar por uu año en el ejército permanente de la Na- 
ción; y á Desiderio Bios y í Subá Morel á .ufrir la n.isinupenu 
por el término de dos años, con costas; y declaro absuellos li- 
bremente á Antonio líobé; y ú Gervasio Cáceres, Notiliquese en 
el original y expídasela Orden de libertad lientos últimos, una 
vez ejecutoriada esta resolución. 

M. de T. Pinto. 
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VISTA t>tL Sfc* R PUOCUHAOOK ÜENtRAL 

im.-nn> Aire*, Mano U dé 1897. 

Suprma Corte : 

Los procesados Kpíftnio Quitos, Nicasío üomalez, Eloy Go- 
me* , Carlos Monzón, no han jostm«*dd ninguna exeepoon 
m lee ^Bfte de la infracción de la ley Él enrolamiento. 

n .stado mental de M.mzen no era causa de exoneraenm del 
servido, puta si no ha alcanzado cometo desarrollo según el 
eticado médko de foja 78, no esti impedido para el servicio 
militar, por su constitución robusta y sana. 

Respecto* Kpifuio Quirus no existe prueba alguna bastante 
de SO ausencia del país durante la época del enrolamiento ; y en 
cuanto al comprobado por los informes de fojas 6iv 65 no era 
bastante para excusarle del no cumplimiento no ya de .imple, 
decretos gubernativos, sino de la ley que había presenpto un 
nuevo enrolamiento general- _ 

Desiderio Rios v Sabá Motel tampoco han justado plena- 
mente tas excepciones aleada,, siendo justa en consecuencia la 
sentencia en cuanto les impone los dos años de servicio militar, 
que prescribe la ley S' 3318 á su respecto. 

Por ello pidoá V. E. se sirva confirmar el auto recurrido, 
con la declaración de deber descontárseles el tiempo de pns.on 
sufrida, con sujeción á lo dispuesto en el articulo 40 del Có- 
digo Penal, y á lo establecido en resoluciones anteriores do 



Sabiniano Ater. 
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Fallo de I* Huprcna Corte 



Uuenos Aire*, Mar/.o ¿7 ilt- 1897- 

Vistos : De acuerdo con lo ei puerto y pedido por el seiior 
Procurador General y por sus fundamentos se continua la s^n- 
tcneia apelada de foja setenta y una, eon declaración de que de- 
be descontarse á los procesados el tiempo de prisión sufrida, á 
ruion de un día du ésta por otro de servicio en el ejército. De- 
vuélvanse, haciéndose presente al juez di- sección que, en virtud 
du tratarse de hechos diversos con relación á personas diferen- 
tes? que fundan una causa independiente la una de la otra, 
debe en lo sucesivo formar un proceso para cada detenido. 



BKVUMIS PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TOHHEHT. 
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Criminal Contra Augusto Herner y oíros, ftor infracción a la ley 
de enrolamiento y movilización de la Guardia nacional 

Sumario. — i* De ti pena impuesta por infracción á la ley de 
enrolamiento y movilización de la Guardia nacional, debe des- 
contarse el tiempo de prisión sufrida á razón de un día de pri- 
sión por cada día de letvioio militar. 

2- La imposibilidad par» el servicio militar por defecto físi- 
co, funda la excepción absoluta establecida por la ley. 

& i> e be seguirse proceso separado para cada infractor. 



CftíO, — Resulta del 



rail* del Juca Feder»! 

Paraná, Agosto U de 1896. 

Yristos: La causa criminal seguida contra Augusto Her- 
msr, Raymundo Torres, Nicolás Giménez, Lorenzo Gauna, Ne- 
mesio Conil, Pedro Maydana, Marcelino Barco, Mateo Duar- 
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te, % pifa ni o Gorú, Gregorio Ríos, Pedro Gonzalos, Juan Ro- 
jas, Uómulo Miño, Cruz Romero, Justo Pastor Lona y Toribk' 
Ramírez, ciudadanos argentinos, los catorce primeros ñor no 
haberse enrolada en la Guardia nacional en "1 año 1895, y tos 
dos últimos por no haberse presentado al llamado de la movili- 
zación de laGuardia nacional de veinte años, resulta: 

Ujie en la indagatoria todos conliesan e.1 delito que se les im- 
puta, pero alegan para exculparse: Augusto UermT, Nicolás 
fiimemz, R;iymundo Turres y Laitn-ano Velazque/, no haber 
cumplido diez y ocho anos en la ¿poca en que estuvo abierto el 
enrolamiento eu 1895; Nemesio Conil, Juan Hojas y Cruz Ko- 
mero.que estuvieron enfermos durante el enrolamiento de 1805; 
Pedro Haidarta dice 1» misino, y agrega: que es quebrado del 
musloderecho. teniendo e-a pierna mucho más corta que la otra; 
Marcelino ISarco, que no ge enroló el 9o por creer que el enrola- 
mi. /ni o deliW en que se había inscrito, le bastaba; Mateo Uñar- 
te dice estar enrolólo el 93 y que creía que el enrolamiento del 
U5 no le correspondía y que por e-o no se enroló segunda vez; 
Gregorio líie , que no se enroló por estar sirviendo en esa épo- 
ca en el Piquete de policía de Concordia y creer que esto le bas- 
taba; Pedro González, que estaba avecindado desde tiempo 
atrás i-n el Kstado Un* -utal y recién bacía cinco meses que había 
vuelto á ta República, no habiéndose hallado er ella durante el 
enrolamiento; R minio Miño alega haber estado ausente de la 
provincia durante la* poea del enrolamiento; Justo Pastor Lu- 
na y Toribio Ramírez, se scusande no haber asistido á la mo- 
vilización por c^tar ocupadoscnu sus patrones. 

Kl Fiscal acusa á todoB estos y pide para ellos la pena de dos 

naos de prisión. 

Kl Defensor de los precesados hace valer los motivos de escu- 
sacion que alegan los procesados, los que el Juzgado ha tenido á 
la vi-:ia t así como todas las pruebas rendidas por éste y la que 
resultan de. sumario. 
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Y considerando : Que de la partida de bautismo de Eeja 3, se- 
gún la cual consta que Augusto Herner nació el flia ocho «le Di- 
ciembre de mil ochocientos setenta y siete, está plenamente 
probado que este ciudadano no tenía la edad de diez y ocho años 
cumplida en ei periodo de tiempo corrid o desde el primero de 
labrero hasta fines de Abril de 1895, m que estuvo abierto el 
enrolamiento. 

Queni Hay mundo Torres, ni Nicolás Giménez, ni Laureano 
Velazquez han justificado la minoridad que alegan, pues del 
informe de foja 31, del cura párroco de Comordit, en cuyo de- 
partamento dicen haber nacido, no aparece la partida de bau- 
tismo de ellos. 

Que tampoco ha justiiicado Nemesio Canil que estuviese im- 
posibilitado de cumplir con la ob.. pación de enrolarse 

Que del informe nu-dico de foja 121 resulta que efectivamen- 
te Pedro Maidana es quebrado del muslo derecho y por defecto 
en la soldadura de huesos, tiene esa pierna más corta que la 
otra; pero si este es un motivo legítimo de excepción del servi- 
cio militar, no loes de justificación para eximirse de la pena, 
por cnanto él no estaba autorizado para declararse exceptuado 
por sí mismo y ao obligación eraenrolarse y solicitar su excep- 
ción del servicio, de la autoridad competente. 

Que el motivo alegado por Marcelino Barco y Mateo l marte, 
de haberse enrolado el ato 1893, uolo justilica ni escusa,pues 
el enrolamiento del 95 no érala continuación de aquel, y por 
lo tanto, debieron volverse á enrolar, sin que sea atendible la 
ignorancia dederecbo con que pretenden excusarse. 

Que tampoco es atendible la excusa de Gregorio Kios, de ha- 
ber i stado sirviendo como gen larme en el piquete d» seguridad 
de Concordia, aparte de que, según el informe del jefe político 
de aquel departamento, foja 85, mando se abrió el enrola- 
miento, ya Kios no se encontraba de servicio en el piquete. 
Que Pedro Gonialez no ha justificado su ausencia de la Repú- 
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blicaenel período del enrolamiento, y Juan Rojas tampoco ha 
probado que su enfermedad fuese tal que lo imposibilitase para 
asistir á inscribirá en el padrón de la Guardia nacional, pues si 
bien Paulino Pacz u Urina d foja 128 que lo pasó enfermo en su 
casadurante todo el año 95, no dice, sin embargo, que se encon- 
trase en el estado de absoluta imposibilidad, y su testimonio es. 
además, singular, porque Luis Ferrari, que es el otro testigo 
presentado, no sabe si Rojas estuvo enfermo precisamente en la 
época del enrolamiento. 

Que la esnisa de Hámulo Mino, de haber estado ausente de 
esta Provincia, residiendo en la de Buenos Aires, no es atendi- 
ble, por cuanto bien pudú enrolarse en esta última. 

Que Cruz Homero, Justo Pastor Luna y Toribio Ramírez no 
han probado tas justificaciones que alegan. 

(¿ue según el articulo 35 de la ley de 3 de Noviembre de 1895, 
los ciudadanos que e -lando obligados á enrolarse, n<>lu verifica- 
sen, deben sufrir la pena de uu año de servicio en el ejército de 
Línea de la nación. 

Que si bien esta ley es posterior íl las infracción- s del decre- 
to por el que se dispuso el último enrolamiento de la Guardia 
nacional, abierto en I o de Febrero y cerrado el 3dde Abrilde 
1895, corresponde aplicarse, en el presente caso, per ser más 
benigna que las anteriores en cuanto A la pena, según la regla 
cons^ruda por el artículo del Código Penal, 

Que el artículo \A t inciso 2 o , de la misma ley citada, castiga 
la falta de presentación á prestar el servicio militar obligatorio 
durante dos años en el ejército permanente; y según el articulo 
2", inciso 2°, son obligados al servicio en el ejército permanente 
los ciudadanos que en el ano anterior al de su llamamiento hu- 
bieseu cumplido veinte años de edad. 

Por estas consideraciones, declaro á Raymundo Torres, Ni- 
colás Giménez, Lorenzo Gauna, Nemesio Comí, Pedro Maiduna, 
Marcelino Barco, Mateo Duurte, Epifanio Goró, Gregorio Rios, 
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Pedro González, Juan Rojas, Romtilo Miño y Cruz Romero, 
confesos en el delito de no Haberse enrolado en ta Guardia na- 
cional en el ifto mil ochocientos noventa y cinco; á Justo Pas- 
tor Luna y Toribio Ramírez, en el de no haberse presentado al 
servicio en la movilización de la Guardia Nacional de veinte 
años, decretada para. -1 corriente año, y deparo que Augusto 
Hern r ha probado cumplidamente su justificación, fundad» en 
la falta de edad para enrolarse, y condeno A los trece primeros 
á sufrir la pena de un ano de servicio en el ejército permanente 
de la nación; á Justo Pastor Luna y á Toribio Ramírez X la mis- 
ma pena de servicio en el ejército d<- línea por el término de 
dos años; y declaro a Augusto Herner absuelto libremente de la 
acusación ,0011 costas A cargo de los condenados. Sotifíonese en 
el original y expídase la órden de libertad á favor de Augusto 

er. 

§f. de T. Pinto, 



VISTA UEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



lluiMios Aires, Febrero ü'> de 1397. 

Suprema Corte : 

Li sentenciado foja 130, condena legalmente á un año de ser- 
vicio militar á los pro tesados en esta causa liar mundo Torres, 
Nicolás Giménez, Nemesio Comí, Marcelino Barco, Epifauío 
Goró, Mateo Uuarte, Rómulo Miño y Toribio Kamirez. 

Pero las observaciones del defensor, sobre descuento del tiem- 
po de prisión sufrida, es justa á su respecto, con sujeción á lo 
prescrípto en el Código Pt nal, y á lo establecido por V. E . , que 
constituye una jurisprudencia iocontextable. 
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Gregorio Utos qo ha justilicado la excepción alegada, pues el 
infurine telegráfico de foja 84, es contraproducente; lo mismo 
sucede respecto de Juan Hojas j de Cruz Homero, que no han 
justificado la enfermedad con qo.* se escusaran de la falta de 
cumplimiento ;í la ley de enrolamiento; mies las declaraciones 
de testigos ni son bastantes para sustituir los certiíieados mé- 
dicos, ni en sí miomas ofrecen manifestaciones aserias déla 
época y duración de las enfermedades alegadas. V en cuanto á 
Pedro Gonzalo-, tampoco consta su ausencia, pues el certificado 
de luja 70 nada a tirina ¿SU respecto. Considero que la senten- 
cia recurrida debe conltrmarse también respecto de esos tn 
procesados, siempre con deducción del tiempo de prisión su- 
lrid:i. 

Pedro Maidana, según el informe médicu de foja e> un 
inválido, inutilizado para el Sí -vicio militar. 

Si bien es cíerto } conm lo observa la sentencia, que debtú ocu- 
rrir A enrolarse v obtener la excepción correspondiente, aquella 
omisión ni le priva de su derecbo de ser exceptuada, ni permite 
la condena á un servicio para el que está absolutamente inuti 
tizado. 

Justo Pastor Luna ha justilicado con la partida de bautis- 
mo de f <ja 150, haber nacido el año 1873. aun cuando en esa 
partida n-> se designa el nombre del bautizado, pienso que osa 
omisión no debe perjudicar ai procesado; y que en la duda debe 
interpretarse favorablemente, según lo prescribe el artículo 13 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Encuentro, por ello, que respecto de estos dos últimos proce- 
sados, debiera revocarse la sentencia recurrida, declarando!-'» 
su absolución. 

No debo concluir sin adherir á la justa observación del de- 
fensor en su último párrafo de foja 155. 

La aglomeración de presos por hechos separados, sin rela- 
ciüii entre sí, produce en la causa las perturbaciones y demo- 
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ras consiguientes al diverso precedí m imito di* prueban y trae» 
complicaciones al estudio mismo y decisión oportuna. Serín, 
por ello, de oportunidad, queV. E, se hirviera hacer saber al se- 
ñor Juez de la ^ausa, quu tratándose de Uechos diversos y de 
procedimientos sumarios, convendría parala rapidez de los jui- 
cios, la separación de loa procesos. 

PIAo i ?. E. se sirva re^lver en la forma que dejo expre- 

s ido. 

Sabiniano tfíeh 



t ullo «te I» Suprem» Corle 

Buenos Aires, Marzo 27 de 1837. 

Vistns y considerando: ^ e*tá probada ta imposibilidad 
para el servicio militar, p«>r defecto físicu, alegada por el proce- 
sado Pedro Uaidana, loque funda la excepción absoluta esta- 
blecida en el articulo veinte y cinco de | a ley de la materia. 

Que la partida de foja ciento cincuenta, pintada cuando la 
causa se hallaba ya sometida al conocimiento de esla Suprema 
Corte, no es bastante á pmbar que el procesado Luna lia nacido 
el año mil ochocientos setenta y tres, porque no consignándose 
el nombre del bautizada no puede afirmarse que se refiera al 
mencionado Luna. 

Por esto, y por los fundamentos concordantes de la rista del 
señor Procurador general y .le la sentencia apelada de foja 
ciento treinta, se absnelve de culpa y cargo al procesado Mai- 
dana, revocándose en esa parte la citada sentencia, la que se 
confirma en lo demás que contiene; con declaración de que de- 
be descontarse á los procesado* el tiempo de prisión sufrida, a 
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razón de un día de ésta por otro de servicio en el ejército, De- 
tuélvanse, haciéndose presente a! Inferior, que en casos análo- 
gos al presente, debe formar proceso por separado para cada 
uno de los detenidos, de acuerdo con Jo expuesto y pedido al rea- 
pedo por el señor Procurador general. 

Déjale a salro los derechos del procesado Luna para hacer- 
los valer como corresponda, con relación á la partida de foja 
ciento cincuenta. 

RENJAMIK PAZ- — ABEL BAZAS. — 
JUAN E. TORREVT. 
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Pan Enrique Solanet, contra la Provincia de Hítenos Aires, sobre 

escrituración 

Sumario, — La acción personal sobre cumplimiento de con- 
trato, deducida después de más áv veinte años, desde qua se 
alega haber sido celebrado, se halla extinguida por la prescrip- 
ción . 



Caso, — Lo explica el 
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Buenos Aires, Míirzo 27 de 1897. 

Vistos : Kstos autos seguidos por doi Enrique Solanet, ex- 
tranjero, contra la provincia de Buenos Aires, de los que re- 
sulta : 

Que don Vicente Pinero, en representación de don Enrique 
Solanet, se presentó ante la Suprema Corte, diciendo que su 
mandante solicitó del Gobierno de )a provincia de Buenos Ai- 
res, la compra de un terreno ubicado en el partido de Las Plo- 
res, aceptándose su propuesta eu veinte de Febrero de mil ocho- 
cientos sesenta y tres. 

Que w hizo la mensura, y habiendo entendido el Gobierno que 
Solanet estaba obligado al pago de un cánou por tener la po- 
sesión del campo desde años atrás, se envió el expediente á Las 
Flores á tin de que la autoridad competente informara sobre el 
particular. 

Que el expeliente desapareció y transcurrieron muchos años 
haita que las personan que lo tenian en sti poder empezaron á 
pedir dinero á Solanet para su entrega, quien tuvo que dar la -u- 
nia de quinientos pesos para recuperarlo, efectuándose la de- 
volución en diez y seis de Marzo de mil ochecientos noventa 
y uno. 

Que se trata de un contrato de compra-venta cuja es rotura- 
ción no se ba efectuado por causas ajenas á la parte que repre- 
senta, lo que no afecta su validez, desde que este contrato es de 
los denominados consensúales que se perfeccionan con el simple 
acuerdo de voluntades, concurriendo en el caso los tres elemen- 
tos necesarios : la cosa, que es el camporeferido; precio, el de- 

V. LIVII 10 
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Bigimdo en U oficina de tierras, y el co^unljfliiento quccousist»- 
en la aceptación fie lu propuesta. . 

Que el contrato está perfecto por 1» proru. sa heffra y aceptada 
y sólo corresponde obligar á la Provincia, á qu¡e llene el re- 
quisito legal de reducir ln venta efectuada ¿ escritura pú- 
blica. 

Que el lieudor déla obligación es responsable al acreedor, de 
los perjuicios é intereses p»r falta de la entrega de ta cosa, y 
como el Goliern» no la lia Lecho está obligado al resarcimiento 
de aquellos, los que estima en veinte mil peso* moneda na- 
cional. 

Termina su demanda >1 representante de Solanet, pidiendo 
qm la provincia de Buenos Aires sea condenada a la escritura- 
ción del terreno y aj pago de veinte mil petos, por indemnización 
di! daños y perjuicios, con costas. 

El representante de la provincia de Huenos Aires, contestan- 
do la demanda, expuso : Que sólo se trata de preliminares de un 
contrato de compra- venta, sin que hayan existido los ciernen tos 
de precio y consentimiento. 

Que si en efecto liubo sustracción del expediente, Solanet de- 
bió gestionar oportunamente su reposición. 

Que aún suponiendo que existiera el contrato, la obligación 
estada preseriptu, de acuerdo con los artículos cuatro mil diez y 
siete y cuatro mil veintitrés del Código Civil, por tratarse de 
una acción personal, como se reconoce en la demanda* 

Que, finalmente, no se puede redamar daños y perjuicios, 
porque no existe contrato y en la hipótesis de existir, la acción 

está prescripta. 

Considerando: Que la acción deducida es una acción personal, 
por cuanto se basa en un contrato que se pretende celebrado 
entre el actor y el demandado y se pide, en consecuencia, el cum- 
plimiento de la obligación contraída. 

Que es evidente, con arreglo al mérito de autos y á lo expue*- 
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to por ambos interesados, que ha transcurrido más (Je veinte 
años desde ta f.'Cha de l¡i convención, coya existencia alirma el 
demandante, lias tu la iniciación del presente juicio, y alia hasta 
las nuevas guiones ante el Poder Ejecutivo de la Provincia, 
tendentes á la compra dé la cosaá que se refiere este juicio. 

Que con tules antecedentes ta pre« ri perno opuesta j»or *1 de- 
mandado ai' halla amparada por las disposiciones expresadas de 
los artículos cuatro mil diez y siete y cuatro mil veintitrés del 
Código Givii siendo así indudable que aún admitiéndose que al- 
guna vez hubiese existido la acción deducida, el deudor habla 
quedado libre de toda obligación. 

Que el extravío del expediente administrativo nunca pudú ser 
obstáculo que importara una imposibilidad de hecho, pero ni 
siquiera una dificultad seria bastante á impedir temporalmente 
el ejercicio de la acción, pues que, supuesto el mencinoado ex- 
travio, Solanet pudo y debió recoustruír el espediente, : su 
intención era persistir .-a las gestiones iniciadas y en tramita- 
ción. 

<Jue operada laprespcriciou en su caso, es innecesario juzgar 
sobre si hubo ó no un contrato concluido que diera nacimiento 
á la acción personal en que se básala demanda. 

Por estos fundamentos : no se hace lugar á la demanda de. fo- 
ja una, de la que se absuelve, en consecuencia, á la provincia 
de Buenos Aires, siendo las costas a cargo del actor, Notifí- 
quese con el original y repuestos los sellos, archívense. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . — 

octavio Btroce. — juak e. to- 

KHENT. 
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¡huí Andrés Uescoun* contra don tíhber$Q Méc fuer, agctiie 
uapor imjtrs* JuUin *; sobrepago de averia}; 



Sumario. — I" Fronde el pago de averías causadas pur culpa 
ó indigencia del capitán. 

2" La protesta de éste, hecha enotn» puerto que al «le su Ne- 
gada y sin las formalidades legales, no tienen valor. 



r«S". — Resulta del 
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Uui ri is Aires, Noviembre ¿2 do lKíií, 

Y vistea : lis presentes autos promovidos por don Andrés Dea- 
cours, * unercíante de e-ta plaza, contra don Roberto R. Mac 
Iver, como agente del vapor inglés ■ Justin», por cobro d cuatro 
mil sesenta y nueve pesos moneda nacional eot cincuenta y Ites 
centavos, procedentes de averías resultantes en un cargamento 
de mercaderías conducidas por el expresado vapor á la asig- 
nad', n del demandante; más la suma de mil doscientos noventa 



üe josneu «acional 



y sois pesos i on cincuenta y seis centavos, procedentes «Je ho- 
norarias y gastos para el reconocimiento la avería, según «e 
detalla en la cuenta aeom panada tí foja ana (autoa corrien- 
tes). 

líesulta de autos : 1" Que en el mes de Marzo del año de mil 
ochocientos noventa y uno llegó i este puerto el vapor antes men- 
cionado, del cual es apetito «Jou líobertoR. Mac Iver, q .ieo ha 
asumido expresamente ta responsabilidad en el presente juicio 
como representante de los dueños armadores del tiuque, condu- 
ciendo un euuiplcto cargamento de mercaderías para esta plaza 
y la del Rosario de Santa Fé, figurando entre ellas dos mil ba- 
rricas de azúcar ¡i la consignación d- los señores (íundoiíi, Moas 
y C°, y dos mil quinientos sesenta y seis atados 6 bultos de (ierro 
en barras y planchas con peso de ciento treinta mil seiscientos 
veintiún kilogramos, consignados á la orden de A. Descours, ba- 
jo las cláusulas y condiciones estipuladas en el conocimiento 
original c .mente á foja treinta y odio, traducido» foja cuaren- 
ta y tus. 

± Que el iÜ de Abril del mismo año se presentaron al Juz- 
gado Federal los señores KandoMi y Moas, consignatarios de las 
«los mil barricas de azúcar, manifestando que una ve?, comenzada 
ta descarga de ellas, se habia visto que presentaba nna avería 
extraordinaria, la que, por su forma, autorizaba á presumirfue- 
se causada por mala estiva del vapor, solicitando en conse- 
cuencia, un reconocimiento p 'ricial del arrumaje de la carga 
que todavía quedaba á bordo, como asimismo de las condiciones 
en que estaba el buque p ira el transporte de mercaderías de fá- 
cil deterioro, per medio de un perito nombrado de oficio por el 
Juzgado, y al mismo tiempo el reconocimiento pericial déla car- 
ga á que se relicre el artículo mil setenta y nueve del Código de 
Comercio, y estimación del daño, para lo cual proponían al pe- 
rito don J . W. Morsa, quien fué aceptado como perito único por 
el agente del vapor «Justin»; decretando el Juzgado ambas 
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diligencias, según consta cu el expediente respectivo agregado 
á estos autos. 

3° Que ül 1 3 del mismo nies se presiento tanibienDeseours, al 
Juzgado, manifestando : que sabiendo que lúa señoras Uandol- 
li y M 'uSft, hubmn solicitado un reconocimiento de la estiva del 
boque, adhería á esc pedido y en vi>la de lúa niolívns que tenía 
para creer que hai>íu mucha averia en la carga condecida por 
el t Justm * á su consignación, solicitaba igualmente reos- 
Locimi<?nt'i perir y estimación del daño por el misino perito 
Morse, siendo tamliienac-ptadu como perito único para e*e ar- 
lo por el demandado Mar Iver. 

i" (¿ne tanto el [ enio nombrad. < de uliei» para el reconoci- 
miento del bnpe, como el designada por las partes para el eiá- 
men de los datos sufridos por el eargaiaeiito, se expidieron en 
tos informes que respectivamente corren agregados, el del pri- 
mero á f.ijü (> c!e. d 1 expediente inic ido pur Uandolli y Moss, y 
el del segundo, en lo que respecta á la carga «le Uescotirs, á fo- 
ja nueve del iniciado por éste; determinando la condición del 
buque, el arrumace de la carga, [,i naturaleza de las averías 
sufridas por elcargami ntoy las causasdeterminantes, é indican- 
do comn el nii'j'ir iii *dio para lijar su importe ta venta de la par- 
te averiada , 

5 o tjne se^un muía ilel escrito corneo t* á fuja veinte (expe- 
dieute d*- Gandolli y Moas), esfcoa arreglaron particularmente su 
asunto con Mac iwr abonando!, s é\te el importe de las fallas 
y averías sufridas por sus mercaderías y los demás gastos ori- 
ginados; mientras que la de Deseours fué vendida en remate 
público por convenio entre éste y - I agente del buque, aunque 
de ello no hay constancia auténtica, dando una diferencia entre 
( I precio corriente en plaza que le asigna el perito Morse en su 
informe de foja ... y el de venta, de cuatro mil sesenta y nue- 
vi! pesos con cincuenta y tres centavos, que forma la primera 
partida de !a demanda, constituyendo la scguuda partida el 
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importe de los honorario, y gastos de ti pericia, según se ha 
, atB biecido al principio, comprobados por los respectivos just.- 
hcativoB corriente í tolas cinco, siete, nueve y once. 

6- Que contestada la demanda a foja Ireinta y tres, sostiene 
Mac Iver que uo puede aceptar la cuenta presentada por el 
actor rosólo por no estar obligad. r-pond,r de avería. de la 
carga <in6 también por n, luirse en ellas algunas patfita que 
en ningún caso debieran aer á su cargo, a-orupaáaudo el cono- 
amanto y las protestas Imantadas por el «'apilan P«» ju-tih- 
e», « tt « las averías no han sido producá < por hechos imputa- 
bles al buque ni al <> it an, sinó á Lecho. de fuerza mayor, y al 
mismo tiempo una carta de Descours, de la cual resalta que se 
bahía dirigido a los aseguradores, quienes le han dado un cert.- 
lioado para robrar e» «toWpt la misma menta, lo que importa 
un d. -istimícnto de la demanda. 

7* Que recibida la cansa «i prueba** los término que apresa 
,1 auto de foja atenta y ocho, sólo se ha producido por el de- 
mandado, ademas de las declara, ¡orn-s corriente de foja sesen- 
ta y -i'is a foja setenta y /meo, recibidas en calidad de mlor- 
macion n^e^eluam, antes del auto ,eterido>s ya menciona- 
ba protestas del Capitán agregadas á f.»ja -uarenta y foja cua- 
renta y dos v el conocimiento de foja treinta y ocho, 

Y eunsiderandu: /Vimen,;Que según resulta del reconocimien- 
to pericial de la carga consigna-la á Uescours, practi-ado en cou- 
f.rmidad V á defecto- que determina el artículo mil setenta y 
nueve desdigo «i* Comercio, P oM perito A, VV. Morse, que da 
cuenta en su detallado informe corriente á foja nueve dél mp~ 
di,nte agregado bajo la carátula • Descours, Ikm Andrés, sobra 
ejáiliim», una gran parte de dicho cargamento ha sido ave- 
riado por agna de mar y manchas de ácidos; ocasionándole 
un desmerito, que la venta en remate público efectuada por el 
martiliero G, Ciowland lia venido á fijar en cuatro mil secuta y 
aueve p^os cincuenta y siete centavos, por ser esta cantidad ta 
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diferencia entre el precio obtenido por dicho martiliero y el 
precia corriente en plaza del artículo. 

Segundo; Que este punto debe además considerarse legal- 
mente establecido y fuera de discusión, en conformidad á lo dis~ 
puesto por el artículo ochenta y -eis il tí la ley nacional de en- 
juiciamiento, pinino ha sido negado, ni siquieta objetado por 
ei demandado en su contestación, ni conjunto, ni en niuguno de 
los elementos ©onstítutiv »s del resultado, habiendo limitado so 
di-fL'ji-vuá sostener su irresponsabilidad, por tratarse de un caso 
de fuerza mayor. 

Tareero: Que el informe pericial espedido por el perito Si- 
ches, aceieadel estado de iaistiva y de las eondieionesdcl buque 
pura transporte <le mercaderías de fácil deterioro, además de 
establecer concluyentcmente que la estiva era mala, lo que está 
continuad ■ por el tes imoniu del capitán del vapor * Hihlelgur- 
d. *, que r. conoció e | buque á pedido del ug--nlc Mac Iver, quien 

de mur y ácido- deb* atribuirle á la que penetró ~or un agujero 
de cinco ren tí me tros en una planchado hierro «le la cubierta, cuy u 
agujero ha sido producido por la rotura ó derrame de una ú miís 
bombonas di* ácido que conducía sobre cubierta, siendo ademán 
probable que al estcmlerse ¡H»r sobre ella el ácido baya pene- 
trado por las juntas de las planchas, habiendo encontrado que 
todos los lierrus que estaban en la bodega correspondiente al 
agujero, en los contornos de este, estaban cardados de urrum- 
br>'. 

Cuarto: tjue el uii-tuo nifuruiií establece también que la» 
bombonas de ácidos estaban estiradas directamente sobre la cu- 
bierta, sin tablas ó raiza* que las separasen de ésta, lo que debe 
estimarse como estiva defectuosa, pues no debía ignorar el ca- 
pitán el peligro de corrosión déla cubierta metálica, por el con- 
tacto directo del íu ido, eu caso de derrame, desde que,cotuodice el 
mismo perito S i che 8 en sude chiraeion de foja « i, -uto once vuei- 
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ta, le faltaban los calces, que deben Llevar semejantes envasen 
"(JhuiIo; Que la única prueba presentada puf *] capitán del 
4. Jusün », en descargo de sus responsabilidades consiste en la 
protesta de mar furmulada ante rl vice-cóusu! británica en el 
Rosario, en la que atribuye tas averia^ sufridas á accidentes de 
mar; pero aparte de la observación á que dicho ¡icio hállase su- 
jeto, recude la misma, eunlirmada la triste nci a, debajo de 
\uí cajunes de dudo, del agujero do dos pulgadas de diámetro, 
cuyo u-uj ero quedj invisible basta que los cajones fuer* remo- 
vido*, al cual la pericia atribuye prim ipuluuntc la averia. 

Sexto: *¿ue segun i 1 artículo ochocientos treinta y nueve del 
Código de Comercio todas las protestas formuladas á bord«>, '"U- 
dentes á comprobar hechaion ú otras pérdidas cualesquiera, de- 
ben mt r.Uilinulas con juramento del capitán deutr . de vinti- 
cuatr.. horas útiles, ante la autorida-l rómpeteme del primer 
puerto donde llegase, laque, siendo dependiente déla Kepúbli- 
ca, deberá interrogar al Capitán, olicialcs, etc., sobre la ver- 
dad Ue los hi'ehus, notándose desde luego que la presentada por 
el capitán no *.* ajusta á este precepto, pues ha sido formulada 
en el Rosario, varios dias después de entregado todo el carga- 
mento que conducía para Unen -s Aires, en cuyo acto no hizo 
protesta, ni declaración alguna, no obstante conocer la citsten- 
cia de averías y el resultado de las pericia». 

Séptimú : Que aparte de e*ta sustancial diferencia, que quita 
su valor á ese documente, no consta que el capitán haya pre- 
sentado al consulado británico el diario do navegación para for- 
mularla en eon fertilidad con sus anotaciones, lo que es aún más 
sustancial, pues en dicho diario deben consignarse todos los da- 
nos que acaezcan al buque ó á la carga y sus causas (inciso 
nueve, artículo nuevecieutos veintisiete del Código de Comer- 
cio), faltando por consiguiente el control legal di- los hechos ase- 
verados en ia protesta; á lo que se agrega que si bien se relatan 
en ella los malos tiempos que sufrió el buque y avería* que ei- 
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perimcntóla carga di- cubierta, nu .se levanta la responsabilidad 
del Capitán respecto á la avería cansada en la carga de ta bo- 
d-ga por mala estiva en los ácido> sobre cubierta, tanto más 
cuanto que en los conocimientos se est;ibk'ce que el buqui no re- 
cibí? A su bordo mercaderías por su naturaleza peligrosas 6 
perjudicial, salvo previo converú" especia), el cual no jue de 
afectará terceros; porque los inatus tiempos han podido -1 + sha- 
eer ta estiva, arrebatar parte de la carga, y aún romper los 
cascos de úcidiM cuyo contenida se habría elevado con la." olas; 
pero no habrían penetrado eu la bodega, si la iijtracion de sólo 
un casco no removido de su sttin no bubiese produridu « I agu- 
jero ¡i que hace referencia e! perito Biches y Ja misma protesta 
did Capitán, 

Octavo: Que por toque respecta al dOCttmeilto de foja treinta 
v una, si algo prueba es que e! demandado ha reconocido priva- 
damente la responsabilidad del buque por las .«verías del carga - 
mentó . ensenado á DeseoilfS, puesto que invitó A éste ñ un 
arreglo amistoso para saldar rúenlas en dicho asunto, no te- 
niendo importancia alguna para la solución del caso, d hecho 
de hab.T recibido Descours un rertilicado de los agentes 'le se- 
_'tin¿s p ira cobrar el importe de dichas avrías - n Kiir q>a. desde 
<l'ie los mismas agentes son sus representantes enostejuii y 
«*stus iuanilieslau en el alegato de f. ja ■ i rito treinta v siete, 
(jue otorgaron el referido certificado á fin de obtenerle! poder 
necesario para continuar la présenle gestión, de modo que pro- 
pia me uto son procuradores in rem sttítm, 

i*or estos f un lamentos y los concordantes del escrito <le foja 
ciento treinta y siete, fallo : condenando á don Huberto tí. Mac 
lver, corno agente y repreguntante del capitán del vapor « Jus- 
tan», al pago de la suma demandada, con sus intereses desde la 
interpelación judicial, en el término de di z dias. Notifique I 
original y repónganselas fojas. 

MnjiliüM, Tvdiu. 
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L*or auto posterior, esta sentencia fué adicionóla, declarán- 
dose á cargo de la parte vencí 'lu las costa;» del juicio. 



Falla lie Ia Suprimí» torlt» 

Bunios Aire*, Marzo 3ü de 1NH7. 

Vistos y considerando: Primero : Que según resnlia del m- 
formedel perito Síehes, presentado como prueba á foja ochenta 
y siete, y déla declaración de foja ciento once, la avería do la- 
mercaderías 'leí d^mandam- -e pr-dujo por estar mal estivada- 
y sin caleta de madura, las bombona* diácido sulfúrico que ve- 
nían sobre cubierta, lo quedió lu^ar ¡i que se trinara un agu- 
jero en una pl&Müha, pur donde penetró el ácido en la bodega. 

SeyuHih : l¿ne si bien la mala estiva de las barricas di; azúcar 
no ha podido causar la averia del hierro, ella demuestra la ne- 
gligencia del capitán y es un elemento corroborante de prueba 
para demostrar la mala estiva de las bombonas de ácido . 

Tercera: <¿uela protesta formulada por el lapitan del buque 
en la ciudad del Rosario, no tiene mérito legal, porque no se hizo 
euel puerto de esta ciudad, que fué el primero donde llegó, y 
ponina al hacerla n» se observan)» las -lemas formalidades que 
el Código de Comercio prescribe. 

Por esto }■ por sus fundamentos: se eonhrma, con costas, la 
sentencia apelada corriente A foja ciento cincuenta. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. 
TORIIENT. 
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Don Julio tjut terrezca ni ra don Manuel Mortal Tunaba, por 
cabvtt daños y perjuicios: sobre mm/teteacin 

Sutnario. — Nu corresponde á la justicia federal, la deman- 
da pur daños y perjuicios proced entes de embargo ordenado en 
causa seguida ante la justicia ¡ocal. 



Ois<k — Lo explican la vista del señor Procurador General y el 



rallo del Jur/ IVdrr*! 

Baonoá Áifei, Ociubrif 23 dv. 

Y vistos ; para r. sol ver sobre las execciones opuestas por el 
demandado. 

Y considerando; Que en lo relativo á la excepción de incom- 
petencia de jurisdicción, roíala de los propias términos de la 
demanda que el presente juicio versa subre dañes y perjuicios 
que el demandante pretende se le le lian irrogado con un ein- 
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batgo mandado trabar en otro litigio, ante jurisdicción distinta 
de la de esta juzgado. 

Que en tal virtud este juicio debe conceptuarse un incidente 
de aquel en que ve trabó el embargo, al cual se atribuyen los 
daños reclamado, y su conocimiento corresponde al juez del 
principal. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo que estable- 
cen las resoluciones de la Suprema Corte insertas en la sene 2\ 
tomo 1°, página 408; y tome 15, fágina 498, se declara que el 
Juzgado carece de competencia para entender en este asunto. 
Con lo que se buce innecesario tomar en consideración la otra 
excepción deducida. Repóngase el papel. 

.1. v. lalanne. 



VISTA ht'.l. SESOll pnOCURADO» «BSEBAL 



Uurnoá Aires. Diciembre 6 de 18&4, 

Suprrma Corte: 

YA recurrente don Julio Gutiérrez, reconoce en su escrito de 
foja l ft que fue demandado ejecutivamente ante el Juez del de- 
partamento del centro de la provincia de Unenos Aires, por cu- 
ya órden se embargaron, depositaron y extrajeron sns ha- 
ciendas, del campo arrendado. 

Reconoce también, que de esos mandatos que fueron protes- 
tados f reclamados ante el juez de la causa, yendo basta la 
cámara de apelaciones, proceden los perjuicios que motivan el 
nuevo juicio instaurado. 

Siendo el ejecuta.lo Gutiérrez argentino, no gozaba del fuero 
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federal, y el adversario, aunque extranjero, tenía el derecho fie 
renunciarlo» como lo hizo, ocurriendo á la jurisdicción común, 
donde el pleito fué trabado, sustanciado y resuelto. 

La mura acción, es uu incidente '1" aquel. Se reliere á la in- 
demniza-ion de perjuicios que se dicen ocasumados por las py- 
licione< ventiladas y de ididas en juicio cunclindo ante U 
jurisdicción de los tribunales provinciales. Considero, enton- 
ces, do rigorosa aplicación la jurisprudeneu <-4ab1eetda en los 
tal loa d- V. K., muy op «rt unamente in meado* en el auto re<*n- 
rridu. Y, sin abrir opiuion respecto á tan costas que motivan 
el recurso di- foja 5N, por no interesar la acción íiscal, me limito 
í pedir á V. E. a coníirmacion d**l autu reeurrid'». > i n cuanto 
declara la incompetencia del juzgado federal, 

Sabiniano Kier. 



FhIIo d> 1» Su prem* forte 

Buenos Aires, Abril líde li&l. 

Vistos ■ \h- uruerdu i on lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador Genera!, por h>* fundamentos del auto apeladu y 
teniendo además en consideración que at ser demandado unte 
la justicia local. Torro ba no declinó de jurisdicción y dedujo ei- 
cepciou de arraigo, se confirma dicho auto, corriente afujaciu- 
OUenta y tres, siendo las costas de ambas instancias á cargo 
del actor. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAl. — ABEL BAZAN. — 
JLAH E. TOIIHENT. 
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Contra tbnñcz y Sarwtti, por mfrmtion á Uu ordenanzas de 
aduana; sobre dobles derechos 



Su M arh. - Urbe cnfirmarst. U pena impuesta de dobles 
dere. -h..*, sí la smtencia qu. la impone no ha sitl ° rm,Tri ; hl ' 
aunque pudiera aplicarse á los hechos ocurridos la de a!*0> 



(:aa „. _ Resulta .lo las .iguii-utes piezas : 



HESOLlXlOPi Dfc LA ADUaIU 



Boínrirt, nctubre 3i de 1894. 



Y vistos : lo actuado en este expediente con motivo de la de- 
Duncia hecha por el oticiai mayor .e esU aduana, por la falta 
Je dos fardos de tabaco en ta deteirgm del vapor * llio Paraná i. 

Resultando: í* Que efectivamente se han omitido de mani- 
festar como carga para este puerto, los dos fardos con trescien- 
tos kilos tahaco conducidos por el mencionado vapor que, pro- 
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cedcnte d<í Montevideo y Hueno*? Aires, diá entrada en Febrero 
7 del corriente año t bajo registro número 158, 

2 fl Que á pesar de la omisión indicada y qu.' hubiera pasado 
ignorada ppi la Aduana, á no sor los documentos consular- s re- 
cibidos posteriormente, que la han puesto de manifiesto sus 
agentes, declaran han sido introducidos á pinza (sin ser mani- 
festados :í mi t-ntrada), explicándose asi que ellos lian salido fur- 
tivamente, por cnanto en todas estas actuaciones no se halla 
un solo documento que haga fé" de cómo se hizo la operación, 

3 o Que los informes producido*, por la alcaidía y resguardo, 
corriente á foja f vuelta y foja 6 rn> día, respi etivamentc, co- 
rroboran de una manera evidente que Sa Aduana no ha tenido 
interveueiiui alguna en la introducción á plaza de La meroadería. 

4 11 «Jiie ;i f"ja 5 vuelta lo* señores Fígari y compañía decla- 
ran que el vapor % José Gíbcit», entrado ¿ estf puerto, proceden- 
te de Asunción, en *i\ de Kuero pasado, condujo los lardos, 
oríjren de este parte, con seis más. los que fueron pedidos á 
despacho y que como en la descarga no resultaran á mano, pi- 
dieron p,.r solicitud número ±¡Ü, se les permitiera seguir viaje 
taita Buenos Aires (y no a Montevideo) para retornarlas A 
vuelta de viaje como transito del <Gibcrt» de este puerto, lo 
que fui concedido. 

5 " t¿ue aun cuando los atientes declaran no recordar si en al- 
guno- di* los manifiestos constan lo- dos fardos, no resulta así. 
ni consta tampoco en la relación d<* descarga. 

G* VJof el anterior resoltado destruye los informes producidos 
por el oficia) de M-eeion y id guarda Andrade, al afirmar que los 
dos tardos han sido introducidos, pu*'s ¡i ser así figurarían en 
la relación de descirga.y más, existirían las constancias oficia- 
les de la extracción en el parcial (dadas las condiciones espe- 
ciales de la mercancía). 

7" Que si el parcial del e José Giben * se baila cumplido por 
el M lo, no por eso se puede aceptar que -u cancelación hayase 
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hecho con los fardos que resultan embarcados en Montevideo 
en til «Río Paraná* : I* pítf la falta de manifestación; 4° porque 
en el documento parcial sól .cunta que te* interesado* han re- 
cibido los fardo., sin que el empicado que intervino establecie- 
ra una simple constancia, por lo menos , de sus uuteeeclent* s; y 
finalmente, porque la procedencia de ellos, no es la del ponto 
al cual <*i ceacediü, por la solicitud número la conducción 
<!ü bis que llevaba el * Ju>é üibert ». 

Y considerando: \ Que el Incho -le - ^tar manifestada en los 
d ícumento» consulares para este puerto la mercancía de que =e 
trata (conforme á lo establecido en el decreto reglamentario del 
articulo 10 JMu ley de Aduana) y que los agentes lo hayan 
omitida en el general, com- asimismo, el que c -nsteu en la re- 
lación de descarga, es uu caso que no puede explicarse de otro 
mu lo, hiñó i u el previsto por los articulo» 1015 y \ Q®6 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

2° Que si bien et oficial de sección y el guarda Andrade, han 
contribuido, faltando a su deber, en el despacho de los dos far- 
dos, que dice el señor Fernandez, ataban pendientes como des- 
cargados de menos del « José Gibert », en nada esíiue de la res- 
ponsabilidad que para con el fisco tienen los agentes eouio en el 
caso ocurrente (artículo 890 de las Ordenanzas), haciendo tanto 
may or la infracción por la falta de manifestación en el general 
del « Kio l'araná i, como por la no constancia eo la relación de 
descarga y parcial del despacho, lo que denota claramente la 

operación ilegal. 

3» Que los informes producidos por el oficial y guarda Andra- 
de no levantan los caraos que resultan cmitra ios agentes del 
buque, por estar en contradicción con lus hechos. 

4- Quede todo lo actuado no aparece un documento de adua- 
na relacionado con esta operaciou, que legalice los actos, ainó 
simples aürmaciono, que por el artículo 1058 de las ..rdenanzas 
se rechazan en absoluto. 

ii 
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5* Que los dos fardo* resultan con procedencia extranjera. 
Por ^.íito, esta administración, do acuerdo con lo establecido 
por el artículo 16 de la ley de Aduana, resuelve: aplicar la pena 
de dobles derechos por loe dos fardos de tabaco que originan 
este espediente, como lo prescribe el ¡irtículu 1013 di- las orde- 
nanzas, y apercibir seriamente al olicial de sección y guarda 
que aparecen couio intermediarios en una operación irregular 
en que el fisco ha podido perjudicarse, á no ser la denuncia, ha- 
riéndoseles presante qn> -, eu caso de reinoideiicu, serán suspen- 
d idos y castigadas on proporción á la falta de cumplimiento y 
eelo en que incurran . 

Hágase saber y pase á contad utU y tesorería para la ejecu- 
ción, y á los efectos del artículo 29 de la ley de Aduana rigente* 
Ri- puestos los sellos, are U frese. 

C. Castañeda. 



T vistos; el recurso de apelación traído por los señores Ibañez 
y Sarsotti, de la resolución administrativa de aduana, fecha 22 
de Octubre de 1894. 

Y considerando, en cuanto X la competencia de la Aduana: 
que la jurisdicción de la Aduana en el presente caso es compe- 
tente para conocer y fallar, porque se trata de una operación 
procedente del paquete *Hio Pararía ». 

Considerando - que la disposición del artículo 1031 de la> 
ordenanzas que se invoca, no es aplicable á este caso, pues tra- 
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tándose de un paquete á vapor, el artículo 8Í2 de las mismas, 
al constituir á los armadores 6 agentes personalmente responsa- 
bles para con la Aduana, por diferencias en la descarga, que 
impedirían en los buques «Je vela su despacho y salida, susti- 
tuye esta responsabilidad á la mercadería minina, debiendo por 
consiguiente, para los efectos del artículo 1034. considerarse 
presentí' ésta, mientras hayan armadoras ó agentes cnntra qui- 
nes piied- hacerse efectiva la Tespnnsabtlidad . 

Que los privilegios concedidos para favorecería expedición de 
los paquetes á vaporen los capítulo- 3 o y -i° de las ordenanzas, 
i sigen que las operaciones de ístos no puedan revisarse por la 
Aduana después de su salida, por lo que las infracrioneá que 
puedan descubrirse entonces no lian pasado desapercibidas al 
tiempo «leí despacho, « timo lo exige el artígalo 1031. para des- 
prender >u conocimiento "le ta Aduana. 



ijue si hubiera i- estarse .i la inte preiacion que se da por 
la parte apelante á este artículo, no pudiendo liegar á eonoci- 
mient'.de aquella, irifraeejmití- ■■ninriidas en l-s vapores sini 
después de su salida del puerto, cuando las mercaderías han 
salido ya de su jurisdicción, seria .1 Juzgado Nacional quien co- 
iiofvría d 'loda- ellas ■ n primera instancia. 

Que la aplicaeior leí fallo de U Suprema Corte citado por 
la parte apodante, no es procedente en el caso Sub-fu dice, por- 
que en aquel han salido las mercaderías de la Aduana para la 
exportación, mientras que en este easo se considera impórta la 
la mercadería ponto existente en los depósitos. (Víase Fallos de 
la Suprema Corte, lomo 1^ série*2\ página 26X). 

I-i a cuanto al fondo de la cuestión, considerando: Que se trata 
de aplicar pena al hecho siguiente no negado por la parte ape- 
lunte y comprohado en autos, de qu« el buque c José Giberí » 
era el autorizado por el resguardo para llevar hasta Buenos Aires 
dos fardos de tabaco procedentes de * ¡ova; mientras quo los em- 
bareados en este punto son traídos por eNBto Paraná*, proce- 
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dnitcs de Montevideo con manili<slo ó uV micho para el pa-im-te 
t Ven un * . 

Por consiguiente, debe considerarse la mercadería come 
procedente del extranjero, porque no se lia prob ido la identidad 
de ios fardo*, ni que fueron los mismos untoi izados á llevar por 
el t José Gibert * á Buenos Aires. 

Considerando: que -egun el articulo l(k>5dc las ordenanza*, 
se pre sume coiim fraude toda falta di» n quniíus, toda falsa de- 
¡araeiou, ií tollo AecAo 7*1- dvsparhadtt fft fianza por las 
aduanas Ó <jite .*( pttsara deMiprrnhitto, pnnhtp'tn menos renta 
que la í/hi' leyííimamentc se atinóla. 

Que lu> introductores del tabaco por ti cilio Paraná» han 
dejad" vmeer < 1 plazo pse&erito por ' i inciso -i del artículo 
H47 <!<■ la> ordenanzas para -aliar e| error, si de error puede ca- 
liüearsoel lincho t>-í< i ¡do en el primer considerando. 

Por i^Las coi^idcracioní-.-í. y de acuerdo con los artículo 455, 
84:2, 8 ií IHíiy 11*58 de las Or li-nanzas de Aduana, concordan- 
tes con rl fallo apelado y dietameu uVal, ?,e continua la reso- 
lución apelad a lee ha ^2 de Octubre de y ampliada en No- 
t lemhre Ü ■!» 1 mi-nio ,ti\ \ liado • u esta s.ihi de audiencias en la 
i. cha arriba expresada. Notíl'íquese con «rl ordinal y rcpúutfan- 
«e las fojas* 

Üankl Goytta, 



VlS'IAb::L stcSim PROCORADOB GESEHAL 

Dueño» Air^, lupia ó LSif."». 

Suprema Corte; 

Escvidente} eitá reconocido además parios cunsiguatarnis 
del vapor t Hio l'arauá », que los dos fardo, en cuestión entra- 



|>K JISTICU NACIONAL 



ron tí este puerto, con procedencia de Montevideo, y sin consig- 
narse Di nn et manifiesta geoeral de car^a, ni en los parciales 

de despacho . 

La excepción opuesta s«ire piftcedejíéiá de (Joya en el vapor 
« Gibert >, y su trasbordo en el puerto de Montevideo, así como 
la identidad ron l"S que antes fui ron solicitad á despacho, no 
se ha demostrado p»r -Uiciimt- uto alguno, ni por otra prueba su- 
pletoria. 

A los hechos constante, seríau tal v« z aplicables laj disposi- 
, ion^ «le las ordenanzas que invoca el l'rocurmlor Fiscal, en 
>u vista de foja 25, pero un habiendo sidu por su parte recurri- 
da la resolución, pe sillo impone á la infracción la pena de do- 
Lies derechos pido á V. K. se sirva confirmar por sus funda- 
mentos el fallo recurrido de foja 34. 

Snftinmnti ktrr. 



llunin* Air-s, Abril :* ile 1&Í7. 

Vistos; D*' coMfor mirla l eon lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se continua, con oo 1 ia v al auto ap.la.ode 
foja treinta y cuatro. Repuestos l«s sello*, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ» — ABEL BAZAÜ* 
- — ILAlH e. TüKBKPiT. 
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Itivas yé&mpañia contra el Ferrocarril Central infantino, por 
entrega fleca -y ame ato y da /ios // perjuicios: sobre prescrip- 
ción. 

Sumario, — La acción sobre entrega Je cargamento, nacida 
de un contrito de ti ¡msporte lerp-sttv celebrada y i'oncluidn 
bajo el régimen del anticuo Código de l'oniercio, »e prescribe 
yor un año. 



Caso, — Lo . x plica el 



Fallo del Juez »>drrnt 

Rr^rio. Julio 11 .U> 1BÜ1. 

T vigto> : loa presentes iniciado^ ñor ]us señoras F. Kiva y 
compañía contra ra empresa del Ferrocarril Central Argenti- 
no, por Jan os y perjuicios. 

Resulta: \° íjue según la demanda de foja 5 y conocimien- 
to de foja i, los señores Hívas y compañía, en 26 de Febrero de 
1890, entregaron á la indicada empínala cantidad de duscien- 
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tos ó doscientos sesenta atados de flejes para ser transportado, 
á la estación San Juan, á consignación del señor Jesús Ten- 
rreíro. 

2" Que a la fecha de la demanda, es de-ir, en 30 uV Setiem- 
bre de 1895, dicha mercadería no había sido entregada todavía 
al mencionado consignatario de ella, señor Tenrreiro. 

3* Que en mérito de esta demora extraordinaria, que bacía 
presumir el extravío de la mercadería, m inicia por el actor la 
presente acción, en la que solicita que la empresa del Ferroca- 
rril Central Argentina le abone el valor de los efectos indica- 
dos que estima en la suma de mil pe*o S pidiendo animismo la 
indemnización de danos y perjuicios y pago de c*tas. 

*« Que en un otrosí del escrito de demanda, piden animismo 
los señores Uivaay rómpante se declare no estar el lo* obliga- 
dos al pago del Hete de las mercaderías enumeradas, eu vista de 
lo dispuesto por el artículo 188 del i 'ódigo de Comercio. 

5* Que dado el traslado d. la demanda, ésta se contesta á fo- 
fa 23 pidiendo su r. « haaocon costas, para lo ciufl se aduce la 
prescripción liberatoria contenida en el artículo 853 del dicho 
índigo de Comercio; observando esta parte.cn su alegato de bien 
pr-badn, que los actores so contradicen en la demanda y en las 
rM.neii.De* l«»Mtii é foja 29, respecto al número de bultos, ase- 
guramlo mus veces m esto* doscientos y otras dos. ientos se- 
senta f 

6° Que en el penúltimo párrafo del escrito de contestación á 
|a demanda, se manihesta pur la parte de la empresa d>d Ferro- 
carril, que la cuestión queda reducida á una de puro derecho. 

7" Que abierta la causa á prueba, sólose produce la de posi- 
ciones puestas por el actor á la empresa -lenunidada y que co- 
rren á fojas 29 y 30; y 

Considerando; V Que las partes están de acuerdo en cuanto 

á [os hechos que dan origen ála cuestión, con sólo la excep- 
ción que se deja consignada al l.nal del resultando quinto. 
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2° Que sólo rrata, así t considerar si <*n ó nti legal, y pi-r 
tanto aceptable, la prescripción liberatoria del artículo 85:4 nVI 
Código de Comercio que, como única excepción lia opuesto Ja 
Empre«*!i demandada al contestar I» acción en su contra dedu- 
cida, 

3 o Que el indicado artículo establece textualmente lo si- 
guiente: * 1- us acciones que se derivan del contrat o de fleta- 
menfose prescriben por el transcurso de un ano, contado desde 
la terminal-ion del viaje 

4* Que como se ve, dicho articule hace referencia sólo ¡t 
los emiratos de tletn- -ruto, deünidus claramente por el artícu- 
lo 1018 del fúdirode Comercio, cuando éste dice que : «Fleta- 
nieuto es el contrato de arre ndamiento de un fan¡ur cualquiera, 
para -I transporte de nier-aderías ó personas », de lo cual se des- 
prende evidente el lincho de que la toz ftetamentu no tiene en 
den 1 * lio comercial una sjgnilicacion genérica, comprensiva de 
totfos /os medios de Irumftvrte, smó sola y exclusivamente refe- 
ren te á Jo" buques, excluyéndose por ende á los ferrocarriles, 
'■orno Lo es el demandado, 

5 o Que siendo rato así, no puede caber «luda que la prescrip- 
ción iuvoi'ada por la Km presa demandada no tiene aplicad- n 
al caso sub-judiee, -I cual está regido por lo estatuido en los Kt* 
pícalos 844 y 846 y concordantes dtí igual Código, en mérito 
de no lia be," una disposición directa que modifique las reglas 
generales establecidos por Jos citados artículos. 

6" Que el reducido tiempo de un año determinado por el 
recordado articulo Hj3, al tratar éste de buques } ae explica ÍYi- 
cilmente <>n razón de] múltiple y variable derrotero que las na- 
v.-s tienen, praetkando sus viajes á cualquier rumbo adonde se 
les proporcione la conducción de un transporte cualquiera, ba- 
ciendo así por demás instable y Tapido su cstacicnarnicntn, * n 
un punto determinado para poder atender le* reclamos que pue- 
dan formulárseles sobre sus obligaciones; loquea la inversa su- 
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cede cotí loa ferrocarriles, que no tienen más ruta que ta per- 
manente y bien delerminudaue la, cabeceras de su línea férrea, 
encontrándose así esta otra dase He empresas, asequibles a 
recibir y atender cualquier reclamo en un lapso de tiempo mu- 
cho más dilatado. 

7- Que no siendo así, entónc.s, aceptable la úr.íea excep- 
ción -puesta por la empresa demandada, persisten las obli-n- 
cíonesque imponen ó ésta los artículo. 10*, 187 y 190 del Có- 
digo de Comer- id, 

8 tíueeiisle, en ,fertn, vaeiíaci n -1.* parte de los actores 
respecto al nimero f- bulto, entrégalos á ta empresa del Cen- 
tral Argentina no habiendo tampoco aquellos probado, como 
debieren hacerlo, cuál sea el verdad. ro valor de aquellos y el de 

los perjuicios sufridos. 

Por tanto, delinitirameute juzgando, fallo: haciendo logara 
la demanda, y declaro que la empresa del Ferrocarril Central 
Ar-entinoestá oMigadii á alionar á los actores* señores Feman- 
do Hivas y Compañía el ralor de los nejes cuya pérdida lia moti- 
vado esta . uesti-a y el de los perjuicios ocasionados por la uo 
entrega de esos bultos en tiempo oportuno, y cuyas dos sumas 
serán lijadas por lúa que, bajo de juramento, confiese la parte de 
los señores Fernando Hira< y Compañía, ser las que en justicia 
le correspondan percibir por las causas indicadas; declarándose, 
por último, que tosactores no deben Hete alguno a la Enipresa 
demandada, sin especial condenación en costas, por ser este el 
primer caso que sobre este puntóse ventila ante este Tribunal. 
Notifiques., con el original y repónganse los sellos. 



Escalera y /un ría. 
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Fallo *• I» Suprem» Curie 

Buenos Mía, Abril 3 ile WI. 

4. 

Vicios y considerando : Que según te expresa en la dcniauda 
y resulta 'le la carta de porte con aquella acom pan a-la, el con- 
trato para el transporte de atadas Üejcs, á que dicha carta se 
retíere, fué convenido imi veinte y seis de Febrero de mil ocho- 
cientos ooreiita, 

Que tratándose dr un transporta por ferrocarril, A contrato 
ha debido quedar ejecutado dentro del mes de Mam inmedia- 
to ^igui nte al de la fecha de la carta de porte, no pudiendo po- 
nerle en duda que durante el tiempo interine lio transcurrido 
entredichas techa», el ferrocarril ha iniciado y terminado va- 
rios viajes. 

Que, en consecuencia, taüfci p«>r razón de !a fecha del contra- 
to, como por la del término del viaje en que la marrad tría den i o 
ser transportada, con am*¿íu al artículo cíenlo setenta f nueve 
del I '"digo de Comercio aún no refórmalo, los hechos deque 
deriva la acción intentada han tenido lugar antes de la vigencia 
del Código reformado. 

Que la acción sobre entrega del cargamento, en lu fecha en 
que los hechos se produjeron, se prescribía por el término de 
un Tifio contado desde el día en qn acnb-'i <*l viaje, sin que al 
hablar de cargamento la ley hubiera hectn» diferencia entre los 
medios de transporte, quedando así todua comprendidos en la 
disposición general, que debe aplicarse general e* indistinta- 
mente. 

Que comí nzada la prescripción antes de la vigencia del Cúdi- 
£0 reformado, está sujeta á las leyes entonces en vigor, confir- 
me á lo dispuesto en el artículo cuatro mil cincuenta y uno del 
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Código Civil, desde que el caso no entra en la eicepci-n á es» 
ngla-iue, en favor de la prescripción, establece el mismo ar- 
tículo. 

Que es deber en el juez aplicar la ley pertinente, aunque las 
partes no la hubieren invocado, ó invocasen otras equivocada- 
mente, a los hechos que sirven de base i las acciones y excepcio- 
nes deducidas en la demanda y en la respuesta, ó en la oportu- 
nidad legal del juicio, en su t aso, 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tín.ln mil seis, inciso tercer-, del Código de Come reto vigen- 
te á la época del contrato, se declara proscripta la acción dedu- 
cida en la demanda de foja cinco, quedando, en consecuencia, 
revocada la sentencia apelada de fojt cincuenta y tres. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. Notifiques? original. 

BENJAMIN t'AZ. — ABEL BAZAS. — 
— OCTAVIO BlMGfc. — JUAS B. 
TOBHEHT. 



ÜOttDalmiro .Huyan, * nutra el Hamo liipotenmo dr la pro- 
vincia de tíñenos Aires ; sobre nulidad de venta 

Sumario,— i- Si los hechos alegados no son conducentes i 
modilicar el resultad» del pleito, la no recepción le la causa i 
prueba no cansa nulidad. 
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4" La Tfiita hecha p »r el ílanco Hipotecario, en virtud lie la- 
facultades que le acuerda su !f j orgánica J el contrato de 
préstamo, reconocidos y aceptad a* por el deudor hipotecario, 
« s válida, y no pu* ie ser tacha-la por éitede nula 

íVjv.i. — Resulta del 



Fallo del Jan Federal 

Li Vlf'x. Junio 17 ti- l!»í 

V vistos; los seguidos po! don Daltuiro Magan contra ei Bañ- 
en Hipotecario d** L» í'n>vineia. M-bre nulidad de «na ratita y de- 
tná-i en flirts deducid*'!;. 

Y resaltando : 1 Qu" en 10 de Mayo d" 1SIÍ2 se preson- 
: . por intermedio de apoderado, ante este Juzgad», d^n l>al- 
nn-u Maga» interpon]- ndo d- mau la sobre nulidad de una ren- 
ta, contra el citado Banco Hipotecario, y fundando la compe- 
tencia de este tribunal, en el htbo Úe la distinta vecindad de 
!as parte- (v. f. 1 1. p-.irrafo 12' ). 

2" Qui fundand la acción deducida, solicita se declare en 
definitiva, nula y de ningún valor la venta que el ya menemna- 
d ' i stablccimi' nto bancario ba realizado de una propi-d.il de 
pertenencia del actor, situada en ista provincia, todo cun ta- 
pe ial conde nación en costil» da ñus y perjuicios (v, f. "2. pár ra- 
lo 1 

2 '.Jue haciendo la referen ia de h^eLos. niauiüt^ta: a babel 
hipotecado al Banco, en Junio de 1889, una propiedad ubicada 
en el partido de Navarro, á inmediaciones de la estación Las 
lleras, y la que linda por el norte con Poggio hermanos, al sud- 
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oeste con La testa mentaría de Miranda, ai sudn-t con los here- 
dederos de Serigt-n. v al nordeste con Zamudio y herederos de 
Alvnrez; compacta de una soperfosie de cuatroci atas ochenta 
y do* hectáreas eiueu áreas y noventa CéntíáraBa. La < Están- 
cela, está alambrada y dividida wi tres potreros n cincuenta 
cuadras alfaidas, con montes de importancia y algunos edifi- 
cios, i» La hipoteca se cwstitttjfpoi la suma de cincuenta mil 
pesos oro ea cédulas de la série A, en las tundiciones de emi- 
3 n de di h i^ cédulas y en ta ordinaria de toa préstamos que 
bacía *1 dicho establecimiento (t, t 2 ruetta, párrafo 1, pun- 
to *S que hendió el servios del préstamo durante más de un 
año", Ua.ta que el «ro subió a doscientos quince por cunto, en 
que] no pudiendo soportar ta difer. nein,dejódebaner els rvi. io. 
Agregando que no fu- molestado por mucho tiempo, ni reque- 
rírsele el del servicio atrasado, lo que eñdencia la nula 
administración del Banco, que Dü se Baldaba de «i B ir el pajo 
desús deudores, n Que habiendo Üegado por extraño cuuduc- 
l.. a su cono-amento, la ventad* su campo, presentó al estable- 
cimiento baneario una protesta fundada en las irregularidad 
des que anulaban el remate, pídi*&d W des*proMCÍOn, 1" : " 
su queja no fué atendi ó y el i.maie fué nprnua lo. ordenándole 
la escrituración (»¿ f 3, párrafos fcj 3), 

40 Que ocupándose de las mejoras del est ibl-eimieuto c La 
Estaniuela», manifiesta: haber hedió las mejoras que enume- 
rar., desde que recibi ó el préstamo, eii edllkieS ha invertido 
una ¡urna de mi me no, de cuarenta mil p tos moneda nacional; 
ha alfalfado cincuenta cuadras más, teniendo en su época dea 
CUB ras de alfalfa; que el arrendamiento de «La EsUniuek . 
estaba estipulado por coutral u público, en tres mil pe^s mo- 
neda nación..! anuales. e,tiwándo>e su valor por uo mem-s de 
sesenta mü pe,os. que darían un interés de cinco por ciento so- 
bre lo.caupos; y que. noob.taute e.to, ese campo lia sido Ven- 
dido en veinte mil pes» (V. f . 4 vuelta, párrafo 4 o ). 
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5" Que ocupándose del error de : úmero en el ar. unció, debe 
manifestar: a) que el Banco no ha tenido derecho para preceder 
á la venta de su propiedad: h que ella se ha anunciado ocultando 
l is condicione* en que encontraba e! establecimi" nto y cons- 
t iban en la hipoteca, y la* transformaciones y mejoras que pos- 
teriormente había recibido; e) que un establecimiento agríco- 
la, con galpones magníficos, potreros de cien cuadras de alfal- 
fa, arbole-las do má de veinte años, alambrado toó**, ha si Jo 
anunciado en esta forma: — ;iquíla part-' tr ins ribe textual- 
mente el aviso de remate — < v. f. 27); a que él Banco no ha 
indicado siqui* ra la arboleda, H pastoreo alfalfado, la edifica- 
ción, !o qm« producía uu.i rent . muy buena, lo que importa una 
ocultación maliciosa, para que el establecimiento fuera adqui- 
rido por esos terceros que ocultany guardan el nombre del pode- 
roso comprador; n que. sin embargo, no se atreve á sostener 
lo dicho» en vista de la equivocación ÚA número de la hiputte.i, 
que en vea de ser diez mil quinientos ciñen en ta y tres, como di- 
ce el anuncio, es diez mil trescientos cinounta y tres (v. f . 5, 
párrafo 5). 

(S° Que entrando ni Lis con>i leraciones de derecho, díce : «La 
ley de 25 de Nori -inbre de 1871 f que creó el Baueo Hipoteea- 
río, dispuso en el artículo 28, que et Rauco está facultado pura 
eligir ei pago íntegro del capital, cuando el deudor no huid- re 
cumplido con la obliga" ion de abonar las amortizaciones é inte- 
reses en un trimestre ó semestre; y por el artículo 29, para que 
proceda á la venta d»l bien hipotecado, ya sea citrajudieiairaen- 
te, sin forma de juicio, ya en remate público»: y agrega el actor: 
*pero como w trata de una obligación contraída por el deud< r. 
ea personal, garantizada con "1 derecho real de hipoteca, debe 
naturalmente preceder la intimarían de pago al deudor, y en ea- 
m> de no hacerlo, verificar lávenla le la cosa. V como el Banco 
no ha procedido a^í f comete un verdadero despajo». 

7" Que el Banco ha faltado á su c irta orgánica que le precep- 
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túa, para exigir el pago, el deber de exigir el reintegro total 
la deuda y así la ley expresa que el llanto tendrá derecho para 
exigir y m P»f» e-obrarse ejecutando la propiedad, sin previa- 
mentí- haber exigido SU pago (v. 1.6, párrafo 6 B ). 

Que en el párrafo 7 o estudia los caracteres de la hipotec a, 
citando el artículo 3108 del Código '.'mi y ordenando las di- 
mitientes conclusiones : Que debe existir era», condición previ» 
un crédito: que debe garantizarlo; que d< be ser sobre inmue- 
ble; que IOS inmuebles deben continuar en poder del deudor; y, 
finalmente, que se concede un derecha real sobre la cosa, para 
ejecutarla, ai no abonase el deudor, 

9> Que si se recurre desde el artículo 31 10 hasta el 3157 del 
Código Civil, se comprende que el deudor, al conceder hipoteca 
sobre su finen, ha conservado id ejercicio de todas las facultades 
inherentes al derecho de propiedad, con la única limitación de 
no disminuir el inmueble; y así, si resultare lo contrario de In 
legislado por la nación, se tendrá que la provincia no ha podi- 
do moiüticar el principia entrañado por la ley civil. 

10" Que continuando la discusión, se citntambi-n el articulo 
31 55 del Códig.. Civil, sobre si el crédito estuviere sometido á 
una eoudicion resolutiva, el acreedor puede pedir una coloca- 
ron actual, el- í. Y como la hipoteca no priva de ninguna de las 
facultades inherentes al derecho de propiedad que conserva el 
deador, la ley no ha tenido necesidad de una disposición como 
la del artículo 3222, dee lar and i nula toda eláusulaque autorice 
al acreedor á apropiarse de la prenda ó disponer de ella, fuera 
d c los modos establecidos, y qu-- son : el quedarse con la pren- 
da previa intimación que se haga al tiempo del vencimiento de 
la deuda, á pedir qu" se haga la venta en remate público, con ci- 
tación del deudor: artículos 3223 y 322 1 del Códi-oCivil (v. rV 
ja 7 vuelta), 

H" Que termina su argura^n* icion, sosteniendo: que la ley 
de 1871 ereamto el Banco Hipotecario y conce liéndole faculta- 
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des que se le uie^an por el Código Civil, como «largando él pla- 
zo de diez años, señalado por vi artículo 3151, n - tiene electo; 
v él Banco Bfl encontrará con que no tiene hipoteca pasados les 
áUt ifio-i, si no solicita del Cuiigreso una ley especial ív. f. 7 
vuelta). 

Que en el párrafo N* entra á estudiar la incon-titucionalidad 
de a ley Je creación del Bau n Hipotecario, ' Han lo ai respecto 
,-l artículo 17. Ir la Constitución Nacional, tos ar líenlo 9 L 2i , HT2, 
2232 y S965 del Cúdigo Civil, para concluir gue el rontratu 
<jue autoriza al acreedor á vender la cosa hipot -cada, particu- 
larmente ó en remate público, m una l y qu* altera por su base 
A pn*c- ¡uniente establecido é instituido para defensa y garan- 
tía d- los di -reeliaü particulares, cuja renuncia no se puede ha- 
cer, y que hecha, no time valor alguno (v. f. 9 vuelta). 

hJ Qu- explicando la manera cómo el I lauco ha procedido á 
la venta del bien hipotecado, dice: ha vendido por cin<-ti<*iita mil 
cédulas de la aérie A oro, que reconoce como tíravatuen \ que 
se cotizan actualmente al doce por ciento, loque importa La su- 
ma de seis mil petos oro, qitt€ al tipo de trescientos treinta por 
CÍénto, hacen veinte y dos mil doscientos pe-o>.nna eo> i q u f* V I- 
le setenta uñí peso-i, ha -ido arrojada p »r la t-reen parte (v. 
f. II, párraio 1Q >. 

13* Que dándole por acreditada la competeie-iu deU uzeado, 
se dió traslado de la demanda al Banco, haciéndo-ele presente 
la petición del actor sobre susp-n-iou de la escrituración por 
ahora. 

li Que evacuando el Banco el traslado de la demanda (v. 
f. 1 T>> solicitó del Juzgad-» se impusiese al actor perpetuo silen- 
cio y el pa^'o de tas costa* procesales, á cuyo efecto ftinda su 
derecho en los hechos y derecho que expone, 

15- fileno es extraño haya II -gado el Hinco al olado fi- 
nanciero que se describe, si ha de agriarse a" mi mala ad minia* 
tracioi anterior, á sus deudores, que no sólo dejan de cumplir 
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sus compromiso* miiú qutí tratan «I- trabar su marcha ■ aciual 
c.m demandas como la pres-ute. Que el actor dejó de cumplir 
los compromisos que había contraído al constituirse deudor del 
Iianco. y el Directorio del mismo, procediendo de estricto 
Huelgo con la lev que ri^' la existencia del nstableciiuiento, 
vendió en pública subasta el bi«n hipotecado (v. f .15 vuelta). 

1(¡ i jtie referente al error de! número de la hipóte- a, no le 
ha obs-rvadu, pero que «n manara alguien afecta ó vtcia la na- 
turaleza del acto para producir su nulidad. Kl bien |i*e se ven- 
dióestaba designado con toda claridad y no fuera posible |ue el 
error en una publieaífott, ffottfg el número hipotecario, haya 
producido confusión á los lieitadores ¿ al deudor. 

17 ' Oijh en cuanto á láa m-'jnra* deqtie se ocupa el actor, son 
compktamente ignoradas pon 1 Banco, hasta ahora. Ha pro- 
cedido, todo, de a< uerdoeou los datos que tenía m su poder, 
los contenidos en la escritura de propiedad y en la hipoteca y 
no hay ley alguna que >e obligufl á conocer otros (r. f. Í(ít. 

18' Que el gobierno de la ptotliieia de Buenos Aires tiene 
la facultad .^elusiva de legislar sobre si¡ IUiic» Hipotecario, en 
mérito del pacto deH ile Noviembre de 1859. ijue, porconsi- 
guienic. las di-posiciones de la carta orgánica de ese estable- 
cimiento, no están en contra dicción con el Código Civil, pues 
son legislaciones diversas, aplicables a casos distintos. 

íé* Que interpreta mal, el actor, la disposición constitucio- 
nal |uf#ffpne t quenadi. -puede ser privado de su propiedad 
sm previa sentencia; pies olvida que los derechos se modifican 
por los contratos que las partes formulan . 

20' Que el órden público no sufre porque los contratantes 
hayan resuelto que el acreedor pueda vender la propiedad hi- 
potecada, si no es satisfecho de su crédito en un plazo d-termi- 
i) ado. 

21" Que igualmente interpreta mal el demandante el articu- 
lo 28 de la ley de 25 de Noviembre de 1871 , pues ese artículo 

T. IXTIl lÍ 
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no impone la obligación de intimar pieriamente el pago *¡ 
deudor. 

->2" Queabicrtalucausa aprueba y producida la que expri- 
„ el certiücado del Secretario (t. f - 103), romo igualmente co- 
rrido los demás trámite de ley, se llamoasfcS para deiinitiva, 
y lia llegado el momento de dictar sentencia. 

Y c ,nsid..n»t*do: i* Que no es acept ible la causal de nulidad 
del remate proveniente del error de! número b i putecar n, 
anunciado en el aviso do ventad ¡m™ el error 1,0 ***** 
justificado; y 6> porque, dado existiera, él no podría viciar 
aquel acto, porque ninguna inlluneia tendría sobre el mismo. 
S i la ubicado», ext. ^ieu y linderos del terreno a Tender*, es- 
taba anunciad, con esartitud, ello bastaba para la debida in- 
dicación de la cosa, de cuya enajenación se trataba y para que 
lo> interesados en su compra concurrieran al remate, 

S- Que el número hipotecario del préstamo, sólo es conocido 
por el l tunco y el deud-u ; por consiguiente, su inserción en el 
aviso de venta, ninguna indicación útil puede proporcionar a los 
interesados en tomar parte en la licitación, ello es secundaria 
y del régimen interno del establecimiento. 

3- Que tan es del régimen interno el uso del número en la 
hipoteca, y no afecta al vínculo de derecho entre el deudor y .1 
prestamista mismo, que la .opresión de su enunciación tampo- 
co importaría afectar e! raimen del emirato; en una palabra 
U importancia n ue se trata de atribuir al número hipotecaria, 
tendría la misma inüuencia que la supresión en el anuncio de 
remate del nombre del propietario ó del cambio de una letra en 
el apellido de éste, no haría ello en manera alguna á la nulidad 
6 interrumpiría dicazmente las relaciones jurídicas cutre el 
vendedor 6 propietario, y el comprador; si ese error eiiste, no 
desvincula en manera alguna al vendedor de las obligaciones 
contraídas con el comprador, ni menos al mandatario da las que 
le impone la ley con el mandante. 
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4" Que tampoco es causal bastante de nulidad, el hecho de 
no haberse anunciado en los avisos de remate las mejoras in- 
terioras, verificadas pura y exclusivamente por el hipotecario en 
el inmueble hipotecado, tanto jorque el establecimiento no te- 
nía el deber de conocerlas, cuanto porque de hecho no las t ono- 
cía, como el mismo actor lo eonürma en ta pregunta décima de 
las posiciones (v, f. 35). 

5" Que el mayor valor que la propiedad pudo haber tomado, 
después -leí contrato de hipoteca, ú causa de las mejoras indica- 
das, tampoco puede influir en nada sóbrela nulidad demandada, 
desde que habiéndose sacado á remate e! terreno, todos les in- 
teresados han podido hacer postoras y obtenerse de esta mane- 
ra el mayor precio posible. 

b° Que el Banco, en cumplimiento de sn deber, ordena la ven- 
ta de las propiedades que no hacen (o* servicios reglamentarios, 
y B ies* acto se realiza en condiciones desventajosas para el 
deudor, ello de ninguna manera le es imputable; y más, cuando 
se ha sujetado estrictamente A la ley, contrato que le rige. 

V Que el Unico no tiene el deber de hacer intimaciones pre- 
vias al deudor antes de proceder al Témate, pues la ley no se 
lo impone; antes por el contrario, el artículo 29 de su carta or- 
gánica, terminantemente preceptúa que proceda forzosamente al 
remate, en caso de no verificarse los servicios. 

8 o Que el artículo 28 de la ya mencionada carta orgánica, in- 
vocado por el actor, uo importa otra cosa que facultar al esta- 
blecimiento bancario para alterar los términos del contrato, 
exigiendo inmediatamente la chancelación de la deuda en el ac- 
tual estado, lo que, por cierto, no signilka obligación de hacer 
intimaciones de pago, antes de proceder al remate. 

9" Que ' i inconstitucioualidad que se alega de la carta orgá- 
nica, como opuesta al Código Civil, en cuanto admite un térmi- 
no mayor parala hipoteca que el que dicho código establece, no 
puede ser tomada en consideración en el presente caso, dadoque 
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la hipoteca do que se trata, se constituyó en 1889 y la venta 
[lor falta de pago tuvo lugar en 1892, no bebiendo, por lo tüii- 
to, pábulo el referido termino de diez años. 

10" Que, por otra partí*, -i bien el artículo 3151 del Código 
Citfú limita ú diez año* el derecho del aereiOtM sobre el in- 
mueble hipotecado, eliose refiere solamente a! privilegia de éste 
respecto á tercero y de ninguna manera impide que el deudor 
pueda facultar al acreedor para que en cualquier tiempo ena- 
jene d bien raíz en que se constituyó el gravamen y se pague 
con el producido de ia venta. 

M" One la facultad acordada por el deudor ai Banco para 
enajena* el bien hipotecado, no puede considerarse "puesta i la 
gartmtiaeottstitnpional, segnn taque nadie puede ser privado 
de su propiedad sinfieii virtud de sentencia fundada en ley. 
Ksia garantía tiene por objeto asegurar la propiedad en poder 
ile sai dueño catando él la quiere conservar. 

12" Que es de untar, que si voluntariamente el propietario de 
un bien raiz, lo donajo vende, y aún tu destruye, como puede 
Jiaci-rlo, según los designios de su libre albedrío. seguramente 
no piactica un acto contrario a la ley fundamental; ejercita 
pura y exclusivamente un derecho propio: disponer de sus bie- 
nes; se ti ata del ejercicio de un derecho que la ley ampara, pe- 
r.» * uvo aban-i "Uu no imprde. 

13" Que la tib> rtad y la vida, á que el actor se refiere, *on 
en verdad, derechos i n enajenables, no así la [impiedad; por 
KtiDsi guien te. si bien serían nulas y sin ningún efecto las con- 
venciones snbre aquellos, pueden válidamente hacerse las que 
se quieran, siempre que no estén expresamente prohibidas, so- 
bre la propiedad, y ( en tal caso, tales convenciones tienen la 
misma autoridad de la ley, seguu el precepto del articulo 1197 
del Código Civil. 

[A" Que oteo tanto pu de decirse respecto á la facultad 
acordada al líanco Hipotecario pata proceder á la venta, sin ne- 
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cesidad de ocurrir á los tribunales: rige para elle* siempre, y 
en todo infante, la ley-contrato. 

15* Que respecto á la observación de que ta b i pateca debe di* 
se, ».gun 0] artículo 3108 del (tfftro Civil, en a. puridad de na 
eiMito en dinero, puede contestarse *atisfacloriument. % dicten- 
do: que en efecto, el deudor queda obligado por el contrato de 
préstamo ■ oii el Banco A devolver en dinero la suma que recibe 

cédalas (v, art. 1 1 de la carta orgánica). Así, puei, ta hi- 
poteca constituida lo es en garantía de un crédito en dinero y 
queda con ello celebrado el contrato, con arreglo y dentro de las 
prescripciones y doctrina encuarlrada por el artículo 3108 ci- 
tado. 

Poj las consideraciones «puesta* y demás concordante* 
.puntadas por el doman-lado en los escritos que anteceden, fa- 
] U ,: desechando la acciun de nulidad deducida por don Daltn.ro 
Mugan contra el Banco Hipotecario de la provincia de Buenos 
Aires é imponiendo al reverto perpétuo siloneio; y todo, con 
esfecía] condenación en costas. 

Xotifiquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias f repónganse Us fojas. 

Mariano S. de Aurrccnechca. 



rail» de I» S*u|ir»iii» Corie 

Buenos Aires, Abril 5 do 1897 

Vistos : Considerando en cuanto al recurso de nulidad : Que 
mal puédela parte de Hagan invocar á .se objet- el heob, de 
haberse excusado el Juez para el conocimiento de la causa, des- 
de qae es cierto que con su asentimiento resolvió dicho juei 
reasumir la jurisdicción que ejercía, y después de tal consen- 
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timicnto fué que recién si* pronunció la sentencia recurriría. 

Que los hedios fundamentales que deben servir pura la reso- 
lución de la causa, están debidamente comprobados, de manera 
que es innecesaria la producción de pruebas, que aúu produci- 
das no podrían inodilioar el resultado lina) riel pleito, cuino se 
demuestra por las consideraciones de la sentencia apelada» que 
admitiendo en hipótesis las afirmaciones del actor, establece 
la iusabsistencia de las conclusiones á que éste quiere llegar, 
haciendo al efecto mérito de los principios legales pertinentes. 

Que no es exacto que el Juez no haya invocado los principios 
y disposiciones de derecho que reglan el caso. 

Tor esto, y ron arreglo á lo (dispuesto en el artículo doscien- 
tas treinta y tres de la ley <ie procedimientos, no se hace lugar 
sí dicho recurso. 

Y considerando en cuanto al de apelación : Que el presentí' 
caso está regido por la ley de la provincia de Buenos Aires, que 
creó y organizo su Banco Hipotecario. 

Que el demandante, por acto voluntario y en el ejercicio de 
su capacidad legal, ha aceptado las oh libaciones y convenido en 
reconocer en el Banco los derechos establecidos en la citada ley 
orgánica, sometiéndose así A una regla que tiene para las partes 
la fm rza de ley, según lo preceptúa el artículo mil ciento no- 
venta y siete del Código Civil, invocado en la sentencia del In- 
ferior. 

Que las mejoras que el actor afirma haber realizado en el in- 
mueble hipotecado, lo han dejado, sin embargo, sustancialmen- 
te el mismu; de suerte que no ha habido error esencial de par- 
te del Banco, al enajenarlo, lo que se prueba, además, por la ac- 
titud del Directorio del Establecimiento, que sostiene la validez 
de ta enajenación. 

Que el Banco al enajenar la cosa de que se trata en este jui- 
cio, ha ejercido una facultad acordada por el demandante y ha 
obrado de conformidad con su ley orgánica. 
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Q M además, el articulo sesenta y nueve de I» le, orgánica 

<li ; i " ,Be tf S5SSSÍ 

cro ,moÍM podrán autorWt la es.stc.cia de b>nc°s h.po ec. 
"^edades situadas dentro de sus respectivos 

"t, estos nt*rá I * * l » se " Un0Í " «ffáSf 
Joto coaren,., -ve, . continua ésto, con -ta, B pu- 
2 to -rilo., devu-dvanse, podiendo notificarse con el orinal. 

BESJAHIS PAZ. - OCTAVIO lW¡l. 
_ JUAN E. TO»»WT. 



CAUHA LX 



El doctor don Marcelino Freiré, comra don Eduardo l'asso, por 
„,bro de daños y perjuicio*; sobre compelocux 

Senario. - Si la petición de revocatoria de nn .oto. impor- 
ta ,lecir de incompetencia del ju.gado por canea eupervm.ente. 
el Inferior debe previamente pronunciarse sobre ella. 

| 

C «o. - Acusado y decretada la rebeldía á instancia del pro- 
ejado; de don Eduardo Paseo, que habi. fa.leodo durante .1 
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■ 

juicio, la parte de Freír." pidió revocatoria, alegando quu por la 
muerte de PfiMé, su procurador había cesado en su personería 
y uoptido acusar rebeldía, y que los autos «¡ebían s, r pasados 
al juez de la sucesión. 



Fallo del Ju» Federal 

liapno- Aires, Junio 18 de 1895. 

Y vistos: I'or los fundamentos Jet escrito ríe foja . . , revóca- 
se por contrario imperio ti auto de foja . . . dejándose sin ef ce- 
lo ta reluldía decretada, y e» su consecuencia, intímese conten- 
te el demandante el traslado pendiente dentro del término de 
ley. 

Juan del Vampilh. 



Fallo de la Suprema» Corle 

Bül'ijoí Aire», \bú\ G de 1897. 

Vistos : Importando la petición contenida en el escrito de 
foja cien decir de incompetencia del Juzgado por causa su- 
perviniente, sóbrelo cual el Inferior ba debido pronunciarse 
previamente, con arreglo á la doctrina que surge del artículo 
ochenta y tres de la ley de procedimientos, devuélvanse á dicho 
efecto. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BONGC. — JUAN E. 
TORHENT. 

1 



Criminal contra don Angel Eclnytm'n. ¡mr infracttM ú H 
iúbfé latería nacional; sabrr deslruemn de tnltctes de lotc- 



rins exirañas. 



Sumario. — La destrucción de billetes de loterías extrañas, 
ordenada por sentencias válidas «le Los tribunales locales Ínter- 
petando y aplicando la le\ de la materia, no es violatoria de 
ninguna garantía constitucional. 

f us0t _ fy la causa seguida contra Echegureti, por infrac- 
ción á la ley de lotería, el Juez Correccional sobreseyó detini- 
tivamente, ordenando la destrucción de los billetes secuestrados 
al procesado, Kste apeló de esa parte de la sentencia. 



SENTENCIA OE LA CAMARA 1>E APELACIONES EN LO CRIMINAL 



Buenos Aire*, Agobio 2S üt? 



Ynstos: La ley 3313 prohibe la introducción y venta de 
todaotra lotería, en la Capital y territorios nacionales que no 
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sea la de Beneficencia Nacional (art. 9) f entre una de sus san- 
cione^ prescribe, en su artículo 13, que los billetes suráu deco- 
misados y destruidos en el mismo día del secuestro, haciéndose 
constar el hecho en la forma que el misino prescribe. E] auto de 
foja 38 sobresee definí tifamente en esta causa respecto á Eche- 
gttfén, pero manda inutilizar los billetes que se te secuestraron 
y de esta purte de dicho auto ha apelado el defensor de aquél, 
sosteniendo en el informe in roce ante esta Cámara, que la 
sanción recordada es contraria á la garantía consagrada * n el 
Ktículo 18 de la Constitución Nacional. 

Desde luego ocurre nbservar que el pronunciamiento del Juez 
se funda en la ley, y ha sido dictado mediando juicio previo; y 
por consiguiente, que ios requisitos exigidos* en el artículo cita- 
do han sido llenados ; pero aun cuando así no fuera, siendo pTo- 
hibida Ja introducción y tenia de los billetes de lotería secues- 
trados, y no desconociéndose la constitttcionalidad de esa pro- 
tiibiciun, no puede desconocerse la de la sanción mencionada, 
ni buscar la protección de la autoridad para garantir la propi* 1 - 
ilad ó posesión de una cosa ilícita, pues la misma Constitución 
al garantir la libertad de comercio é industria, sólo se reíierc á 
las que sean lícitas, conforme á las leyes que reglamenten su 
ejercicio. 

Por ello, se confirma el auto de foja 38 enlaparte apelada, y 
devuélvanse. 

Esteres. — García. — Pérez. ~ 
Lopes Cahanillas. — Saave- 
tira. 



Ante mí: 



Luís S. Miaga, 
Secretario, 
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VISTA l>EL SESüB PttOCÜRAüOtt CEHÉBAL 



Buenos Aires, Didembra üde 

Suprema Curte: 

El recurso concedida para ante V. E.,por auto de foja 47 
vuelta, lo ha sido legalmente, pues se reliere á la resolución de 
foja 45, que declara inaplicables al caso las garantías invocadas 
de la Constitución nacional. 

Considero aquella resolución plenamente justificada ante los 
mis; ¡HM leitos coostitueionales invocados paia impugnarla, 
pues el dert-cho al ejercicio de cualquier industria, está sujeto, 
según su artículo 14, á las leyes reglamentarias; la propiedad 
puede ser vulnerada en virtud de sentencia fundada en lej, se- 
gún el artículo 17; y la supresión de confiscación de bienes no 
excluye la destrucción de aquellos, que, cerno los billetes de lo- 
tería, los de banco falsificados y todos los que entrañan la per- 
petración de un delito, constituyen el cuerpo de ese delito, ó el 
instrumento utilizado para su ejecución. 

Por ello, pienso que ha sido bien concedido el recurso para 
anteV. E.[ pereque la resolución recurrida, no esta afectada 
de inoonstitucionalidad; por lo que pido a V. E. se sirva confir- 
marla. 

Sabiniano Kier. 



Buenos Aires, Abril 6 de 1897. 



VUt<>s y considerando: Que con la debida audiencia y trami- 
tación correspondiente, los jueces do la Capital en primera y se- 
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gunda instancia, han declarado que deben ser destruidos los 
billete» de lotería a que esta causa se refiere. 

Que al hacerlo, lian interpretad.* y aplicado, según su propio 
criterio, la ley número tres mil trescientos trece y los princi- 
pios generales de derecho, sobn* lo que, dad>* el recurso inter- 
puesto, esta ¡Suprema Corte no está llamada á pronunciarse. 

Que, en tul caso, es « vidente que no se lia violado el artículo 
diez y siete de la Constitución Nacional que, al garantir la 
[■ropiedad, no niega ta legitimidad de las sentencias judiciales 
pronunciadas en caso de litigio. 

Que tampoco pueden estar afectados los derechos que el ar- 
tículo catorce de la citada Constitución asegura á los habitan- 
tes de la República, pues que esos derechos, en lo que al ejerci- 
cio de industria se refiere, sólo comprenden el de trabajar y 
ejercer las industrias lícitas, en euyo número no entra la intro- 
ducción y espendio de billetes de lotería no autorizados por la 
ley de la materia, y que -sgun ésta se declaran actos reproba- 
dos y punibles. 

Por esto, de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador general y teniendo además en consideración 
que la abolición de la confiscación, no importa en modo alguno, 
sustraer de la acción de los poderes públicos los instrumentos 
del delito, se declara no haber lugar al recurso deducido. De- 
Tuélvanse. 

DGNJAHIK PAZ. — AHBL HAZAS . - 
OCTAVIO BUWCE. — JUAN E. TO- 
RHENT. 



i AI NA BiXII 



Elttanm de hrarttmtQHtradon Éfatnw Arredondo, 

cjtrutivo de pesos; sobro deneyavion do «¡¡elación 



Sumario, — El auto de solverlo es inapelable. 



Caso. — Lo explica el 



Buenos Airos, Abril H de 1*97. 

Vutos y vistos: Considerando ue el auto de foja treinta y 
cinco que resuelle la eieepeion de incompetencia opuesta por el 
demandado, no na etfo apelad», quedando en consecuencia aje- 
no ese punto al recurso de hecho Redundo. 

Que lo 68 también lo mandado en el auto de foja diez y ocho 
subre la entrega al demandante de la suma á que se refiere la 
tercera petición del escrito de foja diesy seis, pues que en mé- 
rito de la reconsideración pedida, el citado auto de foja treinta 
y cinco dispone la suspensión de la entrega ordenada. 
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Que, por to tanto, la apelación denegada se refiere soto al au- 
to de solvento de foja diez y siete vuelta y al de foja veinte y 
unaque manda librar el oficio respectivo para que se pongan á 
disposición del Juzgado los dineros depositados ante el Juez de 
Paz y como pertenecientes á este juilio. 

Que es de derecho expreso que el auto de solvendo no es ape- 
lable por el ejecutado, con arreglo al artículo trescientos de la 
h-y de procedimientos, 

(Jue .*¡ auto de foja veintiuna no causa gravamen al reott* 
rreute. 

P<*r esto, se declara bien denegado el recurro. Agregúense es- 
tas actuaciones al espediente remitido cnmn informe, y devuél- 
vase, Rep rvgase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHELA . 
— JUAH E. TIIHUENT, 



CALMA IVIII 



Don Honorio Aceredo contra don Adolfo (¡riimbein, por cobro 

de pmos; sobre prueba* 

Sumario. — No pudiendo apreciarse sin prejuzgarniento, >i 
una carta dirigida á tercero, que aparece vincularse con el ne- 
gocio en litigio, importa un mandato ú otro acto jurídico eu el 
interés del destÍDatario, ó de quien la presente en juicio, debe 
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ordenarse s,. «ÉeHoüttitl*». sinpetjaic.o .le apreciarse en 1* 
senteüáadellnitivasu pertinencia 6 impertinencia. 

Gfl ». - Estando la causa recibía * prueba, la parte de 
Grñmbein solicitó diverjas diligencia,, entre ella» el Ci- 
miento de cartas que ***** - «-««« '* <,l " nÍn " a ' 
gidas ¡wreldemuiidadoádon Carlos SI- Sehwritíer. 

ralla acl in> »>■«»< 

Bunios *ire>. Mam SO* im - 

En todo, con.» -e pide; designándose la audiencia del dia 46 
del corriente a las do» de la tarde 4 efecto del reconoam.eut. 
d« firmas solicitado y absolución de un pliego de pospones. 

Provee el infrascrito por autoriiacion superior. 

CampiUo, 

El demandado dedujo los .ocursos de rerocatoria , apelación 
en subS idio, fundado en el articulo 1036 de. C6d,g. Gm». 

Auto -el Fe**™» 

Iludios Aires, Setiembre 1* de lt»¡. 

Y ,istos : el pedido de desglose hecho por el señor Aceredc 
„, las cartas acompañadas por Grümbein y recurso de apela- 
ción en subsidio ¡nterpnestoj y 

Considerando: Que dicha petición no debe por hoy ser acor- 
dada, desde q.e la parte demandad., en sn escrito de opos.c.nn 
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daá dichos documentos un alcance y significación especial hul' 
i orrespou tc ni Juzgado resolver sobre su ve r<Í mi ero sentí (lo y 
carácter probatorio atribuido, resolución que no puede pronun- 
ciar « o el estado del procedimiento sinú at tiempo de su senten- 
cia definitiva, época única para apreciar el grado de procedencia 
y mérito «le las pruebas. 

Por ello, no se Uaee lugar a la revocatoria solicitada, sin 
castas, ^or 110 encontrar el Juzgada mérito bastante pura su 
imposición, dad;i la naturaleza de la peticiui. ln-eha; y se conce- 
de el recurso de apelación subsidiarMiiieute deducido p;ira ante 
la Suprema Corté, doudv se elevarán los autos en la forma de 
estilo. Repóngase el papel, 

Ayustin (Ir diñar rain. 

tullo de l« Mu[irrma forte 

Ji nuiios Aires, Abril 8 de t80í. 

Vistos y considerando: Que los hechos y defensas expuestos 
eu la i. Hites tac ion a la demanda, no permiten apreciar, sin pre- 
juigamtento, si la carta de cuyo reconocí miento se trata impor- 
ta ó no la constitución de un mandato, ó un otrn acto jurídico 
••o interés del destinatario y del tercero que la ha presentado, 

Que en tal caso es conforme á l¡is re-las del procedimiento 
reservar parala definitiva laaprecíacion de la pertine ncia ú im- 
pertinencia de dicha carta, la que, prima facic, parece vincular- 
se con él negocio en litigio. 

Por esto, se confirma, con costas, el ¡tutu de foja cuarenta y 
seis vuelta, en la parte apelada. Repuestos los sellos, devuél- 
vanle, 

UE3JAHIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZA». — OCTAVIO BU RGB. 
— JUAB fc. TORREHY. 



Ei factor Ho» Justo Vareos, tutor de la menor lanny delajhz, - 
contra don Felipe de la Hoz, por cobro de pesos y alimentos : 
sobre competencia. 



Sumario, — 1" Cuando la excepción de competencia de la 
justicia federal se reebazaen concepto de no poder hacer u^oya 
de ese privilegio, el auto que la niega debe tenerse por definiti- 
vo, y es apelable para ante ta Suprema Corte. 

2" ha ac ión personal dirigida por un argentino contra un 
extranjero corresponsal fuero federa), sí éste no ha ruconocido 
la jurisdicción (lelos tribunales locales, 

r as0t — Kl señor Barcos, tutor de la menor Fanny de la Hoz, 
dedujo demanda contra el padre natural de ésta, don Felipe de 
la Hoz, por cobro de cantidad de pesos invertida por aquel en la 
argentación y educación de esa nina, durante cuairo años, y 
para que se le obligue además á abonar una suma mensual ade- 
lantada para los futuros alimentos. 

El demandado opuso la excepción de incompetencia, por U 
diversa nacionalidad de las partes, sosteniendo que se trata de 
una acción personal del tutor, y no de actos relativos única- 
mente á la tutela. 

t. i-i vii Ia 
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AUTO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA 

IJuenos Aires, Abril 9 de 189*¡ 

Vistos y considerando: i "Que el fuero federal acordado á 
los extranjeros en sus contiendas judiciales con los nacionales, 
no excluya la jurisdicción de los tribunales ordinarios, y sido 
constituye un privilegio á favor de los extranjeros, deque estos 
deben usar con arreglo á derecho, esto es, acogiéndose á él en 
el tu-mpo y forma que la» leyes deterniiiwn. 

2 o <¿ue el artículo 83 del C¿digu de Procedimientos Jija el de 
nutve días para alegar excepciones dilatorias, como la de in- 
competencia de jurisdicción, siendo perentorio ese término 
(art, 40). 

3 a Que no habiendo el demandado de la Hoz deducido la ex- 
cepción de incompetencia por la diferente nacionalidad dentro 
del termino perentorio que la ley le lija, na perdido el derecho 
de acogerse al fuero federal. 

A° Que la demanda de foja 32 no es otra cosa que el ejercicio 
de los derechos reconocido* y declarados á favor de la menor 
Fanny de la Hoz, en los autos agregados ad effectum videtidt 
por sentencia dictada p >r este mismo juzgado, que el tutor de 
la menor trata de hacer efectiva. 

Que, por confuiente, no puide de la Hob deducirla incom- 
petencia de jurisdicción que alega, en perjuicio de otros medios 
de defensa que en ta debida oportunidad puede alegar y que se- 
rán tenidos en cuenta. 

Por esto y de acuerlo con lo dictaminado por los ministerios 
públicos a fojas 60 y 62, uo ba lugar a la excepción dilatoria 
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opuesta á foja 40 y contéstese derrámente la demanda. Re- 
póngase las fojas. 

A. S. Pizarro. 

Ante mí: 

Alejandro Cejas. 



AUTO DE LA CAMARA DE APELACIONES 



Buenos Aires, Ágftito :i de Jt&fi, 

Y vistos: Por su fundamento se confirma, con costas, el auto 
apelado deíoja 63, fijándose en treinta pesos los honorarios del 
doctor Barcos. Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

Oiaz. — Molina Arrotea. — 

Ante mí : 

Felipe Arana. 



VISTA DEL SEÍÍOR PROCURADOR GENERAL 



Dueños Aires, Setiembre IT ele 1896- 

Suprema Corte: 

De loa autos acompañada resulta: <iue don Felipe de la Hoz, 
aunque extranjero, noinvoc* ¡i su Ufor el fuero federal que le 
acordaba la ley de 1863, y siguió hasta su final resolución ante 
la jurisdicción común, el pleito subre filiación natural. 
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Es el mismo tutor dativo de la menor declarada hija de don 
Felipe de la Hoz, quien, haciendo efectivas las responsabilidades 
legales imanadas de aquella declaración, viene a solicitar ante 
el mismo juez de la tutela, las pensiones alimniticias y demás 
gastos de la menor. 

Tratándose, entonces, de la ejecución de sentencias ejecuto- 
riadas j de derechos derivados de ellas, el mismo juez que co- 
noció en aquellas debe resulver en éstas. La excepción estable- 
cida en el artículo 14 de la ley de competencia nacional, respec- 
to a I o* juicios radicados en los tribunales ile provincia, deter- 
mina el fenecimiento del actual incidente ante la jurisdicción 
originaria. 

No obsta á ello que el tutor dativo tenga interés personal en 
la gestión, por haber anticipado parte de las pensiones alimen- 
ticias de la menor. 

Esos alimentos debidos á un tercero, que los anticipé en el 
pasado, 6 a ta menor que los requiere en el futuro, son obliga- 
ciones emanadas del derecho declarado en las seuten* ias ejecu- 
toriadas, y ejercido por la tutela como derivadas de aquelilas. 
Por ello, pienso que la jurisdicción común de la Capital ha sido 
l ien declaradaen el caso y pido á Y. E. se sirva así declararlo, 

Sahiniano AVer. 



VmUm de I* Suprema Corle 

Diii'HOü Aires, Abril tí de 189". 

Vistos y considerando: Que la resolución de foja sesenta y 
tres, conlirmada á foja setenta y una, no se limita á pronunciáis» 
sobre la excepción de incompetencia en clase de dilatoria, sinó 
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qur la rechaza definitivamente, de tai suerte que, ejecutor lin- 
dóse esa resolución, la citada excepción no podría oponerse ul- 
teriormente. 

míe es sobre esa bn>e que ha procedido, sin duda, la Exma. 
Cámara de apelaciones al conceder el recurso interpuesto ¡i foja 
setenta y dos, dando el carácter de definitiw á la mencionada 
resolución, como antecedente necesario para fundar el recurso 
del artículo catoríe de la ley de jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales, 

Queer, mérito de eaos antecedentes y de lo dispuesto en el 
inciso tercero de dicho artículo catorce, esta Suprema Corte 
debe pronunciarse sobre la competencia 6 incompetencia de la 
justicia federul para el conocimiento de la causa. 

Que la demanda producida a foja treinta y dos por el doctor 
Justo Barcos, se dirige á pedir contTa don Felipe de la Hoz el 
pago a favor del demandante de una suma de pesos que él estima 
L *n cinco mil seiscientos cuarenta pesos moneda nacional, y que 
dice haber gastado por cuenta del demandado. 

Que la demanda, en consecuencia, en la parte del petitum 
mencionado, inicia una causa en que se trata de una aecion per- 
enal y perteneciente al demandante. 

Que la excepción de incompetencia opuesta efl el escrito de 
foja cuarenta, kóIo se refiere á la acción de que tratan los prece- 
dentes considerandos, no estando por tanto á la resolución de 
esta Corte el punto relativo á la parte de la demanda en la que 
se pide que se condene al demandado al pago de una mensuali- 
dad para los alimentos futuros de la pupila del actor. 

Que está probado que el demandante doctor Barcos es argen- 
tino y que el demandado don Felipe de ta Hoz es extranjero, 
lo que funda uno de los motivos de jurisdicción federal, como lo 
prescribe el inciso segundo del articulo segundo de la ley de ju- 
risdicción y competencia. 

Que según lo demuestra el expediente acompañado, el juicio 
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en él tramitado y resuelto Tersaba tan sólo sobre el estado civil 
de la menor Fatinj en sus relaciones con don Felipe de la Hoz, 
habiéndose declarado en definitiva la paternidad natural del 
segundo respecto á la primera. 

Que ese antecedente convence suficientemente du que la de- 
manda del doctor Barcos no importa la ejecución de la senten- 
cia pronunciada en la causa sobre filiación, qu<\ como ya se lia 
dicho, se limitó ¿declararla, aunque la arción deducida pur el 
doctor liar eos haya de fundarse en derechos derivados de las 
relaciones de familia entre el demandado y la menor Fanny, 
pero que el citado doctor Barcos hace valer en su interés indi- 
vidual é invocando accium 3 directas que pretende tener contra 
don Felipe de la Hoz. 

Que en el estado de la causa y con arreglo á lo dispuesto en 
t i inciso cuarto, artículo doce de la ley d«- jurisdicción y com- 
petencia, don Felipe de la Hoz, que no ha contestado la deman- 
da ni ha hecho acto demostrativo de someterse á los tribunales 
lncales.no ha prorrogado la jurisdicción de éstos, y puede aco- 
gerse á ia jurisdicción federal. 

Por estos fundamentos: se re roe a la sentencia de foja setenta 
y una en la parte apelada, y se declara que el conocimiento de 
esta causa, en lo que se refiere á Ja acción que personalmente de 
doce el doctor Barcos, corresponde á la justicia federal. Hágase 
Mber con el original y repuestos los sellos, devuélvanle los autos 
al tribunal de su origen . 

ULM \MI> PAZ. — LUIS V. VAHELA. — 
A DEL RAZAN. — 0.CTAVIO BL'KGE- 
— JL'AN E. TOHRENT. 
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CAUSA L*V 




Santos, contra ta compañía de seguros *La Portéña», 
por cobro de seguras 



Sumario.- i' No puede atribuirse á las manifestaciones del 
capitán, hechas e» la prot.-st. de «n siniestro un, fuer- 
U pmbat.ha (au absoluta, que baste por si sola A esta- 
b ,ec« la rerdad de un hecho, .taime <-»a»<lo * **• W* 
entrar responsabilidades para el capitán propalante. 

2- Ese hecho, consistente en haberse cargado la madera so- 
bre , a cubierta. „, basta,,"' ™'¡"» bar raal ¡ £ 
«rga, ui que este haya sido la caus. eficent- del naufra- 

gi'>. 

friso.— Resulta del 



Fallo del JWM r*d*r«" 



Biu-uos Airus, Junio Ifí Je 1893. 

Y natas : estos autos seguido* por los señores Lo»g J San- 
to* contra - La Port,ña >, por cobro de pesos, importe de ua 
si-guro, de loa que resulta lo siguiente : 
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* 



A foja 15 don Juan Antonio Amado, en representación de 
loa señores Long y Santos, se presenta exponiendo que sus re- 
presentados aseguraron, teguillo acredita la póliza que acom- 
pañan, en la suciedad «La Por' na», en Julio de 1890, por el tér- 
mino de un año y por el valor integro de 20.000 pesos muneda 
nacional, el tuque de su propiedad denominado «Pichincha », 
qut> hacía la navegación entre la Boca del Riachuelo y Martín 
García y que por cláusula adicional fué autorizado i exten- 
der su navegación hasta Babia Blanca. Agrega que, según lo 
acredita el documento de foja 2, el € Pichincha » fué despa- 
chado el 13 de Noviembre de 1890, con carga de 333 toneladas 
de mercaderías con destino ú Bahía Blanca y que al dia siguien- 
te á las 7 de la mañana saltó del Riachuelo, perfectamente esti- 
rado y provisto de todo lo necesario para el viaje; que después 
de un trayecto recorrido en circunstancias que detalla, el bu- 
que encalló en el Banco Chico, perdiéndose allí completamente. 
Manilitsta luego que los hechos relatados están conformes con 
la narración hecha por el capitán del «Pichincha» á foja 12 y 
que la protesta formulada por el mismo capitau ante la escri- 
banía de marina no es la expresión de la verdad de lo ocurrido. 
Que el articulo 1207 del Código de Comerrio establece qae co- 
rren de cuenta del asegurador tudas las pérdidas y daños que 
sobrevengan en las cosas aseguradas, y consta de la póliza que 
■La Porteña> había asegurado el casco, quilla, velas, aparejo, 
armamento y provisiones del « Pichincha », y habiéndose co- 
municado á tiempo á la compañía aseguradora la pérdida del 
buque . Que habiéndose negado la compañía á satisfacer el im- 
porte del segu , entablaba contra ella la demanda correpon- 
díente. 

A foja 30, contentando la demanda, el gerente de la com- 
ponía t JjaPorteña», expone: Que es verdad que los señores 
Long y Santos aseguraron en esa compañía el buque « Pichin- 
cha » con las condiciones expresadas en la póliza acompañada 
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por los demandantes; que te parecía inútil examinar el valor 
legal de este contrato, porque tiene que pedir el rechazo de la 
demanda fondado en otros motivos : pero hace expresas reser- 
vas al efecto, pues le consta que Long y Santos no han adqui- 
rido la propiedad del buque * Pichincha » y que en el momento 
mismo del naufragio ese buque, según se dice, era objeto de 
una demanda de reivindicación, lo que, tu caso de ser cierto, 
traeríala nulidad de la póliza. 

Expresa eu aeguida que reservándose volver sobre esos pun- 
tos, se limitará í tratar la siguiente cuestión, cuya solución 
basta para sentenciar el pleito : que loa aseguradora súlo res- 
ponden pur los daños que resulten del caso fortuito, 7 no de 
loa que sobrevengan por mal arrumaje de la carga y tampoco 
por los que se produzcan á causa de la falta de exacta obser- 
vancia de las leyes y reglamentos (artículo Í210 del Código de 
Comercio). Que ¿egun la protesta del capitán Fra.icioni, el nau- 
fragio del * Pichincha * se ha debibo al mil arrumaje de la 
carga y también por no haberse cumplido lo preceptuado por 
los regiamente, desde que se había puesto en sobrecubierta 
mucha cantidad de madera, con desprecio del reglamento de 30 
de Julio de 1881 , que prohibe & loa buques que hacen la carrera 
entre Bueno» Aires y Patagones llevar más carga que la que 
permitan su* bodegas ; y tal era La r arre ra del « Pichiucha », 
pues salió de Buenos Aires con destino á Había Blanca. 

Finalmente, expone que no hubo caso fortuito, como queda 
establecido y que habiendo sido mal arrumada la carga y en 
contravención á los reglamentos respectivos, la responsabili- 
dad del siniestra no correspondí á los aseguradores, sinú al ca- 
pitán y á los armadores. Por ello, pide el rechazo de la deman- 
da, con costas. 

Recibida la causa á prueba, determinándose que debía jestiü- 
carse la culpa de los aseguradores en el mal arrumaje de la 
carga, no se produjo ninguna. 
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Y considerando : Que la compañía demandada se lia excep- 
eiouado, en principal término, atribuyendo la pérdida del ba- 
que asegurado á mal arrumaje de la carga, y en ese concepto 
le correspondía la prueba del hecho en que apoyaba su des- 
cargo. 

Que esta prueba tío se bu producido y de auto* no resulta que 
la carga llevada por el « Pichincha », en aquel viaje, hubiese 
sido nial arrumada; m> pudiendo considerarse como mal arru- 
maje la simple colocación sobre cubierta de la parte del carga- 
mento que no tuvo cabida en la bodega; pues esto estaba auto- 
rizado por el Código de Comer io (artículo 91 1), sin que pue- 
da atribuirse á la ordenanza de marina invocada la eficacia 
necesaria para invalidar esta conclusión. Que tampoco es bas- 
tante para istublecer el naufragio del buque por mal arrumaje 
de la carga, la protesta del capitán Francioni, de foja 7, pues 
de allí no resulta justilic;ida tal circunstancia, yantes bien, de 
esa protesta, como del documento de foja 9, se desprende con 
bastante evidencia que el naufragio se pro iujot-n una forma 
que se «pone á toda idea de pérdida por causa de la mala colo- 
cación de !a carga que iba sobre cubierta. 

Que si bien se han insinuado otTas excepciones, por parte de 
ta . unipaf'íu demandada, como la de rj pertenecer el buque 
asegurado á los de m añilantes y que - 1 importe del seguro ex- 
cedía del valor de la cosa asegurada, no se ha probado ninguno 
de estos hechos y las constanci as de autos no son suficientes pa- 
ra justiücarlos. 

Que siendo perfectamente válida la póliza otorgada por la 
compañía « La l'orteña», d favor délos señores Long y Santos, 
snbre el buque « Pichincha * ; y no habiéndole probado que la 
pérdida de este buque haya sido debida á ot^-a causa que el 
caso fortuito, la compañía demandada debe ser obligada al 
cumplimiento de las obligaciones que contrajo por aquel contra- 
to de seguro. 
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Püi estos fundamentos, yde conformidad con lo que dispone 
el artículo 1207 del Código de Comercio, fallo condenando á 
la compañía * La Porten» » al pago do la suma demandada, y 
las costas del juicio, en el término de lOdiaa, dejándoteles á 
salvo á los demandantes las demás acciones que pudieran co- 
rrosponderles. Notifíquese con el original y repónganse los 



Vistos y considerando : Que si bien es cierto que en ta protesta 
formulada por el capitán del buque • Picbincha » unte el escri- 
bano de marina, manifestó que atribuía el naufragio de su bu- 
que al exceso de carga que llevaba sobre cubierta, más tarde 
ante la Capitaníadel Puert" desautorizóesa protesta, sostenien- 
do que en ella no so babla consignado sus palabras, por cnan- 
to sejormuló la protesta sin intervención del intérprete y sin 
poseer él el idioma nacional. 

Que aún sin esta última rectificación, la primera manifesta- 
ción del capitán pierde su fuerza legal, por cuanto negadoel he- 
cho por los demandantes y alegado él por los demandados como 
punto primordial de su defensa, éstos no ban probado ni pre- 
tendido probar durante el término señalado al efecto por el 
juez. 

Que, por otra parte, no puede atribuirse á las manifestaciones 
í\í nn capitán de buque, hechas en la protesta de un siniestro, 
una fuerza probatoria tan absoluta que baste por st sola para 
establecer la verdad de un hecho, tanto más cnanto como en el 



sellos. 



V.Lalanne. 




Unenos .urus. Abril 10 de 189". 
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caso ocurrente ese hecho puede entrañar responsabilidades para 
el mismo capitán protestante. 

Que, por otra parte, el hecho mismo enunciado en la protesta 
de haberse cargado la madera sobre la cubierta, no basta para 
comprobar el mal arrumaje de la carga, ni menos aún que ese 
mal arrumaje fuese la causa eficiente del naufragio. 

Que en el mismo caso y con motivo del seguro de la carga del 
« Pichincha >, esta Suprema Corte ha tenido ocasión de exami- 
miuar y resolver sobre lo- puntos alegadus en este juicio, ha- 
ciéndolo en el seutido de la responsabilidad del seguro (Fallos 
de la Suprema Corte* série tercera, tomo dieciocho, página qui' 
uientos treinta y tres). 

Por estos fundamento*: se continua, con costas, la sentencia 
apelada de foja setenta y tres ; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA • 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO B UR- 
GE. — JUAN E, TOKHENT. 



El escribano de marina don Emilio Casavega, denunciando el 
establecimiento de una sucursal de ta escribanía del escriba- 
no de marina don T. López Cabanillas. 



Sumario, — Xo es contrario á ninguna dispo icion de orden 
público que el escribano de marina con registro de contratos en 
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la Capital, y derecho de ejercer su oficio en todas ana secciones, 
establezca en «na de 0¿tas una oficina para recibir los datos y 
antecedentes de sus dientes, ú fin de otorgar las escriturasen 
su registro. 



Caso. — Don Emilio Casavega, escribano de marina, denun- 
ció á la Suprema Corte que su colega don Tomás López Cabani- 
11a* había establecido una sucursal de su oficina en la Boca del 
Riachuelo, Ib que es contrario á la ley, y le irroga serios per- 
juicios, por cuyo motivo pide se haga cesar ese hecho completa- 
mente irregular. 

El denunciado dijo: Que es efectivamente cierto el ht choque 
denuncia el escribano Casavega en cuanto á cine tenga estable- 
cida en la sección 20 de Policía (Boca), una agencia regenteada 
por uno de los empleados de su Registro; pero es de todo pun- 
to inexacto que en esa agencia ó sucursal, como se la ha deno- 
minado, se lleve un Registro especial y separado del úuico que 
regentea; que no hay ley alguna que le prohiba proceder en esa 
forma. 

VISTA DEL SEflOU l'ROCURADOH CENSUAL 

Ilutóos Aires, Marzo 30 de 1897. 

Suprema Corte : 

El scribano de marina tiene un registro de contratos en la 
Capital, que leda el derecho de ejercer su oficio en todas las 
secciones de aquella. 

Afirma que conserva un registro único; que no ha estableci- 
do otro alguno en la Boca, donde sólo titme una oficina para 
recibir los datos y antecedentes de sus clientes y otorgar las 
escrituras en el Registro único de la oficina cent: i. 
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Tal proceder do contraría disposición alguna de órden páblico, 
y facilita el mejor servicio, respecto de las secciones distantes. 

Resaltando de ello, qneel escribano Cabanillas na lleva re- 
gistro ni otorga contratos en la Boca, opino que no procederían 
las rebol liciones solicitadas con referencia á aquellos actos, por 
el escribano Casawga. 

Sabiniano hier. 

Fallí» de ím ftiiprn» !:©■** 

Bupiioí Aires, Abril 10 de 1897. 

Téngale por resolución el precedente dictamen del sefior Pro* 
curador general. Hágase saber y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA . 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUS- 
GE. " JUAN E. TORRENT, 



Don Joaquín Garayar contra et Ferrocarril de Huertos Aires y 
tiosario; sobre daños tj perjuicios 

Sumario. — I o La falta de guardián en loa pasosá nivel de 
las calles de la ciudad donde pasa la vía férrea, constituye, por 
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parto de la apresa, una negligencia culpable que la responsa- 
biliza por los daños ocurridos á consecuencia dedicha falta. 

2<* La condenación en costas «mtra en 1 indemnización debi- 
da al damnificado, cuando se hanegado en absoluto el derecho á 
ella. 



Caso. — Resulta del 



r*ito del Juez Peder*! 



Ro>ario. Mar/.o de 1892. 

Y Tiat<»s : los presentes que don Joaquín Garayar de- 
manda á la empresa del Ferrocarril de Unenos Aires y Rosario, 

por daños y perjurios. 

Resulta: I o Que según stí manifiesta en el escrito de foja 2, 
el T de Octubre de 1890, queriendo G¡irnyi:r atravesar la pro- 
longación déla calle San Luis de esta ciudad, yendo en una jar- 
dinera hacia las afueras del Rosario, el tren de pasajeros que 
aalede la estación «Súnchales * para Buenos Airea á las9y 20 
minutos de la mañana, chocó con dicho vehículo haciendo e¡ 
convoy pedazos a la jardinera é hiriendo á Garayar en el hom- 
bro y pierna derecha, le produjo una luxación en el primero y 
una herida desgarrante y prolongada en la segunda, 

2 o Que á méTito de este accidente, Garayar deduce esta de- 
manda en contra de la empresa ferroviaria indicada, pidiendo 
fuera ella condenada como única responsable del hecho, al pa- 
gu de todos lusdaños y perjuicios que se le habían inferido, los 
que apreciaba, cu mdo menos, en la sumado 40.000 pesos, y s<: 
La condenara asimismo al pago de las costas del juicio. 

3» A foja 17 se contesta la demanda pidiendo su rechazo y 
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fundándose para ello en que, si bien era cierto que el accidente 
relatado se había en efecto producido, de él había tenido exclu- 
sivamente la culpa el demandante Garayar, por cuanto el punto 
tu quetuvo lugar el choque era despajado y abierto, siendo así 
fácil descubrir á muchas cuadras de distancia la marcha del 
conroy, pudiendo, en consecuencia, evitar todo choque, si hu- 
biera procedido con prudencia y sin provocar el peligro pasan- 
do por el punto indicado cuando el tren se veía aproximarse; pre- 
cauoionesque habla estado lejos de tener el demandado, siendo 
completamente inculpable del hecho la empresa demandada, sus 
empleados y agentes; agrégase, por último, que Garayar pare- 
ció no haberse encontrado en el momento del choque en condicio- 
ne* psicológicas normales y se concluye por manifestar que, en 
cualquier concepto, la suma que se cobraba de 40.000 pesos, era 
i shorbitante en extremo. 

4" Abierta la causa ú prueba por el auto de foja 20, se produce 
por parte del actor, la de testigos que corre fojas 25, de 52 á 
71 y ¡a pericial de fojas 46 A 51, en la que coadyuva también la 
impresa demandada; y esta, la do posiciones de fojas 72 á 75 y 
la testimonial de fojas 80 i 82, 89 y 90, 99 y 100; asimismo tie- 
ne lugar una inspección ocular de que instruye el acta de foja 
29; y 

Considerando: \° Que la culpabilidad del hecho acusado, se 
ha probado cumplidamente en autos, la tiene la empresa de- 
mandada, no sólo por nu tener ésta en el paraje donde se produ- 
jo el choque, el guardián correspondiente que esa misma empre- 
sa tiene en otras calles que se encuentran exactamente en la 
mi*ma altura, como en la calle Córdoba, si que también por 
la gran velocidad de 10 legua por hora, impresa al convoy al 
pasar éste por la prolongación de las calles de esta ciudad, que 
bien sabido es, tienen á esa altura un tránsito continuo de ve- 
hículos y peatones. 

2 o Que la misma empresa demandada ha reconocido proce- 
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día con omisión irreprobable ni no tener vigía ó guarda en 1* 
calle San Luis, para evitar colisiones como la aousada, se des- 
prende del hecho de haberse apresurado a colocar un guarda 6 
vigía, de manera permanente, dos días después del suceso que 
se demanda, según toatestiguan uniformemente casi todos loa 
Ustigos presentados en esta causa. 

3" Que es un principio de derecho, consagrado por el Código 
Civil en su artículo 902, el deque: «Cuanto mayor sea el de- 
ber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, 
mayor será la obligación que resulte de las consecuencias po- 
sibles de los hechos», y dicho principiaría sido descuidado y no 
puesto en práctica por la empresa demandada, que se encontraba 
obligada á obrar con toda prudencia, al conducir sus trenas por 
un trayecto que, como el de la prolongación de las callea de esta 
ciudad, aquella sabía y notorio es, ser de tránsitu público y fre- 
cuente. 

4 o Que la misma legislación civil, en sus artículos 903 y 
904, preceptúa que : • Las consecuencias inmediatas de los he- 
chos libres, son imputables al autor de ellos, y que las conse- 
cuencias mediatas, son también imputables al autor del hecho 
cuando las hubiera previsto y cuando empleándola debida aten- 
ción y conocimiento de la cosa, haya podido preveerlas », princi- 
pios que son de aplicación ajustada al caso sub-judice, en que la 
empresa ferroviaria demandada ha procedido con la tan poca 
precaución y cuidado que se ha hecho notar en los consideran- 
dos I o y 2 o . 

5° Que el Código de Comercien su artículo 184, sienta igual 
doctrina que la consignada en ta legislación civil que se deja 
apuntada, siendo aquella aún más terminante. 

6 o Que, por otra par te, la inculpabilidad de Garayar, surge asi- 
mismo de las constancias de autos: í a porque, como se ha cons- 
tatado en la inspección ocular, los trenes que salen de la esta- 
ción « Súnchales », á la altura de la calle San Luis, sólo son vi- 

T. I.IVH !■* 
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sibles para las persona* que, como Garayar, caminen de 15, á O. 
á la pequeña distancia de dos cuadras, por la curta que la línea 
f éi rea hace hasta la calle Córdoba, mostrándose el cunvoy re- 
cien desde allí, y el que, con una velocidad de diez leguas por 
hora, 6 sea de casi siete cuadras pur minuto, deja sólo un espa- 
cio de tiempo de diez y ocho segundos aproximadamente desde 
el momento en que se le puede percibir, hasta aquel en que lle- 
ga dioho COttTOJ ¿ la calle San Luis, lugar del suceso; tiempo 
brevísimo é insuficiente para evolucionar yendo en un vchíoul i 
como el de Garayar, cuyas naredes, propias dfl esa ríase de ca- 
rruajes, impiden la visual lateral do la persona que las conduce; 
2" porque lo* silbatos de la locomotora que previenen su apro- 
xioucion sólo fueron hechos por el conductor del tren á unadis- 
tancia tan inmediata al punto dundese encontraba Garayar, que 
hizoá éste imposible evitar la colisión, puescuuio dicen también 
casi todos los testigos del actor j algunos del mismo demanda- 
do, los silbatos fueron producidos cuando ya el tren estaba S"bn- 
Garayar y su vehículo; 3° [turquí- i-ncontránduse Garayar en el 
uso completo de sus facultades psicológic as, como también selm 
comprobado pur el testimonio uniforme de todos los testigos 
interrogados, nada autoriza ¡í creer haya el demandado, en aquel 
momento, procedido de manera tardía, inconsciente ó contra- 
ria á procurar su salvación, evitando la colisión, si para ello se 
hubiera dado el tiempo necesario; y 4 o porque et mismo declive 
que tiene el terraplén de la vía en el cruce de ésta por la calie 
San Luis y que Garayar debió eom-nzar ¿vencer, ascendiendo 
cuando el tren se presentó, dicho terraplén le hacía menos fácil 
evolucionar en cualquier sentido, mucho mis si so tiene presen- 
te la clase de tiro qu»' llevaba, siendo éste un mal caballo de 
aquellos que, llamados mancarrones, sólo obedece» a la rienda 
con lentitud y torpeza. 

7° Que establecida así la inculpabilidad del demandante, y la 
culpabilidad del demandado, resta sólo entrar á estudiar cual 
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sea la responsabilidad efectiva é indemnización que corres- 
ponda abonarse ¡i aquél por la acción punible ejecutada por 
ÓBte. 

8 o Que se ha probado por medio del informe pericial de los 
doctores Capdevila y Quirogu, corriente á foja 46, y también 
por la declaración di- los testigos presentad a: 1° que Garayar 
tiene una deformidad en el hombro derecho consecutiva de una 
luxación completa con desórdenes articulares considerables, no 
ejerciendo su brazoderecho sus movimientos fisiológicos con to- 
da bu amplitud; 2" que el miembro inferiur, ó pierna derecha, 
presenta en el tercio superior y hacia la p.irte de atrás, una ci- 
catriz que mulé ocho eentntu'tros, dw forma irregular y dirigida 
en sentido transversal, con dos puntos de supuración sero-pu- 
r ule uta correspondientes a la desembocadura de dos trayectos 
fistulosos que se internan en los tejidos blandos de la regioa, 
encontrándose una gran parte deéstn indurada; y 3 o que la di- 
gestión del sujeto es perezosa por la inacción prolongada que se 
ha visto abijado Aguardar; arribando lo*, facultativos nombra- 
do*, á las siguientes conclusiones: a) que la herida de la pierna 
es grave; b) que la luxación de la articulación escA pulo- hume- 
ral, puede, con el tiempo, desaparecer en sus consecuencia*; c) 
que estas lesiones aún no están completamente curadas, lo que 
se explica por su naturaleza contusa y por los desórdenes con- 
siderables que produjeron, pudiendo, sin embargo, esperar su 
curación en un tiempo más ó menos próximo, sí es que no media- 
ra alguu accidente extraño al proceso; c/^que el estado general 
de Garayar es satisfactorio, no obstante hallarse debilitado, 
por la prolongada y abundante supuración de la herida del mus- 
lo; c) que Garayar puede ya dirigir su negocio, pero está por 
ahora imposibilitado para desempeñar cualquier trabajo que re- 
quiera esfuerzo; y, f) por último, que es de advertir que á pe- 
sar del estado satisfactorio que se ha indicado anteriormente, 
la clase do lesiones recibidas por Garayar, dejan siempre predis- 
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posición ¡í sufrir nuevos accidentes las partes afectadas. 
ha probado, además, el destrozo compilo de la jardineradel de- 
mandado, 

9" Que el valor de esta úítima, se 1 ^ t onstatado ser el de 
trescientos pesos moneda nacional, délos cuaSes rebajados equi- 
tativameute ochenta pesos por los ííerros de e & e vehículo, que 
Garayar confina haber aprovechado, qnedaen220 pe^os mo- 
neda nacional, 

10* Que asimismo se lia constatado por las declaraciones de 
fojas ti% 61, ti" y t)S, que la cantidad que Garayar podía ganar 
meiisualmente, es ta de 300 pesos moneda nacional de curso le- 
gal, tomando por base la ocupación á que de ordinario se dedi- 
ca y que es la de atención de un almacén y una jardinera. 

11° Que seguu se desprende de los autos, el tiempo que ha 
durado la iniposibilidadde Garayar para atender su negocio, es 
el que corre desde el 1° de Octubre de 1S00, en que turo lugar 
el suceso que se juzga, hasta el V de Junio de 1891, en que, 
eou pocos días do diferencia, los facultativos Capdevila y Qui- 
roga, dicen podría vailarazar dirigir bu negocio, ósea el espa- 
cio de ocho me-es t que á razón de 300 pesos al mes, hacen un 
peí juicio importante 2100 pesos, que deben serle abonados 
á Garayar. jnutameute con los 220. importe de la jardinera 
destrozada por la empresa que produjo esos perjuicios, 

12° Que otro de lus perjuicios causados al mismo Garayar por 
ta empresa demandada, y que di bu abonarle, es el de lo» gastos 
de su curación. 

13° Que apreciando equitativamente los detnas perjuicios 
originados al mismu por la dicha empresa, y que consiste entre 
otros, en el de la predisposición á sufrir nuevos accidente*, en 
las partes afectadas é imposibilidad para desempeñar cualquier 
trabajo que requiera esfuerzos}' á que se reliaren las conclusio- 
nes A' y 5 a di 1 informe pericial de foja 16, el Juzgado los ava- 
lúa en justicia y equidad, en la suma de 8000 pesos moneda 
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nacional de curso legal, Uniendo para rilo presente laescalaso- 
oíal ¡í que el demandado pertenece, 

14» Que noobstante lo espuesto por el actor en el número 60 
do su «legato de bien probado, respecto á la nueva y más alar- 
mante tm <l«e se dice haber tomado las heridas de Garayar,el 
Juzgado no inandahaeer la nuera inspección pericial que se so- 
licita, porfié de los informes verbales que al estudiar esta cau- 
ra ha tomado de los facultativos doctores Quiroga y Capdevila 
que han vuelto á reral demandado, resulta no existir -m los su- 
frimientos del enfi rmo otra variación que las consecutivas Ó ne- 
cesarias del mal que les da origen y que ya se preveyeron en la 
conclusión 5 a del informe de foja tó t respondiendo aquellas á 
esquirlas desprendidas del hueso del muslo fracturado y que 
siguen el proceso consiguiente i su eliminación. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo : ha- 
ciendo lugar á la demanda interpuesta, y en consecuencia, se 
declara que la empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Rosa- 
rio, se encuentra obligada á abonar y abone dentro del término 
de diez días posteriores á la de la ejecutoria de esta sentencia, 
1« suma de 10.680 pesos moneda nacional de corso legal, im- 
porte de los perjuicios que el demandado ha irrogado al deman- 
dante, según se ha constatado en autos, con más los gastos 
completos de curación de Garayar y costas del juicio. 
Kntifíquese con el original y repónganse los sellos. 

f¡. Escalera y Xuvir'uu 



Fallo é> la Wwprrm» €«rt* 

Buenos Aires, Abril 10 de 189T, 



Vistos: Por sus fundamentos, de acuerdo con lo resuelto por 
esta SupTema Corte en caso análogo (série coarta, tomo terca- 
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ro, página doscientas noventa y cuíco), y teniendo en conside- 
ración que la condenación en Golfea entra en la indemnización 
lebida al damiiiiicado, cuando eldererccho á ella se ha negado 
en absoluto, como eu el presente caso, se confirma, con costa», 
la se n te mi a apelada de foja ciento setenta y siete. Repuestos 
lod sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAR . — OCTAVIO Bl'WCE- — 
JUAN E. TORREN?. 
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La compañía * Depósitos y Muelle de las Catalinas », contra el 
tiobternode la Ración; sobre giro de can f as é indemnización 
de tlaños y perjuicios. 



Sumario. — i° La concesión acordada ú la sociedad * Depó- 
sitos al norte j muelle de las Catalina*» por decreto de 21 de 
Julio de 1875, y aprobada por ley de i 2 de Octubre de 1877, 
está en vigor. 

2 o Esa concesión no comprende el derecho al prorateo de la 
carga con los almacenes que el gobierno construye en los terre- 
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m ganados al Ri» de M m*. 8* 1" *« ,lel P""' ; f" * 
emende respecto de I* demás depósitos de I. ***** 
proporción y eondioiones establecidas en el ar.leulo 1- del de- 
creto citado, y, por consiguiente, la compañía üene ™™« ¡ »« 
indemnizada por la falta de giro proporcione! que so hub.es. 
rf* toado de la carga en la medida de la privación de ese de- 
recho. 



Casa. — Resulta del 



Falta «sel • " * ,r "' 

Buenos Aires, Octubre lti de 1*0 

Visto» estos autos : en la demanda interpuesta por don Cíe- 
„„tino Sañud,,. en representación de la empresa . Depósitos J 
Muelle de la* Catalinas». 4 mérito de la autorisacion conferi- 
da por la ley número 2900. de fecha i «le Octubre Je 1893 con- 
tra el Exmo. Gobierno de la Nación, porindeinmzac.on de da- 
no, y perjuicios que dice .eha irrogado y sigue irrogándole a 
vige'neia 4.1 articulo 10 del dec reto M »n«er Ejecuta de fo- 
cha i <le Setiembre de 1890, resulta: 

Qua como fundamentos de la demanda se aducen los hechos 

siguientes: 



l 



üue el señ-r Francisco Seeber, como representante de laaso- 
dacionque posteriormente debí» llamarse « Empresa de Depo- 
sito» y Muelle de las Catalinas, ubturo en 1867 permiso para 
habilitar almacenes generales en 1.. barraca de Fragueiro, que 
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füeron destinados á recibir nierciderjus 8 depósito de los di- 
versos consignatarios; 7 posteriormente, en 1872, para construir 
nuevos depósitos de aduana en la barraca aludida j un muelle 
de carga y descarga en el paraje denominado las « Catalinas » 
y «La Batería >, estableciéndose en el artículo 3° del decreto 
respectivo de concesión, que siempre que los depósitos del go- 
bierno estuviesen ocupados con un número de bultos suficiente 
¡i cubrir su renta, la administración de aduana permitiría lle- 
vará los depósitos del norte las mercaderías do los consignata- 
rios que lo solicitaren, reservándose el derecho de negar este 
permiso cuando lo considerase perjudicial á los intereses del 
Estado, 

Que en Noviembre del mismo año la compañía propuso al 
Poder Ejecutivo la construcción de los almacenes necesarios 
pat a depósitos de Aduana, bajo la condición de que el gobierno 
suprimiera los que tenia arrendados sin compromiso, cuya pro- 
puesta fué aceptada en 19 de Junio de Í873, imponiéndose á la 
empresa las condiciones que en este decreto se expresan. 

Que en 1875, la empresa propuso también til Poder Ejecutivo 
la construcción de diques y de otros depósitos y la prolongación 
del muelle, todo de acuerdo con las bases ¡ ue acompañó á la pro- 
puesta, dictando en seguida y prévins informe* favorables, el 
decreto de 21 de Julio de 1875, por el que se resolvió * permitir 
á la empresa Ja prolongación del muelle y la construcción de 
1 na demás obras que propone bajo las ba^es del contrato co- 
rriente á foja tres, para hacer las operaciones de curga y des- 
carga y depósitos de mercaderías; debiendo la administración 
de rentas disponer que se gire carga distribuyéndola proporcio- 
nalmeute entre estos y los demás depósitos, según su cantidad, 
especie y la comodidad del comercio* (art. I o ), cuyo decreto fué 
enteramente aprobado y legalizado por la ley de 13 de Octubre 
de 1877. 

Que desde 1875 hasta Setiembre de 1890, el decreto aludido 
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fué cumplido sin dificultad, girándose la carga en U forma y 
proporción establecida en él* 

Que el decreto del 75, convertido en ley el 77, dejó sin efecto 
todos los decreto» anteriores n latiros á las Catalinas, especial- 
mente loa que le eran opuestos ó contenían disposiciones contra- 
rias á ios suyus, entre los que se hallaba el de 19 de Junio de 
1873, agregando que los almacenes construidos desde i 875 y 
aún desde 1872 en adelante, lo lian sido por im itación de las 
autoridades de ta aduana y c..n intervención de lasuíicinas com- 
petí 1 ntes . 

Que en 8 de Marzo de 1890, ln dirección de rentas ofició al 
administrador de rentas, manifestándole que bahía observado 
que existían muy p<»cas embarcaciones en el dique número uno 
y unía Dársena Sud y que los almacenes del fisco estaban va- 
cíos, por lo cual U ordenaba, entre otras medidas, t no girar bu- 
que alguno á depósitos particulares sino cuando los del gobierno 
estuviesen repletos y no pudiesen conUner más mercade- 
rías ». Que reclamada esta urden, el ministro, por una 
resolución de carácter interno, y con su sola firma, apro- 
bó los procedimientos de la dirección de rentas en 23 de 
Julio de 1890, resolución que no turo efecto en la práctica; pe- 
ro el 4 de Setiembre del mismo año, el Poder Ejecutivo espidió 
un decreto sobre giro de cargas, entradas de buques al puerto, 
etc., disponiéndose por su artículo 10 lo siguiente: « Siempre 
que en los depósitos üscatesde propiedad de la nación hubiese 
lugar para recibir mercaderías, la administración de Aduanan» 
podrá destinar carga alguna para ser depositada en almacenes 
de empresas particulares, salvo lus casos en que sea imposible la 
descarga en aquellos por deficiencia de aparatos *; y en el 13 t 
•La descarga de las grandes máquinas, de mayor peso de quin- 
ce toneladas, que por abora no pueda hacerse dentro de la Dár- 
sena y diques, se efectuará en Catalinas ¿ en el muelle habilita- 
do donde el introductor lo solicite » . 
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Que reclamado por la empresa este decreto, objetando el arti- 
culo 10 como nolatorio di- sus derechos, el Poder Ejecutivo im- 
primió al reclamo una larga tramitación en que le fueron ad- 
versos los dicUmum-s de la dirección do reutas y procurador 
del tesoro, menos el del Procurador General, de fecha 10 de 
Diciembre de 1890, que consignó todos los antecedentes de la 
cuestión, expidiéndose del modo más terminante, recouoeii-ndo 
los derechos adquiridos perpétua é irrevocablemente por la 
compañía; pero sin resolverse nada al respecto, se abordó, por 
íin, librar los reclamos pendientes a la decisión de árbitros, y el 
Honorable Congreso, en vez de aprobar el decreto referente i 
este convenio, sancionó una ley autorizando á la empresa para 
ret lamar en juicio contra la nación, ante loa tribunales federa- 
les, el reconocimiento de sus derechos, desconocidos y atacados 
por el decreto de 4 de Setiembre de 1890. 

&\ II 

Consigna aqufloü razonamientos déla Dirección de Rentas y 
procurador del tesoro impugnando ¡os reclamos de la compañía 
y en relación a ellos observa. 

III 

Que el decreto de 1873 ha sido derogado por el de 1875 y por 
la ley del 77 que aprobó este último, y es obvio que un decreto 
posterior deroga al anterior, y mas aun, que una ley deroga un 
decreto, siendo de ohservarae que la cláusula segunda del decreto 
del 73 deja á discreción de la aduana el giro de cargas á las 
Catalinas mientras que el artículo i* del decreto de 75 ordena 
imperativamente á la administración de rentas que se distri- 
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huyan proporcionolmente las cargas entre loa almacenes de la 
( onipañia y los demás depósitos y siendo imposible la subsis- 
tencia de los dos preceptus, como contrarios entre sí, es duro 
que debe regir el último que tiene á >u favor también la auto- 
ridad del Congreso. Agrega quu en la sesión del senado del 12 
de Octubre de i 877, se estableció que tu concesión otorgada & 
la empresa dt- las Catalinas por el decreto de 21 de Julio de 
1875, era a perpetuidad y que por ella quedaban derogadas to- 
das las concesiones anteriores á que aludían el decreto de 187» 
y loa que le precedieron. 

IV 

Que en cuanto al argumento designado en el numero 2' (In- 
formes de la Dirección de Rentas y del Procurador del tesoro) 
él en nada hiere la cuestión .porque nada tiene que hacer la obli- 
gación del gobierno de girar cargas a los depósitos de las Ca- 
talinas en una proporción determinada I | el hecho de qne el 
Poder Ejecutivo haya librado de trabas la construcciondel puer- 
to y baya declarado que ediücaría depósitos siempre que tuviera 
la voluntad de hacerlo. 

Que el gobierno ha podido realizar el puerto ó construir de- 
pósitos, sin que eso le haya impedido ni le impida cumplir inde- 
finidamente el compromiso contraído con la empresa. Agrega 
que en loa considerandos del decreto del 75, el Poder Ejecutivo 
do libra de trabas á la obra del puerto, pues que, al contrario, 
hace constar que las obras proyectadas no perjudican ni á la 
navegación ni al proyecto del puerto. 



Que no es exacto que la proporcionalidad ¿que alude el arti- 
culo I o del decreto de 1875, se refiere á losdepósitoa de laa Ca- 
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talinas y á los otros depósitos particulares, porque el artículn 
mencionado (tice que hi carga se girará proporcionalmcnte entre 
los almacenes de la compañía y los demás depósitos, si» hacer 
distinción alguna de ellos, y que durante quince años se enten- 
dió y observó constantemente que la proporcionalidad era entre 
los depósitos de las Catalinas y los depósitos generales. 

VI 

Que en el conflicto entre el gobierno j la compañía, no so balín 
< oro'> se pretende, en contradicción el interés privado de una so- 
ciedad con el interés general del Estado, sinó el deruoho de la 
compañía con el interés del gobierno en su calidad de persona 
jurídica y no Cümo entidad política, como persona de derecho 
público. 

Que la obligación del íisco de girar mercaderías A la empresa, 
/ el derecho correlativo de ésta ¿exigir que se le gire, no afecta 
ninguna atribución del gobierno. Agrega que el almacenaje no 
es un importe iihfi el precio de depósito, y que no es indispen- 
sable que el gobierno tenga almacenes para la guarda de las 
mercaderías que llegan á sus puertos; como en la generalidad de 
las naciones, los almacenes para depósitos de mercaderías exis- 
tentes en los puertos ó aduanas pertenecen n particulares ó á 
empresas privadas. 

VII 

i 

Que aunque no existieran el decreto y ley de concesión, el Po- 
der Ejecutivo no habría podido dictar el artículo 10 del decreto 
de 4 de Setiembre, ai de él hubiera de seguirse, como se seguirá 
segur imente si él continúa en vigencia, el aniquilamiento de 
lo* derechos de la compañía y ruina, porque es deber primordial 
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del gobierno aburar j proteger todos los derechos legítima- 
mente creados, y él Estado faltaría á las obligaciones que le im- 
pone la Constitución si propendiera á destruirlos por un acto 
despótico. 



VIII 



Que los perjuicios irrogados á la empresa por la vigeiuia del 
artículo 10 del decreto de 1890 consisten : 

1» K„ el importe del almacenaje y eslingaje que la compañía 
ha dejado de percibir peí no habérsele girado cargas en la pro- 
porción á que le da derecho el artículo V del decreto de W5; 

2- ICn ia depreciación que han sufrido las acciones á Cre- 
dencia de aquel decreto, estableciéndose el monto de los de la 
primera categoría en la planilla que acompaña y que asciende, 
hasta el 28 de Febrero del año pasado, a la cantidad de 
1.398.823 pesos con 17 centavos moneda nacional. 

m 

Pide, en conclusión, sedéelas que el gobiertmestá obligado i 
yirar canosa los almacenes de la empresa « Depósitos y muelle 
de las Catalinas », en la proporción establecida por el artículo 
1* del decreto de 21 de Julio de 1875; y condene al Poder 
Ejecutivo á indemnizará la empresa el importe de los daños y 
perjuicios que le irroga y sigue irrogándote la vigencia del 
enunciado decreto en su articulo 10, con más el pago de las cos- 
tas del juicio. 

Comunicada en traslado la demanda al Poder Ejecutivo, el 
doctor Enrique García Merou, en representación del mismo, con- 
tera á foja 28 exponiendo por su parte: 
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I 

Que reclamad 11, en efecto, par la empresa la resolución del Po- 
der Ejecutivo de 4de Setiembre de 1890, reglamentando la en- 
trada de buqués ? las operaciones de carga y descarga en el 
puerto de la Capital, exponiendo entónces análogas considera- 
ciones á las que fundan su demanda, el Poder Ejecutivo no se 
c- evo habilitado para pronunciarse inmediatamente sobre la 
reclamación de la empresa, en visU de la absnluta disconformi- 
dad eulre los <nforniesde la dirección general de rer.tas y d ■! 
procurador del tesoro con el del procurador gener.il de la nación, 
quedando, empero, rigente el decreto aludido que la originaba; 
alentada aquella por la opinión favorable ú -sus pretensiones de 
estr último funcionario, insistió en sus gestiones y por vía de 
transacción convino en el arreglo de que instruye el mensaje y 
proyecto de ley remitido ai Honorable Congreso en 16 de Octu- 
bre de 1891, consistente en contratar con la empresa la admi- 
nistración y explotación de los almacenes riscales de la Aduana 
de la Capital, sobre la b;ise de la fusión del serricio existente 
de la empresa con el del fisco y la constitución de un servicio 
general que ésta administraría por un númer-. de años en par* 
ticipacioD de utilidades cotí el lisco. 

Que aplazada en el honorable Senado la consideración del pro- 
yecto, la empresa propuso someter la cuestión á la decisión de 
un tribunal arbitral, y aceptada ésta se requirió del Congreso 
Ja autorización del caso, que fué negada, facultándose en cam- 
bio á la empresa para deducir la presente demanda contra la 
nación. 

II 

Enunciando el origen de laconcesion actual a laerapresa, men- 
ciona como en la demanda los decretos ya citados de 16 de Agos- 
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to de 1872, otorgando el permiso pedido, por el término de diez 
años, para la construcción de los depósitos particulares del norte 
y del muelle de las Catalinas; la propuesta de la empresa del 22 
de Noviembre del mismo ario é informes d* 1 administrador de 
rentas señor Aguirre, (le 7 de EneTO de 1873, y de la oficina de 
ingeniero* nacionales, y decreto de 19 de Junio del mismo año, 
declarando que el gobierno tomaría para depósitos generalas de 
aduanan los almacenes qiif la empresa se proponía construir, 
bajo las condiciones que en el mismo se expresan 

l^iie dictado el decreto de 19 de Junio de 1873, la empresa 
inició varias gestiones tendentes, ú modiliear las cláu-mlus que 
ponían á cubierto los intereses del fisco, y el Poder Ejecutivo, 
después de los infunnes adversos de la alcaidía y del adminis- 
trador de reutas señor Cristóbal Aguirre. rechazó, por deer-tu 
de30de Enero de 1874, las pretensiones de la empresa, quien 
en ese mismo día solicitó se declarase que los almacenes del es- 
tados que se refiere la cláusula 2* del decreto de 1873, son lo. 
que actualmente posee y los que pueden hacerse en el puerto de 
abrigo que se trata de construir, pero no los que tiene alquila- 
dos luego que terminen los contratos do loracion, ampliación 
que íué también rechazada en fecha 13 de Marzo da 1874. 

Que en 10 de Marzo de 1875 ,1a empresa propuso al Poder Eje- 
cutivo la construcción dediques y otros depósitos orno también 
la prolongación del muelle bajólas bases que acompañaba, dec- 
larando que no pedía privilegio alguno; y considerada por el res- 
guardo y administración de rentas conveniente la propuesta, en 
general, cou limitaciones sobre ciertas bases, se dictó el decreto 
de 21 de Julio de 1875 en que se funda la demanda. 

Que en 13 de Octubre de 1877 fue promulgada la ley núme- 
ro 902, aprobiíndose la concesión que se acordó á la empresa 
pur decreto de 21 de Julio de 1875. 
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III 

Que la empresa pretende que el gobierno está obligado á gi- 
rar cargas á sus almacenes pruporcionahuente á su capacidad 
con relación á los del lisco, lo que implica el derecho de concu- 
rrir i ndc fin idamente con lite, participando a perpetuidad de las 
utilidades de impuesto* públicos, pretensión que reposa en sim- 
ple deducciones superficiales de cláusulas que. ofrecen en reali- 
dad un fcentidfi distinto de que se les atribuye. 

IV 

Qu<' las autoridades aduaneras han encendido siempre que el 
dep«''-it» "'S un -ervicio público, que súlo por excepción, condício- 
nal mente pam ciertas mercaderías y bajo una localización ad- 
ministrativa discrecional, ha podido ó puede prestarse por par- 
ticulares ú empresas privadas, mientra- el Erario no dispusiese 
de suficientes almaeenes de >u propiedad; concepto que se des- 
prende de todas las leyes y decretos dictados sobre almacenaje 
y depósito para la Aduaoa de esta ciudad. 

Que la empresa no ha gestionado en un principio, ni después, 
el derecho de concurrir para el depósito de mercaderías con los 
almacenes que construyese el gobierno, siendo ¡>u única aspira- 
cuto que se suprimiesen los depósitos particulares, demostrando 
también los documentos relativos á sus redamaciones, que ella 
concretaba sus esfuerzos á monopolizar el almacenaje de las 
cargas que no tuviesen cabida en los almacenes fiscales existen- 
tes, ó un los que el gobierno pudiese construir. 

Que el decreto de 21 de Julio de 1875, ampliando la concesión 
primitiva, lejos de derogar el de Junio de 1873, lo ratifica en 
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sus considerandos pues en el \° se establece que el permiso se 
ucuer.labajo la condición expresa de que las obras de prolonga- 
ción del muelle y construcción de almacenes de depósito, ao 
perjudiquen, ni á la navegación, ni al proyecto de puerto, y no 
puede pretenderse ahora que se perjudiquen las obras del puer- 
to teniendo rucio* sita depósitos para que se encuentren reple- 
tos los de las Catalinas, 

Pasa en seguida a eitlirar e l alc ance de la disposición con- 
tenida en el artículo 1° del decreto de 1875 que dice: ...« de- 
biendo la administración de Rentas disponer que se gire carga 
distribuyéndola proporeiunalmente entre tatos y los deiná* de- 
pósitos, según su cantidad, especie y la comodidad del comer- 
no »; aduciendo extensas consideraciones rendentes á demos- 
trar qtie dicho artículo no derogó en absoluto todas las resolu- 
ciones ¡interiores sobre la concesión, como lo pretende la empre- 
sa, ft cuyo electo invoca la discusión habida en el honorable 
Senado con motivo de la ley aprobatoria del decreto alu- 
dido, 

V 

Refuta aquí los argumentos de la demanda sosteniendo que 
la concesión hecha á la i mpresa ha sido, de^le m origen 
hasta el día, transitoria, como lo demuestran los decretos del 
Poder Fjeoulivo j las prever inciunes de las ordenanzas, las con- 
diciones de la operación comercial que la . tupresa ha llevado á 
cabo v sus propias deelaracieiies, 

TI 



Que en resumen: 1" Kl decreto de 21 de Julio de 1875 no ha 
derogado la disposición contenida en el arlículo 3" del de 17 de 
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Junio de 1873: 2° Que la aprobación de la concesión de 1875 
hecha por la ley del 77 recayá sobre el decreto de 21 de Julio 
de 1875, con el mismo carácter y alcance que tenía al tiempo 
de ser dictado; 3" Que la referida ley fué sancionada por la 
Cámara de Diputados en la inteligencia de que sólo importa- 
ba revalidar el permiso para prolongar el muelle de las Cata- 
linas, haciéndolo extensivo á las obras existentes. construidas 
sin autonzaeion legislativa; i* Qiu- el Senado prestó su san- 
ción en la inteligencia de que la concesión que se aprobaba no 
derogaba lo dispuesto en ia anterior del 73, sobre las obras del 
puerto, declarando que quedaba subsistente esa condición ; 5" 
Que el artículo 3 o del decreto del 73 respondía a lo establecí» Lo 
en los ártico lo*S84 y 288 de las ordi nanzas de Aduana de 18üf>, 
concordantes con los 263 y $& de las vigentes; 6^ Que en el su- 
puesto de tener el alcance que la empresa atribuye al decreto 
d<-l 75 se trataría de una convención bilateral, «-uyo >umijli- 
mi' Jito no podría ésta demandar al gobierno, según el arti 
12U1 del Código Civil t por haber faltado á sus obligaciones 
no construye inlo los ramales y muelle transversal que, con m& 
correspondientes rompeolas, debían formar el puerto de abri- 
go para los buques de mediano calado; 7" Que el decn te del i 
de Setiembre de 1890 se dictó en u-o de un trecho perfecto, 
por haberse realizado el hecho previsto en el artículo 3" d-l 
de 1873; y 8* Qtie al adoptar esta medida, los compromisos ttel 
gobierno -' ^.cto al giro de cargas habían cesado por la ex- 
piración del término lijado al efecto y por haber fallado i a 
compañía ásus obligaciones. 
Ka mérito de lo relacionado y 

Considerando: I o Que dados los hechos alegados por las partes, 
la cuestiona resolverse en .1 caso, puede reducirse simplemente á 
loa siguientes términos: SÍ el de* reto del Poder Hjeeutivo Nacional 
defeehaSI de Julio de 1875, aprobado por la ley del Cungreso 
de 14 LeOetubrede 1877, ha derogadoúno en todas sus partes, lo- 
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anteriores de fe,- ha 18 de Agostode 1872 J 19 de Junio de 1873, 
tiiUrmtoa A las concesiones acordadas* la empresa c Depósitos y 
MudledelasCatnliuu^.pitradecidii-.encoiHeciicncia.sield ne- 
to último de 4 de Setiembre de 1890 ha sido dictado con perfecta 
facultad por el Poder Kjecutivo 6 por el coutrario con violación 
del decreto y ia ley aludidos, como se pretende en la demanda. 

2» gne á est- efecto procede analizar el carácter é íudole 
de las concesiones a -ordalías a la empresa demandante, estu- 
diando éstas en su letra y espíritu, para decidir igualmente si 
la Iry aprobatoria del decreto d<< 21 de Julio de 1875 entendió 
acordar la concesión nao se invoca cu et carácter de perpetua, 
como también se sostiene en la d e manda. 

S Que entrando al estudio de la sucesión aludida, 80 té 
que ella tiene su urí^en en el «I - rito de 16 de Agosto de 1872, 
recaído en una solicitud .leí señor Francisco Secber, proponien- 
do U construcción de almacene* de depósitos en la Barraca de 
Fra^ueiro y un muelle en el bajo de las Catalinas. que por 
dicúo d- cr.'tn se cojo edió permiso al señor Seeber para cons- 
truir depósito* «le aduanas en el paraje indica lo, bajo loa pla- 
nos presentados, estableciémloseentreotra s las siguientes condi- 
cione* : * 2 fl que el término de la eotwsion será de 10 años, á 
contar desde la fecha del decreto. 3" que siempre que los de- 
pósitos del gobierno estén ocupados por uu número de bultos 
aQüOiente «ara cubrir su r-uta, la Administr u ion de Aduana 
permitirá ou ■ vayan Moa depósitos del Norte las mercaderías 
de los consignatarios que lo soliciten, reseTándo>e el derecho de 
negar este permiso cuando lo consider- perjudicial & los inte- 
reses del Kstadn. 7 ft Que el concesionario señor Seeber, 6 socie- 
dad que representa, se obliga á remover á su costa el muelle, 
cuando á juicio del gobierno entorpezca las obras del puerto, 
no puliendo para ello pedir indemnización de ninguna especie 
y comprometiéndose á levantarlo en el término de tres meses 
de la notilicaeiou espresada». 
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4 o Que, como se vé, esta cuucsion, la primera acordada a 
la empresa demandante, si* hallaba limitada no sólo en cuanto 
al tiempo de su duración, sino también en cnanto á las reser- 
vas que el gobierno establecía en su favor; d*? oe^ar el uivío 
de carga u lo- depósito* ue aquella, como de iiacer removerá 
costa de la misma el muelle á construirse, cuando á juicio del 
gobierno entorpeciera las obra* del puerto. 

5 o Que por decreto de iíí de Junin de 1873, recaído «o solici- 
tud del señor Juan AMao, representante de la empresa, se re- 
suelte contestar a ésta qu" se tomará para depósitos guie ral es 
de aduánalos a! macen es que se propone construir, imponién- 
dose entre otras las siguiente?- fundiciones: «,.,2* Queda á dis- 
creción de la Aduana inmutar á estos depósitos las mercaderías 
que á ella convenga, después quetenga bien ocupados lo& de pro- 
piedad liscal v los contratados. 3 o Que si su llevi a efecto la 
obra del puerto al frente de esta ciudad y en terreno qii" so 
gane a! río \ el Estado construí ese alma enes de depósitos, ce- 
sará el compromiso que aquí contrae con los peticionantes, á 
medida que se vjjan habilitando dichos almacenes fiscales. 4* 
Que sólo se mandará mercaderías á estos depósitos cuando los 
depositantes lo pidan j la Aduana lo consienta *. 

6" Quf el decreto transcripto, euuio el auterinr de 1872, tan 
esplíeitos y claros en sus disposiciones, revela cuno se vé la 
previsión y propósito en el Poder Kjecutívo de salvar en todo 
tiempo las obras del puerto proyertalo, al establecer que se 
mandará ú los depósitos de la empresa las mercaderías que á la 
Aduana convenga después aun tewjatñen repletos loa de propie- 
dad fiscal y tos contratadas: como de que en caso de efectuarse 
la obra de) puerto cesará el compromiso ron los peticionantes 
ú medida tjue se vayan habilitando dichos almacenes fiscales, 
es decir, los que el listado construyese. 

7" Que posteriormente y ü mérito de una propuesta del mismo 
señor Juan Aldao, elevada al gobierno en 10 de Marzo de 1875, 
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se expidió el decreto d* Julio íl del mismo aím resoltándose : 
«1° Permitir á la sociedad « Depósitos del Norte y Muelledelas 
Catalinas > la prolongación del muelle y construcción de la. de- 
más obras que propone en la base ttf intrato corriente á foja 
3 para hacerlas operaciones tle carga, descarga y depósito de 
mercaderías, debiendo la Administración de Reutas disponer 
que se gire caTga distribuyéndola proporcioiialinente entre es- 
tos y losdetu¿s depósitos, según su cantidad, especie y la . omo- 
riidad del comercio, S» Aceptar en consecuencia todos los artí- 
culos de las bases propuestas, con excepción del 5 o , 16< , 17 6 y 
19° tu euanto se opone a les considerandos y artículo I o de este 
decreto. 3" Aprobarlos planos presentados, nombrando una co- 
misión compuesta del Administrador de Aduana, Capitán del 
Puerto y Presideut de la Comisión Nacional de ObrasPúblicas, 
para que inspeccione la Üel ejecución de las obras, de manera 
que resulten útiles por su puridad y comodidad í las operacio- 

lies que se destinan *. 

& Q„o este decreto fué aprobado por la ley de 12 de Octu- 
bre de 1877, haciéndose extensivas las cláusula, del nmnio á 

las obras intente*, 

9- Que desde luego se observa que en el considerando 1* del 
decreto aludido de 1875 se e stablece : «Que según los informes 
de la Administraron de Aduana. Comisión de Obras Públicas 
y demás oficinas subalternas de Hacienda, hay conveniencia 
para hi administración y el comino en permitirá la sociedad 
referida la construcción de almacenes de depósitos y 1 1 prolon- 
gación del muelle, con arrreglo a los plano* presentados, sw qm 
tas referidas obras perjudiquen ni á la navegarían ni al 
yecia de puerto*. En el segundo, que no resulta igual conve- 
niencia en suprimir inmediatamente los depósitos particulares, 
,in perjuicio de que el Poder Ejecutivo pueda hacerlo cuando 
tos operacionesde Aduana indicasen su oportunidad; y en elter- 
eero,q«epaM lahabilitacion de los nuevos depósitos, no es indis- 
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penssi ble que el Poder Ejecutivo se obligue ¡í no crear u oe vos, 
cuando las necesidades ti el comercio pudiesen exigirlo. 

tO'Q iela empresa so-tiene, como se ha visto, ({aa el decreto 
de 1875 y ley ile 1877, aprobatoria del mismo, lia derogado los 
anteriores referentes ú su concesión, ó sea loa ya citados de 1872 
y 1873, Pero & esto respecto es de observarse ti»* ni la ley ni el 
decreto enunciados, contienen en sí cláusula alguna derogatoria 
de e»tos, ni de sus términos puede racionalmente deducirse qui- 
era el Poder Ejecutivo ni en el l.'ou^reso hubiera, at dictarlo, ¡a 
mente de derogar las cláusulas contenidas en ellos en salva- 
guardia de los derechos ¿intereses d«d Estado. 

41 u ijue, por «1 contrario, déla propia discusión que precedió 
A la sanción de la ley aludida, que es sin duda la mejor fuentt 
dt- interpretación di- la misma, se desprende el propósito y evi- 
dente tendencia de salvaren la nueva concesión que ella acor- 
daba, las cláusulas que cu n tanta previsión se consignaron en 
las anteriores, amparando para el futuro los Intereses del Esta- 
do; y cuno lo observa muy bien la Uir- * ion de Rentas, no es 
presumible quesin subvertir tos principios fundamentales del 
derecho administrativo, el Gobierno déla Nación si- at* las ma- 
nos en obsequiodel interés particular, cerrando las puertas de la 
nación dios grandes intereses presentes que vienen;! beneficiar 
las obras del Puerto. Y en verd id un es f<ini*elnliieque al aeor- 
darse la concesión qut- so invoca, se quisiera dejar al Estado nn- 
posibilítadoperpétunmcnte de construir almaernes de depósito 
eu su pui-rtn, pues noot ra cosa iinporl aria esa concesión en la 
extensión que se pretende, desde que la carga girada proporeío- 
ualiíifiiti' intre los almacenes de la emprima y tos del liiseo po- 
dí i dejar a éstos v.it'í^, como li i Miredido ya, motivándose por 
ello el deeret ) de 4 de Setiembre de 1890. fundamento de la Je- 
m inda. 

12" Que al discutirse en el honorable Senado la ley recorda- 
da, *e mencionó expresamente la concesión anterior de 1872 
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v él señor mrim doctor Hadislao Frías, tratando de penetrar 
¡g mm 4ü La .u,e,a WMfa^ á * comU " n " e11 * 

fettt iende qoepót ésta *neda derogada otrm que antes se biio I 
ta misma Etapa**, »» la cual se establecía m en caso de que 
,bras de este muelle y dique perjudicasen á 1» obra* que 
se proyectaban respecto al puerto, entonces la M&m 
'.ríaqne levantarlo* á,«costa tS in que e» Estado tuviera que 
indemni» »e oosa alguna, á lo que contesta el señor «enador 
Iprtabal: « La l'oinisiún entiende que toda concesión anterior 

L ***** **m mw^w* p^T*? 

prolongación de este muelle n- p -rjudica ni puede perjudi- 
ca obra del puertu. cualquiera que ella se**, í invoca al 
of^to "1 i^orme del Itepartam-nto do Ingenieros y del in-e.ue- 
r» señor Moure, reptes entente del señor Internan, alegando: 
s Por eso es que ni señor Presidente de la República, en el de- 
creto de aprobación de la concesión, -tallece que él también la 
nm „.de en cuanto no se oponga, en manera alguna» a la reali- 
zan de las obras did puerto». 

|* Que el mismo señor senador doetor Frías, para acedar sa 
voto al artículo 2> en iimtim, interroga nuevamente : .¿En- 
tonces esa enndieion queda subsistente? » y el señor Igarzaba 
C(Jllt esta: « queda subsistente en cuanto lo expresa el decreto del 
Presidente de la U. pública. Y aquí no se bace otra .osa que 
aprobar eldeotCtó, con ventajas para el país, puesto que ei 
transito de pasajeros queda libre, y la empresa baos «d servicio 
gratuitamente , ; terminando el señor Frías : < \ « daré mi 
oor rI articulo q.ie s, discute, en la inteligencia de pe esta nue- 
va sucesión que se hace A la empresa (alude al decreto de 
1875) no der-.ga lo que se difuso anteriormente en una conce- 
Sion hecha el m 1872 ; es decir, que queda subsistente en esa 
coneesion todo loque no sea contrario á la realización déla 
obra del Puerto (Sesión del honorable Senado, de 12 de Oc- 
tubre de 1877). 
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14 a Que entómes, pues, la interpretación á ta ley que fluye 
eu los antecedentes que precedieron á au sanción, no puede 
ser otra que la que se ¡e da y se le ha dado por el Poder Ejecu- 
tivo é informe du las oficinas de su dependencia, al dictar la úl- 
tima resol uciou de 4 do Setiembre de 1890, considerando sub- 
sistentes las cláusulas de la anterior ó anteriores concisiones, 
procediendo de acuerdo con lo que prescriben Jas ordenanzas de 
aduana respecto al depósito de mercaderías generales y en uso 
de la facultad reservaba por el artículo 3 o del decreto de 19 de 
Junio de 1878, concórdame con las salvedades consignadas eri 
lus considerandos de 1875. 

15° Que la última concesión uoutenida en el decreto de 
I87ü mi es uiás, entóneos, que una ampliación de la primi- 
tiva y de la otorgada por el de 19 de Junio de 1873, pues en el 
primer considerando nle aquel se establece quu el permiso se 
acuerda bajo la eipr^sa condición de que las obras de prolon- 
gación del muelle, como construcción de almacenes de depó- 
»' tos, no perjudiquen ni á la navegación ni al proyecta del puer- 
to ; y no otra cosa importaría conceptuar ysa concesión en la 
amplitud que se pretendí*, pnrqne entóneos habría el peligro de 
que los depósitos üscales construidos en el puerto quedaran va- 
cíos como ha sucedido \a, y por consiguiente sin objeto si hu- 
biera de llevarse la carga á los de lu empresa con preferencia 
á estos ó en la proporción que se invoca, lo que, comu se ha di- 
cho ya, motivó la resolución de la Dirección de Rentas de 8 d- 
Mayo de 1890 y decreto de 4 de Setiembre del mismo. 

10° Qul- la Empresa, como se lia visto, invoca en defensa de sus 
derechus los términos en que se halla consignado el artículo I- 
del decreto d i 1875 y que dice al nnat: c debiendo la adminis- 
tración di' Rentas disponer que se gire carga, distribuyéndola 
proporcionalmente entre éstos y los demás depósitos, según su 
cantidad, especie y la comodidad del comercio >, sosteniendo que 
el ¡jiro de La carga debe hacerse proporcionalmente entre sus 
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depósitos y todos Eos demás, es decir, los particulares y los del 
Fisco ¡pero esta interpretaron, en el sentido de que las palabras 
y los demás depósitos comprende también los almacenes de pro- 
propiedad fiscal, no es admisible, ni se deduce del espíritu y 
tendencia del mismo decreto, pues se ha visto ya que en los 
considerandos del mismo |8 coloca como libre de toda traba el 
prity^'Ctode construcción de un puerto y la facultcd del Poder 
Ejecutivo de crear nuevos depósitos, cuando lu creyese oportn- 
no, salvedades que demuestran evidentemente que en este de- 
creto ha habido también el propósito de no trabar la acción del 
gobierno en lo que respecta á ta ronsfruceioil del puertu y dep-«- 
sit s fiscales. 

17 e Queeutónces, pues, no cabe otra interpretación a la cláu- 
sula indicada que la que le li a dado la Dirección de Rentas al 
sostener que la proporcionalidad preseriuta en ella debí.i obser- 
varse solamente entre loa depósitos particulares y los que cons- 
truyesela impresa, pues, como bu use dice, no es posihlesupo- 
nerque el Poder Ejecutivo, que tan celoso se must-raba de no 
comprometer sus altas atribuciones administrativas en el de- 
eretode 1873 y en los considerandos del de 1875, abdicara de 
esas atribuciitnes y creara una competencia desastrosa é insó- 
lita entre lus depósitos costeados con dineros fiscales y los depó- 
sitos construidos p.»r una empresa particular. 

18' Que ademas, el artículo 2 o del decreto de 1875, al aceptar 
las bases propuestas por la Empresa, excluye expresamente los 
artículos 5, 16, 17 J 19 agregando: t en cuanto se oponen 4 los 
considerandos y artículo 1° de este decreto». Ahora bien, la ra- 
zón de eliminar el deeretoy ley aprobatoria de éste, especial- 
mente las cláusulas 10 y 17, se manifiesta en sus propios consi- 
derandos, al establecerse que hay cunveniencia en permitir la 
construcción de almacenes de depósitos, etc., sin que las refe- 
ridas obras perjudiquen ni á la navegación ni al proyecto le 
puerto; que no resulta igual conveniencia en suprimir los de- 
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pósitos particulares sin perjuicio de que el Poder E.ecuüvo pue- 
da haberlo cuando las operaciones de aduana indicaren su opor- 
tunidad, y t linalmriiti-, que para la habiltincion de los nuevos de- 
pósitos no m indispensable que el Poder Bjeeutit? se obligue 
á do crear nuevos cuando las necesidades del comercio pudie- 
ren exigirlo; eurúnet's, pues sí tales declaraciones se contienen 
en los considerandos del propio d-creto en que se fundan las 
pretensión»-* do la Empresa, es evidente que la concesión acor- 
dada en el no tiene el alcance qu, -te pretenda y fíebe aneciarse 
Con 1u limitación antes expuesta. 

t*> Que, además, no es concebible, ni pus de siquiera supo- 
nerse que anteías ingentes suma, que la Naci-m debía invertir 
rn la construcción de un puerto, los poderes públicos del Es- 
tarfn entendieran acordar una concesión que desde luegu viniera 
á esterilizaran gran parte los beueuVio* que de tales obras de- 
bía rep rtar ; y si >e quería á todo l ranee, como result.i de lo s 
antecedentes enumerados. >uhar expre-umente en dicha conce- 
>i«n, las obras d«d pruvectado puerto, al decirse que las qu.' 
proponía la Empresa no perjudiquen á la navegación ni al pm- 
reetq de puerto, ¿puede ríacií malmente sostenerse qu- 110 sea 
un positivo perjuicio pura el Est ido, que á sus propios depósi- 
tos sólo hubiera de llevgtie limitada carga? puede decirse 
que a i se perjudican las obras del puerto reconociendo á la 
empresa el derecho que pretende de proratsar á perpetuidad 
con el Fisco el giro de carga á sus respectiva almacenes ? ¿no 
hay, en fin, un evidente perjuicio para «I Estado en que, portal 
distribución, his almacenes corran el peligro de ¡¿ncQUfrmflé 
vacías, como había sucedido va? 

20" Que como un antee -denté favorable ú las pretensiones de 
la empresa, se invoca también la opinión del entonces Procu- 
rador General de la Nación, doctor Antonio E. Malaver, con- 
signad.* -n -u dieUm-n -i- líHe lh- i. mi. re de 1HM); pero si es 
Terdad que tan autorizada opinión es entraría á las conclusio- 
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,,-sd, estefal^, exi^-n. i*r otra parte, »n su favor, la.no me- 
«os autarcías del señor doctor Cario. L. M arenco Prn^ra- 
a,r.lplTe.orovntü t Lces,c.>ut,.iHÍaen *u ruta de fecha ¿7 -i, 
Sombre, como la d, la Dirección General de Rentas, que en 
su informe del ftidel mismo mea y año, sostiene que la diepp- 
sicion del artillo 3" del decreto do 1K73 no ha SÍÍO d-rogada 
por id de 1875 y ley di- 1877. 

g¡* Que aún suponiendo que el deeretn aludido de 1R7b se 
reiteren todos ÍOS depósitos, tanto Bleales como paiticular«, 
respecto áladistribucnm proporcional de la carga, ella no im- 
. Jtaría el reconocimiento del derecho *ue pretende l* 
Lvqu, dice viola el articulo lOdel citado decreto de A de Be- 
timbre de 1890, porque no habiendo sido derogado, los ante- 
riores referentes á la misma roa**, » ruede negarse que el 
foder Ejecutivo usaba en él del derech- que en estos se habla 

reservado. . 

* Qne también se pretende en la demanda que el «Inwce- 
„aje no es un impuesto sino simplemente U rotribucon »' ' »" 
positario per la mita de | a memoria runfiada a *" custud.a. 
para lucir de ello que la ublitMci.m del Kiaeo de girar m.T- 

d i i i los depósitos de 1» Hmprea* y el derecho correlativo 

„cl goMatn.. pero aparte de que. cualquiera ,ue sea e carácter 
de st, servi-u,, ninguna imporunciÉ tendría en la solucon de 
to«HHM 4«»«l **** favorecerlas pete .- 
si,m,sde la empresa: basta para d,m,strar lo «*» do este 

i i - «la. aeniHito almacenaje 

eoaceoto e! timrm V H ' tas derecho > 0.1 uepo.uo. > 

y eslingaje, confuyen |urt, de la renta del Bi*n4*i y se ha- 
llan sujetos a la sanción legal del Congrego, q .e anualmente los 

vota como renta de aduana. 

23» Oue finalmente, se sostiene también que la coneesion in- 
vocada "tiene el carácter de perpétua. y A este rrsp,cto procede 
también recordar que ««I coopto no se contiene en la le> 
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decreto del Poder Eje utivo, pero ni aun siquiera en la solici- 
tud respectiva de la Empresa, y sólo se anuncia com<i funda- 
monto de tal aserción la ophimn man. instada por el señor se- 
nador Igarzubal en la discusión q\\*< precedió á la sanción di 1 
aquella; y si es verdad que en dicha v lecreto no se contiene 
« Uiu>ula alguna que tiji in tiempo de duración ft la concesión 
que se acuerda, de esto no pned^ *1" 1 ^;irse en manera alguna 
que ella tenga tal carácter. Por el contrario, para que así fuera, 
sería necesario que expresamente se hubiera así declarad" en la 
misma ley; y menos puede atribuirse tal carácter á dicha con- 
cesión cuando en e) do- reto mismo se eliminaban algunas de las 
cláusulas propuestas con tal tendencia; aparte de que también 
noes concebible <iue tuvieran la mente niel Poder Ejecutivo ni el 
Congreso de acordar una concesión con tal amplitud, contra- 
riando los usos que son de práctica en toda concesión ó con- 
tratos de esta naturaleza; y entonces sólo puede enmaderarse 
corno una concesión indefinida que ningún derechu puede crear 
á perpetuidad en favor del coiicl j s ion ario. 

Pur estos fundamentos, y los concordantes del escrita de con- 
testación y aducidos en el informe in voce de que instruye el 
folleto agregado á los autos a peti ion del doctor García Me- 
rou, falto definitivamente: absolviendo al Kxmo. Gobierno de la 
Nación de la presente demanda, sin especial condenación en 
costas , 

Hágase saber original y repónganse las fojas. 



Juan dd Campillo. 
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Buenos Aires, Abril 10 de Hffí. 

Vistos: La sociedad «Depósito* del Norte y Muelle de las 
C.tali.ui- demanda ul Mer Kjerutivn sol kitamtu, cqu.- se de- 
rl iré r L u^ el gobierno está obligado á girar cargas a los .ümaee- 
nesdela empresa, en la prop-rci-m e.tabUrida por el artículo 
.rimero de! decreto de veintiuno d s Jallo de mil ochocientos sa- 
teiitay cineo,, pidiendo además que <se condene al Poder Eje- 
cutivo á indemnizar á U empresa de lo, daños y perjuicio* que 
le ha irrogado v *igu* irrogándole la vigencia del artículo diez 
del decreto de* cuatro de Setiembre de mil ochocientos no- 
venta». 

Pura apoyar sus pretcnsiones, U empresa de C atalinas uiato- 
rii en la demanda los orígenes de su existencia desde 1 decre- 
to de diez v seis de Agosto de mil ochocientos setenta y dos (en 
cuanto se refiere al gobierno de la nación) hasta la ley de trece 
de Octubre de 1877, que apronó el decrelo de veintiuno de Ju- 
lio de mil ochocientos setenta y cim-e. 

B) gobierno de la nación, contestando la demanda, so.tieue 
principalmente que todos los derechos que los decreto admi- 
nistrativos v la ley de 1877 acordaron ála empresa délas Cata- 
linas, han caducado, no s¿Io por la expiración del término lija- 
do par* ^« ^ tu ^ rau s¡nÓ UmhWtí P " f habeTfil1 " 
lado la empañía á sus obligaciones, lo que la colocaba en las 
Condiciones del artículo mil d ecientes uno del Código Uní, 
pidiendo, en consecuencia, el representante del I'oder Ejecutivo, 
el rechazo, con costas, de la demanda. 

Trabado así el pleito, las parte, han discutido preferente- 
mente dos puntos capitules,* saber: duración de la concesión 
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he ha por los poderes públicos ¿la empresa, é interpretación 
del alcaucí* del último período Jej decreto ile veintiuno de Julín 
de mil ochocientos setenta y cinco, en euautose refiere a ladis- 
ttitmciou proporcional de la carga, entre los depósitos de la em- 
pr.sa y los demás depósitos. 

Al objeto do la resolución conviene recor lar las disposicio- 
nes, qsie, en cnanto >e relien? i las relaciones entre el gobierno 
de la nación y la empresa de las Catalinas, han servido para 
dar origen y mantener ta existen-ia de acuella empresa* 

Cuatro .viu los actos oficiales que á este respecti se han iuvo- 
eado por las partes en lítí^tu : el decreto de diez y seis de Agos- 
t d- mil o -hueiento-v setenta y dos, oldeereto de diez y nueve 
■1» Junio de mil ochocientos setenta y tres, e! decreto de vein- 
tiuno de Juln* de mi! ochocientos setenta y <'ineu y la ley debe- 
ré de Octubre de mil urhocientos feleuta y siete, formando es- 
tos dos últimos una misma disposición, con la doble san cío u 
legislativa y administrativa. 

Ku la parte pertinente á la cuestión, el decreto de diez y sel-* 
■le Agosto de mil ochocientos setenta y dos decía expresamente 
que i el término de esta concesión será de diez anos ¿cuntir 
desde la fecha » (artículo tercero). 

El decreto de Junio diez y nueve de mil ochocientos setenta 
y tres, establ ció que « si se lleva á efecto la obra del puerto al 
(rente de esta ciudad y en terreno que se gane sobre el tío el 
esudo construyese aíuncenes de depósitos, cesará el compro- 
miso que aquí contrae con Us peticionario-;, á medida que ?e 
vayan habilitando d.chos almacenes lístales», lo que importaba 
aumentar ó diminuir el te rmino laxativo de diez años, lijad*» 
por el decreto de mil ochocientos setenta y los. según que las 
ehra- del puerto d- esta Capital, y la caa-trncciou de depósitos 
en los terrenos ganados al rio. se realizase antes ñ ie-puo- d - 
ese término. Finalmente, el decreto de veintiuno de Jallo de m 1 1 
octaociento* setenta y cinco, confirmado por a ley d- trece d 
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Octubre de mil «Otaciéatel setenta y *ieU> nada dijo ¿p^ 
mente respecto á la duración .le los derechos q«e por esa. d. - 
Mtfkfatf* se acordaban ;iU sociedad * Pepito* del Norte y 
Mu, 11- de las Catalinas *, limitándose el artículo primen, i es- 
tablecer que, * la aduiinistrac.on dé renta, debía deponer que 
.egire-arga^li^trilmvéiidola proporeíoualuiente entre estos 
(1** de Catalinas) y lo* demás depfiiflfe aegi.n W cantidad, 
eB pecw v la éome lidad del comercio i . 

Al pedir la empresa la modificación del artículo tercero dddff» 
ereto de diez y nueve de Junio de mil ochocientos secuta y tfOS, 
quH libraban la « disere- slun de la ad uaná mandar á e^tosdepósitoa 
(los de Catalinas) las mercaderías que a ella eouvt ngan, desp.es 
que tenga bi« n ocupa loa los de propieda d fecal y los contr.it i- 
dos» fundaba su petición en la dificultad de encontrar capitales, 
atener una Use de estabilidad, agregando que «para termi- 
nar estas QlM»l,tá necesario, cuando menos, un capital !■ uii 
millón de duros, t será preciso recurrir á nuevos accionistas, 
que no aceptarían una concesión en términos tan vagos. <Joja 

. letuo cuarenta). 

No habí, mió tenido solución los reclamos hechos por la -m- 
M¡Md.< «atalinas contra el articulo segundo del decreto de 
m \ ochocientos setenta y tflft, I tramitándose aún aquellos en 
O t ubre dfeí v seis de mil ochocientos setenta y cuatro (foja 
cuarenta y vuelta) en llano diez de mil ochocientos se- 
tenta v einco, el representante de la soei.dai * Insitos del 
Nort^v Muelle de las Catalina, . formulaba la nueva propuesta 
«pedio origen al decreto de Julio veintiuno del mismo ftto, pro- 
puesta en la que no *• fijaba término alguno para la duración, 
, ,,. r el contrario, se estarcían cláusulas que d. mostraban 
tu carácter indefinido, tales como lasque consagran el derecho 
s „Wiuo para expropiar las obras, la leuegieiou de todo 
nrif desio eiclusfc». puesto que el gobierno se reservaba el de- 
recho de dar concesiones análogas á otras empresas y la fijación 
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de un largo plaao<dos aíms después de aprobados loa planos de- 
finitivos) para hi terminación de las obras de loa diques j>ru- 
vectados. 

Por otra partí*, lo; mismos actos del gobierno lian demostra- 
do que el carácter iudelinido tico ¡u paita ha ¡i la concesión de los 
derechos reconocidos á la empresa de las fatalinas por el de- 
creto de mil ochncientos setenta y cinco y ¡a ley de mil ocho* 
i ientoa setenta j siete. 

Según lus mismus informes o li<- i;iles de los socesíros admi- 
nistradores de ñutas, ellos han entendido que al <íirar cargaá á 
los depósitos de Catalinas después de vencido el plazo si ñu lado 
por el artículo segundo del decreto de mil ochocientos setenta y 
dos, entendían no haber hecho otra cosa que « umplir la ley del 
Congreso* 

Y «*s, precisa meo V . porque tenía ese carácter, que no se ha 
des onoeido á la empresa de Catalinas ninguno de los derecho*, 
que le acordaron el decreto de mil ochocientos setenta-y cinco y 
la ley d-- mil ochocientos setenta y siete, por ningún acto adrai- 
fcrativu, c*m la sola excepción del ¡r ti'culo décimo del decreto de 
cuatro de Setiembre de mil ocbocieutoa noventa, i\w ha moti- 
vado esla demanda, y que se refiere, como se desprende de sus 
términos, al reparto proporcional de la carga que la empresa de 
Catalinas pretende tener derecho aqueje haga en concurrencia 
con los depósitos jjscales construidos en lo> terrenos ganados 
al río, con m»livu de la construcción del puerto. 

Lejos de haberse desconocido por el Podji r Ejecutivo la sub- 
sistí 'Tiuia de la concesión, Hla ha sido respetada en los términos 
en que la demanda lo sostiene desde mil ochocientos setenta y 
cinco hasta el dt-creto de cuat ro de Setiembre de mil oehoeien- 
tos noventa, y aun este mismo decreto, en vez de declarar la ca- 
ducidad de la concesión, apresamente reconoce y ratih>a su 
existencia en calidad de almacenes generales cuando en su ar- 
tículo trece establece que «la descarga de las grandes maquinas 
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de mayor peso de quince toneladas, que por ahora no puede ha- 
cerse dentro de la dársena y diques se efectuará en Catati- 
nas.. . » lo que importa reconocer explícitamente la existencia 
legal de estos depósitos, legalidad que no tiene otro origen que 
el decreto de vei n ti un o de JuIjo de mil ochocientos setenta y 
cinco, ratificado por la ley de trece de Octubre de mil ochocien- 
tos setenta y siete. 

Y no es esta sola disposición del mismo decreto de cuatro de 
Setiembre de mil ochocientos noventa, laque autoriza á atir- 
mar qm- para el Poder Ejecutivo la < onewion hecha a Catalinas 
está en pleno vigor. 

Kn Mayo siete de mil ochocientos noventa y dos, el gobierne 
nacional, haciendo u>o del derecho que le acuerd.in algunas 
clausulas de !■ concesión, dispuso que la administración de ren- 
tas < urdí na se á la alcaidía qui- las cargug de La Plata, giradas 
en transito dU aduana de la Capital, como también ¡as que se 
descargan en lañe has en la rada, procedentes de los buques en 
cuarentena, sean giradas ii los almacenes de la empresa de Ca- 
talinas» {pagina cien del folleto), estando esa disposición aún en 
vigor. 

Kn mil ochocientos noventa y uno, en otras convenciones pro- 
yectadas entre el gobierno y la empr-sa y mediante las cuales 
éüta tomaba á su cargo la administración de todos lo- depósi- 
tos de aduanü, tanto fiscales como de la empresa, el Poder Eje- 
cutivo había manifestado, con el misn. » personal que lo forma- 
ba al dictar el decreto de cuatro deB-tiembre de mil ociiocien- 
tOH noventa, en el mensaje de diez y seis de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y uno, qne mediante el arreglo proyectado, 
qu<-da solucionada la controversia existe pie entre el gobierno y 
la empresa, acerca de la recta interpretación de las cláusulas 
del contrate de la empresa, sancionado por la ley de trece de Oc- 
tubre de mi) ochocientos setenta y siete.y fundado en el cual ésta 
gestiona una fuerte cantidad á título de indemnización de da- 
t. lito lfi 
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ños y perjuicios»; y enei proyecto de ley que acompañaba áese 
mensaje proponía la sanción «le un artículo final que d. cía asi: 
« El contrato misten U* vnin* ta empresa <tc Depósitos \j Mm- tu- 
fa fot Catalinas, aprobada por la ley de trece «le Octubre de mil 
ochocientos setenta y siete, queda rescindido y sin valor, renun- 
ciando las dos partes contratantes & toda acción ó derecho que 
pudiera surgir de él ». 

Dados Udns estos antecedentes no puede ponerse tn duda que 
para el Pnder Kje.-uhvo, en todos los momentos, el contrato con 
la empresa de Catalinas ha estado eii vigor, y e*to resulta aún 
ntás ^vidente si se recuerda que el origen del actual litigio ante 
l.>s tribunales le justicia, es precisamente, el proyecto de arbi- 
t r -i j,* rtvtiazadu p»r el honorable Cniur.-o nacional y rt empla- 
zado por la ley decuatru de Octubre de uiit uch."-ientos novent¡i 
v tre^, que autorizó á la empresa ile * De pósitos del \*'>rte y 
Muelle de las Catalinas» k demandar al poder ejecutivo ante 
la justicia federal. 

Del estudia metodizo y armonizado de las sucesivas concesio- 
nes Je qu<f ha sido objeto la empresa délas Catalinas .lesil" mil 
ochocientos setenta y «lo. hasta mil ochocientos setenta y sie- 
te, resulta evidente que toilo lo que sl> refiriese al puerto de la 
Capital, ó los depósitos fiscales, ojie en él se construyesen y á 
las operaciones de uarga tue en estos últimos se hiriesen, noha 
sido materia de convención alguna entre las partes, habiendo, 
por e! contrario, sido expresamente excluidos de toda conven- 
cí, .u los punios que se referían ñ las obras del puerto. 

Bo la propuesta <ie quince de Junio de mil ochocientos seten- 
ta y tres, que don Francisco Seeber pri-sentuba al gobierno na- 
cional á nombre de una socieda l anónima, so lie i ta no! o la hábil i - 
tai tna tl*-l primitivo muelle de las < íatalinas, el solicitante decía: 
teste muelle se hará ecm earáet r provisorio y contraigo la obli- 
ga, i un *le removerlo tan pronto como entorpezca las obras del 
pfterlo»; y el Poder Ejecutivo, al aceptar, cü diez y seU de 
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tode mil ochocientos setenta y dos, 1» propuesta mencionada, 
tlecfa expresamente en el artículo óptimo, que **Í concesiona- 
rio ó la sociedad que re presenta, se obliga á remover á su coa- 
la el muelle, cuando ;t juicio del gobierno entorpezca las obras 
del puerto, no pndieti ío por ello pedir indemnización du ningu- 
na especie». Durante la tramitarían de esa propuesta y acon- 
sejando su aprobación, la oficina de ingenieros nacionales, en 
Junio veintitrés de mil oí 'lio- ir utos setenta y dos, Había pre- 
cisado que la concesión debía ac -miarse siempre *[iie «la> obras 
que van á hacerse no limiten la libertad del gobierno en su pro- 
pósito de construir el ptterto } ¿«^ttbtóáfl aduana*, agregan- 
do que «sería facultativo del gobernó mandar la^ mercancías 
a los almacenes qu*' la sociedad se propone construir óá los lla- 
mador depósitos generales que eran los fiscales (fojas eíeuto 
catorce vuelta, ciento diez y nueve y ciento veinte). 

En veintidós de Noviembre de mil ochucienlos set nta y dos, 
la empresa de las Catalinas propone al Poder Ejecutivo de la 
nación, * construir todos los depósitos que fuesen neee*»ríns, 
siempre que el gobierno quisiese suprimir los que tiene arren- 
dados»; y, tramitándose esta nueva propuesta, qu.- dió origen ai 
decreto di- diez y nueve de Junio de mil ochocientos «eteut& y 
tres, las oficinas lisí ales vuelven a insistir en que todo lo refe* 
rente á la construcción del puerto y á los depósitos que en ellos 
construyese el gobierno, debe quedar excluido de la nueva con- 
cesión, resolviéndolo así expresamente el Poder Ejecutivo, que 
mandaba por el artículo tercero d< 1 mencionado decreto «le Ju- 
nio diez y nueve de mil ochocientos setenta y tres, que: «si se 
lleva í efecto la obra del puerto a! frente de esta ciudad y en te- 
rreno que se gane sobre el rio, el Estado construyese almacenes 
de depósitos, cesará el compromiso que aquí contrae can los peti- 
cionario^ á medida que se vayan habilitando dichosa Imacenes 
fiscales». 

Con esta disposición venía ¿i pr usarse el alcance de los de- 
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rectioa que se acordaron á la empresa ríe Catalinas y que podían 
resumirse en esta formula concreta : la Concesión nunca podía 
afectar la construcción material de las obras del puerto, ni el 
derecho del gobierno rara girar caigo á los depósito- que se 
construyesen en aquel. 

Es verdad, que, durante el juicio. Ja empresa délas Catali- 
nas ha sostenido ijue ella no aceptó el decreto de mil nrhoeien- 
tos setenta y tre>; pero esto aparece contradicho, no sólo por 
su propia invocación de ese decreto en el escrito de demanda 
-inó también por las constancias de lo> expedientes adminis- 
trativos, 

Kfc tivaiueiite, en treee de Diciembre di* mil oeliocitoitos se- 
tenta y tres, en treinta d- Km n» de mi) o< ti ocien tus secuta y 
cuatro y en Junio primero del mismo año (fujas ciento treinta y 
uno detento cuarenta) el representante de la sociedad de ("ata- 
linas presentó escritos ante el L*od<T Kjecutivo 'observando la> 
dis posiciones d«d decreto de Junio d.- mil ochocientas setenta y 
tres; pero entonces, como ahora, las objeciones no se dirigieron 
i'outra el cuerpo del decreto mismo, sino contra uno de sus ar- 
ticules. Así como el pleito pendiente lo motiva el artículo diez 
del decreto de cuatro de Setiembre de mil ochocientos noventa, 
las reclamaciones de mil ochocientos setenta y tres y mil ocho- 
cientos setenta y cuatro, formuladas por la empresa de Catali- 
nas se dirigieron únicamente contra el artículo segundo del de- 
ütétú de Junio de mil ochocientos setenta y tres, limitándose 
esas objeciones a la facultad discre cional r¿ue aquel artículo re- 
conocía a la aduana pura girar car^a á los depósitos de Catali- 
nas, como la gestión actual se dirige sólo á ree lámar la distri- 
bución proporcional de la carga, sin discutirse el alcance de las 
demás cláusulas de la (Kmeesion de mil ochocientos setenta y 
cinco, 

Ivs también de notarse que entre las bases acordadas entre la 
administración de rentas y la empresa de las Catalinas en mil 
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ochocientos setenta y dos, y acompañadas por ésta á uno de sus 
escritos, la empresa asintió en la redacción del artículo cuarto 
de esas bases, que establecía que «el B obiiTii.> no construirá ni 
habilitará más depósitos genéralos, siempre qua la empresa 
tonga los bastantes almacenes para depositar las mercaderías 
ctue se le pidan, á eveeprion de hs almacenes <¡ue se reheumen 
con las obras deí ¡»tert<> » (foja ciento treinta y siete) . Como en 
mil ochocientos setenta y «los. en mil ocüorM-nt.* setenta y 
tres consiente excluh de su concesión todo lo qm- se reüera á 
las obras del puerto y á lus almacenes que n ella se constru- 
yan. 

En mil oehocientns setenta y cinco, tanto la propuesta de la 
empresa Catalinas, como el decreto do veintiuno de Julio y la 
ley de trece de Octubre de mil ochocientos setenta y siete, na- 
da dicen respecto de los almacenes de depósitos» que se constru- 
yesen en los terrenos ganados, con ese motivo, al Rio de la 
Plata. Sólo el considerando primero del decreto de mil ocho- 
cientos setenta y cineo consigna, al respecto, una frase i < sin 
n ue las referidas -.bras perjudiquen ni á la navi-gacíon, ni al 
proyecto del puerto », frase que tanto puede aiirmar un hecho 
evidente, como lo pretende la empresa, es decir, que sus cons- 
trucciones no perjudican las obras dd puerto, puesto que están 
fuera de ellas, como un hecho hipotét]- como lo sostiene el 
repres. ntante del gobierno, es decir, que la concesión subsis- 
tiría en tanto que las obras de la empresa no perjudicasen ma- 
terial o económicamente las obras del puerto y el producto ren- 
tístico de los depósitos constriiid.H en los terrenos ganados a) 



no. 



Ka, pues, precisamente, sobre ese tópico que el «ran debate 
jurídico se ha heeho : ¿cuál es el alance de la proporcionali- 
dad en el -iTode la carga entre tos depósitos fiscales del puerto 
y los depósitos de las Catalinas? 

O más claramente aún, precisados los términos de la contien- 
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da ¿están los depósitos fócalos construidos mi túrrenos ga- 
nados al rio de ta Plata, incluides entre aquellos que* deben ber- 
t(r 4e base al reparto proporci-nal de tas cargas, entre los 
depósitos fiscales y los de ia empresa de Catalinas? 

Existe en .Mitos indudablemente 1;i verdad jurídica de que 
esos depósitos construidos m forrónos ganadoa al rio, no fue- 
ron nunca objeto de convenciones ni contratos entre la empre- 
sa de f 'utaUnas V el gobierno ile la umcioíi . 

La gestación de la coni-esum acordada a la empresa en mil 
Oiboc.ento* setenta y siete, por la ley de trece de Octubre, iu 
demuestra evidentemente. 

Cnn e>iu- , ru l.i y persistente cuidado, en todos lo> actos ad- 
ministrativoa que importaban una eonce-iou Ala empresa de 
Catalinas, el Poder Ejecutiva la excluido la posibilidad de ¡|Oe 
esn> obra>, que la empresa proy< '-taba, pudiesen perjudicar la 
libertad de acción del gobierno. en . nanto se refiere á los depú- 
Sitos qm se construyesen en el pueri". 

Corroborando esto mismo, pte den iiivocurse la* leye- -¡ (i- 
han autorizado la con str necio n de loa dos proyectos de puerto 
Irí-nte de esta Capital, Tanto en la de cinco de Noviembre de 
mil <>choc íentos .setenta v dos, en que la nación entraba en 
participación con ia provincia de Buenos Aires en la construc- 
ción del proyecto de puerto propuesto pur el señor Bateuian, 
como en la de veinte y siete de Octubre de mil ochocientos 
ocb-nta y do», que autorizó dclinitiv amenté el que se ha cons- 
truido y proyectó el señor -Madero, el Congreso nacional enten- 
dió autorizar, no sólo la construcción de un puerto de abrigo y 
diques de desembarque, sjnó tamben almacenes de depósito pa- 
ra >emr á todas his operaciones de earjja que se efectúan con 
interven' ion de ta Aduana. 

Y considerando* Primeen : ijue los antecedentes de e-ta can- 
sa y la exposición hecha por el actor y demandado en sus escri- 
tos de demanda y contestación, permiten aburar que los de- 
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cretos de diez J seis de Agosto de mil ochocientos setenta y dos, 
tHez y nueve de Junio de mil ochocientos setenta y tres y vein- 
te y uno de Julio Je mil ochocientos setenta y cinco, aprobado 
porlcydetrecedeUotubrede mil ochocientos setenta y siete, 
han sidu dictados para reglar y han rilado, en efecto, los dere- 
cho* y deberes de la empresa de Catalinas en su» relacione, 
con el gobierno, en lo que se reliere á la concesión que motiva el 

presente juicio. 

^funth: Que esos decretos suc sivamente dictados á mn- 
«ecuencia también de sucesiva* guiones de la empresa, *e ex- 
plican y complementan reactivamente & tal suerte que los 
primero* no sólo importan un dato histórico para el desarrollo 
ulterior de la situación déla empresa, sinó que siguen iticürpo- 
n <\«* á ^a situación misma en cuanto la existencia de sus dis- 
posiciones sean compatibles con las de los subsiguientes. 

ÍWr" 'i : t¿m- par;i llegar á esta conclusión basta comparar 
las cláusulas de los mencionados decretos para no abrigarla 
menor duda de que el de mil ochocientos s tenta y dos, como el 
de mil ochocientos setenta y tres, las contienen en vigor aun, 
nu obstante el posterior de mil oc hocientos setenta y cinco, ex- 
plicándose así que esta Supr-ma Corte, en resoluciones relati- 
vamente recientes, haya aplicado disposiciones del citado de- 
creto de mil ochocientos setenta y dos (sen- cuarta, tomo pri- 
mero, página veinticinco). 

Citarío: Que tanto por fe» motivo* expresados, como porque 
los decretos ulterioresde referencia no contienen cláusula dero- 
gatoria, hay que «reptar como existentes todos les mencionados 
decretos en cuanto no.can contrarios, primando, en el caso de 
ipatibilidad de sus disposiciones, las contenidas en los Úl- 



incomi 



limos. 

íIkmíío ; Que con ese criterio se consulta la regla elemental 
de derecho, de que las leyes posteriores derogan a las anterio- 
res, consultándose ú la vez el principio no menos elemental de 
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interpretación que enseña que, á menos de cláusula derogato- 
ria general, las leyes posteriores no derogan á las anteriores, 
s i iió en lo quesean contrarias, subsistiendo en lo demás y sir- 
viendo para explicarse y completarse las unas con las otras. 

Scxlo: Que en mérito dulas consideraciones que preceden y 
debiendo observarse también que las concesiones anteriores del 
año mil ochocientos setenta y cinco, han quedado bajo el am- 
paro de la ley citada de mil ochocientos setenta y siete, que hi- 
zo estensiTas sus cláusulas á Las obras existentes, hay que estu- 
diar los decretos de conc siones, en lo que á la cuestión se refie- 
re, para precisar cuáles sean en tu actualidad los derechos del 
demandante. 

Styttmo : Que respecto al término de diez años pura la du- 
ración de la concesión que lija el artículo 2" del decreto de mil 
ochocientos setenta y cinco, á cuyo coatesto general no se presta 
la limitación, la qtiH resolta, al contrario, repugnante á lo es- 
tatuido en el artículo veinte de la propuesta aceptada y al se- 
g undo de la W aprobatoria de mil ochocientos setenta y siete. 

Octavo: Que si todavía quedara alguna duda al respecto, ella 
desaparecería ante la inteligencia dada á la ' ancesion y probada 
por hechos constantes y reiterados, desde que consta que con 
posterioridad al año mi! ochocientos ochenta y dos, en que ha- 
bría vencido el plazo de diez anos lijado en el decreto de mil 
ochocientos setenta y do s, ha continuado reconociéndose durante 
años el derecho de la Empresa al giro proporcional de la carga, 
y puesto que los hecho* subsiguientes délos interesados en no 
acto son importante elemento para ta interpretación del mismo 
acto. 

Nov&iO: Que no puede ponerse en cuestión que el artículo 
primero del decreto de mil ochocientos setenta y cinco, se refie- 
re tanto á los depósitos particulares comoá los fiscales, al dispo- 
ner la distribución promocional de la carga entre esos depósitos 
y los de las Catalinas, porque la generalidad con que se halla 
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concebido el expresado artículo no permite sinó entenderlo y 
aplicarlo g.neral éindistintaraente ; porque asi se ha entendido 
y aplícalo por la administración 'le una manera invariable has- 
ta la resolución que lia motivado este pleito, y porque así, so- 
bre todo, se reconoce en la contest icio n ii la demanda, 

tmm; Qiw.i-n consecuencia, la derogación del artículo 
tercero del decreto del setenta y «los y del segundo del decreto 
del st-tenta J tres resulta evidenciada, puesto que sus disposi- 
ciones son repugnante al deber establecido por el posterior de 
mil ochocientos setenta y cinco, de girar proporcionalinente la 
carga éntrelos depósitos de Catalinas y los demás depósitos, 
inclusives los íiseaks, y eso aunque éalos no atuvieren ocupa- 
dos su (i cien temen te. 

Undécimo: Que no puede decirse otro tanto aspecto al artí- 
culo tercero del citado decretode mil ochocienr setenta y tres , 
según el que < si se lleta á efecto la obra del puerto en frente de 
esta ciudad, y en el terreno que se gana sobre el rio, el Esta- 
do construyese almaceues de depósitos, cesará el compromiso 
que aquí contrae con lo* peticionarios, á medida que se vayan 
habilitando dichos almacena fis- ales t. 

Duodécimo: Que lejos de haber oposición entre la citada cláu- 
sula y el decreto de mil ochocientos setenta y cinco, éste se 
encargan contrario de confirmarla y robustecerla, expresando 
en el primero d, sua considerandos que las obras do la empresa 
de lasCataliuas,consist.mteson almacenes de depósito y prolon- 
gación del muelle, no afectan al proyecto del puerto, 6 como 
lo diré textualmente . sin que las referidas obras perjudiquen 
m á la navegación ni al pmyeeto de puerto * . 

Üécimo tercero: Que in esfumo se vé claro el pensamiento 
d«d gobierno de no afectar en ío mínimo el proyecto de puerto 
en esta ciudad r n la concesión á las Catalinas, un sólo en lo 
que á navegación se refiere sinó también á almacenes de depósi- 
to, poniendo así á cubierto los quese construyeren en el puerto 
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en proyecto, de toda competencia coa ios de las Catalinas. 

gé&IHO éuaftQ ■' Que el proyecto de puerto, y dejando de lado 
la discusión meramente teórica en que ban entrado las partas 
en él juicio, comprendía lo mismo que los diques, la construc- 
ción de almacenes que servirían á facilitar el comercio y al an- 
mentó y mejor percepción áel***rtfá, loque se prueba plena- 
mente por la ley número quinientos ochenta y <iuco, de cinco de 
Noviembre de mil ochocientos setenta y dos, con la referencia 
eonteuida en el artículo tres de dicha ley. y *e roniinna por la 
ley de veintisiete de Octubre de mil ochocientos ochenta y dos, 
y contrato en su virtud cele, lirado coa don Eduardo Madero en 
diez v ocho de Diciembre de mil ochocientos ochenta y cua- 
tro, aprobado e! di-zy nueve de] mismo, para la construcción 
del puerto. 

thk'ino* tjUtttttf : Que no punle pretenderse que «-uando ^e 
d Lee fi" los almacenes de las Catalinas tío perjudiquen al pro- 
yeito del puerto, s»- salva solamente el derecho dtd gobierno, en 
todo capo incoute-taldr para construir almacena en el númi ro 
que repute convenii nte> ó de no estorbarse uiaterialmeut<- e&a 
ciiustnici'i'O), siuó ijue la salvedad, lógica con sus anteceden- 
tes é inspirada en las conveniencias públicas, se dirige á elimi- 
nar la e«>inpei. neja cutre los almacenes del puerto y los de las 
Catalinas, porque aegu raméate los de ésta perjudicarían á 
aquellos, parte integrante del puerto en proyecto, si los fiscales 
que se e nstniyes- n hubíen-n de estar vacíos ó insutb-ientemen- 
te o- upados por exigencias de un competidor vecino. 

ih'cimti st\rt<) : Que aunque la parte de ta empresa de las Ca- 
talinas en el alegato de bien probado, ó sea, después del venci- 
miento '!■■! término de prueba, inicia un medio de defensa ne- 
fando que el decreto de mil ochocientos setenta y tres hubiese 
ligado alguna vez á la empresa, no debe perderse de vista que 
tal afirmación se halla desautorizada por la exposición de la 
misma parte cont-Miida en solicitudes ante el Po<ier Ejecutivo, 
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y sobretodo en la demanda, que con ia respuesta es el « co- 
meozamiento e raiz de todo pleito sobre que debe seer dado jui- 
?.\o> 1 1 *ey tercera, titulo diez, partida tercera). 

ihrimty séptimo: Que además. del expediente administra- 
tivo qoe corre á foja cient. tn inta y una, resulta evidenciad ■ 
que la empresa pidió tan sólo la reconsideración del artículo se- 
gandodel decreta de mil ochocientos setenta y tres, lo que de- 
muestra que aceptaba y nada tenía que observar respecto al 
articulo Lerce-M del mi mu o decreto. 

Wnm*» orí aru : Que este antecedente no deja duda de <tae 
jamás la. mpresa pretendió, ni estuvo en su intención, que su 
. oncesion había de limitar en lo mínimo la acción del gobierno 
en lo qu- al puerto en proyecto cou sus respectivo* almacenes, 
en número i ndt finido, se relíete. 

Ih'cimo «nreno: Que si la empresa nunca pretendió hacer 
competencia cou sus almacenes á los almacenes del puerto en 
proyeeto, no puede en manera alguna sostenerse que el g bier- 
uo hubiera tenido la voluntad de otorgar lo que no se le pedía, 
perjudicando álacosa pública y poniéndose en contradicción con 
sus propios precedentes. 

I tfjesmto : Que la insnbsisteucia del argumento aducido por 
la parte del gobierno, que niega todo derecho a la empresa, por 
110 habi*r eMa construido los ramales transversales del unflle, 
se demuestra de una manera ••onclurente por lus actos de la 
Administración que, noobstante e-a falta de construcciones, ha 
reconocido hasta mil ochocientos noventa, en que se dictó el decre- 
to que ha motivado esta cau>a, el derecho de la empresa al giro 
proporciona) de la carga; porque no se ha requerido á la empresa 
la construcción délos expresados ramales, resultando del citado 
decreto y bus antecedentes que es fundado, no en deficiencias 
de parte de la empresa, sinóen razones de otro úrden é impor- 
tancia; y porque es suficiente tener presente que los ramales 
de muelles, como el muelle mismo, en su mayor extensión, eran 
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incompatibles en su existencia con las obra* del puerto, ante 
las que aquellos debían desaparecer, eom.. desapareció el mue- 
lle en cuanto lo requería la ejecución de dicha* obras, levan- 
tándose por i. a empresa y por »rden del gobierno. s;n que 
ello moa lúea ra en lo de en los derechos del concesionario. 

Ytgesimo primero .Que a) contrario, la obü^.iciou de lera li- 
tar '.oí muelles-, por razón de las exigencia* de la* obras de! 
puerto, era una ¡¿nutación i la concesión, que no afecraba a la 
subsistencia 4o los demás derechos acorda ios :i la etu; resa. se- 
gnn lo estableo* el artículo St timo del decreto de mil ocho- 
cientos setenta y dos. f lo confirma el c usiderando primero del 
decreto de mil ochocientos setenta y cinco. 

I igesimo segundo Que la emi rt -a. á quien es justo reco- 
nocer que ha prestado verdaderos servicios al país, facilitan io 
las operaciones del cotn- r 10. se ha limitado > n la demanda a 
ejercitar los derechos que cree tener en virtud del artíeul 
primero del decreto de mil ochocient m setenta y eineo, ío que 
vale de ir que la sentencia debe concretarse á resolver lo que 
corres pono e sobre esa cue-tiou, porque, como va se ha dicho, 
••> -obre ia dt manda y la respuesta que debe recaer la senten- 
cia, según la citada ley tercera, titulo diex. partí ia tercera, y 
puesto que. como . manda el artieu¡-> tree* 1 de la ley de pro- 
cedimientus, U >etiten< u dt Unitiva ha de cont-uer decisión ex- 
presa, positiva y precisa, cmi arr^jto ú /tía amones éuUttid** 
en el jumo. 

lujestirf /eren.. Queenmri od- todo lo considerado, debe 
oncluirse que el gobierno está ta su perfecto derecho para dis- 
poner que no >e ¿iré carga a los almacenes de la* Catalinas, en 
perjuicio de los almacenes construidos ó que se construyese n en 
el puerto, y que la . mpresa demandante lo tiene al efecto de 
la distribución de la carga con los dem.is almacenes de depósito 
en la Capital. 

Vigésimo otario : Que si el giro de la carpí entre los alma- 
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cenes di la empresa y los deniá.is almacenes d" depósitos, ex- 
epeion hecha de los del puerto, no se hubiese efectuado en la 
proporción establecida en el artículo primero del decreto du mil 
ochocientos setenta y cinco, es justo que la empresa sea ind. ru- 
miada en la medida de la privación de su derecho. 
Por estos fúndantelo» se -ieelara : 

Primer*: la concesión acordada i la sociedad «D-pósit-s 
d*l Nortey Muelle de las Catalinas» por decreto de vt-mliunode 
Julio de mil ochocientos setenta y « inco. y aprobado por ley de 
doce de Uctubrede mil ochocientos setenta y si-te, ha e^a io y 
esta en vigor. 

Segundo : Que esa concesión, en su articulo primer-*, no 
comprende el derecho al prurateo de la carga con los almacenes 
Hue el gobierno haya construida ó construyese en i>s terrenos 
panados al Kio de la Plata p »r las obra- del puerto, a cuyo res- 
pecto la acción del gobierno puede ejercerse ampliamente y sin 
limitación, 

forrero : Que con respecto de los d« más depósitos de la Ca- 
pita., la empresa de » alalinas tiene derecho al prorateo, en 
la propo:cu-u y íe:>:.is audiciones . suhlecidas por el articulo 
primero, 

("«arfo ; Que la Kinptevi de Catalinas tiene derecho á ser 
íudemnitida - orla falta de giro proporcional déla carga, en el 
ca*o y en la? condiciones del considerando veiuticuatrode esta 
resolución. Hágase saber con el original y repuestos l >s sellos» 
devuélvanse. 

bemami> ral. - lus % varrla.— 

11 A> t. T0RH13T. — ABCL BAlA* 

l*n diside nuai. — OCTAVIO BL>Gt 

ten disid-nciaV 
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Vistos : Considerando : Que i a demanda deducida a foja seis 
por la empresa de las Catalinas, * oiitra t i Poder Kjeeuttvo de 
la Nación, tiene los siguientes objetos: Primero t que se declare 
que. 1 gobierno está obligará ffimf carga á los almacenes de la 
empresa en la proporción establecida por et artículo primero 
del decreto de veintiún"» de Julio du mil ochocientos setenta y 
«dncn; Seijumh> t que se condene ;»1 Poder 11 jicut ¡vu á indemni- 
zar ála empresa el impurtede los daños y perjuicios qu<* le ha 
irrogado y siizue irrogándote la vi-ernia del articulo diez de) 
decreto ú» cuatro de Setiembre de útil «íchoniení os noventa: y 
Tercero^ que >»■ Ir condene, igualmente, al pago de las cosUsdel 
j uicio. 

* J ai 1 para deparar la proceder-ja ó improcedencia «le esl:i 
demanda, y continuar, pur consiguiente, A revocar la sentencii 
apelada de foja doscienios cuarenta y nueve, que la ha rucha- 
rado, hay que considerar y resolver La siguiente cuestión s>>bre 
i|ue ha versado todo el debate de ambas instancias» á haber : -i 
♦-ataba en vigor el artículo primero del de reto del Poder Kje- 
i:iitivo,de veintiuno de Julio de mil ochocientos setenta y cinco, 
¡.probado por la ley del Congreso de trece de Octubre de mi« 
ochocientos setenta y siete, cuand» m* dictó pnr A Poder Kju- 
cutivo de la Nación el decreto de cuatro de Setiembre de mtl 
ochocientos noventa, por cuyo artícuto diez debía ciejar de ha- 
cerse á los dep« *«Ítos de las Catalinas, el giro de carga en infor- 
ma que lo establece el úntenlo primero de aquel decreto. 

Que la empresa de las Catalinas ha sostenido la afirmativa 
en esta cuestión, alegando que la coiicesiun que se le hizo por 
el artículo primero del recordado decreto de mü ochocientos 
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setenta y cinco, es un derecho suyo, que está bajo el ambaro 
de una ley del Congreso, y que Uu ha podido, por lo tanto, el 
Ptdet Kjecutivo desconocerlo y anularlo, t omo ha sucedido, mu 
violar Los derechos de la empresa y hacerle responsable de los 
daños v perjuicios que le lia inferido. 

Que á su Tez, el representante del gobierno ha sustenido la 
negativa en dicha cuestión, aduciendo dos capitales razones de 
oposición, y que conisten : la primera* eu que á la fecha del 
o^cr^to de cuatro de Setiembre d. mil .n hoei-ntos noventa había 
^durado la concesión hecha á la empresa de las Catalinas, so- 
bre giro de carga a sos almac.-uo. por haber expirado el ter- 
mino lijado á tudaraviuii; } la MegWUfa, en que aun cuando 
se admitiera que no hubiese expirado el ténnino n>ignado a hi 
duración de la concesión, orno la empresa de tas Catalinas ha- 
bía ofrecido y comprometidos^ para obtenerla, á construí! 
ciertas obras, como ser la prolongación del muelle al sud- 
este y nordeste, con un muelle trausvor-tl y rompeolas coa 
que formaría dique., en los cuales podían entrar y permanecer 
buques durante los temporalea, ó esperando su turno par* des- 
cargar y --argar, y no había cumplido a este respecto mis obli- 
gaciones con el gobierno, no podría, pm su parte, demandar a 
éste el cumplimiento d«- las suyas, desde que se trataría de un 
contrato bilateral, regido por la disposición del artículo mil 
doscientos uno del Código Civil, 

nue como en el debate sobre el mérito de la primera de estas 
razones de oposición, ambas partes se han referido á los decre- 
tos del Poder Kjecutivo d*< Measeis de Agosto de mil ochocien- 
tos atenta y dos, diecinueve de Junio de mil ochocientos seten- 
ta y tn s y veintiuno de Ji.lio de mil oehocientos setenta y 
cinco, invocando sus disposiciones »i favor déla tésis que res- 
pectivamente defienden, conviene tener presente lo que hay en 
ellos de pertinente á la cuestión, para arribar á la solución que 
corresponde . 
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Que por el decreto de dieciseis tle Agosto de mil ocli *rir ntus 
setenta y dus se comedió permiso á don Francisco Seeber para 
la construcción do depósitos de aduana, que >e denominarían 
* Depósitos del Norte * estableciéndose, entre otras condiciones, 
la del artículo segundo, que dtee: t |,| término de esta conce- 
sión será de diez años, & contar desde la f.cbu ; y la del ar- 
tículo tercero, concebida en los siguientes términos: * Siempre 
ij ue l»s depósitos del gobierno estén ocupado* con un número 
•le bultos suficiente para cubrir su r<*nta, la Adraini-traci -n tic 
Aduana permitirá que vayan á los depósitos «VI Norte las \\\> r- 
caderías de los consignatarios que lo -olii;it> u, n-^ ri-.nt, 
detecko de nejjar este permito cuntida h enmidere perjudicial 
ti las interesen dvt Estado ». 

Vaí el artículo >extn del mismo decreto se coinede tnnbien 
ai señor S^elier permiso para la constriu-cion d*- un mm lie de 
carga y descarga en '1 paraje denominado *Las Catalinas *, ó la 

I', itesjii»; por el articulo s>!imo *r obliga el r(us< v-inon no ;i 
removerá su costa el muelle y .-«lucubrar indemnización, cuando, 
i jun io del gobierno, entorpezca las obras del puerto. 

Qw habiendo la empresa de ias Catalinas propuesto al Poder 
Ejecutivo, iii s»p*ies del anterior deereto, cení ralizur 1"S ilepó- 
tos de Aduana en el bajo de la- < 'alalinas, comprometiéndose 
á construir todos los depósitos que fuesen necesarios, siempre 
■ iue el üoWni" quisiera suprimir lo- que lerda arrendados sin 
compromiso, y que. diseminados y situadas il largas distancias, 
recargaban de ¡fistos al fKco y al comercio, el Poder Kjeetfti- 
vo dictó < 1 decreto de diecinueve de Junio de mil ochocientos 
setenta y tres, re$aM«ndo que tomaría p ira depósitos genéra- 
le'- de aduana, lo? almacene* que se proponía construir la com- 
pañía, bajo la^ condiciones que en él se consignan, entre ias 
cuales figuran ia segunda, que dice : «tjue queda á diacfeOiCn de 
la Aduana mandar á e-tos depósitos las mercaderías que á día 
convenga, después que tenga bien ocupados los depósitos de 



DE JUSTICIA NACIONAL 257 

propiedad fiscal y los contratados la tercera, redactada en 
estos temnos : « *¿ue si se lleva á efecto la obra del puerto al 
rente de esta ciudad y, en ti rreno que s«- gao o sobre el rio, el 
Estado construyes-' almacenes de depósitos, cesará el compra- 
rais» que aquí .onirae con los peticionarios áratdidaque se 
vayan habilitando dichos almacenes fiscales *; y la M?xta: * qu< 
Jos propoij' (Jt**s a- rptm todas las responsabilidades que corres- 
ponden al gobierno por la pérdida de mercaderías deportadas en 
estos almacenes». 

Que por el deereto de veintiuno de Julio de mil ochocientos 
setenta y cinco, el Puder Kjenutivo concedió el permiso solicita- 
do poi la empresa de las (alalinas para la prolongue i o ti del 
muelle y construcción de las demás «>bras, que propuso en las 
bases del contrato a que se rete-re dicho decreto, considcrandn 
que había conveniencia en permitir la coustruceinu de esas 
uhras, sin i¡ue perjudiquen, ni a la navegación, nial prvtjeeío 
de puerto, y ordenando en el artículo primero, que se baga el 
giro de cargas á los almacenes de la empresa, en los siguientes 
términos: * debiendo la Administración de ¡Hitas disponer 
que se f/tre cartja, distribuyéndola proporaonalmenfe entre es- 
tos y fos demás depósitos, $e<jun SU cantidad, especie ij cumodi- 
dad dei comercio ». 

Que e¡> de obserrar, en presencia de estos decretos, y como 
una verdad incontestable, que ellos ban sido los que hau dado 
existencia á la concesión de almacenes como depósitos de adua- 
na para mercaderías generales, y que han Teglado también las 
relaciones jurídicas entre el gobierno y la empresa de las Cata- 
linas, habiéndose reconocido y ampliado las prestaciones qoe 
en dichos decretos se establecieron en íavor de la empresa, lin 
dificultad alguna, hasta que se dictó el decreto de cuatro de Se- 
tiembre de mil ochocientos noventa, que prohibió el giro pro- 
porcional de carga que se hacía i Catalinas. 

Que en demostración de lo expuesto precedentemente, y para 
t. !.irn n 
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desautorizar como infundada la aseveración de la empresa de que 
el decreto de veintiuno de Julio de mil ochocientos setenta y cin- 
co, aprobado por la ley del Congreso de trece de Octubre de mil 
ochocientos setenta y sieW, había dejado sin efecto los decretos 
anteriores de mil ochocientos setenta y dos y mil ochocientos 
retenta y tres, basta tener presente el hecho de que la empresa 
délas Catalinas ha continuado cobrando después del decreto de 
mil ochocientos setenta y cinco, y cobr.» hasta boy mismo, los 
derechos de almacenaje y eslingaje de la carga que introduce á 
mis depósitos, conforme al artículo octavo del decreto del se- 
.«•iita y dos y se rig>- por las disposiciones diez y onct del mis- 
mo decreto, habiéndose considerado, como lo ha resuelto el fa- 
lle de esta Suprema Corte a.ue se registra en la serie cuarta, 
tomo primero, página veinticinco, cou todas las resposabílida- 
iltís que corresponden al gobierno por la pérdida de mercaderías 
depositada* en sus almacenes, punto sobre los cuales nada se 
estatuyó en el decreto del setenta y cinco, ni en la ley que lo 
aprobó, resoUando así evidente que han estado en vi^or los de- 
cretos de mil ochocientos setenta y dos y mil ochocientos se- 
tenta y tres, aúu después del di.- veintiuno de Julio de mil ocho- 
cientos setenta y cinco, aprobado por la ley del Congreso, en to- 
das aqurllas disposiciones que expresa, ó implícitamente, no han 
sido derogabas por el ultimo decreto de la referencia, lo que es- 
tá de perfecto acuerdo con los principios que rigen la materia, 
conforme á los cnales las leyes y decretos posteriores no derogan 
los anteriores, sinó cuando expresamente así lo disponen, ó con- 
tienen disposiciones in- ompatibles cou la de estos. 

Que es de observar también, ante el texto de los decretos ya 
ciudos, que son dos cosas completamente diferentes entre sí, 
aunque existan conexas, la habilitación de los almacenes de 
las Catalinas como depósitos de aduana y el giro de carga que 
haya ó deba de hacerse á ellos en una proporción establecida de 
antemano ó aegon el libre criterio del poder que ha concedido 
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aquella habilitación; siendo incontestable, como verdad de 
simule sentido común, que cualquiera quesea ta variación que 
se haga p*n decretos ulteriores en ei giro de 1 u '-arga en cuan- 
to á la proporcionalidad de su distribución, tjs.i variación eu 
nada puede afectar al tiempo expresamente lijado más antes, 
para la duración de la coitcesmn que habilitó como depósito 
de aduana á loa almacnea que construyese la empresa de 
las Cutalitius, con tal que dicha variación se decrete cuando 
aún no esté vencido el tu-nipo asignado ala duraci m de aque- 
ja, ni en «1 decreto que ordene tal variación se haya consig- 
nado cláusula alguna de la cual resulte »xpresa ó implícita- 
inentt' derogado el término 'J" la habilitación, ó concesión de 
que se trata. 

Que basta consignar los antecedentes «•xpuest-* hasta aquí, 
para que de ello se desprenda, c-m la fuerza «le la evidencia, la 
solución alirmativa de la cuestión qurse debate, en el sentido 
que la sostiene el representante del gobierno, ó sea, de que á 
la fecha del decreto de cuatro de Setiembre de mil ochocientos 
noventa habia caducado ya la vigencia del articulo primero del 
decreto de veinte y uno de Julio de mil -ichoci-mt 13 setenta y 
cinco, relativo al gim proporcional de cargas á tos almacenes de 
Catalinas. 

Que los fundamentos de esta solución se patentizan, teniendo 
presente, con relación á tos antecedentes ya mt ao ionad>s: Pri- 
mero, que por el artículo i efundo del decreto de diez y seis de 
Agosto de mil ochocientos setenta y dos, la concesión á S* eber 
del permiso para destinar á depósito de aduana los almacenes 
que ne proponía construir en el baj<» délas Catalinas, s Vio debía 
durar diez años desde la fecha del decreto, y habiendo termina- 
do este plazo eu Agosto de mil ochocientos ochenta y dos, es 
evidente que había cadm adu ya» en Setiembre de mil ocho- 
cientos noventa, la disposición del decreto de veinte y uno de 
Julio de mil ochocientos setenta y cinco, en lo referente al giro 
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proporcional de la carga, que él estableció, y qae no se concibe 
— ftfci continuar efectuándose de acuerdo con una ley u 
decreto qu, no se ha dictado, después de excitar el término por 



que pu 



A cual se habrían habilitado r-omo depósitos de aduana los alma- 
cem-s de la empresa? habilitación á cuya condición está neeesa- 
Tiam.Dto subordinado el giro de carga, sea cual fuere la pro- 
par.iui ú lu forma <n que se haga; Segundo, porque nada hay 
,n el decreto del atenta y cinco, ni en la ley que lo aprobó, 
ttltttláscláusttlas de la propuesta de la empresa, aceptada, por 
dicho decreto, que w retiera al tiempo que había de dorar el 
gifO de U carga, en ia proporción establecida en 61, ftü «f» 
caso es correcta la conclusión de que ha caducado la disposición 
del referido artillo primero, desde ñe ni el decreto que lo 
contiene, ni en la ley qu- lo aprobó hay um derogación expre- 
sa del articulo segundo del decreto de mil ochocientos setenta y 
deé ,uvo vigor subaste en presencia del decreto de miUch- 
cientos setenta v cinco, como ya se ha dicto, eü todo lo que e* 
presa u implícitamente no -sté invocado en este posterior de- 
creto ; y Tercero, porque e, menos cierto que tampoco hay clau- 
sula Jlguna, de la. propuestas por la empn sa y que aprobaron 
el decreto de mil ochocientos setenta y cinco y ia ley de mil 
ochocientos setenta v siete, ni disposición alguna en ésto, que 
naplí, itameate haya derogado el artículo segundo del decreto 
del setenta v dos, pero ni que deje la duda siquiera sobre la 
existe-nvia, hasta hoy, de la concesión hecha á la cmpr,sa de 
las Catalinas, para poder resolver esa duda por los hechos pos- 
terioresde la, partes, que ordinariamente sirven para estable- 
cerla inteligencia y el alcance que debe dar.e á las cláusulas 

dudosas de los contratos. 

yue desde luego, puede y debe afirmarse que no conduce en 
manera alguna i la conclusión que deüende la empresa de las 
Catalinas, la cláusula veinte de las propuestas que aprobó el 
decreto de mil ochocientos ochenta y cinco, por la muy sencilla 
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razón de que esta cláusula Solo establece le el gobierno parirá 
expropiar las obras de la empresa por el \ *)or de su tasación, 
inás un veinte por ciento, tu que ciertamen 1 nada tiene que ver 
con el plazo lijado en el decreto de mil oc «cientos setenta y 
dos, á U duración del permiso 6 concesión ir.i destinar ú de- 
positos de aduana los almacenes do la empi sa, desde que por 
sel temporal la concesión, el gobierno ao ha dejado do tener, 
infante ella, esa aiitumacimi, no siendo condición indispensable 
para poder ejercerla, que aquella seaperpétua, y ruando además, 
por .1 h-cbo de haberse fijailo solo p.ir diez años su duración, 
no se priva a la impresa de la propiedad de las obras, que no 
hay ojie confundir con el giro de la carga, para atribuir á éste 
la perpetuidad de aquella, y cuando, finalmente, ni ello es un 
obstáculo para que el gobierno compre dichas obras si acuerda 
al efecto un precio con la empresa. 

Que no puede tampoco admitirse como una demostración de 
hitar desaparecido el término á que ha estado subordinada la 
concesión acordada á la empresa en eí artículo primero del de- 
creto del v tenta y cinco, la ra^a referencia al conjunto de este 
decreto, y el de la ley que lo aprobó, porque ni la prolongación 
del muelle, ni la construcción ib- los ramales laterales, que en 
él se establecen, tienen carácter de perpetuidad, conforme á lo 
dispuesto en el artículo séptimo del decreto de mil ochocientos 
setenta y dns, y lo previsto en el considerando primero del de- 
creto de mil ochocientos setenta y cinco, ni la concesión del gi- 
ro proporcional de la carga t que en é^te se acuerda, implica 
que la habilitación do los almacenes paia recibir carga, necesa- 
riamente haya de ser perpetua, y no temporal, como lo estable- 
ció el artículo segundo del decreto de mil ochocientos setenta y 
dos, siendo no menos cierto, también, que no hay en dicho de- 
creto, ni en la ley del ano setenta y siete, punto alguno que 
ofrezca la duda sobre el carácter de la concesión hecha ¡i Cata- 
linas, en el sentido de las pretensiones de ü empresa deman- 
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dan le, pura que deba resol verse hn<iendo aplicación di* la regla 
de derecho de que los actos posteriores de los contraíante* i-ir- 
ven i ara int« rprctar y estubl-eer el ileancede la cláusula dudo- 
sa en los contratos bu. itérales. 

Que el hecbu de que la empresa de las ('alalinas haya conti- 
nuado guzan Jo después de mil ochocientos ochenta y dos ha*ta 
mil ochocientos uovent i, de la concesión que se le bizo por el 
articulo primero del decreto de mil < ehocientos setenta y cinco, 
aunque »-s efectivnnn nte cierto, no prueba, en verdad, que dicha 
confesión no estuviese n-gidu por et artículo segundo del de- 
cn to de mil ochocientos setenta y dos, en cuant» á su duración, 
y que el gobierno no tuviese derecho para ponerle térmiuo en 
cualquier dia de ese período, ennio sucede en los contratos de 
locación á término, en los cuales el hecho de continuar el loca- 
tario, desunes del vencimiento del término, en el uso y goce de 
la cosa arrendada, aunque sea en las mismas condiciones bajo 
las eualeB se estipuló la locación, n<> le da derecho para retener 
la COStt, la que podrá pedir el locador en cualquier lieropu, sea 
cual fuese el que el arrendatario hubiese continuado BU el uso 
y ^oee de la coaa. conforme á la terminante disposición del artí- 
culo mil seiscientos vi intiuos del redigo Civil, disposición que 
es de perfecta aplicación en el caso sub-judice* por la analogía 
que este caso tiene con del artf -ulo citad»», y ¡«or lo prescrip- 
toen el artículo diez y seis del mismo Código» Además, et goee 
de una liberalidad no da derecho para seguir su repetición. 

Que, por último, el argumento que se ha hecho por el repre- 
seutante del gobierno ron la disposición del artículo mil dos- 
cientos uno del CódigoCívil, para pedir el rechazo de la demanda 
de la empresa, no es menos concluye nte y decisivo para conseguir 
este objeto; y, á fin de poder apreciar mejor su importancia, en 
la hipótesis bajo la cual soba hecho, deque no hubiese termina- 
do todavía la duración de lo que se conviene en llamar contrato 
bilateral, <s necesario tener presente los siguientes hechos: 
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i'nmero: Que la empre>a de manda nt-- no prolongó el niüel le 
de su propiedad en toda la longitud que ofreció báculo, ni cons- 
truyó ios rituales laterales de muelle, ni el muelle tiansver>al 
iign.iu por un puente con el principal, como lo prometió en la- 
propuestas aceptadla» por el decreto del m teuta y cinco, hecho 
cuya verdad ha sido reconocida por la misma empresa ; 

Seyumfo: Que estas obras, s<gun lo demuestra el texto mU- 
mode las mencionadas propuestas, ha sido el principal y único 
fundamento de la concesión del giro proporcional de la carga 
acordada á La empresa en el artículo primero del decreto de 
veintiuno de Julio de mil ochocientos setenta y cinco, como jus- 
ta retribución de los grandes» beneficios que de «días iban á re- 
portar el gobierno y el comercio, desde que no ha podido tam- 
bién ser un motivo d< dicha concesión, la construcción de todos 
I09 ilma' enes necesario^ para recibir la carga que se le girase, 
siendo ella una obligación que ya se impuso Sa empresa cuando 
ofreció al gobierno reconcentrar todos los depósitos en el bajo 
de las Catalinas, para que nohubieseotTos diseminados á lar- 
gas distancias en la ciudad. 

Que sentados estos hecho*, ba^* i la simple lectura del artículo 
mil doscientos uno del Código Civil, para convencerse de su per- 
fecta aplicación al presente caso, y le que absolutamente no 
ha teñid» razón la empresa de las Catalinas para demandar al 
gobierno como lo ha hecho. 

Que siendo los términos del citado artículo, los siguientes : 
ten los contratas bilaten'es uuade las partes ao podrá deman- 
dar su cumplimiento, sino probase hab rio -lia cumplido ú ofre- 
cido cumplirlo, ó que su obligación es á plazo y no habiendo 
la empresa probado que cumpliera las obligaciones que contra- 
jo por su parte, referentes á !a ejecución de muelles, ni pa- 
rtiendo tampoco drecer ahora cumplirlas, por haber déjalo pa- 
sar el tiempo de poder hacerlo con derecho, como lo prueban la 
base veintidós de la propuesta aprobada, de la empresa, y 
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el artículo tercero ití decreta de veintiuno tie Ja :o de huí 
ochocientos >e: nti y cinco; y porque, aiemi<. el estado de la¿ 
obras d-.l puerta na le permitiría efectuarla*, de eoní >rai;ia: \\ 
¿erecho resérvalo ¿1 ¿robirrao fv ron decreta soto, iBteri r al 
decrrto de mil cb.-cirnlvs scteMa j cinco, y aceptado per 1» 
em;rcsa. sin dad*, r*r t^o ello, manifiesta y de toda en- 
den cía It imprudencia de A amano» drda<-ida. 

Mae s se oscurece ni debilita Ja rerdai de esta c^aclns-ion 
porque ? r aiefuequeel Poder } ecut.to M ni ei.; :j antes, i 
la empresa dr ia> Catalinas, la ejecución de las obras de > 
mu* A- s. desde que aun uaníofaera aer> el neefa\e*a asen - 
cía r,o e> uní O ondi c iO fl qa* pae-ia, en Tirtad de ley ilprni . inte - 
car el demandante para ri:m.r>r iel ?amp ¡;s:ent« de ios re- 
quisito-* taxativamente rr - :.M>s par el ártica!* a.l dos- 
cientos ano dei Códice Civil, á tz At permitirle semanaar * 
contraria el caa^:L.r::: :e >'¿' : ..ta. :.t-s. z: fa - iAmr«c*co 
alegar que. por^ae las obras, qa-. hacen .a principal prestación 
de i* | ¿rtedrldt mandante, hayan eStaaV ir. ir- ~* :: 

trato, amenazadas de :*-*>arurn & p-::c¡on del otro oo¿. Tratar- 
;e, como aquí >uee:.i n loa mielles. dio tatotto a los jae- 
ces pandar como secta? obra> qor oo io ban >^t¿o. y declarar 
ea sn mrnto. habiLtaj a! qne ñolas ha e.rcutajo. á i*m*m- 
dar i qn t ¿ ,-y co Je permite. 

Por estos fundamento-, se con trina, con co-ia-. a ser-teaoa 
a^ia4a drfoja d .s-.entos caaren'a t:^- T r-.pae^.* i> 
sel ios, detuélTanse. 
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cepcion de falta de personería, fundada en que, por decreto del 
Poder Ejecutivo, el juicio sobre pago de multas no podía ser 
seguido por ninguno de los miembros de la dirección de ferrocu- 



que se encuentra ratificado por el documento que corre agcegldo 
á foja 7 del juicio seguido por la Dirección de ferrocarriles 
nacionales nutra la empresa del Ferrocarril de Dueños Aires y 
puerto de la Ensenada; que la disposición gubernativa do 7 de 
Noviembre último, que el ejecutado invoca, no puede considerar- 
se cuma aoulatoriaá revocatoria de la referida representación. 

Por esto, desestímase la excepción opuesta por el ejecutad o» 
con costas, y llévese adelante la ejecución. Repóngase la foja. 



rrilts, de que forma 




talla d>l Juez federal 





Juan del Campillo. 



I de I» 




Buenos Airea, Abril Sí» de 18-47. 
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sa, mediante mandato dado por la dirección de ferrocarriles, au- 
torizada at efecto jior decreto del Poder Ejecutivo. 

Que el nuevo decreto del siete de Noviembre de mil ochocien- 
tos noventa y cinco, en que ae basa lu excepción opuesta por el 
ejecutado, no se opone de una manera esplícita a la interpreta- 
ción que le ha dado la Dirección, entendiendo que se reiíerc, no 
a nombramientos ya hechos, sinú á nombramientos por hacerse, 

Por esto y por sus fundamentos, se confirmaron costas, el 
auto apelado de foja cuarenta y una. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
BHEM. 



Don Roberto Machi It, contra don Tomás Marray y compartía, 
por falsificación de patente de invención ; sobre caución 



Sumario. — El querellante por falsificación de patente de 
invención, que insiste en el embargo decretado contra el que- 
rellado, está obligado, si éste la pide, á prestar caución para 
responder i las resultas del juicio. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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CAIMA MU 



Contra don Domingo Georges; sobre comiso 



Sumario .—Las mercaderías traídas en baúles, manifestadas 
por el interesado entregando al empleado respectivo las factu- 
ras, antes de ninguna verificación, y al pedirse su despacho 
como mercaderías sujetan al pago de derechos, no caen en co- 
miso. 



Oiü'u — Resulta délas siguientes piezas : 



RCSOLL'ClOlfl RE LA ADUANA 

Unenos Aires, Setiembre 17 de 1894. 

Visto lo actuado de loque resulta que los bultos de que su tra- 
ta no constan en el manifiesto general del vapor conductor, en 
contravención á lo establecido por el artículo 838 de las ordenan- 
xas de aduanas, j cotí arreglo á los artículos 905 j 1054 de las 
citadas disposiciones, declaro caidos en cuiuiso los dos baúles y 
un cajón mercaderías de que se trata, debiendo manifestar el 
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internado en el acto do la notificación ai esta conforme en abo- 
nar elim porte dul comiao 6 hacer abandono de la mercadería. 
Hágase saber, pase á contaduría á sus efectos y repónganse los 
sellos. 

5. iiaibiene. 



Fallo M J«« Me*»! 



Bueno» Aírf*. Febrero 13 de 1895. 

Y nstns; Considerando que los bultos á ojie esta apelación se 
refiere, fueron traídos y desembarcados en calidad de equipaje, 
sin qué constaran manifestados en el manifiesto general del bu- 

quü que los condujo. 

Que siendo así que dichos bultos contenían mercaderías, no 
pueden aer considerados como equipaje, según los términos del 
artículo 201 délas ordenanzas de aduana; y su conducción y 
desembarco en tal condición, sin estar manifestados, es contra- 
ria á las deposiciones legales que determinan la manera y forma 
en que debebacerse la importación y deipuho de mercaderías. 

Forestes fundamentos, de conformidad con la jurispruden- 
cia establecida por la Suprema Corte en el fallo dictado en U 
causa de Leymaire y cu los que se registran en la página 403, 
temo 3% série 3', y de acuerdo con lo que disponen los artículos 
905 1025 y <037 de las ordenanzas, fallo confirmando, con cos- 
tas 'la resolución apelada de foja 12 . Notifique» con el origi- 
nal, repónganse lossellos, y en oportunidad devuélvanse los au- 
toa a la Aduana, á los efectos correspondientes. 

J. V. Lalanne. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, Junio a de 1895. 

Suprema Corte : 

Los bultos traídos y desembarrados para el pasajero don Do- 
mingo Georges, no oran ni equipajes ni encomiendas, como él 
mismo lo reconoce. Eran artículos de comercio, como lo com- 
prueban las mismas facturas por óí presentadas. Esos artícu- 
los debieron ser incluidos en el manifiesto general, según el ar- 
tículo 838 <Je las ordenanzas; y la omisión de ese requisito de- 
termina la imposición de pena, me prescribe el artículo 1025. 

No son, por ello, aplicables lus artículos 21 4, 216 y 21 8, que se 
refieren á las muestras, equipajes, encomiendas ó bultos de mer- 
caderías, que constan en el manifiesto general de la carga, y 
sobre las que se haya presentado manifiesto de despacho. Ese 
manifiesto de despaeho t rigurosamente requerido en las ordenan- 
zas, .io puede ser suplido por la exhibición de las facturas, 
cuando los bultos iban ya a ser abiertos y eliminados en el res- 
guardo. Porque si el despacho en confianza se hubiera hecho, 
sin intentar abrirse I03 bultos, las mercaderías en cuestión, pa- 
sando desapercibidas, se hubieran despachado como equipaje, 
produciendo la defraudación de la renta. Por ello, pido á V. E. 
se sirva confirmar, por sus fundamentos, la sentencia recurrida 
de foja 27. 

Sabiniano Kier. 
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i «II» de I* Suprem* Corle 

\Uu ii..- Aires, Al.ril n il- 1^*7. 

Vistos y considerando : Que según resulta del parte de foja 
primera, t'l empleado que h> suscribe acompañó ú su denuncia 
los conocimientos de las facturas de las mercaderías que conte- 
nían los latí les pertenecientes al pasajero Domingo (Jeorges. 

Que segun consta de autos, esas facturas le fueron entrega- 
das á dicho empleado por el mismo inten sado al pedir el des- 
par h o di- lo* baúles, no como equipaje, sino como mercaderías 
sujetas al pago de derecha, con arreglo á los artículos doscien- 
tos diez y seis á doscientos diez y o -ho de las ordenanzas. 

Que los mencionados baúles han permanecido en el resguar- 
do de la aduana varios días, sin que su contenido haya sido 
TuTÜioadü pur empleado alguno de la misma, habiéndose hecho 
la denuncia de foja primera sólo á mérito de la solicitud de des- 
pacho del propietario, quien, lejos de ocultar su contenido, lo 
manifestó expresamente, entregando las facturus, que verifica- 
das han resultado ser exactas. 

Que si bien las referidas mercaderías no figuraban en el ma- 
nifiesto general del buque, el artículo doscientos diez y octio de 
las ordenanzas autoriza el despacho de las mercaderías que se 
desembarquen en la forma de las que motivan estos autos, 
euando resulte evidente la falta de intención criminal en el 
dueño de la carga; que esta misma jurisprudencia surge de la 
doctrina establecida por esta Suprema Corte en la causa que se 
registra en la serie cuarta, tomo octavo, página cuatrocientos 
veinticuatro. 

Que la ampliación que contiene el artículo treinta y siete de 
la ley de aduana para el corriente año, haciendo aplicables las 

t. II Til 18 
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disposiciones de las ordenanzas del ramo sobre falcas manifes- 
taciones á las mercaderías que no estando comprendidas en el 
artículo doscientos de dichas OTdenauBas, limitada como loes 
solamente á las muestras, deja en pié las disposiciones relati- 
vas a los equipajes y encomiendas. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
veinte y siete. Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo no- 
tificarse con el original. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA . 
— OCTAVIO BUNGE.— JÜAN E. TO- 

BRENT. — ABEL BazaN (en disi- 
dencia). 



DISIDENCIA 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador Ge ut- ral en au precedente vista, de conformidad tam- 
bién con la jurisprudencia establecida por esta Suprema Corte 
en la causa que se registra en lasérie cuarta, tomo séptimo, pá- 
gina ciento veinte y nueve, resolviendo un caso igual al pre- 
sente, y poraus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja veinte y siete ; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 
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El Cornejo de Ilv/icne, contra don Cesar Cenzana, sobre re- 
curso tí ta Suprema Corle de autos de los tribunales to- 
rales. 



Sumario.— La simple interpretación y aplicacionde las leyes 
de Procedimientos, hucha por los tribunales locales, no autoriza 
ei recurso á la Suprema Corte. 



too. — Lo explica el 



FMm d« la 9npm» Ctorto 

Bunnos Aires, Abril ¿0 de 1897. 

Resultando de U propia exposición de esta parte, que en el 
pleito no se ha pueBto en cuestión Binó disposiciones del Código 
de Procedimientos en lo Criminal; que la simple interpretación 
y aplicación de ese Código, dictado por el Congreso en so ca- 
rácter de legislatura local de la Capital, no funda el recurso au- 
torizado por el artículo veintidós, inciso segundo, del expresado 
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Código, como lo tiene resuelto en diversos oasos ebta Suprema 
Corte. 

Foresto se dedara bien denegado el recurso, y archívese, 

BENJAMIN PAÍ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAN, —OCTAVIO bV>- 
CE. — ■ JUAN £ . TORRENT. 



C AUSA jLXXHI 



Don Roberto Mackitl, cnntratíac Dotigal hermanos, par faLstfka- 
cion de una patente de invención; sobre defería en la demanda 



Sumario. — Sin acompañarse i ia demanda la patente res- 
pectiva, no puede dársele curso. 



Caso.— Don Roberto Mackill demandó á los señorea Mac 
Dougal hermanos por falsificación de una patente de invención, y 
pidió y obtuvo embargo de laa mercaderías de los demandados 
que consideraba falsificadas. 

Los demandados, sin contestar la demanda, opusieron la ex- 
cepción de arraigo y solicitaron el levantamiento del embargo 
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fundidos en el articulo 57 de la lej de patentes, por no habem 
acompañado el título otorgado por la oficina respectiva. 

El secretario informó, por orden del juez, qne dicho titulo 
estaba agregado á otro expediente análogo. 



rail» del Federal 

Uueno* Aires, Octubre ¿4 de 1896. 

Resultando del certificado que precede, que la patente é que 
ae ha hecho referencia fué presentada en el eipediente seguido 
por el mismo demandante, contra Ramsay. Bellony y compa- 
ñía y que por omisión nose mand6 certificar en tiempo sobre la 
misma, téngasele por presentado para estos autos, y proveyen- 
do al principal: traslado de la excepción opuesta, ttepfingase el 
papel. 

L'rdinarrain. 

De este auto, loa demandados pidieron reposición y apelación 
en subsidio, insistiendo en que no ha debido darse curso a la 
demanda, con arreglo al artículo 57 de la ley de patentes. 



Autm «leí J«ea r«*1eral 



Buunos Aires. Diciembre 7 do 1890. 

Y vistos, los recursos de revocatoria, apelación y nulidad de- 
ducidos en el escrito de foja 29, y 
Considerando: Que si bien el artículo 57 de la ley nacional 
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de patentes de invención impone al actor el deber de acompañar 
con su demanda la patente, y sin cuyo requisito no se le dará cur- 
so, tal disposición en el caso sub-judicc no done razonad! emente 
conceptuarse infringida, desde quv el escrito de presentación ó 
demanda la menciona especialmente como existente y agregada 
á un expediente iniciado pnr el mismo, en la misma feeba y 
radicado ante este Juzgado y Secretaría, cuya expresión y sat- 
vedad á los efectos legales y objeto de la ley, á sancionar tul 
principio, llenu sus exigencias, de acuerdo con el artículo 10 de 
la ley nacional de procedimientos de 14 de Setiembre de 1803, 
articulo 72 del Código de Procedimientos para la Capital, y co- 
mo así lo enseñan los tratadistas; desde que esa parte ha he- 
cho mención especial y con la individualidad necesaria de Ja 
oficina pública y lugar donde la patente se halla presentada, 
evitando así las sorpresas que t-1 demandado podría sufrir con 
su exhibición, y demostrando á la vez desde su origen las razo- 
nes legales que asisten al actor para promover su juicio, móvi- 
les que parecen ser los que ban servido de fundamento de tal 
disposición. 

Kn el certificado del señor secretario, expedido por mandato 
judic ial para comprobar la presentación de esa patente, dado 
su carácter de tai, se encuentra correctamente expedido, sin que 
la no mención de la fecha y término de la patente pueda ser 
causa de nulidad, puesto que como certificado basta, como que- 
da expresado, para evidenciar el extremo que se trataba de cons- 
tatar. 

Por estaB consideraciones y las aducidas áfoja 45, nose hace 
lugar á la revocatoria y nulidad pedida, y se conceden los recur- 
sos de apelación y nulidad para ante la Suprema Corte, donde 
se elevarán los autos en la forma de estilo. 



Agustín Urdinarrain. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril i¡ de 1897. 

Yiátos y considerando: Que el artículo cincuenta y siete de 
]¡i ley nacional sobre patentes de invención, requiere la exhi- 
bición de la patente respectiva para que el juicio sea debida- 
mente iniciad.., disponiendo que sin el lleno de ese requisito no 
s- dé curso á la demanda. 

Que el claro precepto de la ley no se presta á interpretacio- 
nes que limiten el mandato general, sobre todo cuando, como 
en el presente caso, la posibilidad de la presentación de la pa- 
tente es manifiesta, desde que el actor, para cumplir loa debe- 
rea legales, lia debido pedir la devolución de la patente pre- 
sentada en otro juicio, dejándose en él la debida constancia. 

Que además y ni aún por analogía puede invocarse el artículo 
diez de la ley general de procedimientos, porque ese ¡utloalo 
impone eidebei de producir cmila demanda las escrituras y do- 
cumentos que justiüquen el derecho que se deduce, no al efecto 
de impedir la prosecución del juicio, sinú al de privar al de- 
mandante del derecho de presentarlos después, viniendo asi á 
reglar una situación diferente de la qne motiva esta cansa. 

Pot estos fundamentos : se revoca el auto de foja veintiocho, 
en la parte apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR . — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TÜRBENT. 




Lo* herederos de don Domingo Carballo, contra don llooue 
ituzzito y don Antonio Donadío , por reivindicación ; sobre 
pruebas . 



Sumario. — El incidente sobre pruebas de una de las partes, 
suspende «I curso del términ»» probatorio. 



Caso, — Estando recibida á prueba ía causa, don Mauricio 
Frías, tutor de tos menores Car bailo, pidió que se designara día 
7 hora para que los testigos Manailla, Caminos, Luna, López y 
Colman, comparezcan a prestar declaración con arreglo al in- 
terrogatorio que cerrado acompañaba. 

El juzgado admitió la pmeba ofrecida y señaló día para la au- 
diencia. 

De este auto, la parte de los demandados pidió revocatoria j 
applaoion en subsidio, fondada en que loa testigos habían sido 
ofrecidos después de vencido el término de prueba, no siendo 
por tanto admisible, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 
120 de la ley de procedimientos. 

El señor Frías, evacuando el traslado conferido, pidió que no 
se hiciera lugar á la revocatoria solicitada, alegando que el tér- 
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miaü (le prueba no había vencido, en mérito de haber sido sus- 
pendido á consecuencia de un incidente sobre representación 



común 



El juzgado, para mejor proveer, mandó informara etsemta- 
rio acerca de la oportunidad de la presentación de la prueba. 
Aquel se expidió del siguiente modo: 

Stñur Juez: EL término probatorio en este juicio, comenzó 
4 correr el día 4 de Octubre del año pasado. Por decreto del 6 
del mismo se declaró prorrogado por todo el de la ley. Por otro 
del 21 del mismo mes y año, fué suspendido por tres días, du- 
rante lo? cuales debían los demandados pronerse de común 
representación. Vencidos los tres días, las partes han produci- 
do la prueba de posiciones corriente á foja 61, resolviéndose 
recien el incidente de la coman representación, en 17 de Febre- 
ro corriente. Si debiera considerarse reabierto el término de 
prueba por el mero transcurso de los tres días por loa cuales fué 
suspendido, la solicitud de prueba que ha originado este inci- 
dente resultaría extemporánea, pero si esa reapertura debe ha- 
cérsela arrancar desde el día de la reaoluoion del incidente que 
motm>la suspensión, aquella petición estaría en tiempo. Es 
cuanto creo deber informar, si es que V. S. no me exigiera otra 
explicación . 

Federico fí. Valdex. 

Secretorio, Febrero 27 Ae 



Fall# 4el Juca t>á*r«l 

Rosario, Febrero 27 de 1892. 

Autos y fistos : Este incidente solventado por la parte de- 
mandada oponiéndose á la prueba ofrecida por la contraria ft 



282 



FALLOS l>E LA SUPREMA CORTE 



foja 66, a título de ser ella extemporánea. Con lo informado 
por la secretaría al respecto. 

T considerando: Que es cierto haber el decreto de foja 47 
vuelta suspendido el término probatorio por sólo tres días, 
vencidos los Cuales debíase en otro caso n putarse iquel rea- 
bierto. 

Que es cierto asimismo liabcr taparte, después de ese venci- 
miento, continuado produciendo prueba, dv mutua conformidad, 
tácitamente expresada al no oponerse por ninguna de ellas in- 
coo veniente Alguno a su producción. 

tjuo, sin embargo, en el caso sub-juilice no debía conside- 
rarse reabierto el plazo probatorio por el mero hecho del trans- 
curso de los tres dí.is, por los cuales fué suspendido, por cuan- 
to este último término respondía á solucionar el incidente sobre 
representación romo u de los demandados, provocado por el con- 
traria y dicho incidente no fué resuelto hasta el )7 del corrien- 
te á foja 72, siendo entonces de aplicación el principio en 
virtud del cual debe considerarse suspendido el término de prue- 
ba por los incidentes que surjan en bis autos y que no se hayan 
resuelto (série^ tomo II, pág. 215 de los Fallos déla Supre- 
ma Corte). 

Que además y tratándose de materia de prueba, rige el 
principio que acuerda á las partes la mayor amplitud para pro- 
ducirla. 

Que de acuerdo con estas contusiones, resulta encontrarse 
dentro del término legal la petición objetada. 

Pot tanto, se resuelve no hacer lugar á la revocatoria que se 
solicita en el escrito de foja 08 y se concede en relación y ambos 
efeUos el recurso de apelación interpuesto, debiendo en conse- 
cuencia remitirse los autos al superior» con noticia de partea y 
emplazamiento legal . Notifíquese y repóngase. 

G. Escalera y Zuviria. 
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Fallo d« ■» iuprtm» Corlo 

fluruns Airea, Abril 22 de 1897. 

Vistos y considerando: Que el incidente sobre re presenta- 
ción común de los demudados, obsta por su naturaleza a la 
prosecución do la causa. 

Que tramitado »l incidente portal motivo en el mismo cuer- 
po de la causa principal, ha drbido suspender y ha suspendido 
en efecto el término de prueba. 

Que á esto no se npone las notificaciones hechas al apoderado 
de uno de los demandados» pues que el término, como común, 
debe correr simultáneamente para todos. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto de foja se- 
tenta y cuatro vuelta, se confirma, con costas, el apelado de fo- 
ja sesenta y seis vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHELA. 
— A DEL BAIAN . —OCTAVIO BLNGfc. 
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Bula de su Santidad et Papa León XI II por ta creación de las 
nuevas diócesis de La Píala, Santa Féy Tucuman y nueva 
circunscripción de las ocho diócesis de ta República ; sottre 
pase, 



Sumario. — Corresponde conceder el pase á la bula que no 
se opone á las prerrogativas constitucionales j á Los derechos de 
patronato nacional, que según aquellas ejerce el gobierno nacio- 
nal u 



DULA 

León, Obispo, Siervo de loa Siervos de Dios, paTa perpétua 
memoria 

Colocados en la cátedra de San Pedro, aunque sin méritos pa- 
ra ello, por la misericordia divina, siendo propio de nuestro mi- 
nisterio mirar por las necesidades espirituales y utilidad de los 
fieles de todo el mundo, con gusto procuramos llevar a cabo to- 
das aquellas cosas que juzgamos oportunas en et Señor, para con- 
seguir ese fin. 

Habiendo el gobierno de la República Argentina, enviado el 
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año pasado de 1896, al ilustre señor Cárlos Calvo, suministro en 
la Corte de Berlín, para que Tiníera a íío&, en el mes de Di- 
ciembre, con encargo especial de tratar con esta Sede Apostóli- 
ca, U creación de tres nuevas diócesis en la República Argenti- 
na, y una nueva circunscripción úv las ya existentes en la mis- 
ma región, de hacerse con nuestra autoridad apostólica, el mis- 
mo üustru ministro, al efecto, propuso á esta Santa Sede, de 
parte del gobierno argentino, loque habla de tratarse para que 
con nuestra suprema autoridad y ;í norma de loa cánones se 
llevase á cabo , 

Propensos á secundar loa deseos manifestad por el gobier- 
no de la República Argentina encargamos el exámen de este 
asunto á una comisión especial de cardenales de la Santa Igle- 
sia Romana y conforme á su parecer determinamos llenar los 
Totos de dicbo gobierno según su pedido, decretando una nueva 
circunscripción en las Diócesis de dicha República y la creación 
de tres nueras Sedes Epicospales de la manera siguiente. 

Y en primer lugar suprimimos y completamente extinguimos 
en virtud fie la plenitud de nuestra Suprema Potestad Apostó- 
lica la circunscripción eclesiástica que actualmente existe en la 
República Argentina, ya de la Arquidiócesis de Buenos Aires, 
ya de la Diócesis del Paraná y Salta, en cuanto sea necesario y 
por lo que mira á todos los que tengan cualquier interés en 
ello para poder proceder libremente & la creación de las tres 
nuevas Diócesis y á la nueva circunscripción de la Arquidióce- 
sis de Buenos Airos y de las Diócesis del Paraná, Salta y Cuyo, 
como lo creemos mejor en el Señor. 

Quedando asi extinguida dicha circunscripción y desmembra- 
ción y separación respectivamente, como más abajo reñimos a 
determinarlo en la Arquidiócesis de Buenos Aires y en las Dió- 
cesis de Paraná y Salta, con nuestra autoridad apostólica de- 
cretamos que deben erigirse tres nueras Sedes Episcopales en 
)a República Argentina, á saber, la primera en la ciudad de La 
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Plata, la segunda en la ciudad de Santa Fé, la tercera en ia 
ciudad de Tucumán, para los tres obispos que se han de nom- 
brar respectivamente para gobernar las dichas ciudades y 
Diócesis, convocar Sínodos y ejercer todos y cada uno de los 
oficios y dtrecuos Episcopales, Catedrales, insignias Episcopa- 
les, derechos, jurisdicciones, preminencias, prerrogativas, ho- 
nores, privilegios, gracias, favores é indultos personales, rea- 
les y mixtos, que acostumbran atener en las otras partes de la 
República Argentina las iglesias catedrales existentes, y sus 
prelados, cnn tal que no sea por titulo oneroso u indulto ó pri- 
vilegio particular. Por tanto, para mayor gloriado Dios, incre- 
mento de la religión caúlku y bien de los fieles, con madura 
deliberación, motu propio, con la plenitud de nuestra potestad 
erigimos y constituimos las ciudades de La Plata, Santa Fé y 
Tucumán, en ciudades episcopales con sus derechos, honores, 
prerrogat ivas de que gozan ias otras ciudades episcopales de la 
República Argentina. 

QaedsndOj pues, así erigidas estas Sedes episcopales, decre- 
tamos para cada una su diócesis y territorio; y en primer lugar, 
desmembramos y completamente separamos de la arquidiócesis 
de Buenos Aires, la provincia de liuenos Aires y el territorio 
nacional vulgo de la Pampa y lo atribuimos y concedemos á la 
Sede episcopal de La Plata por su diócesis y territorio. 

Igualmente desmembramos y completamente separamos de 
la diócesis del Paraná, la provincia de Santa Fé, y á la Sede 
episcopal de Santa Fé le asignamos y atribuimos añadiéndole 
los territorios nacionales, vulgo del Chaco y Formosa, 

Finalmente, par lo que mira á la Sede episcopal de Tucumán 
desmembramos y separamos de las diócesis de Salta á las pro- 
vincias vulgo de Tucumán, t'atatnarca y Santiago del Estero y 
la asignamos ála Sede episcopal de Tucumán por su diócesis y 
territorio. 

Hechas estus nuevas creaciones y asignando el territorio de 
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cada Diócesis respectivamente, queda la nueva circunscripción 

eclesiástica así, á saber : 

Pertenecen á la Sede arzobispal do Buenas Aires con el actual 
distrito federal, la isla de Martin García, los territorios nacio- 
nales llamados Río X^ro, Chubui, Santa Cruz, Tierradel Fue- 
go y la isla de los Estados. 

Laa Diócesis de 1.a Plata, Santa l'é y Tucuman, constan de los 
territorios arriba dichos y decretados. 

La Diócesis iel Paraná consta de la provincia de Entre Rios. 
Corrientes, y el territorio uacional de Misiones." 

La Diócesis de Salta abrázalas ciudades de Salta y de Jujuy. 
La Diócesis de Córdoba conserva los conunes de la provincia 
de C¿rduba y la Uioja t guardandoen todo su primitivo estado. 

Finalmente, U Diócesis de Cuyo queda circunscripta á las 
provincias de SanJu^n, Mendoza y San Luis, añadiéndole el 
territorio nacional del Neuquen. 

En cnanto á las tres iglesias catedrales de las nuevas Dióce- 
sis mandamos al ejecutor du esta* nuestras presentes letras, que 
más abajo nombraremos, en virtud de la facultad apostólica 
que le delegamos, en nombre de la Santa Sede las designe, es- 
tablezca y erija respectivamente como juzgare más oportuno 
en el Señor , 

Por lo que hace á la congrua sustentación de las tres nuevas 
Sedes y á los auxilios pecuniarios que los nuevos obispos, que 
han de nombrados, necesitan para su mensa y dote, les ad- 
judicamos y asignamos lo que el gobierno argentino establece 
en el presupuesto del año pasado en la parte correspondiente al 
ministerio del culto para los nueves obispos y sus curias episco- 
pales como en las otras diócesis de la República. 

Cuidarán los nuevos obispos que se han de nombrar que en 
cada una de sus iglesias catedrales se establezca el capitulo 
de la iglesia Catedral cuanto pueda hacerse conforme al dere- 
cho canónico. Una vez que se establezcan los capítulos de las 
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tres iglesias catedrales, los facultamos para que bagan sus re- 
glamentos, ordene* y decretos, conforme á los sagrados cañones 
y particularmente, según las prescripciones del concilio de Tren - 
to, los que deberán ser aprobados y sancionado* por cada uno 
de los ordinarios de las tres igl-sias catedrales respectivamente. 
Entre tanto, mientras que no pueda haber los cabildos catedra- 
les en las tres nuevas Sedes episcopales, deseamos y recomen- 
damos encarecidamente qm los obispos que han de ser nombra- 
dos, se aconsejen con varones eclesiásticos probados f pruden- 
tes, de los cuales *e sirvan para desp ichar los asuntos más im- 
portante* de sus diócesis respectivas. Cuidara cuda uno de los 
tres nuevos obispos que se han de nombrar, que conforme man- 
da el concilio de Trento cnanto antes se establezcan los semina- 
rios diocesanos t-n cada una de las diát esis, en los cuales los 
j.iveiies clérigos *e formen en la virtud, doctrina y piedad con 
todo esmero. 

Y conforme á [o que haca ahora el gooíétno argentino, con- 
Üamos que dará á cada una di- las nuevas diócesis para sustento 
de los seminarios en cuanto seuu erigidos, la asignación que 
ahora invierte en el mantenimiento de veinte jóvenes á cada una 
délas nuevas diócesis en el seminario de la arquidiócesis de 
[Sueños Airea. 

Reservamos á Nos y ú esta Sede Apostólica una nueva circuns- 
cripción de la arnu ¡diócesis y de las demás diócesis de la Repú- 
blica Argentina, siempre que lo creyéramos conveniente eu el 
Señor, sin que para ellu sea necesario el consentimiento de los 
prelados ó de los cabildos, ni compensación alguna territorial. 
Señalamos y asignamos estas tres nuevas iglesias catedrales 
recientemente erigidas en suliaganeas de la iglesia arzobispal 
y Metropolitana de Buenos Aires, de modo que estas mismas 
quedan sujetas al anobispo de Buenos Aires, mientras la Santa 
Sede no disponga otra cosa. 

Queremos tasar los frutos de dichas iglesias oatearales arriba 
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erigidas, conforme á las rentas de sus mensas episcopales según 
se acostumbra y que la tasa quede escrita eu los libros de la cá- 
mara apostólica. AdL-más, quere mos y mandamos que todos y 
cada uno de los documentos concernientes á las parroquias y 
pueblos Bti parados de la arqu ¡diócesis de Buenos Aires y de la 
diócesis de Paraná y Salta, y asignadas á las nuevas diócesis 
episcopales de Ln Plata, Santa Vé y Tncuman, sean extraídos 
de las cancillerías en donde estaban antes de esta nm-va cir- 
cun scrip<*ion y se entreguen álas cancillerías délos tres nuevos 
obispos, para que allí se conserven perpetuamente. 

Asimismo, mandamos que t<tdo aquello que mira las cosas, 
den-clios v personas eclesiásticas, de que no se lia hecho espre- 
sa mención en las presentes, permanezca firme y fijo conforme 
á las reglas y A la disciplina de la iglesia católica. T si se levan- 
ta alguna dificultad ú controversia sobre la creación de estas 
diócesis, se recurra á esta Santa Sede apostólica para que, exa- 
minada detenidamente las cusas, determine conforme al dere- 
cho* 

Finalmente, diputamos é instituimos en ejecutor de estas le- 
tras apostólicas á nuestro querido hermano ülad islán Castellano, 
arzobispo de Buenos Airea, y le damos todas las facultades ne- 
cesarias y oportunas y también la de subdelegar á cualquier per- 
sona constituida en dignidad eclesiástica, a) efecto, y la potestad 
de fallar ¿I ó sus subdelegados delini tifamente, cualquier caso 
sin apelación; con la obligación que imponemos á dicho ejecutor 
de enviar á esta Santa Sede dentro de seis meses el ejemplar au- 
téntico de 1¡>8 actos canónicos hechos para esta ejecución que 
por estas U-tras apostólicas le encomendamos. Mandamos que 
por aquello que cualquier interesado ó que tal pretenda ser, ya 
sea que debiera si*r llamado y no hubiese sido otdo, ya sea que 
no esté conforme con loque queda ordenado, aun cuando fuera 
persona digna de específica y especial mención, jamás las pre- 
sentes letras y todo cuanto en ellas se contiene de cualquier se- 

T. LIVIl I* 
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ñor que sea, pueden ser tachadas de aabrepciou, obrepción 6 
cualquier otro vicio de nulidad 6 de falta de intención por nues- 
tra parte Ó de «ualquier otro defecto sustancial, ni ser contro- 
vertidas, sino que emanadas por cierta ciencia y con plenitud 
de poder permanezcan aiempre válidas y eficaces y siempre eon- 
sig.ui a us frutos plemirios é íntegro* efecto* y por toJos aque- 
llos á quienes corresponde, sean siempre y de todos modos ob- 
servadas inviolablemente, por io que ordenamos sea nulo y de 
ningún valor todo lo que á sabiendas ó ignorando contra ellas 
se atentare. 

Sin que obsten Las reglas de nuestra cancillería apostólica y 
otras á saber : de no quitar el derecho adquirido, de las supre- 
siones encargadas á las partes, habiendo convocado á los inte- 
resados, ni las reglas de la dicha iglesia de Buenos Aires, aun 
cuando fueran confirmadas con juramento apostólico ó de cual- 
quier otro modo, ni los estatutos, costumbres, privilegios, con- 
cesiones apostólicas, concilios provinciales y universales, cons- 
tituciones generales y ordenaciones. A todo lo cual, aunque 
digno de especial mención y á todo cuanto hubiese en contrario, 
ampliamente, permanente» expresamente y especialmente dero- 
gamos por el tenor de las presentes. 

Queremos, además, que estas letras d sus copias, aunque fue- 
ren impresas, contal que fueren firmada* por algún notario y 
refrendadas con el sollo de alguna peTsona constituida en dig- 
nidad eclesiástica, merezcan la misma fé que si fueren presen- 
tadas las presentes auténticas. 

A nadie, pues, sea lícito violar ó contrariar con temerario atre- 
vimiento estas nuestras letras de supresión, desmembración, 
creación, separación, distinción, asignación, atribución, esta- 
tuto, mandato, decreto, derogación y voluntad. Y si alguno 
atentara esto, sepa que incurre en la indignación de Dios To- 
dopoderoso y de bus Bienaventurados Apóstoles San Pedro y 
San Pablo. 
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Dado en Roma en San Pedro el año de la Encarnación del se- 
ñor 1897, el día 15 de Febrero, añ» decimonono de nuestro Pon- 
titicado, luis Cardenal Macchú — A. Panici, Subdatario. — 
Visa de Curia, J. De Aquila. — ViceeumitibuM- Cremoschi. 
— Eipedicionero apostólico, J. Cugtwnius. 

Es traducción liel del original que he tenido ú la vista, he- 
cha por encargo del ilustrísimo señur don Mariano Antonio Es- 
pinosa, obispo titular de Tiberiópoüs, vkario general y encar- 
gado del gobierno déla arquididoesis. 

Juan A\ Terrero. 
Cmw'iuigo Secretario, 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril lí) de 1W97. 

Suprema Corte: 

La bula de Su Santidad León XIII, cuya traducción debida- 
mente autenticada se ha mandado agregar por disposición del 
poder Ejecutivo, nu se opone en sus disposiciones fundamenta- 
les ni á las prerrogativas establecidas en la Constitución, ni á 
los derechos de patronato nacional, que según aquella ejerce el 
gobierno argentino. La¡» declaraciones de Su Santidad León 
XIII implican más bien el reconocimiento de aquellas altas 
prerrogativas constitucionales. 

La lev del Congres \ número 2246, había autorizado al Poder 
Ejecutivo á gestionai la creación de tres nuevas diócesis, de 
La Plata, Santa Fé y Tu cu man, j la nuera circunscripción que 
abrasara la adj unción de Los territorios nacionales, proveyendo 
ala congrua dotación de las iglesias, sus prelados, funcionarios 
eclesiásticos y demás necesario a la organización y servicio de 
Las nuevas diócesis. 
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El Poder Ejecutivo, por medio fie su enviado especial el señor 
Calvo, propuso á la Santa Sede las bases para las nuevas crea- 
ciones y circunscripciones; y Su Santidad t propenso á secundar 
los deseos manifestados por el gobierno de la República Argen- 
tina, según la expresión textual de la bula pontificia, determi- 
na Henar los votos del gobierno según su pedido, decretando una 
nueva circunscripciou en las diócesis de la llepúliliea, y la crea- 
ción de las tres nuevas Sedes episcopales. 

Las demrts referencias al cumplimiento de lo* cánones y dis- 
ciplina eclesiástica, no afectan el ejercicio del alto patronato 
nacional, que ha sido benévolamente considerado por Su Santi- 
dad al ;icordur y aceptar las proposiciones del gobierno ar ge li- 
li im. 

Ningdn obstáculo se opone por ellu á que, de conformidad con 
Jo establecido en el artieub. 86, inciso 9°, de la constitución na- 
cional, el Poder Ejecutivo pueda abordar el pase i la bula pon- 
tifiVia'de Su Santidad León XIII, referente ala creación y res- 
pectivas circunscripciones de lastres nuevas Sedes episcopales 
que fueron autorizadas por ley del Congreso argentino. 

Sabifiiano AVer. 



Acuerde d* I* Suprcm forl* 

líueuos Airus, Abril U de 189". 

Con las reservas que emanan de la Constitución y leyes dic- 
tadas con arreglo á ella sobre el patronato, La Suprema Corte 
de justicia federal, en virtud de lo dispuesto en el articulo ochen- 
ta y seis, inciso noveno, de la Constitución, y atento lo dictami- 
nado por el señor Procurador General, presta el acuerdo que el 
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citado artículo elige para que el Presidente do la República 
conceda el pase á la Bula expedida por Su Santidad León XIII 
en Roma el día quince de Febrero de mil ochocientos noventa y 
Mete, por la que se admite la erección de las ¡iiims diócesis de 
La Plata, de Santa Fé y de Tucuraan, y se determina la nueva 
circunscripción de las ocho dióce sis de la República que resultan 
por dicha erección, todo de conformidad con la ley número dos 
mil doscientos cuarenta y seis.de veinticinco de Noviembre de 
mil ochocientos noventa y sfet*. Devuélvase en consecuencia 
esto expediente al Poder Kjecutivo, con el correspondiente oheio. 

BENJAHM PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E- TORRENT, 



CAUSA tlIH 



El doctor D. fíelisario Saravia, por la Dirección de Ferro- 
carriles, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, por 
cobro de una multa; sobre personería. 



Sumario. — El decreto del Poder Ejecutivo, de Noviembre 7 
de 189&, que prohibe nombrar apoderados para el cobro de mol- 
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tas á los empleados de ta Dirección de Ferrocarriles, no se 
opone á la interpretación que dicha Dirección le ha dado, en- 
tendiendo que se refiere á nombramientos por bacer, y no & 
nombramientos hechos va. 



Caso, — En 13 de Mayo de 1895, el doctor BeJisario Sarcia, 
por la Dirección de Ferrocarriles, dedujo contra la empresa del 
Gran Oeste Argentino, juicio de apremio por eobr«> de nna mul- 
ta de 5000 pesos moneda nacional, y para acreditar su persone- 
ría presento la siguiente nota: 

Iíui;r)Q& Aires, Manto 11 de l¡B9i. 

Señor Secretario de la ftireecion de Ferrocarriles Raciona- 
nales, doctor tíelimrio Saravia. 

Comunico á usted que el Directorio que presido, en su sesión 
de hoy, y en uso de la facultad que le confiere el artículo 112 del 
Reglamento de Procedimientos sobre aplicación de maltas á las 
empresas de ferrocarriles, aprobado por decreto del Poder Eje- 
cutivo nacional de fecha 22 del mes pasado, ha resuelto confir- 
mar su nombramiento de apoderado judicial de la Dirección 
para representarla unte los tribunales en las acciones que de- 
duzca contra las compañías de ferrocarriles, por infracciones 
¿ las leyes y reglamentos sobre la materia. 

Dios guarde á usted. 

Mifjuel Tedin* 

Julio ¡tuiz de los Llanos, 
Oficial primero. 
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Hecha la liquidación de las costas, por haber la empresa 
abonado la cantidad reclamada, que asciende á la suma de 
pesos moneda nacional, por sellos y honorarios del doctor Sa- 
rama, se libro mandamiento de ejecución y embargo por dicha 
suma, y trabado éste se cito de remate á la empresa, la une 
opuso la eicepcion de falta de personería del doctor Sara™, 
diciendo que el poder presentado por éste es nulo en virtud del 
decreto del gobierno de 7 de Noviembre de 1895, que designa 
la persona encargada del cobro de las multas, disponiendo que 
,»se nombramiento no puede recaer en ningún empleado de la 
Dirección ; que el doctor Saravia es secretario de ésta, y en 
consecuencia no puede ser apoderado. 

El doctor Saravia pidió el rechazo, con costas, de la excepción 

opuesta. 

Dijo: Que el decreto invocado no se refiere ni puede referirse 
á la representación que anteriormente le fué conferida por la 
Dirección, la que se le ha ratificado por medio de la nota que 
acompaña. 



rmUm 4*1 Jim» 

Uuenos Aires, Diciembre 28 de 1895, 

Y TÍli tos: Considerando : que el doctor Saravia ha acreditado á 
foja 41 la representación con que interviene en estos autos, la 
que se encuentra ratificada por el documento de foja 76. 

Que la disposición gubernativa de 7 de Noviembre último, qae 
el ejecutado invoca, no puede considerarse como anulatona ó 
revocatoria de la referida representación. 

Por esto, desestimase la excepción opuesta por el ejecutado, 
con costas, y llévese adelante la ejecución. Repóngase el 
papel. 

J. V.Lalanne. 
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Fall* de I» SnpfemM Corle 

Buenos Aires, Abril 2i de 1897. 

Vistos j considerando : *¿ue el doctor Snraviu ba estado en 
ejercicio de la personería en cuja virtud lia obrado en esta 
causa, mediante mandato dado por la Dirección «te Ferroca- 
rriles, autorizada al efecto f>or decrefo del Poder Ejecutivo. 

Que el nuevo decreto de siete de Noviembre de mil ochocien- 
tos noventa y cinco, en que se basa la excepción opuesta por el 
ejecutado, no se opone de una manera explícita A la interpreta- 
ción que le ha dado la Dirección, entendiendo que se refiere, no 
á nombramientos ya hechos, sinú á nombramientos por hacerse. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja ochenta y tres. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL MAZAIS — OCTAVIO BIMGK. 
— JUAH Et TOKREKT. 
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El flanco Hipotecario Nacional contra D. Benigno Acosta, 
por cobro de pesos ; sobre demanda ejecutiva 

Sumario. — Cor remonde ^ procedimiento ejecutivo pata ta 
cobranza que haga el Banco Hipotecario Xaeíonal, fundado en 
la escritura pública da préstamo otorgada non arreglo á su ley 
orgánica. 

Cas i. — Con la escritura de hipoteca á favor del Banco y la 
liquidación de la deuda de D. Benigno Acosta, practicada con 
arreglo al artículo 53 de la ley orgánica de dicho Banco, el re- 
presentante de éste prumovió juicio ejecutivo contra el expre- 
sado .eiior Acosta por el importe de la mencionada deuda, ¡uto- 
^ndo el artículo 42 de 1% citada ley, y pidió que se dictara auto 
de solvendo. 

rail* del Jutx frederal 

Córdoba, Noviembre 3 de 1890. 

Autoa y vistos : los autos iniciados por el señor agente del 
Banco Hipotecario Nacional establecido en esta ciudad, contra 
el aeñor Benigno Agosta, por cobro de una cantidad de pesos, 
iniciando acción ejecutiva^ considerando: 
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I o Que según se desprende del escrito presentado, se deman- 
da a D. Benigno Acosta por obligaciones que se dicen resultan 
de la falta de cumplimiento de esta parte del u metilo ft* del 
contrato hipotecario de foja 3. 

2* Que según esto, el objeto de la acción es la indemniza- 
ción de daños 3* perjuicios originario* por omisiones déla parte 
ile Acosta en el cumplimiento del artículo citado del contrato, 
pues que no habiendo podido transferir la cosa hipoteca- 
da y la obligación constituida con garantía de ella, sin previo 
acuerdo del Directorio General del Banco, ha verificado, según 
se espresa, dicha transferencia siu haber cumplido previamente 
esa prescripción, 

3 o Que simido, pues, la obligación que se hace recaer en el 
señor Acosta el resaltado de la falta de cumplimiento al con- 
venio que éste había celebrado con el Banco, ello es materia de 
un juicio ordinario declarativo, en el que es menester oirá la 
partedematidada ( admitiendo ¡as pruebas que pueda presentar 
en su descargo, y principalmente para que el actor pruebe los 
extremos invocados. 

I 9 Que según el artículo 248 del Código de Procedimientos, 
sólo procedí la acción ejecutiva, cuando s* demanda con un 
instrumento q;k iraiga aparejada ejecución, una cantidad de 
moneas liquida ó cuya base de Üquidaciou exista en el título da 
obligación. 

5° Que aun suponiendo público el instrumento déla demanda, 
no resulta de él que la parte de Acosta se encuentre obligada 
al pago de una cantidad de moneda líquida y exigible, que sar- 
ja claramente de so simple inspección. En su mérito, no se hace 
lugar £ la presenté ejecución, sin perjuicio de los derechos que 
putda tener el actor para hacerlos valer en juicio ordinario. 
Hágase saber y previa reposición, oportunamente, archívese. 



, C. Moyana Gaeitúa. 
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Buenos Aires, Abril 24 de 1897 

Vi sí os y considerando ; Que el Banco Hipotecario ha pre- 
sentado para justificar su derecho, la escritura publica del 
préstamo hecho á D. Benigno Acosta, j la cual se otorgó en 
cumplimiento de lo prescrito en el artículo cuarenta y cinco de 
la ley orgánica de dicho Banco. 

Que, por consiguiente, la acción iniciada por él, debe enten- 
derse fundada en esa escritura y no únicamente en las cuentas 
extraídas de los libros del Banco. 

Que las escrituras públicas tienen f aerea ejecutiva, según lo 
dispuesto poT el artículo doscientos cuarenta y nueve, inciso 
tercero, de la ley de Procedimientos. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja diez, y se declara 
que en el presente caso procede la acción ejecutiva, sin perjui- 
cio de que el demandado pneda nacer valer, en la estación opor- 
tuna, las eiccpcioQes que le competan. Repónganse los sellos y 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAK. — 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORHENT. 
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CAUSA LXXVIII 



Don Haberío Thompson, contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, por cobro de pesos; sobre suspensión de la tramita- 
don y rostas. 



Sumario. — El que ha pedido la suspensión de la tramitación 
ordinaria, y manifiesta después que no tiene inconveniente en 
que éata continúe y desiste de la petición, es pasible de las eos* 
tas del incidente. 

_^ == 

Caso. — Don Roberto Thompson, extranjero, demandó á la 
empresa #4 Ferrocarril Central Argentino, por cobro de pesos, 
fundado en un contrato celebrado con ésta para el manejo y el 
trabajo general del muelle de la compañía en San Fernando. 

El representante de la empresa contestó la demanda y al 
mismo tiempo dijo que, con arreglo al contrato acompañado 
por el demandante, la causa debía ser resuelta por arbitros, y 
terminó su escrito con la siguiente petición (foja 23 vuelta): 
f A V. S, pido, sin que me corra término ni pare per juicio, ae 
sirva suspender la tramitación ordinaria que se ha dado ú esta 
causa y convocar á las partes bajo apercibimiento de rebeldía 
para constituir el tribunal y fijar las bases del arbitraje. Es 
justicia.» 
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Kl jue* confirió trasUdo, y evacuado éste se llamó autos. 
En este estado la parte del ferrocarril presentó un escrito en 
que manifestó ¡ 

«Mn cuando laacuetíioaes de jurisdicción y competencia ante 
la justicia nacional son de preferente resolución, motivo 
por el cual pueden s-r provocadas y resuelta hasla <le oficxo 
mcualquier estado de la eaUJOiaun cuando en el cMasub-judi- 
ce se tratarle si él debe ventilarse ante la jurisdicción excep- 
cional y ordinaria de V. S. 6 ante la voluntaria ex-cotU rucio 
deárbitro*. y en atención tanto á que en un escrito de foja 22 
ni he pedido una revocatoria ni he expresado que promovía una 
articulación de previo pronunciamiento, como V. S, podría con- 
siderarla ríe oficio, cuanto á que la demanda de Thompson se 
encuentra contestada y contradicha en los números A y 5 del 
precitado escrito, vengo á manifestar á V, S. que por mi parte 
no tengo inconveniente en qus U ■ ansa se abra á prueba en 
lo principal dejando para después el pronunciamiento sobn» si 
debe ó no remitirse á la decisión arbitral establecida por el con- 
trato y por la ley, 

«Por tanto: pido que teniendo por hecha esta manifestación 
se sirva resolver tomo lo juzgue más procedente y más de acuer- 
do con sus atribuciones y deberes.» 

El demandante, en vista de este escrito, dijo : que debí., reci- 
birse la causa aprueba y condenarse en castas al demandado, 
que había deducido sin razón la articuiacin sobre incompe- 
tencia. 

■ 

MI* M Jun »>Jml 

Rosario, Mayo 2Í úe 18W. 

Y vistos : Por los fundamentos del escrito de foja 25 y á mé- 
rito de las manifestaciones hechas por la parte del ferrocarril, 
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en su escrito do foja 32, condénase á ésta en las costas del in- 
cidente; á prueba en lo principal por diei días, siendo lus he- 
chos á probar los aligados por las partes en sus pedimentos res- 
pectivos. Repóngase. 

G. Escalera y luviría. 



Valí* d« I» «taprem* r»t*r 

« 

Buenos Aires, Abril 24 de 1897, 

Vistos: Importando la manifestación contenida en el escrito de 
foja treinta y dos un desistimiento de Jo pedido en el de foja 
veintidós, en cuanto en éste se solicitaba un pronunciamiento 
previo, con suspensión de la tramitación ordinaria de la causa, 
en cuyo caso es procedente la condenación en costas, impues- 
ta por el auto de foja treinta j siete, se confirma éste en esa 
parte, siendo las costas del recurso á cargo del apelante. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUfIGE. — JUAN E. 
TOBBElfr. 
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* -AUNA OXIÍ 



Don Pedro U. Cortázar, por el Banco Hipotecario Namoml, 
contra tlon Manuel Antonio y don^ipotm Pena, por nulidad 
de locación de un inmueble hipotecado ; sobre falta de perso- 
nería. 



Sumario.— La presentación del poder bastante, hecha an- 
tes de oponerse legalmente la excepción de falta de persone- 
ría, por no haber sido acompañado el poder á la demanda, hace 
inadmisible dicha excepción. 

2* La falta de derecho no puede fundar excepciones dila- 
torias. 



Caso. — Resulta del 



rail* 4*1 lut* Federal 

Salla, Julio 13 de 1890. 



Yutos : en la demanda interpuesta por don Pedro Cortaiar, 
representación del Banco Hipotecario Kacional, invocando 
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el cargo de agente de esta sucursal, contra los señores Manuel 
Antonio y Napoleón Pena, pidiendo 80 declare nulo el contra- 
to de locación de la finca nombrada « San Agustín», celebra- 
do entre éstos, é hipotecada por el propietario don Manuel A, 
Peña al B.mco, resulta: Que al recibir los demandados el tras- 
lado de la demanda y testimonio del contrato referido, doo Ma- 
nuel Antonio, en el acto de la notificación, fijó por su domicilio 
legal la casa de don N'apuieon Pena {foja iO). A foja 12 el se- 
ñor Cortázar pide que, no obstante estar acreditada su perso- 
nería con el cargo que inviste, se agregue ;í estos autos testi- 
monio del poder general, presentado en el juicio que, por el 
mismo Banco, sigue can don Teodoro M. Lindozo; así se orde- 
nó el 7 Abril último y al dia siguiente, á las 5 p. tu., se notilicó 
á don Napoleón Pena, dejándole á la vez copia del poder del 
señor Cortázar, para sí y para don Mauut-1 Antonio (diligencia 
de foja 12 vuelta). 

A foja 19, don Teodoro M.Liudozo, acompañando poder de don 
Napoleón, presentó un escrito, el mismo día 8 de Abril á las 2 
déla tarde, según cargo del margen, en el cual dice se adhiere 
á la excepción opuesta por parte del locador don Manuel Anto- 
nio Peña, y pide se tengan como aducidas por él las razones 
en que é-te la funda; pero don Carlos B. Eckhardt, por don Ma- 
nuel A. Fuña, se presentó recien á foja 19, el día M del mismo 
mes y año, y sin contestar la demanda, opone la excepción 
dilatoria de falta de personaría en el señor Cortázar, por no 
haber acompañado instrumento alguno que lo acredite, contra 
lo mandado en el artículo 4* de la b y nacional de procedimien- 
tos, ni el título que acredite al Banco como acreedor hipote- 
cario de su representado, como lo di>pone el artículo 10 de la 
misma ley. 

El ¡señor Cortázar contesta, que si es verdad que no acompa- 
ñó á la demanda el testimonio de su poder, lo solicitó y pre- 
sentó, constando que el 8 de Abril último se corrió traslado de 
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él i los demandados, quienes, días después, cuando do podían 
ignorar que el poder es laba agregado, oponen recién la falta de 
personalidad; que la falta de personería C63Ó oon la presentación 
del poder, con más razón si lo fué antes de oponerse á aquella; 
que ésta no comprende la falta de título ó de derecho para de- 
mandar, a i nó que se reliere sólo á i a persona del act^r, como lo 
tiene establecido la Corte en diferentes fallo*» serie 2*, tomo 
4 o , página 222; tomo 7% página 162; tomo U, página 313, 
etc.). 

T considerando: I o Que si bien, en cumplimiento del pre- 
cepto del artículo 4" de la ley de procedimientos el señor agente 
delBaneo Hipóte -ario Nacional estaba obligado á constatar su 
personalidad, adjuntando í la demanda testimonio del poder que 
le constituía representante legal de é-le, tinque pudiera escusarle 
de esta ubliguuioti el hecho de encontrarse ese test imonio eti otro 
juicio, y si es verdad también que los demandudos tenían perfec- 
to derecho para negarse á contestar la demanda y par í opo- 
ner la excepción, no es menos evidente que el señor Tortuzar, 
antes de habérsela opuesto, reparó aquella omisión pidiendo y 
agregando A f'tja 13 el testimonio omitido; y que se corrió 
traslado á los demandador entregándoseles (acopia de este po- 
der el dia ocho de Abril, en el domicilio señalado. 

2" Que como don Teodoro 31. Lindozo, en su escrito de foja 
17, se limita a pedir se tenga por opuesta de su parte la excep- 
ción préria de falta de personería en el demandante, deducida 
por el representante de don Manuel A. Peña, refiriéndose á los 
fundamentos que éste aduce, es igualmente innegable que la ex- 
cepcion no fué legalmente opuesta, sino tres días después de ha- 
berse entregado en traslado, á los demandados, la copia de di- 
cho poder, como consta en la nota de cargo, al margen del es- 
crito de foja Ift, y en la diligencia de foja 12 vuelta. 

3" Que, pues, la excepción de la falta de personalidad, en el 
actor ó sn representante, no puede fundarse sinó en la omisión 

T. LSVIl 20 
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del testimonio del poder* ó documento que constate la represen- 
tación invocada, es obvio que con la exhibición del instrumen- 
to requerido desaparece el motivo de la excepción si ann no fué 
opuesta, y cesa ipso fado si el documento habilitante se pre- 
sentó deapues de opuesta la excepción, como lo ha establecido 
terminantemente la Suprema Corte en el fallo de la 2' serie, to- 
mo 19, página 184. 

4° Que los demandados, sí hacen notar la falta del título de 
acreedor hipotecario, que el demandante invoca como base de 
su acción, no fundan de una manera precisa en esta omisión la 
excepción opuesta, y aunque tal haya sido su intención, ello no 
serla admisible, pues, como lo sostiene él demandante, con ios 
fallos que cita, la falta de derecho para demandar nunca puede 
alegarse en forma de artículo previo ú de excepción dilatoria; 
porque admitir lo contrario sería autorizar que se resuelva el 
juicio antes de su existencia, antes de estar trabado por deman- 
da y por respuesta. 

Por estas razones fallo : no haciendo lugar á la excepción opues- 
ta, con costas á los demandados, y ordeno que estos contesten 
derechamente la demanda, en el término di- nueve dias. Repón- 
ganse y notiffqucse origiual. 

David Zambranó. 



■Talla de le »Mpr*a*e Corte 

Buenos Aires, Abril 24 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja veintiséis. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BALAN. 
— OCTAVIO BUNGB, — JUAN E. 
TOBRENT. 
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Criminal contra Francisco A. ¡furrias ij Pedro Echeverría; 



Sumario. — Cuando hay tratado, él pedido de extradición 
debe sujetarse á U forma y renuisitos prescritos por él; y siendo 
cumplidos, debe hacerse lugar ala extradición solicitada. 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



Señor Juez: 

Su bailan detenidos y puestos á disposición de V. S, los sub- 
ditos españolea Francisco Acba Iturrioay Pedro Echeverría, 
con motiTo de ta «licitud de extradición presentada por el se- 
ñor Ministro de España, en cumplimiento de órdenes recibidas 

de su gobierno. 

Habiéndose corrido los trámites ordinarios ante el poder eje- 



sohre extradición 



VISTA FISCAL 



Buenos Aire*, Diciembre de lb9S. 
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culivo; habiéndose pronunciado en pro dr la extradición el se- 
ñor Procurador' ieucral df la Nación, r remitido los antece- 
dentes á V. S., la identidad de los detenidos ha sido perfecta- 
mente constatada, según las decía raciones que ellos misnioshan 
prestado, confesando ser las mismas personas á que el señor 
Ministro de España se haliía referido. 

En ejecución del procedimiento á observarse en estos casos, 
V. S, intimo á los detenidos ti nombramiento de defensor, o,uien 
m el término de la ley se ha expedido oponiéndole ú la conce- 
sión de ia extradición que se ilícita por el sfcñnr Ministro de 
España. 

A los efecto* de evacuar la vista que V. S. se ha serrido eon- 
ferinue de la mencionada defensa, debo manifestar á V. S.que 
las consideraciones que la constituyen no son bastantes para 
neutralizar e! pedido »¡c ■ xtraií iolaO |M* hace, considerando 
que V. S. debe acordarla en la forma que corresponde. 

Colocándose el defensor dentro de los términos del artículo 
655 del rúdigo de Procedimientos Penal, comienza por tachar 
la forma extrínseca de las piezas y recaudos que se acompañan 
por el señor Ministro reo, ui rente. 

lisas taclias, se refieren: 

1* A la manera cómo Tiene autorizada en la sentencia de fo- 
ja 1 , la firma del juez que la dirtó; 

2" La raauera como el dicho documento y los que corren á 
foja 576 han sido autenticados. 

La primera de estas tachas parte indudablementede la falta 
de conocimiento de la organización de los tribunales españoles, 
en los cuales los secretarios actuarios tienen sus notarios ads- 
critos, los queá su nombre y por su autorización dan fé de las 
actuaciones de su principal. 

Por ello es que en la sentencia acompañada, don Julio Knciso, 
por autorización do Sam-ho autorízala firma del juez proveyen- 
te don Eustaquio Gutiérrez, y por ello es también que por la 
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misma autorización expide copia fiel fiel auto don Adolfo Arria- 
gj, uemupanando su Urina, comí» V. S. pftede verlo, del sello que 
corresponde á la escribanía actuaría de don Antonio Sancho. 

Esta manera de ex pedir la copia que acompaña, está deacuer- 
do con las exigencias del articulo 11 del Tratado de España de 
7 de Hayo de 1881, cuando establece que la sentencia ó manda- 
to de priaiod debe ser expedida por ¡intoridad competente y 
con las formal ¡dude prescritas por las leyes del Estado requi- 
rente. 

Se ve, puea» por o^tas consideraciones, que la primera tacha 
opuesta por la defensa es de todo punto insostenible. 

La segunda, qn> se refiere á la autenticación y que consis- 
te en sostener que siendo este pedido de extradición por la vía 
diplomática no puede ser valedera la certilicacion dr Infirma 
de Adolfo de Arriaga hecha por el Cónsul de la República Ar- 
gentina en Eápaña don Jos/ R. deOlaao, y que corre i foja 4. 

N« hay disposición alguna en el tratado que exclusivamente 
fije este caso, que indique que en los casos de extradición por 
la vía diplomática, no deba darse a las certificaciones consula- 
res la fé que de ordinario se les atribuye; por el contrario, ese 
mismo tratado habla, en sus artículos 11 y 12, de que las extra- 
diciones pueden hacerse por una ú otra vía, lo que importa decir 
que tanta importancia tiern* para el caso presente las diligen- 
cias diplomáticas como las diligencias consulares. 

No es exacto que el hecho de una reclamseicn diplomática 
excluya la fé de las certificaciones consulares que están perfec- 
tamente autorizadas por los principios reconocidos del Derecho 
Internacional. 

Así, pues, las certificaciones de foja 5 vuelta y foja 6 vuelta, 
del mencionado cónsul argentino, son perfectamente correctas 
y capaces de producir su efecto. 

Continuando su oposición, el defensor de los dutenidos tacha 
el auto de prisión que encierra el documento de foja I, glosan- 
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do una frase que ene i erra ese documento, relativa al derecho 
que tienen los prevenidos de pedir 3» reposición, por palabra ó 
por escrito, lo que, según expresa, más que un auto de prisión es 
una simple notificación. 

No CTeo necesario detenerme mucho á examinar este panto, 
por cuanto lo que en ello se sostiene es una simple sutileza que 
en nada desvirtúa el mandato real j efectivo de prisión que con- 
tiene la sentencia contra los individuos Francisco Achu Itnrrios, 
Pedro Echeverría y Patricio Zeugotiluy Ormaechea, dictado de 
acuerdo con los artículos 502, 503 y 504 del Código de Enjuicia- 
miento Pena] Español, mandato que no ea otro quu aquel á que 
eeTefiereel articulo II del Tratado con España que rige el 
caso. 

Ateniéndome siempre á las proscripciones del artículo 11 ja 
citad } de) Tratado con España, rechazo las oposiciones del de- 
fensor, consistentes en sostener la invalidez del testimonio de fo- 
ja J, por no determinarse la época en que se cometió el delito ni 
la cantidad exacta que importa la defraudación cometida y con- 
fesada por los di' ten id os. 

Me basta, para justificar este rechazo, tener en cuenta que la 
sentencia de foju 1 contiene todas las enunciaciones que por ley 
son exigidas para que se le considere sentencia y para que la 
prisión que ordena se haga efectiva sin más trámite. 

Si V. S. coteja la mencionada sentencia con los artículos MI 
y 142 de la ley de enjuiciamiento penal, encontrará que ella ha 
sido dictada ajustándose estrictamente á esas prescripciones Le* 
gales, y que, en consecuencia, el mandato de prisión que encie- 
rra, está expedido por autoridad competente con todas las for- 
malidades prescriptas per las leyes españolas al respecto; lo 
que A su vez importa que ese documento no es otro que el re- 
querido por el artículo 11 del ya citado tratado. 

No creo, por ;>tra parte, que las consideracionus déla defensa 
relativas á la posible prescripción déla pena y á la menor gra- 
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vedad del delito de que se trata, sean bastante! para destruir 
las enunciaciones efectivas de la sentencia de foja i, dí para 
neutralizarlas exigencias del artículo citado del Tratado con 
España. 

Haciendo extensivo lo que acabo de decir á los documentos de 
fojas 5 y 6, defecto de contestar lo que respecto de esoü docu- 
menta afirma ta defensa en bus capítulos 6 y 7, paso á ocu- 
parme de la oposición que ella levanta sobre deficiencia en el 
número de recaudos acompañados. 

Si V. S. observa los documentos acompañados por el señor 
Hinistio de España, encontrara! 

i° El mandato de prisión y sentencia de foja 1; 

2 o Las señas características de los acusados, en cuantía si- 

do posible (foja 5); 
3° Las prescripciones legales en copia autorizada referentes 

al hecho (foja 6). 

Estosrecaudos s.u precisamente los exigidos por el artículo! 1 
del tratado, únicos necesarios en el presente caso, por cuanto 
él es el único que debe aplicarse a esta extradición, de acuerdo 
con el artículo 648 del Código d<> Procedimientos Penal; siendo, 
por consecuencia, completamente ociosas las citas que al res- 
pecto st j hacen por la defensa cuando se refieren las exigencias 
del Código do Procedimientos Penal, las que no son aplicables 
por el texto mismo del artículo citado. Por último, señor Juez, 
la defensa se particulariza con el detenido Pedro Echeverría, 
contra quien no aparece el pedido de extradición por parte del 
juez de la causa. 

Si hubiera de aplicarse el artículo 651 del Código de Proce- 
dimientos penales, convendría en que esta fuera una deficien- 
cia atendible; pero, como ya lo be dicho, de acuerdo con el ar- 
tículo 648 del mismo Código, sus prescripciones no son aplica- 
bles al caso por la existencia del Tratado referido, el que con «o 
texto neutraliza las mencionadas prescripciones. 



312 



FALLOS DE LA SUPREMA COME 



Así, pues, no exigiéndose tal recaudo en el mencionado trata- 
do, no hay razón p;ira considerarlo necesario, aun cuando el Códi- 
go de Procedimientos Penal lo exija para los caso* en que legisla. 

Me basta saber que la sentencia de fuja 1, expedida por auto- 
ridad competente y con las formalidades de ley, de-Iara culpa- 
ble á Pedro Echeverría y .ibra contra él mandato de prisión, 
para que considere suficiente tal circunstancia, de acuerdo con 
el artículo H del tratado que dejo referido. 

En consecuencia de lo expuesto debo manifestar AV. H, que 
confiero procedente la extradición que se solicita: 

I o Por tratarse de un heoho comprendido dentro del inciso 18 
del artículo l" del Tratado con España, de 7 de Hayo de 1881 ; 

2 a Porque el presente caso de extradición e^tá única y exclu- 
siTamente regido por el expresado tratado; 

3 o Porque los recaudos acompañadas en número y condicio- 
nes, son los exigidos por el artículo ti del mismo, 

J. Ihtet. 

► «lio del Jarr Federal 

Buenoa Aires, Diciembre 34 de 1896, 

Y vistos : estos autos sobre extradición, seguidos á requisición 
de la Legación de España, de loa detenidos preventivamente en 
la Penitenciaría Nacional, Francisco A. Iturriosy Pedro Eche- 
verría, procesados ante los tribunales de esa nación por el deli- 
to de sustracción de valores públicos del Banco de Bilbao, y 

Considerando: Que el delito que motiva esta extradiciones 
el previsto en el inciso diez y ocho del artículo según. lo del Tra- 
tado de extradición celebrado entre esta República y el Reino 
deEspañacon fecha sietedcJIayo de mil ochocientos ochenta 
y ano, debidamente canjeadas sus ratiücaciones el dia veintiuno 
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de Octubre de mil ochocientos ochenta y dos, cuyo inciso se re- 
fiere il la sustraed 011 fraudulenta d<< fondos, dinero ó papeles per- 
tenecientes a una compañía ó iciedad industrial ó comercial ú 
otra corporación, por persona empleada eo ella; siendo, desde 
luego, las disposiciones de ese tratado público las que rigen el 

caso sub-judiee. 

Que ta solicitud de extradición lia sido introducida por la vía 
diplomática, en conformidad á lo prevenido por el artículo 11 de 
dicho tratado. 

Que la idí'ntida+i personal de ambos procesados se encuentra 
suficientemente justificada por la declaración délos mismos, 
como resulta de sus respectivas indagatorias. 

Que los documentos presentados por la Legación de España 
llenan las exigencias del artículo il del tratado, desde que de 
ellos resulta de una manera indubitable ju&tilicada : la identi- 
dad personal de los requeridos; la sentencia y mandato de pri- 
sión expedidas contra los presuntos reos por autoridad judicial 
competente y en conformidad á sus propias leyes; antecedentes 
circunstanciados de la causa que la motiva; prescrí potónos le- 
gales aplicables al hecho delictuoso imputado, y cuyos docu- 
mentos se encuentran debidamente legalizados por In autoridad 
consular argentina de dicho país. 

Que no siendo dado poner en cuestión la validez intrínseca de 
la documeutaciou presentada por el gobierno nquirente, las 
alegaciones lieehas para combatir la solicitud de extradición 
no son procedentes. 

Que la defeusa especial invocada y que tiende á demostrar 
que la sentencia de foja i no pide la extradición de Pedro Eche- 
verría, y que desde luego no debe ella ser acordada, po¿ 
cnanto el Poder Ejeeutivo de España no es autoridad competen- 
te, según sus propias leyes, para ordenar la prisión y extradi- 
ción consiguiente, de>de que el caso se rige no por el artículo 
65t del Código de Procedimientos en lo Criminal, sino por su 
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artfcnlo 648, que previendo el caso, dispone que, habiendo tra- 
tados, la extradición será pedida ú otorgada en la forma y con 
los requisitos que aquellos prescriben, y desde que ese requi- 
sito no lo contiene el artículo 11 del tratado que nos ocupa, no 
hay motivo, ni menos razón de considerarle necesario* bastan* 
do a sus fines que la sentencia recordada haya sido expedida por 
autoridad jad icial competente y, de conformidad á sus leyes, 
haya declarado á Echeverría presunto cnlp&ble del delito incri- 
minado, j en su consecuencia haya librado contra él auto de 
prisión y que el representante diplomático de esa nación hu- 
ya requerido la extradición en la fomia correcta que expresan 
los dommeutos do fojas doce y trece. 

Que la prescripción que la defensa esboza, aparte de no haber 
sido deducida ni probada, no existe,desde que el delito ae come- 
tió ó mediado* del mes de Agosto del corriente año, rom" lo afir- 
ma Iturrios, prestando declaración. 

Por estas consideraciones, do acuerdo con lo expuesto y 
aconsejado por el Ministerio Público en su precedente dicfcámen, 
fallo: declarando procedente el pedido de extradición, hecho 
por la Legación de España, de Francisco A. Iturrios y Pedro 
Echeverría, A fin de que sean sometidos a* sus jueces y juzgado- 
res por el delito que motiva su entrega y bajo el concepto de 
que nn podrán ser juzgados por otro delito anterior al hecho de 
la extradición y que no se les impondrá mayor pena que la que 
prescribe el Código Penal Argentino pura aquel delito. A sus 
efectos y en su oportunidad, remita**' el expediente original al 
Ministerio de Relaciones Ext. ores, dejándose constancia sufi- 
ciente, y póngas? á ios detenidos a su disposición, juntamente 
con el dinero, papeles y deiníís objetos secuestrados y de que 
instruyen los documentos de fojas veinte, veintiuna y veintidós. 
Nutifíqcese con el original. 

Agustín Urdinarrain. 
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VISTA DEL SEflütt PKOCURADOIl CEU ERAL 

Buenos Aires, Febrero 26 de 1897. 

Suprema Corte : 

La oposición deducida por el defensor de los encausados Fran- 
cisco A. Iturrios y Pedro EeheTerria contra la extradición re- 
clamada por el señor Ministro Plenipotenciario de España, h» 
sido vennda por los fundamentos legales de la vista del Procu- 
rador Fiscal de foja 49 y sentencia detínitiva de foja 59. 

Adhiriendo á las conclusiones de aquella vista, nada necesito 
agregar para concluir pidiendo á V. E. la confirmación, por sus 
fundamentos, de la sentencia recurrida de foja 59. 

Sabiniatto Kier. 



rallo de 1» üuprtm. Vmrt* 

Unenos Aires, Abril 21 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la reclamación presentada en el 
caso por la vía diplomática, para la extradición de los detenidos 
Acha y Echeverría, ha sido introducida con todos loa requisitos 
declarados indispensables á ese objeto por el articulo once del 
tratado sobre la materia entre España y esta República. 

Que como lo dice la sentencia apelada, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo seiscientos cuarenta y ocho del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, habiendo tratado, el pedido de 
extradición debe sujetarse á la forma y requisitos une los trata- 
dos prescriban, 
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Que, por consiguiente, la extradición de Achí y Echeverría 
debe acordarse en cumplimiento de la* estipulaciones contení 
das en el mencionado tratado y desde que están llenadas las 
formalidades que éste exige. 

Que los jueces no tienen el deber de contestar ea detalle to- 
dos y cada uno de los argumentos hechos por ];is partes, bas- 
tándoles fundar sus sentencias en las disposiciones legales per- 
tinentes. 

Por esto, y de aeuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurad >r General y por sus fundamentos: se conlirnia, < ou 
costas, c | auto d..- f.ija cincuenta y no» ve en la parte apelada, 
no haciendo* lugar al recurso de nulidad, por no haber mérito 
para ello. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
OCTAVIO BIJKCE. — JUAN E. 
TOUREPiT. 



« AUNA l.\.V\l 



Criminal contra Santini (¡emolí, por circulación de billete* de 
curso Icrjal falsos; sobre excarcelación bajo fianza 

Sumario. — Pudiendo la pena que merezca el delito, ser ma- 
yor d« la que admite Ja excarcelación bajo lianza, debe ésta 
ser negada. 
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Fallo del Ju«z Fe<t«r»l 

Itueuo* Aires, Mam» 33 18»"- 

Autosy vUtos : Resultando de la causa 'pieá CJemoU se k pro- 
cesa por el delito previsto y penado $oj el artículo 62 de la ley 
«le U de Setiembre de 1863, que tiene pena mayor á la 
lijada por el artículo 376 del Código de Prucediniieutoá en lo 
criminal para que sea procedente la excarcelación. Por esto y 
no obstante lo dictaminado por el procurador bacal, no ha lu- 
gar por ahora á la excarcelación que bajo de lianza se solicita 
del referido procesado. 

Gervasio F. frrtmei. 

VISTA DEL SESOH NlOCURADOH GENERAL 

Róenos Aires, Abril 1* ú*t 1897. 

Suprema Corte : 

Las circunstancias que caracterizan la culpabilidad ó incul- 
pabilidad del procesado, sólo pueden considerarse y apreciarse 
en el proceso instruido, sobre circulación de billetes falsos. 

Entre tanto, la excarcelación no procede ; porque, como lo 
expresa el auto de foja 2, la pena que la ley impone al delito 
¡mputauoes mayor que la fijada por el artículo 376 del Código 
de Procedimientos para la procedencia de la excarcelación. 

Por ello pido i V. E. la confirmación del auto recurrido. 

Subiniano Kier. 
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Bueno* Aires, Abril 34 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
carador General y por bus fundamentos, st> confirma el auto 
apelado de foja úq*. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— «JAN E. TORhEM>. 



CAUSA 



Don Demetrio Medina, en la ejecución por tercería de dominio 
de don Domingo Lorenzo contra doña Lorenza M. de Jfat- 
dana, sobre cobro ejecutivo de pesos; incidente sobre prueba 
de testigos. 



Sumario. — Debe rechazarse la prueba de testigos, si ha HÍdo 
pedida dos días antea de vencerse el término probatorio. 
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Cojo. — Lo explica el 



F*IU del *ue» 

Corrientes, Marzo 19 de 1895- 

Vistos y considerando; Que el término de prueba venció el 
9 del corriente y noel! i, como equivocadamente lo aürma el 
demandado ; que la prueba testimonial ofrecida por esta parte 
en el escrito de foja 13, lo ha aido dos di as antea de vencerse 
el término, circunstancia que lo hace inadmisible, según la 
constante é invariable jurisprudencia de la Suprema Corte. Que 
el hecho <le qne los testigos presentados son los mismos de la as- 
critura hipotecaria corriente en el juicio ejecutivo, no puede mo- 
dificar <il principio, máxime cuando el artículo 120 de la ley de 
procedí míenlos ■ que legisla el caso, no haco distinciones y so- 
bre todo cuando, a) ofrecer esos testimonios, no se dice que sean 
para redargüir de falsa dicha escritura, no versando, por otra 
parte, la prueba sobre ese punto, sinó sobre el condominio ale- 
gado, según se establece en el auto de prueba de foja 11 vuelta. 

Por esto, se revoca el auto qne admitió esa prueba, debien- 
do, en consecuencia, devolverse al interesado las diligencias 
practicadas en su virtud, emitidas por el Juez de Paz de San 
Lnis. Hágase saber y repóngase. 

lujambio. 
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Vallo de la luprcnn C«r1c 

Buenos Aires, Abril 27 de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dispues- 
to en i-I artículo ciento v¡ inte de la ley de procedimientos, se 
confirma coa costas, ol auto apelado de foja diez y nuefc. Re- 
puestos loa sellos, devuélvanle. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BA7.AK. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
KttE>T. 



<"Al.'í*A I,** lili 



Criminal contra Pedro Codomi, Cometió E. Martines y Al- 
fredo Almcida, por defraudación de diñe, os fiscales; sobre 
sobreseimiento . 

Sumario. — Cuando no resulta con evidencíala inexistencia 
del delito, corresponde el sobreseimiento provisional y no el de- 
finitivo. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



321 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 

Falla 4>l Jiies Fe*>r»l 

> 

Unenos Arres, Octubre 00 ttolfcíWj. 

Autos v vistos : En atención ú las constancia» del proceso, 
que demuestra que los elementos de cnnvicoiun y justificncion 
ng regad os no son aiilieientes á constatar la perpetración del 
delito incriminado á los procesados I'edm Codomi, Cornelio C. 
Martínez y Alfredo Almeida, no obstante lo aconsejado y pedido 
por el Procurador Fiscal sobre ta forma del sobreseimiento, y 
en virtud de lo prevenido por el artículo 435 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, resuelvo sobreseer este proceso 
provisionalmente. 

Agustín Urdiuarrain. 



VISTA DEL BEflOK PftOCLIUOOH GEíSEUAL 

Jtueuu^ Aire?, Didcmbro 2l do 1896. 

Suprema Corte: 

No resulta con endeuda la inexistencia del lelito que diú mé- 
rito á la formación de este sumario, aun cuntido los medios de 
justificación acumulados no alcanzan á demostrar su perpe- 
tración. 

Corresponde entóneos el sobreseimiento provisional, con suje- 
ción á lo proscripto en el articulo 435 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal ; y pido ¡iV, E, se sirva por ello, confir- 
mar el auto recurrido de foja 107. 

Sabiniano Kier. 

T. LIVM si 
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Fallo de I» Suprema ferie 

Bneoos Aires, Abril 27 de 1897. 

Vistos: Do acuerdo con lo expuesto J ptdidu por el señor 
Procurador Genera) y eu nurito de la disposición legal que in- 
voca, se confirma, con testas, b1 auto de foja ciento siete en la 
parte apelada, Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUKGE* — JUAN E. TO- 
BHEtST. 



CAIMA LXKXIV 



Criminal contra Enrique Dunmd, José Soldati y Emilio Lam- 
binet, por falsedad y estafa : sobre prisión preventiva 



Sumario. habiendo semiplena prueba ó indicios vehe- 
mente, no procede la prisión preventiv.1. 



DE JUSTICIA NACIONAL 

Cnso.— Resultade bis siguientes piezas: 
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VISTA FISCAL 

Buenos Aires. Níciembre de 1896, 

SeñW Ju<>z: 

Ke^un los antecedentes de este asunto, los individuos José 
Soldatf, Enrique Duraod y Kmíiio Lambinet, titulándose el 
primero presidente de la sociedad anónima « La Trinidad •, 
secretario el segundo, y miembro autorizado de ella el tercero, 
se presentaron al Pmler Ejecutivo solicitando se diera á la so- 
ciedad apresada el carácter de persona jurídica. El Poder 
Ejecutivo así lo acordó, pero suprimiendo alguno* capítulos de 
mis estatutos q«e < ran extraños al objeto de la institución y 
aun comíanos á las leyes y al órden público ; los solicitantes 
convinieron en tal supresión, y el Poder Ejecutivo acordó la 
personeríajurídicaquese pedía en tales condiciones y de acuer- 
do con el artículo.., del Código Civil. 

Más tarde, por denuncia presentada, se llegó en conocimiento 
que los luencimiados individuos, directores de ladicba sociedad, 
simulando acept;ir las supresiones ordenadas por el Poder Eje- 
cutivo, habían publicado los estatutos din hacer las supresiones 
mencionadas, sin perjuicio de decir públicamente que esos eran 
los estatutos apmbados por el gobierno. 

Tal hecho, que importaba sencillamente una falsedad come- 
tida en un documento nacional, es un delito penado y previno 
por la ley federal de Setiembre de 1863 en sus artículos 64, 
inciso 6% y 65 (crímenes y delitos contra la Nación). 

El hecho está constatado por los estatutos que impresos se 
acompañan A la denuncia, y en que se ve que lo que el Poder 



324 



FALLOS DE LA ¿UPttEMA CORTE 



Ejecutivo mandó suprimir se hace aparecer como su IjsistenLe, 
Para mayor abu nü amiento y por si esto no bastare, puede 
V.S. Tetorrerel adjunto expediente en qu* 1 euusU %ue, valién- 
dose de la adulteraron do los estatutos de quo lie becliii mérito^ 
el mismo Soldati, Justino Boicilb s, comí se ere t* i o, | León 
Perier, han cometido una estafa contr i un indn Huo llamado 
Próspero Calmé. 

Este ministerio considera que tiny prueba bastante para con- 
siderar que los individuos nombrados lian cometido el delito 
mencionado y han usado de la pieza falseada para Unes de QSttk- 
ía ú otr.js acciones análogas ; ciUHid-'ra igualmente que por e) 
espíritu que encierran la* dispusi -iones de los estatutos que se 
mandaron suprimir y que los citados individuos cniisrrvanin en 
los estatutos, hay peligros contra la sociedad y las leyes. Por 
todo esto, vengo á pedir ú V. S. se sirva librar órdende prisión 
contra José Soldán, Enrique Uurand, K mi lio Lainbiuut, Justi- 
no Ban; i lies y León l'erier, de acuerdo con los artículos 2 ,J y 264 
Código de Procedimiento Penal. 

J. thte(. 



ralla del Ju» federal 

Hueiu» Aire*, Febrero 21 de 1897. 

| vistos: Considerando : Que es necesario, ante totln, instruir 
el sumario en la Sorinade la ley, para una vez instruido fupgai 
si procede o no la prisión preventiva que soliciia desde ya el 
Procurador Fiscal. 

Que en el caso má-jutiiee si bien se inició á petición dei mis- 
mo Procurador Fiscal la instrucción del sumaria respectivo, se 
paralizó más tarde por lascabas que constan en autos. 
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Qup el Us pueden liaber desaparecido con el transcurso del 
tiempo corrido. 

Por tanto, se ordena la instrucción del sumario respetivo, 
para suyo efecto se libraiún los oficios que corresponden pira la 
citación de las personas expresadas á fojas 45 y 21 , y no se liace 
lu^r, en consecuencia, á la prisión preventiva ptsdida por el 
Promrador Fiscal. 

/'. OUicchea y Alcor ta. 



VISTA DEL SEftOH PROCURADOR GENERAL 

Uiurflo* Aires, Marzo '33 de 1891. 

Suprema forte ; 

No existe en autos suuViente constancia de que los acusados 
José Soidati y Enrique Üurand sean los autores de las adulte- 
raciones en los estatutos déla sudedad « La Trinidad » t que 
aparecen autorizados con su nombre al pié* 

Como la detención no debe decretarse» según el Código da 
Procedimientos, sinú respecto de aquellos contra quienes hayan 
indicios vehementes 6 semillena prueba de culpabilidad, en- 
cuentro ajustada la resolución recurrida de foja 56 que ordena 
la préTia instrucción del sumario y manda librar los oficios que 
corresponden para la citación de las persona* indicadas. Admi- 
tiendo entonces que el auto que así lo provee fuera recurrible, 
pienso que procedería en el case su confirmación, que solicito 
de V. K. 



Sabiniano Kier. 
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Vallo *lc l« «uprem. Corle 

Uueuos Aires, Abril i7 de 1897. 

Vistos: Por sus futid amentos, de acuerdo cotí to expuesto y 
pedido por el señor Procurado" General, y teniendo además en 
consideración !u eipuesto eu el escrito de foja Tíñate y tres d 'l 
expediente agregado aobre el domicilio deSoldati, Barcilles y 
Pericre, comprendidos en la petición üscal de foja cincuenta j 
tres, se coníirma el auto apelado de foja cincuenta y aeis. De- 
Tuélranse. 

Uí >JAMl> PAZ. — ABEL BAZAS.— 
OCTAVIO BCJNGE, — JUAN E 
TOHKEM. 



CAUSA LII1V 



Hermeneij tlilo, ilxnuibeia, y Elcuterta Üjeda, contra dan José 
J. Hohñ y don León Spaldtng, ¡>or reivindicación; sobre 
prueba*. 

■ 

Sumario. — 1.a riUiluMCÍoti ó cotejo de firmas, es una dili- 
gencia distinta de 1,¿ comprobación de autenticidad ó falsedad 
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de las mismas. El haber pulido aquella dentro del término pro- 
batorio »» autoriza a pedir é.ta, «la falsedad no fué alegada 
oportunamente, y si la comprobación se pi le después de veoculo 
dicho término. 



Caso. - Lo explica el 



F»1iodel Jum 1>* 



Corrientes, Agosto 1" de 1386, 

Vistos y considerando: Qneenel escrito de foja 1" de estas 
actuaciones, ti parte de Spalding solicitó la tf!ft*ta 6 cote- 
jo de las partidas de nacimiento y matrimonio que obran en el 
espediente testamentario de los cónyuges Miguel G. Portillo y 
Yna González, traidos ad vfectum videndieu e«tos autos sobre 
reivindicación ; 5 la petición mencionada, que fué introducida en 
tiempo, el Juzgado mandó practicar la, diligencias solicitadas, 
librando al efecto los oficios necesarios á las autoridades de Sa- 
lada» y San Roque, como se ré por la nota de foja 8 f celta, ha- 
biéndose practicado hasta hoy solamente la mandada evacuar 
en Saladas, según las actuaciones de foja 9 á foja «; estan- 
do por consiguiente, pendiente aún la que debe practicarse en 
San Roque, por las dificultades manifestadas en el escrito de 
foja 15. Que á consecuencia deesas dificultades y de la carta 
de foja 18 que se ha mandado agregar á solicitud de la misma 
parte de L. Spalding, se ha solicitado por ésta se traiga al juz- 
gad, eiltbro parroquial de Saladas, á efecto de investigarse si 
las firmas que aparecen al pié do las partidas originales son au- 
ténticas, porque las firmas de Casafuz, que aparecen al pié de 
ellas parecen estar escritas con distintas manos. Que como se 
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Té, esta diligencia es distinta de la anterior y se dirige á com- 
probar Ja autenticidad ó falsedad de ht- tirinas que aparecen 
suscribiendo las partidas de la referencia. Que establecida el 
caso, se nota que ta ¡turto de Spalding pretendo la comproba- 
ción insinuada, sin sujetarse á los trámites que el título 17 de 
la ley nacional de procedimientos prescribe para loa casos en 
que una de las partes invocare y sostuviere la falsedad ó adul- 
teración de los documentos presentados ; falsedad ó adulteración 
que la partí' de Spalding no ha alegado de un modo categórico. 
Que la ley, como resulta del t<»ito de todos los artículos del tí- 
tulo citado, admite la comprobación solamente cuando se ha 
alegado la falsedad ó adulteración d» los documentos presenta- 
dos, di- tal modo que es necesario hacerse tal alegación para que 
la prueba pueda producirse nobre la base de esa falsedad ó adul- 
teración ; y con mayor razón cuando, como en el cuso Wí-jw/jW 1 , 
se trata de partidas que, por su naturaleza, tienen el carácter 
de instrumentos públicos que liacen pie» a fe en juicio y fuera 
de él. Que aun ruando fuese admisible la prueba de que se 
trata, uo obstante la omisión notada, ella no sería procedente 
ya, porque la solicitud de foja 19 se ha introducido muchos 
dias después de vencido el término probatorio, pues fste ha fe- 
necido el 22 df Julio próximo pasado, según el cómputo hecho 
por el pruveyente, hecho qut- no lo niégala misma parte in- 
teresada, resultando de aqní, que el auto recurrido de foja 10 
vuelta es justo y debe mantenerse. 

Por la expuesto, no se hace lugar á la reposición solicitada y 
se concede en relación la apelación y nulidad subsidiariamente 
interpuestos ; debiendo en consecuencia remitirse estas actua- 
ciones a la Suprema Corte, á costa del apelante y con uuticia 
de las partes. Hágase saber c-m el original y repóngase. 



Lujambio. 
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F«llo dr i» üupremn Corte 

BttCflO» Aires, Abril 3f7 <k> 1807. 

Vistos: Por ios fundamentos did auto de foja veinte y seis, 
se confirma, crni coatus, el apelado de foja divx y nueve vuelta, 
no haciéndose lu^ar al recurso de nulidad, por no üaber mérito 
para ello. Devuélvanse, dtibi.inrfo icponerse loa selle»- ante el 
Inferior. 

Bl-PiJAMLS PAZ. — ABE!. BAIAS.— 
OCTAVIO BUISGE. 



4 AINA LXXIVI 



Üon l'ere'jrino Agüero, por torcerla de dominio en la ejet non 
de don Amadeo Oviedo, contra don José Espedir 



Sumario. — El documento privado que presente el tercerista 
no tiene, con relación al ejecutante, más feoha que la de su 
presentación en juicio, sin que pueda alterar esta conclusión, 
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fundada en el artículo 1035 del Código Civil, el hecho de leerse 
encontrado ausente el firmante del do aumento. 



( aso .— Resulta del 



l Hilo del Juez Federal 

Cataniarca, Dtei>>ri hhr^ U de MH. 

t vistos : En la tercería excluyante entablada por el señor Se- 
gún lo Saludo Castru. en el carácter de apoderado de don Pere- 

embargados á petición d d doctor Amadeo Oviedo, en 21 de 
Julio jipdo., en la < jecueioB que sigue contra don José L. 
Espeche, a que se refiere el expediente número 913 ; y con lo 
alegado y probado por las partes, expongamos algunas obser- 
vacíunes que st-i virán de antecedentes para llegar á la conclu- 
sión que se busca, 

To la la cuestión sereduc*', y en esto están conforme lo* inte- 
tesados á investigar si, á la ¿poca del embargo, el s Tior Gre- 
gorio Agüero tenía la propiedad de las haciendas ó bienes se- 
movientes comprendidos **n el mismo embargo. 

La tercería de dominio ó excluyen te debe fundarse necesaria- 
mente en la propiedad de la cosa embargada (art. 301, Código 
de Procedimientos; serie 2\ tomo ti , páginas 63 y 366; tomo 

15, página 371). 

Sentado este principio, examinemos si el tercerista, ¿quien 
le corresponde la prueba, ha justificado su acción, es decir si 
ha comprobado su derecho de dominio. 

La acción re i vindicatoria es la consecuencia del derecho real 
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que sobre una cosa tíos pertenece (artículo 2758, Código Civil), 
el ciiul no se adquiere por la simple convención de las partea, 
sin que untes se haya veriticado la trüUiciou ó entrega de pose- 
sión al adquirente ¡ la posesión, por nuestras leyes, constituye 
una condicion.viVf/íM uun se puedt* adquirir la propiedad. ÍVvi- 
ditiombus domtnta rerum non nmlis fací ta trausfercnlur, dice 
ta ley Romana. (Puthier, tomo T\ Iterecho al dominio, núme- 
ro 245, edición española ; artículo 577, Código Civil y su nota 
ilustrativa; serie 2', tomo 5". pápna 414). 

No es necesaria, sin embargo, la tradición para adquirir ü te- 
ner la posesión, cuando la cosa es tenida á nombre del propie- 
tario, y éste, por neto jurídica, pasa el dominio de ella al que 
poseía a su nombre (art. 2377, Código Civil). Inlerdum etiam 
si tu* (rmtitiunc, muía vuluntas damini sufficit ad rem trans¡e- 
rendutti vrluti si rem <¡uam commodani ntit Utcuvi titti, dice 
Gayo, citado por Puthier al numero 246, obra indicada. 

Y esto lo explican sencillamente los jurisconsultos, diciendo 
que el que posee á nombre de otro li^ue ya el poder físitíude 
disponer d^ la cusa, y que basta que a este elemento de hecho 
se agregue el elemento de derecho, mediante el consentimiento 
del dueño, manifestado por alguna causa ó acto jurídico ali- 
ciente para trasmitir el dominio. BsU clase de tradición es la 
que se clasitica con el nombre de brevi mnnu ^artículos 2601 y 
2602, Código Civil). Admitiendo como exacto el hecho afirmado 
por el demandante, de que en unión con la señorita Adelecia 
Espeche, hermana del señor José I. Kupeche, han administra- 
da todas las haciendas de éste existentes en las estancias del 
Tala y Catitas, examinaré las consecuencias jurídicas que de 
tal hecho se desprende en favor del tercerista. 

Si el señor Agüero principió á poseer á nombre del señor 
Kspechc, se presume ÍGffalmeníe que por este mismo titulo, 
continúa poseyendo, mientras no se pruebe lo contrario, porque 
nadie puede cambiar por si, ni por el simple transcurso del tiem- 
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po, la causa de su posesión (art, 2353, Código Civil). Dula la 
existe acia áe la administración mencionada, el señor Agüero 
n<» necesitaría indudablemente <Je que se le hiciera tradición de 
la chapara adquirirla posesión verdadera, pero st*ría preciso, 
p;ira est cambio ó mutación, en el caso de que se trata, alguna 
razón 6 causa aufioiente y esta causa ó razón dehe ser al^un acto 
jurídico de aquellos á qu« si» refiere el articulo 2377 citado, 
Lueg i, para demnstr.tr que los semovientes embarcados le per- 
tenecen, debe comprobar la exi-tem-ia del acto jurídica que ha 
operado !a transformación indicada de simple tenedor de la cosa 
en verdadero poseedor y propietario. 

¿ Y cuál es la prueba que en estos conceptas lia producido el 
demandante? Ki doeumentode foja 1, con que se inicia la ge»- 
tion, y las declaraciones de testigos que corren en autos. Kxu- 
ín i nemas cada una de estas pruebas por sep irado. 

Principiaré por el documento mencionado? procuraré lij ir su 
valor y las consecuencias jurídicas ojn- del mismo se desprenden. 

Es un axioma conocido de indiscutible evidencia, que ningu- 
na causa produce su efecto ante* de su existencia, porque pri- 
mero e. "I ser .¡ue el obrar de la^ cosas ; es decir que- til efecto 
no puedo Ser anterior i su causa. 

Kl documento o recibo que sirve de base á la acción intenta- 
da, de fecha 2de Setiembre «le 1892, otorgado por el ejecutado 
señor Espeche, en el cual Consta el convenio por el qnese da en 
pago de ta cantidad de 10 100 pesos nacionales que este debe á 
Agüero, todos los animales vacunos, cali aliares y mulares que 
tiene en el puesto délas * Catitas » y < Tata », en esta provincia, 
es de carácter privado y como lal, no tiene existencia cierta 
respecto de lo> terceros acreedores, sitió desde la fecha de su 
presentación en juicio, supuesto naturalmente su reconoci- 
miento, purq'ie es la época en que se conoce de un modn exacto 
(artículos 103 i y 1035, Código Civil). 

Ahora bien : si dicho documento ha principiado á existir le- 
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gal mente y probar contra terceros desde e! diá en qu< 1 la b*y 
le atribuye /ec/w cierta, es decir desde el dia 9 de Agosto 
último, nn puede prodneir, eu perjuicio de terceros, nin- 
gún efecto le¿ul con anterioridad á la precitada fecha, *»g\in el 
axioma citado de que el efecto uo puede ser anterior i su cau- 
sa; luego tampoco Ha podido producir esa transformación ó me- 
tiiniórfosii de que ya hemos hablado, 6 lo que ea igual, et señor 
Agüero, en la fecha en que se pratieVel embargo, ^21 "It" Julio de 
j Hí)3 , se -neontraba í/í stfttn ijho. p-nuaueei-niiu a iuiinistru- 
dor de las especís* embarcadas Insta entonces, porque le faltaba 
una de las condiciones esenciales para adquirir su propiedad, 
cual era el elemento intewiouaí ó de derecha (artículos StiOl y 
2ti0¿ citado; sen- 1¡', toni'i I i, pigtnu iU7l. 

P* lQ'^!S-«i v *Ígi|« : que ja sea que el documento referido 
contenga una ventii, dm-jun -n paj;o ó donación, Indos estos 
a«*tos jurídicos tienen que estar sometido.* á los principios le- 
gales establecidos, y así los artículos 779, 781 y 1325, Código 
Civil, citados eu su apoyo por el demándame, contienen, la doc- 
trina verdadera pero -n -] k¿*h particular, inaplicable. | j( > mis- 
mo debe decirse de los artículos 2510 y 4512, que se se invo- 
ca también, porqu- estos suponen que el dominio d** una cosa se 
hay i adquirido conforme á derecho, lo qu-: no Ha ocurrido m e! 
presente caso, según se ha demostrado. 

Colocados en este punto de vista, se puede concluir que el 
documento aducido para la procedencia y eficacia de la terce- 
ría, tiene fecha posterior á la del embargo trabado, y no puede 
por lo tanto, perjudicar al ejecutante en los be indicios y de- 
rechos que la ley le acuerda sobre las existencias objeto de la 
demanda, y seria del cuso aplicar el principio : primero en el 
tiempo, superior en el derecho. Observaré, además, que no so 
ha intentado siquiera demostrar que el ejecutante doctor Oviedo 
haya tenido conocimiento dt! la existen* ia del recibo de foja 1' 
ron fecha » • prior al embargo. 
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Vamos ahora á estío! ir la prueba testimonial y examinemos 
si con ella ha satisfecho el tercerista los extremos Jemales, 

Habiéndose presentado el documento privado, para compro- 
bar con ¿1 ta existencia ilel titulo suficiente, á que se reliere el 
artículo 2602 del Código citado, ó sea el elemento de derecho, 
la prueba testimonial que so lia producido con ese fin, es imper- 
tinente, ?egun la disposición del articulo 1193 del Código, por- 
que el fálor 6 importe ue dicho conveub excede de doscientos 
jn'Sfts nacionales y adornas porque la verdad de la prueba instru- 
mental debe resultar de los misinos instrumentos (Pothier, 
tomo Ü", QbiigaeioneSi números 792 y 793, edición citada; Au- 
nry y Kan, £7Ü3>. Para evitar vaguedad y confusión, proeuran- 
do ser breve, me concretaré ú la parre de las declaraciones qu» 1 
rienen atingencia ó conexión con el objeto del juicio deque se 
trata, y prescindiré de circunstineias y detilles accesorios qo«* 
en nada ínlíuirán en la resolución del problema. También han' 1 
abstracción de las t ¡tobas y de las irregularidades con que se han 
tomado las declaraciones y do otros dofectosque, indudablemen- 
te, quitan á muchas de ollas su mérito legal. 

Lo que se desprende del * oujunto 4e toitas las deposiciones 
de los testigos, y en especial de los señores Segundo Vera, 
Agustín Mercado, Dermidío Narvaex, Tratan Lobo (cufiado de 
Agüero) y Vicente Espeche también cuñado), con testan do al 
ir,terr<igatorio de foja 20 y vuelta, es lo mismo que se ha dado 
ya por supuesto, aseverado por el demandante ú foja 5 en su 
memorial di- demanda, os decir, que é>te se encuentra admi- 
nistrando las haciendas semovientes del ejecutado don José L. 
Ks peche conjuntamente con la hermana de éste, señorita Adt- 
lecia Espeohe. Todo enlose < ttrrobora mas con la declaración 
de lus testigos Narvaez y Morcado respondiendo a la séptima 
pregunta. 

l'or c onsiguíente, los hechos de que baya habido cuentas pen- 
dientes entre los señores Agüero y Kspeche, las remesas ele ga- 
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nado á San IH*H, loa gastos hechos en su conducción, etc., etc. 
probarán tal vez obligaciones entre ellos, mas no el dominio de 
lu3 haciendas embargadas. 

Con lo expuesto basta aquí, nos paree h;tber demostrado que 
el señor Agüero no ha juitifioado, en forma, su derecho real de 
propiedad en los bienes embargados objeto de la tercería y, por 
consiguiente, carece de fundamento legal (séric 2", tomo 1i, 
página 03; tomo 15, páginas 371 y Al i). 

Por tanto y omitiendo otra-* "bser raciones, declaro improce- 
dente la tereerfaexclnycnte entablada, con costas. Hágase sa- 
ber, y ejecutoriada quo sea, archm-*e prévía redición . 

José tf. Vatdez. 



Hilo de I. Suprem. Car** 

Bueno* Aires, Abril i7 de l^JT. 

Vistos y considerando: Que el tercerista no ha justificado U 
propiedad de las haciendas embarcadas que se atribuye en eain 
cau*a, con el documento de foja primera, porque siendo, como 
es, un documento privado, su fecha cierta con relación al eje- 
cutante, es la de su presentación en juicio, desde que éste es 
uu tercero respecto de dicho documento, conforme á lo dispues- 
to en e) articulo mil treita y cinco del Código Civil. 

Que el hecho de haberse encontrado ausente «1 firmante del 
documento expresado, no favorece las pretensiones del tt-rcerita 
en el sentido de alterar la terminante disposid->D del citado ar- 
tículo, porque no está comprendido el presente caso en ningu- 
na délas incepciones que en el mismo se establecen para atri- 
buirle la fecha que pretende el apelante . 



ase 
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Por esto y fu tul a me utos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja cuarenta y seis niel ta, se confirma ésta, con costas, 
Repuestos los aullo*, devuélvanse. 

ABEL DAZAFí. — OCTAVIO Bl'NGE. 
— JLAS E. TüttltEM. 





«ALMA LWVVII 



fían GuiUermo lioberts, contra la provincia de Buews Aires, 
sobre escrituración de un terreno 

Sumario. — Con arreglo ;i la ley de contabilidad de ta pro- 
vincia dt Buenos Aires, lie 21 dr Knero de 1890, toda venta eo 
subasta que se bagá por i-uenta dt- aquella, no se considera 
consumada sin la aprobación del L'oder Ejecutivo. 



Cavo,— Lo explica el 

Falla de la flwprtata €«.rle 

BaenOB Aires, Abril 29 de 1891 - 
Vistos: Resulta: DonGuílierrao Roberts se presentó ante esta 
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escrituración de un terreno. Dice que el terreno se sacó á 
remate por la Oücina di* Tierras, de acuerdo con la le? déla 
materia y en cunipiimiontodcl deeret ule Marzodoct* de mil ocho- 
cíentoá noventa y cuatro. Kn catorce de Majo del mismo año se 
i feetuo el remate y el terreno le fué adjudicado por la suma de 
diez y siete ¡t^o< la hectárea, entregando en el acto la cantidad 
de mil setecientos treinta y cinco pesos, correspondiente al die*/ 
por ciento de seña, y recibiendo v| bol» tn de venta que acompaña. 

Kl ti de Junio resuelve el Poder Ejecutivo no aprobar el 
remate, porque ta autoridad que ejecutó la ley no tenia facul- 
tad para enajenar la tierra, aduciendo con sideraciones con el 
objeto de demostrar que el interventor nacional procedió en 
uso de atribuciones legales, á la enajena, ion de la tierra pú- 
blica. 

La provincia es una persona }«i ídh a con capacidad suimente 
para ejercer los acto- que no lesean prohibidos, por el minis- 
terio de lo> represm tantea que las leves ó estatutos le hubie- 
ren constituido (artí<-u!<>s treiitt i y tres y treinta y cineo, f'údi- 
go ti vil), de donde resulta que ha podido n alizar ventas de tie- 
rra, de conformidad roe la ley de la muteiin. 

Kl remates** efectué catorce dias después d<- haber asumido 
• d ruando < L aetual gobierno, de lo que resulta que se efectuó con 
-11 conocimiento. Kl herbó de no haber turnado medida alguna 
par í dej ulo sin efecto, importa una ratificación que surte loa 
misinos efectos que si los mismos funcionarios lo hubieran or- 
denado. 

Suponiendo que la Intervención no tuvo facultad para enaje- 
nar Ja tierra pública, no sería ésta raz»n para privarle de un 
derecho adquirido. 

Por la copia simple que acompaña se ve que el gobierno ha 
aprobado otro remate efectuado en las mismas condicionen que 
el del terreno que se le adjudicó. 

Kl gobierno tampoco entrégala seña dada del Jiez por ciento 
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Termina pidiendo se 
del campo, con costas. 

otro escrito pide, Koberts, se condene también á la primi- 
cia al pago de dañas y perjuicios. 

Posteriormente se presentó don Vicente H. Pinero, en repr. - 
sentacion de don K arique Solanet, pidiend.» se le tuviera per 
parte, en virtud de resultar de la escritura que acompaña, que 
Roberts, al comprar el terreno cuya escrituración soli.iu, pr<»- 
cedió por cuenta j Srden dé su representado. 

Evacuando el traslado de la demanda, dice el apoderado de la 
provincia «le Buenos Ai n a ¡ 

Que loa argumentos del actor r.»puaui >'U un sotisma. 

Se sostiene que el Poder Kjeetitivo saco á remate la f rarciun 
de campo de acuerdo con las facultades que le cunaren las leyes; 
esas leyes prescriben también que el Poder Ejecutivo «Mi- 
aprobar 

que el remate no ba sido aprobado, 
desaprobad'», baciénd e>e uso de una 
cuadrada dentro de la soberaníi provincial, que no está reñida 
con la r i l3 titucinn nacional, ni con ¡as leyes del Con- 
greso. 

Kl remata ba si 1 - desaprobado, porque el actual gubiern» 
djct quelaUerr.ipuuli-anod^beenaj-narse sin., en caso de 
necesidad, laque ii'i existe. No eme e las razona que determi- 
naron la intentada r.-nta. La intervención nacional debió titóm 
por objetivo necesidades del futuro gobierno constitucional 
que debía sucedería en el mando de ta provinia, lo eual no era 
su misión, ni podía sentirlas quien qo las twtieíe. B1 decreto en 
que se ordena la venta es 'le fecha doce de Marzo di mil ochoeien- 
MWmtoJ cuatr-.épu-a en que >« había ve i i lirado la elec- 
ción de gobernador y se llevó « cabo el catorce de Mayo, cuando 
babía cesado la intervención, de modo que no existe la razón 
de haberse ordenado la venta por urgente necesidad de fondos» 
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No futí el Poder Eje utivo de la provincia el que ordenó el re- 
mate, ^inú t-l interventor nacional; desconoce que éste estuviera 
revestido de facultades K-gnl para la enajenación de la 
tierra pública J en apoyo da esta tésis aduce extensas consi- 
deraciones. 

Termina pidiendo se rechace la demanda, con «ostas. 

Y eousiderando : Qu. el Poder Ejecutivo de !a provincia lia 
desaprobado el remate á que se retiere la demanda, el <ual fué 
realizado después de estar aquel en ejercicio d. I poder v de ha - 
li;r «-es-ido la intervención, se^un Id reí*oaoe*U ambas partes. 

*¿iie din arregla al artículo cincuenta y sois de la ley de conta- 
bilidad la provincia, de veintiuno de Muero de mil ochocientos 
noventa, toda venta en subasta que se haga por cuenta de aque- 
lla, 1 Ir v>i implícita la condición de que untes de considerarse 
consumada, el P fder Kjicutivo deberá prestarle su aprobación. 

(jue <■> x condición no se ha cumplid», falUndo a»i el vín- 
. ul» de derecho que pudiera servir 'le fundamento ¡i Ja acción 
intentada. 

i¿ue en mérito de las precedentes consideraciones no hay ne- 
ceüidad de estudiar las facultades del int rventor nacional que 
dispuso la venta eu cuestión, p ira n solver Si dicho intervent -r 
podía ejercer, en relación á la enajenación de tierra pública, 
las facultades qu« la Constitución y leves lócale * confieren al Po- 
der Ejecutivo, 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos mil l iento treinta y si* te, mil ciento cuarenta y cua- 
tro y concordautes de GMigo Civil, no se hace lugar, ci»n costas, 
á la demanda, de la que se absu^lv, * n consecuencia, á la pro- 
vincia demanduda. Notifiques? con el original y repuestos los 
cellos, archívese. 

BhPiJAMljf PAZ. - ABEL BAZA?!. 
— OCTAVIO BIXGE. — JIÍAB E. 
TOHHE1ST. 
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Criminal contra Unmm 6«wríj i»»' t&Maekñ fá Mtkm 
luisas deiUanca (tek Mmw 



Sumario. — \U justa la pena 'le ciu.n años y iii'dio de trab: 
jos forjad v mu Mu de 2750 ¡i>.*<.o» furrl»-*, impuesta al ti 
i mvicto J cíttfeso dfldeIi|o(Íe circulación de billete falsos d 
II tumo déla Nación. 

Caso. — Resulta del 



tullo «1*1 Ju*a *>«!*■ mi 

Piteóos tires, SetiNoorc il fteI89& 

Vistos: esta ©aUíHi i-rimiiial tatfMú .1 ministerio público 
c utm Knri(|u,- CaiM.ri, si» .iibr-uumlir* u¡ "M"> ilahan.». da 
S años diM da-l, viudo, jouro, dotiiKiliadu m Infunda Lom- 
barda, sitaen la calle Corrientes eiítrfi Libertad y Talcahiiano, 
■ le ano estudio resulta : »¿iie el procesado so encuentra deteni- 
do desde el día 5 de l ibren» d i corriente aíiod.- ISÍMi, á cau>a 
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de estar sindicado de eircular billetes falsos del Banco de la 

Nación Argentina. 

.¿ueel agente de p«Ufíto Francisco Lanosa se presentó an- 
te la comisaría de pe^tfs Imunciand, qoe él di» 
transitaba en compañía del agente Vicente García por la cali, 
de Lima f *>ó, al llega? 4 la di Comercio, I W V» cou 

anterioridad le había sido indicado rumo circulada de billete, 
falsos, que penetraba & un negocio de tienda sito Lima número 
H 38, donde compró varios arríenlos; que observando q«e la 
persona que le Tendió esos articulo* se lijaba con mucha aten- 
non en el billete que le dió para pagarse, sorche er. el act- 
que el billete no fuera de buena ley, y insultando . on su com- 
pañero sobn- ei procedimiento i observarse, ftó qao el ftujeto 
.alia i la cali*, penetró al negocio y allí se le informó que el 
billete era falso, razón por 1.. que lo arrestó, Secuestrándole ade- 
más en la combada los arti-nloi comprad,., d* milete de 2U 
pesos falso del Banco de la Nación Argentina y cuatro billete, 
falsos también de 50 centavos del mismo establecimiento. 

Que tanto García como don Martin S. Johnson, dueño de la 
tienda, prestaron depuración á fojas t> y 7 vuelta, ««norman- 
do en todas sus partes la dada pof torosa, la.que son ratiiica- 
das ante el juzgado, bajo juramento. 

Qne llamado Oanorí á prestar declaración indagatoria con lu- 
sa que el dia y hora indicados p,uetróála expresada tienda, 
donde hizo uuaseompvas por valorde5p.sosc,n40,eutivos m n 

al dueño, para nu» se -obrara, un billet, falso de 20 pean*, 
v recibiendo el vuelto; que en seguida salí, á la calle donde lo 
aperaba su amigo Luís Barra vi ni, que era quien ocultaba los 
billetes fallos y fueron detenidos por dos personas que más 
tarde supo eran agentes de pesquisas, reconocido en e! i h, lele 
Ugresado ^ mismo que dio para pagar el gasto, y ftt lo. 4 de oW 
o,ntav„, falsos, lo. que le fueron secuestrados cuando fue 
detenido; agregando que él no los falsifico e ignora quién P ue- 
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da sersn autor, y que un individuo á quien ü <noee con el lu m- 
bre de Paulino le entregó una cantidad de billetes de 50 centa- 
vos v tres de 20 pesns, todos falsos, ú efecto de circularlos, ofre- 
i iéndole la suma de 32 pesos cuando terminara la operación, 
proposición que aceptó, por encontrarse en la indigencia, y to- 
mando los billetes siguió caminando sin destino üjo y ásu paso 
le entredi á llarravjni un envuelto cíui los bilb-tes de 50 centu- 
vos y uno de 20 pesos, pidiéndole se los guardara mientras hacía 
algunas compras, y que más antes había cambiado un billete de 
20 peso» n una > asa «ie música. 

Que • \ uiini-teno público, conceptuando comprobado e| delito 
i u rqu acusa á Canori, pide para éste la pena señalada en la 
primera parte del artículo 285 del Cúdígo penal, y su defensor, 
reconociendo la justicia d.- su acusación y por r.i/nu de la insig- 
nificante suma que importan los billetes que su defendido tenia 
para expender y sus buenos antecedentes, solicita el mímmuo 
dV la pena que indica ese artículo. 

Que recibida ta causa á prueba no se j -mujo ninguna DO* los 
intensados, llainúndose autos para detliiitiva; y 

Considerando: Primero: Que el cuerpo del delito se bulla su- 
li. ieiitem' ute comprobado no sólu por la agregación a laeau-a 
de los billetes falsas del líaii' o de ía Naeío;) Argentina, erigid 
con autorizad n de la autoridad competente, ,v que le fio ron st - 
cu entrad o > al procesado en el acto -le su «Jet ene ion, loa que han 
sidi'eu tonna inutilizado-, 1-011 t i selb» de la caja de con versión, 
siuó también por tus declaraciones eontest^ de los testigos su- 
mariales de tojas i. (i t 7 vueltiy 13, y pol coutVsi.n am- 
plia del precinto culpable. 

Secundo: <|ue se baila igual inmute omprobadu de una ma- 
nen que Aleja toda duda que - I procesado recibió esos billetes 
falsos y trató de circularlos y expendió dos de 20 pesos ni/n, 
cont on ^imi* nt ■■> pleno de su falsedad ; errémososlos en los que 
el mismo Canori está runfio y convicto, ra/un por la qu< 
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m confio» Míese fí i-rob.tori., pr haber sido prestada con 
|„ solemnidad, ley y por*n« ella MM* <™ *t 
, in cU a y aemdente- del .1.1.1. (..rl.Vul.» 316 y 321 , Cud, B „ de 
Procedimiento* Crimínale^). 

Tercero : ijue l;i -cusa aleada por «1 procesado para Imitar 
los efectos de su acción, la necesidad en que se encontraba cuan- 
do recibió esos billete para circularlos, mediante la promesa 
fe ana retribuí- ion pecuniaria, na debe ser tenida en cuenta, ,.o 
silo ftfttftt »a lev no la autoriza, sinó porque i>..M justittcado 
,se «tremo precaria ene! Plinto de la prueba; como tampoco 
debe «rvir de atenuación parala diaminqciqn de la pen%la 
Circunstancia alegada perla defeusa sobre el escaso vaW de 
los billetes falsos que .il defendido circuí, y trató de expender, 
ieíduqae la l-, no la menciona en su artículo 83 del Cod.go 
Penal y ni luce distinción del fWfttttt. bastando á<n proposito 
de represión, que el delito exista cualquiera que sea su im- 

GhiM: t>ue comprobado el cuerpo del delito y la persona del 
delincuente, la calificación b'gal del hecho y su penalidad. 
, s htque indica el artículo «i de la ley penal de i i de Setiem- 
bre de 18153, designando los crímenes cuyo juijsamwi.to «om- 
pete á los tribunales nacionales y no el articulo 285 del Cudig.. 
fanal, invocado por la acusación y por la d.feusa. por tratara 
dedeli^seseucialm-nte.speciales reguíos por aquella htf, tam- 
bíenespecaUycuya penalidad m ra..» de «usencia de c.rcuns- 
tanaus agravantes ó at míanos y por tratarse de penasdimi- 
bles, debe, con arrezo al artículo 52 de) Código citado, ar- 
carse en su término medio. 

Quinlo: %Mm arreglo al artículo^» del n. wo Código, co- 
rresponde se descuente de la pena á imponerse al procesado, el 
tiempo de prisión preventiva sufrida por el mismo. 

tVr estas consideraciones, deünitivamente jijando, fallo: 
condenando á Knrique Canon como autor del delito de espender 
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billett'a falsos del Banco de !ii Nación Argentina, ti la peuu (te 
cinco años y medio de trabajos forzados, multa il e pesos 2750 
(dos mil setecientos cincuenta pesos fuertes), accesorios lega- 
les y costas 1 r 1 1 "i ' I ' ■ * , debiendo descontarse de esta condena «*t 
tiempo de prisión preventiva sufrida, A sus efectos, comuni- 
ques^ al director de la cárc* 1 Peni Uncí aria y al jefe de Poli- 
cía, parala-i anótateme* del caso. 



El procesado Enrique Canólí está convicto y confeso del d** 
lito de circulación de billetes falsos del Banco de la Nación. 

Ese delito está sujeto al régimen puñal déla ley nacional 
le 1 4 du Setii'iiibh' de \Hi\l corno expresamente lo prescribí- 
lu ley número 2416, d ü de Novñ mbre de 18S7. sobre Han 
eos garantidos . 

La pena rs,áe^un A articulo 03 de la ley de 18ti¿¡. di' 4á 7 
anos de trabajos forzados y las demás accesorias. No median- 
do circunstancias atenuantes que el Juez pudiera tomar en con- 
sideración, término uk dio que impon-- la ^enleneia es ajusta- 



do á Indispuesto especialmente al rftüjectu ni el artículo 5^ 
del Código Penal. 

Por ello pienso que procedí", en «I cáSO, la confirma cío n de lu 
sentenciada foja (fa, que solicito de V. E. 



IfjHstt/t t'rdimirravi. 



VISTA IIEL SEflOli l'IlflUmADOH GENE» AL 



Suprema Cork' ; 




Sabiniano j$far, 



DE JUSTICIA MAGlOKáL 



§ *• I» Siiprf-ui» Corle 

Buenos Aítes, Hayo L* de 1K»". 

Victos: Ue acuerdo con Jo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por s«* fundamento^ se confirma, 
eMtftt, la sentencia arlada de toja cuarenta > tr-s. De*u*T- 
vanse, 

AB EL BAÍAS. — OCTAVIO BLtVGE.- 
JUA>E. TOBIII.ST. 



CAUSA LXXill 



Ihm Varios Bww t nmtra OüMérM nacional, por cumpli- 
miento de un contrato de prmwturía ij daños y perjuicios; 
sobn* ftruehas. 

Suman». — 1" Si la <*é Uii;i d" - itaWon para la absolución de 
polici.wes, no contiene las formalidad^ jftñÜMnpi ^artícu- 
lo &2 de la ley de procedijiiienjtós, no pueden darse éstas por 
agüeitas en rebeldía, y dt-be proceden* á naew citación. 

2» No puede dejar de acordarse la devolución de un expe- 
dienta agriado íi la prueba, que pida la Cámara de diputados 
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sin perjuicio de tomarse c*pia d- lo qtiü haga al derecha de 
quien lo presen tú como prueba. 

Caso. — Bi.su ita íiíl 

Bueno* Aire.-. Mayo 4 de líiQT, 

Tistes : f'-msiderando r -p>-eto del auto ■ I foja cuarenta y 
cuatro : Que lacédui-- de foja veintiséis run que se citó A duu 
i arlos líossio pura la absolución di* posiciones, no contiene las 
liTmali i¡i if- rt'iju-Tidaa por e! articulo sesenta y do* de ta ley 
de pnHvdiiniontm para que »e entienda rodadera la citaeion 
qn. la ley prescribe. 

ijue. en conseen-iK'ia, no «-ra procedente el pedido de foja vein- 
te nu-ve, del representante del gobierno, deque se dieran por 
i-dtas las po-icn»nes pntpu- sí as por su parre 

Considerando en manto al auto de foja treinta y nueve : qu* 
el eipediento agregado como prueba, por parte del gobierno, á 
1 presentes autos, fué itad*i de la Cámara le diputados, 
la cual ha pedido su devolución. 

Que dieha devolución no ha piulido d»-jar de ser acordada por 
el Juez, sin perjuicio de que -e tomen del referido espediente, 
rupia de laa partes qui* hagan ;il iJ-rech-del que lo ^oljcitúcou» 
¡ ru**ba , 

Que en cuanta ;í la ap<lu< i u del auto de foja cuarenta y una 
vin ta. éste no importa - tri ■ la reproducción de lo mandado fea 
\ \ di- í"ja cuarenta y cuatro, 

Por estos fundamentos ; se continua el auto de foja f uarenta 
\ cuatr.-, « íi cuanto ^ fíala nuevo dia para la absolución de po- 
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Aciones, y se confirma también el <le foja treinta y nueve, sin 
perjuicio de los derechos desgobierno para solicitar lo que se 
expresa en el penúltimo omsiderando de e<ta resolución. 1>- - 
vuélvanse. 

¿BEL BA2AÜ .— OCTAVIO BL>GE. 
— JL'AS E- TORHEVT. 



4 AINI XI 



thm Hermvutt» Surtes, contra ¡Um tostar Anula. t >»r desfajo 

sobr? competencia 



Sumario. — l"Se entiende pregada la jurisdicciun local, si 
elextraiij. rodimanaadoaute ella por un argentino, de>pue* de 
haber declinado di- ta misma, uu re lamo de la r. solución nega- 
tiva, 5 concunió después de ésta ante el juez loeal intcrponien - 

do recusación cuntra él. 

2 Deducida la exeep-ion de declinatoria de jurisdicción, n» 
puede promoverá la misma cuestión de competencia por inhi- 
hituria. 



Qem. — Resulta de las siguientes pieza= : 
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Fallo del Juei f ederal 

Bueooa áires, Marzo !» de 1*>7. 

A «tos y vistos : Resultando «Y las precedentes actuaciones 
que don Pastor Acuña opuso, ante el Juzgado de Paz, la de- 
clinatoria de jurisdicción, lo cual lo inhabilita para ocurrir pos* 
teriuruient» por tu vía di- inhibitoria. Qu»* «i lien de autos cons- 
t i el acta d*' foja vuelta, por el cual, de Común conformidad 
de punes, ¡>e mandó pasar el e xpediente al Juzgado federal, este 
decreto fué dejado sin efecto ú foja 15. Que ud* más, la partí* d* 1 
Acuna upe lo ant« A Juzgado d.- I" instancia, e, eual desestimó 
la apelación, existiendo, por lo tanto, ni respecto, cusa juzgada. 

Por estas consideraciones, el -Juzgado resuelve se de* 
vuelva este expolíenle ;i! Juzgado de paz de la sección 28, para 
los "feetos consiguiente?, y previa reposición de seUoü. 

Aynstiu i rtlinnrnrin. 



VISTA [)KL SKfiiHL PIIOCUIADUR G ESE» AL 

SuftrwtHi Carie : 

1.a apelación iti-ta radu no procede en esta cau^a. 

Se trata de causa de jurisdicción concurrente, en laque tapar- 
te, habitado desconocido la jurisdicción común, tía; no obstan- 
te, aceptarlo el auto d«* fija lü sin interponer los recursos que 
procedían ^ara ante la jurisdicción federa! ; ac« ptando ese auto 
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v la coiitinuiiüioii de La causa ante el juez de paz, ha. perdido la 
uportunida4de ocurrir ú U jurisdicción federal, ni por el esteni- 
p„ráneo recurso de inhibitoria que rechaza el auto de foja 1), ni 
por el de apelación qu. rechaza el artículo 14 de la ley de com- 
petencia nacional, cuando, como en e¡ caso, el proceso lia sido 
radicado ante ta jurisdicción coman. 

Pido á Y. K. se sirva por ello declarar improcedente el recur- 
so llevado ante la jurisdicción federal, ó, en caso contrario, con- 
liruiarpur mis fundamentos el auto recurrido de foja 40, 



Subiniano Ktrr. 



— 



IImi-iiu* Aires, Mayo 1 di; 18£f7. 

Vistos y considerando : ijue segur resulta de autos, el de- 
mandado Pastor Acuna, sin contestar la demand i, opns-> la ex- 
cepción de inempt tencta, fundado ,n -t él ,-xtranjeroy el de- 
mandante argentino (foja tres). 

Que tMitldi N declinatoria, el Juez de Paz de la .eccíou 
veinte y ocho no hizo tugará ella, declarándose con jurisdicción 
jara consecren la catira (foja quince). 

Que recurrida por Acuna est* resolución para ante el Juez de 
du primera instancia, esie, por auto de diez de Febrero del co- 
rriente año, declaró improcedente la apelación por no ser sus- 
ceptibles de recurso los autos de los jueces de paz en lo> juicio 
de desalojo Oja diez y nueve). 

Qnenndir-z y &eia de Febrero de este áHo, Acuña ocurrió al 
Juzgado (*• ¡eral de la Capital, promoviendo la misma cuestión 
,| tt competencia por inhibitori a, no obstante la cual, en veinte 
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d**l rai^mo mes, compareció á la audiencia para que fué citado 
por el Juez de paz, ú quien recusó sin causa, siendo rechazada 
ii recusación, como se ve á foja veinte y siete y vuelta, de cuyo 
auto dedujo el recurso de apelación que le fué denegado (foja 
treinta y do-). 

Que dados estos antead entes, en indudable que Acuña lia 
consentido la resolución que no hacía tugar á la excepción di* 
iocempetenciaj ha prorrogado, en consecuencia, la jurisdicción 
de la justicia de paz. 

Que al "más, es un principio de derecho y de jurisprudencia 
establecida por esta Suprema Corte, que el litigante que hubie- 
re optado por uno de los medios presrriplu* por la ley para pro- 
mover la-, cm^lionea de competencia, esto es, la declinatoria 
ó la inhibitoria, no puede abandonar el uno y recurrir al otro, 
ni emplear ambos sucesivamente, debiendo pasarse put el resul- 
tad ■ di« aquel á que haya dado la preferencia, loque demues- 
tra que Acuña, una vez deducida la declinatoria, no ha estado 
legalmente habilitado para interponer la inhibitoria, 

lor eütos fu mi ámenlos y concórdales de la vista del señor 
Procurador general, y de acuerdo con su pedido, se «'onlirma, 
con Costas, el auto apelado de foja cuarenta. 

Notifíqu se ion el original. Repónganse los sellos y devuél- 
vanse. 



ABEL BAZA*. — OCTAVIO BOGf . 
— JL'AK K, TOItKEM. 
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fton Joan .UbeHh Samson *j V\ /jor cumplimiento >tf 

contrato; subreprm>ha .1» (^t)< f »s 



Sumario. — Pulida la prueba testimonial, y presentada la 
lista ríe testigos bu tiempo, debe aquella ser admitida, sin que 
pueda perjudicar á la parto el hecho de haberse proveído por el 
juez Turios 



Caso. — Resulta del M^uieut. : 



CERTIFICADO 



Certifico, eti cuanto hubiere lugar p<-r derecho, que : el tér- 
mino por el cual esta causa fué recibida á prueba tenció el 12 
de Octubre próximo pasado: el diaSdel mismo, el ¿eíior Alber- 
ti presentó es- rito, pidiendo se señalara dia y h-ra para que 
declarasen los testigos que en él se mencionan ; con fecha 7 del 
mismo mes, el juz-ado mandó se acompañara la lista de ios tes- 
tigos pvr separado; notitieadoel señor Alberti eu la misma fe- 
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cha, al siguiente día 8 He Qttunre, acompañóla lista de loa tes- 
tigos que había pedido declarasen, proveyendo entónces, el jiiz- 
gado de conformidad á i o pedido en el referido escrito. Kn fe 
de ello, y cumpliendo lo mandado, pongo el presentí- que firmo 
y sello eu Unenos Aires á nueve de noviembre de mil ochocientos 
noventa y cinco. 

Juan C. Almandos, 



• alio del Ju» fetetféffttt 

Bueooa Aires, Ahril :Miit- ifiSÉ. 

Por loque resulta del certificado del actuar ío¿ corriente á 
foja 29. v de conformidad con h* uiaoife>tado en el precedente 
escrito, no lia lugar a 1" solicitado en id ir fojas -7 y 28 del 
cuaderna de pruelia d< l demandante, y se cuneedt en relación 
'■1 ncur-u jiiter]ni' >t»< para ante la rx<vli ni¡*nna Suprema Vut~ 
te, ;í laquese elevarán los aut os eu la forma de estilo. 

Juan M Campillo. 



tiiifri 1 1> Ahí-. Mayo 4 de IWi . 

Victos : Resultando del ct-rtilicado de foja veinte y nuev.- 
1 1 1 1 la petición contenida en id eM rito 'J»* fnja diez y la lista a> 
foja once Uau sido presentadas en tiempo, >in que pueda perju 
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dicar á la parte el hecho de haberse proveído varios días des- 
pués de su presentación, por el juez de la <*ausa. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto de foja treinta 
y tres se confirma, con costas, el a peludo de foja doce. Re- 
pónganselos sellos y devuélvanse. 

* 

abel Dazas, —octavio bunge. 

— JUAN E, TUftttEM . 



CALMA A* II 



Criminal contra Cirilo Mari lio y Antonio Ruine hi, por estafa; 

sobre abetar ion 

Sumario. — No corresponde á la Suprema Corte entender en 
la apelación de una catira criminal por delito común, seguida ante 
vi Juez Federal, por impedimento del juez letrado territorial, 

Caxo. — Lo explica la vista del señor Procurador general. 

la Nata. Dirii-mbre 30 de 1H96. 



Autos? vistos: Los seguidos contra Cirilo Murillo, por su- 
puesta estafa, y de b§ cuales resulta que en este sumario no 

T. LSVtl SÍJ 



354 



FALLOS HE LA SUPRESIA CORTE 



existen las má» ligeras razonen suficientes a acreditar el hecho 
imputado, p>T cuanto las declaraciones prestadas no reúnen los 
caracteres legales suficientes á revestirla* de la autenticidad 
necesaria, puesta que tomando como base la querella nos encon- 
tramos CGD que en ésta no se lian llenado los requisitos del artí- 
culo 176 del Código de Procedimientos en lo Crimina! t y no 
habiéndose ésta presentado con poder especial se debe tener por 
improcedente ú no presentada (Fallos de la Cámara de lo Cri- 
minal de la Capital Federal, serie 3% tomo 2 o , pág. 123); y 

Considerando: Que no « liste ley alguna que autorice la pri- 
sión prevenida de un presunto delincuente, mientras no exista 
en autos semiplena prueba Jal delito imputado, según el artí- 
culo 2 de la ley antedicha, y que la* diligencias solicitadas, 
tendentes ¡i comprobar ese delito no prosperan, no es po- 
sible, aun en el supuesto caso de que existiesen indicios, justi- 
ficar la prisión ante dicha. 

Por esto, fallo: decretando el sobreseimiento provisorio, si bien 
sujeto á la vigilancia de la autoridad policial, cuya medida este 
juagado la cree oportuna por encontrarse radicados en el mismo, 
y contraía referida persona, otros delitos Xotffiquese, regís- 
trese y libreóse los oficios del caso, reponiéndose la Toja. 

Jf. S. tli' iurrcctienfua. 

VISTA DELSESOU PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Mareo 2fi d" lfc97. 

Suprema CvHei 

Se trata en este >nui ir io de un delito .le estafa, atribuyéndo- 
se á los procesados Bianchi y Morillo el arrebato de hacien- 
das del querellante por medios faísos y engañosos, ejercitados 
en actos de juego, GOü naipes recortados y pintados al efecto. 
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Ea aquel, un delito de carácter 00 man, cuyo conocimiento co- 
rrespondía al juez territorial, y del qne sólo conoce ahora el 
juez federa! de Buenos Aires, por impedimento de aquel. 

La sustitución del juei. no cambia el carácter de la jurisdic- 
ción. El juez federal, proveyendo en el caso como reempla- 
zante del territorial de la Pampa Central, no ejerce la jurisdic- 
ción federal, riñóla común áque estaba sujeto el delito acu- 
dido. En tul caso, tratándose de un auto dictado en ejercicio 
de la jurisdicción territorial, por delito d- carácter coman, la 
apelación no procede para ante V.E.. a.»gnn el artículo 22, inciso 
i\ del Código de Procedimientos en lo Criminal, sinó para an- 
te la Cámara de la Capital, aégttti los artículos 25, inciso i n , 
v 33 de mismo Código. 

Paresias consideración,*, pimso que 1 1 apelación concedida 
para ante V.E. por el auto df foja no procede en el caso ; y 
pido a V. K. se sirva así declararlo. 

Sahiniann KVr. 



tallo de I» iuppeia» *ftt*P 

liut i ts Air*-*, Sayo fi de 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su dictémen d- foja ochenta y siete, de- 
clárase que no corresponde i está Suprema Corte el conoci- 
miento del recurso fie apelación deducido en esta causa, y remi- 
tan, en consecuencia, á la Einu. < amara de Apelaciones en lo 
criminal de la Capital, avisando» V™ oficio al juez de sec- 
ción. 

AREL BAZA* . — OCTAVIO BUM1E. 
— JÜAH E, TOHRENT. 
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CAIMA \< 1 1 1 



Don Eduardo Artas contra la ruwitañia de st'tjnras «La ttnral», 
por cobro de un seguro; sobre costas 

Sumario. — La declaíMicm de inrump-teucia del juez. por 
corro pondcr, seyuu el parió de la púliza, la apreciación de 
los perjuicios al tribu nal pericia!, no da mérito para impom.-r 
al actor (¿1 cargo de las costas. 

Caso. — Lo explica la 



VISTA USI AL 

Jiucnos Aires Diciembre de 1S96- 

Señor Juez: 

Dada la conformidad que las partís man i ti es tan de que un 
este asunto <olo se trata d*; tfl apn-eiacion de los perjuicios ó 
daños sufridos eü el asegurado, á ios efectos del pago del 
ro, lo que aleja toda cuestión s "bre la razón de ser de este ex- 
pediente. Teniendo en cuenta, por otra parte, que la cláusula 12 
de la póliza de foja 1, siendo una conveucion (Mitre partes á la 
cual están sometidos como a la lej misma, debe regir el caso á 
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los efectos de ser resuelta la cuestión que hoy se (emita, por el 

tribunal pericial. 

EsU aleja la jurisdicción do V. 8. , debimdo, en consecuen- 
cia, declarara incompetente <in más trámite. 

J. BúUU 

Fallo d«t Ju«x t>d«r»l 

JJwüki* Airc>. Febrero IH de 1K97. 

Antevistos: L>e conformidad con la vista d,i señor Pro- 
curador Fiscal de foja 20, y l«. fundamentos del escrito de foja 
VI que v\ Jugado .-nruentra arre-lados á dereeho, declara 
incompetente para entender en el presente juicio, debiendo el 
deman.la.it. ocurrir donde certesponda. Repónganse las fojas. 

p, Ohcchen y Akorla. 



Folio de In Suprema Corte (1) 

Buenos Aires, Mayo (> de 1S8P1 

Vistos : No habiendo mérito para la condenación en estas 
que pretended recurrente, se confirma el auto de foja veinte y 
dos en la parte apelada, con eo.tas. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

AftEL BAZAS. OCTAVIO Ill'NGE. - 
— JLAS TOKMÜfe 

(1) En lamina. Mu «• derla™ L-.nl- r.Wiiri««.-- ,» |la causa 
análoga de don Francisco Birfamarco contra • La Rural », y de Pérez y 
C* contra \a mistan* 
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CAUftA aciv 



Don Salvador CttCOpardo, contra tiun Francisco Cacciola, por 
división de condominio ; sobre excepciones dilatorias 



Sumario. — Las excepcionsa dilatarías 
termiuo señalado por el artículo 72 di- la 



después del 



lio 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte, 



lineno^ Ain.'s, Ocluhre 20 delbí*}. 

Y vistos : Considerando: l n Que cu el escrito de foja 2 se ex- 
presan ron i'lurirlad los hechos y el derecho en que se futida la 
demanda, la perdona de! actor y el di-mandado, la cosa que .se 
pide y ante quién >r pide. 

2 o Que siendo claro el objeto de la demanda, debe resolver- 
tic sobre él, prescindiendo de las palabras que se lian emplead» 
en la redacción del escrito, según lo ha consagrado la jurispru- 
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denciade la excelentísima Suprema Corte (serie 2', tomo i7, 
página 105). 

y Qu(! respecto ú la personería del señor Bernasconi. ella re- 
sulta del poder agregado á foja \\ en el que se determina ciara- 
mente el objeto del mandato, que es el de obtener la disolución 
del condominio en Ja propiedad del buque - San Jlwtin >, no 
siéndole permitido al demandado oponer excepción dilatoria, por 
no dirigírsela demanda contra todos loa que se creen interesa- 
dos en el asunto que la motiva serie 2% tomo 15, página H6). 

Por estos fundamentos y ios del escrito que precede, no ha 
lugar, con costas, á la excepción opuesta por el demandado; y 
contéstese el traslado conferido en el término de la ley. Repón- 
ganse la íoja. 

Olaechea y Alrorta. 



Bueno* Airea, May" 6 de 1897. 

Vistos : Resultando que las excepciones dilatorias opuestas 
en los escritos de foja siete y veinte y cuatro, lu han sido fuera 
del término señalado por el artículo setenta y dos de la ley de 
procedimientos, y con arreglo á lo establecido por esta Supre- 
ma Corte en casos análogos, se declara no haber lugar á dichas 
excepciones, con costas, contirmúndose, en consecuencia, el 
auto apelado de foja treinta y una vuelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ABEi- BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRKWT. 
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Dona Juana Hurgas, contra don Federico Lacrozc, propietario 
de la empresa del Tramumy lturat f por expropiación ; sobre 
incompetencia, falta de personería y defecto en la demanda. 

Sumaria. — i* No siendo anónima la empresa cuyo propieta- 
rio lia sido tifia andad o, es el domicilio de éste, y do el consti- 
tuido para la empresa, que debe tenerse en vista á objeto de 
determinar la procedencia del fuero federal por razón de la dis- 
tinta vecindad de las partes. 

2 o El no haberse pasado copia del poder presentado por el 
procurador del demandante, no justifica la excepción de falta 
de personería. 

3 o No hay defecto en la demanda, cuando é&ta reúne los re- 
quisítoB que exige el artículo 2ff de la ley de procedimientos. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



La Piala, Judío 18 Je 1805. 



Y vistos : En el incidente promovido por don Federico Lacro- 
ze, sobre incompetencia de jurisdicción, falta de personería en el 
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procurador y defecto legal en el modo de proponer U demanda : 
i ü Que la incompetencia la funda el demandado en que el do- 
micilio de la empresa del « Tramwuy Rural » es en La ciudad de 
l.a Plata, según el artículo 19 di ) contrato que en fecha 4 de 
febrero de 1886 celebro con el gobierno de la Provincia, y que 
por lo tanto el conocí miento de este juicio corresponde á los 
tribunales ordinario!» de la provincia y no al conocimiento délos 
tribunales fedérale», donde se ba iniciado. En cuanto á la falta 
d<- personería en el procurador, consiste en el hecho de no liaber-e 
acompañado con las copias el testimonio del poder que acredita 
la personería invoca la por don Rodolfo < abral, que no le cons- 
ta esa personería y no la admite; y respecto del defecto en 
el modo de proponer Ja demanda <*.-,tableee que se han omitido 
los fundamentos de derei ho que strvi-u de base á ta acción «le— 
(lucida y á lo que está obligado por el artículo 57 déla ley da 
Ude Setiembre de 1803 ; que esos fundamentos de derecho 
son tanto más necesarios cuanto que ignora qué clase de acción 
es la que se inicia, si la de cobro de pesos, daños y perjuicios, en 
cuyo caso debe seguirse la tramitación de un juicio ordinario, 
ó la de expropiación, que tiene un procedimiento brere y espe- 
cial ; que si se trata de una expropiación, el actor ha debido ci- 
tar la ley que autoriza sus pedidos, rfi una aenon de daños y 
perjuicios, loque según él puede tener aplicación al caso sub- 
judice, habiendo una verdadera confusión en la aecion dedu- 
cid.!, y termina pur pedir el rechazo de la demanda, con costas. 

2" Que corrido traslado de esas excepciones, fué contestado 
por la parte contraria á foja 13, pidiendo á su vez el rechazo de 
rilas, cm costas, por ser nianiliestamente ilegales y temerarias; 
agrega, que no conoce el contrato á que se reliere el di mandado, 
pues no está registrado, ni se ba dado á la publicidad, y que, 
según parece, tampoco se establece en é\ un domicilio preciso, 
el asiento ú olicina pricipal de la empresa, circunstancia esen- 
cial para poder sostener que el domicilio se tiene en tal ó cnnl 
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lugar; que no obstante ser el señor Lacro2e una persona tan co- 
nocida* nadie le conoce el uomieilio le^il que preterid" tener en 
esta ciudad ; en d omití no ligura ni con casa, ni escritorio abier- 
to, según se puede ver por las mismas guías de esta dudad ; 
que se sabe, porque es un hecho «le pública notoriedad, que el 
señor Lat-rozu vive en Buenos Aires» y en esa capital tiene tam- 
bién " l asiento principa) de sus negocios, y aun de la empresa 
comprometida en este asunto ; que aun cuando se bubiera . sta- 
. Mecido en el contrato á que se relien- su domicilio formal, sólo 
tendría efecto en la* relaciones jurídicas con el gobierno y uo po- 
dría obligar á terceros, porque pura ésto seriares' inter atiOS 
neta, y que e*as estipulaciones no podrían di jar sin efecto, le- 
yes en cuya observancia e»tá interesado el orden público (art. 
21, Cód, Civil], y la ley de *J de Setiembre que extiende el 
fuero federal a los veioos de la Ca|ntal de la República, esen- 
cialmente de úrdeu público y le acuerda ui derecho di* emplazar 
ante la justicia federal á un deudor, sin que é>te ten^a el dere- 
cho de declinar e-a jurisdicción, porque uo hay derecho contra 
derecho ; que esa ley ha sido di ciad a en benelicio del actor y si 
éste ha elegido el fuero federal, el reo esta ubicado á aceptar- 
lo; que al elegir este juzgado, lo ha hecho en virtud de un 
derecho que le acuerda una ley nacional y nadie lo podría obli- 
gar á ir ante los tribunales ordinarios de provineia, por fuerza 
que quiera dársele á la cláusula del contrato que inroca el de- 
mandado, porque ni esa cláusula importa necesariamente dar 
jurisdicción exclusiva á L»s tribunales ordinarios de esta Ciudad, 
ni suprimir el derecho de elegir el queje acuerdan las leyes en- 
tre una y otra jurisdicción. 

Que eu cuanto á la falta de personería, b* basta mani- 
festar que es falso el hecho en que se funda la excepción, pero 
que suponiendo que fuera verdadero, él no justificaría en ma- 
nera alguna que no lenga personería, pues está el poder en au- 
tos, que habla unís elocuentemente qu<- tudas las razones espe- 
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riosas del señor Lacróse, quien hubiera podido, antes de oponer 
sus excepciones, exigir la entrega de esa copia. T, finalmente, 
sobre el defecto legal en el m ido do proponer la demand a tatú- 
bien inexacto, pues los fundamentos del derecho que asiste á 
su mandante, se hallan relacionados en el escrito de demanda ; 
que no está obligado á citar las disposiciones legales en que fun- 
da su acción, y si esa fuere su pretensión, seria completamen- 
te infundada; que pasó el tiempo de las fórmulas rigurosas del 
dereí-ho, consagradas por el derecho romano, y que hoy los jue- 
ces deben atenerse más al espíritu que á la letra de los escri- 
tos, y cuando del espíritu de éstos se dt^prende el derecho que 
asiste al litigante el juez esta obligado a administrar justicia ; 
que él cumple con la ley cuando se ha expresado la causa, razón 
ó derecho con que se pide, siguiendo el ejemplo contenido en ka 
ley 40, título 2", partida 3 J , y por eso es que la Suprema Corto 
Federal ha repetido en multitud de ocasiones que, cuando las 
circunstancias en que se funda una demanda esté o claramente 
relacionadas, no hay defecto cu el modo de proponerla, ni es 
menester citar la ley aplicable al caso, porqti*' n<> hay disposi- 
ción lo^al que exija se cumpla en esa forma Ja prescripción del 
inciso 5* del artículo 57 de la ley de enjuiciamiento (Fallos de 
la Suprema Corte Federal, séíie 2", tomo 6% página 263 ; sério 
2\ tomo 12, página 18 ; sórie 3% tomo 21 , página 33; serie 3', 
tomo I o , página 37; sene 3», tomo 4', página 418) ; que, por lo 
demás, el mismo Lacroze reconoce en su escrito que lo que trata 
de cobrar es el importe de un terreno expropiado por él, más los 
daños y perjuicios consiguientes, al referirse, como lo hace, al 
juicio verbal que solicita en su escrito el mismo demandante. 

3» Que llama-Ios autos, se recibió el incidente á prueba por *-l 
decreto de foja 22, debiendo versar la testimonial sobre el domi- 
cilio del .señor Lw*roze; produciéndose por ésta la copia testi- 
moniada del artículo 19 del contrato de su referencia, corriente 
á foja 36; y por la parte demandante, las declaraciones de don 
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Albino Barrios y ti un Eduardo Fernandez, corrientes á foja 44 
Tuelta, respectivamente y las posiciones de foja 59* absucltas á 
foja 61. 

Y considerando : i a Que cuando se oponen diversas excepcio- 
nes y entre ellaa la de incompetencia, debe ésta aeT resuelta en 
primer término. 

2 a Que se ha comprobado, por las declaraciones de Loa testigos 
do ti Albino Barrios, á foja 44, y de don Eduardo Fernandez, 
a foja 44 vuelta (que no han sido tachadas), y por la propia 
confesión del representante del señor Lacruze, al absolver !a 
quinta posición del pliego de foja 59. que el domicilio de este úl- 
timo ha sido siempre, y es, la ciudad do Buenos Aires y asiento 
de todas sus negocio* ; loque, con arreglo al artículo 89 del Cú- 
digu í'ivil, constituye el domicilio r al. 

3 a Que si bien resulta del testimonio de foja 36, que se esta- 
tuyó en el contrato teleferado entre Lacroza y el gobierno de la 
Provincia, foca el domicilia legal «te la empresa en 1 1 ciudad 
de La Plata, esto no puede alterar la calidad de aquel domici- 
lio, del cual *e hace derivar el derecho para demandar ante la 
justicia federal por razón de la distinta vecindad, fundado en 
una ley nacional de orden público, que sólo y únicamente pue- 
de alterarla ó modificarla el soberano congreso, Por consiguien- 
te, la institución de ese domicilio legal sólo puede producir 
efectos para los casos que caigan forzosamente bajo la autori- 
dad de las potes tades <te la Provincia, ya sean administrativas, 
judiciales 6 políticas, con motivo d - las obligaciones ó respon- 
sabilidades que puedan surgir del contrata referido, cuando nu 
caigan bajo el imperio de las leyes nacionales y de las que no 
puede sustraerse sinó en los casos previstos por los mismos. 

Por todo esto, falto : w> haciendo lugar a la incompetencia 
opuesta por el demandado señor Lacroze. 

4 o Que rpspecto á la excepción de falta de personería alegada 
contra el procurador Cabal, luudadaen que no se le ha dado copia 
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del poder respetivo, esa falta ha sido negada de contrario, y 
aun cuando así no fuera, no sería causa bastante para fundar 
una excepción dilatoria, porquí el instrumento que acredita esa 
personería se halla i foja l* desde qne se intauro la demanda, 
y la falta de la e utrega de la copia de ese instrumento, sólo da- 
ría dorecho al demandado para exigirse le diera antes de expe- 
dirse i y por otra parte, ese poder no ha sido atacado <>n su fftli* 
dez: resuelvo no hacer lugar a la excepción de falta de persona- 
lidad en el procurador, opuesta por el señor Lacróse. 

5* Que entrando ú considerar la excepción de defecto legal en 
el modo de proponer la demanda, debe considerarse por el juz- 
gado, pura y exclusivamente dentro de los ♦énninos en que ha 
sido propuesta; y ft este respecto, y en cuanto a los hech x re- 
lacionados por el actor y di- los cuales deriva su acción, así 
como su objeto y cosa demandada, están claramente determina- 
dos, como ae reconoce implícitamente en el escrito en que se 
oponen las excepciones, 

6 o Que no existe en derecho la excepción de defecto legal en 
el modo de proponer la demanda cuando se encuentran clara- 
mente relacionados los herhos en que se funda (véase fallos, série 
2* f tomoifc, pág. 182); pues ese defecto sólo puede resultar 
de la omisión de algunos de los requisitos indicados expresa- 
mente por el artículo 57 de la ley de procedimientos (véase fa- 
llos citados, série 2\ tomo 19, pág. 39 y 402), y no fuera de es- 
tos casos, como lo pretende la parte demandada. 

7° Que el actor uo necesita designar en su demanda la acción 
que eje re i taba, ui citar el texto de la ley apli'-able, por sus 
nombres técnicos y propios : le bastaba determinar con clari- 
dad lo que pedía ó la clase á que aquella pertenecía (fallos ci- 
tados, série 2", tomo 1\, png. 33), 

8 Ü Que la demanda instaurada contiene todos los requisitos 
exigidos por la ley de procedimientos, de Setiembre de i 863, 
y así determina con precisión la cosa 6 hecho que se demanda y 
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la razón por qué lo pide ; luego, al deducirse esta ciernan la, no 
ha infringido dicha ley (véase fallos citados, série 2% (orno 
20, página 464). 

Por elfo, fallo : no haciendo lugar á la excepción de defecto 
le^al en el mudo de proponer ta demanda opuesta por el deman- 
dado; tndo con rostas, y contéstese den chámente la demanda 
dentro del término. 

Notifiquen con t'l original, registres»- y repónganse las 
fojas. 

Mariana S. de Anrrecocchen. 



VISTA DEL SESOIl PROCURÁUOB GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 2¿ da 1835. 

Suprema Corte : 

El poder de foja i\ como la dimanda de foja 2, no se refie- 
ren ú responsabilidades personales del señor Lacr ee, sinó á las 
•Je la empresa del Trauma y Un ral de Larroze, que se demanda 
|ior cobro de pesos y da Ti os y perjuicios, emanados de la ocu- 
pación con rieles de ;iqu< llu empresa, de un terreno ubicado en 
«►n la campaña de Buenos Aires, 

Esa empresa ewtá establecida en la provincia de Buenos Ai- 
res, con files de circulación provincial, y sujeta a la jurisdic- 
ción de la Provincia. El artículo 19 del contrato de concesión, 
transcripto i foja 36 t establee- por ello su domicilio cu Ja capi- 
tal de la provincia. 

Tal establecimiento no contradice las leyes de orden público 
en cuanto legislan las relaciones individuales. 

Si id individuo di'iii.mdado debe sujetarse á la jurisdicción 
de su domicilio, según ley, el mismo individuo, en cuanto á la 
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representación ¿« una empresa constituida, sea dentro del terri- 
t >rio de la nación ó en el extranjero, queda como re presen ta uto 
de esa empresa, sujeto ii las prescripciones legales que deter- 
minan "1 domi-'ilio de la empresa, 

listo es lo que lógicamente se desprende de lo establecido en 
los artículos 9 y 10 de la ley sobre competencia de los tribuna- 
les nacionales. 

Establecida la empresa del Tramaay 11 a ral en La Plata, y 
lijado allí su domicilio, según documentos fehacientes, allí re- 
side su representación leyal.y tiU de b«* responder del cumpli- 
miento desús obligaciones. 

Demandada la empresa, que <-* argi-ntina, por persona de la 
misma nacionalidad, i la jurisdicción de aii domicilio, que es la 
jurisdicción común provincial, parece debe corresponder el co- 
nocimiento de esta demanda. 

Por olio, piottaoque la jurisdicción, en el caso, corresponde a 
los jueces provinciales, salvo el más ilustrado criterio de V. E. 

Sabiníanu ¿Eter, 



Fallo de I» «u|irem* forte 

Buenos Aires, Mayo ti de 1897. 

Vistos y considerando : ijue la demanda de foja tres se dirige 
á obtener de don Federico Lacioze el pago del valor de un terre- 
no y de los daños y perjuicios que, dice, se le han irrogado al 
Rotor por la ocupación de dicho terreno con la vía del trainway 
ttur.il, de propiedad del expn &ado Lacroze. 

Que está jnstincada en autos la vecindad de éste eu la Capital 
de la República, y la del demandante en la provincia de Buenos 
Aires. 
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Que, en consecuencia, el caso corresponde al conocimiento 



ile la justicia federal. 

Que uo obsta á ello el hecho de haberle establecido la ciudad 
de La Plata c«>tnu domicil iu legal de ta mencionada empresa, en 
su contrato con el gobierno 'ie la Provincia, pues no siendo an— 
mina la citada empresa, <-s el domicilio del propietario de la 
misma, el que debe tenerse en vista á objeto de determinar la 
procedencia del fuero federal, como en caso análogo lo ha re- 
suelto esta Suprema Corte (série cuarta, tomo once, página 
doscientos noventa y una). 



escritura de foja primera, no siendo bastante para fundarla el 
Wclio alegado por el demandado, d" fine no se hubiese pasado 
copia de dicho testimonio. 

Que en la demanda de foja tres se encuentran reunidos los 
requisitos que exige el artículo cincuenta y siete de la ley de 
procedimientos, expresándose con • laridad la acción deducida. 

Por estos fundamentos y los concordantes del auto apelado de 
foja noventa y ocho, se confirma íste, e<m costas. Repuestos los 
cellos, devuélvanse, pudíendo notificarse con el original. 




ABH, IIAZAN. — OCTAVIO UL'.NGE. 
JLA> E. TOIUIEST. 
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4' A USA X€VI 



ItonMcoUte Mihanoviek contra & O. Crove.Uo y C\ por cobro 
de lanchaje; sobre falta de ¡/emoneria 

Sumario. — La eicepcion que importa la ful ta de derecho en 
el actor, no puede ser admitida conm dilatoria por falta de 




Caso. — Los demandados, sin contentar la demanda, opu- 
sieron la excepción de falta dt persiim na en el actor (art. 73, 
inciso2\ ley de procedimientos), fundados en que, con motivo 
de la descarga de las mercadería*, no se ha producido relación 
alguna dr derecho entre ellos y et demandante ; que éste ha pro- 
cedido única y exclusivamente por orden y cuenta de los con- 
signatarios del buque; que, en consecuencia, nada tienen que 
ver con e] lanchero señor Mihanovich, quien debe dirigir su 
acción contra aquellos y no contra él; que, por tanto, no tiene 
personería par» demudarlos. 



Y vistos: Considerando: I o Que la eiceprion opuesta por 
ios demandados, con el nombre de falta de personería del actor, 




Falla del J«tf Frder»! 



Buenos Aires, Octubre 13 de 18í>2. 



r. i \wi 
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no es propiamente tal, puesto que no se objétala capacidad ju- 
rídica del aetor ni de su apoderado para estar ea juicio, ni se 
poní en duda tampoco que el demandante ae presenta por de- 
recho propio, resultando claramente de los términos del escrito 
de foja... que lo que se desconoce es el derecho para demandar por 
sí el pago de lanchajes, lo que constituye la acción ime actione 
agís, falta de acción. 

2* Que esta defensa afecta al fonlo de la cuestión por lo que 
respecta áMihanovich, de tal suerteque si sedeclara que efec- 
tivamente carece de acción para cobrar lanchajes á Crovetto 
yC\ por no existir entre ellos relación jurídica que lo autorice, 
el juicio serta definitivo entre dichas partes ; lo que demuestra 
que esa defensa no puede oponerse como artículo de prévio 
pronunciamiento sinó como razón perentoria de oposición á la 
acción instaurada. 

Por estos fundamentos no ha lugar á la referida excepción, y 
contéstese derechamente la demanda en el término 
pónganse los sellos, 

Virgilio .V. Tedin. 



Fall» de I» Huprem Corte 

Buenos Aires, Mayo 6 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apeladodefoja catorce. Repuestos los sellos» devuélvanse. 



ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORREVT. 
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Contra Schiffncr y C, por contrabando y cohecho; sobre prueba 

de testigos 



Sumario. — En las causas criminales no es admisible la prue- 
ba de testigos después de cencidos los primeros diez diat* del 
término probatorio. 



Caso. — Estando recibida la causa i prueba, la parte de 
Schiffner y C" pidió que se señalara dia para que los testigos 
que tenía ofrecidos, comparezcan íi prestar declaración. 



Fallo «Sel Juei Metal 

Rosario. Julio 16 de 1396. 

Hallándose vencido el término de prueba y estando el juicio 
en la estación de producir loa alegatos de bien probado, según 
consta de autos, no ha lugar á lo solicitado, con arreglo á la ju- 
risprudencia sentada por la Suprema Corte. 

Daniel Goytia. 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez de Sección; 

El Procurador Fiscal nacional, ¡en los autos seguidos contra 
los simio res Sen if fuer y C n , con motivodc una es tracción de una 
cantidad de cajones de Iiierru galvanizado d-* la barraca y em- 
barcaderos de su propiedad sin llenarse lo* requisitos de las or- 
denanzas de Aduana, evacuando el traslado conferido del escrito 
en que aquellos solicitan revocatoria o apelación en subsidio 
contra la providencia de f*jja G'J, ante V. S. expone: Que en 
virtud de las breves consideraciones que paso ;i exponer, V. S. 
se ha de servir no hacer logar á -o pedido por los señores Scliiff- 
uer f C\ en este incidente, con especial condenación en cos- 
tas. La parte recurrente pretende que debe ordenarse el exa- 
men y cita ion ríelos t stigos ofrecidos en su escrito de foja 6í t 
fundando*- para ello, en ¡ue no ha sido por culpa ó negligencia 
suya que no se hayan tomado las declaraciones, sino debido X 
que no éé ha notificad u á su pártela providencia de foja 65, 
que mandó recibirlas. 

Verdad es, sefmr juez, que no aparecen notificados los sefio- 
Schiffuer y C de dicha previdencia, pero e?ta circunstancia, a 
nadie más que á ellos es imputable, ni los puede disculpar del 
abandono que han hech »de sus obligaciones probatorias. 

En efecto, el auto de apertura á prueba de foja G2, fué uoti- 
li *ado y principió á .^rrer el término el dia siguiente, i8de Ma- 
yo, fecha de la última uottlicacion de foj.i 63 vuelta. 

Kl \ m l de Junio, después de estar vencido con eieeso el térmi- 
no de los diez primerusdias déla prueba, y no pudícudoya ofre- 
cerse por esia causa prueba testimonial (artículo ¿8'ídel Códi- 
go de Procedimientos Crimínales), se presenta el escrito de fo* 
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ja6t t ofreciendo testigo* con domicilios fuera del r.idio, como 
lo hizo constar el señor secretario en la nota (le foja 6t5, y sin 
qtu> U parle interesad i pidiera su i'iUfion en forma. V. di ó 
vista de esta diligencia 4 los señares Seliiffner y C% y coando 
éstos pidieron señalamiento de nwefító audiencias, ya estaba 
vencido el término probatorio, por cuya razón V. S. no le hizo 
lugar á ello, por provi-h ncia de foja 09 vuelta. 

Es, pues, doblemente imputable la falta 6 negligencia de la 
contraria: I o porque no presentó los testigos dentro de los diez 
primeros días del término probatorio ; 2? porque, tiu obstante 
ésto y habiéndose señalad.» audiencia para que declararan los 
testigos, no se pidió su citación en forma ni se hicieron diligen- 
cias para que declararan en tiempo. 

La Suprema Corte Nacional tiene establecido «*n infinidad de 
fallos, que no basta presentar testigos dentro de! término, sino 
cuidarse de si <on ó no examinados dentro de él porque de otra 
manera resultaría qnp el termino de prueba se prolongaría in- 
definidamente (série 3\ tomo 5% púg. 5ÍÍ>. En este fallo están 
citados varios otros sobre el mismo punto. En el caso aub-jw 
dice, la parte contraria descuidó sus diligencias» dejando de pe- 
dir la citación en forma de los testigos, loque sólo á ella es 
imputable; y dejando vencer el término de prueba sin solici- 
tar estas diligencias que sólo á ella intensan, aparte de la ex- 
temporánea presentación de los testigos, hecha después de los 

diez primeros días. 

Por todo lo expuesto, áV.S. pido se sirva resolver este in- 
cidente como lo t-mgo solicitado en el exordio de este escrito. 

tícrá justicia etc. 

ft. G. Parcra. 
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iuío del Juci Federal 

Rosario, Agosio 21 de 1896. 

Vistos y considerando: Que la presente causa está sujeta en 
bu trámite al Código de Procedimientos en materia penal, poT- 
qne se imputa el delito de contrabando conexo con el de cobe- 
cho ó soborno ; que la prueba de testigos en causas criminales, 
para ser admitida, debe ser ofrecida en Los diez primeros días 
del término probatorio, según asi lo dispone el artículo 483 del 
citado Código; que según consta á foja 62, se abrió la causa á 
prueba el 4 de Mayo, notificándose eHS dul mismo á los seño- 
res Scliilfuer y C, y á foja 64, con fecbn 12 de Junio, recien 
ofrecen los testigos que están fuera del radio, habiendo dejado 
transcurrir con exceso el término prefijado en el artículo citad*'. 

Por estas consideraciones, y concordantes con el dictamen 
del señor Fiscal, no se hace lugar, con costas, á Ja revocatoria 
del auto dB foja 66, y se concede el recurso de apelación en re- 
lación. 

Notifíquese á las partes, comparezcan á oir sentencia, y elé- 
vense los autos. 

Daniel Goijtia. 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Uucnos Aires, Diciembre de lSífci. 

Suprema Corte : 

El término de prueba porque fue abierta esta causa á foja 
62, fué notificado á los interesados en 13 del mes de Mayo, se- 
gún la diligencia de foja 63 vuelta. 
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Cuando se presentó el escrito de foja 65, en « ^ Junio del 
mismo ano, estaba ya vencido el término fatal de 10 días que 
el artículo 183 del Código de Procedimientos en lo Criminal de- 
termina para of recer la prueba testimonial. 

En méritode ello, reproduciendo las justas observaciones de 
la vista liscai de foja 74, pido áV. E, la con&rmacion, por sus 
del auto recurrido de foja 17. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de 1* Supr*m« 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1897. 

Vistos : Por sus fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo omito ocien tos setenta y siete del Código do proce- 
dimientos en lo Criminal, se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja sesenta y nueve vuelta. Repuestos los sellos, de- 

vuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BTJKGE. 
— JDAN E, TORREKT. 
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CAUSA X4YIII 



FA flanco Hipotecario iWtcvvml contra don David li. Peña, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia 



Sumarto. — El juez del lugar donde se ha contraída la dt-tida 
hipotecaria, estando domiciliado allí el deudor, es competente 
para conocer en la demanda que el acreedor promueva por co- 
bro del saldo de dicha deuda, aunque el deudor hubiese mudado 
de domicilio a! iniciarse la demanda. 

Cflíu.— Resulta del 



Ful lo del Jnci Federal 

Jtijuy, Noviembre lli de 1896. 

Autos y vistoa: El agente del Banco Hipotecario demanda á 
David B. P<,'ña, el pago de una cuenta por saldo de cantidades 
adeudadas á dicho establecimiento, por insuficiencia del bien 
hipotecado, que fué enajeoado con arreglo a la ley y estatutos 
de dicho Banco, 
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El juzgado ha ordenado se compruebe la competencia de este 
tribunal para entender en dicha causa y el representante del 
Bancu expone : que la institución es fiscal, creada con recursos 
nacionales y mantenida en au organismo por la leí* especial del 
Congreso número..., de 24 de Setiembre de 188*i. 

Respecto al domicilio del deudor, repite lo que expresó en la 
demanda, que está radicadoen Salta, peto, agrega, que esta re- 
sidencia fuera del territorio de la jurisdicción de este juzgado, 
no puede desvirtuar la que corresponde por razón del contrato 
de que procede su desda, é invocando lo» artículos 618 y i 21 2 
del Código Civil, sostiene que, sino por esas disposiciones de 
la ley común, por la del artículo 43 de la ley orgánica del Banco, 
quedaría determinada la competencia de este juzgado : ofrece 
justificar tos luchos apuntados si el juzgado lo considera pru- 
dente. 

Oido el fiscal, este funcionario dictamina que, con arreglo á 
los artículos 1215 y 1216 del Código Cml, el lagar donde debe 
cumplirse una obligación, no determiua la competencia de las 
las autoridades públicas, siuóel del domicilio legal y real del 
deudor. Expresándose por el demandante que dicho domicilio 
del deudor está en Salta, no compete á S. S, el conociuiieuto 
de la causa. 

Y considerando : Que el procedimiento á iniciarse por la ges- 
tión del Banco Hipotecario tiene por eauoa acciones persona- 
les quedioliQ establecimiento deduce contra su deudor, por in- 
suficiencia de la hipoteca cou que garantió el préstamu recibi- 
do, materia de au contrato, según lodispoue la misma ley orgá- 
nica : artículos 10 y 42 y artículo 30 del deerto reglamen- 
tario. 

Que en este caso, el domicilio del deudor prima sobre el lu- 
gar de la convención, para ejercitar dichas acciones y deter- 
minar la competencia de los jueces; teniéndose presente que el 
domicilio puede cambiarse siu que tal facultad pueda ser coar- 
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tada;yesel domicilio real y de derecho el que determina ia 
rompetencia (artículo* 97 y 100 del Código civil); siendo lo dia- 
puesto en el artículo 61 8 subordinado á las prescripciones espe- 
rifls&s de las ley js adjetivas ó de procedimiento. 

Que según (royen a, el pago debe hacerse en el lugar designa- 
do en el contrato ; en el lugar donde exista la cosa cierta ; ú, en 
todos los dem:is casos, en ul domicilio del deudor (artículo 1091. 
Concordancias y comentarios del Códiyo Civtl español). Ko 
tratándose en este caso ie la cosa cierta, materia del contrato 
hipotecario, sinú de obligación personal del deudor por insufi- 
ciencia de aquella garantía del préstamo, el expresado obliga- 
do, domi« ilado fuera de esta sección, no esta sujeto á la juris- 
dicción atribuida por la k-y á este juzgado, si nú que debe de- 
rnandáTsclf ante los jueces de su domicili a. (Véase Fallos, tumo 
17, 2- serie, página 214, j tomo 3 o , Bérie 4*, página 55). 

Que tratándose de jurisdicción, debe ejercerse no con ampli- 
tud, sinócon restricción en los casos únicamente autorizados por 
la lev, no siendo en manera alguna prorrogable (artículo I o , ley 
de procedimientos de 1863). 

Que el recurrente no funda su acción eu contrato en el que 
se designe este territorio para su ejecucio: , sinó que basa su ac- 
ción en la cuenta por saldo, ¿órnente á foja 1, que debe cobrar 
con sujeción á las leyes comunes. 

Que el mismo establecimiento, según lo entiende el juzgado, 
en otTos casos análogos, ha recurrido, por este género de cues- 
tiones, al domicilo de sus deudores. 

Que la equidad impone que el demandado no sea sacado de 
os jueces de au domicilio, si no se hubiese convenido de otra 
manera, lo que no se ha comprobado en este caso ; pues es ra- 
zonable pedir al deudor toque se le demande ante los jueces 
que con más facilidad pueden oír sus defensas. 

Que si la cansa, por razón de la materia, es de competencia de 
la justicia federal, no corresponde á este juzgado de sección, 
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por razón de las personas, habiéndose expresado reiterada- 
mente que el deudor tiene bü domicilio fuera de esta provincia. 

Que la ley y la jurisprudencia han determinado, que di la 
causa no es de la competencia de un juez, debe declararlo en 
cualquier estado de la causa y con más raiou a) iniciarse por 
demanda. 

Por tanto: de acuerda con el Ministerio fiscal, declaro a 
este juzgado incompetente para citar al demandado, como se ha 
pedido, y o,ne el demandante debe recurrir á la jurisdicción don- 
de el demandado radica. Repuestos los sellos, archívese. 

Joaquín Carrillo. 



VISTA DEL SEÍtOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Air.es. Noviembre 30 de ISÜfc. 

Suprema Corte : 

Considero justo «1 auto de foja 7 vuelta, y pido á Y. E. se 
sirva confirmar lo por bus f andamentos. 

Sahiniano Kier. 



rail* 4e I» ftuprma Certe 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1897. 

Vistos : Considerando: Que se trata en los presentes autos de 
una demanda .ejecutiva iniciada por el representante del Banco 
Hipotecario Nacional para el pago del saldo de un crfdito hipo- 
tecario, conUaido por don David Peña en la ciudad de Jujuy. 
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Que debiendo cumplirse la obligación en dicha citidad, don- 
de se contrajo la deuda, estando domiciliado allí el deudor, es 
fuera de duda la competencia del juez federal de la sección de 
Jujuy, tanto por la naturaleza de la causa, cuanto porque es 
allá donde dt'he cumplirse la obligación, aun cuando el deudor 
hubiese mudado de domicilio al iniciarse la demanda, conformr 
á la disposición del artículo mil doscientos doce del Código Ci- 
vil, y A lo dispuesto en el artículo cuarenta y tres de la ley 
orgánica del Manco. 

Por estos fundamentos, nido el señor Procurador General, se 
revoca t| auto apelado do foja siete vuelta y se declara que e! 
juez de la sección de Jitjny es competente para conocer en esta 
causíi, y devuélvansele los autos, prévia reposición de sellos, 
para que, reasumiendo la jurisdicción deque se ha desprendido, 
proceda A conocer y resolver en ellos lo fine orresponda en de- 
recho. 

■ 

ABEL BAZAH.— OCTAVIO BÜWGE . 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA XCÍX 



fltrn Federico Crank, contra Frktz y iXavarro por rescisión 
de contrato; sobre competencia^ costas 

Sumario. — Las costas son fie car¿o del que ha ocurrido ú 
jaez incompetente. 
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Caso. — Dictado et auto que sigue, por el que se declara in- 
competente el juzgado, la parte actora apeló en cuanto ae le 
las costas. 



Rosario, Noviembre 10 de 1896. 

Vistos y considerando : 1" Que siendo la justicia federal de 
jurisdicción excepcional, no ha podido ocurrirse á ella sicó en 
los casos expresados en la Constitución y la ley. 

2 o Obra al permitir la ley de enjuiciamiento liacer las peti- 
ciones contenidas en el ^Líenlo 55, se ha colocado en el casa do 
que el juzgado federal fuera competente, ya sea por razón de las 
personas ú ¡le la materia de la causa. 

3 o Que el prowyente, al darle curso, ha procedido en el coo- 
ceptndequesei-ieicía una acción proveniente del derecho marí- 
timo, que por razón de la fóHteria correspondería A esta jurisdic- 
ción i pero resultando del escrito de la parle de GnÜÉ que la ac- 
ción á entablar es personal contra FHeti y Navarro, prove- 
niente de un acto 6 contrato que no pertenece al derecho ma- 
rítimo, reconociendo á la vez que corresponde la causa á los fefir 
buiiales de provincia, por ser extranjeros e! demandante y uno de 
los demandados, no ha podido, en ningún estado de la causa, 
ocurrir al fuero federal, que no tiene jurisdicción, ni aun para 
dictar la resolución fecha 6 del corriente. 

Por estas consideraciones, revócase por contrario imperio el 
auto de fecha 6, declarando que es incompetente este juzgado 
para entender en esta causa, tanto más que ha venido un exhor- 
to del juez de provincia que ha avocado esta causa. Con costas 
á la parte de Crank. 

ttunici doy lia. 
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Fallo de I» Mupren» C»rte 

Buenos Aires, Mayo H Je 1897. 

Vistos : Siendo imputable al apelante el hecho de haber ocu- 
rrido ante juez incompetente, se confirma, con costas, en la parte 
recurrida, el auto de foja quince. Deruélransi-, debiendo repn- 
nerse los sellos ante el inferior. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— 1UAN E. TOBBEEIT. 



El Raneo de la¡\acton Argentina .contra don Laureano Ahumada, 
por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario, — No habiéndose opuesto excepciones, debe seguir 
adelante la ejecución. 
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Caso.— Yemúáo el térmico de la citación de remate» el re- 
presentante del Banco solicitó que, en mérito de no haberse de- 
ducido excepciones por el ejecutado, se dictara sentenciado 
tranco y remate. 

Fwllodel Jue* Federa» 

Rioja, Seüembre 2o de I89«i. 

Autos y vistos: No habiéndose deducido excepción alguna le- 
gítima, por el ejecutado.deutro del término del encargado, que 
ha vencido con exceso; y de conformidad á lo dispuesto por lo» 
artículos 268 y 297 de la ley de procedimiento^: llévese adelan- 
te la ejecución, hasta hacerse trance y remate de los bienes 
embargadas, y con su producto íntegro y cumplido pago al 
acreedoT de la deuda, intereses y costas du la cobranza. Hágase 
saber original. 

Gaspar A. (iomez . 



Wmílm mm Im Huprem* Corte 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1897. 

V istos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el ail- 
lo apelado de foja trece vuelta. 
Repuestos íos sellos, devuélranse. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BÜ«CE. 
— JUAN É. TORRBST. 
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< AUSA t i 



lum Jorge Mngnc, contra don Antyme i'bapeiand, 
¡tur cobro de fwsos; sobre competencia 



Sumario. — Para justificar el futro federal por razón de per- 
n as p no basta probar la distinta vecindad ; es necesario pro* 
liar también la distinta nacionalidad. 



Cuso. — Lo explica el 



tallo 4el Juez F«dtrnl 

Paraná, Junio 3r> de 1891. 

Y vistos: En Ja excepción dü competencia de jurisdicción, 
promovida por el representante del demandado don Antjuie 
í'luiptdand, y 

Considerando: i" Que la jurisdicción atribuida á los jueces 
federales, por el artículo 2% inciso 2 o , de la lev de U de S#am- 
bre de Í8t¡3, para los casos en que sean piles un vecino 'de la 
provincia en que se suscita el pleito y un vecino de otra, sido se 
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refiere á los nacionales, y no á los extranjeros cuando litigan 
entro sí, según la inteligencia dada a esa disposición por repe- 
tidos faltos de la Suprema Corte, que hacen jurisprudencia en 
la materia. 

2- Que es á cargo del actor justificar las circunstancias que 
determinan Incompetencia de los tribunales federales cuando 
ella es por razón de las personas (artículo 2\ inciso 2% déla ley 
de procedimientos), y por lo tanto, Mague d'bi.V probar, ¡losólo 
que actor y demandado tien-n diverso domicilio, sino que am- 
bos son ciudadanos argentinos, mucho niá> ruando el demanda- 
do, niega esta calidad. 

¡í" tjue e?.;* pruelia uo lia sido rendida, ni otra ^ue determine 
el fuero federal por causa distinta. 

Por estas consideraciones, y sieniode excepción, "Ste juz- 
gado se declara incotn peten ti' para entender en esta causa, sien- 
do las costas del incidente, á cargo del demandante; repóngase 
el papel cun los sellos correspondientes. 

M, de 2\ Pinto. 



VISTA ÜEL SfcSoil l'KOCMUUOli tíEJiElUL 

Buenos Aire», Agosto :J de 1H¿H. 

Suprema Corte : 

El auto de foja $9, que declara improcedente <d fuero fede- 
ral, por cuanto ¡dend-i de excepción, uo han sido justificadas los 
citrinos que lo constituyen, resulta bien fundado. Pido á Y. E. 
se sirva confirmarlo, en consecuencia, por sus fundamentos. 



Sabiniatw Kicr. 
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Fallo de la Suprema Corte 

llucnos Aires, Mayo 8 de l HQ7 . 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador genera), y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja veintinueve. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

ABEL BAZA Ti. — OCTAVIO BüNGE- 
— JUAN E. TOKKENT, 



I USA CU 



Don Paulino Escobar, contra tfan Juan 4, Guevara, por cobro 

sos; sobre 



Sumario. - Na fíiltade citación de la ley aplicable, y de la 
numi raeiíju en los párrafos, no constituye defecto legul en ei 
modo de proponer la demanda. 
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Cuso. — Resulta del 



Fallo del Jiiex Federal 

Mendo/a, Niivicmbre 1M de i8í>G„ 

Vistos y considerando: 1' Que la excepción de defecto legal 
t a el minio de proponer la demanda se funda en que no se expli- 
can los hechos duramente y en párrafos separado* y mi ni erad os, 
ni se expone el derecho en qtie se afianza. 

2" Que la demanda viene acompañada de uaa cuenta que de- 
lalla sus partidas por trabajos, gasto- y servicios prestados al 
demandad-., estableciendo el origen de cada una. 

3 o Que, además, hace referencia o una causa seguida entre 
iictory demandado, ante u.ite misino Juzgado, donde estima que 
el demandado ha reconocido los miamos hechos. 

4' Que el uctor, en toda clase de juicios, puede hacer men- 
ción <le las escrituras y documentos que justifiquen, el derecho 
qm- deduce, indicando el archivo , olieina pública ó Lugar donde 
se encuentren los originales, siempre que no pueda presentarlos 
por no obrar en su poder (art, 10, ley de procedimientos). 

5 o Que, de consiguiente, por la demanda, cuenta acompaña- 
da y referencias de la exposición que la consigna, el actor ha 
llenado ¡os requisitos de la ley , en cuanto á la mención de los he- 
ohos y del derecho que le asiste en el cobro que, como importe 
de trabajos, gastos y servicios que sostiene fueron hechos en be- 
neficio del demandado, gestiona contra éste, como obligado á 
indemnizarlo-, por reconocimiento en juicio. 

6" Que el hedió de no haber citado la ley aplicable al caso, 
no importa defecto en la demanda (Fallos de la Suprema Corte, 
sene 2", tomo 21 , página 33). 
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7° Que ln falta di 1 num^acioa en los párrafos de la deman- 
da, do constituye tampoco defecto legal en el modo de propo- 
nerla (Fallosde la Suprema GVte, serie 2% tomo 1C, pág. 127). 

8 a Queel Juzgado no puede, á propósito de la excepción di- 
latoria promovida» unlrai á apreciar la verdad Ó la inüuencia eu 
la causa, de las referencias en que el demandante se funda, ya 
en lo que respecta á los hecuos relacionados, ya en lo referente 
al derecho qut- informa su gestión judicial; cuestiones que co- 
rresponden al fundo del litigio (Fallos de la Suprema Corte, *é- 
rie^tomo 6\ pág. 263; tmno 12. pág. 208, y tomo 14, pági- 
na 404). 

Pur tanto, fallo declarando : no hab«r lugar á la excepción 
opuesta por defecto legal en el modo de proponer la demanda, con 
costas al excepcioiiante, y ordenándole, en consecuencia, que 
conteste derechamente la demanda en el término de ley. Há- 
gase saber original y repóngase el papel. 

Severo tí. del Castillo, 



d« I» Suitrriu» forte 

Buenos Aires, Mayo « da 1891- 

Vistos : Por sus fundamentos, Be confirma, con costas, el au- 
to apelado de foja diez y seis. Deruélvanw!, debiendo reponerse 
los sellos ante el Inferior. 

AOEL BAZAS. — OCTAVIO BüPfCE. 
— JUAtt E. TORRENT. 
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Don JuUanBruny contra don Luis Ghigliom, por cobro 

t: sobre averias 



Sumario. - El extranjero domiciliado en la República no 
eeta obligado a arraigar el juicio. 

Casa. — Resulta del 

Falla del Juei i>der»i 

Buenos Aires, Notíc rnhre 8 de 1897 . 

Y vistos : La excepción dilatoria de arraigo del juicio de lucida 
por don LuisGhiglione. 

Y considerando : Que el fundamento legal de dicha excepción 
reposa en que elactoT, don Julián A, Brunj, no ti.™ domicilio 
en la Capital, y aí en la provincia de Buenos Aires, donde resi- 
de con ¡m familia desde tiempo atrás. 

Que el aitlculo74de la ley nacional da procedimientos de 
U de Setiembre de 1863 determina, que si el demandante fuera 
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extranjero no domiciliado, será eicepcion dilatoria La del arrai- 
go del juicio. 

Que él arraigo eligido por ese articulo responde al propósito 
de garantir a los habitantes de la República contra Las deman- 
das iujustaa y temerarias de los extranjeros uo domiciliados 
(série 2 - , tomo 10, página 380, Fallos de la Suprema Corte). 

Que sBgun el espíritu de ese artículo é inteligencia constante 
de dicho tribunal, la exigencia do la ley al respecto se refiere 
exclusivamente ai extranjero que no tiene su domicilio en ella, 
no obstante la circunstancia de encontrarse radicado fuera di' la 
jurisdicción del juez de la causa (série 2", tomo 12, página 669; 
série 2\ tomo 16, página 463, mismos fallos pitados). 

Que, por consecuencia, estando implí iiay expresamente re- 
conocido por el cxcepdooaute, que Bruny tiene su domicilio en 
la prorincia de Buenos Aires, donde reside con su familia desde 
tiempo atrás, la excepción opuesta es sin fundamento é impro- 
cedente, desde que basta á los linea de la ley y a las garantías 
que la misma acuerda á los demandados, que ese domicilio sea 
en cualquier parte del territorio de la República. 

Por estas consideraciones y las pertinentes del escrito de 
contestación, fallo ; rechazando, con costas, la excepción de 
arraigo del juicio, interpuesta por don Luis Ghigli.mü, y, en su 
conseuencia, ordeno conteste derechamente y en el término de 
ley, el traslado pendiente de la demanda promovida por don 
Julián A. Bruny, 

Notifíqueee original y repónganse los sellos. 



Agustín t'rdinarrain. 
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Fnll« de I* 

Buenos Aires, Mayo «de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos, se coufirma, coneostaa, dauto 
apelado de foja ochenta y una. Repuestos loa sellos, ^vuél- 
vanse. 

ABEL BAZAflL — OCTAVIO BUÍ¡GE. 
- — JilAfi E. TOBBEKT. 



(ALNA €!IV 



Don Francisco Catoni, «ontra don /(. tt'. Jio»ier, por cobro de 



Sumario. — Resultando comprobada la negligencia de la 
parte, no es admisible la prueba que solicita deBpues de vencido 
el término probatorio. 

Caso. - Con feoha 13 de Febrero de i 892, se recibió la cau- 
sa á prueba, habiendo el término empezado á correr en 16 del 
mismo mes. 
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En 25 de dicho mes, la parte de Romer solicitó diversas dili- 
gencias de prueba; con motivo de una de ellas se produce un 
incidente que fuó resuelto por la Snprema Corte en 5 d v Agosto 
def893. 

En 14 de Agosto de 1894, día en que se suministró el papel 
sellado para la reposición, se devolvieron los autos al juez fede- 
ral, quien mandó cumplir lo resuelto por la Snprema Corte con 
fecha 31 de Agosto, notificándose a las partes el mismo dia. 

Con fecha l u de Octubre de 1894, ta parte de Catoni pidió 
que el secretario expida el certificado proscripto por el artí- 
culo 177 de la ley de procedimientos, por hallarse vencido el 
término de prueba, 

£1 juez así lo ordenó con fecha 2 de Octubre, ye! secretario, 
con fr'lia 16 de Noviembre, puso el certiñcado á los efectos del 
artículo 177 de la ley de procedimientos. 

Notificada del certificado, hiparte de Romer solicitó que se 
suspenda *l término para alegar de bien probado hasta tanto se 
practiquen las diligencias de prueba qoe solicité oportunamen- 
te, pues si bien el termino se halla vencido con exceso, aque- 
llas no pudieron practicarse porque el expediente se encontraba 
en apelación. 

La parte de Catoni, evacuando el traslado que se le confirió, 
pidió que no se haga lugar, con costas, á lo solicitado por Ro- 
ner. Dijo : que éste ha dejado paralizar, por su culpa, el ex- 
pediente en la Suprema Corte, por espacio de un año. Que de- 
vueltos los autos, tampoco ha pedido que se pructiquen las dili- 
gencias de prueba, en tiempo oportuno, amó después de corrido 
el que expresa el certificado del secretario. Que ha procedido, 
pues, con negligencia, estando, además, consentido el auto que 
mandó extender el certificado pre&cripto por el artículo 177 de 
la ley de procedimientos, por haber vencido el término de 
prueba. 
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* rmílm *el Juca r«der*l 

Uulilos Aires Diciembre U del89t. 

Por los fundamentos aducidos en el precedente escrito y aten- 
to lo informado por el actuario íí foja 82, no ha lugar, oon 
costas, 6 lo solicitado en el de foja 81 y corran los autos según 
su estado. 

Campillo. 



m 

inienos Aires, Huyo 8 da 1897. 

Vistos : incumbiendo á la parte el deber de gestionar para 
que la prueba se produzca dentro del término, y resultando de 
autos comprobada la negligencia del recurrente, se confirma, 
con costas, el auto apelado de foja ochenta y cinco vuelta. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAEAN. — OCTAVIO HLNGR. 
— JUAfl E.TURUENT. 
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CAUSA CJV 



Contienda de competencia entre el Juez de ('amere tu de ía Ca- 
pital y el de, ía ¡truc i uña de Sania Fe, sobre el concurso 
Per ret y Gras&er, 

Sumario. — En las contiendas de competencia, el juez reque- 
rido debe resolví r aobre la inhibitoria reclamaba y comunicar 
su resolución al juez exhortante, Si no lo hace T la Suprema 
Corle puede librar olicio, par» que cumpla con esa prescrip- 
ción, 



Vaso, — Resulta del siguiente 



OHi IO DEL JLEZ DE COMERCIO 

Buenos Aires, Abril 10 de 1897. 

Al señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Kanon. 

Tengo el honor de dirigirme a V. E. en lo» autos del concur- 
so formado álos señores Perret yGrasser, á linde que ao airva 
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dictar las providencias del caso para conminar ul señor Juez de 
Santa Fé, doctor Ignacio Eizaguirre, para que dicte la resolu- 
ción que corresponda en el incidente de contienda de competen- 
cia de jurisdicción [ior él promovida en el juicio á que me re- 
fiero. 

Como dato ilustrativo debo poner en conocimiento de V. E. 
qoü el señor juez de Santa Fé promovió inhibitoria con techa 
15 de Mayo de 1895; previos los trámites del caso, el infrascrip- 
to no hizo lugar á la inhibitoria, y con fecha 5 de Agosto del año 
próximo pasado se libró el exhorto correspondiente con todos 
los recaudos exigidos, rogándole que desistiera del petido de 
inhibitoria ó remitiera los antecedente;* á V. E., para ios efec- 
tos consignados en el artícul. 3" de la ley de 3 de Setiembre de 
1878. En virtud del tiempo transcurrido sin que el señor juez 
de Santa Fé comunicara su resolución, con fecha 29 de Setiem- 
bre del año próximo pasado se reiterad exhorto librado, con re- 
comendación de pronto despacho, a petición del síndicodel con- 
curso, late último exhort tampoco fué contestado y el señor 
sindico presento el escrito que para mayor abundamiento trans- 
cribo á continuación. 



«Buenos Aires, Abril 3 de 1897. 

« Señor Jaez de Comercio : 

f Emilio Chayla, síndico definitivo del concurso formado á 
loa señores Perret y Grasser, á V. S. como más baya lugar, digo: 
Que este concurso está paralizado desde hace largo tiempo, con 
grave detrimento de los intereses de los acreedores, debido i 
deliberada obstrucción opuesta por las autoridades judiciales 
de la cindad de Santa Fé. Radicado el juicio en esta ciudad, 
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presentados ante la jurisdicción de V. S. la gran mayoría ríe 
los acreedores de esta ciudad y de la de Santa Fé, todo parecía 
indicar que se llegaría nroüt^sc.ite i la liquidación anhelada 
por 1"< acreedores, cuando se recibid el originalísimo exhorto de 
inhibitoria, por el cual uno de los jueces de aquella provincia, 
sin que en ella se baja formado concurso, y A petición del que- 
brado prófugo, sostiene su jurisdicción para conocer eu el pre- 
sente concurso. Allí no hay juicio de quiebra, aquí lo hay; Pe- 
rret y Grasser tenían su principal establecimiento en esta ciu- 
dad, allí sólo algunos bienes; aquí estaban matriculados como 
comerciantes, segun resulta del Registro, en Santa Fifi no figura- 
ban siquiera eu los registros públicos. Todas estas circunstan- 
cias las demostré juntamente con las razones que apoyan la ju- 
risdicción de V. S. en mi escrito de foja. . . y el Juzgado diri- 
gió exhorto al Juez de Comercio que promovió la contienda, 
fundando extensamente la jurisdicción de este tribunal. Este 
exhorto se ha reiterado sin que se obtenga respuesta en más de 
un año, ni se consiga que el Juez de Santa Fé desista de su inhi- 
bitoria y eleve los antecedentes á la Suprema Corte Federal, 
para la resolución que corresponda. 

t Siendo esto :isí, no queda otro camino que el de que V. S. 
acuda á;iquet alto tribunal para que éste conmine al Juez de 
Santa" Fú la remisión de los antecedentes y termine así la des- 
graciada cuestión de conpetencia que tan extemporánea com>> 
inconsultamente se ha promovido. 

t Quiera % S. así resolverlo, que seri justicia. — Emilio 
Vhatjla, — ¡hago*. 

El infrascripto provey6 de conformidad al pedido que se 
formula en el escrito antes transcripto y es en su virtnd que 
dirijo AV. E. el presente oficio, rogándole se sirva dictar la 
resolución que corresponda, para evitar que la paralización 
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del concurso pueda ocasionar mayores perjuicios á los acree- 
dores. 

Dios guarde a V. E. 

Itamon T. Fujueroa. 
Ramón S. Casi tilo. 



VISTA DEL SEiSOK PROCL'RAüOH GEMiftAL 

Huenoa Aires, Mayo " de 1897. 

Suprema Corte: 

Del contesto de la precedente nota se deduce que tanto el se- 
ñor Juez de Comercio do la Capital como el de igual clase de la 
provincia de Santa P#, pretenden ejercer jurisdicción para co- 
nocer del concurso de los señores Perret f Grasser, y que el úl- 
timo no ha contestado, do obstante el excesivo liempo transcu- 
rrido, los reiterados exhorto* que le fueron dirigidos con el ob- 
jeto de definir la competencia surgida. 

En este concepto, siendo V. E. llamado á resolver, según 
prescripción del artículo3» de la ley de Sde Setiembrede it>78, 
tas cuestiones de competencia yw se suscitaren can motivo de 
esa disposición, está también autorizado para conocer respecto 
de un retardo que obstaculiza el ejercicio de aquella atribu- 
ción. 

Por ello, pienso que V. E. podría dirigir el oficio solicitado 
por el Juez de Comercio de la Capital al de igual clase de la pro- 
vincia de Santa Fé, previniéndole que debe resolver sobre la in- 
hibitoria reclamada, y comunicar su resolución al juez exhor- 
tante á los efectos á que haya lugar. 

Sabiniano Kirr. 
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ItESOtXCION DE LA SUPREMA CORTE 

Buenos Aires, Mayo 11 de 1*87. 

Hágase como lo dice el señor Procurador general, librándose 
el üücíy qm indica al Juez de Santa Vé. para que se pronuncie 
sóbrela cuestión de competencia pendiente, j proceda en conae- 
cuen ía, como corresponda. Avísese en contentación al Juez de 
la Capital. 

liESJAMLN PAZ. — ABEL RAZAN, — 
OCTAVIO BU?¡Gfc. 



CAUSA 1VI 



Ei \ Banco Nacional en tiquiéfflon, contra don Esteban Chame, 
par nulidad de cancelación de una deuda ; sobre emhunto 
preventivo. 

Sumario* — Proi ede el embargo pr eYen tito para asegurar el 
pag*> d«- una deuda chancelada, si ha sido reconocida la existen- 
cia de la deuda, y se alega que la cancelación fué hecha sin 
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Caso. — En 13de Noviembre »lt» 1893, el doctor Roberto Le- 
vingston, apoderado del Banco Nacional, ocüttíó al juagado 
entablando demanda contra don litaban Chaine, á fin de que 
se declare que son unías ó quedan anuladas tas cancelaciones 
hechas en el Banco, de las deudas que tenía aquél á nombr* de 
la razón social Isseta y C\ de la que era socio capitalista, y 
al suyo propio, que fueron sostituidas en i 1 y U de Noviembre 
de 1891 por las de Dalmiro y Manuel Acuña; y en consecuen- 
cia, que Cfaaiue es deudor del Hunco Nacional, de la cantidad 
de til. 171 pesos moneda nacional, que importaban las deudas 
canceladas y sus intereses, debiendo ser condenada en las cos- 
tas, danos y perjuicios. 

Dijo : Que las sustitución* se hicieron descontando letras á 
Dalmiro y Manuel Acuña, y aceptándole, en garantía, bienes 
qn. estos hatiían adquirido simula da mente, pocos días antes, 
de la suegra y esposa de Chaine, sin mediar solicitud escrita, 
ni asistencia del consejo local, ni autorización del directorio 6 
presidente del Banco, cuyo reglamento había sido violado abier- 
tamente, lo mismo que las iustruccicmes expedidas por aquel, 
sobreasas operaeioues. 

Que el gerente carecía de facultad - ira aceptarlas; que con 
ellas han sido beneficiados amigos íntimos de aquél, siendo 
admitidos en su reemplazo, individuos sin responsabilidad al- 
guna, 

Que eu la causa criminal seguida contra Chame y otros, so- 
bre defraudación, existen acumuladas numerosas circunstan- 
cias que d. muestran el dolo y fraude con que ha procedido 
Chaine en las sustituciones y cancelaciones atacadas, 

Fuudó la demanda en los artículos 932, 1045, 1930, 
1931, 1940, 1050, 506, 942, 1050. 1057, 1077 á 1079 y 1101) 
del Código Tivil. 

VA juez confirió traslado. 

El demandado, sin evacuarlo, opuso la excepción dilatoria 
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de ütispendencia, fundado eu la existencia del juicio criminal 
sobre los mismos hechos que motivan la acción civil, y pidió que 
fuera admitida, con costas, al actor. 

Este evacn6 el traslado de la excepción, con fecha 4 de Di- 
ciembre dt> 1 893. 

Ed 20 de Agosto de 1895, et apoderado del Bancc, ocurrió al 
juzgado, diciendo : que habiendo terminado el proceso cri- 
minal, eu que se fundó la excepción de litis-pendencia, no hay 
objeto en que el juez se pronuncie sobre ella, y pide que así se 
decían-, mandando que el demandado conteste ul traslado de la 
demanda. 

Por otrosi Bolicito que se decrete, hajo la responsabilidad 
del Banco, embargo preventivo de los mismos bienes del de- 
mandado que fueron embargados eu el proceso criminal, librán- 
dose al efecto las órdenes necesarias. 



ralla 4*1 Juc» federal 

Corrieniii*. Agosto 28 de 1895. 

Vistos : fundándose la excepción de litispendencia, opuesta 
por el demandado, eu la existencia del proceso criminal que el 
Banco le seguía, y habiendo terminado ese juicio con la sen- 
tencia definitiva pronunciada por la Suprema Corte, de una 
parte dispositiva se agregará copia, ya no tiene razón de ser dicha 
excepción, debiendo, por consiguiente, el demandado, contest ir 
derechamente ta demanda . -u el término de seis días. Y consi- 
derando, en cnanto al oti oaf del precedente escrito : Que el ob- 
jeto de la acción civil instaurada contra Esteban Chaiue, y lo 
que se pide es, según se expresa claramente en el segundo y 
tercer punto del escrito di* demanda, que la sentencia definitiva 
declare que « sou nulas ó quedan anuladas las cancelaciones he- 
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chas en el Banco, de las deudas que tenía el expresado Chaina 
á nombre de la razón social t Isetta y C » y al suyo propio, 
que fueron sostituídas el H y 14 de Noviembre de 1891 por la* 
de Dalmiro y Manuel Aíiuña, y en consecuencia, que Chaine es 
deudor del Banco Nacional en i i qu i dación, de la cantidad de 
61 .171 pesos moneda nacional, que importaban las deudas cance- 
ladas y sus intereses correspondientes, con más los daños y per- 
juicios y ¡as costas del juicio». Como se ve, no se trata en el pre- 
sente raso, de responsabilidades civiles resultantes de las opera* 
ciones sostituídas, como parece insinuarlo en el otrosí el repre- 
sentante del Ha neo con las vacilaciones propias en presencia de 
la sentencia absolutoria de culpa y cargo de la Suprema Corte t 
sino que esas operaciones vuelvan al mismo ó igual estado en 
que se encontraban antes de las sustituciones. Colocada así la 
cuestión en el verdadero terreno, elegido por el actor, no se 
alcanza la razón ó el fundamento que haga procedente el 
embargo de los bienes di l demandado, como medida precau- 
toria para asegurar tas resultas del juicio, porque sup áen- 
do que la sentencia definitiva que cerrase el pleito le fuese 
adversa al demandado, ¿qué dispondría? Simplemente que 
Esteban Chaiue no babí-i dejado de ser deudor del Banco, de 
las obligaciones que extinguió por medio de iaa sustituciones 
que se declararían nulas, pero no iría hasta hacer efectivas esas 
obligaciones, mandar pagar la deuda 6 afianzarla con sus bie- 
nes, pues eso sería materia de otro juicio, y entonces et secues- 
tro que se solicita, no tiene razón de ser, máxime cuando no 
consta, ni se dice, que esas obligaciones hubiesen estado origi- 
nariamente garantidas con los mismos bienes cuyo embargo se 
pide, ó con oíros que *e hubiesen sustraído á la garantía 6 con- 
secuencia délas mismas sustituciones. Por esto, no se hace lu- 
gar al embargo que se solicita en el otrosí. 
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La parte de Chaiue dedujo el recurso de reposición, y sub- 
sidiariamente, ios de apelación y nulidad del auto anterior, en 
cuanto no se condena til Banco en las» costas de la excepción 
djatoriade litUpendeucia. 

Kl apoderado del Hunco dedujo iguales recursos, cu cuanto 
no se hacía lugar ol embargo preventivo. 



Auto d«?l Jum Federal 

CjrrieniM. Setiembre IH 1 ^*. 

Vhto¿ y considerando primeramente el escrito do la parte 
de Esteban Chaiue, en el que pide, por vía de reposición, se de- 
clare que las costas de la excepción opuesti á la demanda son 
á cargo del Banco: Que esa declaración no sería procedente ni 
ju>ta en nuestro -aso, desde que ella tendría que ser una conse- 
cuencia necesaria de lá solución favorable que se había dado 
á la excepción opuesta; que en la época en que *e dictó el auto 
en cuestión, no hubo ya n*-c.i*siríad de que el juzgado se pronun- 
ciara sobré la jmticiaú improcedencia de esa excepción, por 
haber dejado de tener razón de ser, seguu so expresa en *>! 
auto referido, y así lo reconoce el recurrente; que, por consi- 
guiente, el ex< epcionante no pin de atribuirse los fuer is de ven- 
cedor en la contienda entablad;!, para pedir se condene en las 
castas á ^u adversario quien, con igual derecho que él, podría 
cner>e también vencedor, yaque no hay un fallo que discierna 
i quién o- >r responde l.i victoria. 

Y considerando la revocatoria deducida por el Hunco, de la 
yurte del mismo auto, denegatoria del embargo, solicitado en el 
otrosí del . scrito que le antecede ; que por l is razones expues- 
tas en el auto de referencia, que no han sido desvirtuadas pur 
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el r< urrente» y por los fundamentos del escrito del demau- 
oado, debe tenerse subsistente esa resolución. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á las reposiciones 
solicitadas, y en virtud de las apelaciones subsidiariamente in- 
terpuestas, que se conceden T remítanse los autos á la Suprema 
Coi te, á cortas de aiuba> partos curi el olicio di- estilo, sin espe- 
cial condenación en las costas, por reputaren compensadas las 
que han debido ser recíprocamente á cargo del demandante y 
demandado en los incidentes resueltos por este auto, llágase 
sab« r en el original y repónganse, 

Lujamtrio . 



r»llo de l« fttaprem» Corle (t) 

Buenos Aires Mayo 13 de 1887. 

Vistos ; Considerando ; Primero. Que el embargo preventivo 
solicitado por el representante del Banco Nacional á foja trein- 
ta y nueve vuelta, tiene por objeto asegurar las responsabili- 
dades de don Esteban Chame, para el pago de la deuda de 
sesenta y un mil ciento setenta y un pesos moneda nacional y 
su . intereses, que aqué! pretende pesa sobre este último á fa- 
vor del Hamo, su representado, en virtud de los unteeede lites 
y hechos relacionados en la demanda de foja primera. 

Segundo. Que para declarar si procede ó no dicho embar- 
£0, corresponde examinar si el caso se baila, 6 no, comprendido 

¡1. la causa XXXVI, <ju>- uparen» cu l.i página 17 de este lomo, fué f:i- 
llmhi cu la misma (Vcha «juu la preside, y m> en Mar/o, romo lisura allí. 
Los iniifedeutei *de esta son iguales A acuella y á lo< une se mencionan 
en la ñola de la página 50. 
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tanto en 1» disposición del artículo cincuenta y cuíco, inc^o 
tercero de ta ley de enjuiciamiento de catorce de Setiembre de 
mil «chociento» sesenta y tres, bajo euyo imperio so pidi- y 
falló en primera instancia el embargo solicitado, como en las 
AMiciones concordantes sóbrela materia del título trece del 
Código de Procedimientos Civiles, vigente en esta Capital, que 
por la lev numero tres mil trescientos setenta y cinco se ha in- 
corporado últimamente A acuella ley, ó sea, si la deuda por la 
cual se pide e! arraigo de E>teban Chaine, bajo las reponsabih- 
dades del Banco, se baila ó no acreditada con escritura autén- 
tica ú otra prueba fehaciente. 

Tercero Que pur las constancias M proceso criminal segui- 
do 4 TVimoro Brasch y "tros, inclusive Kstéb;n. Chaine, por taá 
fraudacK.il, v que esta Suprema Corte bu tenido á la vista, se 
baila plenamente comprobad., basta por declaración del misino 
Kstébao Chaine, que él adeudaba al lianco Nacional, por capi- 
tal é interereses, la suma á que se refiere la demanda de foja 
primera y rpie canceló su deuda mediante la operación concer- 
tada con el ex-gerente Brasch, de sustituir, como deudor de 
su obligacínn, á üalmiro Acuña, qie asumió la de pagar aque- 
lla con hipoteca de rarias propiedades. 

Cuarto. Une es también un J*ecb« incontestable que en la 
sentencia de esta Suprema Corte, que se registra en la sene 
cuarta, tomo diez, pagina doscientos setenta y siete, y que 
Solvió de culpa y cargo á los procesados en el feMo de la re- 
ferencia, al apreciara las operaciones de sustitución practica- 
das por el itérente Brasch, con el mérito de los heelios justi- 
fioados en el proces.. se hizo la siguiente declaración ! * Ks in- 
dudable que al producir esas operaciones el ex-gerente Brasch 
ba excedido las facultades del mandato -,ue le había conferido 

el Bain* o Nacional». 

Quinto. Qne dado el mérito de esta declaración, hecha de con- 
formidad con la disposición del artículo cuatrocientos noventa y 
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cinco inciso cuarto, del Código de Procedimientos en lo criminal, 
y el del reconocimiento judicial de la deuda, hecho por Estébau 
Cbuine á que se reliere el tercer considerando de esta resolu- 
ción, es indudable que el embargo preventivo .«licitado por ,1 
representante del Haneo, á foja treinta y nueve suelta, se halla 
comprendido, no sólo en la disposición del artículo cincuenta y 
ótico, inciso tercero, de la ley de enjuiciamiento, sino también 
en los artículos cuadrienios cuarenta y tres, inciso segundo, T 
cuatrocientos cuarenta y ocho del Código de Procedimiento* de 
la Capital, r ara declarar su r-roced< ncia, sin que á ello obsten 
los términos del pctüium de la demanda de foja primera, ni la 
resolución que eu definitiva hay a do pronunciarse, se ? un se des- 
prendí del texto mismo del artículo cincuenta y cinco de la ley 
de cutorce de Setiembre «le mil ochocientos sesenta y tres. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto de foja cuarenta y 
cuatro vuelta, en cuanto no hace lugar al embargo preventivo 
.olb-iUdo en el otrosí del escrito de foja treinta y nuevo, el cual 
se declara procedente : y en virtud de¡lus consideraciones aduci- 
das en la primera part- del auto de f .ja cincuenta y ocho vuelu, 
se confirma el de foja cuarenta y cuatro, en cnanto no contiene 
la condenación en costas, reclamada á foja cuarenta y siete. 
Notifícese con el original y devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — JUAN E. TOBRENT. 

— octavio BUNGE (en disi- 
dencia). 



uvsii>em;ia 



Vistos : Por loa fundamentos del auto de foja cincuenta y 
ocho vm Ita, y per los del de foja cuarenta y cuatTo vuelta, en 



406 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



lo relativo al embargo preventivo, se confirma éste f en cuanto 
no se Lace lugar a ilicho embargo y no contiene la condenación 
en costas reclamada á foja cuarenta y siete. Devuélvanse. 

OCTAVIO BUKGE. 



4 AINA « VII 



Don Varios iiirck, contra ta provincia de ¡hienas Aires; sobre 
cobro de pesos ; ¡tur danos y ¡terj uñ ios 



Sumario. — Para que sea procedente ia demanda por canti- 
dad de pesos procedentes de daños y perjuicios, en cuyo juicio 
^e lia abierto la causa a prueba s«'bre la existencia y monto de 
loa perjuicios, y responsabilidad del demandado, es necesario 
que el actor demuestre no solamente su derecho á ser indemni- 
zado, sino también la realidad y ia importancia de los daños y 
perjuicios sufridos. 

Caso. — Lo explica el 
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iluem* Aires, Hayo 13 de 1897. 

Visto.: Los seguios originariamente ante esta Suprema 
Corte por don Curios Hirck, contra la provincia de Buenos Ai- 
rea, sobre indemnización de daños y perjuicios y cobro de canti- 
dad de pesos, de lo* que resulta : 

i ¿ll eporla demanda de foja tres, don Cirios Hirck pid® se 
condenase i la provincia de Baeaoa Aires á abonarle en prime* 
lugar la suma de cien mil pesos moneda nacional, en que es- 
timaba tai du.Vs t perjuicios que dice haberle causado por fal- 
ta de cumplimiento de un contrato quecelebró con La Dirección 
de ferrocarriles de la provincia, para la construcción de cuatro 
mmm en h estación *0itce de Setiembre» de esta capital, 
v eu segundo lugar, la de diez mil ciento veinte pesos de igual 
moneda, valor de trabajos ejecutados fuera de los contenidos 
en el contrato, y que dice no se le han pagado. 

^uc fundando la primera parte de esta demanda, el actor ha 
alegado que cumplió estrictamente las Aligaciones que le ira- 
ponía el contrato, mientras que la Dirección de ferrocarriles 
no hizo lo mismo por su parte, á pesar de las continuas y reite- 
rada* exigencias de Hirck, pues había faltado alas siguientes 
■ondicinnes: 

rrimera: Quedebiendo, según el contrato, hacerse ladelinea- 
cion sobre el terreno por los ingenieros oficíale» dentro de veinte 
Uw á cntar desde la fecha en que se firmó aquel, esta clausu- 
la no se cumplió, retardándose la delineado.» más de tres me- 
ses, y obligando á Hirck á espera con todos los elementos pre- 
parados para emprender los trabajos; 

Segunda : Que era convenido que laDireccion de ferrocarriles 
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entregara los planos parala* obras dentro de un breve plazo, y 
tampoco lo cumplió, llegando la demora hasta el año de mil 
ochocientos noventa» en que se dieron todos Los planos; 

Tercera: Que tu Dirección (le ferrocarriles había tomado de su 
cuenta la colocación de ti. ante- de (ierro, pt-ro que no se preo- 
cupa de hacerlo en los momentos oportunos, poniendo así al 
contratista en la necesidad de suspender la obra varias veces, y 
causándole pérdidas crecidas por el pago de oficiales y peones ; 

Cuarta: Que al hacer el presupuesto para la licitación, tomó 
llirck por base todos los trabajos que debían practicarse, cal- 
culando que si sufría pérdidas en unos casos, pudiera ser compen- 
sada con gauaucias en otros, pero que ta cuntí apártese consideró 
ron derecho para tuod i Mear lo pactado á su antojo, y suprimió 
dos mil ciento ochenta metros de muros exteriores, obra que 
«ataba contratada á precio conveniente ; 

Quinta : Que los pagos debían hacerse del priuwual diez de 
cada mes, y que esta cláusula delcompmmiso fué violada escan- 
dalosamente, pues que much: > veces pasaron hasta cuatro me- 
ses sin que se entregase ni u ti solo centavo ; 

Sexta : Que á pesar de haberse estipulado el pago en dinero, 
se obligó al contratista árecihir letras, cuyo valor era íntimo; y 

Séptima: Que la cuenta debía arreglarse de común acuerdo, 
y que sin embargo la Dirección de ferrocarriles lo hizo a t>u ca- 
pricho, y no aceptó ni siquiera observaciones de la parte de 
Hirck. 

Alegó también qu<í >u derecho para reclamar de la provincia 
de Buenos Aire» la indemnización de los perjuicios que se le ha- 
bían causado era indudable, pues t i cuso estaba previsto y re- 
suelto pur el Código Civil en sus artículos mil ciento noventa 
y siete, mil ciento noveuta y ocho, mil ciento nueve y mil ciento 
diezjy en cuanto á la importancia de los perjuicios, para cal- 
cularlos, dijo que bastaba tener en cuenta la enorme deprecia- 
ción sufrida por el papel en el tiempo que perdió ul empresa- 
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tío para construir los galpones, por culpa de la Dirección de 
los ferrocarriles, pues á haberse cumplid por ésta el coutra- 
to Ilirck habría terminado las obras antes lie la gran baja del 
papd, pagando los materiales a un precio íntimo relativamente 
al que por culpa de la Dirección tuvo que abonar uiás urde. 

En justificación ó continuación desús pretensiones tuzo pre- 
note el actor que los nuevos propietarios del Ferrocarril del 
Ueate habían abonado á tos constructores cuyos contratas eran 
de techa atrazuda, un setenta por ciento de aumento sobre tos 
precia estipulados anter fruiente, y que así acontaron que se 
hiciese los señores Ringuelet y Salinas, gefes de vía y obra* 
de ios ferrocarriles de la provincia. 

fcxpusn, iinalinente, que si á esto se a-regaban las pérdidas 
que eu,no empresarios habían sufrido, obligando al actor á dejar 
sin efecto contratos ventajosos celebrados por él, para la adqui- 
sición de máznales, se comprendería que era muy moderado el 
apreciar los perjuicios en cien mil pesos moneda nacional. 

Que receto á la segunda parte de la demuda, el act-r ofre- 
ee justihear el cobro que hace ce» la prueba correspondiente. 

Que corrido trasladu de ta demanda, el representante de la 
provincia de Buenos Aires lo evaomá foja cuarenta y cinco, pi- 
diendo el rechazo de ella, con costas, y expuniendo: Que la de- 
manda de Hirck no era mas que una resurrección urdía de pre- 
tensiones qoe se habían ventilado ante todas las oficinas del 
ministerio de obras públicas de la provincia de Buenos Aires, 
desde antes de mil ochocientos noventa, en buscado una in- 
demnización imposible, por perjuicios imaginarios. 

Que de todos los hechos en que se funda la demanda, el ún.co 
que era cierto y reconocía, es que antes d.- empezarse las obras 
contratadas con el demandante, hubo una demora de tres meses 
pura dar el trazado de los galpones; pero que esa demora no 
podía haber causado al demandante perjuicio de ningún genen, 
precisamente por haberse producido antes déla iniciación de 
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los trabajos, cuando Hirck no podía haber acumulado ele- 
mento», ni menos contratado obreros con salario fijo y obligato- 
rio, sin acusar ana imprevisión é incapacidad tan manifiesta 
quü lo constituiría á é| en único culpable de los perjuicios que 
por esa cansa hubiere sufrido, y porque siendo el contrato de 
cinco de Mayo de mil ochocientos o< lienta rucho, la demora se 
produjo mucho antea do la suba del oro. 

Que, sin embargo, el veintisiete de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochenta y nueve el ílonseju ■ nnsuttivo de los ferroca- 
rriles de la provincia, le aumentó sobre el precio convenido un 
treinta por ciento por las obras ejecutadas, es decir, por todas 
las obras contratadas, aumento que se le liquidó y cobró, cotí 
lóque quedaron más que compensados Ins perjuicios de la de- 
mora y pequeña alza á que en usa época había llegado el preeiu 
del oro. 

Que como el inq uiero Ringuelet había informado que se p - 
ilíai. aumentar en un cincuenta por ciento eso* mismos precios. 
Haréis insistid en sus pretensiones, alegando los supuestos per- 
jurios de la suba del oro, de los que, en todo caso, nu era culpa- 
ble la provincia, ni estaba ésta obligada á resarcir, y su preten- 
sión le fué desechada por la Direceion de ferrocarriles en No- 
viembre veintiséis de mil o"h'<cientoa noventa, por no haberse 
ejecutado miev.-s trabajos despuesde la fecha en que se le favo- 
recí" eon el aumento de treinta por ciento. 

f t *ue - I Poder Nji-t-ni , v i ^ , previo- 'o- informes más detalladas, 
de tudas las oti 'inas que habían intervenido en esas obras en- 
tregadas ¡l la empresa adquirente de los ferrocarriles de la pro- 
vincia el t reinta de Junio de mil ochocientos noventa, y después 
de constatado un saldo de pesos mil treinta y dos con veinte y 
siete centavos moneda nacional, en contra del empresario, por 
abonos hechos de más. confirmó aquella resolución en veinte y 
seis de Diciembre de mil ochocientos noventa con el dictamen 
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Que no Unía para qué ocuparse uno por uno délos siete car- 
gos qu" se hacen en ln demanda, desde que ha Degado en ab- 
guluto m hechos en que si' fundan, con excepción de uno. per., 
que creía conveniente hacer notar respecto del cuarto, que no 
consta, en ninguno de los expedientes administrativos, que se 
hayan suprimido obras de las acontadas*., el contrato, y orde- 
nado la construcción de otras, ni menos que éstas hayan dejado 
de pagarse, pues el constructor había recibido un excedente de 
más de mil pesos sobre .1 valor de sus trabajos. 

Que ta causa se recibió á prueba por el auto de foja cincuenta 
y tres vuelta, expresándose que debía versar, la testimonial, en 
cuanto fuese procedente, sobre lúa siguientes puntos : primero, 
sóbrela existencia de perjuicios y su monto; segundo, sobre 
responsabilidad df. la provincia; y tercero, «obre la ejecución 
de obras por parte del demandante no comprendidas en el con- 
trato. 

Qu- producida la prueba de que instruye el certificado de fo- 
ja doscientas veintinueve vuelta, ambas parte* han alegado so- 
bre su mérito, quedando después de esto conclusa la causa para 
definitiva; y 

Considerando. Que para ser procedente una demanda por da- 
nos y perjuicios, es necesario que el que la intenta demuestre 
no solamente su derecho á ser indemnizado, lo que implica ala 
I *z demostrar la r«8ponsabilidad del demaudad", sitió que prue- 
be también la existencia de los daños y perjuicios recibidos, asi 
como su importancia, a fifi de poder determinar la suma que 
deba mandársele abonar. 

Que á esta exigencia de derecho ha respondido el auto de prue- 
ba, A üjar, como lo ha hecho, el primero y se-undo puntos que 
en él se indican, para que s>«bre ellos versase la prueba testi- 
monial en lo que fuere procedente. 

Que con tal motivo, para declarar la procedencia de la de- 
manda deducida por don Carlos Hirck á foja tres, es indispensa- 
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ble que resulten de estos autos acreditados los ex enios antes 
indicados. 

Que examinadas las constancias de auto¿ con relación al pri- 
men, de esos extremo*, ó sea al derecho que asiste aHirck para 
ser induran izad o de loa danos y perjuicios que dice haber sufri- 
do, se ve que deriva ese derecho de la falta de cumplimiento 
por falta de la Dirección de ferrocarriles de la provincia, d» 
varias cláusulas del contrato q'j,- celebró con ella para la cons- 
trucción de galpones en la estación Once de Setiembre, alegan- 
do queesa falta ile cumplimiento le ha ocasionado considerables 
*¡aíio* j perjuicios que debe indemnizarle la provincia en virtud 
délo dispuesto en los artículos mil ciento nueve y mil ciento 
diez del Código Civil* 

Que es de observar, en cuanto al hecho alegado sobre dicha 
falta de cumplimiento, que él está comprobado en lo referente 
ii los cargos primero, tercero, quinto y sexto, que ha formulado 
Hirck en su demanda; el primero, por haber reconocido su ver- 
dad el presentante de la Provincia en ta contestación de la 
demanda; el tercero, porque declaran que es cierto los ingenie- 
ros que estuvieron trapicados en el ferrocarril y une ha presen- 
tado como testigos el demandante; y el quinto y sexto, porque 
ro altan justificados del informe de la Contaduría general de la 
Provincia, de foja ciento cincuenta y uno, y del certiticado de 
pagos de la misma, de foja ciento dos, por el cual aparece que 
recibió una Mra, aunque no se ln probado que fuera compeli- 
do á tomarla. 

Por lo que hace á los otros caraos, úuo están justificados con 
la prueba correspondiente que ha debido producir y no ha pro- 
ducido el actor, comí, ha sucedido con el cuarto y séptimo, ó 
bit rt no pinole acepU¡r*e como falta que responsabilize ¡i la pro~ 
vincia la imputación que se le ha hecho á la administración de 
ferrociirnles en el cargo número dos, por no haber entregado de 
una vez todus los planos de las obras de Hirck, porque ni erane- 
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cesario, ni se acostumbraba hacerlo, como lo ha declarado el 
ingeniero Bustos Morón, testigo de su parte. 

Que dado que los hechos comprobados por Hirck como otras 
tantas faltas á lo estipulado en el contrato, le hayan causado da- 
ños y perjuicios, esevidente que su derecho á ser indemnizado 
de ellos no se fundaría en los artículos mil ciento nueve y mil 
ciento diez del Código Civil, como lo pretende, porque en estas 
diaposiciones no se comprenden los hechos ó las omisiones en el 
cumplimiento de las obligaciones convencionales, según *e es- 
tablece en el artículo mil ciento siete del mismo Código, sinó 
que su derecho se regiría por el artículo quinientos ocho del ci- 
tado Código, siendo en su mérito que tendría el de ser indem- 
nizado de los daños é intereses que la morosidad de la adminis- 
tración de ferrocarriles le hubiere caucado di el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas por su parte. 

Que la administración de ferrocar riles, conforme á la disposi- 
ción del artículo quinientos nueve del Código Civil, ha incurri- 
do rn mora para cumplir las obligaciones & que se ha referido 
Hirek, y que se expresan en los cargos que ha ju-tificado, no 
puede haber ta menor duda, ya se tenga presente para ello ios 
requerimientos extrajudiciales de que instruyen las copia* de 
las cartas que se registran en el expediente administrativo pre- 
sentado en calidad de prueba por el apoderado de la Provincia, 
obten la naturaleza y circunstancias de las obligaciones que di- 
cha Administración, por hecho imputable ú la misma, dejó de 
cumplir en el tiempo y forma estipulados en el contrato. 

Que demostrado así que el de. mudante ha justificado el pri- 
mero de los extremos de su demanda, á sea el derecho que le 
asiste para ser indemnizado de los perjuicios que haya podido 
rteibir, resta examinar si ha probado que realmente existan los 
perjuicios que menciona en su demanda, y el monto que les 
atribuye. 

Que de la prueba producida en autos con relación al segundo 
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extremo de la (U'tnun <|n, -sea á la existencia de perjuicios, sólo 
resultan probados los siguientes hechos: Primero, que Hirck 
realmente acumuló ios elementos necesarios pura la obra, cuan- 
do se firmó el contrato, teniei do que esperar con dios tres me- 
ses basta qu le dieron el terreno delineado para comenzar, — 
lo que está probado put la afirmación del apoderado de la Pro- 
vincia m la octava posición del interrogatorio de foja ochenta; 
Segundo, qui> la ubra ai- suspendió dos veces por no tener La Ad- 
ínloJStracionde ferrocarriles de la Provincia las armaduras me- 
tálicas para el techo de los galpones, cuya colocación era de su 
cuenta, segun consta de las declaraciones de los ingenieros que 
intervinieron en lasohras; Tercero, que Ja demora cu el pago 
délos c«Tti li>*ad<n¡ de tas obras lia sidn en algunos de muy |iocos 
días, lo, necesarios para ¡a tramitación, perora otras ba durado 
hasta cerca de un mes, cuino lo informa la Contaduría de laPro- 
vincía A foja ciento cincuenta y una; y Cuarto, que la cotización 
di ¡ oro con relación al billete de curso legal, en que se contrató 
ln construcción de los galpones, turo la oscilación de que in*~ 
fruyo H certificado de foja setenta y siete vuelta. 

Que si ea indudable que por ratón de estos hechos algunos 
perjuicios se han ocasionado á Hirek, como lo declaran, con res- 
pecta á la suspensión de las obradlos ingenieros presentados co- 
mo Lestigos en la causa, noesraenos cierto t.imbien que tales 
perjuicio*, cuyo menso ellos no han podido lijar por falta de los 
dalos necesarios, están muy lejos de revestir la importancia 
que les atribuye « I leiuanda%te ) mayormente euando no ha 
produeido prueba alguna para justificar la existencia de los que 
alega haber sufrido por las siguientes causas: primera, por ha- 
ber pagado salario* á oficiales y peones durante ta suspensión 
de Le* obras, pa^o que rio acostumbra hacer ningún empresario, 
t ral iindos*' (le una demora deriertu duración, según lo ha de. 
clorado ¡i foja noventa y cuatro el ing^nieru líiistos Morón, tes- 
tigo de Hit el* : segunda, por pérdidas sufrida^ á eonsecuencia 
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d<- Uaber dejado sin efecto contratos veutajosoá para la adquisi- 
. i.. n Je materiales, loque, á ser cierto, debió, para justificarlo, 
presentar los respe tivo» contratos, eo*a qm? no ha hecho; y 
u-rcera, por haber pagado mis curo, materiales para las obras, 
por la depreciación de la moneda corriente , 

Que sobreesté último capítulo de perjuicios es de tener pre- 
sante, [tara declarar la improcedencia de la demanda, que Hirck 
a lebró con la Dirección de ferrocarriles el cmtrato de que se 
trata, bajo el régimen de la moneda decurso legal, estipulando 
,,,ieeu ella debían serie abonados sus trabajos, lo que implica 
cúrtamete que corrían de su cuenta las llirtuaciones que ex- 
perimentase ion relación al oro, como corría de su cuenta tam- 
bién el valor de loa materiales y obras de mano, aun cuando en- 
careciese, por ser empresario délas obras contratadas á precios 
unitarios, lo que vale decir, en la condición prevista por el ar- 
tículo mil seiscientos treinta y tres iM Código Civil, el cual 
dispone que el locador de las obras no puede, en ese caso, pedir 
bajo ningún pretexto, aumento de precio. 

Que épessir de esto la Dirección de ferrocarriles, según cons- 
ta i foja veintiséis del expediente administrativo, que corres- 
ponda á foja ciento treinta y siete de los autos corrientes, au- 
mentó á Hirck el treinta por ciento del vul-r de todos los tra- 
bajas, con excepción de tos de albauileria, habiéndose estable- 
cido el precio üV los trabajos no concluidos de acuerdo con el 
empresario, y aumentado tamban A treinta por ciento como 

allí mi*mo se ex proa . 

Que ron e>te motivo, y r. saltando de los informes de la Con- 
taduría de la Provincia de foja ciento quince, y del cotnUiona- 
do olicial señor Miguel Tediu, de foja ciento noventa y cinco, qu- 
M* ha entregado á Hirck, ni pago de las obras hedías por cuen- 
ta de la Provincia, el precio en que ellas se han liquidado con su 
intervención, por los ingenieros del ferrocarril, y un exceso, 
además, de mil treinta y dos pesos veintisiete centavos moneda 
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nacional, sin que conste que el referido Himk al recibir el im- 
porta de ios certificados de liquidación, que ha cobrado de la 
Tesorería de la Provincia, hará lu cho reserva alguna sobre los 
intereses correspondientes al capital que si' le udeudaba, ea 
claro que no puede conservar derecho contra la Provincia para 
cobrar tales interese*, de conformidad A lo, dispuesta en el ar- 
tículo seiscientos veinte y cuatro del Cúái'jn Civil , corno nu tie- 
itfl tampoco derecho para demandar indemnización alguna, des- 
pinte de pagado el precio <ie las obras con el treinta por ciento 
mencionado, ra sea dicha indemnización por >■! perjuicio pro- 
veiiii-nte dé haber tenido acumulada durante tres meses una 
por -ion de materiales, antes de iniciar las nbras, ya por el ma- 
yor valor de materiales que se pretendiese que debiera ser Acar- 
do de la Direcri le ferrocarriles, desde que en ambo* casos el 

pago aceptado del precio dr las obras contratadas con el aumeii- 
to indicado y sin reserva de ningún genero de parte del empresa- 
rio, no puede menos que significar chancelación definitiva de 
cuentas . 

Que nada vale para desvirtuar la verda l de esta conclusión, 
la circunstancia de que el ingeniero Ringuclet, gefe de vía y 
obras, hubiese opinado que se aumentase c» un cincuenta p >r 
ciento el precie de las obras contratadas por llírck, en vez del 
treinta por ciento que se le acordó, como u.ida importa tampoco 
que la Cump ifiía que sucedió á ¡a Provincia en Sa propiedad del 
ferrocarril hubiese aumentado en un setenta por ciento el pre- 
< io de las obras que faltaba ejecutar, porque el diferente crite- 
rio de Kinguelet pudo obedecer á un >eutiinu nt o de mayor ge- 
neroaidad, que de equidad y justicia en favor de Hirck, orno 
pudo ser igualmente equitativa la Compañía, nueva propietaria 
déla linea, acordándosele el srteuttt por ciento, que !<• fué la Di- 
rección de ferrocarriles lijando el ttmnta, porgue así t o acón- - 
jasen la> diferentes oir nnstaneias en que se hizo el respe, ti- 
ró aumento; siendo mucho mayor el precio del oro, cuando el 
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ferrocarril pasó á poder de la Compañía, que lo fué cuaudo per- 
tenecía á la Provincia, como lo acredita la planilla de cotiza- 
ciones de foja setenta y siete vuelta. 

Que, finalmente, Hirel no lia probado ta segunda parte de su 
demanda, ó sea que h> adeuda la Prc i ticia la suma de diez mil 
ciento veinte pesos moneda nacional, por valor de obras que di- 
ce haber hecho fuera del contrato, como se demuestra del alia- 
damente en > l ; ifortn- de ftija dosrientai veintisiete del perito 
don Alberto de (íainza, del cual resulta que las obras que por 
lal eoneepto hizo Hirrk, no han sido por el valor de aquella su- 
ma, y todas le lun sil-» abonadas. 

Por estos fundamentos, no se liare lugar a la demanda de fo- 
ja tres, de Saque se absuelve, en consecuencia, á la Provincia 
de Unenos Aires, debiendo las costas del juicio pagarse en el or- 
den anisado. Molifiqúese con el original, y repuestos los sellos 
archívese. 



UflSJAMl* l'M. — AElhL HA ¿AS. 



- OCTAVIO ItUSGE.— JUAS 
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Uníanlo //o//)íkihíi, con i ra don Cándido .Vocí/ío, tobre 
tntertlicfa de despojo 



Sumario, — Kl permiso dado por el propietario de un campo, 
para que sus vecinos hagan en él estudios de nivelación, con el 

T. i.x vil 37 
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objeto de adquirir uaa servidumbre de acueducto, no imporu 
concederles ta posesión del campo ; y su n tiro ó suspensión no 
puede dar lugar at ejercicio de accione^ p#n£0i1tf|. 



* Caso Resulta del 



rallo <i«*i Jii»-*. r#drr»1 

i... r i aba, Julio -H de 18 ,fi 

yfttpftl El doctor Eufrasio $. Í>*a, m representación de 
donGotardo Hofímau*, *e pésenla exponieudo: Que tanto él 
Cüm o -u rt-pr *N»t *** y <l seu^r Vlbcrt-. d, la Lastra, sor. due- 
los respecta imeiita dé tres ¡otes de terrena situados i o el de- 
partamento Culón de e>ta provine «a. 

ijue con el objeto de reg.iT «ato tfcfteao*, setMtaron de la 
idminUttacíon províadal para Cada UUO separadamente una 

B om esi a de agua, ^tfÑle» el tot Loza de lo. traaos 

del canal respectivo en términos convenido* üe antemano, lu- 
cho canal -M,ii atravesar mi campo perteneciente al aelur 
Cándido Novillo, y como se traíal a de una ^mdumbre m a- 
da p.»r la tey f COmp es la ditóuedncio, el s-ñ-r Lastra. ,n n m- 

bre de los tre* interesados séHeit rite) *eño He*IUo *•» permiso 
correspondiente al efeCtC en virtud de la oMigacimi legal que 
á éste leinouuibía. qui. n, r- c onociéndola, iés WtWtí para/em- 
prender inmediatain. nl. los trabajo, para la construcción del 
canal, conociendo aquellos Injusta indemttiiafiiOnáque el se- 
ñor Novillo era acr- ior en virtud de la I y. 

0lK , ( . ll4i rtud d-.iirho permiso peu-traron en el tem-im del 
l,m.mdado v continuaron los trabajos j.rep .ratono* (pica ia d< 1 
mont- » para la elación d. I canal. Faltaban solamente diez 
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cuadras próximamente para salir del campo del señor Novillo, 
cuando produjo un pequeño tüeeudi' en mismo, cuya (An- 
sa no se ha comprobado, botando i me diatamente este señor á 
los trabajadores que se ocupaban la «*bra mencionada, la 
[ju- kl q i.j lado les i ■ ni okus ¡uterruiupi La . 

Que buscando la debida reparación, viene • » nombre del se- 
ñor Hoffmann, extranjero y domiciliado m la capital federal, 
i intentar c' interdicto despujo contra el expresad" señor 
Novillo, al obj'-tu de que sea restablecido eW el iho del derecln 
que estaba ejerciendo y los daños y perjuicios ocasionados. 

A-t> ditado el fuero, se da por ínc >ada ta acción y se manda 
comparecer ;il demandado a 1 1 audiencia le ley, laque tuto lu- 
gar con la asistencia de ambas partes, Kn * Lia ta demandadaex- 
puso : t¿ue la acción deditrida por el "tortor Loza, en represen- 
tad mi de Hotl'm.ittn. era in>obsUt n i . por cnanto no se manifes- 
té - ¡i la demanda, en qué ha consistido la posesión del recla- 
mante, y qué actos violentos la babíiiu arra icado, eireunstan- 
ia* ambas esenciales para la procd-ncia de la acción de des- 
pojo. 

Que las relaciones de derecho entre él f la parte demandante 
habían sido la- siguientes : á mediados de Noviembre de 1895, 
el .-'ñor Alberto de la Lastra, solicitóle permiso para hacer el 
* studío de la linca por donde debía pasar un acueducto que 
en sociedad con et doctor loza y el demandante, iban á cons- 
truir para r.-gar mis respectiva prupi-dade*. prometiendo in- 
demnizarle Loa perjuicios qt. *.e originaran, tanto por n?on del 
estudio como délos trabajos, pues dicho acueducto debía pasar 
por terreno de su propi- ia J. 

(Jue otorgado el permiso, sm conceder ningún otro derecho, y 
< ni; (fiado* los trabajos, el 8 de Diciembre, como de 11) í M a. m,, 
ocurrí un incendio eu mi * ampo, y habiendo mandado averi- 
guar su procedencia é importancia, se le hizo saber que el In- 
cendio había sido causado por los trabajadores que teuía el se- 
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íior Loza en elostu.lio de ta línea, y que, habiendo trazado ya 
una línea amerito del permiso concedido, y habiendo empezad o 
ti construir otra sin su o asentimiento creyendo proceder en el 
límite de sus do ree li»s, maiidúal capataz parí que dijera atfue 
haría cabeza en ios trabajadores, que las suspendiesen, 

Qut: en este arto no hay violencia ni fuerza, ni elemento al- 
gnno Je los que constituyen el despoja. 

Que á mérito de lo relacionado, pedía fuera rechazada la de- 

matidn. con costas. 

La paiV demandante presenta en el mismo acto algunos tes- 
taos, cuyas declaraciones corren á fojai IT y siguientes, y pi- 
dió se hiciera absuker posiciones al señor Novillo, lasque co- 
rren ¿foja 18 vuelta; 
y si-uientes; y 

Cousid erando : 1 ijue >i 
pojo no v* necesario comprobar la piisesiou nd 

n [(■ m tno iij . .-un ánimo il ■ | r hará SÍ,etC, este 63, la 

posesión Civil, es necesario por lo mi nos que ta cosa esté sujete 
u su vuliintud. haber tenido la posesión material de la misma, 
ta tenmeia electiva de ella (artículo 235*2, Código Civil; Comen- 
tario de Llerena sobre el mi^rao artículo). 

2' Que el hecho de penetrará un campo ajeno con permiso 
del dueño, al solo objeto de practicar estudios le nivelación, aun 
cuando con tal üu se hayan iiecho picadas de bosques ú otras 
disposiciones materiales, que es lo alegado y probado en este 
jnicic, nocon-titnyen una po-e>imi material leí campo, ni da 
derecho para ejercer «ce iones posesoria*. 

Este hecho tranviario no iuip-rU sujetar en parte alguna 
ese campo a la voluntad del demandado, ni envuelve en sí la in- 
tención de una ocupación exclusiva. 

3» Suponiendo hipotéticamente que tales actos importaran 
una ocupaeiun ó tenencia d-1 campo, la protesta del dueño de 
ocurrir á los Tribunal -s si continúan en ella, no es linaria de 
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hecho ilegal capaz (fe dar la acción #6 despojo, ni alterar la 
paz pública, y es m>Vs bien U contrario el medio característico 
de ejercer un derecho que erar Kan l<* hombws respetuosos de 
las leyes. 

1' Esto tto importa declarar que el demandante carezca de 
los medios necesarios previos para adquirir una servidumbre es- 
tablecida ó autorizada por U ley, sin ó sólo que el medio elegi- 
do no está autorizado por ella. 

En su mérito, definitivamente juzgando, falto: no haciendo 
lugar á la acción de despojo deducida por el doctor Loia en re- 
presentación de don Cándido Novillo en el presente juicio, con 
rostas. Y apareciendo que en el e,critu de demanda y exposi- 
ción dictada del demandado se han hecho enunciaciones de legua* 
y cuadras, lo que importa nua infracción al artículo U do 
ta ley de IK77, se resuelve hacer efectiva la multa de diez 
pésol nacionales para cada una dti las partes, que ella tiene 
establecido, y que de conformidad á la misma se destina al 
fondo de las escuela-, públicas de esta provincia, debiendo reni- 
tirse con oficio por el secretario al presidente del Concejo pro- 
vincial de Kducaeiun, dejándose < «instancia en autos. Hágase 
suber con el original, previa trascripción y reposición, ¥ en so 
casu ¡tase al archivo 

V . Mot/nih* i, a* itúa. 



rallo d> I» »u ii * lüü 



lUifiio- Aires, Mayo 13 di 1*97. 

YUt<>s : Por *us fundamentos, y considerando además que el 
derecho para adquirir una servidumbre de acueducto, en los 
términos del artículo tres mil ochenta y dos y siguientes del 
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Código Civil, na equivale ¡i la adquisición de la misma servi- 
dumbre, se eouiirma, con costas, ia s^nti-ncia apuiada dü foj-i 
ochenta y nueve. Recuestos ios sellos, devuékanac. 

LLNJaMIN — AKEL U,\ZA>. 

— OCTAVIO UüSGE. — J LAN E. 
I OKHEM . 
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Mi tiocior Ignacio \lharman, contra íÍqu Domingo (i, Sobral, 

¡njr imtpnmiZtH'tun ; sobre vouijivlenria 



Sumario. — No corresponde á la Sn|*reuia Curte conocer en 
gradu de apelación eit demandas de cuantía menor di- doscien- 
tos pesos. 

Caso. — El dolor Atbarructn fué presentado y citado como 
testigo pnrd»u Domingo O. Sobral, en el juicio seguido por é«te 1 
contra la señora Jacinta Alharrucin de Rojo. Prestada su de- 
clararon, el doct-r Aibarracin, invocando I :iriíeulo l!13 de la 
ley de procedimientos, reclamo ^omo indemnización la cantidad 
de 120 pesos moneda mir'iunat. 



II'. JISTH U NACKIXU. 



El <efior Sobral inan.iutú que la Mima reclamada es exage- 
rada, y que debía suspender, su lijacion basta tanto el juez 
aprecie en U seuteucu deünitiva, la dep^ici-m d-I doctor Al- 
barrado, la cual pn^-tiia iinln-i«»s «l»' falsedad. 



riftllu a el Jum Fffdrml 

Ba«oo« Aires Abril « de lfiffJ- 

Autos y vistos : Atenta la diacoaferondad manifestad y no 
estando apoyada fundamento legal alguno la peticio» 4? 
suspensión ¡i que se re lie re el anterior escrito, por lo cual no es 
precedente, se lija en cincuenta pesos la suma que la parte de 
Sobral debe abonar cimio indemniza ion al testigo doctor Igna- 
i ¡o [i. Al barrado . 

Ujusttn f rdinarrain. 



Buenos Ai res, Mayo M de 1897. 

Autos y fistos ; Considerando : Que el doctor Albarraeiu ha 
demandado por vía d. indemnización la suma -le ciento veinte 

pesos. 

Que por el auto apelado se lia lijado la suma d*- cincuenta pe- 
^s a) objeto de dicha indemnización 

IJue, por consigttiettte, él valor en cuestión no exc de de 
doscientos pesos, ya se tt-ngaen cuenta lo pedido por el intere- 
sado, ú ya to resuelto por 
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Por esto j fie acuerdo con lo dispuesto en el artículo cuarto 
de l;i ley de jurisdicción, se declara nuil concedido el recurso. 
Devuélvanse. 

BEAJAVUS PAZ. — ABEL ItA/AN . 
— OCTAVIO BLWCE.— JUAM E. 
TOKREST. 
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iL Ricardo S&b&lé+pQt tercería de dumiatu en la ájente iun de 
ÍL Xntunin Varhoni contra tu provincia de Córdoba 

SuHtari'h — So probada la posesión de largo tiempo, »-n que 
se funda la tercería de dominio, debe esta sur rechazada. 

Caso. — Resulta del 

rallo dV la »ii|in mu « orle 

ttiit'iji»? Air.is M.iy.s 13 üV 18Ü7. 

Vistos : ta terina de domiuí-i deducida pur 1). Iticardo Sah.it.- 
en la ejecución seguida por 1), Antonio Curboni contra la pn>- 
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vincia de Córdoba, resulta : Que él tercerista furnia su dere*? 
uliü de propiedad en la posesión de largo tiempo y de fecln 
in tiit'tiiur i&L T que alega ^"bre ti terrón*" qu" fué vendido en dicha 
ejecución, mvueundo la pf escn ipeion corno título* 

l¿ue negada la posesión alégala por el (inmunda o te, se recibió 
ia cao -a a prueba, debiendo ella versar sobro la presar i pe ion 
invocada, habiéndose producido pur el a<"tur, ta testimonial que 
corre de fnja setenta y cuatro á ochen tu, de foja ciento ocho á 
ciento diez, y la instrumental (Jo t'ja veintidós y ochenta 7 
ocho, y por los demandados la que corre Je foja treinta atreinta 
y seis, de foja cuarenta y ciñen á cuarenta y siete y la de foja 
ciento díei y oeho á ciento veintidós, 

Y considerando : t¿ue el tercerista n«j funda la prescripción 
que invoca, en posesión á título de dueño que él hubiera tenido 
personalmente durante el tiempo requerido por la ley, recono- 
cí* ndo T al contrario, que la posesión personal que alega ¡lata 
tan sólo desde Junio de mil ochocientos novmtay cuatro, á estar 
á la declaración contenida en la escritura de foja ochenta y seis. 

ijiio haciendo derivar la pnseripeion en cuestión de la unión 
de su posesión con la que pretende tuvo I). Luis Demarcbi , na 
debido comprobar labilidad de sucesor *n b<s dere h"S deleitado 
Deniarehi. 

Qti" 110 ha producido esa prueba, desde que en la citada escri- 
tura de foja ochenta y seis el otorgante, 1), Juan í'ustiglione, se 
limita A reconocer que él adquirió de Demarcbi I*js derechos 
posesorios y de dominio sobre el campo para Sauat¿, con dinero 
y por encargo de ¿ste, sin que ni Casttglioiie ni Suba té hayan 
presentado escritura de adquisición. 

Que aunque la trasmisión de Demarcbi á Sahatü se tuviera 
acreditada, 110 se ha probado que Demaivlii hubiera poseído á 
título de dueño por un tiempo mus ó menos largo, el inmueble 
en litigio, pues que la testimonial de foja setenta y cuatro & 
ochenta es enteraiuwit'- iiHulieiente a ese objeto. 
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que la prueba testimonial que corro de foja ciento ocho á 
i-h'iito dita no liebt- B*f tomada en consideración, por haber 
siifo producida fuera del término, como resulta del certificado de 
foja cielito veintitrés. 

(¿tu- U" lmli¡t'ií'íu>** justificado que las tornis ú que se relíete 
la tercería ha van >.ilu]o du-l dominio det Jetado, nú cabe duda 
que pertenecen a la Provin ir, dentro de cuyos límites territo- 
riales >e lia Un situadas, conforme ai artículo do.> mil tres 
cientos cuarenta y dus, inciso primero del Código Cirii. 

Que en virtud de lus precedentes eon^idr raciones, es innece- 
sario apreciar el mérito de La prueba producida por la Provincia 
de Córdoba* 

Por esto* fundamentos : 110 se hace lu^ar ¿i la t rn ría dedu- 
cida, siendo la- c^tus del jmeio .. e.irgu d.-l actor. Notifiquen 

con el original y repuestos los sellos archfreasc. 

lUr*JAMlN [»A3E. — AHKL HAZAS. 
— OCTAVIO Bl'JtCK. — JlAH E. 
TOUUt>T. 



< "AINA < \I 



{'<tn(ii*u<tti í/e t'tjttiftetwirtti entre el Juez d* y Comercio Je/ Rosario 
tic Santa Fe y el de San AVcoáíj í/c hs Arroyos, tn el eomursú 
r/f Mr» Snl.itt'f Aijuirre. 

Sumariti. Si el concursado tenia un establecimiento rural 
"ii uu uu.tr, y -ti domicilio real eu utio, es el juez dv este 



DE JUSTICIA PUCIOIUL 



último ílgáT a quien corresponde entender en til juicio de 
quiebra. 



f'axiK — L - explica ta 

VISTA it.L StSiílt l'UDCVIUlnHt 4.KMEIUL 

Suprema Corte: 

Se ba demostrado, per una parte, que e) concursado Unía un 
negocio en Atcortu, pueblo sujeto ú la jurisdicción de la pro- 
vincia de Santa Fe, y por otra, que el domi'-üio ral suyo y de 
su familia, estaba fijado desde años i as, de una manera efec- 
tiva y permanente, en la ciudad di- San Nicolás de loa Arrojos, 
de la provincia de Buenas Aires. 

Ese domicilio, u osólo se ha comprima -lo por las declaraciones 
de testip»* que corren agregadas de foja 19 á 30, sinó también 
por documentos bien significativos, 

Las cuentas corrientes de fojas 16 y 18, los contratos de fojas 
19, 20 v 21, todos los giros y documentos fojas ±¡ á 20, de- 
muestran que todo el activo y pasivo del concursado, se desen- 
volvía por o pe rucio ii es cumplidas en San Nicolás de Arroyos. 

La existencia del establecimiento rural en el Rosario, no es 
bastante á desvirtuar las eonse> ueneias tJ el domicilio real en la 
provincia de Buenos Air» s, donde se desenvolvían todas las 
operaciones com< reíales del concursado Aguirre. Por ello, con 
sujeción A las p iscripcioucs de los artículos 94 del Código 
Civil y 1:J89 del Cúdi^o do Comercio, opino que el juez compe- 
tente del concurso formado á D. Pedro Solano Aguirre, es el de 
San Nicolás de lod Arroyos, y pido ú V. 11. se sirva así decla- 
rarlo. 

Snhimauo Kier. 
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r»iio 

BuenOÍ Aires, Mayo 10 Jf! 1HÜ7, 

Yistos y considerando : Quy el l<>mícilio dtl f :ií liilo determina 
la Competencia del juez i j u e luí de COñOÜOI en la quiebra, si-guti 
lo prescriben l*s artículo* nal trr>cient'S oche uta y nueve y mil 
trescientos noventa y «eis del f'údigo de Comercio, 

tjue las reglas para la dp'trrmi'uicion del domicilio, aun en 
materia comercial, e*tán r-gidas por las disposiciones del Có- 
digo (.'ivil, como lú prescribe el Código di' Comercio su título 
preliminar, y puesto que «te Código no las contiene especíale^ 
bobre la mate r ta. 

Bóíesto, do eeuerdo culo expuesto y pedidé por el señor 
Proc unidor Gen-ral y fundamentos del autu de foja cuarenta 
y cuatro, del juez de San Nicolás, se «Volara que .'-ale es el i -oro- 
pélente pur.i conocer ÚA juicio de quiebra de don Pedro Solano 
Aguirre. 

KeinítAiiM-1. . en mnsecu^iP ia. lo^ aut<-> y anse»e por olicio 
al juez del 1! osario. Repóngase id papel. 



RK>JAML> PAZ. — AREL BAZAR. 
— OCTAVIO BüítGÉ, — JLAN E. 
TORRERT. 



m JUSTICIA EUc;tOl*AL 



IMI'NA <\\II 



Criminal contra Elíseo Mezzmln, spkm mmifacioii ti»' billetes 

tte t arso legal falsos 



Sumario. — Debe absolverse al profesado, si en autos no bay 
t i. [lientos suficientes que ^irvun á demostrar que sea el uutur 
delito materia del poces*. 



Caso, — Resulta de !us siguientes ni -zas : 



VISTA IT SU AL 

La Unta, Uflubn 17 de 1896. 

ícTíot ,Jm< j s federal : 

El Tiscul en la causa seguida á Kliseo Mezzadri, sobre árcu- 
laoiondebiUetea de bance falsos, deduciendo acusación, 4 V. S. 
di'*e : 

La comisión del delito de circulación de billetes falsos que 
representan veinte peses del Banco de la Provincia de Buenos 
Airea, está comprobada, con arreglo á los artículos c 207 y 21 i 
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del Código di* Proi pimientos en lo criminal. Los billetes de fo- 
jas \-2 y IG, lian Sido clasificados dé f.iUo* por la Caja de Con- 
ver-ion. como 1» demuestran la- inipr-sione-i inverso y je- 
verso de t M)-, ejemplares, y id informe de fuja 20. 

El delito se Un llevad ' á cabo por cambios ó * omprus dimití i- 
das, comí* k> lian dermucind ■ 1<j- perjudicados en esos operacio- 
nes fraudulentas, n foja 18. Sus comerciantes de Moreno, Don 
José í'uueo. l'ori L"rau« i - < ■ o Meoo^ui, Pon Domingo M¡is-ob>, Duii 
Pablo Martiní y Don José Carrón, cuando declaran '¡ue entre 
nrhti if mtt í v* t 4e hi noche anterior ~¡í d. Bnero), han sido esta- 
fados pór un individuo (fue tiO Conocen, eotnprninln Mercaderías 
&e p0m catín- tj ¡Ht'jttwhi ron (tíllete* ■/>■ retal*- f>e^>s fatxox ;/ 

recibiendo el vuelto en hit tetes do runa tr :r ¡í. 

YA "11 de En.-ro, por l.i noche, fué encontrado ese individuo en 
la estación del ferrocarril, esperando el tren que debfá pasar 
[mr Moreno hacia el 1 1 de Setiemfcfe, y al ser interrogado por las 
personas nuniHon td i- huyó, dejando abandonada una bolsa. 



Es endenté, cntúa-v-, cim el delito se 




constan acreditados *•» ll » t0 * M> » elementos que lo constituyen. 

El otro extremo legal del lie lio, es la conatataeJoñ de la iden- 
tidad petsoiial y culpabilidad del delincu» nt> . 

Los mismos aui is sui inUtrau lo-* antecedentes necesarios fia- 
ra e^tubli-dT t]u>- el autur de la circulación »*« el pruf-sado Kli- 
seó Mezzadn. 

La bolsa secuestrada |»ur ia pulida, r mtenía J>*s. uhji-ius det .- 
Hados ú foja II. entre los qué ha reconocido como d- su prupi"- 
ilad los que figuran de f*»ja 1 á foja IÜ, coincidiendo con la his- 
toria del viaje á Bu< n>>> A.ires que hace al prest ir la declaración 
i> l"jas *28 vü> Ita á 3f, * i n ctiui] I i mi en tu de instrucciones ó en- 
. arys de su padr* . M a o i ü esta que la expresada bolsa lelo.'- 
robada i n Buenos Aires, momentos antes de tomar el tren paia 
Moren i ■ Luj iu, O^tte es i u lo íjuu discrepa con el parte de fojas 
|«1 y H\ donde la policía dice une fue lomuda i u la estación de 
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Morenu. por haber 1 1 .íA ( iii</»*lwrfo e/ ¡>r.,rr^h al mnprtHfer ta 
futja ; - pero acerca de t m circunstancia, no existe más que la 
nwailestttciofl del n»*> mientrw no concurran otroí 

■lato*, b«.-hos ó uuU-cedeUtes, a eslabi.eer ta verosimilitud de 
lo que aliruw. no «lele- tet.-rse cu cuenta, tanto más cuando las 
demá- .-ircunrtanctai qu.- rodean eUeclio y otras que surjende 
la conducto de ettfeónC»s | anterior del proeesado, 110 dan lagar 
A duda- t-ii • I juin.. que se íorma acarea di tó situación legal ¿e 
aquel. 

U persuasión es acabada al leer la última parte de U in ln- 
gatoria de fojas 88 .i $t, en qnv declara que fué oír. ve?, pi - 
lude por el mismo delito, - y. m efecto, orre a-r- -a io á estos 

aul 1 el proceso qj»e se ¡e sigu id con juntamente «ni Santiago 
Maimo, en mi3. por una «Mniida.-i -n á rriatibul I rriya, en 
una supuesta compra di jamones, COU filetes de <fte* pesos 
fa -os. 

Esta reí. es cierto, que no estuvo Klí^eu Me/za Iri eu el acto 
.le realizarse el negocus pero lo -s. qu- e-<uvo antes y después 
de! negocio acoaipaaanao á SanUago Maimo, como ■ - mi h.-eh.i 
agripado qué éste era por lo menos su bu^ped. d^de que am- 
bo» habitaban la misma casa. 

Kn concento de) íusoííio, no duda de que trata .lid 



j^atfmdfentcrqM constatan la identidad d e Elíseo Slex- 
radií como autor, no pueden ser destruidos, porque la^ pelmas 
qu, pr- sen. iar.n ■ l acta de fojas 1H vuelta á 40, no hayan reeo- 
uon-Jo sí el procesado estaba ó no en Ja rueda de presos. 

Independientemente de !« .Iifí*-i1 que e* ■> »t e^a pru-ba, so- 
bre tolo wrsáiido en eíetfa ótase ao ni. que con pocas diferen- 
cias sensibles, el traje usual y la mlusioo, las vuelve ,te «n 
a^-rtu casi uuiíü.me — los comerciantes estafado», que vini - 
ron á es acto, de Moreno, no podían decir que conocían á Elíseo 
Mev.za lri, porque realmente ><o /<■ eaitoel Mí, 



ka u us m « A siTht:>u í:okte 



La cirrnnátam'ia '[W tm !•> conovian. ya cuneta en autos, á 
foja 18, ruando hicieron la deuuuch de !os fraudes llevados á 
cabo con las billetes falso,. 

Uu sólo. 11 u puede decidir la it nación del encausado, ruando 
está poi ottoa medios demostrad., <¡ne ■ ra < 1 autor de Uis com- 
pras con aquellos billetes^ 

i;>t¡t ¡aliado con el Ueeh-> qu>- ra-tíva e-ta investigación, q«B 
Elíseo ifeizadri es raiñeMente en el misino delito, loojiecous- 
tituv-" una circunstancia que agfata su condición legal. Las 
constancias <b- apto* que he poesiu de manifiesto en las con-.i- 
deracianeá precedentes, iaiineeu al suscrito .* ¡hhmí para el pre> 
t.-sailo, la fíen:a de • nutro años de trabajos forzadas y ciñen rail 
pesas faertes de malta, que prescribí el artículo 0*2 de la U*y de 
I 4 dr Setiembre d. i !S(>3- 

ti. r*\ Yicyrn. 



tulle del Ju« IViJrml 

L.i Plata, Febrero de l^J*. 

^ vistas; Éí sumario instruido coutra Elíseo Meaadri, con 
motivo de unacirculacien de l.ilM-> íil.M.sd*- i-ati dmun» iadu 
jHj Qon José Carrón, y del cual r.-ulta: 

| Mut- el día 24 de Enera de 18**5. ante eJ .owisirio de po- 
li (a del pueble d« Moreno, Re presentan las comerciante"* se-* 
fiores J¡»sé "'arnui y tt|T0í, manifestando qu<* habían >ido esta- 
fados eu pequeñas sumas, par un individuo desconocido ucta de 
fofa 18-, 

¿ Crestada la dr laraciwi nid i^atorta <U. r28 vta. á 31 ) y 
nombrada el déteos r. el s< ftor Procurador Fiscal. A foja 31 ex- 
pone : 
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a) Que en IKÍ13, Elíseo Mmadri fué procesado por un delito 
análogo al actual. recuperando su libertad al amparo di* una de- 
ficiente invehí ilación judicial, que colocaba al magistrado, ea ta 
duda de creer que fuera coautor ó cmtplire de la circulación de 
billetes falsos impotada i Santiago Maímo ; 

b) Que el a tito por el cual salió en libertad, equivalía á un 
vibres- i miento provisional, de acuerdo ron el artículo I3r> del 
Código d" l'rnf- '1 imi< utos en l" Criminal; 

o Q'n' Mezzadri reincidí' en <-\ mismo di lito, pues el sumario 
de prevención, lev mtado por las autoridades de Moreno, inme- 
diato á Lujan, tu revela, y 0,111- los ciatos de su lüiaeion cuin-iden 
con los que se manif- r-taroii en A anterior proceso, estando ade- 
más establecida ta identidad del su jt to, co la propia deolara- 
c ion del procesado ; 

<// Que el conjunto de circunstancias denuncian ladelineuen- 
c.adel pror-esído, pues ha reconocido perteneccrle los papeles ó 
documento!» de foja 1 á foja 10, los cuates fueron extraídos de 
la boUa que M* dr víjA dejó abandonada en la estatuí M-u-eru», 
cuando la poli ía. por denuncia di- uno de los damnili< ados, Don 
.losé Carrón, to pcr-iguio sin lograr su captura, pues al hacerte 
é<t«- una preiruuta, litiyú sin contestar, alampan» de la oscuridad 
de ta noche, habiendo obtenido con estos datos, la prmba del 
delito y del delincuente. 

3 ' YeriuVad* la rueda de presos de que instruye este sumario, 
foja 48 y foja 49, sin haber.se obtenido et reconocimiento del 
procesado por los denunciantes, hecha la acusación íiscal y co- 
rrido trabado ¡ti defensor ¡ abierta esta cau-a á prueba y renun- 
ciándola éste, previa conformidad di ú Prono r ador Fiscal, sellan 
m ♦ autos a foja 04 vu> lia; y 

Considerando: I o Que cou arreglo á ios artículos 207 y 8!Í 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, se halla compro- 
bado U comi>:ou del delito, pues los biliete> lian sitio declarados 
fa ! »os, por la « aja de conversión {informe á foja 26). 

t. uswi w 
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2 U Que en cuanto á la identidad del <Íel¡ncu« nto, si bien la 
rueda de presos no diúnu resultado salida ■ ti*rio, debido en part.- 
á la delicien ia de estos establecimientos, nu puede deducirse 
el quedebe a absoluto atcner-e el juzgado ú este medio de com- 
probación, cuando, wmo en el presente caso, los minios uuto> 
suministran los antecedentes necesarios para estableo, r que <■! 
autor de la circulación es el procesado, ye» efecto, la bolsa se- 
cuestrada por la policía contenía los objetos detallados a foja 
ti, entre Jes que ha reconocido romo de ^n propiedad los que 
figuran de foja 1 á foja 10, robu lerendo de este modo su de- 
claración de fuja 28 ú foja 31 ; éslo t unido á la conducta Íel pro- 
eoado, no da lugar & dudas, respecto á su sitnuciou lega!, de- 
clara qjtie fué otra vez procesado j*or fl misino delito, y en efecto 
corr- agregado a istu> auto- el proejo dr» su referencia, 

3" Que uu:i vez detinida esta situación 1* ^¿i l , se bac ■ necesa- 
ria la aplicación de ta penal Liad correspondiente, qn- no es otra 
que la regida pflf el artículo de la ley 11 «le Setiembre de 

Por i'!>tas consideración"* y las del Procurador riscal que e»te 
juzgado reproduce, fallo: condenando al referido procesado Eli- 
seo Mezzadri, á l:i pena de cuatro año- de trabajos forzados y 
cinco mil pesos fuerte-* de multa, con costa*, debiendo descon- 
tarse el tiempo sufrido de prisión preventiva, con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo 49 del Código Penal y baeerse el cóm- 
puto por secretaría. — Molifiqúese con el original, regístrese en 
el libro de sentencias y repónganse las fojas, 

Mariano >\ de Attrrecovchca. 
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vista » El- seSou puncen a ><>it üenerai. 

Buenos Airei, Afiríl 7 d<* 1^*7. 

Suprema Corté : 

No se ha ju-tilícadn la identidad fiel proejado Elíseo Mezza- 
dri ron i"! desconocido autor del hecho de eircnla^ioji ■ ] > • htll<'.es 
de banco f.kisus. qu.-d-nun<i:in»u algu .^¡ikh del partido de 
Moreno. 

La <tt*iuiH' i;i se refería á un -ujeto descolorido, según consta 
de las diligencias del sumario de foja 18 adelante. 

Lse d eace nocido, creía Don J>sé f'arr.m haberlo encontrado 
eu la esUeion del ferrocarril; peto según la diligencia de foja 
19, al interrogarlo ¡tara cerciorarse si efectivamente era ¿I, de- 
sapar t-ció fugitivo, aprovechando de la oscuridad tic la noche. 

F.n la esta' ion di d ferrocarril, se había eucontra 1 » una bolsa 
con los papelea y referencia* agregadas def. I i ti, y se dedujo 
que el dueño de esa bolsa abandonada, podría ser el desconocido 
eireutador de los billetes filsos. De ahí la prisión del procesado 
Mezzadri. 

Su declaración de foja 28, expresa que la bola » le fué robada 
en la es tari* m Once de Setiembre, en momentos de haber ido á 
despachar unas encomiendas para su casa eu Lujan, — designa 
el empleo di- todo su tiempo en Itueuos Aires, determinando las 
compras que hizo y el nombre de las p*rsoi,as en cuyas casas 
estuvo ; y es sensible que el juzgado no haya hecho evacuar co- 
mo correspondía al uiepr esclarecimiento las citas de referen- 
cia. 

Agrega que nu sabe la causa de su prUion, que no conoce á los 
den une i untes, y es extraño al hecho denunciado. 

La rueda de presos fué oportunamente decretada; y colocado 
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en ella <d procesado, .según la diligencia ile foja 49, Moa los 
denunciante- requeridos st-paradameílte, incluso el misino Ca- 
rr -n, ienuncianU'del en- u.'iiiru y escena en la estación Moreno, 
declaran que m» lian visto de*pues n la p.Tsona á quiñi atri- 
buían el hecho, y que filtre las p.-r^i-na» presefltea no emuen- 
ír« la que designaron en su áéolafftciori é imputación. 

Kisulla.eni "lie, s, impobada por la declara- ion de los mismos 
denunciante, la identidad del procesado. N«» apa recaudo fiOtttra 
él pruebas o indicios qm- la »<\m* i>an, o -n sujeción á lo dis- 
puesto en el artículo ¡N&ial Código de Procedimientos «i lo 
criminal, «u efeo l"""i l fundarse una condena wfeífl "u l»s l¡ - 
geras pTesuni iun- s en. añadas di-1 expedienta ao tnnip añado, cuaft- 
Oo según .1 autode foja 08 de e 5 e expediente, M. mdri fué 
presto ... libertad por n- haber resulta -o mérito para su deten- 
ción. 

Estas Consideraciones me impulsan á au herir a los funda- 
mentí»? conclusiones déla eipreai míe agratina de foja 77. 
para concluir pidi-nd.. á V. II. se >irva refoear la sentencia de 
fuj'i-68, como d.- estricto der cliu correspondé, y declarar ab- 
sin.lto ai procesado. 

Sabíniano Kier. 



i »it» de lu *i*preu*» (mu* 

Bueno» Aires, Muyo 15 de 

VUf..- y «-OMsiderando : t¿u.- aunque es verdad que está si 
Blentemente pr« hado .-l he< lio delictuoso de la circulación 
b,lMes falso*, no lo es menos <iue n» hay en autos elementos : 
ficientes qtte M.rf*S < demostrar que el procesado M- zz.ídri 
el autor d-d cita-Jo delito. 
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gui' h jos de eso, la prueba producida á objeta de estabk-eeT 
la identidad entré el procesado y el autor de la áreulaciun. ha 
dado resulta I» ii,tf!iiivf> desde M ue los denunciante manifesta- 
ron n.» encontrara* «a la rutóla de presan la persona d,- quím 
recibieron los billetes, n-> optante bailarse entre las presos pre- 
sen t.-s el procesado. 

Que ante el mérito probatorio de «<sa diligencia, no puedo* 
hacera vul-r en contrario tas meras presunciones en que se basa 

la «jenteueia apelada. 

I'ur esto y de acuerda con lo expuesto y pedido por el señar 
Procurador General, se revoca la sentencia ajelada d« íoja se- 
senta y nueve, absolviéndose d- culpa y cargo al procesado 
Elíseo Slesoadri. Devuélvanse, 

UE>JAMl> l'AZ. — AtJKLBAlAM.— 
OCTAVIO BCSCt. — JU*« E - 
TORREHT. 
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¡wr dañas y perjuicio* ; whre mmpeímm 

Sümam, - No corresponde á ta Suprema Corte el conocí- 
rni, u to de la demanda que se promueva entra una provincia, 
por razón de cesión dé derechos hecha al actor por un argentino 
vecino de la misma. 



FALLOS DE LA SCPHENA CORTE 



Caso. — 1). Alberto Peralta Ramos, por el Banco Hipotecario 
Nacional, se presentó ante la Suprema forte demandando á la 
provincia de Corrientes por el pago» á título de daños y per- 
juicios, de la cuntidad de treinta mil pesos on cédalas de la 
série C, con más los intereses y las costas del juicio. 

Los antecedentes de la demanda son los siguientes : En \H 
de Octubre de 18>ití, la provincia dv Corrientes vendió á 1), Hs- 
telnu Chuine un campo de propiedad lisCal, ubicado en el de- 
partamento d» l Sauce, l'itr e-tritura de 5 de S< tieiubrc di* i 887 
Cbaine hipotecó db lio - ampo ;il Ha neo, en garantía de un prés- 
tamo f|ii>* le acordó por valor de treinta mil pesos en cédulas de 
la serie C. 

El referido campo ¡ué embargado con fecha d*- 1 i de Octubre 
de 1SK5, por mandato de la Suprema Corte, en el juicio ¡teguido 
por I>. Joaquín Lava!!'- e. ntra Ja provincia de Corrientes, la 
fjiie tuvo conocimiento di- dicho embargo, debidamente ano- 
tado. Seguidos todos los tramites de este juicio, la Suprema 
Corte, después de rechazar la tercería que dedujo Chain- (J. tí), 
p. 5UÜ), mandó vender <•„ remate el campo embarcado, que fué 
adíjuirido por i i General líudedndu Iluca, quien fué puesto en 
posesión, 

Ku vista de esto, el Banco demandó á Chame por el pago del 
préstamo, y Cliaine cedió al Manco sos derechas contra la pro- 
vincia por haber vendido un campo qu* se encontraba embar- 
cado, cesión «ju- -e. invocó como fundamento de la acción. 

Fallo ü> Ib Suprema ton* 

llueim-j Airos, Mayo 2o de I»97. 

Vistos : el presente juici-» promovido por el Banco Hipote- 
cario Nacional contra la provincia de Corrientes, por danos y 
perjuicios» 
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' Y considerando : que la ae« >n deducida por el Banco no per- 
tenece al e*Ublteiim,-nto en c Udad de acrcedoi originario de 
1j pr-viucia demandada, según o < x(iresa el raismio actor, que 
buce derivar mi derei-ho de ees. i hecha á su favor por D« Es- 
teban Chain*, ó di la i acuitad de ejercitar tas accione* de éste, 
que pretende te e*tá otorgada por el artículo mil ciento no- 
venta y seis del Código Civil. 

Qmí- t u efecto demanda contra la provincia lus daños y per- 
juicios que ctée se adeudan i su deudor, el citado Ch aine, por 
haber tendido á éste, dicha provincia, un bien embarcado y por 
haber presentado (hahie, en la ejecución seguida < ontra él por 
el Banco, ia acción contra la rmvincia á lo* ef- ctos del embargo 
eu el juicio • jecutivo. 

Que c «ntale¿anl» calentes, y aunque fuera legalmente cierto 
qm Chaina habla cedido sus acciottee y derechos al Banco y 
aun dada la existencia de esas acciones y derecho*, es evidente 
que id coso no es de la competencia originaria de *sta Suprema 
Corte; con arreglo á Indispuesto en el artículo ocho de la ley 
jurisdicción y competencia. 

Peí e-toa fundamentos se declara : que no corresponde a c*ta 
Suprema Corte, el conocimiento originario de la presente causa. 
11 iyjase saber ron el original y repónganse los sellos. 

n£3JAMlN IMZ. — ABEL BAZAS. 
— - OCTAVIO BHSGE. — «JAS Ü. 
TOnilENT. 
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< avha rxi\ 



VA tínrtnr /(. Mü/urt \w¡rl ílitfUb, tj (¡tirctíl fOrt/fi» 0Í 

Fmmá&U Céntml 'fiarte, xuAn? tlatms y /H'i-juiciw 

Sumario. — i° La cuestión d<- daños y p.-rjuicios i nusados 
por incendio producido jtor 1¡ih locomotoras de un ferrocarril, 
ewespftflite A la justicia federal ratione materia*, 

"1* Probado sufií*ieut<mente el incendio de campos y cercos 
portimec ientes áJ actor, producido por la- máquina* del ferro- 
carril, y !a realidad de los perjuicios causados, Im ••mpresa se 
halla obligada .i su LodemoisEacion. 

W l'íirrciendti equitativa la estimación de Hlo^ liecha por la 
S"Ut»»nci;i del inferior, debr confirmarse. 



CflW. — Üesulta del 



ft-'iillcr ilrl Jih'í i bI 

- 

Y victos ; estos autos seguidos por el d->et>»r Miguel Angel An- 
gulo y barcia contra la Kmpresa del Ferroearrii < cutral Norte, 
por daños y perjuicio y de los que resulta : 
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l¿n • dichos daños > p**rj.uiri«- si- cobran por b;iUer sido 
incendiada una propi- tl-i^I de -lidio señor, d. nominada . La 
Guardia ■ , la qtif eott&Ut* t? ti una cstaueia 'i»' campo; cuyo in- 
ct-ii.íiu stí debe á Ifts rtiisp.i^ y tizones que arrojaban las mu- 
quinas de dicha empresa íérr. a y sus empleados, 

Que dieh* incendio, tuvieron lugar el 10 do Julio, 31 Jel 
mismo y 1 «le Agosto do I8Í»H, y qu- comprendieron sos campos 
v jtófüufl al poniente y nafiieiito de I» linea. cantidad de montes 
y aún alguna de hacienda, cuy* perjuicio-, valora i n S&Wia 

Termina pidiendo se le mande alonar por la emprc-i deman- 
dada la indemnización de lo- perjuicio* directos é indirectos y 

la 5 costas del juicio. 

2<- Contestan !" ta demanda, la parto contraria se limita & 
negar t eutoda* sus panes lo expuesto por el act-r > y diciendo 
que basta que no se jnstífiqus la culpabilidad 0*1 autor ó Bus 
agento, para que n<> se haga lugar d la I -manda 

Abierta la eau^a á prueba *e produce la t^tim-mial de 
foja . , . á foja . . . ; la confesional de tujas . . . y la pericial de 
fojas .. ..cuya ptujóliaseestudiafi en seguida. Y imisideran-Iu : 

Primero. Vara el estudio y r. -solución de esta euestion debe 
partirse del hee.ii- cierto y no cuestionado del incendio departe 
de la estancia del doctor Anguín y Garda, quedando á resolver 
sobre esto solamente el punto d- saber quién lo quemó, o rana 
bien, -i v> 0101 tu qm* la •■mpre-.n lo quem"*. 

Como una ntec-dnil- sobre esto debemos advertir que la que- 
mazoii de un '-ampo por máquinas l-c .motoras do es entre nos- 
otros un becta i hisúlit y antes bi en de pública notoriedad es 
que se repite cea frecuencia alarmant- , loqué ba dado origen á 
reclama.' iones, juicios y aun transacciones de las empresas. 

Hatos hecho se explican p x los gr»n Íes y uocnnuns vientos 
que reinan en algunas estaciones del año que, como los últimos 
dia^ de invierno y los de ptimavera, vienen acompañadas de pro- 
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tungadus sequías, l»s que coummn como un factor de estos 
estragos causador ¡mr jas locomotoras a timcntridas 'le leña, y 
que aún m> han podido evitar la raid* de las i* hispas que des- 
I re tule la combustión de aquellas. 

Con estos antecedentes, el doctor Angulo dice que en los día- 
ili, 31 de Julio y | de Agosto del uno 1K90, m>as máquinas del 

ieroii 




di- ¡a línea un tren de purga ; et 31 fue pr»<tin-Mu la quemazón 
por otrrj tren de carga que pasó después de la- 12 del día y 
antes del regreso del tren de pasajeros; á la quemazón ríe) día I 
'.a produjo u:i t ren de pas;i utos. 

Ahora bien : de la prueba protiuid» resulta probaho testÉ- 
luouialmt'nle que los incendios referidos fueron producidos por 
\ t> locomotoras de la empresa. Varios testigos contestes decla- 
ran que vieron que el incendio del Hi de Julio se produjo con 
un tjzfvu de fuego que fué arrojado desde la máquina por una 
persona (Declaración de Kustaquia de A Mecos, í*jja ... ; Sni- 
tuelj-i. f-ja±¡; Avelina de H n/m in, foja vu-'il.. ; liusius. foja 

y otro>). 

Varios testigo» contestes declaran qu<- id incendio del 3' de 
Julio y 1 d" Agosto se proihijo inmediatamente después de 
pasar el tren, reinando u,n\n viento (declaración de Busto*, foja 
2S vuelta; A maya, foja :ií; I lazan, foja :)r>¡, Lo< testigos del pri- 
mer incendio afirman el hecho de un modu indubitable : vieron 
caer el ¡izon que prendí.» fuego al campo, uno de ellos lo tuve 
rn sus manos. El incendio lo produjo, pues, la máquina ó el 
personal de alia. 

Kl s-tfiiml», fué tauiiiien producido por lar» máquinas de la 
empresa, puesto que el c.wipo se incendió inmediatam< ni»- des- 
pués de pasar un tren que arroja chispas, en día de viento; no 
se cotí oció la « ausa pn.xima del incendio, n*t se rió la chispa 
que le produjo, pero se vio la musa mediata tamliñ-n ¿nduln- 
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ttihlfle) incendio, si- viú el tren que lo produjo, Se puede aee- 
gurar '¡ni' una persona bu caido herida de bala, cuando se vi - 
a! fcefidpf apuntarle, se oyu la detonación y se I- ve caer, sin 
que sea necesario haber visto también fl proyectil penetrar en 
su emtpfi y producir la herida. 

Pero si se quiere to lavía mayor certeza en el conocimiento, ten* 
puse presente que hay varios testigos que declaran que después 
de pasar la maquina y producirse el íuee dio, no pasó nadie por 
t i camino durante algún tiempo (Bustos, foja 23 vuelta; Avelina 
de Gu z man, foja 28 v tí el ta: Eustaqaia Al d eco a. foj a 2l>, vuelta). 

Compruébalo además la dirección del viento. í'mi estas de- 
claraciones testimoniales y Jos antecedentes apuntados al prin- 
cipio ile este considerando, el Jugado críe bastante proba de el 
hecho del incendio p-T las máquinas del I-'en ocarril Central 
Norte (hoy Central C -rdoba). 

Empero., >e tachan los testigos presentados, p««r ser ellos, se 
dice, capataces ú p-on. i d.-l demandante. 

Siip.iniendo que la tu. ha hiera admisible respecto á todos 
lo- que -mi .irrendatarii capataces <'< viven en la estancia del 
doct r Angulo, siempre quedarla uu mérito probatoriu a ellas, 
siquiera sea c< ruó presunción. 

Además, quedarían también testigos intachables como Santtt- 
eho, que sube y le consta el hechq de los incendios por conoci- 
miento personal, foja 22; hmitaqiiia Ablenta, que Ir consta los 
mismos hechos por haber visto, babienrlo visto también en el 
suelo el t ton que producía el incendio, íoj i 29 ; Abraham Agüe- 
ito, foja W vuelta. 

Estos testigos, unida BU fuerza probatoria a la que resulta de 
la declaración de ios otros, harían en todo raso la prueba con- 
cluye ote del lucho en cuestión, que tiene además la calidad de 
la notoriedad 

Pero, con todo, la declaración de aquellos testigos no carece 
por los hechos indicados de su fuerza de con vi ce ¡mi. 
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!, como b prueba testimonial en general, prn au- 
mente por his grandes diticultades que encierra y sus notorios 
peligro*, debe ser juzgada y apreciada segun las reírlas de la 
gana crítica jurídica y tilosótlea, de manera que n" 
nunca '¡uu hay lid te-tigo absolutamente ínaeept ible, , 
el más tachable, puude decir la verdad, como puedo falsearla el 
que parezca mus honrado; averiguar cuándo ambos dicen la 
verdad. e>tud¡ar los e«tímub*s que puedan trabajar su espíritu 
á nombre de sus conveniencias, pasiones ú afecciones, etc., tal* s 
son las reglas de sana crítica con que han de juzgarse sus dichos. 

Tan es así, que boy la- tachas, ni realidad, im extitcjn-m fi 
absoluto la té de los tus t i ge s, pues siempre p r -as comí friones 
¡¡ersunnies ú otras circunstancia- pindén valer como presun- 
ciones, y las pre>iuu-ioiie- también forman entre fas pruebas. 

Parque 'Maestras leyes, con las del fuero miei-uul del (M, 
siguen l:i ti-i.iía modeniii 1- .ipr<>cíaeion de la prueba testimo- 
nial por el juez, según reglas de criterio racional. 

Ante*, ol testimonio de ciertos testigos no valía ab>ohita- 
inent* t y boy nada hay absoluto al re-pedo. Las leyes autU 
gnus d< L*í ij] qu más debe creerse al rico q'-r ^ pft)ÜB« ftl 
fidalgo que, al villano, al varón que á la hembra, etc , y las mo- 
dernis han derogada aquell-s preceptos de hierro que hacían 
del procedimiento un grosero mecanismo algo como el irsttrno- 
nmmetro que quería aplicar lJ**tithnm-BnrniKT. Cuando anti- 
guamente se decía que tal persona jio era apta para prestar una 
.-imple declaración, para dar simples noticias, esta restricción 
tenía una gran importancia, puesto que indicaba que una decla- 
ración de tal clase no podía constituir nunca una unidad, 
lliiy. al contrario» cuando la ley nos dice que se oiga á las 

estas circunstancias, al apreriar la declaración, se advierte con 
esto al juez que sea circunspecto. I'ero si se Italia íntimamente 
convencido de f/ue el menor de f$ años dice la verdad, 
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intftidc decidirse por «« declaración (Bonnier, Trotado de las 
Pruebas, tonm I*, página 33Ü). 

Kstos testigos, se dice, no deben hacer fé, en mérito de r^er 
peones y medianeros del demandan! e. Pothier d ice lo siguiente al 
tratar de ta clase de tachos que se refieren al interés ó parcia- 
lidad del ie>tigo : < Respecto de los artesanos que trabajan para 
nosotros, nuestros servidores, nuestros colonos, panden declarar 
en pró ó contra nosotros ». En esto haf, por lo demás, una 
cursilón de ajtrecittcion. dice IIonni<-r, en ta oue el trihmml 
n-gulminr podrá diUciluuate i evocar las decisiones del juez de 
hecho (obra rjtada. página o:¿5). 

Siguiendo este crin-rio de apreciación debemos tener pre- 
st nt e : 

Q'ie el lincho sobre que deponen los t < st tgíi» es ernble, bajo 
el punto devinta de su verosimilitud ó faetibili lad : 

Que en nuestras costumbres de campo, el auretjmh\ como hay 
ranos de lo» testigos, no es un peón ni depende éste del dueño 
d** la estancia : vive ron independencia de aquel y préstale á 
VeCes A no, n rricíOs accidentales ; 

C¿oe porta naturalizad.' cosas era punto casi imposible que 
el señor Angulo puiliera probar un hedió de esta i-lase con tes- 
tígos que no vivieran en sus campos y en la <n iilu de la línea, 
eu donde establecería sus publaeiolietf, iio sólo por el acceso á la 
fiapábiieá, úné también hasta para defejiuVi^ de los incen- 
dios que diré s.- le hacían frecuente mente'. 

K> algo ;i>í cotí n tt"hj;o necesario y e* sabido que ni caso 

d - necesidad, en ciertos juicios, se aceptau todm los tesli mo- 
mos, pur la imposibilidad de tener otra prueba. 

Por todo lo diHio Mr declara comprobado el lucho di- que las 
máquinas del Ferrocarril Central N^rte en cuestión produjeron 
los iiu-e odios cuya reparación se pide, 

Segunda. Las maquinas loeouioioras de La Kmpr^adel Ferro- 
cu ni Central Norte han quemado los campos del do. Wr An- 
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guio; ¿debe la Kmpresa responder por tos perjuicios que es;is 
quemazones bajan causado? 

En el sistemada nuestras leyes civiles, los hechos quo pueden 
dar lugar á las indemnizaciones dr daños é intereses son ; la 
incjecm i >n de los cutitratos; b»s delitos, ó s-an las infracciones 
a ]. vi-> s¡inr¡(in;ida- nui p«>uas ; los >l> lilos «I-! derecho • i vil 
6 los daños causado* con dolo, y, por último, los actos ilicitud, 
por culpa ó i m prudencia. 

En el caso actual tío se trata de contratos, Si el hecho de. 
arrojar tizones encendidos pudiera mirarse romo un delito d*d 
derecho criniiti.il, lal ve2 la Empresa podría discutir su res* 
pon oibilidad, sost-nien lo str per-ama j n rí 1 i- a ; pero el hecho de 
tuar i s tizones no <i>^-l>- liit-L'" uu ¡je<lio crimina!, aunque 
lo sea 11 n incendio, porque no se deduce n ees ariamente de aquel 
lierlM que el tiz-n st- tirara pura causar «laño, elemento iudts- 
pen^ihli-en todos lo ; actos que importan un delito, y el hecho 
no está expresamente prohibid.! ; 4 esto pudiera mirarse como 
un heeho criminal lo sería el arrojar cigarros encendidos 6 fós- 
foros en - I campo, y no to es (artículo I o , argumento del artí- 
culo 5, Código penal). 

Pero suponiendo hipotéticamente que así fuera, siempre que- 
daría el incendio de los días 31 de Julio y I de Agosto, que no 
Consta se hici> ran con tizones encendidos. 

Tatnpo 'o, por falta de prueba d< \ dolo, puede mirarse el he- 
cho como nn delito civil; no consta que el hecho se produjera 
con intención de dañar. 

Lo que se deduce claramente d<d hecho comprobad > de 
arrojar tizones al campo, es un acto culpable ó imprudente, que 
SOtnete a) qut> U hizo ó á la Km presa á euyo servicio se encon- 
traba, á las reparaciones de los perjuicios causados (artículos 
1 1 09 y 1119 del Código Cml), 

Ya que no puede mirarse como criminal el hecho do tirar 
tizones encendidos en campos cubiertos de pasto seco y en dias 
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de viento, ello es, por lo menos acto notoriamente imprudente y 
sobre cuya apreciación de bnen sentido no puede haber tíos opi- 
niones, y la empresa dueña de la lima y délas máquinas, es res- 
ponsable por los daños causados, por expresa disposición de las 



El artículn 1 109 del Código Civil dice : t todo el que ejecute 
un hecho qm< pt»r su culpa 6 negligencia ocasione un daño á 
otro, está obligado 4 reparar el perjuicio >. 

* La obligación de reparar el daño, se extiende á lo* que 
causaren los que están bajo nuestra dependencia 6 por las causas 
de que se sirve 6 que tiene á su cuidado », dice el articulo 11 13. 

Y el artículo i 1 19 estable -e que el articulo 1118, qu»* hace 
re>p»n su ble» A los dueños de hoteles 6 posadas por el daño que 
causan sus agentes 6 empleados, se extiende 1 los capitanes de 
buques y á los agentes oV transportes terrestres por el que co- 
meten fas mismos. El hecho de que estos artículos parezcan 
limitar la responsabilidad ¡\ los efectúa de los que habitúa en 
los hoteles, ó á los dados para transportar, no es ni puede ser 
taxativo, y se debe entender que se extienden á cualquier «laño 

ó con motivo tíet mismo. 

Así lo da á comprender la raznn del propósito de la ley, el 



ropitubl'-s jurisconsultos, Ademas de que lo establece el artí- 
culo 1113, que no Unce distinciones. 

Lo primero, porque si por e^tos hechos hubiera de responsabi- 
lizarse sólo al aut«»r, la responsabilidad sería ilusoria no sólo por 
la dificultad, en el caso actual, de saber cuál fué el que en un 
tren en marcha arrojó el tizón, sin ó lambieu porque estos em- 
pleados smi ordinariamente gentes cuya responsabilidad pecu- 
niaria no puede sati-fa*er las exigencias de los perjudicados ni 
de los poderes pú tilicos que autorizan las líneas férreas. Porque 
el artículo 1119, en su última partí , extiende esto¿ perjuicios ú 
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una esfera mas amplia que la qti" parece restringirlos sus inci- 
sos anteriores, y porque autores respetables, como Segovia, 1" 
creen osí. 

Rula nota 17 a m artículo í 120 dice : * pero además de quedar 
ya establecido en el artículo 1 1 1 i que loa superiores deben res- 
ponder por los perjuicio* causados por sns subordinados, esa 
responsabilidad existe siempre que est<>< últimos causen daños, 
en el ejercicio de su funcione*, sm distinguir si los perjudicados 
Habitan .» no < u el establecimiento (tomo I a , El Código Citñl), 

listo en cuanto á fu responsabilidad de la Empresa por el in- 
erodio del cusía lo imcieate di- La línea, y motivado por el tizón 
arrojado. 

Kn cnanto al del costad» poniente, motivado por el fuego de sus 
maquinas, ella es tamban reaponsttblfl píTflfli * mando de CBttl- 
quier rosa inanimada resultare daño á alguno, su dueño respon- 
derá de la indemnización xi »t> prueba que de su parte no hubo 
culpa * i artículos \Í'-M y IHit del Código citado). 

St- preterid, que las empresas ferroviarias no son responsables, 
pot cuanto proveen á sus loe uno toras de aparatos destinados á 
evitar los Incendios por las . hispas. 

l'. ro esos aparatos no son eficaces desde que, a pesar de ellos, 
se incendian los campos frecuenten!, nte y al demandante dos ó 
tres reces. 

IMo último hecho lo hemos declarado probado: era, pues 
inútil averiguar eu los autos si las m:i quinas los llevaban, pues 
aceptando ese hecho, siempre resultaban inútiles. La responsa- 
bilidad siempre le incumbía, á menos que se hubiera tratado de 
iittcaso fortuito, cuya prueba no ba suministrado ni pretendido 
la - mpresa Cargamento del artículo f$f del Código de Comercio 
y uTtículos 514 v l l:i2 del «Yidigo Civil), Pero aceptando tam- 
bién que la « mpresa hu hiera provisto sus máquinas de los iiib- 
jures aparatos para eritar la caída de las chispas, si ellos no son 
c unplelamente eficaces, aunque ello sea debido á la imperfección 
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de los eonorimientos eientífieos, la empresa siempre es respon- 
sable, porque no ¡modo hacer marchar sus máquinas en condi- 
ciones susceptibles de hacer un daño, no por accidente, sinó cmno 
consecuencia natural de causas conocidas, sin someterse á las 
reparaciones latíales (Manché, Tmmp'trts ftar cftemins de fer t 
it° 210 ; artfeul.. 53, ley He ferrocarriles del año 1872). 

Tercero. La partí' dn la i mpresa hace algunas objeciones que 
deben tenerse en consideración par su especialidad. Se reduce 
una, ii que na habí tintóse probado qué persona arroja el tizón, 
la empresa no puede ser responsable 

Per>> esta exigencia n<> es racional, d^sde que no se T rata «le 
n-sponsaltili/ar al agente sino á la empresa. 

Par:i responsabilizar ¡í ésta, bastaron la prueba producida: 
un empleado di 1 tren, es decir, una persona de la máquina arro- 
jó fuego, la in ¡iquina arrojó fuego y quemo : l¡i empresa es res- 
ponsable. 

Kl nombre del empleado, la liora precisa en minutos, el sitio 
exacto donde empezó el incendia, son puntos quedeheo aclararse 
en lo posible; pera que im pueden serlo de un modo absoluto 
Hinchas veces, ¡dn qne esto haga impro< edente la reclamación. 

Ahora 1> empresa ti-'iie desiunarmnes bastantes para poder 
saber cuál fué ese empleado y esa menina, en los autos y de~ 
manda l«d duninilieado principalmente. 

Otro <te los punto* ü observar es qne poco queda que observar 
obre la cuestión de derecho, e»n l;i prueba producida ante la 
expr-sa declaración d<- la parte: « La re<pon-ahiliilad <t-ría de la 
empresa, se comprobara que ^us agentes lo cometieron al 
ineendio, si se demostrara la culpa ó imprudencia (foja 74 A 
faja 7 4 vuelta), « lisa t ulpa no si- lia demostrado, como no se 
ha demostrado qm* los agentes del ferrocarril arrojasen el 
fuego », 

Kstus declaraciones del alegato de bien probado coinciden eon 

la ontestaeion á la demanda, qne h ablando de la responsabili- 
r. iavii Si) 
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dad, dice: « I en ello estoy conforma una vez que se prueben 
los hechos * (foja 4). 

CuarlO. Fundada, como queda dirh», la r-sponsabilida i de la 
empresa por los incendios produi id o ^ ( debe pujarse á estudiar en 
qué conisten e^os perjuicios y su monto. De Ilí prueba testimo- 
uial como de la pericial ron leste, resulta comprobado que los re- 
feridos incendios quemaron varias leguas do ci rcos, entre cerco< 
de alambre, palos plantada y rama volcada, gran cantidad de 
Uo-qu - i.i'Mi id-n «1.- Jfiia d- t-s >•'*>•.]» i-la-i.' . vur n - c1m> i ^ 
de alfalfa, postes de campos, etc. 

La extensión Ü ti ■■al y sup riieial de p-íos cercos y campos, uue- 
da comprobóla por el dictamen pericial del ajjrimfentim Don Au- 
reliíinn Bodereau^ quien ha procedido á determinarlas sobre la 
base del pl ni. i de foja 1, presentado por el perito propuesto por 
la ijjgjjífvftj seítoT Barra©», aceptado por la parí- dé Angulo, y 
aci ptado implícita mpate por ta de la empresa. 

De dicho dictamen y mejisttr resolta quemado : ¿815 heot/i - 
re ís 51 ¿f metros de bosque y pastos fuerte», y como 80 hectá- 
reas de alfalfa ; 2(5.5.44 metros lineales de alambrados de 5 hilos 
y postes ;i ües metros, y Ü89H metros lineales de cerco de r una 
Tuteada 

Tal <>s lo que resulta quemad' ' á la prujdedad del doctor An- 
gulo, según la prueba tdena existente de autos, sin perjuicio de 
explicar la partida *U> alambre. Fijada esta suma, debe pasarse 
¡i la avaluación del tfirainíutn, en dinero.de cada una de esa cla- 
se de daños, 

tjuvttiK Lo- prin -ipii». generales que gobiernan esta materia 
t^tsin <■ 'tu prendidos t-speeialraente eíí los articulos 10liH y 1003 

del Código Civil. 

Kilos establecen que « habrá 'laño siempre que se causare 
a otro algún perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria, ó 
directamente e« las cosas de sai dominio, ó indirectamente por 
él mal hecho á su persona o á sus derechos ó facultades 



■ VA dan» comprende no súln el perjaicio efectivamente su- 
frido, .finó también lu ganancia d- que fué privado el duninili- 
cado, p..r el acto ilícita y que en este código se desi-iin por U 
palabra pérdidas e intereses >. 

Latiré ni, tratando ile l.is daño* y perjuicios causados por lug 
eu¡i*i delitos, dice: t que el reglamento (determinación) de los 
daños e* intereses depende .-«t-raniente de los jueces de hecho, á 
los que corresponde exclusivamente su apreciación (Laureut, 
Üraii CMl Fmtteaki tomo 20, n*§83), Siguiendo la juriapru- 
dcneh sitada en la Curte Ue Ais, sostiene con aquella c que los 
daños é intereses no deben ser elevad»* á una i f ra fuera de pro- 
porción i on |;i pérdida real y apreciable en dinero que los de- 
mandantes han sufrid"»... Siguiendo aquella resolución, un 
siniestro, una desgracia, no debe ser el sujeto de una especula* 
eiuii que enriquez» a al demandante (n' 525, id.). Debe pa- 
garse toda el daño; p^ro el daño realmente sufrido y actual 
(n í,s .V26y 527, id.). Y por último. Ja Suprema Corte de Justicia 
de la Nación tiene establecido, que la estimación de los danos 
y perjuicios, cuando no pueden calcularse, y son exagerados por 
las partes, corresponde al prudente arbitrio dei juez estimar y 
mo h rar su avaluación (serie 2', tomo 0, página 29: tomo 12, 
página (> 10; tomo i i, página 50). 

Se.rtu. i'on estos unt-i e lentes, debí- pasarse ú la considera- 
ción de eada una de las partidas. 

Cercos de alambre. -- Consta de autos que el alambrado es de 
cinco hilos, postes a tres metros de distancia y trabas de tona- 
das de alambre, poste d" buena clase. 

Para ha er más fácil ¡a determinación de su precio, connene 
reducirlo ú la unidad de 130 metros (cuadra) lineales, que es la 
qne han usado algunos peritos, y la parte. 

Fijamos p..r cada 130 metros -le cerco quemado, tas siguien- 
tes partidas : 
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Postes 40, i "20 pesos eientu • * • * # 8 - 00 

Alambre, B50 metros, á 14 [.esos quintal . . . » 18.00 

5 torníquetas, á 40 pesos r.j.-nto. . , . . . » 2.00 

125 metros alambre para tía ñus, . . * 3.50 

Acarreo post»*. dos viajes (en medio dia) dos 

> HO 

peones * • ■ 

Acarreo, u>o de carro y animales (pruden- 
cial).... - * * 010 

Acarreo alambre de la ■ s! ación, á razón de 
20 roilíis por viuj". "lo* pcoue>, im-dio dia, 
un peso viaje, incluso carril y útiles, prfir 

i*io en cuadra, . , . . . 

t\ode herramientas (prudencial* * 010 

Coiiüt rtit'í"i« 'ti ■ . 9 1 ' 

. . , S m h 39.88 



tjueda, así, .let.-rminadoel preci- por cada 130 metros lim a- 
lee, en treinta y nueve pesos, ochenta y ocho centavos moneda 
nacional. 

>*u debe haber más trabas en alumbrado con poste* á tres me- 
tras (suénese s.'»lo una). 

En el acarreo de alambre á la estación, debe tenerse presente 
que con un viaje de carr.., se hace lo menos doce cuadra». 

Se suprime la partida de clavos que son innecesarios y no ba 
probado Angulo qne lo tuvieran sus alambrados, 

Ku ,«1 „sü de herramientas, debe hacerle un cálculo pruden- 
cial y moderado, el trabajador práctico gasta muy poca herra- 
mienta de buemi clase, pareee exagerado e) cálculo del doctor 
Angulo y cree más aceptable y justo lijar la pérdida de diez pe- 
soS, pet eada cien cuadras de cerc.» trabajada Ra el mismo cri- 
terio con que se ba avaluado el alquiler del carro y animales. 

Suprítm^c también el capataz para conducir el carro por creer- 
lo inn- ctsario. tanto para transportar el alambre, como páralos 
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i, Y siendo el Total do metros del cerco de alambre, vein- 
tiún mil seiscientos sesenta y cinco, can cincuenta centímetros t 
se fija en seis mil seiscientos cincuenta y tres pesos, noventa y 
siete centavos. 

Al fijar esta extensión fie cercos cuando el perito líodoreau la 
íija en 31.-259,50 metros, se ha tenido en cuenta las explicacio- 
nes dada* por el miMiio perito y es en mérito de ellas y constan- 
cias de untos que se ha relujad', aquella suma á la lijada. La 
diferencia proviene de que el perito Bodereau, incluye en la 
suma que él designa, la partida de alumbrado ú reparar, que so 
indemniza separadamente. 

Además, ha incltíiU también una superficie de 2701 metros 
que no fue quemada al puniente de la línea ; y otra de 5007 me- 
tros, que el señor Barraza baee figurar como no quemada (al 
poniente úv la línea) y que debe tenerse así, en razón de la ■ on- 
fonnidari del reclamante con el plano y decreto de fojas ...J 
de pía h totalidad de metros de cerco, es anahuja á ta v«e co- 
bra d doctor Anfjüto, según su conocimiento completo en mate- 
rias en que no es posible suponer su error, porque se trata de 
trabajos que él misma lia hecho. 

Cercos de palo ¡dantado. — Hn una confereucit oficial del in- 
frascripto con los tres peritos, Olmos, Kuiz y Iiarraza, después 
de muchas explicaciones y cambios de idea, resultó definitiva- 
mente este tipo de avaluación por cuadra ó sean 130 metros : 



Postes 300, tí 12 pesos el ciento, puesto en 

A cerco * í 30.00 

llama, 300 rastras, ú 1 pes« el ciento, costo 

COrU > * 00 

Conducción, 20 viajes de 15 postes eada ui.j, 
á 50 centavo >¡aje, suprimiendo dquiler 
de carro * * 10.00 
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Paru trabajar el cerco > 11,00 

L'v de herramientas O. tO 

Total $ m n 00.10 

Quid a asi a preciados; los cn-nto Ircinia metros il e este cerco» 
en sesenta pesos diez centavos moneda nacional. Y síen<l<> la ex- 
tensión de estos cercos, de veintiséis mil quinienlos cuarenta y 
cuatro metros, da un total de tftu-p mil runtroeirntos * inatenta 
y ocho pesos y sesenta y cuatro tentaros. 

Este es el cerco más costoso délos quetiemel doctor Angulo, 
y f-e hace como úntenle. 

Ha sido apreciado de manera muy diversa, y el Juzgado ha 
creído de su deber, parragones de justicia, subir un tanto todas 
las avaluaciones periciales que se lian formulado, en atenci-m á 
las razones expuestas por el mandante y al tipo de avaluación 
que .urgió en la conferencia ya citada, razones que deben pesar 
más aún en el ánimo del juez que la misma tendencia moderada 
de sus fum-iones al avaluar perjuicios. Uncimos que «dio surgió 
de la conferencia Cóú los peritos en general, y esto naturalmen- 
te, imparta una considera-ion de -us dictámenes > n esta paite. 
Pur indicación de ellos, en esa conferencia s*.> llegó á lijar por 
cuadra : 

300 postea á 13 ó 15 pesos, ciento 
Ü50 ¡i 400 rastras, á tres pesos, « tentó 
10 á 15, por hechura del cerco, etc. 

Con sólo e?tas partidas, se ha excedido el límite que ellos li- 
jaron en sus dictámenes. 

En cuanto al demandante, él también ua lluctnado en la ava- 
luación de este cerco. 

En su escrito de foja ílü vuelta, lu avalúa cu 116 pesos por 
cuadra. Un el de foja 1 10, á J3(> peso** 

El Juzgado ha d< bido rebajar sus partidas por exageradas en 
general y en especial, la relativa al acarreo fie poutes. 
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KI demandante alquila sus earrosy animales á la empresa, de 
manera que le dejarhn gran utilidad con motivo del incendio, 
cuando deh< limitarse ú resarcirse de lo que lia perdido o deja- 
do de ganar. 

Cerco tle rama. — Es el más barato de todos los cercos y más* 
fácil de avaluar. 

Los peritos lo hicieron " n f,c/ '" cuailra • P tíro lia - v trtm " 
bien que hact-r un pequeño aumento. Supongamos que cj traba- 
jo cu-slu 5,50; pero lleva 500 rastras de rama, y aun cuan- 
do ésta no se avalúe en esos lugares, por su gran abundancia y 
haat» inutilidad, pero na habido el trabajo de cortarla y llevar- 
la, el que debe avaluarse al menos en un peso el ciento de ras- 
iras, de manera que en 500 hacen 5, tná* 5,50 del trabajo, 
luce diez pesos cincuenta centavos, suma en que avalúa mus la 
cuadra. 

% siendo setenta y finco «1 número de unidades de ciento 
treinta m- tros ^1)898 metros), da un total de 800 p. sos 50 cen- 
tavos (ochocientos pesos a'uruenfn renta tmi). 

Avaluación <tet bosque. -YA doctor Angulo toma por base de 
avaluación de sus montes, la cantidad de pilas de lefia que po- 
dría sacarse de él, con un precio bajo por pila. Pero etita base 

inaceptable. 

El doctor Angulo rree que de cada cuadra de sus montes, se 
puede sacar 400 (días (foja i 12 tía.) *v leña, siguiendo ese cri- 
terio habría que pagarle á 1.5U centavos p«r pila, lo q« e daría la 
cuadra tiOÜ pesos, y la legua de monte 900.000 mil pesos, y te- 
niendo su estancia, en la parte quemada, cerca de dos leguas, y 
BU poniendo la posibilidad que se hubieran quemado todas, la so- 
la partida de montes hubiera costado á la empresa cerca de mi- 
llón y medio de p< sos ! Y sin embargo, el demandante quedaba 
dueño del campo quemado y dueño de la estancia! Ahora bien, 
pur más valiosa que la estancia toda entera sea, no es posible 
que valga la tercera ó cuarta parte, porque no las hay ta) vez, 
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en la provincia de Córdoba ni en la Iiepública, que tu igualdad 
ríe superficie Las valgan. 

Y sin embargo, es posible que de sus montes» se pueda sacar 
400 carradas de lefia yes muy aceptable el precio, más bien 
bajo de 1. 50 pesos porcada pila ó carrada. ¿Dún té asta entónces 
la explicación d- este contra sentido? 

¿ fin que coniste el error que lo produce ? 

Decididamente en e1 tipo de avaluación adoptado por la de- 
manda. Si se toma n iño tipo la pila de leña, < <e i ál- ufo no es 
exagerado, pero ese im es la unidad ó tipo de avaluación para 
venderlo. El precio del monte no es el prec¡o de !a píla de leña 
que pueda sacarse del monte. 

Siguiendo ese criterio, pudn haberse tomado por base el nú- 
mero de pesies, tirantes y aun puertas que se pueden sacar de 
él, y no es necesario esforzarse en demostrar que reducida á 
puertas una legua ríe montes, ó á metros cúbicos de piedra una 
legua de t'-rreno pedregoso, ó ¡í tonel idas de cal los ferros Ma- 
lagüeños, quizás no habría dinero para pajiarb*s. VA error, con- 
siste en tomar como base de avaluación una unidad distinta de 
la unidad a avaluarse. Se trata de avaluar el monte y se avalúa 
la pila de lena. 

l)e allí nene el error en el v*lor de la cosa. 

Si el valor es el poder de cambio, el valor del monte no es el 
correspondiente á las pilas de lena «jue de él salgan* porque a>í 
uo se cambia el monte. 

I la razón de que no se cambie, es porque no hay demanda 
bastante para agotar todo un nimite á ese precio r el doctor An- 
gulo no ha demostrado ni pretendido siquiera, que sin el incen- 
dio le hubiera sído posible cambiar su m<>uie por dinero. 

Y ello, por varias razones ; 

i n Porque dada la inmensa eaotidad denioul<s de la provin- 
cia, éste, como materia pruna, casi no tiene valor ; 

2" Porque el valor de éste, para rcducirjn á la unidad indi- 
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cada por el doctor Albulo, 10 da principalmente el trabajo del 

hombre; , ( 

3* Porque frente á la inmensa entidad de montes de nuestro 

«ais está la pequeñísima demanda de ellos. 

Hti que el doctor Angulo pudiera r«i««> a <¿<"e™ su bp 
riue vendiéndolo por pilas, teiid ría que bajar tanto sus precios 
qQe serían nulos, casi respecto, ai precio ordinal» J anormal de 
la leña. 

Concretando, debe decirse que no debe avaluara por pila ll 

numte quemado: 

1° Por ladilicnlUd de cortarlas, punto que debe tenerse muy 
fspemalujentt. en consideraron Oü estas avaluaciones ; 

y Porque la pila de leña no es la cusa quemada, aun cuando 

se saque de ella ; 

3" Porqm- la venta do un m.mte avaluado así sería necesaria- 
mente tan remota que haría incierta la determinación de su 
valor* 

P Porqur para tomar A precio por pila es necesario bajarlo 
nuis .iú.! para adquirir la Certeza de la posibilidad de su venta. 
Para contar!» también por pila T es necesario igualmente reba- 
jarlo mucho para t,ner la v guridad de m- < xagenir. Resulta 
que la avaluación por pila es incierta y arbitraria é importa 
avaluar una cosa diversa de la que debe avaluarse. 

La única avaluación aceptable es la del campo con monte, para 
lo cual debe tenerse presente la especialidad en bondad de loa 
del demandando, la proximidad de los miamos á una dudad 
importan! * y su situación sobr, una línea Terrea iater provincial. 
En vista de estas consideraciones y tambkn las que han ser- 
vido de fundamento al perito doctor lluiz en sus escritos de 
foja, 8& y 100 vuelta, o! juzgado adopta orno tipo de avaluación 
el precio de la leña y monte por Hectárea. 

Fijándose en H pesos moneda nacional el precio di- cada hec- 
tárea de monte ¿eco antes del incendio, sin contar el valor de 
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la tierra y en 20 por t iento de su valor total lo que lia consu- 
mido. 1 incendio, tenemos : precio de 4815 hectáreas ;í 12 pesos 
57.780 p">os; SO por cíenlo de monte quemado á indi mnizar, 
1 l.riG5 pesos ftiHrtf hi»7 tfuiirirutosse&eutti y fihm jh'sux mrmvtta 

nacional). 

De cu ;i 1 t|n ier manera una avaluación dé esta naturaleza tiene 
que ser prudencial y carecer de bases enteramente lijas. 

Pero la lijada, prudoneialnieiite moderada, tiene ía ventaja 
de avaluar ta cosa misma, el monte qui ntado. 

VA tribunil no avalúa la Quemazón del monte verde, porque 
es difícil apreciar al árbol qtie vuelve del realmente extinguido, 
y porque esta quemazón deja generalmente el árbol i-n estado 
de leña. 

Alfalfares fteijiult vados. De la prueba rendida consta de autos 
babcise quemado chacras alfalfadas y sus cercos, de manera 
que inundo abiertas lian quedado inutilizadas por 00 poderse 
invernar en ellas. 

T'iki >le "sus chacras, de 50 h- * l áreas y 7000 metros cuadrados, 
lo está en esas condiciones desde el incendio del 1 de Agosto de 
1800. 

La chacra, no habiéndole alegado que estaba destinada á cor- 
tarse la alfalfa, era sólo para invernada y t"iier animales á 
guarda, los que no se lian podido tener desde entonces y estando 
abierto los alfalfares está casi perdida por el charqui que ha na- 
cido en ella, pues no se ha regado- 

Ha sufrido, pues, perjuicios positivo* el demandante, que de- 
serle reparadas. 

Dopues de estudiado el dictamen de los peritos sohre ellos, 
atendidas mis razones, lo alegado por la demanda, y según el 
conocimiento personal del infrascripto, puede moderadamente 
apreciarse estos perjuicios en la siguiente forma. 

En r»Ü hectáreas de alfalfa pueden mantenerse todo el a fe» 150 
animales y moderando esa suma en vUtn de la probabilidad de 
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qne el demandante nn hubiera tenido demanda pindén lijarse 
en 100; fijándose el precio de dos pesos p«>r pastaje por mes, 
cantidad moderada, leñaríamos en -28 mese>, pesos 5l>00. Ava- 
luando al inUiiio precin las otra- 33 hectáreas y 8000 metros, 
en cuatro meses d iría 5150 p.-sos. De modo que se avalúan los 
perjuicios por la alfalfa en OHíO pesos (seis mil ckillú sesenta 
pesos moneda lummwt). Hay en rsta avaluación que disminuir la 
cantidad de. cabeza- que pueden mantenerse en hectárea además 
de las razones ya dichas, porque para que un invernador pueda 
llenar sus chacras necesitaría hacer una notable rebaja de pre- 
cios, L'nr lo demás, se desestima la partida de 7500 pesos que 
cobra el doctor Angulo por el valor de sus «-lincras. porqno é>tas 
y aunque están perdidas, no costaría <*so la avaluación de la **ua- 
dra, ni sería tal vez responsable la Km presa por su mal estado. 

Lo y rimero, porque el precio de la sientbfa de una cnadra de 
alfalfa es menor la tercera 6 cuarta parte del que cobra el doctoT 
Angulo. 

En los Altos de Córdoba, aunque el monte es diferente pero 
dundi* el peón es mucho más caro, puede ealeularse a~í una eua- 
drade alfalfó ¡ desmonte, 40 pr-sos: arado, fc 20 pesos; semilla, 
20 pesos; Mal 80 pesos, que hecho por cuenta propia cuesta 
mucho menos aún. 

En « La Guardia » -1 desmonte será más caro no hay duda, 
no obstante no ser de raí?., nTo el p* on es má- barato y no es 
posible aceptar más de 80 pesos por cuadra de desmonte. 

Lo si gundo, en mérito de las siguientes consideraciones : En 
la inspección ocular del 2 de este mes se dudó por el abogado de 
la empresa que una parte de una de las chacras qu<- el deman- 
dante . onsidera como quemada, hubiera sido tal chaca de alfalfa 
en tiempo del incendio, en razón de notarse en ella éntrela gran 
cantidad de pasto y p aja que ti ene muy poca alfalfa y sobre todo 
inuehochurquique parece teu-r más edad que la de los incendios. 
El doctor Angulo manifestó que ese churqui s- había creado 
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desde el a fu » 1890, después did incendio hast¡i la fecha, pues como 
esas chacras quedaran abi' >rtas, él no había querida Triarlas. 

No obstante lo dicho, la ^ran cantidad du esu arbusto no 
prueba que ya existiera antes fiel incendio. Mi demandante lia 
manifestado que él no desuiunta de raí?, sus montes, sin¿ super- 
ficialmente, hecho general en los canina muy poblados de 
churqui j* árboles grandes. 

Así se explica fácilmente la rapidez con que vuelve á r< pro- 
ducirse en chacras abandonadas -nievas (que un se verilica *.n 
chacras viejas, que con la continuación de curiar la alfalfa han 
peni jdo i-I gérm«-n vegetal ivo las raíces que se dejaron bajo de 
tierra), Il-mo* recibido datos de persona- competente sobre 
estos puntos. 

Ahora el hecíto de sí se quemaron esas chacras está plena- 
mente comprobado eu autos. Los testigo llustus, Isidoro, foja 
23 vuelta, y Clemente, foja "25 vuelta, declaran ser cierto que ne 
quemaron las chacras del naciente de los rieles baila la colonia 
de Can ya y Troncopofco. 

Kl perito Luis J. Olmos, persona hon orable, y que procede i 
la avaluación por conocimiento personal del incendia, y anti- 
quísimo de los campos, a>igna á lis chacras de silf.iifa quemadas 
50 madras próximamente. Ante estos testigos, ante esta prueba, 
nu es posible desconocer que esas chacras fueron quemadas; y 
de la inspección ocular resulta evidente, indis -n tibie, que esas 
chacras están si no perdidas, muy deterioradas. 

Pi ro debe de -id irse que de tilo no es culpable la empresa, 6 
al menos no es responsable, porque el autor de un perjuicio 
involuntario aunque culpable mi es rcsptin>abk> del mal causado 
cuando la persona que lu sufre pudo evitar su* perjudiciales 
consecuencias. 

La empresa es responsable, mientras no se restablezcan los 
céreos de las chacras, de los perjuicios que sufre el doctor An- 
gulo por no poder guardar anímales, pero no del estado del 
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alfalfar, que no habría est.icl.» T »orrlido si el doctor Angulo lo 
hubiera rifado. 

El líoctoT Angulo debió proreder así, como procedió mandando 
apagar los incendios y pudo hacerlo a<Í sin gran costo (Fallos 
de la Suprema Corrí*, sT-rh 1 2", tomo 1 i, página 50, argumento 
del artículo 11 H del índigo Civil), 

Pasto tlf rain na ifitettittdo é inutilizado . Tara la avaluación 
de este [i -rjuino partimos dé la base de que en buen campo no 
JHLl-.k rmis-TV -ii-si- más de IOUO i-abettfl poi tegua J mod.T.unus 
usa cuntida d prudeiicialmoule en 800, y sin que esto importe 
desconocer que aquello- campos pueden admitir masen genera). 

Ahora bien, la totalidad de pasto de campo es de 18 15 hec- 
táreas, la cantidad quemad a 2450, la cantidad inutilizada por 
estar abierta 2360 hectáreas. 

m esta extensión de campo (4815 hectáreas) el demandante 
ha podido mantener tSOO cabezas de ganado, el doctor Angulo 
lia tenido allí 1200 ¿, |.¡00 de su propiedad, luego no lia podido 
lecibir á pastaje mas de 4ÜU c ibe«s. 

Para aceptar la posibilidad de qué las hubiera tenido hay 
que suponer que bajó mis pierios y calculándolos á razón de 
"ju centavos mensuales oti los 20 meses serían 2240 pesos (dos 
mil dusrU* tifos cuarenta pesos) por perjuicios. 

Perjuicios indirectos ¡ 

Alfalfares. Debe suprimirse la partida del interés del capital 
empleado en l"> alfalfares, porque ya se ni, inda pagaren forma 
d.- productos de i¡is chacras y porque ello importaría pagarlos 

dos veces. 

Pasto de cainfio. Suprímese esta partida, por estar compren- 
dida en la anterior bajo el mismo título. 

(iastos de juntar hacienda. Fíjase esta suma de 25 pe^s 
mensuales ;i que el doctor Angulo rebajó la misma, propuesta 
per el perito doctor ttuiz. en consideración á los motivos que la 
fundan : en 2B meses suma 7Ú0 ( sctecitrntux pesos). 
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Administración de cercos. Xo be liace lugar por no haberse 
prohado ijitc esta tenga por causa la quemazón. 

Alambrada ñ reponer. Acéptase La suma fijada pur el doctor 
Angulo, que es la minina que ha avaluad" el perito de la em- 
presa. K>tu suma es pron dente en mérito d i -d ^rrau deterioro de 
U>s céreos. Queda, pues, lijada en pe -os í)ÜO {novecientos seis 
¡ivsus tttmieda nnctmiof). 

Adiciona}. Conducción de alumbre. Ksta suma, duda la difi- 
cultad ile hacer la división pur cuadra, -e Üi¡}& para regularla 
uqi¡í ( y se acepta la hecha per el demandante por consistir en 
su ñus con venida. Sólo la última partid, i ta suprimí mas por lia - 
ber sido tnCluid.i ú luja quedando reducida á 8;í pesos 
(ochenta // (rea ¡tesos moneda )iac tonal), 

Sétimo. lí* asumiendo, nda> estas partidas dun el siguiente 
resultado (suma á indemnizar) *alvo error de cálculo : 



(Vicos de alambre 


& 6G5.'Í.í»7 


f éreos de p¡i!o plantado.. . . 


12-108. Ü i 


i 'freos de rama 


800. r,o 


_Monle quemado 


11565.00 










Gastos de juntar hacienda . . , , 


700.00 




000.00 


Adicional. < 'ouducrion de alambre.. .... 


K;U)0 


1 ot al. ....... ........... . ..... 


4i:.í>7,lt 



(Cuarenta fj un tnH oninientos sesenta y siete ¡tesos anccccn- 
(aros moneda nacional de curso legal). 

Octavo. Mi sta ;nito decidir nn punto sometido á discusión. El 
hecho de no haber comprobado el doctor Angulo qu*.- la (Mam-iu 
quemada es de mi prono da I. 

i;i roprevutunte en juicio, de la Empresa, :io ba exigido esa 
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comprobación, porque no ha negado e- te harh», raaou por la cual 
el demandante no lia debido comprobarlo. 

MI apoderado de la M ui pr^^a lia negado los hechos que sirven 
de fundamento a la « 1 e manda, pero esta negativa nunca pudo 
tomarse como que abrazaba la propiedad del t* rreno quemado ; 
linó t'l hecho del incendio y el da lo que hubiera producido 
las máquinas d ■ la empresa; esto es lo que debe probarse de or- 
ditmrio en estos casos, porque es Jo que está en disensión. Lo 
dornas no ha debido comprobarse, á menos de mía exigencia y 
negativa foriml de' parte, que no ha existido, y en loa casos 
lijados por la lej. 

Negarlo expresamente a última hora, en las postrimerías de 
un jub'iu tan lar-'» y laborioso, en que tanta- pruebas se haren- 
didu; negarlo en este estado es imposibilitar la defensa y aún 
la prueba del demandante. A paite de que no ha demostrado la 
parte de la Ktnpr sa que sólo el propietario puede quejarse de 
lo* daños causados en una propiedad como eu el caso sub-juditt 

(ártica!© 11 10). 

Por estas cousideraeioues y otras que se omiten, deíiniüv¡i- 
tnenté juzgando, fallo y «kvUi" : <\u>- U Kai |>r<-st del ferro- 
carril Central Norte < The Córdoba Central Kaílway Compaiiy 
limited * es responsable civilmente por el incendio producido 
por sus máquinas eu la estancia * La Guardia » t del doctor 
Miguel Angel Angulo y (Jarcia, y ordeno que esta Empresa 
abone á dicho señor, á título de indemnización por dichos incen- 
dios la suma de cuarenta // tí/i mil qjtiM&tfM sesenta tj siete 
¡team once centnvvs moneda naciunni da curso /«/«/, y con más 
las costas del presente juicio. Hágase .saber con el original y no 
siendo apelada eu tiempo y forma, archívese. 
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I ii lio «Ir In «H|irrni» Vori* 

Bueno* A¡r«*, Mayo 2¿do J81»T. 

Vistos: loa presento recursos de apelación y nulidad traídos 
fi esta ñmie \w la empresa del Ferrocarril Central Córdoba, 
contraía sentencia delinitiva que corre i foja ciento tndnta y 
ajete, pronunciada por el Juez Federal tío la provincia de Túrdo- 
ba, en el j u i ciii promovido por el dortordon Miguel Angel Angulo 
y (iareia, por indemnizad de danos y perjuicios que le han 
sido irrogados ú « aína de incendio de campos de su propiedad en 
dicha provincia, resulta : que sustanciado el proceso con las for- 
malidades légale*, el juez sentencio la causa en mérito de lo ale- 
ado y prohado, invocando las leyes que en su concepto rigen ai 
caso y los préndente* judiciales que uaeen jurisprudencia en la 
materia. 

A Ja apelación referida ha adherido el demandante al eva- 
cuar el traslada de la expresión di- agravios, por la parte de la 
sentencia que valora los perjuicios, según lo manifiesta expresa- 
mente. La empresa funda la nulidad de la senteinia reenrrida 
on la falta de jurisdicción del juez, por tratara de un pleito en- 
tró una sociedad anónima que tiene su acento en Córdoba, don- 
de Imc- sus negocios, y un argentino ; cüand. , al efecto, el ar- 
lícnlo a ^m.do, iiiciso segundo, de la ley de jurisdicción y com- 
petencia de les tribunales nacionales, y pregando qne el actor 
1,0 ha acompañado, ni el juez lo ha exilio, | ÜS documentos que 
acrediten que el caso aerreapond. á la justicia nacional. La ex- 
plauio ion de este extrema fundamental de la nulidad alegada, 
que el demandado ofrece en su escrito referido de foja ciento 
ochenta y tres y siguientes, se dirige á cimentar el principio 
de la improrro-abiiidad de la jurisdicción nacional, y á deducir, 
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basado en él. la incompetencia suscitada. La apelación se apoya 
mucho en ilegacio&ts que- reproduce en esta instancia, de las que 
hizo valer en la primer* sobre inhabilidad de lúa testigos, tacha- 
bles, según lo pretende, por sus vinculaciones con el actor, lo 
sospechoso de sus te?; limo 11 i os, el no haber probado que los cam- 
pos incendiados eran de propiedad del demandante y que en el 
supuesto di- que lo fuesen, el incendio no bahía sido caucado por 
las máquinas "leí ferrocarril. 

Y considerando, primeramente, en cuanto á ka nulidad : que 
la jurisdieciou federal procede en esta causa, por razón de la ma- 
teria, tratándose de un caso eipresamente regido por la ley 
nacional de ferrocarriles, como lo ha declarado esta .Suprema 
CoTte en lo* casos análogos que lleva resueltos : no se hace lugar 
á dicho recurso. 

Y considerando, en cnanto al recurso de apelación : 
Primero: Que se halla suficientemente probado en estos au- 

tns, que en tos dios diez y seis y treinta y uno de Julio y prime- 
ro de Agosto de mil ochocientos noventa, fueron incendiados 
campos y cercos pertenecientes al demandante, causándole con- 
siguientes y notorios perjuicios, comprobados por los te>tigos y 
por la información pericial, por cuyos perjuicios se debe justa 
indemniz ieinit, con arreglo á las leyes, de parte de quien los hu- 
bi* re causado. 

Segundo: Que la afirmación del aetor de haber sido bis má- 
quinas del Ferrocarril Central Córdoba» las que omsionaron di- 
chos incendios, en su transito por los referidos campos, se en- 
cuentra apoyada por el testimonio aeeptable de diversas perso- 
nas que pudieron presenciar los hechos y que dan razón formal 
de sus dichos respectivamente. 

Tercero : Que la falibilidad del incendio de campos cubiertos 
de pastos, que el invierno seca en vastas ext< nsiones, reco- 
rridas por los ferrocarriles, es una circunstancia más, que bace 
probable lo afirmado por los testigos, quB han declarado en el 
t. ixvii 30 
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procese, especialmente cuainlo Jo c unir ario no ha sido probado 
por la otra purte* Interesada en desvirtuar los efectos -I ■* ía prue- 
ba considerable del actor, como se. liae«' indar también >n\ la sen- 
tencia recurrida, 

C««río ; Que los testigos que afirman el liecho de los incen- 
dios, no son todos arrendatario;* ó peón* a del demandante, siuó 
que l-s hay tamílico sin estis ixmdioiones, como el testigo Su- 
lustiano Santuchos, á foja veintidós, Abraliiiin Arguello, á foja 
veintiséis, y Emtaqitia Aldecoa, A foja vélniifóeréi 

Quinto; Que gáfeos test imuti ios son AééMvós, reforzando, ^ 
misino tí--mpo, lo .iliniiinlií por los otr-s, no siendo posible dejar 
de to mu ríos en consideración y relucí uñar ios d» Id lamente Con 
los In tdms y demás dalos revelados en la cansa. 

Sétéfa: Que así estimada la prueba testifica;) presentada por 
el actor, no es dado negarle un asentimiento lega", que se im- 
pone al criterio con la fuerza de toda verdad, su fie i en temen te 
demos! rada. 

$éptÍlHO : Que !o expuesto por el deinan lado en la primera 
instancia, reproducido también en la segunda, y dilucidado i on 
insistencia tón sus alegatos ¡uit** estol forte, de no haber acom- 
pasado el actor A su escrito de deuuinda la prueba de su calidad 
de propietario, ¿átete de razón y hasta de si rndud ; no sola- 
mente porque e*ía calidad j invocada por él, al iniciar el juicio, 
no ha sido puesta en duda por nadie, ni aún por el demandudo, 
*inó porque é>te la reconoce de un mod'i implícito al tachar di- 
versos testigos en la cansa, por *er airendatarios unos y peones 
otros, del doctor Angulo y García, en « sos mismos campos. Ade- 
más, todos los li'.iLigos así cerno los peritos, <*n su> respectivas 
informaciones y en los plano, levantados, ae expresan en el Con- 
cillo de que los mi pos inceri liado» p< rtettí cu ftí 'I ,J m i n l;nit» . 

(ktiivxi ; Que dada la posesión de los campos por el doctor An- 
gulo y García, con guiados, alfalfares y chacras desu propiedad, 
si no fuese propietario de ellos, sería pur lo menos su urrendatu- 
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tío ó usuario, en cuyo carácter estaría facultado ¡i demandar la 
indemnización de Jos perjuicios que los incendios le causaron 
(artículo mil ciento diez del Código ''mi). 

¡\'or€tit> : tjue respecto de las estimaciones hechas en la s* n* 
teñe i a recurrida, del valor de tos perjuicios que debt-n ser Su- 
ri emú izados, ellas parecen equitativas, basadas en lou i n Tur ni i s 
periciales y en los datos que suministran los autos, tanto res- 
pecto de los rao riles y cercus destruidos ¡mr los incendios, como 
de las chacras y pastos ; sin que el actor hiya conseguido refu- 
tarlas, en lo que le concierne, respecto de este extremo, en su 
escrito de contestación á la expresión de agravios, al adheriise 
i¡ la apelación del demandado. 

t)éctmo : Que comprubados los daños recibidos por don Miguel 
Angel Angulo y (¡arcia, á consecuencia délos incendios de cam- 
pos de su propiedad en la provincia de Córdoba y su fie lente mente 
justificado que * dios han sido producidos por las máquinas del 
Ferrocarril Central Córdoba a! pasar por los referidos campos, 
es la empresa propietaria do dicho ferrocarril la responsable 
del daño causado por agentes suyos ó por su negligencia, de 
conformidad con lo dispuesto por la I y (artículo* mil ciento 
nueve y mil ciento trece, Código Civil, y aMicnlo .sesenta y 
cinco de la ley de ferrocarriles) y por la jurisprudencia eotis- 
tantn de esta Suprema Coi te en casos análogos. 

Por estos fundamentos y 1 concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento treinta y siete, se confirma óata; con de 
claracion de que en la ¡>uma Jijada en dicha sentencia están 
Comprendidos tudas los perjuicios causados, inclusive los inte- 
reses, sin especial condenación en costas. Notifíquese con el 
original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Allí L BAZAS. — OCTAVIO nCNGÜ. - 
JUAN B, TORKENT. 



